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Juan Héctor inicia el prólogo de este libro con una acertada y pertinente frase 
de Vargas Llosa: “Salir de sí mismo, ser otro, aunque sea ilusoriamente, es 
una manera de ser menos esclavo y de experimentar los riesgos de la libertad”. 
A Juan Héctor y su libro le vienen bien unas ligeras modificaciones a dicha 
cita: “Salir de los otros, ser sí mismo, aunque se oscile entre la ilusión y el 
desencanto, es una manera de ser menos esclavo y experimentar los riesgos 
de la libertad”. En efecto, Juan Héctor y su obra que hoy nos presenta, es 
una expresión de aquellos pocos que logran salir del espacio y del tiempo 
que los rodea, y van al encuentro de sus propias convicciones, pensamientos 
y valores, a costa de los riesgos que ello conlleva.

En tal sentido se puede parafrasear una frase bíblica para ubicar el contenido 
de esta obra, del que fuera, entre otras cosas, un destacado Director Ejecutivo 
de la ANEP, la principal gremial empresarial de El Salvador:  “estar en el 
mundo empresarial sin pertenecer a él”, o mejor dicho, yendo adelante de 
él. Los análisis críticos que hace el autor de los hechos y de la política 
económica que predominaron en el país desde hace 20 años, no provienen 
de un anticapitalista o anti sistema. Parten de un convencido e ilusionado de 
la libre empresa y de la economía social del mercado. 

Desde este pedestal erige su crítico y bien razonado desencanto hacia la 
manera errónea y desvariada que tuvo el esquema predominante de crecimiento 
económico que ha tenido el país desde hace dos décadas. Para Juan Héctor, 
los principios y bases del esquema eran correctos, lo que falló fue la manera 
de implementarlos…o quizá el no implementarlos.

Sin perder su actualidad, este es también un libro de historia económica. Un 
género escaso en un país poca ávido de conocer y aprender de su pasado. 
Una obra por tanto que viene a llenar un vacío, y que será de mucha utilidad 
para aquellos que quieren aprender del antes para comprender y actuar mejor 
sobre el ahora y el después.

Análisis agudos pero sencillos, reflexiones críticas pero constructivas, cono-
cimiento cercano pero distante del espacio y del tiempo que le tocó vivir, histo-
ria económica vitalizada con lo anecdótico, son algunos de los rasgos que 
marcan esta valiosa obra de un valioso economista, que a pesar de sus desen-
cantos sigue ilusionado con el futuro de su país.

Roberto Rubio
Director de Funde
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A la memoria de mi hermano Meme,
quien vivía atribulado pensando que yo le dedicaba demasiado tiempo, 
esfuerzo y entrega a la empresa privada. 

Por enésima vez, le manifesté que lo hacía por El Salvador y creo que al 
final lo convencí. Fue la última vez que conversamos.
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PRÓLOGO
Salir de si mismo, ser otro, aunque sea ilusoriamente,

es una manera de ser menos esclavo y de experimentar los riesgos
 de la libertad.

 Mario Vargas Llosa, “La verdad de las mentiras” 

La idea de escribir un libro sobre la reforma económica del país no es nueva. 
Más bien es demasiado añeja, ya que han transcurrido tres lustros desde que 
se concibió por primera vez. Pero haber dejado el proyecto en una especie 
de hibernación por muchos años no fue fortuito y tampoco ha significado 
una pérdida de esfuerzo, más bien es todo lo contrario.

Haberlo escrito en aquel momento sin duda nos hubiera llevado al extremo 
de idealizar algo que todavía estaba en proceso de gestación. Peor aún, ha-
bríamos caído en el mismo error en que frecuentemente incurren algunos 
analistas al extrapolar cifras sobre crecimiento y desarrollo en general, ig-
norando que la dinámica social, no siempre le es fiel a la economía y mucho 
menos a la política.

Lo que pasaba en ese momento era que, como muchos salvadoreños, está-
bamos contagiados por un excesivo optimismo que nos hacía perder la pers-
pectiva de la historia. Vivíamos embelesados pensando que el país por fin 
había encontrado la senda que andaba buscando desde hacía tanto tiempo. 
Y no era para menos.

El modelo económico en marcha comenzaba a dar sus primeros frutos, en 
tanto que los Acuerdos de Paz habían dado paso, según nuestra percep-
ción, al surgimiento de un pluralismo ideológico sensato para incorporarse 
al proceso político, sin revanchismos de ninguna naturaleza. Por lo tanto, 
de alguna manera creíamos firmemente que estábamos en presencia de un 
escenario ideal para edificar una sociedad cualitativamente distinta. 
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Obviamente, partíamos de la base de que haríamos el mayor esfuerzo para 
trabajar con una visión compartida para consolidar la democracia y cons-
truir un sistema económico incluyente. Esto, a fin de zanjar para siempre las 
diferencias que en el pasado habían constituido una retranca para el desarro-
llo integral de los salvadoreños.

Sin embargo, pronto nos dimos cuenta que cinco años no eran suficientes 
para transformar una sociedad, dejar atrás toda una historia de desbalan-
ces económicos y sociales, diferencias ideológicas profundas y una falta de 
identidad cultural sobre la cual, en todo caso, se construye la prosperidad 
de las naciones. 

Frente a eso, hoy pensamos que en dos décadas sí se podía haber dejado 
trazada una plataforma más sólida para la transformación, especialmente 
porque el poder estuvo en manos de un solo partido, y un actor tan im-
portante como la empresa privada, cohabitó sin mayores problemas con 
los diferentes gobiernos. ¿Qué otras condiciones habría necesitado el país, 
aparte de una conciencia colectiva más consecuente con su propia historia 
y de un liderazgo aglutinador, para transitar con paso firme hacia estadios 
superiores de desarrollo?

En este campo, las experiencias son notables y diversas y nosotros pensá-
bamos que algo podíamos aprender de ellas, adaptando creativamente todo 
aquello que ha contribuido a privilegiar el éxito. Los países del sudeste lo 
hicieron bajo regímenes autocráticos, pero España, Chile e Irlanda lo han 
logrado en democracia. Es más, en el caso de Chile, el exitoso sistema eco-
nómico se gestó bajo un régimen dictatorial; sin embargo, los subsiguientes 
gobiernos conservaron lo bueno que había hecho aquél y aprendieron, sobre 
todo, que volver por los fueros de la democracia política y económica impli-
caba trascender la lucha partidaria de corte inmediatista.

Esta última referencia no es caprichosa. Si la transformación de las socie-
dades se confinara al  plano estrictamente económico, donde el funciona-
miento del mercado hace la diferencia, el caso más emblemático lo tenemos 
hoy en día con el crecimiento espectacular de China. El gigante asiático ha 
roto paradigmas en este campo en base al sistema capitalista, pero sin una 
apertura política que potencie todavía más el desarrollo humano.

Nosotros pensábamos hace quince años que todo ello lo podíamos hacer en 
democracia. No obstante, si por el prurito de idealizar esa transformación 
hubiéramos forzado los tiempos de la historia, extrapolando el futuro a par-
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tir de un tramo temporal muy corto, nos hubiéramos equivocado totalmente. 
De hecho, una primera gestión arenera –que casi todo el mundo consideraba 
exitosa– no era suficiente para proyectar el futuro.

Con ello, hubiéramos cometido el error de cálculo político de darle méri-
tos anticipados a los siguientes gobiernos, sin tener la más remota idea de 
cómo iban a actuar en una sociedad ávida de cambios, pero que también ha 
estado sustentada en estructuras de poder poco sensibles a las lecciones de 
la historia. Y algo más, ¿quién hubiera imaginado por aquella época que 
un estilo de desarrollo, concebido bajo conceptos y prácticas del más puro 
capitalismo,  iba a hacer crisis en un tiempo relativamente corto?

Y cuando aludimos al campo político, no es que ignoremos que uno de 
los fundamentos de toda democracia liberal –la alternancia– se ha dado, 
diríamos que más allá de lo imaginable, con el triunfo de la izquierda. En 
este sentido, no hay que pasar por alto que el cambio ha ocurrido en medio 
de una crisis financiera y económica mundial, donde los espacios para en-
frentarla hay que buscarlos, paradójicamente, dentro del sistema donde se 
incubó. O sea en el sistema capitalista contra el cual sus detractores siguen 
arremetiendo sin darle tregua. Pero también en un escenario político nacio-
nal marcado por una gestión gubernamental maniquea, poco transparente y 
mesiánica. 

Las elecciones, como la alternancia, son al sistema político lo que el cre-
cimiento y la distribución, son a la economía. Pero ni aquellos explican 
del todo democracia, ni éstos, por si solos, llevan a la prosperidad de las 
naciones. Un crecimiento sin distribución pierde mucho de su valor, y las 
elecciones gran parte de su significado, si se sustentan en una instituciona-
lidad frágil. Y particularmente la última administración de ARENA, no fue 
precisamente un bastión de la institucionalidad democrática.

Sabemos que detrás de esos avances en nuestro desarrollo político –sin duda 
importantes para la democracia funcional– se esconde un sistema electoral 
cuestionado, una Asamblea Legislativa que reparte cuotas partidarias en las 
elecciones de segundo plano, una Corte de Cuentas convertida en coto de 
caza de un instituto político, una separación de poderes con muchos cues-
tionamientos. Esto, para mencionar lo más relevante de las falencias ins-
titucionales que aprisionan el desarrollo político y debilitan el desarrollo 
económico, tal como lo ha planteado FUSADES, institución a la que en este 
trabajo se le da un crédito merecido por su papel en la formulación inicial 
del modelo económico que se puso en marcha hace veinte años.
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Todos estos factores son ahora centrales en el trabajo que pretendimos ini-
ciar hace muchos años y hoy nos damos cuenta del vacío histórico en que 
hubiéramos caído al acelerar el paso. Con el devenir del tiempo, también 
hemos tenido espacio para defender sin claudicar el sistema económico que, 
según nuestro modo de pensar, sirve mejor a los intereses del país. Y este no 
es un asunto trivial, porque atañe a los valores y principios de todos aque-
llos que creemos en la libertad. Si se nos permite una libertad, diríamos que  
nos ubicamos dentro de lo que se ha dado en llamar “la tercera vía”, que no 
es sino una forma un poco elegante de decir que siempre hemos estado en 
contra del fundamentalismo. Pero en el fondo, lo que realmente promove-
mos es la instauración de una auténtica economía social de mercado.

Así, insistentemente hemos planteado que no es el modelo como tal, el res-
ponsable de la miríada de problemas que señalan sus detractores. Por el 
contrario, hemos dicho que esos problemas, que indudablemente existen, 
son producto de la gestión del mismo. Aceptamos incluso que en esto puede 
haber un error de semántica y desde luego en la interrogante inevitable so-
bre aquello que le es consustancial a la economía social de mercado –cuánto 
Estado y cuánto mercado– pero no una confusión acerca de lo que se requie-
re para que una sociedad progrese en libertad y la economía sea sensible a 
las necesidades básicas de los sectores más vulnerables.

Y esto no es una reacción tardía ante lo que hoy en día está ocurriendo en el 
mundo entero con la crisis financiera y económica. Mantenernos dentro de 
esa línea ha tenido como propósito ser consecuente con nuestro pensamien-
to y nuestras acciones, y reivindicando permanentemente la “idea fuerza” 
que sirvió de base para que el país hiciera, a partir de 1989, un intento de 
construir un sistema económico más eficiente y equitativo.

Es decir, insistiendo hasta la saciedad de que el país debía mantenerse den-
tro de los principios rectores de la economía social de mercado, incluso 
como una exigencia para prevenir grandes extravíos en el camino hacia la 
consolidación de la democracia. Obviamente, siempre hemos estado cons-
cientes de que las ideas normalmente se pierden en un mundo por naturaleza 
cambiante, pero tampoco estamos entre quienes hacen concesiones a costa 
de sus propias creencias y principios.

En buena medida, este posicionamiento ha quedado plasmando a través de 
nuestro espacio semanal de opinión en La Prensa Gráfica, “Sendas y Sur-
cos”, que mantenemos desde septiembre de 1995 y que salió a luz, precisa-
mente como parte de la visión institucional del periódico de empezar a ha-
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blar sobre un proyecto de nación. Esta iniciativa surgió, cuando comenzaban 
a desvanecerse las ilusiones que habían generado los Acuerdos de Paz, con 
las primeras expresiones de desencuentro que se gestaron, precisamente, en 
la pretensión del segundo gobierno de ARENA de meter a golpe y porrazo 
un paquete de medidas para supuestamente profundizar las reformas, cuan-
do la economía había empezado a dar señales claras de debilitamiento.

En ese contexto, nuestro enfoque, en general, siempre ha girado en torno a 
los excesos y omisiones que se han cometido en nombre de una mal enten-
dida libertad económica. Si bien es cierto que el país tiene credenciales de 
un manejo macroeconómico sensato y de grados de libertad que en América 
Latina sólo han sido superados por Chile, tampoco se puede poner en duda 
que en el camino la gestión económica se apartó de lo que era el proyecto 
inicial.

Esto lo aceptó indirectamente FUSADES en una parte del estudio, que como 
ha sido la tradición, presentó para el quinquenio 2004-2009. Al abordar el 
tema de la política económica en función de la competencia y los factores 
que han incidido en el desempeño del modelo, señaló que parte del proble-
ma era su énfasis en la empresa antes que en el mercado1.

Nosotros hemos ido un poco más allá, diciendo con frecuencia que el pro-
blema estriba en que, en muchos aspectos, hemos venido arrastrando y fo-
mentando formas de comportamiento empresarial que recuerdan al más pri-
mitivo mercantilismo, debido a esa veneración excesiva hacia el mercado 
y la protección que de manera explícita o implícita le ha venido otorgando 
el Estado a determinados grupos, en detrimento del  interés generales. Lo 
lamentable, en todo caso, es que tarde, muy tarde nos dimos cuenta de que 
la economía también cuenta en las elecciones.

Todavía más. El problema es que a lo largo de casi veinte años, la dinámica 
política interna y los acontecimientos internacionales han creado un escena-
rio que ha rebasado con creces todo lo malo que los llamados “antisistema” 
pudieran haberle achacado al modelo, aunque para nosotros, insistimos, 
mucho ha derivado de la cuestionable gestión del mismo.

Como resulta comprensible, aquellos que por largo tiempo han venido sos-
teniendo que en la base de muchos problemas –lento crecimiento, pésima 
distribución del ingreso, creciente brecha externa, desempleo estructural, 

1 FUSADES. Estrategia Económicay Social 2004-2009. 2003.
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precaria situación fiscal, deterioro de la capacidad adquisitiva de la pobla-
ción, tercerización de la economía, alta dependencia de las remesas fami-
liares, creciente informalidad, entre otros– está el neoliberalismo, hoy van 
más allá.

Los detractores del estilo de desarrollo que ha seguido el país se sienten 
gratificados porque, según ellos, la crisis financiera que empezó a gestarse a 
mediados de 2007 les ha dado la razón y, aunque no lo dicen con toda con-
tundencia, dejan entrever que se están cumpliendo las profecías marxistas 
de la desaparición del capitalismo, aunque en sus enfoques hagan abstrac-
ción de la tesis fallida sobre el papel protagónico que en ello tendría la lucha 
del proletariado. 

Sin embargo, con la misma frecuencia con que arremeten contra el sistema 
capitalista, caen en el error garrafal de atribuirle al modelo económico ma-
les que ningún otro puede evitar. Los modelos no son buenos ni malos, son 
simples categorías que sirven para encauzar el comportamiento de los seres 
humanos. La corrupción, la falta de rendición de cuentas, el narcotráfico y 
la inseguridad jurídica y física, son vicios sociales que se encuentran con 
mayor o menor grado de arraigo en cualquier sociedad. Incurrir en el error 
de enrostrárselos al modelo económico es caer en un reduccionismo extre-
mo, mientras se dejan de lado los comportamientos torcidos de quienes han 
tenido la responsabilidad de administrar las políticas públicas.

Contrario sensu, ven como casos paradigmáticos las travesuras de los 
Chávez, los Castro, los Ortega y otros tantos tercermundistas que pululan 
por doquier, ya no reivindicando la sociedad sin clases, sino un socialismo 
raro que se apropia de un espacio temporal para elevarlo a una categoría 
universal y adaptarlo al paso terrenal de unos pocos que se consideran asi-
mismo como verdaderos redentores de la humanidad, cuando lo único que 
representan es un grupúsculo que nunca encontrará acomodo en el mundo 
civilizado.

Pero escribir un libro en un escenario distinto de aquel en que fue concebi-
do también tiene, para cualquier aficionado, un desafío adicional. Especial-
mente si, como en nuestro caso, debemos movernos en un punto equidis-
tante del neoliberalismo extremo y de las ideas marxistas o del fracasado 
socialismo real.
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Para el caso, cuando se comenzó realmente la tarea de escribir este libro, 
allá por el mes de abril de 2007, todo aparentemente en el país seguía su 
“curso normal”, excepto porque de manera muy adelantada había comen-
zado una preocupación por lo que podría ocurrir en las elecciones del 2009. 
Aun no habían aparecido en el horizonte aquellos nubarrones que se convir-
tieron unos cuatro meses más tarde en lo que se dio en llamar la “tormenta 
perfecta”, por la confluencia de la crisis en el sector inmobiliario en los 
Estados Unidos, el alza brutal en los precios del petróleo y otras materias 
primas, y la crisis de alimentos.

Esto vino a introducir nuevos elementos en la dinámica económica y social 
del país, al punto de llevarnos a reflexionar sobre el verdadero significado de 
abordar un tema que, virtualmente, los mismos hechos daban por superado. 
Sin embargo, meditando más sobre ello, más bien llegamos a la conclusión 
de que, con la crisis internacional –que ya venía mostrando su severidad con 
la estrepitosa caída de Wall Street y los principales mercados bursátiles del 
mundo, el 29 de septiembre de 2008– había mayores razones para mantener, 
en lo esencial, la línea de análisis que originalmente nos habíamos trazado.

En efecto, si nos remitimos al escenario internacional del segundo semestre 
de ese año, pronto caemos en la cuenta de que nuestro caso es solo un reflejo 
ínfimo de prácticas que infortunadamente se cometen aun en el país que ha 
sido por más de 200 años el referente obligado de la economía de mercado. 
Estados Unidos y así el mundo, igual que en los años treinta, están expues-
tos a vivir prácticas nefastas de unos pocos, que en este caso, como en la 
Gran Depresión, fueron toleradas más de la cuenta, esta vez bajo la ofensiva 
neoliberal que se impulsó durante la administración Reagan.

Como es sabido, a raíz de la crisis gestada en la irresponsabilidad con que se 
manejaron los negocios en el sector inmobiliario, con efectos sistémicos en 
todo el mundo, el debate se centró en si debía o no intervenir el Estado para 
salirle al paso a las conductas perniciosas de gente que abusa de la libertad 
de emprendimiento.

El problema es que con la gravedad de la crisis y la controversia sobre la 
conveniencia o no de que el Estado se convierta en un actor más activo, en 
el marco de un modelo que por definición tiene a la base la libertad, se ha 
empezado a extender la idea de que es el sistema capitalista el que llegó a 
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su fin y hasta se habla de un “gobierno global”, siguiendo las ideas de un 
académico ruso que cuestiona la capacidad de los Estados Unidos de seguir 
siendo la potencia hegemónica mundial2.

Por una simple asociación de ideas, en esto coincidimos con Rodrik quien  
ha dicho que “el capitalismo no está muerto. La crisis actual demostró que 
el capitalismo ni se auto genera, ni se auto sostiene, si se auto regula, ni se 
auto estabiliza. Se reinventa3. 

Sin embargo, algo impensable un año atrás vino a poner el tema en un punto 
álgido en un momento por lo demás oportuno. La celebración de la Cum-
bre de Presidentes y Jefes de Estado de Iberoamérica, celebrada en San 
Salvador entre el 29 y el 31 de octubre de 2008, que tenía como principal 
punto de agenda el tema de la juventud, no pudo eludir el problema de la 
crisis internacional y más bien se concentró en discernir sobre su gravedad 
y consecuencias.

En esa ocasión, hubo expresiones como las de los gobernantes de Bolivia, 
Honduras, Ecuador y Nicaragua, que se inclinaron por una condena abier-
ta al capitalismo como responsable directo de la crisis financiera. En tono 
más moderado se expresaron los mandatarios de Argentina, Chile y Brasil, 
considerados como practicantes de un socialismo “light”, al menos, estos 
últimos. 

En una entrevista concedida a La Prensa Gráfica, el gobernante salvadore-
ño, señor Saca, fue más explícito cuando dijo: “Yo sí soy de los que cree y 
ha abogado por un capitalismo serio, por que se acabe (y en esto retomó las 
palabras de Lula) el capitalismo de casino […] que se acabe la especulación 
de Wall Street”. En esa línea abogó por una mayor regulación, algo que en 
el país fue un tabú durante los  gobiernos de ARENA. Al expresarse como 
lo hizo, acaso sin proponérselo, don Tony Saca le dio en gran parte la razón 
a sus opositores ideológicos más viscerales, por lo menos en ese momento. 
Afortunadamente, Chávez no asistió a la Cumbre.

Al final, todos los asistentes a la misma fueron contestes acerca de la nece-

2 Comunicado de prensa No. 57, MSRA: “Ha comenzado el gobierno mundial. Fin de los 
Estados Unidos”.  15 de diciembre de 2008. Disponible en línea: http://www.asalbuchi.
com.ar/2008/12/fin-de-los-estados-unidos-inicio-del-gobierno-mundial/ 

3 Mercados y tendencias, marzo abril 2009
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sidad de una mayor regulación y una revisión del sistema financiero inter-
nacional, donde probablemente el FMI y el BM van a ser los más observa-
dos4. 

Nada nuevo en el fondo, ya que los principales organismos internacionales 
radicados en Washington D.C. han sido vapuleados por sus políticas erra-
das, al someter a los países en proceso de desarrollo a verdaderos experi-
mentos. La diferencia en esta ocasión es que también países grandes como 
los de la Unión Europea y Japón, están a favor de una nueva arquitectura 
financiera internacional, aunque con ello veladamente se le esté restando 
importancia al hecho de que la crisis se incubó en el país más emblemático 
del capitalismo.

En este marco, el tema que nos ocupa no es ajeno al escenario que empezó a 
dibujarse a mediados del 2007 con una crisis en la economía más poderosa 
del mundo. Después de todo, lo que la propició fue la falta de regulación en 
el marco de una corriente liberalizadora que abrazaron países como el nues-
tro, para responder, precisamente, a otra debacle financiera que se gestó en 
economías en proceso de desarrollo. El problema, en nuestro caso, es que en 
muchos aspectos quisimos ir más allá de lo que aconsejaban los principios 
fundamentales de la economía social de mercado y lo que recomendaban la 
prudencia y el buen juicio de cara a una dinámica política inédita.

En temas puntuales, hoy podemos coincidir en que el sistema financiero de 
El Salvador es de los más modernos y eficientes de América Latina. Pero 
¿cuál fue el costo que implicó su saneamiento y hacerlo rentable a través de 
la prestación de servicios onerosos, para después venderlo sin que el Estado 
hubiera recibido un céntimo de las fabulosas ganancias percibidas por aque-
llos que estuvieron directamente relacionados con la reprivatización?

El haber cambiado el régimen monetario, rompiendo un consenso básico 
–aunque no fuera escrito– también ha sido un golpe duro para la economía 
del país, ya no digamos para la esencia del sistema económico, que no de-
bería admitir la fijación de un precio clave como la moneda porque atenta 
contra los mismos principios en que se sustenta el propio la economía de 
mercado. La teoría convencional sostiene que en una economía de mercado, 
los precios solo se fijan en tiempos de calamidad pública. Alguna vez, al-
guien con más tiempo, agudeza y conocimiento, demostrará con ecuaciones 

4  La Prensa Gráfica. 1 de noviembre de 2008.
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sofisticadas, cómo la dolarización dio también al traste con las pretensiones 
de ARENA de eternizarse en el poder.

Estos y muchos otros aspectos relacionados con la reforma económica son 
motivo de preocupación por gran parte de los salvadoreños. La imagen ob-
jetivo que sin duda muchos nos formamos hace veinte años, probablemente 
nada tiene que ver con la realidad que hoy estamos viviendo, lo que no 
significa sugerir que el país ha sido víctima del inmovilismo. La pregunta a 
dilucidar es en todo caso ¿dónde estaríamos en términos políticos, econó-
micos y sociales si hubiéramos actuado con una perspectiva diferente de la 
historia?

La educación, la salud y la seguridad social sin duda son hoy más asequibles 
y buena parte de la población tiene la posibilidad de disfrutar de niveles de 
consumo mucho más altos, aunque esto último responda al “efecto demos-
tración” acuñado por Duessenberry y sea uno de los problemas estructurales 
que viene arrastrando la economía, entre otras razones, por los efectos “ne-
gativos” que provoca la emigración.

En ese sentido, hay que procesar la idea de que la comprensión de la econo-
mía no es sólo una cuestión de naturaleza técnica. También hay que enten-
der que alrededor de la misma se desarrolla un sistema de valores y aspira-
ciones que trasciende el significado estadístico del crecimiento del PIB, el 
ingreso por habitante y aun la misma distribución del ingreso, aunque estas 
sean, a fin de cuentas, la razón de las preocupaciones en torno al desarrollo 
económico y social de cualquier país. Hoy en día, la cohesión social, la 
gobernabilidad democrática y la sostenibilidad ambiental, para mencionar 
lo más obvio, deben ser incorporadas al análisis, a partir de una interpre-
tación diferente del significado de la economía en la trasformación de la 
sociedad.

Los valores, las aspiraciones y la expresión cuantitativa de la transforma-
ción económica inevitablemente se juntan para moldear la visión del ciu-
dadano respecto al cambio. Y esa visión normalmente se vuelca hacia la 
aceptación o el rechazo de la gestión pública, la buena o mala voluntad ha-
cia el empresariado y, en el extremo, hacia la búsqueda de nuevas opciones 
en el plano político cuando el sistema es incapaz de colmar sus necesidades 
en respuesta a su esquema anterior de valores. Esto, a pesar de lo señalado 
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por Keynes de que las faltas más destacadas en cualquier sociedad son su 
incapacidad para proveer empleo a todos los que lo necesiten y su arbitraria 
e injusta distribución de la riqueza y el ingreso5.

Lo dicho no tiene nada de filosófico. Si algo tiene la democracia, aun en sus 
fases incipientes, es la capacidad de movilizar la conciencia colectiva y la 
crítica social hacia todo aquello que le beneficia o le perjudica. La manse-
dumbre, como expresión de un comportamiento humano típico en las nacio-
nes política, económica y socialmente atrasadas, tiene la extraña virtud de 
que mantiene a los humanos en la esfera del determinismo.

Pero los salvadoreños ya superamos por mucho esa etapa. Hoy somos más 
exigentes con nuestros gobernantes, los actores políticos, económicos y 
sociales, y con nosotros mismos. Esto es un síntoma de toda sociedad en 
transición, lo cual es bueno. Por eso cuando se trata de poner en perspectiva 
la transformación que ha experimentado El Salvador en los últimos treinta 
años –con etapas en las que se cruzan expresiones de autoritarismo con una 
democracia en lenta evolución, pero que igual llevan la impronta del cam-
bio– no puede eludirse el tema de las nuevas exigencias que surgen como 
producto de la adhesión a los principios de la democracia liberal.

Por consiguiente, cualquier intento de valorar los cambios que ha experi-
mentado El Salvador a lo largo de los últimos años, siempre será un ejercicio 
muy limitado, si no reconoce al menos que, más allá de las interpretaciones 
que puede hacer un interesado en el tema, existe un entramado social que 
se expresa, siente y reacciona. No obstante, y sin evadir responsabilidades, 
valorar estas expresiones trasciende los alcances de un trabajo que sólo in-
tenta pasar revista a lo más obvio y lo que más siente el ciudadano común: 
la economía.

Pero también en estos menesteres nunca faltan las excusas. Personalmente, 
me incluyo entre quienes han tenido la oportunidad –parafraseando abusi-
vamente a García Márquez– de vivir para contarla. Haber estado vinculado 
a la empresa privada por casi veinticinco años y a la vez ocupar espacios de 
opinión en los principales medios de comunicación del país por un período 

4 “La teoría general de Keynes  en relación con la clásica”,  en Tendencias del pensamien-
to económico, traducido del original en inglés Readings in economics editado por Paul 
A. Samuelson, Robert L, Bishop y John R. Coleman. Aguilar S.A. Ediciones, 1962.
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de tiempo similar, me ha mantenido cercano a los intentos de transformación 
que ha hecho la sociedad salvadoreña en el último cuarto de siglo, indepen-
dientemente de los sentimientos encontrados que despiertan en muchos.

Consecuentemente, el origen de las experiencias también cuenta al momen-
to de matizar el juicio crítico. Sin embargo, la oportunidad de haber estado 
en el “ajo”, como se dice en buen salvadoreño, también es un pretexto para 
tomarse ciertas libertades, como usar lo anecdótico para tratar de explicar 
hechos y circunstancias que no han sido del dominio público.

Nos explicamos. Gran parte de las ideas y formulaciones que tratamos de 
transmitir, tienen alguna relación con nuestra vinculación con la Fundación 
Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social (FUSADES) y la Aso-
ciación Nacional de la Empresa Privada (ANEP). 

Estamos hablando de una relación de trabajo enraizada en dos instituciones 
de reconocida gravitación en el desarrollo nacional. En períodos diferentes 
y áreas de influencia distintos, en ambos casos tuvimos la oportunidad de 
conocer de cerca lo que ha sido el posicionamiento y el quehacer del sector 
privado en torno al tema que nos ocupa. Es probable que para algunos esto 
no sea una novedad, en la medida en que nuestra visión en torno al tema 
económico la hemos compartido públicamente en los espacios de opinión a 
los cuales hemos tenido acceso, en paralelo al trabajo en ambas institucio-
nes.

Algunos amigos han interpretado a veces las opiniones que vierto, por 
ejemplo, en “Sendas y Surcos”, como una extensión de lo que se piensa en 
las instituciones a las cuales he estado o estoy vinculado. Nada más alejado 
de la realidad. Y aunque a veces resulta difícil deslindar a la persona del 
puesto que circunstancialmente ocupa, yo siempre me he preocupado por 
no confundir los papeles, aparte de que me siento más libre opinando como 
un ciudadano común.

Aun así, quienes me concedan el privilegio de leer este texto y hayan se-
guido de cerca mis escritos en La Prensa Gráfica y lo que expreso en otros 
medios de comunicación social, encontrarán algunos rasgos parecidos en 
los planteamientos de la cúpula empresarial en el período 1990-1998 y es-
pecialmente durante aquellas jornadas de casi todo el año 1995, cuando el 
sector privado organizado del país tuvo que librar una dura y prolongada 
batalla para que el gobierno de turno rectificara en unas decisiones que se 
consideraban  erróneas. 
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Dicho sea de paso, mucho de lo que en esa época y en los siguientes años 
anticipé, infortunadamente se ha cumplido. Algo de esto se puede constatar 
en las columnas que se reproducen en este trabajo, especialmente aquellas 
relacionadas con la prolongada fase de lento crecimiento, las consecuencias 
de la  excesiva desregulación y los efectos perniciosos de la dolarización.

Por lo demás, es obvio que cuando se emiten juicios públicamente aun sean 
a título personal, adquieren mayor significado sí, de manera simultánea, se 
ostenta un cargo importante como el de director ejecutivo de la cúpula em-
presarial que ocupé por ocho años. En lo que a mí concierne, esta condición 
a veces me servía hasta de coraza ante los exabruptos de algunos funciona-
rios o sus veladas  intenciones de someterme a sus dictados. Enfrentarse al 
poder no es fácil, pero hacerlo con respeto, entereza moral y ética profesio-
nal, resulta gratificante. 

En estos avatares, recuerdo especialmente una supuesta queja del presidente 
Calderón Sol ante el presidente de ANEP, azuzado por uno de sus más cer-
canos colaboradores. En esa oportunidad estuve a punto de renunciar de la 
institución cuando en un tono subliminal se me dijo que mi cargo se estaba 
volviendo incompatible con la forma en que analizaba la realidad nacional. 
La comprensión y el buen juicio  del ingeniero Roberto Vilanova, amigo 
muy especial, evitaron que la simbiosis creada por mi vinculación con el 
sector privado y mi deseo irrefrenable de decir las cosas por su nombre, se 
echara a perder.

Pero cómo cambian las cosas. No creo cometer una infidencia al comentar 
que cuando casualmente me encuentro con el doctor Calderón Sol –para 
mí el más carismático y sensible de los cuatro presidentes provenientes del 
partido ARENA– casi siempre me recuerda cuán dura fue la ANEP durante 
su gestión, pero al mismo tiempo reconoce cuánto le ayudó la institución a 
evitar errores. A veces hasta hace comparaciones.

Anécdotas de menor calibre las he vivido a montones, pero no puedo refe-
rirme a ellas sin caer en lo pedestre. Y menos, a casos que probablemen-
te harían quedar bastante mal paradas a personalidades muy respetadas en 
nuestra sociedad. Sin embargo, no puedo dejar de mencionar algunas, a 
riesgo de herir susceptibilidades.

Entre estas puedo mencionar aquellas jornadas de abril y mayo de 1991, 
para tratar de persuadir, desde la dirección ejecutiva de ANEP, a las más al-
tas autoridades de la institución para que aceptaran la invitación transmitida 
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a través del mismísimo Schafik Hándal, para reunirse en México D.F. con 
la Comandancia General del FMLN. Igualmente, el intento infructuoso que 
hicimos con el presidente de la institución para  mantener vivo el Foro para 
la Concertación Económica y Social.

Del primer evento tengo la convicción de que se hizo lo correcto al aceptar 
el desafío, aunque muy pocos probablemente tienen idea de quiénes se opu-
sieron al encuentro. Me siento además gratificado, de haber acompañado 
a los dirigentes de aquella época en toda esa labor extraordinaria que en 
forma silenciosa se realizó, para construir puentes que facilitaran el reen-
cuentro de los salvadoreños. 

Del segundo solo puedo expresar mi frustración por el desenlace. A veces 
pienso incluso que lo que está pasando hoy en día en el país, tiene mucho 
que ver con su fracaso. ¿Por qué digo esto? Simplemente porque no tuvimos 
el coraje de trabajar con visión compartida y porque nos dejamos llevar por 
la demagogia provinciana.

Lo último, me obliga a asociar circunstancialmente otra experiencia con lo 
que ha sido mi devoción: la empresa privada. Esto, a pesar de que más de 
alguna vez se mencionó mi nombre para optar a puestos públicos que van 
desde la candidatura a Alcalde o diputado por San Salvador, pasando por la 
de ministro o director general del ISSS, hasta la presidencia de la Corte de 
Cuentas. En este último caso, quienes me propusieron han dicho pública-
mente quién me vetó.

Sin embargo, debo decir que nunca se me ha cruzado por la mente cambiar 
de trinchera, particularmente porque con ello el país ganaría un mal funcio-
nario y yo pondría en riesgo la satisfacción que me ha acompañado hasta 
ahora, es decir, no dejarme seducir por el poder y otras debilidades que me 
imagino se convierten normalmente en una tentación, cuando se ejerce un 
cargo público de importancia.

Una invitación inesperada estuvo eventualmente a punto de alterar ese modo 
de pensar. Un día, cuando menos lo pensaba, recibí una llamada telefónica 
de quien sería uno de los más cercanos colaboradores de don Elías Antonio 
Saca, a quien había tenido la oportunidad de conocer y tratar durante su 
paso por la presidencia de la cúpula empresarial.

Asistí a la cita programada con el todavía presidente electo, sin tener la 
más remota idea de lo que quería conversar conmigo. Entre las numerosas 
llamadas que recibía directamente o a través de uno de sus asistentes, y una 
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vez me invitó a tomar asiento (después de unos tres minutos), me dijo más o 
menos lo siguiente: “Juan Héctor, conociendo su trayectoria en la empresa 
privada y su visión sobre El Salvador, me gustaría que formara parte de un 
reducido número de asesores, más que todo en cuestiones políticas”. 

La verdad es que me quedé asombrado con semejante propuesta, especial-
mente por el tipo de asesoría que requería de mi parte. En mis adentros me 
pregunté: si este buen hombre supiera que apenas digiero los elementos de 
economía, no me estaría solicitando que colabore con él en temas tan com-
plicados. 

Aun así, reconozco que por unos segundos me ubiqué mentalmente en la 
cercanía del poder, pero inmediatamente reaccioné planteándole al futuro 
gobernante unas condiciones para su consideración, casi convencido que 
no las aceptaría: no salario, no oficina ni limitación para seguir opinando en 
público y apertura de las partidas secretas. 

Todavía sigo esperando su llamada para que al menos me explique qué lo 
hizo cambiar de opinión, aunque la respuesta creo encontrarla en aquella 
insinuación que me hizo en esa misma oportunidad de que la legitimidad 
de un presidente está precisamente en la forma discrecional con que puede 
manejar los recursos públicos. Creo que no se molestó cuando le repliqué 
que, en mi concepto, esa legitimidad estaba en los votos.

Eso ocurrió unos días antes de la toma de posesión; la última vez que lo 
vi como presidente, fue en ocasión de la presentación del informe sobre el 
cumplimiento de los Objetivos del Milenio por parte del PNUD en  mayo de 
2009. Contrario al espíritu alegre que siempre le admiré, lo observé un poco 
melancólico, triste y acaso preocupado, al reconocer que no todo le había 
salido como hubiera querido; sin embargo, en su discurso (el último en un 
acto oficial) se reservó un espacio para referirse en un tono un poco raro a 
mi  persona. El periódico digital  El Faro (22/V/09) lo recogió así:

“El discurso que dio el presidente Saca este jueves en la presenta-
ción del Informe duró casi una hora. Fueron 54 minutos, en cuyo 
tramo el 15º (¿?) presidente se encargó de hacer públicas sus inco-
modidades con algunos señalamientos e incluso con algunas perso-
nas […] En un momento le lleg¬ó su turno a Juan Héctor Vidal.

Yo escucho, comentó Saca. Vi aquí a Juan Héctor Vidal, querido 
amigo, (éste lo saluda levantando la mano) yo escucho. He oído a 
economistas de economistas y ninguno me ha dado una explicación 
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de lo que está pasando en el mundo […] Nadie. De repente como 
que meterle tanta cosa a la gente: la crisis, la crisis, la crisis, ya uno 
no quiere salir […] Corriendo al final, dijo el mandatario, intentan-
do pulir sus ideas”.

Con los otros presidentes, los intercambios fueron menos  intensos, aunque 
muy frecuentes con el primero, por aquello de la luna de miel que vivió con 
la empresa privada. Lo que más recuerdo del licenciado Cristiani, ocurrió 
en el transcurso de una audiencia que le había concedido al Comité Ejecu-
tivo de ANEP, ocasión en que le presenté un abultado dossier que contenía 
denuncias de corrupción en el ISSS.

Inmediatamente se lo entregó a su Secretario Privado, Arturo Tona, con ins-
trucciones expresas de que actuara “porque ya no aguantaba la presión”. A 
los pocos días se cumplieron sus órdenes. También me quejé con él de que 
me controlaban mis llamadas telefónicas; a esto simplemente respondió: 
“Juan Héctor, por qué se preocupa, si también me lo hacen a mí”.

Algo parecido sucedió con el doctor Calderón Sol, cuando en nombre del 
Comité Ejecutivo de ANEP, le manifesté nuestra preocupación por que su 
ministro de Hacienda, maliciosamente tenía a un “click” de su computadora, 
las declaraciones de impuestos de todos nosotros. Después nos comentaría 
que el alto funcionario “sólo lo hacía para salvaguardarnos de la curiosidad 
de otros de menor rango”.

Durante la administración del licenciado Flores no hubo mucha oportunidad 
para interactuar, en parte porque yo ya no fungía como director ejecutivo de 
ANEP y además, porque ha sido el presidente más distante de la empresa 
privada. Pero sí ha quedado registrado en la memoria de muchos amigos, el 
reclamo que le hice en la casa de Evelyn Jacir de Lovo, por el poco apoyo 
que recibimos cuando nos lanzamos a la conquista de la alcaldía de San 
Salvador, con los resultados de sobra conocidos. El presidente, con el estilo 
muy particular que le caracterizaba, hizo toda una elaboración política que 
pienso que  ni él mismo se la creyó.

También lo enfrenté públicamente por la forma en que estaba manejando la 
ayuda a raíz de los terremotos de 2001, lo que inclusive compartí personal-
mente con el ahora presidente de la república, don Mauricio Funes, cuando 
él andaba reporteando para CNN. Asimismo lo hice, por su más cuestiona-
ble decisión: dolarizar la economía. Eventualmente le reconocí un destello 
de honestidad, cuando en su última reunión con el Comité Ejecutivo de 
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ANEP, salió de él decir que el peor error de ARENA, había sido contribuir 
al debilitamiento de la Democracia Cristiana.

Traigo a cuento estas anécdotas como un simple recuerdo de algunas viven-
cias personales que han rodeado mi ya largo trajinar en cuestiones gremiales 
y en los medios de comunicación social. Otras experiencias probablemente 
más picantes, se quedarán para otra ocasión. Las que he comentado, tienen 
la extraña coincidencia de que se refieren a personalidades alrededor de las 
cuales gira mayormente  este libro.

Sin embargo, todas ellas palidecen cuando viene a mi memoria aquella re-
acción digna de mejor causa de algunos de los participantes en una reunión 
tempranera aquel 16 de noviembre de 1989 –realizada en una casa particular 
para analizar de manera discreta la situación creada por la ofensiva– cuando 
recibimos  la noticia de parte de nuestro anfitrión, de que los padres jesuitas, 
su empleada y la hija adolescente de ésta, habían sido asesinados.

Después de persignarme y rezar en silencio El Padre Nuestro, solo me atreví 
a anticiparles algunas de las implicaciones que a mi juicio tendría la atroci-
dad cometida; mientras para mis adentros pensé: este es el principio del fin. 
Eran mis primeras experiencias tratando de contribuir un poco a lidiar con 
los grandes problemas nacionales.

Por algo, entonces, este trabajo es una mezcla de todo y de nada. Pero lo im-
portante, después de todo, es tratar de entender si después de tantos años de 
pensar en una sociedad diferente, hemos sido capaces –en lo personal– de 
plantear por lo menos algo que puede resultar interesante para otros con 
mayores responsabilidades que las nuestras, pero que, inmersos en la tur-
bulencia de un mundo cambiante, no han sabido aquilatar lo que significan 
para un ciudadano común, las esperanzas truncadas de millones de compa-
triotas.

Al final, es a los que creyeron –genuinamente– en un proyecto económico, 
a quienes van dirigidos estos pensamientos, pidiéndoles, eso sí, su bene-
volencia al juzgarnos, porque, para ser honesto, a veces pienso que más 
que contribuciones importantes al conocimiento de la realidad nacional, las 
mías, son simples desvaríos.

Este esfuerzo que con modestia presentamos es producto de los estímulos 
y apoyo que recibí del licenciado Mauricio Loucel, rector de la Universi-
dad Tecnológica de El Salvador y amigo de toda una vida. Igualmente del 
licenciado Rafael Rodríguez Loucel, vicerrector de Investigación y Desa-
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rrollo del mismo centro de estudios, con quien también me une una vieja y 
estrecha amistad, que a veces ha corrido en paralelo a relaciones profesio-
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PREFACIO

Conocí a Juan Héctor Vidal a mediados de 1987 cuando junto a Rober-
to Rivera Campos, fuimos invitados a un foro en un hotel capitalino para 
discutir sobre la importancia de la política cambiaria dentro de un modelo 
de promoción y diversificación de exportaciones. Tanto el evento, como la 
temática a abordar,  eran sumamente novedosos. 

En esos años no era frecuente acudir a los economistas para obtener sus 
puntos de vista sobre la situación del país y sus perspectivas. Luego de ese 
evento, sin embargo, los foros económicos comenzaron a realizarse con 
más frecuencia y los economistas comenzamos a ser invitados recurrentes 
de los programas televisivos y radiales de opinión pública. Cada vez que 
Juan Héctor se recuerda de ese primer evento, me dice con cierto regocijo 
que fuimos pioneros en el país en los debates sobre temas económicos y 
sociales.

Pero también la temática abordada era muy novedosa. Debido a que el con-
flicto armado continuaba sin dar indicios de una pronta solución y que el 
gobierno de turno estaba concentrado en la puesta en marcha del plan de 
reconstrucción de los desastres ocasionados por el terremoto que sacudió a 
la Capital en octubre de 1996, podría haber parecido hasta irónico discutir 
sobre la pertinencia de modificar el sistema de tipo de cambio ó, más aún, 
el modelo económico.

Sin embargo, Juan Héctor, quien para entonces se desempeñaba como jefe 
de estudios macroeconómicos de FUSADES, tenía una opinión distinta. Él, 
en consonancia con lo establecido por la institución donde laboraba, expre-
só en el evento que el pobre desempeño que para entonces registraba la eco-
nomía salvadoreña no se debía exclusivamente a adversidades del entorno. 
Añadió que, a su juicio, también se incidían las deficiencias estructurales de 
la economía, derivadas de la dependencia de la agro exportación de unos 
cuantos productos y de la pérdida de eficacia de las políticas inspiradas en 
el modelo de industrialización por sustitución de importaciones.
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En congruencia con ello, habló de la necesidad de un nuevo modelo, basado 
en el esquema de  economía social de mercado, en el que el crecimiento eco-
nómico sería liderado por las exportaciones y el uso intensivo de la mano 
de obra. Recuerdo haber escuchado de él, por primera vez, que el país debía 
de especializarse en la producción de bienes intensivos en mano de obra, 
porque era ahí donde se encontraba nuestra ventaja comparativa. También 
hizo alusiones sobre las ventajas del libre comercio y de la conveniencia de 
liberalizar los mercados financiero y cambiario. Debo señalar, empero, que 
lo que más me llamó la atención de la intervención de Juan Héctor en ese 
evento y en otros subsiguientes, fue su elevado optimismo sobre el futuro 
del país. Dentro de un entorno dominado por el pesimismo, destacaba el 
tono de sus intervenciones, el cual transmitía subliminalmente un mensaje 
de cambio y esperanza.

Por eso, cuando ganó ARENA las elecciones de 1989 y comenzó a imple-
mentarse el modelo económico diseñado en FUSADES, siempre creí que 
Juan Héctor sería uno de los principales funcionarios del gabinete económi-
co. Pero sorprendentemente eso no ocurrió en esa administración ni en las 
tres siguientes de ARENA. Salió de FUSADES, pero no para el gobierno, 
sino a la dirección ejecutiva de ANEP, desde donde continuó defendiendo 
su pensamiento de libre empresa.

Poco a poco, sin embargo, su optimismo sobre el futuro del país fue cedien-
do, especialmente a medida que observaba cómo funcionarios de las dife-
rentes administraciones de ARENA actuaban muchas veces violentando los 
principios del modelo económico que pregonaban. Aunque estaba a favor 
de las privatizaciones, cuestionó fuertemente algunas de ellas, especialmen-
te por la falta de transparencia con que fueron ejecutadas.

Fue un duro crítico del intento por establecer una caja de convertibilidad y 
un arancel único al margen del proceso de integración económica centro-
americana. Se opuso férreamente a la dolarización, vendida en su momento 
como una panacea para hacer del país un centro financiero internacional y 
un atajo para el desarrollo. No ha tenido reparo en señalar oportunamente 
algunos de los retrocesos experimentados en la institucionalidad del país y 
sus consecuencias. 

También ha sido recurrente en denunciar los indicios de corrupción que han 
acompañado a varias de las reformas económicas que, impulsadas y defen-
didas en nombre del libre mercado, han terminado favoreciendo a intereses 
particulares y hasta a los mismos funcionarios de turno. Sin embargo, donde 
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sus críticas han sido más severas es en señalar que las reformas económi-
cas implementadas se olvidaron que para construir un sistema de economía 
social de mercado, no solo había que promover la eficiencia, sino también 
la justicia social. Un vacío expresado en la escasa atención brindada a la 
política social durante las cuatro administraciones.

Producto de estas valoraciones, Juan Héctor Vidal considera que el senti-
miento de escepticismo y fracaso que ahora se tiene sobre el modelo econó-
mico propuesto por FUSADES a mediados de los años ochenta, más que a 
deficiencias del mismo, se debe a las desviaciones que se le introdujeron a 
lo largo de su implementación. Esa me parece que es la idea central conte-
nida en este libro, en el cual nos relata con una honestidad intelectual poco 
común,  su tránsito de la ilusión al desencanto. 

Cabe agregar,  que además de la sustentación de esta hipótesis, el libro 
también contiene una síntesis de las transformaciones económicas y socio-
políticas ocurridas a nivel mundial en los últimos 30 años y del profundo 
impacto que han tenido en nuestro país. Sin duda, un material de enorme 
importancia para entender El Salvador de finales del siglo XX y principios 
del siglo XXI. 

Doctor
William Pleitéz

San Salvador, diciembre de 2009
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INTRODUCCIÓN

ARENA estuvo al frente del Órgano Ejecutivo durante  20 años. Ganó cua-
tro elecciones consecutivas que han sido consideradas por propios y ex-
traños como democráticas. Esto, dentro de un proceso que se inició con el 
gobierno de transición presidido por el doctor Álvaro Magaña, que le puso 
término a la inestabilidad política originada en el derrocamiento del último 
gobierno de corte militar, en octubre de 1979.

En el marco de ese mismo proceso, en las elecciones presidenciales de 1984 
resultó ganador el ingeniero Napoleón Duarte, de la Democracia Cristiana, 
teniendo como principal contendiente al fundador del partido ARENA, ma-
yor Roberto d’Aubuisson, que forzó una segunda vuelta. Con este desenlace 
el país dio un salto de calidad en su desarrollo político, pavimentando el 
camino para que por primera vez en toda su historia republicana, se diera en 
1989 una alternancia en el Órgano Ejecutivo mediante el traspaso de mando 
entre dos gobiernos elegidos democráticamente. 

El triunfo de Alfredo Cristiani en los comicios de 1989 se convirtió así en 
el primer eslabón de una cadena de cuatro gobiernos areneros que se dis-
tinguieron por el rumbo que trataron de imprimirle a la economía. La base 
filosófica del partido y las ideas en boga sobre la reforma de los sistemas 
económicos, abonaban el camino para una gestión exitosa, pero el progre-
sivo abandono de los principios rectores de la economía social de mercado 
como referente, fue debilitando un proyecto que prometía mucho.

Parte esencial de esta etapa es el pluralismo ideológico a que dio lugar la 
conversión del FMLN en partido político –producto de los Acuerdos de Paz 
en 1992– y su primera participación en las elecciones presidenciales (1994) 
con tanto éxito, que forzó también una segunda vuelta. Este mero hecho y 
el giro político que dio el país en 2009, impregnan la conducción económica 
en todos estos años  de un extraordinario simbolismo. Se puede entonces 
aventurar el juicio de que nunca en la historia salvadoreña se había vivido 
un período tan desafiante, pero igualmente tan promisorio para la transfor-
mación política y económica, como en los últimos veinte años.



2

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

En ese marco, la evaluación que a menudo se hace de la trayectoria de 
ARENA en el poder, a Alfredo Cristiani (1989-94) se le conoce como el 
“Presidente de la Paz”, a Armando Calderón Sol (1994-99) como el de la 
reconstrucción, a Francisco Flores (1999-04) como el de la inserción in-
ternacional y a Elías Antonio Saca (2004-09) como el que intentó rescatar 
algunos elementos de la economía social de mercado que sirvió de consigna 
al primer gobierno.

Este tiempo puede parecer corto o largo, dependiendo de la óptica con que 
se mire el proceso. De lo que no cabe duda, es de la influencia de la con-
ducción económica en el curso que tomaron los acontecimientos políticos 
con las elecciones presidenciales de 2009, que de alguna manera vinieron 
a recordarnos lo que ha pasado en otros países de América Latina, donde 
la emergencia de nuevos liderazgos fue en gran medida amamantada por el 
supuesto fracaso del modelo económico neoliberal. 

En ese contexto, muchos le achacan al partido de derecha haber dejado pa-
sar oportunidades valiosas para la edificación de un sistema económico más 
sólido e incluyente. Ciertamente, el hecho de haber accedido al poder levan-
tando la antorcha de la economía social de mercado creó muchas expectati-
vas, pero en los hechos, la ideología del partido resultó definitoria para que 
los sucesivos gobiernos se fueran apartando del proyecto original.

Un país pequeño como El Salvador tampoco puede aislarse de lo que ocurre 
en el mundo exterior. Los grados de autonomía necesarios para impulsar 
proyectos nacionales, principalmente en materia económica, invariable-
mente están condicionados por el contexto internacional. En este sentido, 
el escenario que se vivía hace veinte años no podía ser más propicio para 
reivindicar la necesidad de una nueva economía, sin arriesgar prácticamente  
nada, porque esta reflejaba el signo de los tiempos.

En efecto, más allá de la línea ideológica de ARENA, hubo dos factores que 
le dieron una amplia libertad de movimiento a su primera administración. 
Por una parte, el sistema socialista había colapsado; por otra, el mundo en-
tero estaba pasando por una verdadera revolución en el campo económico. 
En ambos aspectos, la gestión del nuevo gobierno encajaba a la perfección; 
es más, hasta cierto punto, esta situación lo exculpaba a priori de cualquier 
exceso que pudiera cometer. Había entonces un “escenario ideal” para el 
cambio, donde el componente económico se convertía en el estandarte de la 
transformación integral del país.
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Sin embargo, no estoy tan seguro que el primer presidente de ARENA haya 
visualizado una transición como la que está viviendo el país, cuando en el 
discurso que pronunció a raíz de la firma de los Acuerdos de Paz, aquel his-
tórico 16 de enero de 1992, expresó:

“El conflicto ha quedado atrás, queremos y debemos todos ver hacia el futu-
ro que es en el único sitio donde podemos construir ese El Salvador grande, 
próspero, libre y justo que todos profundamente anhelamos. Las lecciones 
aprendidas tienen que asimilarse y fructificar para una vida mejor, pero no 
vamos a llorar sobre las cenizas, el país no nos da tiempo más que para el 
trabajo, para la reconciliación y para la paz”. 

Es claro que para la mayoría de salvadoreños esa formulación  tenía en ese 
momento un significado muy especial; de hecho simbolizaba el sueño por 
largo tiempo acariciado de edificar una sociedad cualitativamente distinta. 
Ciertamente, los procesos en el campo político, económico y social tardan 
en consolidarse –sin ignorar que siempre existe el riesgo de que se produz-
ca una involución– pero en sociedades como la salvadoreña, tan ávidas de 
cambio, cualquier atisbo en esa dirección ilusiona, a veces más de la cuen-
ta.

Ya antes de los Acuerdos de Chapultepec había empezado a registrarse un 
giro importante en el curso de la economía; mientras en la arena política 
existía la expectativa de que la solución del conflicto por la vía negociada 
había venido a reforzar la apertura democrática iniciada diez años atrás. 
Consecuentemente, se suponía que dichos acuerdos contribuirían a impul-
sar todavía más la transformación económica sin mayores traumatismos, 
aunque, como  era previsible, al partido de derecha no le iba a resultar fácil  
lidiar con la férrea oposición del FMLN, ya convertido en partido político. 
En retrospectiva, es lícito reconocer que si bien éste no torpedeó el proceso 
de reforma, tampoco le extendió un cheque en blanco a los  que permane-
cieron impasibles.

Dada su propia ideología, es entendible que el partido de izquierda no estu-
viera de acuerdo, por ejemplo, con la privatización, con la apertura comer-
cial –y en particular con el tratado de libre comercio con Estados Unidos–, 
con la reforma del sector salud y la de pensiones, con las concesiones y, 
durante las últimas administraciones, con el uso del crédito público, incluso 
para financiar proyectos de corte social. Y esto, para mencionar solo lo más 
obvio y relevante dentro de lo que se podría conceptualizar  como lo más 
importante relacionado con el fortalecimiento del modelo económico. Es 
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claro que para el FMLN, todos esos elementos más bien eran parte de la 
oleada neoliberal y por eso siempre los repudió.

Pero igualmente, dicho partido no se percató que algunas de sus acciones 
no iban precisamente en la línea de moderar los excesos del partido gober-
nante, sino todo lo contrario. Para el caso, cuando el FMLN boicoteó la ra-
tificación de los préstamos internacionales, el presidente Saca lo dejó fuera 
de base al acudir a los tristemente célebres fideicomisos, que para algunos 
entendidos, violentaron el marco constitucional.

En parte por ello, no se puede coincidir totalmente con la elaboración que 
sobre el tema del manejo de la economía hace Salvador Sánchez Cerén en 
sus memorias, cuando dice:

“De hecho, nunca (el FMLN) ha tratado de incidir para que la políti-
ca económica del país diera respuesta a los problemas que originaron 
la guerra […] Firmamos los acuerdos en un escenario neoliberal que 
el gobierno arenero siguió practicando a sabiendas de que esa políti-
ca económica avalada por el Banco Interamericano de Desarrollo, el 
Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, era contraria a 
los Acuerdos de Paz, que exigían un Estado Social redistributivo”6.

Obviamente, estamos hablando de la sustancia de la reforma, y aunque no 
se estuviera de acuerdo con los planteamientos que sobre el particular ha-
cía el partido de izquierda, a muchos tampoco les satisfizo la forma en que 
los gobiernos de ARENA manejaron algunos componentes esenciales de la 
misma. 

En lo personal no nos pareció, por ejemplo, el esquema utilizado para repri-
vatizar la banca y privatizar servicios estratégicos como las comunicaciones 
y la distribución de la energía eléctrica. La falta de transparencia y el favo-
ritismo quedaron claramente al descubierto casi desde el primer momento 
en que se iniciaron los procesos, aunque en algunos casos se hubiera tratado 
de disfrazar las anomalías.

En un plano más general, echamos de menos la economía productiva, efi-
ciente y equitativa que se nos vendió. Consecuentemente, tampoco estamos 
de acuerdo con las inequidades en la distribución del ingreso, las filtraciones 
descomunales en el sistema tributario, las conductas poco éticas de ciertos 

6   Sánchez Cerén, Salvador. Con sueños se escribe la historia.  Página 240.
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agentes económicos en contra de la sana competencia y la violación siste-
mática de los derechos de los consumidores. Pero en nuestro concepto,   la 
decisión más cuestionable y dañina para la economía y la institucionalidad 
del país, fue haber cambiado el régimen monetario de manera autoritaria, 
desprovista de todo sustento técnico y sin importar el consenso básico que 
existía en torno al manejo de la moneda.

Los cuatro gobiernos de ARENA tampoco pueden esgrimir soledad en la 
aventura que iniciaron en 1989. En el plano interno, el apoyo incondicional 
de la empresa privada y en el ámbito internacional, la cercanía con los Es-
tados Unidos –particularmente en las dos últimas administraciones– fueron 
elementos que probablemente no se capitalizaron como era debido. Mien-
tras tanto, el país ha visto seriamente debilitado un proceso de consolida-
ción institucional que en todo caso es esencial para sustentar el desarrollo 
económico y social en el largo plazo.

No son temas menores, la supuesta infiltración del crimen organizado en las 
instituciones del Estado, el desbordado problema de la delincuencia juvenil, 
la corrupción generalizada, la degradación ambiental, etc., todos factores 
ligados, en mayor o menor grado, al tema económico. 

Lo relevante en todo caso es que después de dos décadas de hacer política 
económica, en el marco de un modelo que prometía mucho, el país ha en-
trado en una nueva fase política que no puede ser disociada totalmente de 
aquélla,  sin caer en un vacío histórico inaceptable. 

El ejercicio prolongado del poder en un país –y especialmente en un contex-
to de grandes expectativas, producto de la misma turbulencia que provoca 
la dinámica social– desgasta de manera natural a cualquier gobierno; con-
secuentemente, las exigencias de progreso en materia económica y social se 
tornan más acuciantes. En cambio, ese mismo desgaste pavimenta el cami-
no a cualquier otra fuerza política que ofrezca opciones de transformación, 
especialmente cuando se llega el momento en que los propios gobiernos, o 
los dirigentes de sus mismos partidos, empiezan a reconocer errores. 

Que algo no había venido funcionando bien en el plano económico lo ad-
vertían de manera cada vez más contundente las encuestas de opinión, pero 
al interior del partido gobernante el caso adquirió connotaciones especiales, 
cuando casi todos sus precandidatos  trataron de venderse como la mejor 
opción, de cara a las elecciones de 2009, acudiendo a argumentos que sona-
ban a un mea culpa. 
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En una entrevista conducida por el periodista Nacho Castillo con los pre-
candidatos de ARENA para las elecciones del  2009, uno de ellos, por ejem-
plo, hablaba de promover un crecimiento con equidad, otro de terminar la 
reforma tributaria que había quedado inconclusa durante la administración 
Saca; uno más de iniciar una revolución social, y la entonces vicepresidenta 
de la República, hasta de abrir su eventual gabinete a la participación de la 
izquierda. Ya definida la candidatura del partido oficial, el ingeniero Rodri-
go Ávila hablaba de su rechazo al neoliberalismo exacerbado y a las accio-
nes que tomaría de llegar al poder, contra los que se habían aprovechado de 
la libertad para atropellar los derechos de los consumidores.

Uno podía haber entendido que esto era parte de un discurso inevitable ante 
las críticas generalizadas contra el partido gobernante, frente a un candidato 
de izquierda a quienes muchos siempre consideraron como  la mejor opción 
en las cuatro elecciones presidenciales en que el FMLN había participa-
do. Esas expresiones podrían haber sido interpretadas incluso como simple 
estrategia de campaña, pero ello no diluye el hecho de que ARENA, por 
primera vez, tuvo que bajarse del pedestal en que había permanecido por 
dos décadas.

En este sentido, puede afirmarse que cualesquiera hayan sido las motiva-
ciones –a los oídos de los ciudadanos– ARENA empezó a hablar de manera 
distinta. ¿Cómo podría haberse conciliado un modelo económico orientado 
hacia el mercado, con la creciente gravitación de la izquierda en el escena-
rio político nacional? Eso es algo que corresponde más a la ciencia política 
que a la economía. Pero en la búsqueda, aunque sea de una explicación 
sencilla, acerca del cambio que se dio con las elecciones presidenciales del 
2009, tampoco puede pasarse por alto el rumbo que eventualmente tomó la 
economía. 

Y aludiendo nuevamente a las encuestas, no hay que olvidar que estas siem-
pre dejaron entrever un creciente desaliento de la población con respecto a 
la economía. Pero esto tampoco ha ocurrido solo en El Salvador; también ha 
pasado en las buenas familias. De hecho se dio en Estados Unidos cuando 
el entonces candidato Clinton hizo suya una frase de uno de sus principales 
colaboradores: “Es la economía, estúpida”.

Parte del problema es que ARENA vivió bastante endiosada durante todo el 
tiempo que permaneció en el poder. Mientras la línea ideológica del Frente 
seguía enraizada en un odio visceral contra el “establishment”, el partido 
gobernante no parecía haber procesado la idea de que habían sido sus pro-
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pios desaciertos los que le habían servido a su adversario para ganar un cre-
ciente espacio bajo la prédica de la redención, que naturalmente encontró  
eco en   buena parte de una sociedad ávida de cambios.

Al haber descuidado lo esencial, ARENA se convirtió eventualmente en el 
mejor aliado de su más feroz adversario. Ensimismado como estuvo por lar-
go tiempo reivindicando a su manera el concepto de libertad y en exagerar 
sus logros en materia económica y social, no  dedicó el esfuerzo suficiente 
para potenciar un equilibrio dinámico en esos campos, que es lo único que 
le podría haber garantizado, si no la permanencia en el poder, al menos la 
conservación de una imagen de que estaba listo para perder.

Las mismas estructuras de poder, que le sirvieron de sustento al partido 
mientras estuvo en el gobierno, probablemente ni siquiera dimensionaron el 
hecho que la clase media, que es por antonomasia el bastión de la democra-
cia, se sentía dolida y frustrada porque percibía que a ella le había  tocado la 
peor parte. De los menos afortunados no hablemos, porque ellos no tenían 
mucho que perder.

Consecuentemente, ARENA, si lo había pensado, no hizo lo suficiente para 
enfrentar el déficit acumulado por tantos años. Si hubiera sido distinto, 
60,000 votos de diferencia en las elecciones presidenciales, no hubiera in-
clinado la balanza. El presidente Saca tampoco ayudó, independientemente 
de que, al menos en teoría, fue el que más se preocupó por los desposeídos. 
Evidentemente esto no bastó para contrarrestar la crisis de expectativas que 
a lo largo del tiempo fue generando su partido. Más bien, al ex mandatario 
le recriminan los mismos areneros el hecho de haber contribuido, con sus 
acciones, a la derrota. 

Desde mi punto de vista, el fundamentalismo económico, el mesianismo 
y el desprecio por la inteligencia de los salvadoreños, explican esa derro-
ta. Pero qué otros factores más de peso pueden explicar un statu quo que 
constantemente nos está desafiando, no para enfrentar los retos que tiene 
cualquier sociedad para transitar a otros estadios de desarrollo, sino  para 
evitar riesgo de volver a caminar por la ruta ya recorrida.

Este trabajo sale a luz, entonces, en un momento histórico inédito. Al decir 
esto, ni por asomo estamos insinuando que somos depositarios de la verdad, 
y ni siquiera que hemos sido capaces de resistir las tentaciones de aparecer 
enjuiciando un proceso que tiene matices totalmente diferentes y mucho 
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más complicados que los que percibíamos cuando, por primera vez, quisi-
mos abordar el tema que nos ocupa.

En todo caso, se trata simplemente de hacer un repaso a la gestión económi-
ca de un partido que estuvo en el poder por dos décadas, tiempo suficiente 
para sentar las bases de una nueva sociedad, o para constatar que El Salva-
dor debe tratar una vez más de reinventarse. 

Sin duda, no estoy en capacidad para juzgar con propiedad esto último, 
pero, al menos en cuanto al tema central, tengo la convicción personal de 
que como salvadoreños tenemos la responsabilidad de expresar nuestros 
juicios y valoraciones, aunque no sea por aquella enorme brecha que perci-
bimos entre la realidad y la imagen objetivo que nos formamos con el mo-
delo económico que se puso en marcha durante la primera administración 
de ARENA y con los Acuerdos de Paz. A esto está dedicado este libro.

Con todas las limitaciones que sin duda tiene este trabajo, no pudimos  elu-
dir el contexto que rodeó la reforma económica en El Salvador. Por ello 
es que abusando más de la cuenta, comenzamos por echar un vistazo a un 
mundo en transición, siempre con el riesgo de entrar en vacíos  inaceptables 
o cometer errores imperdonables.

Solo así pude, por aproximaciones sucesivas, llegar a conclusiones sobre lo 
que, desde mi particular punto de vista, fueron los resultados más visibles 
de la gestión económica de cuatro gobiernos de ARENA. Sin embargo, el 
debate no ha concluido.



PARTE I
PINCELADAS SOBRE UN MUNDO 

EN TRANSICIÓN
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CAPÍTULO I

CONTEXTO INTERNACIONAL

Las últimas tres décadas del siglo XX fueron escenario de acontecimientos 
que tuvieron grandes repercusiones en el desarrollo posterior de la huma-
nidad. En el último cuarto de siglo, el mundo dio un salto impresionante 
en materia de conocimiento y desarrollo. La aparición del Internet como 
una herramienta de comunicación al alcance de la población; por ejemplo, 
marcó una revolución cultural que, sin duda, ha cambiado nuestra forma de 
vida7. 

Sin embargo, la diferencia no solo la hicieron los extraordinarios avances 
logrados en el campo tecnológico, sino también el inicio de una transforma-
ción geopolítica y el surgimiento de un nuevo orden económico mundial.

El colapso de la Unión Soviética, simbolizado por la caída del muro de Ber-
lín el 9 de noviembre de 1989, es más emblemático porque le puso término 
a setenta años de socialismo real, que fue en gran medida el responsable de 
haber dividido al mundo en dos grandes bloques y haberlo mantenido en 
permanente tensión desde la finalización de la Segunda Guerra Mundial.

La llamada Guerra Fría, que siguió a este último acontecimiento, estuvo 
a punto de desencadenar una catástrofe mundial sin precedentes, cuando 
Estados Unidos y la extinta Unión Soviética pusieron en alerta su arsenal 
nuclear –a solo un poco más de tres lustros después de la conclusión del 
conflicto más duradero y devastador del siglo XX– por la crisis que había 
creado la instalación de misiles en Cuba por parte de la URSS.

La división entre los bloques y sus dramáticas consecuencias se pusieron 
de manifiesto una vez más, cuando los soviéticos construyeron el referido 
muro en agosto de 1961, cuyo objetivo fundamental era evitar la masiva 

7 Wikipedia 2008. Años 1990. Disponible en Internet: http://es.wikipedia.org/wiki/
A%C3%B1os_1990 
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emigración de ciudadanos germanos-orientales hacia occidente8. Con esto 
quedó demostrado que el oscurantismo que alimentó la expansión del socia-
lismo no solo estaba confinado a las ideas, sino que abarcaba la  exposición 
física de los ciudadanos al mundo libre.

Paradójicamente, fue lo cerrado del sistema lo que le permitió sobrevivir –y 
hasta cierto punto ignorar– las grandes transformaciones de Occidente ges-
tadas precisamente en el bien más preciado de la persona humana: la liber-
tad. Pero, al no disfrutarla, tampoco los ciudadanos la echaban de menos.

En la  obra titulada Red Russia after 50 years se  dice que: 

“Aunque poco plausible, la mayoría de ciudadanos soviéticos piensan 
que casi todo en sus vidas es bueno. Ellos se sienten seguros y no se 
preocupan por sus necesidades básicas como la alimentación, la so-
ledad o la posibilidad de una calamidad, habiendo crecido en un am-
biente controlado [....] Ellos no viven sometidos a las preocupaciones 
de un estándar de vida, pero su propia medida (apropiada) de lo que 
significa libertad, indica que la mayoría de ellos es libre.

“Y si usted se imagina un escenario de una elección democrática (en 
los días de la todavía en ese momento Unión Soviética) que involucra-
ra alternativas legítimas y suficiente tiempo para la exposición pública 
de aquellos a ser electos, el partido comunista igual ganaría”9. El 
texto entre paréntesis es nuestro.

Si bien es cierto que el terrorismo de Estado no era considerado como algo 
que rebajara al ser humano a la categoría de simple instrumento del régi-
men político y económico, en 1961, durante el XXII Congreso del Partido 
Comunista, Jrushchov señaló la necesidad de formar al “hombre nuevo”, 
perfectamente adaptado al credo socialista. Al respecto señala: “Es preciso 
utilizar todos los medios económicos, sociales, materiales, políticos y jurí-
dicos para desarrollar la conciencia comunista de los hombres y extirpar las 
huellas de la mentalidad y de la moral burguesas”.

Al respecto, Araldi (1968) sostiene que “a más de cuarenta años de la re-
volución, este llamamiento podría parecer tardío y superfluo [....] Pero la 

8 Taibo, Carlos. La Unión Soviética, El Espacio Ruso-Soviético en el Siglo XX. Segunda 
edición. Madrid, España: Editorial Síntesis, 1999.

9 Red Russia After 50 Years. Nueva York, EUA: Cowles Education Corporation, 1967.
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realidad demuestra que, a pesar de las incesantes predicaciones del régimen 
y a pesar de que se haya constituido una nueva generación formada en la 
escuela bolchevique, existen todavía muchos parásitos”.

El Kommunist explica:

“El parásito es el hombre que obtiene lo que necesita para una innoble 
vida con toda posible maquinación criminal Es aquel que, después de 
recibir una instrucción a expensas del Estado, no quiere recompensar-
le y, después de terminar el Instituto o el Tecnicum, hace todo menos 
emprender la vía del trabajo [....] En el mismo plano de los parásitos, 
se encuentran también aquellos que disponen de propiedades persona-
les –casas de campo, automóviles– y también medios estatales como 
los transportes y el terreno social”.

¿Qué debía  hacerse contra estos? Un decreto del 5 de mayo de 1961 impo-
nía castigos muy duros para algunos tipos de delitos económicos, con exten-
sión de la pena de muerte a una amplia gama de delitos, como el despilfarro 
de bienes estatales, la falsificación de dinero, la especulación con divisas, la 
corrupción, el robo y la rapiña.

Araldi  prosigue: 

“Solo en el período que va de julio de 1962 a mayo de 1963, limitán-
donos a las noticias publicadas por la prensa soviética, se produce la 
detención de 435 personas y el fusilamiento de otras 112, que suben a 
163 en agosto de 1963 [....] Entre los condenados a la pena capital, los 
judíos representan un porcentaje elevadísimo, que gira en torno al 55-
60%. Esto no podría extrañar si se piensa en la ‘industriosidad’ de los 
judíos, que hace que en todos los países ocupen puestos importantes en 
las profesiones comerciales y, por consiguiente, se ven expuestos, más 
que los demás, a determinadas tentaciones”10. 

Jrushchov tenía en la Constitución Soviética la razón de la fuerza. Esta, en 
su artículo 12 establecía que: “El trabajo en la U.R.S.S. es una obligación y 
un asunto de honor para cada ciudadano físicamente capacitado, en concor-
dancia con el principio de que quien no trabaja, tampoco comerá”. 

10 Araldi, Vinicio. URSS: Medio Siglo de Represión. Madrid, España: Unión Editorial, 
S.A, 1973. Págs. 391-392.
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Schwartz (1954) sostiene que “en teoría, este artículo significaba que cada 
adulto físicamente capaz se debería involucrar directamente en la actividad 
productiva, al menos para apoyar los ingresos de un familiar, como en el 
caso de una esposa que era mantenida por su cónyuge”11.

Aquí encontraba expresión concreta aquella máxima de: “A cada quien de 
acuerdo con su capacidad y a cada quien según sus necesidades”, que no era 
otra cosa que dotar al Estado de poderes omnímodos para la subyugación de 
la clase trabajadora e interpretar a su antojo las necesidades de los demás.

En una elaboración bastante completa sobre el comportamiento y las actitu-
des de la clase trabajadora en sociedades avanzadas, Marcuse muestra por 
qué, dentro del sistema capitalista, ésta desarrolla un sentido de pertenencia 
que no está presente cuando el trabajador es sometido –como en la antigua 
Unión Soviética– a una represión arbitraria, señalando que en esa actitud di-
ferente influye en gran medida la tecnología, que es más que un sistema de 
pagos. En una parte directamente relacionada con el tema, sostiene que lo 
que está en juego es la compatibilidad del progreso técnico con las propias 
instituciones en las que se desarrolló la industrialización.

Más puntualmente señala lo siguiente: “Estos cambios en el carácter del tra-
bajo y los instrumentos de producción modifican la actitud y la conciencia 
del trabajador, que se hace manifiesta en la ampliamente discutida ‘integra-
ción social y cultural’ de la clase trabajadora con la sociedad capitalista”. 
¿Es este un cambio sólo en la conciencia? La respuesta afirmativa, dada 
frecuentemente por los marxistas, parece extrañamente inconsistente. 

Más adelante, este profesor germano-americano y un gran crítico del socia-
lismo en la URSS, sostiene: 

“Si los individuos están satisfechos hasta el punto de sentirse felices 
con los bienes y servicios que les entrega la administración, ¿por qué 
han de insistir en instituciones diferentes para una producción diferen-
te de bienes y servicios diferentes? Y si los individuos están pre condi-
cionados de tal modo que los bienes que producen satisfacción también 
incluyen pensamientos, sentimientos, aspiraciones, ¿por qué han de 
querer pensar, sentir e imaginar por sí mismos? Es verdad que los bie-

11 Schwartz, Harry. Russia’s soviet economy. Segunda edición. Nueva York, EUA: Pren-
tice Hall, Inc., 1954. Pág. 516.
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nes materiales y mentales ofrecidos pueden ser malos, inútiles, basura, 
pero ‘Geist’ 12 y conocimiento no son argumentos convincentes contra 
la satisfacción de las necesidades”13. 

En cambio, Weber (1905), citando una expresión de Franklin, sostiene que 
“el moderno empresario siente una específica alegría vital, de matiz induda-
blemente idealista, proporcionada por la satisfacción y el orgullo de haber 
dado trabajo a muchos hombres y de haber contribuido al florecimiento de 
la ciudad nativa en el doble sentido censitario y comercial, en que lo entien-
de el capitalismo”14. Por su propia naturaleza, el sistema socialista no podía, 
ni por asomo, intentar un estadio similar.

En lo referente a los sindicatos, Schwartz también  sostiene que, en el so-
cialismo, estos difieren en sus funciones y objetivos de las agrupaciones 
similares en los países capitalistas.

“Aquellos son criaturas completamente del Estado, el empleador de 
sus miembros. Como tales, su principal objetivo y propósito es esti-
mular en cualquier forma posible el crecimiento de la producción y la 
productividad del trabajador […] Ellos (los sindicatos) actúan como 
instrumentos del Estado en administrar la legislación de la seguridad 
social y ayudan para aplicar la ley independientemente de la seguri-
dad, la vivienda y otros asuntos. Los sindicatos soviéticos están bajo el 
control completo de la jerarquía del Partido Comunista, que controla 
el gobierno y el sistema económico soviéticos”15.

De lo anterior se concluye que el trabajo dentro del sistema capitalista, se 
rige por otros principios, valores, objetivos y relaciones –por lo menos en 
su forma más aceptada– desde que emerge como fuerza productiva libera-
lizadora de la persona humana, después de la primera revolución industrial, 
en la Inglaterra del siglo XVII.

12 Según Wikipedia,  “Geist”  es una palabra en alemán que no tiene una traducción con-
creta, pero usualmente se asocia con la mente y el espíritu, así como con el impulso o la 
motivación.

13 Marcuse, Herbert. El hombre unidimensional. Tercera edición. Barcelona, España: Edi-
torial Seix Barral, S.A., 1970. Págs. 60, 80-81.

14 Weber, Max. “La ética protestante y el espíritu del capitalismo”, en Obras Selectas. 
Buenos Aires, Argentina: Distal Srl, 2003. Pág. 85.

15 Schwartz, Harry. Op. Cit. Pág. 554.
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Sin embargo, aunque la inexistencia de las libertades básicas era la esencia 
del socialismo real, su  derrumbamiento  no puede ser interpretado de ma-
nera simplista y de forma unidimensional. Ergo, cualquier elaboración di-
vorciada del mismo proceso histórico, resulta no solo una osadía intelectual, 
sino además un verdadero desafío a las supuestas bondades y prolongada 
vida, frente al esquema de libertades que caracteriza al sistema capitalista.

Las transformaciones ocurridas en la órbita socialista tuvieron lugar en un 
contexto que poco tiene que ver con el escenario prevaleciente, cuando el 
mundo comenzó a dividirse en dos sistemas totalmente irreconciliables. Ya 
casi en las postrimerías del socialismo practicado en la URSS, no podían 
haberse dejado de lado la presión de occidente, la posición de la iglesia y 
los consecuentes movimientos que se empezaron a gestar en países que es-
tuvieron bajo su esfera de influencia. Uno de los casos más emblemáticos 
es indudablemente el de Polonia bajo el liderazgo de Lech Walesa, al frente 
de su movimiento Solidaridad.

El papel de Juan Pablo II fue definitivamente crucial, aunque con la humil-
dad que le caracterizaba nunca reivindicó ningún protagonismo. Sobre el 
tema particular aseveró:

“El comunismo como sistema en cierto sentido se ha caído solo. Se ha 
caído como consecuencia de sus propios errores y abusos. [….] Ha de-
mostrado ser una medicina más dañosa que la enfermedad misma. No 
ha llevado a cabo una verdadera reforma social, a pesar de haberse 
convertido para todo el mundo en una poderosa amenaza y en un reto. 
Pero se ha caído solo, por su propia debilidad interna”16.

Dentro de la iglesia, la visión del comunismo no era nueva, y el mismo 
pontífice lo reconoce un su obra. Al respecto señala: “León XIII fue quien 
predijo la caída del comunismo, una caída que costaría cara a la humanidad 
y a Europa, porque la medicina –escribía él en su encíclica de 1891– podría 
demostrar ser más peligrosa que la enfermedad misma”. (Obsérvese que 
Juan Pablo II retoma esta sentencia). Esto, en palabras del mismo Pontífice 
Karol Wojtyla, “lo decía el Papa con la seriedad y la autoridad propias de la 
iglesia docente”17.

16 Juan Pablo II. Cruzando el umbral de la esperanza. Random House Mondadori, S.A., 
1994. Pág. 141.

17 Ibíd. Pág. 140.
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Tampoco se puede ignorar el giro progresivo que empezó a experimentar 
la URSS con un franco proceso de revisión –sin duda influenciado por las 
presiones externas– como consecuencia del mismo enclaustramiento eco-
nómico y político en que había vivido desde su  conformación, a partir de la 
Segunda Guerra Mundial. Este  terminó con el sello que le imprimió Gorba-
chev simbolizado por el “glasnost” y su obra clásica Perestroika (1988). 

En este sentido, ha pasado a la historia, como preludio de un cambio fun-
damental en las relaciones este-oeste, el discurso pronunciado por este líder 
en 1988 ante la Asamblea General de Naciones Unidas. En esa ocasión, el 
último jerarca de la extinta URSS subrayó la importancia de la revolución 
técnica y los riesgos asociados a una catástrofe ecológica, señalando que las 
“sociedades cerradas” eran impensables en el final del siglo XX. Al mismo 
tiempo reivindicó una “desideologización” de las relaciones entre los esta-
dos y la primacía de “valores humanos universales”. Su rechazo al uso de la 
fuerza hizo valer la idea de que la prosperidad económica de un país consti-
tuye un elemento vital para el asentamiento de una política de seguridad.

En una actitud que ni siquiera a un gobernante occidental de los últimos 
tiempos se le ha visto, implícitamente aceptó que el socialismo era respon-
sable de la gestación de muchos de los problemas planetarios. En conse-
cuencia, debería poner algo de su parte para su resolución18.

Dos años más tarde (27 de mayo de 1990), el mismo líder soviético se di-
rigió a sus ciudadanos enviándoles un mensaje directo que, retomando una 
frase célebre de Martin Heidegger –según la interpretación de quien lo cita– 
podría resumirse como: “Solo el mercado podrá salvarnos”. En esa ocasión, 
el secretario del PCUS dijo: 

“Necesitamos al mercado para restablecer radicalmente nuestra eco-
nomía, para dejar el camino abierto a las iniciativas, a la independen-
cia económica de los colectivos obreros y de cada trabajador, de cada 
uno de los ciudadanos de las repúblicas y de las regiones. La introduc-
ción del mercado debe crear las condiciones para que puedan ganar 
aquellos que trabajan bien y con provecho. El mercado debe ayudar a 
resolver los problemas en que nos venimos debatiendo desde hace dé-

16 Taibo, Carlos. Op. Cit. Págs. 207-209.
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cadas, es decir, que debe estimular el trabajo creador, productivo y efi-
caz y castigar con un salario menor a los trabajadores negligentes”19.

De alguna forma, esto compagina con la visión axiológica de Octavio Paz 
sobre el pensamiento y la práctica socialista. Su enfoque ayuda a compren-
der mejor los detonantes y explicaciones de un proceso de desintegración de 
un sistema, que si bien tuvo una vida relativamente larga, igual desapareció 
en un período comparativamente corto de gestación.

Este premio Nobel, de origen mexicano, le atribuye a Marx haber fundado 
la ciencia de las relaciones sociales, pero también lo señala por haber ig-
norado la morfología de las sociedades y las civilizaciones, aquello que las 
separa y las distingue por encima de los sistemas de producción económica. 
En este sentido subraya: “Hay muchas cosas que no caben en el marxismo, 
desde las obras de arte hasta las pasiones: todo aquello que es único, sea en 
un hombre individual o en las civilizaciones.  Marx fue insensible a lo que 
sería uno de los descubrimientos de Nietzsche: la fisonomía de las culturas, 
su forma particular y su vocación singular”20.

También tiene que dárseles el lugar que corresponde en la caída del socia-
lismo real, a las invenciones humanas, en este caso, a la revolución de las 
comunicaciones. Aun con las limitaciones de acceso que tenían los ciuda-
danos dentro del bloque soviético, se dieron cuenta –a través de diferentes 
medios de comunicación– que existía otro mundo más civilizado y más 
libre que el de ellos. Esto, sin duda, estimuló el glasnost de Gorbachev.

Esto dio paso a una apertura con el exterior, principalmente comercial, con 
mayores posibilidades de intercambio de tecnología, así como también a 
algo que todavía durante la época –especialmente estalinista– se conside-
raba una herejía: la apertura de programas de ayuda económica a la Unión 
Soviética.

Sin embargo, los adherentes a las ideas marxistas se mantuvieron en una 
especie de sopor permanente –si cabe el término– con su penetrante pensa-

19 Pellicani, Luciano. “Condiciones previas para el desarrollo económico: el caso sovié-
tico”, en Ciencia Política. Revista Trimestral para América Latina y España. No. 24. 
Colombia: Tierra Firme Editores, S.A., III, Trimestre 1991. Pág. 95.

16 Paz, Octavio. “Revuelta, revolución y rebelión”, en Obras completas VI. Galaxia Gu-
tenberg, Círculo de Lectores. 1996. Pág. 1,435.
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miento y desafiante filosofía. Así vivieron más de la cuenta atrincherados 
en su propia ciudadela, saliendo únicamente al mundo exterior cuando una 
centuria después el imperio que surgió como producto de una falsa percep-
ción de la debilidad –o acaso fortaleza– del sistema capitalista se atrevió 
directamente a exportar la revolución (Cuba y Angola entre ellos)21.

Empero, en los veinte años transcurridos desde la caída del muro de Berlín, 
han sido borrados 70 años de opresión y el exponente máximo del socia-
lismo real –la Unión Soviética– ahora desintegrada, ha abrazado el sistema 
capitalista, arrastrando tras de sí a toda Europa Central, para dar paso a la 
creación de múltiples estados nacionales que han hecho de la economía de 
mercado un medio para intentar alcanzar niveles de vida impensables bajo 
el socialismo.

Fukuyama (2003), aludiendo a la novela estrella de Orwell (1949), lo pone 
en los siguientes términos: “Cinco años después de ‘1984’, en una cadena 
de espectaculares acontecimientos que antes habrían parecido pura ciencia-
ficción política, la Unión Soviética y su imperio se derrumbaron, y la ame-
naza totalitaria que tan vívidamente había evocado Orwell, desapareció”22.

Como se dijo anteriormente, el liderazgo de Gorbachev fue fundamental en 
el inicio del proceso de apertura de la URSS. Sin embargo, a raíz del falle-
cimiento de su sucesor –Boris Yeltsin– ocurrido el 23 de abril del 2007, se 
ha recuperado buena parte de la memoria histórica. La opinión más genera-
lizada le atribuye a éste haber sido el verdadero artífice de las reformas de-
mocráticas, haciéndose sentir a partir de la creación de la Federación Rusa, 
de la cual fue presidente al ganar en la primera elección por voto popular en 
la historia de Rusia, el 12 de junio de 1991, con el 57% de votos.

Es curioso, pero a Yeltsin se le recuerda más por su excesiva afición al 
vodka y por aquella dramática escena subido en un tanque desafiando los 
últimos resabios de oscurantismo –cuando ya la luz de occidente se había 
posesionado hasta de las estepas siberianas– que por haber realmente juga-
do un papel determinante en el giro total que dio su país, con las reformas 
económicas orientadas al mercado.

De la alusión al papel de Gorbachev y la del controversial Yeltsin en los 

21 Op. Cit.
22 Fukuyama, Francis. El fin del hombre”. Printing Books. Buenos Aires, Argentina, 

2003.
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acontecimientos posteriores al derrumbamiento del muro de Berlín, se ha 
hecho un símil trayendo a cuento una comparación que mucho antes, en 
otro contexto, habría hecho Charles de Gaulle para otro dúo que hizo histo-
ria en la Unión Americana y el mundo entero. Para el fallecido presidente 
francés, héroe de mil batallas: “Kennedy era la máscara de Estados Unidos, 
pero Lyndon Johnson era su cara real”.

Pero en retrospectiva, también se considera que bajo la presidencia de Yelt-
sin, Rusia no se encaminó hacia un sistema democrático normal, sino hacia 
una especie de régimen autoritario, plebiscitario, sujeto a bruscas alternati-
vas y con unas instituciones inesperables y a menudo en confrontación23.

También se ha dicho que lo que dejó en Rusia el colapso de la URSS, no 
fue todo color de rosa. El advenimiento del capitalismo replicó en la nueva 
sociedad “libre” muchos de los males que han acompañado el desarrollo 
del mundo occidental. Y esto, en un cortísimo tiempo, porque como es am-
pliamente reconocido, la corrupción fue parte de la transición. Pero las re-
formas económicas y políticas tampoco podían dar paso tan rápidamente a 
una sociedad abierta y libre después de siete décadas de socialismo, aunque 
el giro que se estaba dando también dentro del mismo sistema capitalista, 
con una economía más orientada al mercado, le permitía “quemar etapas”. 
Empero, por otro lado, esto último forzaba precisamente a la nueva nación 
a cambios más bruscos que resultaban –al final– más difíciles de aceptar en 
una sociedad ávida de una vida mejor.

Unos cinco años después de la caída del muro de Berlín, y cuando ya era 
claro que Rusia estaba haciendo lo indecible por liberalizar su economía, 
Jeffrey Sachs decía que ese país se enfrentaba a, cuando menos, tres pro-
blemas: el primero era superar el estado de insolvencia como un legado del 
difunto régimen soviético; el segundo era el establecimiento de un sistema 
de mercados sobre las ruinas de la planificación central; el tercero tenía que 
ver con el comprensible problema del ajuste estructural, a medida que los 
trabajadores se movieran de la industria pesada a la liviana y los servicios. 
La dificultad para lidiar con estos problemas era que tenían que enfrentarse, 
al mismo tiempo que se intentaba consolidar la democracia y transformarse 
ella misma de un imperio a una nación-estado24.

23  Wikipedia y otras fuentes de Internet (23 de abril, 2007).
24 Sachs, Jeffrey D. “Russia’s struggle with stabilization: Conceptual issues and eviden-

ce”, en Proceedings of the World Bank Annual Conference on Development Econo-
mics. Washington D.C., EUA. 1994. Pág. 57.
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Vargas Llosa, citando un seminario celebrado en la Universidad de Har-
vard, señala que, “en Rusia, la democracia liberal nunca cristalizó”, y según 
Tatiana Vorozheykina, “las reformas económicas no implicaron la transfe-
rencia de activos del Estado al sector privado, si no de manos privadas bajo 
la marca registrada del Estado […] Al colapso de la Unión Soviética siguió 
la captura del Estado por ciertas facciones. Más adelante, Putin reaccionó 
contra la oligarquía de los 90, estableciendo su propia oligarquía”25.

Los cien rusos más ricos crecen más que Rusia destacaba una noticia inter-
nacional aparecida en un matutino local. Puntualizaba que las fortunas de 
las personas más ricas de Rusia aumentaron en más de un tercio en 2006 y 
crecieron unas seis veces más rápido que la economía de ese país, según la 
edición rusa de la Revista Forbes26.

Probablemente, la fortuna combinada de esos nuevos ricos palidece ante 
lo que la misma fuente les atribuye a los tres hombres más adinerados del 
mundo, comenzando por el mexicano Carlos Slim (muy vinculado por cier-
to con la privatización de TELMEX bajo la presidencia de Carlos Salinas 
de Gortari); siguiendo con el hombre que dejó la universidad para fundar 
Microsoft y que cambió el mundo con su tecnología de la información, Bill 
Gates, hasta Warren Buffett.

Como quiera que sea, Rusia ahora es un invitado obligado del G7, mien-
tras que casi la mitad de los veintisiete países que constituyen hoy en día 
la Unión Europea son ex satélites de la extinta URSS27. Esta es sin duda 
una de las expresiones más claras del capitalismo global, que se desarrolla 
vertiginosamente en paralelo a la “reconfiguración del orden mundial” de la 
que nos habla Huntington28.

25 El Diario de Hoy. 20 de abril de 2007. Pág. 44. Tatiana Vorozheykina, de nacionalidad 
rusa, fue la co anfitriona del evento referido por Vargas Llosa y es experta en estudios 
comparativos sobre Rusia y Latinoamérica.

26 La Prensa Gráfica, 20 de abril de 2007. Pág. 62.
27 El Grupo de los Siete (G7) lo integran los países más desarrollados del mundo: Estados 

Unidos, Japón, Alemania, Francia, Gran Bretaña, Italia y Canadá; en tanto que los paí-
ses de Europa Oriental que al presente forman parte de la Unión Europea son Eslovenia, 
Estonia, Letonia, Lituania y Polonia (Fuente: Wikipedia).

28 Huntington, Samuel. El choque de civilizaciones. Barcelona, España: Ediciones Paidós 
Ibérica, S.A., 1997.
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Al margen de lo que sostiene Sachs, el tránsito del antiguo bloque socia-
lista hacia el mundo capitalista no ha sido fácil. La misma Rusia, cuando 
recién daba los primeros pasos hacia la economía de mercado, fue sacudida 
por una violenta inestabilidad financiera que hizo pensar que el capitalismo 
tendría grandes dificultades para consolidarse, en un ambiente de crecientes 
expectativas de la población.

En el mismo orden, China –que se quedó por largo tiempo todavía anclada a 
las doctrinas comunistas– es hoy en día una potencia industrial que ha sido 
desarrollada a partir de la práctica del capitalismo, aunque todavía hay ma-
nifestaciones también concretas que señalan que en la esfera estrictamente 
política –y en la económica– hay resabios de un Estado intervencionista. 
Esto, a pesar de que el grueso de la población encuentra en la libertad, la 
base de sustentación filosófica y real para el progreso material que está lo-
grando a un ritmo sorprendentemente acelerado.

La transformación económica del gigante asiático es impresionante, y lo 
ha hecho en escasos treinta años, estimándose que, en el término de unas 
tres décadas, superará a Estados Unidos como primera potencia económica 
mundial. Pero desde ya, estamos presenciando lo que pronosticó el cientí-
fico político confidente de Charles de Gaulle, Alain Peyrefitte, quien hace 
más de veinticinco años sentenció: “Quand la Chine s’éveillera, le monde 
tremblera”29.

Empero, como ha señalado Deaglio: 

“Cuando se cantan loas a la ‘economía de mercado’, China, con menor 
énfasis en los recientes avances indios en tal sentido, se soslaya que el 
gran salto hacia adelante en la reducción de la pobreza, tuvo lugar en 
un clima económico en que las empresas estatales y la intervención pú-
blica desempeñaron, y en gran medida siguen desempeñando, un papel 
fundamental”30.

Dicho sea de paso, un artículo de The Wall Street Journal América reprodu-
cido por La Prensa Gráfica el 13 de enero de 2009 (Un escándalo contable 
arroja dudas sobre el boom tecnológico de India) vino a poner en entredi-
cho, en palabras de la Confederación de Industrias de la India, la regulación, 

29 En español: Cuando China se despierte, el mundo temblará.
30 Deaglio, Mario. Postglobal. Editorial Suramericana S.A. 2004. Pág. 116.
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la contabilidad, la auditoría y el gobierno corporativo. Todo como producto 
de prácticas poco éticas de una empresa de alta tecnología, proveedor de 
grandes clientes como Nestlé, General Electric, Caterpillar y Nissan, que 
según el mismo artículo, puede debilitar a un sector clave en el vertiginoso 
crecimiento que había venido registrando el país, e inclusive, minar su pres-
tigio como economía emergente junto con China.

Pero no solo eso. Ya adentrado el siglo XXI, China ha hecho de los salarios 
deprimidos su plataforma para desarrollar el enorme espacio que está ocu-
pando en el mercado global, reivindicando de manera perversa y torcida, 
después de casi doscientos años, la ley del acero formulada por Lasalle, uno 
de los pioneros y líderes en el movimiento socialista germano casi al final 
de la primera mitad del siglo XIX. Así, mientras los nuevos empresarios ya 
disfrutan de niveles de consumo que los japoneses solo empezaron a exhibir 
después de cuarenta años, los trabajadores chinos ganan salarios que aún en 
nuestro medio se consideran de mera subsistencia31.

Se puede decir que el capitalismo en China es, todavía en muchos aspectos,  
primitivo. Las malas prácticas, que en occidente causan un rechazo total 
–especialmente cuando tienen que ver con la salud de las personas– son 
habituales. Solo basta recordar los casos de la pasta dentífrica y los jugue-
tes para niños de una marca americana muy conocida, pero maquilados en 
China, que fueron sacados del mercado por los elementos nocivos que con-
tenían.

Frente a ello, allá por el mes de febrero del 2008, los principales medios de 
comunicación de Estados Unidos destacaban el retiro de más 65 millones 
de toneladas de carne de vacuno ya listas para su venta al público, cuando 
las autoridades sanitarias, si bien de manera fortuita, descubrieron que el sa-
crificio del ganado se hizo bajo cuestionables procedimientos que violaban 
no solo la normas sanitarias, sino también, diríamos nosotros, “los derechos 
de los animales”.

Uno podría preguntarse si el monstruo asiático, que utiliza el sistema capi-
talista para transformar su economía, así como también los más deleznables 

31 Hacia el 2005, por ejemplo, el salario por hora en una industria de maquila promedio 
era de sólo US$ 0.31 la hora (http://www.voltairenet.org), en cambio en El Salvador 
era de US$ 0.85 (http://www.elfaro.net) US$ 0.63 (Ministerio de Trabajo y Previsión 
Social).
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medios para aprovecharse de su “mano de obra abundante” –para rescatar 
uno de los postulados de la teoría clásica de la división internacional del 
trabajo–, aplica con similares estándares los principios éticos que rigen en 
occidente la conducta de los empresarios, al menos en teoría.

Una de las cosas más interesantes en el caso de China es que, habiendo utili-
zado los mecanismos de mercado para el vertiginoso despegue de su econo-
mía, en muy poco tiempo ha logrado una independencia que era impensable 
mucho antes de que el socialismo cubriera las dimensiones geográficas que 
logró a partir de la finalización de la Segunda Guerra Mundial, de que el 
sistema capitalista alcanzara un mayor grado de madurez bajo la influencia 
del pensamiento keynesiano y de que el mundo se volviera unipolar –bajo 
el dominio de los Estados Unidos– una vez que se derrumbó la ciudadela 
socialista.

Gray (1998) considera que ni aun este país “puede actualmente ejercer sobre 
China algo que recuerde la influencia que constituyó un lugar común para 
las potencias imperiales en el período anterior a 1914”32. Esto, en una clara 
alusión a que, por esa época, la economía abierta era el arma de control 
europeo sobre los territorios y economías en el mundo, o sea, el mercado 
global, cuya infancia caótica no está basada en tal hegemonía. 

Diez años después de esa afirmación, la brecha económica entre Estados 
Unidos y China se ha reducido de manera espectacular, con tasas de cre-
cimiento cercanas al 10% durante más de una década. En la base de este 
fenómeno está su potencial exportador al mundo occidental (con salarios 
bajos y su especial habilidad para producir en base a tecnología genera-
da en occidente, pero que en muchos casos utiliza de manera fraudulenta), 
su abastecimiento de materias primas de países en proceso de desarrollo y 
como receptora de cuantiosos recursos tecnológicos, en forma de inversión 
directa, provenientes de los países capitalistas del centro y de otras econo-
mías asiáticas como la japonesa.

Su plena incorporación a la Organización Mundial del Comercio (OMC) 
en el 2001 no ha hecho sino potenciar más su enorme gravitación en el 

32 Gray, John. False dawn. The delusions of global capitalism. Nueva York: The New 
Press. 1998. Pág. 66.
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mercado global, aunque aún hoy en día, el monstruo asiático no termina de 
asimilar el “fair game” que supone pertenecer a dicha organización33.

Sin embargo, resulta obvio que estos ejemplos y prácticas palidecen frente 
al centralismo y el direccionamiento de la economía que se practicó en la 
Unión Soviética y en China Continental, antes de que abrazaran las ideas 
del libre mercado. Pero justamente cuando perfilábamos las primeras ideas 
en torno a los cambios que se han observado principalmente en las últimas 
décadas en esos países, un informe del Centro de Desarrollo, Conceptos y 
Doctrinas del ministerio de Defensa del Reino Unido, sorprendía con algu-
nas suposiciones sobre lo que podría ser el mundo en el año 2037.

Entre otros aspectos, atisba el posible regreso del marxismo, un incremento 
de las tensiones entre China y el mundo musulmán, la transformación de 
Irán en una democracia llena de vitalidad, y para el 2040 la supremacía 
económica de China sobre Estados Unidos34. No sabemos si estas hipótesis 
sigan teniendo validez después de la crisis financiera y la recesión mundial 
que se agudizaría a partir de finales de 2008, pero tampoco hay que pasar 
por alto que este tipo de eventos también traen con frecuencia grandes trans-
formaciones en la esfera geopolítica.

33 A partir de su ingreso a la OMC, China ha sido reiteradamente acusada de prácticas 
desleales de comercio. Una de las más importantes alude a las dos quejas presentadas 
formalmente por Estados Unidos contra Pequín ante dicho organismo, debido a la pi-
ratería y a las restricciones en la venta de libros, música y películas procedentes del 
mercado estadounidense. La réplica china, a través de un portavoz de la Administración 
Nacional de Derechos de Autor, fue: “No niego que las infracciones sobre los derechos 
de propiedad intelectual y la piratería ocurran en el mercado chino, pero no significa 
que Estados Unidos tenga fundamento para presentar quejas contra China en la OMC”. 
(La Prensa Gráfica, 18 de abril de 2007)

34 El informe, aunque es oficial, no representa la posición del gobierno británico y se li-
mita a ser un documento de análisis para preparar la toma de decisiones en materia de 
defensa. Anticipa, entre otras cosas, un nivel parecido al actual de terrorismo, pero con 
atentados cada vez más espectaculares; incremento de las migraciones mundiales; la 
implantación de “chips” en los cerebros o la existencia de armas a partir del desarrollo 
de la bomba de neutrones y el uso de máquinas no pilotadas por el hombre. El infor-
me también estima que van a proseguir los cambios provocados por la globalización 
económica, donde Estados Unidos seguirá detentando el poder económico y militar de 
manera preeminente y garante del sistema de reglas internacionales, pero igualmente se 
anticipa una posible desequilibrada transición de un mundo unipolar a uno progresiva-
mente multipolar, donde China e India serán actores importantes. (La Prensa Gráfica, 
“Revista Enfoques”, 15 de abril de 2007).
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Aunque indirectamente relacionado con esto último, también hay que decir 
que el advenimiento del siglo XXI fue testigo de otros eventos que induda-
blemente fueron preparando el terreno para la emergencia de un nuevo (otro) 
orden mundial, donde lo político y lo económico se hizo más internacional; 
pero, a la vez, más controversial, en la medida en que el poder hegemónico 
de los Estados Unidos se hizo más evidente y una administración de ocho 
años hizo del unilateralismo la piedra angular de su política exterior.

Los ataques a las Torres Gemelas de Nueva York, el 11 de septiembre de 
2001, fueron el desencadenante de la concreción de esa política, primero 
con la invasión a Afganistán y luego con la de Iraq. La razón de la fuerza se 
hizo sentir cuando el tema fue debatido previamente en el seno de las Na-
ciones Unidas, donde la posición estadounidense resultó seriamente cues-
tionada, principalmente en el caso de este último país.

Sobre el caso de Iraq y Afganistán, se han escrito infinidad de artículos, 
decenas de libros y hasta se han producido obras cinematográficas que han 
puesto al descubierto muchos detalles que trataron de ser celosamente res-
guardados por la Casa Blanca y las diferentes agencias del Gobierno Fe-
deral, incluyendo, por supuesto, y de manera principal, a la Secretaría de 
Defensa y a la Agencia Central de Inteligencia (CIA)35.

Lo curioso y hasta anecdótico, es cómo un país pobre y pequeño como El 
Salvador –en medio de una crisis económica estructural gestada en el mal 
manejo de la misma– se convirtió eventualmente en un actor importante en 
ese escenario mundial, al punto que los propios Estados Unidos lo conside-
raron  como un bastión en su aventura en Iraq. Así. El Salvador fue partícipe 
en un juego de ajedrez mundial donde solo jugaban los maestros. 

En cualquier circunstancia, lo importante en nuestro caso es destacar la pre-
sencia prolongada dentro de la coalición internacional, aprobada en el seno 
de la ONU, de once misiones enviadas supuestamente para contribuir a la 
reconstrucción del país árabe y contribuir a su democratización, mientras 
que Honduras, Nicaragua y República Dominicana, únicamente participa-
ron en el primer contingente. Según se supo, ya estaba lista una doceava 

35 Sobre este particular, remitimos al lector  especialmente a las  obras de Bob Woodward: 
Bush at war (2003), Plan of Attack (2004) y State of Denial (2006), publicados por 
Simon & Schuster.
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misión, cuando las Naciones Unidas dieron por concluido el mandato el 31 
de diciembre de 2008; mientas tanto, cinco salvadoreños perdieron la vida 
en esa aventura.

Personas entendidas han sostenido que la relación bilateral que el país 
mantuvo con la administración Bush, a partir del gobierno del presidente 
Francisco Flores (1999-2004) y que siguió con gran intensidad con el del 
presidente Antonio Saca (2005-2009) encuentran un vínculo entre ese apo-
yo y la aspiración de los dos gobiernos areneros de estimular, por esa vía, 
una consideración especial a los emigrantes salvadoreños. Este vínculo fue 
insistentemente rechazado por este último y algunos de sus colaboradores 
más cercanos, pero la evidencia señala otra cosa.

Pero, tal como se  desarrollaron las relaciones del país con Estados Unidos, 
principalmente a partir de la visita del presidente George W. Bush a El Sal-
vador en ocasión de una Cumbre Centroamericana en marzo del 2002 –la 
cual ha pasado a la historia por la actitud lisonjera del presidente Flores ante 
la expresión “mi amigo” del mandatario norteamericano– nada se puede 
descartar36.

Al final, podría aceptarse que cualquier cosa que se haga para regularizar el 
estatus de los más de dos millones de salvadoreños que viven en el país del 
norte, vale la pena por el aporte que hacen a la economía nacional, con los 
cuantiosos recursos que envían al país y que sirvieron, en gran medida, para 
darle un poco de viabilidad a la gestión económica de los diferentes gobier-
nos de ARENA. El problema es que, en los hechos, la lealtad manifiesta de 
El Salvador hacia EUA, no se ha concretado en un tratamiento migratorio 
diferente del otorgado a los nicaragüenses y hondureños. Claro, siempre 
está de por medio su menor grado de desarrollo relativo con  relación a El 
Salvador.

Más allá de esa alianza y nuestra ubicación en el mero centro de las Améri-
cas, resulta comprensible que un país como Estados Unidos no pueda estar 
focalizado solo en un conflicto así sea tan grave como el del Oriente Me-

36 N. del A. Esta  expresión de pleitesía digna de mejor causa no es ni la primera, ni segu-
ramente será la última. También ha quedado para la historia la actitud reverencial del 
presidente Napoleón Duarte quien, al concluir una visita de Estado durante la adminis-
tración Reagan (1986), sorprendió a propios y extraños cuando se inclinó para besar la 
bandera de Estados Unidos.
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dio, la seguridad interna y menos en los detalles de la gestión de su mismo 
presidente. Ser la potencia más poderosa del mundo significa muchas cosas 
más. En el mundo globalizado, la política exterior se vuelve todavía más 
compleja que aquella sellada por la Doctrina Monroe.

Casi por la misma fecha en que se presentaba una disputa más entre Estados 
Unidos y China por las cuestiones comerciales en el marco de la OMC, en 
América Latina seguía en curso una historia que puede cambiar la institu-
cionalidad regional y las mismas relaciones entre las grandes potencias. 
Y esto también es parte del mundo en transición, aunque los actores sean 
otros.

El 15 de abril de 2007, el presidente ecuatoriano Rafael Correa resultó vic-
torioso en un plebiscito expresamente convocado para impulsar su proyecto 
enmarcado en el Socialismo del siglo XXI, preconizado por el presiden-
te venezolano Hugo Chávez. Esto no podía pasar desapercibido dentro la 
ofensiva política y económica que el gobernante venezolano inició tiempo 
atrás, principalmente, para erigir un bloque sudamericano a través de lo que 
él bautizó como Alternativa Bolivariana de las Américas (ALBA), en clara 
oposición al Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), patrocinada 
por Estados Unidos, y que virtualmente se fue desdibujando, primero por 
las escaramuzas en las negociaciones entre Estados Unidos y Brasil, y des-
pués por la división que ha creado en la región el comandante Chávez37.

En una no extraña coincidencia, el día siguiente del triunfo obtenido por 
Correa en ese plebiscito (16 de abril de 2007), Chávez sirvió de anfitrión 
en la Isla Margarita para celebrar una mini cumbre en la que, junto con sus 

37 El ALCA estaba supuesta a arrancar en el 2005, pero el calendario acordado para las 
negociaciones tuvo muchos contratiempos, entre ellos: 1) las diferencias entre Estados 
Unidos y Brasil en cuanto a tiempos, profundidad y asimetrías. 2) La no disimulada 
disputa por el liderazgo entre ambos países. 3) Las invasiones de Estados Unidos a 
Afganistán e Iraq como respuesta a los atentados del 11 de septiembre de 2001, y 4) la 
estrategia, sin duda deliberada de Estados Unidos, de seguir el esquema de “building 
blocks” para ganar terreno con países más proclives a aceptar sus iniciativas, como es 
el caso de los países Centroamericanos y República Dominicana que, con la excepción 
de Costa Rica, ratificaron sin mayores dificultades el CAFTA, entrando en vigencia, 
en el caso salvadoreño a partir del uno de marzo de 2006. (Para esto último, véase La 
Prensa Gráfica, 18 de abril de 2007). En el caso de Costa Rica, en cambio y siguiendo 
su tradición democrática, la aprobación del TLC con Estados Unidos estuvo precedida 
de un histórico referendo antes de ser aprobado por el Congreso, y no entró en vigencia 
sino hasta enero de 2009.
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invitados (Lula, Morales y Correa), decidieron crear el Consejo Energético 
de Sur América, reconociendo el potencial de los biocombustibles para di-
versificar la matriz energética de la región.

El consenso alcanzado en este último aspecto adquiere una relevancia espe-
cial, si se considera que Chávez y Castro habían arremetido contra el acuer-
do previamente logrado por Bush y Lula durante la visita que el gobernante 
estadounidense hizo a Brasil, en torno a una virtual alianza de ambos países 
para impulsar la producción de etanol a partir de la caña de azúcar, dentro 
de la  cual El Salvador, junto con dos países del Caribe, desarrollarían los 
proyectos piloto38.

En este marco, más interesante resulta mencionar que, en otro documento, 
los mandatarios convocados por Chávez a dicha reunión decidieron bau-
tizar como Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) al proceso de 
integración regional.

Esto sería el inicio de la conformación de un bloque latinoamericano que 
tendría su primera prueba de fuego a raíz del conflicto interno de Bolivia, 
originado por el movimiento separatista de cuatro de sus regiones, conside-
radas como las más ricas del país y que llevaron  a cabo sus propias consul-
tas para rechazar o aceptar el referéndum revocatorio que andaba buscando 
su presidente Evo Morales, siguiendo el ejemplo de Chávez, para entroni-
zarse en el poder.

La importancia de UNASUR se hizo sentir cuando surgió en Bolivia otro 
incidente que se sumó a las decenas que han ocurrido en ese país andino, 
tristemente célebre por los numerosos gobiernos y constituciones que ha 
tenido desde que se independizó en 1825, como último reducto de la domi-
nación española en América del Sur.

Esta conflictividad adquirió matices preocupantes cuando el gobierno bo-
liviano expulsó al embajador de los Estados Unidos bajo la acusación de 
estar involucrado en los hechos. Aduciendo solidaridad, Chávez, quien pre-

38 En este punto, las cosas empiezan a tomar dimensiones distintas, cuando se considera 
que el etanol producido con matera prima procedente de Brasil está entre los productos 
no tradicionales que está exportando El Salvador en el marco del CAFTA con gran éxi-
to, aunque la marca lleve el sello de una de las familias más poderosas del país.
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viamente había amenazado con invadir Bolivia si su amigo era derrocado, 
expulsó también al embajador de aquel país. Como respuesta a esa decisión 
diplomática, Washington hizo lo mismo.

Sin embargo, los tentáculos de esa alianza parece que tocaron hasta la OEA, 
cuando ante la disputa que se originó entre Colombia y Ecuador –a resultas 
de la muerte del segundo hombre más importante de las FARC– el organis-
mo hemisférico no pudo hacer valer su influencia para limar asperezas entre 
esos dos países, como sí lo hizo el Grupo de Río, reunido en Santo Domingo 
a iniciativa de su presidente Leonel Fernández. 

La marejada desatada por Chávez llegó hasta Centroamérica, cuando los 
presidentes de Nicaragua y Honduras cerraron filas con Venezuela y Bolivia 
por la crisis diplomática con Estados Unidos. El gobernante Zelaya llegó al 
punto de posponer la recepción de credenciales del nuevo embajador ameri-
cano, que por los mismos días iba a representar a su país en Tegucigalpa39.

Así las cosas, a iniciativa de la presidenta de Chile, Michelle Bachelet, en 
el marco de UNASUR, se reunieron en Santiago –el lunes 15 de septiembre 
de 2008– nueve presidentes de los doce que conforman la organización para 
mediar en el conflicto de Bolivia. El periódico El País, de España, destacó el 
resultado de esa reunión como un éxito, apuntando, “Suramérica da un his-
tórico apoyo a la democracia boliviana”, aludiendo expresamente al hecho 
de que, por primera vez en la historia, los países sudamericanos “logran una 
posición común, clara y contundente en defensa de la democracia, respecto 
de un conflicto regional”.

Aunque el secretario de la OEA, el chileno Miguel Insulsa, estuvo presente 
en ese encuentro, de alguna manera la incipiente organización sudameri-
cana suplantó al organismo hemisférico. El mismo periódico le atribuye al 
presidente Lula, de Brasil, haber liderado la reunión quien “sin ambages le 
dijo a Morales que si optaba por el diálogo con sus rivales, contaría con el 
apoyo de Brasil y la UNASUR; y que si se inclinaba por la confrontación, 

39 En su momento, ese incidente fue ampliamente difundido por la prensa internacional, 
pero nuevamente cobró notoriedad cuando Honduras firmó el “Plan Mérida” que es 
un programa financiado por Estados Unidos para combatir el narcotráfico y los grupos 
pandilleros que operan en México y la región centroamericana. La Prensa Gráfica, 10 
de enero de 2009. 
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que se olvidara de cualquier respaldo”. El mensaje no podía ser más claro, 
con ello Brasil se erigía como el hermano mayor de América Latina, y tanto 
Chávez como los demás gobernantes del hemisferio, debían entenderlo así.

La historia se encargará de demostrar si UNASUR, que comenzó con gran-
des ingredientes de populismo impulsado por Chávez, cuajó o no dentro de 
la tendencia que empezó a definirse a partir de la primera década del siglo 
XXI y fue capaz de despertar de una vez por todas a Latinoamérica.

Un paso importante en esa dirección se dio en diciembre de 2008, en la 
reunión patrocinada por el presidente Lula y que convocó a la mayoría de 
países del hemisferio, con la notable ausencia de Estados Unidos. En esa 
ocasión, se empezó a hablar más abiertamente de una nueva institucionali-
dad política y económica, teniendo siempre como elemento central la figura 
de Chávez quien, a raíz de la crisis financiera, lanzó la idea de crear una 
moneda única en la región para sustituir al dólar como moneda de transac-
ción.

Cualquier evento de ese tipo que ocurra en América Latina y el Caribe, para 
bien o para mal, tendrá alguna vinculación, así sea distante, con el socia-
lismo del siglo XXI, que preconizaba el sociólogo y político de origen ale-
mán radicado en México, Heinz Dieterich Steffan y que seguían el mismo 
Chávez, Evo Morales, Correa, y aquí en Centroamérica, Ortega.

Tampoco podrían estar desligados del socialismo “light” –practicado por el 
propio Lula  en Brasil–,  Bachelet en Chile, Tabaré Vásquez en Uruguay y 
hasta probablemente Arias en Costa Rica. Este último país,  si bien sigue 
siendo un aliado de Estados Unidos –aunque no bajo las mismas reglas que 
El Salvador– también ha mostrado su independencia con el establecimiento   
de relaciones diplomáticas y comerciales con China, rompiendo una larga 
tradición de lazos de amistad con Taiwán.

Por otra parte, durante la inauguración del “Programa de Jóvenes Líderes 
Chilenos”40, el ex presidente del gobierno español, José María Aznar41, a 
quien Chávez ha comparado con Hitler, expresó lo siguiente: 

40 Celebrada en Santiago de Chile, el 13 de enero de 2009.
41 Presidente de la Fundación para el Análisis y los Estudios Sociales (FAES) y crítico 

inclaudicable del socialismo del siglo XXI.
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“Hay una creciente cercanía entre el caudillo bolivariano, Medvedev 
(presidente ruso) y los ayatolas ‘con un enemigo común’: las nacio-
nes libres […] Existe en Iberoamérica ‘un Proyecto Político’ basado 
en una redición ideológica del marxismo más radical que pretende 
desmantelar la democracia real”42.

En este sentido, Chávez –con su veneración al régimen cubano– y sus epí-
gonos (Morales, Ortega y, por lo menos hasta ahora, el “moderado” Correa) 
también podrían estar siendo cómplices o socios en un movimiento mucho 
más amplio, que puede eventualmente cambiar el mapa geopolítico mundial 
y la correlación de fuerzas en el hemisferio occidental.

Desde hacía tiempo, el gobernante venezolano, en su consabida disputa con 
el “imperio”, había comenzado un fuerte acercamiento con Rusia, inicial-
mente bajo el argumento de recibir cooperación en materia tecnológica en 
el campo petrolero. Bien pronto resultó claro que esa cooperación se exten-
día al campo militar, con la provisión de sofisticado armamento ruso, que 
además del famoso paquete de un millón de fusiles, incluía aviones, buques 
y hasta submarinos. Con esto, obviamente el mandatario venezolano estaba 
rompiendo el equilibrio militar en la región, con la no disimulada intención 
de enviar un mensaje a su vecina Colombia, que mantiene especiales lazos 
de cooperación con EUA en materia de combate al narcotráfico y que se 
extiende al plano comercial con un posible TLC.

A partir de los coqueteos de Chávez con Rusia, se ha empezado a notar que 
este país conserva posiciones  que recuerdan la Guerra Fría y, en una acti-
tud desafiante hacia Estados Unidos –que en gran medida se vincula a una 
especie de respuesta al proyecto de instalar en Polonia un sistema nuclear 
para proteger a Europa–, ha dado indicios de  su interés en el hemisferio 
occidental. 

También se vincula esa actitud de Rusia a la forma en que Estados Unidos 
y la Unión Europea actuaron ante el conflicto que mantiene con la ex re-
pública socialista de Georgia, a raíz de la declaración de independencia de 

42 Agencias de noticias Notisan Ve: Según Aznar, Chávez y Medvédev tienen alianzas con 
el régimen de los ayatolas. Diciembre 2008. 
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las regiones separatistas de Abjasia y Osetia del Sur (reconocidas por aquel 
país, por el movimiento palestino Hamás y por Nicaragua)43.

Al final, podríamos estar en presencia de la réplica del desafío que le plan-
teó la extinta URSS a la Doctrina Monroe en 1960, con el abortado intento 
de hacer de Cuba un satélite más  a escasas cuarenta millas náuticas del 
coloso del norte.

Muchos piensan que la diferencia la podría hacer el actual presidente de Es-
tados Unidos, Barack Obama, que desde sus mensajes de campaña mostró 
un estilo totalmente diferente al de su predecesor. Todo parecería indicar 
que el unilateralismo que practicó el presidente Bush pasará a la historia, 
a tal punto que, en su discurso de toma de posesión, el 44º presidente de la 
Unión Americana invocó a los padres fundadores quienes redactaron una 
constitución que asegurara el imperio de la ley y los derechos del hombre. 
Al respecto dijo: 

“Dichos ideales siguen iluminando el mundo y no los abandonaremos 
en aras de la conveniencia. Así que para todos los otros pueblos y 
gobiernos que hoy nos están viendo, desde las más grandes capita-
les hasta la pequeña aldea donde nació mi padre, sepan que Estados 
Unidos es amigo de cada nación y de cada hombre, mujer y niño que 
busca un futuro de paz y dignidad, y que estamos listos para liderar 
una vez más”.

43 Una información aparecida en El Diario de Hoy  el 9 de enero de 2009 retomaba el caso 
de las relaciones de Rusia con Venezuela y Nicaragua, relacionando la presencia de 
unidades navales en el segundo país (además de aviones bombarderos pesados supersó-
nicos con capacidad para transportar armas nucleares) y las visitas de “cortesía” de  los 
mismos buques a Cuba, con un intento de mandarle un mensaje a los Estados Unidos. 
El diario ruso Kommersant decía que incluso una movilización simbólica en la región 
“era suficiente para quitarle a la Casa Blanca la sensación de vulnerabilidad”. La misma 
noticia del diario salvadoreño se hacía cargo de la advertencia de Vladimir Yevsáyev 
(experto en política exterior del centro de Estudios Políticos de Rusia), de que bajo 
esas condiciones “Rusia podría patrullar las costas del Pacífico y el Atlántico; para ello, 
basta con que Nicaragua le abra un corredor aéreo”. Sin embargo, los coqueteos del go-
bierno de Ortega no se confinaban a Rusia, también lo hacía con Irán, país con el cual, 
igual que Venezuela, Ecuador, Bolivia y Cuba, mantienen relaciones muy estrechas en 
el campo económico y tecnológico. De esto, se supone, tampoco es ajena Rusia. Con 
relación a Nicaragua, en los primeros días de enero de 2009, La Prensa Gráfica le dio 
una amplia cobertura a las posibles motivaciones de Irán en la región para acreditar una 
numerosa delegación diplomática que, según expertos, tiene como propósito desarrollar 
una estrategia desestabilizadora en el propio patio trasero de los Estados Unidos.
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Solo seis meses después, ocurriría el golpe de estado en Honduras que de-
rrocó al presidente constitucional Manuel Zelaya. Al concluir la elaboración 
de este trabajo, era  evidente que región centroamericana y así el mundo, no 
estaban libradas de aquellos  acontecimientos que han marcado la historia 
latinoamericana. Los riesgos de volver a transitar por la misma ruta, siem-
pre están allí, y ello incluye, la economía.

CAPÍTULO II

UNA CRISIS DIFERENTE 
Y EL SURGIMIENTO DE “OTRO” ORDEN 

ECONÓMICO MUNDIAL

La literatura sobre la globalización, la reforma económica y más concreta-
mente la relacionada con los programas de ajuste y estabilización es increí-
blemente abundante y rica. La academia, los organismos internacionales, 
los economistas y, en general, los científicos sociales han hecho aportes 
extraordinarios alrededor de estos temas en el último cuarto de siglo.

Los contrastes entre la teoría y la práctica alrededor de los mismos son 
igualmente aleccionadores, y no es casual que muchos de los planteamien-
tos considerados más serios sean producto de falsas hipótesis y de una apli-
cación incorrecta de los fundamentos de la economía. Esto lo sostiene con 
toda contundencia uno de los más críticos de la globalización –Stiglitz– 
quien al referirse concretamente a la reforma, sostiene que el más grande 
error está en haber confundido fines y medios.

Y eso es lógico. En muchos casos, la evidencia empírica ha demostrado que 
la teoría no siempre ha sido buena consejera para lidiar con los problemas 
económicos y sociales en casos particulares, especialmente donde las insti-
tuciones son débiles, los gobiernos actúan con poca transparencia y los gru-
pos de poder se mantienen atrincherados alrededor de sus propios intereses. 
Aún más, con frecuencia se ignora el vínculo indisoluble entre la política y 
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la economía y la gravitación que, consecuentemente, ejercen sobre la for-
mulación de las políticas públicas el binomio de las condicionantes externas 
y las exigencias internas. El Salvador sin duda ofrece muchas lecciones en 
este sentido.

Es preciso mencionar que del fenómeno de la globalización se comenzó a 
hablar con alguna liberalidad en la década de los ochenta, pero adquirió una 
connotación inusitada en la siguiente, particularmente cuando el mundo se 
transformó en unipolar con la caída del socialismo real y los Estados Uni-
dos se convirtieron, por mucho, en la única potencia hegemónica. Este país 
disfrutaba de tres ventajas que hacían la diferencia por sobre cualquier otro 
o bloque de países: el tamaño y la fortaleza de su economía, su poderío mi-
litar y su predominio en el campo tecnológico. El capitalismo transnacional 
y el abandono progresivo del keynesianismo a favor de un enfoque excesi-
vamente hacia el mercado hicieron el resto.

Sin embargo, el origen del término globalización tiene en la historia sus pro-
pios matices. Deaglio (2004) nos habla de la globalización “victoriana” y 
relata cómo ya en 1897, –cuando la emperatriz inglesa celebraba sus bodas 
de diamante, es decir, sus 60 años de reinado– la bandera británica reinaba 
en más de la mitad de la superficie terrestre. En esa época, ya el fenómeno 
de las comunicaciones –que ha sido considerado como parte esencial de la 
moderna globalización– hacía al mundo más pequeño. Al efecto, cita a J. 
Morris (The climax of empire, 1978), quien sostiene que, para dicha oca-
sión:

“La Reina se presentó en la oficina telegráfica londinense de Buc-
kingham y envió un despacho a todos los pueblos del imperio. En 
solo dos minutos este mensaje había surcado Teherán, en apenas 
cinco había llegado a la ciudad canadiense de Ottawa, al Caribe, a 
África Occidental, a Australia y en únicamente dos horas lo habían 
recibido todas las tierras sometidas a la soberanía inglesa, salvo al-
gunas pequeñas”44.

Siempre citando a Morris, Deaglio recuerda que por esa misma época los 
capitales viajaban a la misma velocidad del mensaje de la reina Victoria, por 
lo que el gran mercado global de las inversiones, eminentemente sin restric-

44 Deaglio, Mario. Postglobal. Buenos Aires: Editorial Suramericana S.A., 2005.
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ciones (a los cuales se alude tanto hoy en día) no es un invento que se pueda 
atribuir a los tiempos modernos. La frase entre paréntesis es nuestra.

Para quienes ven en la globalización no solo problemas que afectan fun-
damentalmente a los países en desarrollo, sino también la presencia de un 
hegemonismo de las grandes potencias para imponer sus dictados y, sobre 
todo, para materializar sus propias definiciones sobre el nuevo orden mun-
dial, el concepto tampoco es muy reciente.

Chomsky, por ejemplo –crítico incisivo e implacable del establishment y 
especialmente de la política exterior de los Estados Unidos– sostiene que el 
llamado nuevo orden económico mundial quedó sellado con las institucio-
nes que surgieron con la finalización de la Segunda Guerra Mundial.

Según este autor, por un lado ya existía un orden político internacional que 
estaba expresado en la Carta de las Naciones Unidas; por otro, un orden de 
los derechos humanos que se refería principalmente a las formas en que se 
supone que los gobiernos deben comportarse con sus ciudadanos y que está 
articulado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y, por úl-
timo, un orden económico internacional involucrado en el llamado Acuerdo 
de Bretton Woods, que fue diseñado por los Estados Unidos y por su joven 
asociado (Gran Bretaña), solos en este caso. Sobre estos tres pilares, ha des-
cansado el orden mundial de la posguerra.

En ese contexto, Chomsky sostiene que Gran Bretaña “tuvo una aplastante 
participación en el poder y la riqueza global, algo sin precedentes históri-
cos, y naturalmente los elementos dominantes dentro de los Estados Unidos 
[…] En conexión con el poder del Estado capitalista, planearon utilizar su 
poder abrumador en el mundo para organizarlo de acuerdo con su propio 
interés”45.

Pero entre el orden económico al que alude este profesor de MIT y la emer-
gencia de la crisis que dio paso a lo que por simplismo llamamos en este 
texto la “nueva economía”, surgió otro –por acuerdo– dentro de las mismas 
Naciones Unidas; esta vez como reconocimiento al fracaso de dos decenios 
de esfuerzos fallidos en la reducción de la pobreza y en general la brecha 
entre países ricos y pobres.

45 Chomsky, Noam. “Los Mercados y la ‘Sustancia de la Sociedad’”, en Los Límites de la 
Globalización. Barcelona, España: Editorial Ariel S.A., 2002
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Institucionalmente, este nuevo intento comenzó a perfilarse con la crea-
ción de la Conferencia de Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 
(UNCTAD), con el concurso de 77 países de América Latina, Asia y África 
en 1964. Esto lo reconocen las mismas Naciones Unidas a partir de una de-
claración suscrita por esos países y que adoptó el nombre del “Grupo de los 
77”, aunque hoy en día lo conforman alrededor de 140 naciones46.

A instancias de ese grupo, la Asamblea General de dicho organismos ex-
hortó a la creación de un nuevo orden económico internacional que, como 
podrá comprenderse, se aleja en mucho –aunque no sea por el origen de la 
iniciativa– del que surgió como producto de la finalización de la Segunda 
Guerra Mundial.

Al margen de lo que sostiene Chomsky, en aquella ocasión los líderes fue-
ron las naciones triunfadoras en este último episodio y los grandes (Roo-
sevelt, Churchill y Stalin) tuvieron la habilidad de partir el mundo en tres 
pedazos con el sello que le imprimieron en la Conferencia de Yalta (1945), 
asegurando cada uno su hegemonía en su propio feudo con el aval de la 
ONU. En cambio, el creado por el Grupo de los 77, contando siempre con 
el beneplácito de la máxima instancia mundial, había surgido de los países 
pobres como respuesta a las diferencia abismales frente a los países indus-
trializados.

De alguna manera, este problema fue retomado en el informe preparado 
por la Comisión Pearson (Partners in development) que fue presentado en 
la Conferencia sobre Desarrollo Económico Internacional, realizada en la 
Universidad de Columbia en febrero de 197047.

Según el Premio Nobel de Economía, Arthur Lewis, miembro de la Comi-
sión y participante activo en dicha Conferencia, la Comisión Pearson –cuyo 
nombre deriva de su conductor, el ex primer ministro de Canadá– fue creada 
a raíz de la crisis observada en la ayuda internacional. En este contexto, la 
Declaración, en su parte medular señala: “La ampliación de la brecha entre 

46 Naciones Unidas. Economía mundial, un desafío global. Departamento de Información 
Pública. Marzo 1990. Pág. 74.

47 Se conoce como “Columbia Conference” porque fue dicha Universidad quien la con-
vocó en respuesta a las recomendaciones consignadas en el reporte de la Comisión 
titulado “Partners in development” producto a su vez de las contribuciones hechas por 
la comunidad internacional a instancias del Banco Mundial.
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países ricos y pobres representa un tema central en nuestro tiempo”. Ade-
más, reconoce que en lo relacionado con el ingreso, el nivel de vida, la for-
taleza económica y política, mientras un tercio ha avanzado sostenidamente 
en las décadas recientes, el resto de la humanidad está en pobreza relativa, 
en muchos casos viviendo sin agua potable, facilidades médicas esenciales 
o vivienda inadecuada.

Ante este cuadro se recomendaba un conjunto de acciones que comprendía 
el aumento de la ayuda, el acceso al comercio, el establecimiento de un 
sistema de cooperación internacional en este último campo y la promoción 
de cambios políticos, económicos, sociales e institucionales en los países 
en desarrollo48.

Por la misma época (1973), surgió por iniciativa de David Rockefeller la 
llamada “Trilateral” que, como una organización privada, buscaba fomentar 
una mayor cooperación entre Norteamérica, Europa y Japón, de la cual son 
miembros empresarios prominentes vinculados con grandes transnaciona-
les49.

Cumings (1991) concuerda con el liderazgo que jugó Rockefeller en la or-
ganización, pero el movimiento Trilateral lo remonta a la época de Woo-
drow Wilson y Lenin, quienes después de la I Guerra Mundial ofrecieron 
modelos competitivos para un nuevo sistema mundial que, no obstante, te-
nían mucho en común: ambos apelaban a una misión internacionalista, se 
oponían al imperialismo del viejo mundo y apoyaban la autodeterminación 
de los pueblos.

Otros, entre ellos Petras (2001), discrepan del papel de los grandes gru-
pos de poder y del capital internacional en el fenómeno de la globaliza-
ción. Para él, los orígenes de esta, como estrategia del capitalismo, fueron 
la consecuencia de un proyecto ideológico respaldado por el poder estatal 
y producto de las “fuerzas naturales” del mercado. Desde su punto de vista, 
el hecho de que en el período precedente a la globalización, hubiera una 
gran irrupción tecnológica en una variedad de escenarios no globalizadores, 

48 Ward, Barbara y otros editores. The widening gap. Development in the 1970’s. Colum-
bia University Press, 1971.

49 Wikipedia. N. del  A. Hoy en día a esta organización se le relaciona  con una estrategia 
diseñada para promover el capitalismo transnacional y el fenómeno de la globaliza-
ción.
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“ofrece argumentos en contra del falso brillo que los tecno-globalizadores 
introducen en su polémica”50.

Otros autores ven en el fenómeno de la globalización otras expresiones. 
Gray (1998) ha sostenido, por ejemplo, que la economía mundial de hoy se 
acerca más a un globalizado mercado en desorden, que al comparativamen-
te ordenado mercado internacional que existía antes de 1914. Bajo esta línea 
de pensamiento, otros autores han señalado que la economía mundial actual 
es inherentemente menos estable y más anárquica que el orden económico 
internacional de corte liberal que colapsó en ese año, aunque el pensamiento 
contrario sostiene que en el mercado global de hoy día, hablar de naciones-
Estado, se ha tornado realmente irrelevante51.

Ohmae (2005), por su parte, describe el fenómeno en los siguientes térmi-
nos: 

“El mundo es un ruedo colosal para la actividad económica, que ha 
dejado de estar fragmentado por fronteras u otro mobiliario de esce-
na innecesario. Todos formamos parte de una gigantesca troupe de 
actores y actrices independientes. No declaramos las mismas líneas 
ni representamos obras de un repertorio parecido, pero ninguno de 
nosotros es completamente independiente”52.

Con todo, desde un punto de vista histórico, lo que importa señalar es que 
la gestación y desarrollo del fenómeno de la globalización, para bien o para 
mal, surgió de las entrañas del más puro capitalismo como una expresión 
de la nueva división internacional del trabajo. En este escenario, las teo-
rías convencionales, consideradas por largo tiempo como inconmovibles, 
fueron suplantadas de pronto por los efectos inusitados que provocó en la 
producción industrial y las comunicaciones, un vertiginoso desarrollo tec-
nológico que borró las fronteras geográficas para el comercio de bienes y 
servicios, los movimientos de capital y la información.

50  Petras, James. “La globalización: un análisis crítico”, en Globalización, imperialismo 
y clase social. Varios autores. Buenos Aires, Argentina: Grupo Editorial Lumen Hvma-
nitas, 2001. 

51 Gray. Ibíd.
52 Ohmae, Kenichi. El próximo escenario global. Desafíos y oportunidades en un mundo 

sin fronteras. Bogotá, Colombia: Editorial Norma, S.A, 2008. Pág. 5. 



39

JUAN HÉCTOR VIDAL

La segmentación de los procesos y la forma en que las empresas se fueron 
integrando a las grandes cadenas productivas mundiales constituyen la sín-
tesis de un fenómeno que obligó principalmente a los países de la periferia 
a optar por la apertura de sus economías, las cuales ya estaban presionadas 
por la abultada deuda que habían acumulado muchos de ellos con el fin del 
reciclaje de los petrodólares  a finales de los años setenta.

Como quiera que sea, a estas alturas es de sobra conocida la forma en que 
se posicionó Estados Unidos como primera potencia mundial desde los al-
bores del siglo pasado, a medida que Inglaterra perdía protagonismo como 
potencia colonial. Y ya desde los años treinta, con todas las implicaciones 
que tuvo la Gran Depresión, se confirmaría aquel dicho muy popular que 
sugiere que cuando “Estados Unidos estornuda, al resto del mundo le da 
pulmonía”. Esto es una forma coloquial de decir que la Unión Americana no 
solo se convirtió eventualmente en el gendarme del mundo, sino en una po-
tencia económica de cuyo desempeño depende el resto de países. La crisis 
financiera y económica actual es, sin duda, una expresión perversa, si cabe 
el término, de ese protagonismo.

Con todo, y siendo Estados Unidos el representativo por antonomasia del 
capitalismo, hay versiones bastante más benevolentes que las planteadas 
por Chomsky y, en general, por aquellos que aborrecen, o por lo menos 
cuestionan, este sistema.

Krugman (1999), después de hacer un recuento histórico de cómo cientos 
de millones de personas de algunos países asiáticos, pasaron de la pobreza 
abyecta a niveles de progreso material impresionantes;  le atribuye al capi-
talismo,  los créditos por ese cambio, algo que a su juicio no pudo lograr el 
socialismo y menos el comunismo.

Sin embargo, este premio Nobel de Economía también señala que “después 
de que la Unión Soviética había perdido su aura progresista, muchos inte-
lectuales creían que las naciones pobres solo podrían escapar de su trampa 
aislándose de la competencia con economías más avanzadas”. Es más, nos 
recuerda líneas arriba que hubo una época en la que el Tercer Mundo con-
sideraba los planes quinquenales de Stalin como la verdadera imagen de la 
manera en que una nación atrasada debía impulsarse hacia el siglo XX53.

53 Krugman, Paul R. De Vuelta a la Economía de la Gran Depresión. Bogotá, Colombia: 
Grupo Editorial Norma, 1999.
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Dentro de toda esta parafernalia, en nuestro medio hay una cierta tenden-
cia a asociar la reforma económica orientada hacia el mercado como una 
manifestación objetiva y concreta de los postulados emanados del llamado 
“Consenso de Washington”. Muy ligado a lo anterior, se piensa también que 
las reformas solo se inician en las postrimerías de la década de los ochenta; 
es decir, después de que empezaron a diseminarse y aplicarse las recomen-
daciones del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional. Además, 
se sugiere que la reforma involucró mayormente a países en proceso de 
desarrollo, particularmente en el ámbito latinoamericano.

En un aspecto más general, se sostiene que el objetivo de la reforma eco-
nómica era transformar radicalmente las economías, a partir de la presencia 
de graves problemas estructurales que comprometían la viabilidad del desa-
rrollo. En buenas cuentas, se trataba, de acuerdo con las concepciones más 
generalizadas, de optar por un nuevo paradigma en materia económica. 

Es preciso mencionar estos elementos –e idealmente formular aunque sea 
unas consideraciones al margen sobre los mismos– porque permiten, al me-
nos esa es nuestra convicción, presentar una valoración más objetiva de 
nuestra propia experiencia. Hagamos un poco de historia.

Según lo que nos recuerda el mismo Krugman, a finales de la década de 
los sesenta, Estados Unidos llevaba tanto tiempo sin una recesión, que los 
economistas organizaban congresos con títulos como “¿Es obsoleto el ciclo 
económico?”. Para él, la pregunta era prematura porque  “los años setenta 
fueron la década de la estanflación, una combinación de caída económica e 
inflación que tuvo tantas implicaciones para el desarrollo mundial como la 
llamada década perdida, en referencia a los problemas en la economía real y 
en la esfera financiera que experimentó América Latina en los ochenta.

El debate sobre el tema era por lo demás intenso, porque adicionalmente 
tocaba las raíces de un sistema económico que había evolucionado verti-
ginosamente en un tiempo relativamente corto, bajo la influencia del pen-
samiento keynesiano y la nueva institucionalidad internacional que surgió 
después de la Segunda Guerra Mundial. 

En una publicación aparecida en 1970, que incluye ensayos de los más re-
conocidos economistas y especialistas de la época, hubo una especie de 
anticipo de lo que ocurriría tres años después: el resquebrajamiento del sis-
tema monetario internacional (1973) y de las primeras dos crisis petroleras 
ocurridas en la misma década.
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Dicha obra está dedicada a la discusión del mantenimiento o no del régimen 
de paridades fijas, que era uno de los pilares fundamentales del Acuerdo de 
Bretton Woods, que había venido rigiendo el sistema de pagos internacio-
nales desde el establecimiento del Fondo Monetario Internacional (FMI) en 
1945.

Los aportes que se hicieron esa ocasión a la teoría de la política cambiaria 
fueron de gran significación, aunque el debate se centró en torno a las virtu-
des de los regímenes flexibles frente a los fijos por ley o de hecho. Lo que 
ocurrió después con el abandono de las paridades fijas podría haber sido 
influenciado por esas profundas elaboraciones; de hecho, estas recuerdan 
de manera definitoria, la reforma del sistema monetario internacional en 
197354. 

Más de siete lustros han desvanecido de la memoria muchos de los acon-
tecimientos que terminaron por redefinir el nuevo sistema monetario inter-
nacional. Los acontecimientos que lo provocaron van desde el manejo en 
sí de la política económica en los Estados Unidos, que tiene como uno de 
sus símbolos la “guerra contra la pobreza” durante la administración de dos 
gobiernos demócratas, y un conflicto bélico muy prolongado y severo como 
el representado por la guerra de Vietnam, cuyos orígenes se remontaban a la 
presidencia de Eisenhower (1953-1961).

Pero la emergencia de la Unión Europea (UE) como un nuevo bloque de 
grandes proyecciones en el campo de la política y la economía mundial,  
tampoco resultó inmune.

En enero de 1971, el Consejo de Ministros de la UE sitúa retroactivamente 
el principio de la primera etapa del “Plan Werner”55 y decide intensificar la 

54 Approaches to greater flexibility of exchange rates (The Bürgesnstock papers) organi-
zado por Bergsten C, Halm G, Machlup F, Roosa R. Princeton University, 1970. Entre 
los participantes a este evento se encuentran economistas de gran prestigio como Ha-
rry Johnson, Gottfried Haberler, George Halm, William Fellner, Fritz Machlup, entre 
otros.

55 N. del A. Se refiere al plan del primer ministro de Luxemburgo para realizar en paralelo 
la unificación progresiva de las políticas económicas y la creación de una organización 
monetaria que, en 1980, debería resultar en una unión económica y monetaria con una 
moneda común. En realidad, la convergencia de la política económica no se inició sino 
con el Tratado de Maastricht (1992), mientras que la unión monetaria no se concretó 
sino hasta en el 2004.
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coordinación de las políticas económicas. “Pero la crisis monetaria del mis-
mo año entorpece el despegue de la unión económica y monetaria”56.

Hay que recordar que en 1971, el gobierno de los Estados Unidos suspendió 
la convertibilidad al oro de su moneda, lo que constituyó el primer golpe 
mortal al sistema monetario internacional y con ello a la ruptura del “equi-
librio” de paridades de casi todas las monedas occidentales.

A este respecto, la obra inmediatamente citada señala que: 

“Solo en diciembre de 1971 consiguen las autoridades monetarias 
restablecer un mínimo de orden, que consistió, a grandes rasgos, en 
una devaluación del dólar estadounidense y de la lira italiana y en 
una revaluación del marco alemán, del florín holandés, del franco bel-
ga, del yen japonés y del franco suizo, mientras que el franco francés 
y la libra esterlina, mantuvieron su paridad con el oro.

“En abril de 1972, los ‘seis’ deciden reducir a 2.25% como máximo 
la diferencia permitida entre los tipos de cambio de sus monedas […] 
Los gobiernos británicos, irlandés y danés, aunque sus países no en-
traron en la Comunidad hasta enero de 1973, participan en el nuevo 
sistema llamado ‘la serpiente’”.

Bajo esas circunstancias, la primera etapa de la Unión prevista para el pri-
mero de 1971, fracasó a causa de la crisis del dólar, aunque las verdaderas 
causas son más profundas. Sin embargo, para los propósitos de este trabajo, 
esa es otra historia. Lo importante en todo caso es resaltar cómo la ruptura 
del sistema de Bretton Woods habría de incidir de manera determinante en 
el curso de la historia moderna.

En sus expresiones más visibles, el problema de la economía estadounidense 
se reflejaba en el debilitamiento de su moneda, el gasto público deficitario y 
la presencia de una brecha comercial en aumento. Como consecuencia lógi-
ca, esto incidía de manera determinante en los precios internos de ese país, 
en una medida muy superior a la mayoría de sus socios más importantes.

Obviamente, la síntesis en la esfera monetaria fue una apreciación del dólar 
en términos reales, lo que equivalía a un fortalecimiento artificial de una 

56 Oficina de Publicaciones Oficiales de la Comunidad Europea. Etapas de Europa. Cro-
nología de la Comunidad Europea. Luxemburgo, 1987. Pág. 42.
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moneda en la que se expresaban la mayor parte del comercio, las inversio-
nes y, en general, los flujos de capital a escala mundial.

Sin duda, en el marco de lo que había moldeado las  relaciones bilaterales 
entre Estados Unidos y Francia, este último país se mostraba más incómodo 
ante lo que la comunidad internacional había empezado a considerar como 
un escenario solo favorable para el primero.

Según lo afirma Frieden (2006) “Charles de Gaulle se quejaba amargamente 
del uso de unos dólares que solo ellos podían emitir, en lugar de pagar total-
mente con oro que tiene un valor real, que debe ganarse para ser poseído y 
que no puede transferirse a otros sin riesgos y sacrificios”57. 

Al margen de estas últimas consideraciones, resulta evidente que los men-
cionados eventos vinieron a demostrar que el modelo de relaciones finan-
cieras y comerciales construido a partir de la finalización de la Segunda 
Guerra Mundial no era tan sólido como se pensaba.

Y que más allá de las diferencias que había creado la Guerra Fría,  había 
factores de naturaleza económica y política, cuya interrelación constante 
demandaba una estrategia sustentada en equilibrios dinámicos –basados sin 
duda en una disciplina internacional– pero permeables a las exigencias de 
un comercio internacional sujeto a fuertes desequilibrios e inequidades, que 
no solo afectaban a los países pobres –a través de sus efectos en los precios 
de insumos críticos para los países del centro, como el petróleo y sus deriva-
dos y otros “commodities” como el cobre y el caucho– sino también a otras 
potencias industriales distintas de los Estados Unidos.

Frieden  también ha sostenido que:

“Cuando el salvavidas monetario de Bretton Woods desapareció, los 
gobiernos trataron de revigorizar sus economías. Al reavivarse las 
finanzas internacionales, el patrón oro-dólar había dificultado a los 
gobiernos reducir los tipos de interés o alimentar el gasto sin tener 
que preocuparse por el impacto sobre la cotización de sus monedas 
[…] Ese colapso ‘levantó las restricciones sobre los tipos de cambio 
y los gobiernos se vieron libres para estimular sus economías’”.

57 Frieden, Jeffry A. “Capitalismo Global. El trasfondo económico de la historia del siglo 
XX”. Critica, S.L. Barcelona, España. 2006. Pág. 452.
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Pero el “boom” de las economías industriales, según el mismo autor, tam-
bién incrementó la demanda de productos agrícolas y materias primas que 
exportaba el tercer mundo58. Fueron notorias las alzas de precios que se die-
ron en productos como el cobre, el caucho, el cacao y café, que duplicaron 
–o más– sus precios. En lo que a El Salvador concierne, el precio del toda-
vía principal producto de exportación tuvo repercusiones –muy positivas y 
grandes por cierto– debido a su contribución en la generación de divisas y 
de ingresos fiscales y por su importancia en la determinación de la produc-
ción agropecuaria y del PIB en general.

La reforma monetaria, que surgió como producto del referido colapso, tuvo 
entre sus principales connotaciones el abandono del régimen de paridades 
fijas bajo el artículo 8 del Convenio Constitutivo inicial del FMI. Muchos 
países lo adoptaron en el contexto de una economía que resentía los efectos 
de la primera crisis petrolera desencadenada por el conflicto árabe-israelí. 
Sin embargo, este nuevo sistema tampoco fue asimilado por muchos países, 
la mayoría de ellos del mundo subdesarrollado.

El Salvador, acostumbrado a una disciplina financiera cuyas raíces se re-
montan a la década de los treinta, mantuvo la paridad que declaró ante FMI 
en 1949 (2.50 por dólar) y que venía rigiendo desde la creación del Ban-
co Central de Reserva (BCR) en 1934, cuando todavía prevalecía el pa-
trón cambio-oro59. Oficialmente, este sistema solo se abandonó en el 2001, 
cuando se adoptó el dólar como moneda de curso legal en el marco de la 
–mal nombrada para algunos– Ley de Integración Monetaria, aunque ya a 
mediados de los años ochenta la crisis económica había afectado todas las 
variables macro y en general precios claves del sistema económico-finan-
ciero. En sus repercusiones más visibles, la crisis de balanza de pagos que 

58 El propósito original del término “tercer mundo” fue un signo de honor: Jawaharlal 
Nehru  lo acuñó para referirse a aquellos países que mantenían su independencia, sin 
alinearse con occidente ni con la Unión Soviética. Ver Krugman, Paul R. De vuelta a la 
economía de la Gran Depresión. Bogotá, Colombia: Grupo Editorial Norma, 1999. Pág. 
41.

59 Es preciso recordar que El Salvador logró durante períodos prolongados (particular-
mente a partir de los años cincuenta) altas de tasas de crecimiento manteniendo el tipo 
de cambio estable y bajas tasas de inflación. En América Latina, sólo Guatemala llegó 
a superar al país a partir de parámetros que combinaban el crecimiento de la economía 
y con los indicadores de estabilidad financiera más convencionales.
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acompañó el deterioro de toda la economía, dio lugar al surgimiento de 
tipos de cambios múltiples y a mercados negros60.

Es preciso recordar con Frieden,  que el precio del petróleo había mantenido 
por décadas un rezago con respecto a la inflación mundial. En este mar-
co, los países productores de petróleo, todos del tercer mundo (Irán, Iraq, 
Kuwait, Arabia Saudita y Venezuela), formaron la Organización de Países 
Exportadores de Petróleo (OPEP), cuyo principal objetivo era elevar los 
“royalties” y las tasas que pagaban las compañías petroleras a los países de 
los cuales extraían el llamado “oro negro”.

Esta organización, convertida con los años en un verdadero cartel, se bene-
fició del “boom” de las materias primas y por supuesto de la guerra entre 
Israel y sus vecinos árabes, al punto que –vaya comparación con la época 
actual– los miembros de la OPEP duplicaron el precio del producto para 
llevarlo a un poco más de US$ 5.00 por barril. Poco tiempo después, elevó 
nuevamente el precio que alcanzó cerca de US$12.0061.

Pero, en cierta medida, estos fueron solo algunos eventos que anticiparon 
lo que sería en el futuro el orden económico mundial de los ochenta en 
adelante.

Por ejemplo, la guerra de Yom Kippur, según la versión europea, llevó a 
los países árabes a poner un embargo a las exportaciones de petróleo a los 
Países Bajos y a reducir considerablemente las destinadas a otros países 
industriales. Los efectos sobre los países de  la  llamada entonces Comuni-
dad Europea fueron dramáticos, pues por esa época suplían más del 60% de 
sus necesidades de energía con el petróleo del Medio Oriente, por lo que al 
cuadruplicarse los precios del producto, se produjeron efectos económicos 
directos en términos de aumentos sensibles en los costos de producción de 

59 En referencia al problema cambiario, y como parte de las acciones emprendidas para 
reactivar la economía, se adoptó, en el mes de enero de 1986, el Plan de Estabilización 
y Reactivación Económica, que incluyó la fijación de un nuevo tipo de cambio de una 
relación de 2.50 a 5.00 colones por unidad con respecto al dólar de los Estados Unidos. 
Véase memoria de labores del Banco Central de Reserva correspondiente al ejercicio 
de 1986, donde hay también una elaboración sobre el brote inflacionario más fuerte que 
registra el país en las últimas tres décadas y sus causas.

61 Frieden. Op. Cit. Pág. 479.
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los bienes manufacturados y de mayores desequilibrios en sus balanzas de 
pagos62.

En la obra ya mencionada, Krugman se pregunta por qué el petróleo se du-
plicó después de 1973 y por qué se duplicó después de 1979. Al respecto, se 
responde asimismo diciendo que cualesquiera hayan sido las razones de una 
escasez global de petróleo –dada la existencia de tal escasez– una recesión 
global no era muy sorprendente. En otras palabras, a su juicio, hasta ahora a 
las crisis económicas importantes han correspondido causas importantes.

Las grandes ganancias que obtuvieron los países productores de petróleo a 
raíz –vaya paradoja– de esas crisis, tuvieron como efecto abrir un grifo, ya 
no para hacer correr el carburante, sino para que corriera un flujo impre-
sionante de recursos financieros que a alguien se le ocurrió bautizar con el 
simbólico nombre de “petrodólares”.

Las arcas abiertas tentaron a los países pobres, ávidos de inversión. América 
Latina fue parte, por cierto la más emblemática, de una especie de fiebre de 
oro, solo que ya no era oro de color amarillento, sino negro.

Las enormes deudas acumuladas aprovechando esas facilidades, inclusive 
por países productores de petróleo, como México y Venezuela, terminaron 
por dar al traste con el “boom” que el mismo producto había originado una 
década antes con el reciclaje de los “petrodólares”. Al caso particular de 
México, nos referiremos más adelante.

Krugman también cuestiona por qué los bancos estuvieron dispuestos a 
prestarles tanto dinero a los países latinoamericanos en los años setenta, y 
por qué se utilizó tan mal ese dinero. Concluye que ante este escenario y 
dado el excesivo endeudamiento que se generó, era de esperarse una depre-
sión económica prolongada y dolorosa.

Pero las elaboraciones magistrales de este reconocido economista estado-
unidense y premio Nobel de Economía (2008) –que son entendidas hasta 
por el ciudadano común– no anticipaban el oscuro escenario que comenzó a 
surgir después de que su obra apareciera unos diez años atrás.

La crisis de finales de los setenta se originó, como ha quedado planteado, 
en el mundo en desarrollo y en el marco de una escalada de los precios del 

62 Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas. Op. Cit. Pág. 49.
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petróleo como secuela de un conflicto en el medio oriente, y que llevó fi-
nalmente a la crisis de deuda. Veinte años después, nuevamente el petróleo 
aparece en el escenario, pero esta vez unido a la crisis de alimentos, al alza 
de los precios de los commodities –producto en buena medida del extraor-
dinario crecimiento de China e India– y a la turbulencia financiera mundial 
tantas veces mencionada en este trabajo.

La globalización adquiere en este sentido mayor significado, por las conse-
cuencias sistémicas que trae el hecho de que el problema actual ha puesto al 
sistema capitalista frente a una crisis sin precedentes desde la Gran Depre-
sión de los años treinta. Estamos así, en presencia de un fenómeno en que el 
Orden Económico Mundial –a pesar de ser totalmente distinto del que regía 
hace ocho décadas– es igualmente vulnerable.

Como decía Felipe González, en un incisivo artículo titulado “El capitalis-
mo en el espejo”63, refiriéndose a la crisis que empezó a perfilarse a media-
dos de 2007: “un mercado sin reglas o con las de la famosa ‘mano invisible’ 
nos llevará en el futuro a otras crisis, no cíclicas sino impredecibles como 
la que estamos viviendo”. El ex presidente del gobierno español  es, en este 
sentido, bastante pesimista al señalar en otra parte que el “triunfo pleno” del 
sistema capitalista o de mercado, con las variantes que deseen –desde Chi-
na a Chile tras la caída del modelo comunista– lo ha dejado sin alternativa 
sistémica.

Aún así, lo paradójico es que el capitalismo global ha encontrado en nuevas 
formas de intervención del Estado, una respuesta a los problemas surgidos 
en sus propias entrañas. La misma gravedad de la crisis financiera interna-
cional generada en el colapso del sector inmobiliario de los Estados Unidos 
ha inducido a las grandes potencias a acudir al rescate de instituciones que 
supuestamente eran el símbolo del capitalismo americano y, al menos en el 
caso de este país, a construir acuerdos políticos que no podían tener cabida, 
por obvias razones, en los regímenes socialistas.

Ciertamente, mucho se ha criticado a las mismas instituciones reguladoras y 
supervisoras de la crisis del sector inmobiliario, con todas las consecuencias 

63 El País, 17 de septiembre de 2008. Opinión. Felipe González: “El capitalismo en el 
espejo”. Disponible en línea: http://www.elpais.com/articulo/opinion/capitalismo/espe-
jo/elpepiopi/20080917 elpepiopi_4/Tes 
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sistémicas que ha traído consigo. Esto lo implicaba el líder de la mayoría en 
el senado de Estados Unidos –Harry Reid– al culpar a las políticas liberales 
por la crisis, mientras desafiaba al presidente Bush a que explicara mejor 
por qué se necesitaba un amplio plan de rescate (US$ 700,000 millones) 
para sacar de apuros a bancos de inversión y hasta compañías de seguros, 
a menos de seis semanas para una elección presidencial. Como respuesta, 
Bush aceptó la crítica diciendo: “El riesgo de hacer nada compensa el riesgo 
del plan, y con el tiempo recuperaremos gran parte del dinero”. (La Prensa 
Gráfica, 21/9/08)

Un gobernante surgido del más puro conservadurismo había por fin acep-
tado que la gravedad de la crisis excedía cualquier desafío que plantearan 
las políticas liberales, que alcanzaron su zenit durante la administración 
Reagan, cuando el modelo neoliberal empezó a cobrar fuerza en nuestros 
países. Esto se dio en el marco de un acuerdo inter partidario, en un mo-
mento de grandes definiciones políticas y connotaciones inéditas, por la 
inevitable posibilidad de que llegara a la Casa Blanca un afroamericano o 
la primera mujer –aunque fuera como vicepresidenta– en toda la historia 
independiente de ese país. 

CAPÍTULO III

LOS PROGRAMAS DE AJUSTE

A. NATURALEZA Y ALCANCES

Los llamados programas de ajuste empezaron a cobrar carta de ciudadanía 
en los años ochenta y tuvieron su razón de ser en los grandes desequilibrios 
estructurales y  financieros que dejó la crisis de los años setenta. Sin embar-
go, hoy en día muy poca referencia se hace a su origen y alcances; de hecho 
más se les recuerda por los sacrificios y traumatismos a que fueron someti-
dos los países y cuyos perjuicios, en la versión de sus críticos, han alimen-
tado las tensiones sociales que se viven a lo largo y ancho del globo.
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Pero sus detractores también ignoran que los programas de ajuste y la cons-
trucción de mayores espacios para el funcionamiento del mercado se dieron 
en Europa, los mismos Estados Unidos y, vaya paradoja, en la misma China 
Comunista, para no hablar de los cambios que ocurrieron en los países de 
la antigua Unión Soviética, comenzando por Rusia, después de la caída del 
muro de Berlín.

Más allá de estas realidades, las Naciones Unidas, en la obra ya citada, los 
definen en forma sencilla, al señalar que consisten en una reforma a fon-
do de la economía de un país. Concretamente señalan que: “se consideran 
esenciales cuando un país se ve afligido por un factor o una combinación de 
ellos: su economía no crece, padece una inflación grave, el gobierno no pue-
de atender los pagos de la deuda externa o la balanza de pagos está en crisis, 
es decir, el volumen de las divisas necesarias para pagar a los extranjeros es 
muy superior a las divisas disponibles”64.

El máximo organismo mundial, que sirve de sombrilla a las principales 
instituciones  auspiciadoras de esos programas, es de la opinión  que un 
gobierno puede realizar un ajuste estructural por su propia voluntad.  Sin 
embargo, también acepta –y esto ha sido más bien la regla– que los países 
se avienen a ellos como condición para recibir nuevos préstamos, ya sea de 
la banca comercial o de los organismos internacionales patrocinadores de 
los mismos, es decir, el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional. 
Con frecuencia, los gobiernos acreedores, a través de la presión que ejer-
cen por medio de estos organismos, son parte del “paquete” hasta llegar a 
lo que en la jerga financiera, se denomina “condicionalidad cruzada” que, 
en términos simples, significa que todas las operaciones relacionadas con 
préstamos de desarrollo o con fines de balanza de pagos,  están indefecti-
blemente ligadas.

En este contexto, es generalmente aceptado que los programas de ajuste y 
estabilización –estos últimos orientados a enfrentar los desequilibrios fi-
nancieros, expresados mayormente en la volatilidad de los tipos de cambio, 
los precios internos y los desbalances en la cuenta corriente de la balanza 
de pagos– tuvieron su justificación en la medida en que los países altamen-
te endeudados no pudieron sobrevivir ante los “shocks” externos, como la 
desaceleración de las economías desarrolladas, el aumento de los tipos de 

64 Oficina de Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas. Op. Cit. Pág. 78.
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interés, el deterioro de los términos del intercambio, entre otros; de nueva 
cuenta por el corte abrupto del reciclaje de los petrodólares a fines de los 
setenta65. 

Sin embargo, es en el problema de la deuda misma donde empieza a clarifi-
carse el por qué del fuerte énfasis en las exportaciones, lo mismo que en la 
reducción del tamaño del Estado y en las virtudes del mercado. Esto último 
coincide  con lo que se dio en llamar  “Reaganomics”, un acrónimo que se 
refiere al pensamiento de su principal promotor, el presidente Reagan, y que 
eventualmente se incorporó de manera bastante clara en las formulaciones 
iniciales del Consenso de Washington66.

Stiglitz (2002), al hacer referencia a esas formulaciones, señala que los tres 
pilares aconsejados por dicho Consenso, durante los años ochenta y no-
venta, eran: la austeridad fiscal, la privatización y la liberalización de los 
mercados. Agrega que las políticas relacionadas  fueron diseñadas para res-
ponder a problemas muy reales de América Latina, aceptando que, por esa 
razón, tenían mucho sentido.

Sobre el particular, el también laureado economista (Premio Nobel 2001)  
sostiene que en los años ochenta los gobiernos de la región habían tenido 
a menudo grandes déficit, a lo cual había contribuido la ineficiencia de las 
empresas públicas, que, aisladas de la competencia gracias a medidas pro-
teccionistas, favorecieron el desarrollo de firmas privadas ineficientes, que 
forzaron a los consumidores a pagar precios elevados. 

65 Hay que recordar que durante esos fenómenos, las carga financiera abultó de mane-
ra exagerada, porque los préstamos se habían contratado a tasas de interés variables, 
llegando a superar, el algunos casos, más de 22%., como ocurrió con algunos países 
centroamericanos.

66 La edición del New York Times, correspondiente al 10 de enero del 2009, reproduce 
una síntesis de un artículo de Krugman publicado originalmente el 20 de enero de 2008, 
titulado “La conciencia de un liberal”, que a la vez se nutre del libro que, con el mismo 
nombre, publicó en 2007 donde hace alusión a la política económica durante la admi-
nistración Reagan y su virtual aplicación por la Bush hijo. Alude a las implicaciones en 
el desempleo, la inflación y la productividad, para concluir que el manejo económico 
bajo Reagan fue un caso de recesión a recuperación, pero no de un mejoramiento del 
desempeño económico, lo cual, a juicio de este Premio Nobel de Economía (2008), solo 
se dio a mediados de la administración Clinton. 
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Así pues, al margen de sus orígenes, las reformas aplicadas en veintenas de 
países en desarrollo a lo largo de los años ochenta están indisolublemente 
vinculadas con las recomendaciones del Fondo Monetario Internacional y 
el Banco Mundial. Sin embargo, siendo un poco flexibles en  las interpre-
taciones, también podría decirse que los primeros ajustes estructurales se 
dieron antes y con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial en los países 
desarrollados, donde la política, la economía y la geopolítica se combinaron 
para terminar por definir una etapa más en el curso de la historia moderna.

Con prescindencia de lo anterior, y así como la globalización puede ser lo-
calizada en sus orígenes mucho antes de lo que hoy en día se define como 
tal, el ajuste estructural, por razones e implicaciones distintas, puede ser 
asimilado al cambio fundamental que experimentó la economía de los Esta-
dos Unidos después de la Gran Depresión o las transformaciones de Europa 
con el Plan Marshall, en gran medida bajo la influencia del pensamiento 
keynesiano. Esta alusión no es casual.

Uno de los mayores cuestionamientos de los opositores a la reforma neo-
liberal y sobre la razón de ser de los programas de ajuste patrocinados por 
dichos organismos, tienen precisamente que ver con el menor protagonismo 
del Estado en el funcionamiento del sistema económico. Obviamente, el 
enfoque ideologizado de sus opositores y el fundamentalismo extremo de 
sus defensores, han dado pie para que un movimiento pendular oculte reali-
dades sobre lo legítimamente  rescatable de los programas de ajuste.

El carácter draconiano que caracterizó a  algunos de ellos en América La-
tina, podría darles la razón a los primeros, mientras que la exigencia de 
llevarlos a cabo en la mayoría de países que formaban parte del bloque 
socialista, encuentra en los segundos la mayor justificación para seguir de-
fendiéndolos con toda vehemencia.

Las interpretaciones que se hacen en torno a los procesos de reforma vis a 
vis y el éxito que han tenido algunos países en transformar sus estructuras 
productivas en un tiempo relativamente corto, tampoco ayudan a esclarecer 
la importancia de un mayor o menor protagonismo del Estado en el funcio-
namiento de la economía. Y menos, cuando se trae al centro del debate la 
experiencia reciente de los países emergentes.

Navarro (1998) sostiene que, por ejemplo en Europa, uno de los hechos 
menos analizados es el supuesto éxito del modelo neoliberal en el sudeste 
asiático. En concordancia con lo que se menciona más adelante, afirma que: 
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“contrario a lo que se piensa, todos esos países siguieron políticas interven-
cionistas en las que el sector público ha desempeñado un papel de primer 
orden, incluyendo el desarrollo de la infraestructura social y humana, y aún 
más que en algunos países de la OCDE”. Esto incluye a su propio país, 
España. Agrega que en esos países, más bien se siguió el modelo japonés 
que edificó su desarrollo bajo ese patrón, mas no en la estrategia de ajuste 
estructural en la versión del Banco Mundial.

Al respecto, el mismo autor trae a cuento lo señalado por el Fondo de Co-
operación Económica del gobierno japonés –que reúne a expertos de éste y 
de otros países asiáticos– que en una forma de contundente dice lo siguien-
te:

“El Banco Mundial enfatiza excesivamente la liberalización de los 
mercados, creando problemas graves en la eficiencia económica; es 
decir, todo lo contrario de lo que sugieren los teóricos y los practi-
cantes que la defienden [,…] La estrategia del Banco Mundial carece 
de una visión de largo plazo que afecta negativamente el desarrollo 
económico, carece de una política industrial que debilita al país y lo 
hace excesivamente vulnerable a las variaciones del capital financiero 
y rompe con la cohesión social”67.

Sin embargo, después de más de veinte años, es bastante complicado in-
corporar en un solo patrón el comportamiento que siguieron las distintas 
economías que aceptaron los dictados de los organismos radicados en Was-
hington. En el ámbito centroamericano, si bien los programas de ajuste si-
guieron esas grandes líneas, la respuesta ha sido diferente.

El Salvador, por ejemplo, está considerado como el país que más cerca es-
tuvo del “modelo ideal” que plantearon el Banco Mundial y el FMI. No 
obstante, se da la casualidad de que es el país que menos éxito ha tenido, por 
ejemplo, en sus intentos de hacer de las exportaciones el eje del crecimiento 
como uno de los objetivos centrales de dichos programas. En este caso con-
creto, hay explicaciones técnicas que señalan que ello, en gran medida, res-
ponde a la sobrevaluación cambiaria que provocan las remesas familiares, 
siguiendo el patrón que se deriva del llamado “mal holandés”, pero igual-

67 Navarro, Vicenç. Neoliberalismo y Estado del bienestar. Segunda edición. Barcelona, 
España: Editorial Ariel, S.A., 1998. Pág. 231.
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mente se menciona como una razón fundamental, la falta de una estrategia 
deliberada de promoción de las ventas al exterior, como sí lo hicieron, para 
el caso, los llamados “tigres asiáticos”. 

Pero, para efectos de explicar el éxito o no de la reforma en este plano con-
creto, también habría que preguntarse si las políticas adoptadas en otros pla-
nos han sido realmente consistentes con el objetivo de construir un sistema 
económico sólido, sustentado en un sector exportador fuerte.

La respuesta puede ser sencilla o adquirir una complejidad extrema, depen-
diendo de la lectura que se haga de los objetivos explícitos o implícitos que 
los diferentes gobiernos se trazaron haciendo a un lado el intervencionismo 
que campeó  en los años ochentas. Esto podría dar luces sobre el por qué 
un país como El Salvador, que siguió al pie de la letra el Consenso de Was-
hington, no se ha transformado como lo suponía la teoría. Solo con tener en 
cuenta el componente del comercio exterior, que desde luego fue esencial 
en todos los procesos de reforma, ya supone entrar en serio debate.

Construir una plataforma exportadora sólida y diversificada tenía un costo 
de oportunidad muy alto para cualquier gobierno comprometido con el cre-
cimiento a largo plazo del país, porque significaba, ni más ni menos, empe-
zar por replantearse todo aquel andamiaje institucional, jurídico y real que 
se construyó el marco del modelo de sustitución de importaciones. 

Según un estudio del Internacional Center for Economic Growth, aun cuan-
do la apertura al comercio y a la inversión mundial era un elemento crucial, 
la estrategia de crecimiento hacia fuera adoptada por los nuevos países in-
dustrializados (NIC por sus siglas en inglés) involucraba más que la orien-
tación a la exportación. Al respecto, señala cinco aspectos inherentes a la 
estrategia de desarrollo de los mencionados países:

• Un enfoque orientado hacia el mercado. (Los negocios corresponden 
fundamentalmente al sector privado y la asignación de recursos se deja a 
las fuerzas del mercado).

• Las distorsiones de precios tienen que ser reducidas para adaptarlos a las 
condiciones de la economía mundial. (En especial, en lo que correspon-
de a los salarios, tasa de interés y tipo de cambio).

• La apertura debe responder a un prudente manejo financiero, principal-
mente en lo que concierne al control del déficit fiscal, la reducción de la 
demanda agregada y el control de la inflación.
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• El establecimiento de prioridades al crecimiento sobre el gasto social pú-
blico. (Las políticas redistributivas jugaron un mínimo papel excepto por 
las políticas dirigidas específicamente a los grupos indigentes o sectores 
más vulnerables).

• Combinación de las políticas orientadas hacia fuera y el manejo prudente 
de la macroeconomía para lograr más flexibilidad.

El Estado, por su parte, también jugó un papel importante creando condi-
ciones para que las industrias pudieran efectivamente aprovechar con posi-
bilidades de éxito las oportunidades que abría el nuevo estilo de desarrollo, 
pero con un esquema de incentivos totalmente diferente al que se puso en 
práctica con el modelo de sustitución de importaciones68. Se puede concluir 
entonces que ese tipo de estímulos fueron parte de la estrategia inicial para 
el despegue de las exportaciones; sin embargo, los nuevos patrones de com-
petitividad obligan a estos países a no dormirse en sus laureles69.

B. EL AMPLIO ESPECTRO DE LAS REFORMAS

Como se señaló antes, hay una especie de versión restringida acerca de las 
reformas orientadas hacia el mercado, tanto en lo que corresponde a sus jus-
tificaciones y alcances, como a su dimensión geográfica, es decir, en cuanto 
a su esencia y los países que las han aplicado. 

Lo que  no admite cuestionamientos es que no todos los ejercicios han resul-
tado exitosos. Aún más, en el hemisferio occidental hay claras evidencias 

68 El papel del Estado en la promoción del crecimiento hacia fuera en los países asiáticos 
ha sido reconocido por connotados estudiosos e incluso por organismos internacionales, 
que le asignan al sector público un amplio protagonismo. 

69 El Financial Times (12 de mayo de 2005) traía un titular en su sección de análisis y co-
mentarios muy sugerente “Zone alone: why setting up export enclaves no longer gives 
an economy a certain lift”. El artículo, de Alan Beattie, está dedicado al tratamiento 
preferencial que estaban dando las autoridades para atraer inversión extranjera directa 
–dentro de una desgastante competencia– que estaba propiciando el surgimiento de un 
nuevo modelo donde la experiencia derivada de los “clusters” está más vinculada con 
toda la economía. En ese marco, los inversionistas en las zonas libres coreanas recibi-
rían tierras sin costo, concesiones impositivas, tratamiento discrecional en cuanto a la 
aplicación de la legislación laboral y acceso a los hospitales y las escuelas. La razón, 
según el director general de zonas libres de ese país, es que éste no podía seguir compi-
tiendo con los bajos salarios de China.
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de reversión de las mismas, principalmente en aquellos países que han ex-
perimentado cambios significativos en la conducción política. Si alguna ex-
plicación tiene este cambio de giro en países suramericanos como Bolivia, 
Ecuador, Venezuela y en menor medida Argentina, es que sus presidentes 
actuales llegaron al poder enarbolando la bandera en  contra el neoliberalis-
mo, el Consenso de Washington y de lo que Chávez despectivamente  llama 
el  “imperio”.

En cuanto a la dimensión geográfica, un estudio comparativo elaborado 
por The Futures Group (1991) para el Centro Internacional para la Libre 
Empresa (CIPE), radicado en Washington, pasa revista a la experiencia de 
reforma en 30 países distribuidos en América Latina (8), África (9), Asia 
(9), Europa Central y Oriental (4), estos últimos todavía por esa época en 
proceso de transición70. 

El estudio concluye que, contrariamente a lo que la opinión pública cree, 
se había observado un progreso considerable hacia la reforma económica 
estructural en la mayoría de los países analizados. Los hallazgos confirman 
asimismo que el progreso no necesariamente consistía en un cambio total, 
sino más bien en avances en la reforma de las instituciones, leyes y regla-
mentos que promueven la reforma.

En ese marco, señala que: “de especial relevancia son los alcances de los 
cambios ocurridos en África y en Europa Central y Oriental, reconociendo 
que los mismos comenzaron de puntos de partida muy bajos, lo cual parece 
más lógico en aquellos países ex miembros del bloque socialista”. De mane-
ra explícita se menciona el caso de Perú, como ejemplo de los treinta países 
que en esos momentos mostraba señales de regresión entre períodos, pero 
que a partir de la gestión de Fujimori, siguió la línea aperturista71.

70 Center for Internacional Private Enterprise. La Reforma Económica Estructural con 
base en el mercado. Glastonbury, Connecticut, EUA: The Futures Group, 1991.

71 N. del A. El estudio alude a las diferencias fundamentales en la conducción de la eco-
nomía bajo el régimen de Alan García y su sucesor, Fujimori. El primer gobierno de 
García (1985-1990) fue reputado en su momento como típico prototipo de gobierno po-
pulista. Rompió incluso con el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, en 
una clara expresión de las políticas auspiciadas por dichos organismos. Pero al asumir 
nuevamente al poder en  2006, abrazó las ideas del mercado, habiendo hecho explícito 
eventualmente, ante las dudas de la comunidad internacional, que la experiencia de su 
primera administración, había cambiado su concepción sobre el modelo económico que 
mejor servía los intereses de su país.
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Al esquematizar los problemas y prioridades de los treinta países analiza-
dos, el estudio aludido concluye lo siguiente:

• En los países de Europa Central y Oriental, las reformas institucionales 
básicas a través de las cuales se conceden derechos de la propiedad pri-
vada han sido colocadas acertadamente entre los primeros lugares de la 
agenda de reformas. La privatización es de una importancia crítica para 
el desenvolvimiento de estos procesos.

• En comparación, los países de África dependen fuertemente de sus em-
presas estatales para el empleo y la producción. No existen compradores 
dispuestos para las empresas estatales. Los inversionistas extranjeros es-
tán renuentes a aceptar el riesgo. Frecuentemente se da el caso de que el 
rendimiento en estos países pobres no puede justificarse.

• En África, se ha dado un fuerte énfasis a las políticas sectoriales, diversi-
ficación económica, liberalización de los precios y desarrollo de la infra-
estructura. Las políticas pro agrícolas, particularmente en relación con la 
fijación de precios, el crédito y la asistencia técnica han sido identificadas 
correctamente, pero han sido puestas en vigor de una manera poco regu-
lar.

• Los reformistas africanos tienen una urgente necesidad de alivio de la 
deuda. Además, hasta que se logre la diversificación económica, necesi-
tan mecanismos financieros para protegerlos contra las bajas marcadas en 
los precios de los productos básicos.

• En América Latina, que padece de enormes cargas por concepto del ser-
vicio de la deuda y la hiperinflación, las políticas de promoción de ex-
portaciones y la reforma fiscal constituyen elementos críticos que son 
recalcados en todo esfuerzo serio de reforma.

• La integración regional en América Latina es vista como un mecanismo 
cuyo propósito es aumentar el nivel de eficiencia para poder competir 
eficazmente a nivel global.

• En los países de Asia Oriental, las economías pro exportación, tales como 
la de Corea del Sur, ya han demostrado ser altamente competitivas a nivel 
internacional. En estos países, se da un mayor énfasis al desarrollo de 
mercados internos, a la reducción de las barreras al ingreso y a la libera-
lización del acceso para los inversionistas extranjeros.
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Años más tarde (1995), Edwards  hizo una exhaustiva investigación sobre 
la reforma económica en América Latina, contextualizándola en la crisis de 
deuda que afectó a la región y que dio pábulo para que se acuñara una frase 
que hoy forma parte de la historia económica del hemisferio: “La Década 
Perdida”72. Nos sitúa así, en otro escenario desde una perspectiva histórica 
y sobre los orígenes de la reforma, con mucha antelación al llamado “Con-
senso de Washington”.

En ese contexto, alude a la suspensión unilateral de pagos de las obligacio-
nes con sus acreedores por parte del gobierno de México (agosto de 1982) 
y la tormenta que ello produjo en los mercados financieros internacionales. 
A diferencia de la ruptura del gobierno de Alan García con los organismos 
internacionales de financiamiento que se dio años más tarde, en el caso de 
México, por el tamaño de su economía y el abultado monto de su deuda 
externa, dicha suspensión creó un nuevo panorama que puso en jaque, por 
segunda vez en menos de una década, al sistema monetario internacional.

Pero haciendo un poco de historia, debemos precisar más la magnitud del 
problema del endeudamiento –y en un aspecto más general la crisis de ba-
lanza de pagos– en una secuencia de acontecimientos que se relacionan 
directamente con el alza abrupta (ya mencionada) del petróleo en la década 
anterior.

Entre 1974 y 1980, los países subdesarrollados importadores de petróleo 
obtuvieron créditos por 200 mil millones de dólares, en parte, para pagar 
el producto que importaban de los miembros de la OPEP, quienes a su vez 
depositaban cuantiosas sumas en bancos internacionales que servían para 
financiar el consumo de petróleo de estos países.

En el caso de países muy poblados como México e Indonesia, en condición 
de petroleros, también aprovechaban su creciente riqueza como garantía 
que les permitía endeudarse. Algo parecido ocurrió también en el caso ve-
nezolano y en otros países. Se ha confirmado que la mayoría de los créditos 
fueron a parar a una docena de los países en desarrollo más avanzados, para 
construir mega proyectos tales como altos hornos en Brasil, astilleros en 
Corea del Sur y plantas petroquímicas en México73.  La danza de los millo-
nes estaba en su mejor momento.

72 Edwards, Sebastian. Crisis and reform in Latin America: From despair to hope. Nueva 
York, EUA: Oxford University Press, Inc., 1995

73 Frieden. Op. Cit. Pág. 486-487.
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Los flujos de financiamiento, a través de la banca internacional, no tenían 
virtualmente límites y sus efectos perniciosos posteriores son universal-
mente aceptados y considerados como el punto esencial de partida, para la 
ola de reformas que se inició en los ochenta.

Coincidiendo con el enfoque anterior, el gobernador del Banco Mundial, 
Hugo Guiliani Cury, en el prólogo de la primera edición en inglés de la obra 
Economic reform and stabilization in Latin America, señala que la deuda 
extranjera de aquellos países en desarrollo, que son también importadores 
de petróleo, pasó aproximadamente de US$130 billones en 1973 a US$612 
billones en 1982. En este mismo período, los rezagos en su pago repre-
sentaron un incremento anual promedio del 19%, en circunstancias en que 
las exportaciones de bienes y servicios de dichos países crecían a un ritmo 
mucho más lento. Con un problema adicional.

Los principales factores que condujeron, según Guiliani, a la situación de 
crisis fueron: 

• La recesión mundial, las restricciones comerciales en los países indus-
trializados y el colapso de los precios de ciertas materias primas.

• La política fiscal de los Estados Unidos.

• Las altas tasas de interés.

• El incremento en los precios del petróleo.

• La deficiente administración de las economías de los países en desarrollo, 
desde el momento en que los ajustes no fueron realizados en el tiempo 
oportuno ni los recursos disponibles fueron utilizados eficientemente.

Todos esos factores llevaron a muchos países a caer en “default” en sus 
pagos con el exterior, siendo los más emblemáticos los casos de Polonia, 
México, Argentina y Brasil74. La catástrofe anunciada alcanzó su clímax 
cuando una misión de alto nivel del gobierno de México viajó expresamente 
a Washington (a mediados de agosto de 1982) para informarle directamente 
al Secretario del Tesoro de los Estados Unidos, que su país no podía seguir 
cumpliendo con sus obligaciones internacionales. Para algunos,  este anun-

74 Connolly, Michael y González Vega, Claudio. Economic reform and stabilization in 
Latin America. Praeger Nueva York, EUA: Publishers, 1987. Pág. xiii.
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cio marcó el comienzo de la peor crisis financiera internacional desde la 
Gran Depresión de los años treinta75.

Según Frieden –y tal como lo confirma mucha literatura de la época– este 
era solo un aspecto del endeudamiento del tercer mundo; sin embargo, 
muestra que las tendencias de la década de los setenta eran insostenibles, 
agravadas por otro problema de gestión. El mismo autor sostiene que si bien 
se canalizaron recursos para el desarrollo de sectores estratégicos, una alta 
proporción del endeudamiento no fue adecuadamente administrada.

En lenguaje convencional, se podría decir que se trataba de una nueva forma 
de desequilibrio fundamental en la balanza de pagos, para lo que, como se 
verá más adelante, se tuvieron que activar mecanismos que se salieron total-
mente de las prácticas tradicionales de financiamiento, tanto por su monto 
como por sus características, sin ignorar por supuesto que en muchos casos 
se trataba de economías que podían dar al traste con todo el sistema finan-
ciero internacional.

Sin embargo, ya a mediados de los ochenta, los países latinoamericanos 
se habían embarcado en la búsqueda de opciones para reducir su deuda. 
De acuerdo con Edwards, inicialmente estos esfuerzos fueron canalizados 
a través del mercado secundario, y solamente en 1989, con el Plan Brady, 
que desarrolló un marco ad hoc para reducir la deuda externa sobre bases 
más orgánicas76.

De acuerdo con dicho autor, las primeras aproximaciones al tema suge-
rían que la salida para la mayoría de países  fuertemente endeudados no 
era posible, porque era difícil –en el corto plazo– generar superávit en la 
balanza comercial suficiente para cubrir los pagos de intereses sin reducir 
significativamente el consumo real. [….] Un típico deudor (de los grandes)  
necesitaba financiamiento nuevo por cerca de cinco años para experimentar 
alguna recuperación en el consumo real (2% anual) y el ingreso real (4%  
anual).

De acuerdo con este criterio, una vez se recuperara el crecimiento, los paí-
ses deudores podían estar en una mejor posición para pagar sus obligacio-
nes. Este enfoque, dirigido a reducir sustancialmente la deuda, poco a poco 

75 Edwards, Sebastian.  Op. Cit. Pág. 17.
76 Edwards, Sebastian.  Op. Cit. Pág. 26.
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fue ganando aceptación entre los países acreedores y empezó a ser parte de 
la estrategia oficial acerca de cómo enfrentar la deuda, a partir de la revela-
ción de Estados Unidos (marzo de 1989) de los alcances del Plan Brady, que 
combinaba alivio de la deuda y reformas orientadas al mercado77.

En el marco de ese plan, Edwards menciona que hacia mayo de 1989, seis 
países latinoamericanos (Argentina, Brasil, Costa Rica, México, Uruguay y 
Venezuela) habían obtenido acuerdos para la reducción de la deuda. Los pa-
quetes de reestructuración del mismo resultaban atractivos a los acreedores 
comerciales, porque los mismos ofrecían un amplio menú de instrumentos 
entre los cuales escoger, de acuerdo a las propias necesidades de sus hojas 
de balance. Es más, según el mismo autor, El Salvador fue incluido por el 
presidente Bush (padre) en un programa de reducción de la deuda78.

Mientras eso ocurría con los grandes deudores, el esquema centroamericano 
de integración, y particularmente su sistema de pagos, confrontaba también 
sus problemas financieros. Dentro de la problemática que dio origen a la 
crisis de la deuda, algunos países, como Guatemala y Costa Rica, se ha-
bían convertido en acreedores netos dentro de la Cámara de Compensación, 
principalmente frente a Nicaragua.

Ante la aguda crisis por la que pasaba este país, que no se comparaba con 
la del resto de miembros del MCCA, los bancos centrales de los principales 
acreedores acordaron ciertos parámetros para ayudar a los nicaragüenses, 
los cuales eran  constantemente  monitoreados por el Consejo Monetario 
Centroamericano y otros organismos de integración. Este extremo se dio 
cuando las deudas de Nicaragua frente a Costa Rica excedieron las reservas 
internacionales netas de este país.

De alguna manera, esto reflejaba la tradicional cooperación que había exis-
tido entre los bancos centrales centroamericanos que se remontaba a los 
años cincuenta, cuando solo existían entre los cinco países  tratados bila-
terales de libre comercio. Sin embargo, eventualmente se llegó a especular 
que la generosidad de los respectivos gobiernos, especialmente el liderado 

77 Ibíd. Pág. 32.
78 Ibíd.; Pág. 106.
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por Rodrigo Carazo Odio, de Costa Rica, se debía en buena medida a la 
simpatía y admiración que le dispensaba al gobierno sandinista79.

Independientemente de lo que pasaba en la región, la onda expansiva crea-
da por la crisis de deuda avanzaba bajo criterios económicos y parámetros 
técnicos que, para los formuladores de política en los planos nacionales, no 
terminaban de ser asimilados. Sin embargo, para los organismos auspicia-
dores de la reforma, la solución era más bien sencilla.

El mensaje y la secuencia eran simples: primero la estabilización y después 
el ajuste, a fin de  crear las condiciones para retomar el dinamismo eco-
nómico, generar empleo y mejorar la distribución del ingreso. Pero todo 
giraba en torno a cómo enfrentar el problema financiero-estructural, cons-
tituido por el elevado endeudamiento dentro de una secuencia de hechos y 
de políticas que resultaron cuestionadas “después de la crisis mexicana y su 
secuela en economías que estaban supuestamente siendo exitosas con sus 
propios programas de reforma, como la argentina y la brasileña”80.

Encontramos así, las primeras expresiones oficiales de los países industria-
lizados de impulsar un proceso de cambio estructural en los países  subde-
sarrollados  a partir de sus propios intereses, como principales acreedores. 
Esto, como una  manifestación irónica  de un problema que, como el incre-
mento sustancial de los precios del petróleo, tuvo origen en una parte del 
mundo en desarrollo, cuyos recursos naturales y como factor de demanda,  
han sido tradicionalmente pieza fundamental para el crecimiento global.

¿Y cuál era en la práctica la solución, aparte del ajuste interno para reducir 
el gasto agregado  –consumo privado y gasto público– a fin de enfrentar esa 
situación? Obviamente el aumento de las exportaciones, que en los hechos 

79  Un desarrollo sobre la crisis del sistema de pagos centroamericano se encuentra en 
Vidal, Juan Héctor. Integración económica y cooperación monetaria entre los Bancos 
Centrales de Centroamérica: Experiencias y perspectivas.  Mención Honorífica, Premio 
INTAL, 1985; Banco Interamericano de Desarrollo e Instituto para la Integración de 
América Latina; Buenos Aires, Argentina, 1986.

80 Vidal, Juan Héctor. El papel del sector privado en la reducción de la pobreza, ponencia 
presentada en la Conferencia Internacional Reducción de la Pobreza en América Latina 
y el Caribe: Retos para el Nuevo Milenio. Toronto, Canadá, 1996. En Vidal, Por los 
senderos de la transición. San Salvador: Universidad Tecnológica de El Salvador, 1997. 
Pág. 226.
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constituyen la única fuente de divisas de carácter autónomo y seguro con 
que cuentan los países para cumplir con las obligaciones en que incurren 
con el exterior, para pagar sus importaciones de bienes y servicios, la retri-
bución y retorno de las inversiones extranjeras y el endeudamiento oficial 
y privado.

Bajo este enfoque, la mayoría de países latinoamericanos se estaban alejan-
do claramente del modelo de sustitución de importaciones y de la impor-
tancia de estas en la creación de una base exportadora, tal como lo sugería 
Hirschman (1953), precisamente cuando comenzaban a cobrar cuerpo las 
ideas pioneras de la CEPAL. 

Al respecto, se ha señalado que las reacciones de los actores nacionales, 
cuyas respuestas giraban en torno a la sustitución de importaciones, no es-
taban en condiciones  de reorientar sus decisiones de política económica 
por su propia iniciativa. Sólo la importante presión del servicio de la deuda 
externa, la necesidad de aceptar los programas de estabilización y de ajus-
te liderados por el FMI y el Banco Mundial –sumados al comportamiento 
electoral de las capas pobres que dejaron de apostar por los estériles actores 
políticos que defendían sin claudicar el crecimiento hacia adentro– fueron 
capaces de imponer el cambio81.

En otras palabras, esto implicaba aceptar las exportaciones como el eje del 
crecimiento y la solvencia frente al exterior, lo cual tenía entre sus funda-
mentos esenciales abrir las economías a la competencia internacional a tra-
vés de la reducción de las barreras a las importaciones y el uso intenso del 
tipo de cambio como factor de equilibrio. “Importar para poder exportar” 
era la consigna que más vociferaban los defensores de la nueva estrategia 
de desarrollo, pero que tenía en la crisis de deuda, su principal justificación. 
Sin embargo, este planteamiento no era nuevo, sino  una reedición de algo  
que pasó en el siglo XVIII.

Al hacer alusión a los partidarios del libre comercio, Frieden sostiene que 
“fueron muchas las personas poderosas que se beneficiaron de las relaciones 
económicas internacionales y se esforzaron por acrecentar la libertad para 
el comercio internacional […..] Hasta David Ricardo, el gran teórico del 

81 Esser, Klaus. “Exigencias económicas y desafío a la política económica en América La-
tina en los años noventa”, en América Latina en la Economía Mundial. Revista Síntesis 
No. 19, 1993. Pág. 40.
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argumento de la ventaja comparativa a favor del libre comercio, participó 
activamente en los debates sobre la política económica británica. Ricardo 
provenía, de hecho, de la comunidad financiera, uno de los sectores libre-
cambistas más importantes del Reino Unido. Banqueros e inversores en el 
extranjero querían que su país estuviera abierto a las importaciones, para 
que sus deudores pudieran ganar dinero y con él pagar sus deudas”82.

En la década de los 80, Vargas Llosa señalaba: “Al sobrevenir la resaca por 
los petrodólares que los bancos habían reciclado otorgando créditos abun-
dantes a los países pobres en los años 70 –deuda que ya no se podía pagar– 
fue evidente que la sustitución de importaciones había fracasado, sin mise-
ricordia, en el propósito fundamental que se había fijado”83. Ya ni siquiera 
las estadísticas pudieron seguir velando la realidad. Hacia la década de los 
80, el PIB latinoamericano per cápita había caído a menos de un tercio del 
nivel registrado en los países que forman el núcleo de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), mientras que en 1950 
representaba un 45% del PIB de estas naciones.

Pero para los países del hemisferio, que desde los años cincuenta –bajo las 
ideas de la CEPAL– habían venido fincando su desarrollo en el modelo hacia 
adentro vía sustitución de importaciones, los programas de ajuste también 
implicaban el virtual abandono de un ideal latinoamericano de integración, 
donde las variables políticas y el posicionamiento de la periferia frente a las 
economías del centro,  habían sido la base de una doctrina que, si bien gi-
raba en torno al desarrollo económico como tal, llevaba la impronta de una 
menor dependencia en el campo político de las potencias industrializadas.

Naturalmente, frente a los relativos logros obtenidos a través del protec-
cionismo, surgieron muchos críticos que, desde nuestro particular punto de 
vista, se distinguieron por su fundamentalismo. En este sentido, hasta se 
habló del agotamiento del modelo de sustitución de importaciones, pero sin 
considerar la esencia del desarrollo en el largo plazo. 

La Asociación Latinoamericana de Integración ALADI (antes Asociación 
Latinoamericana de Libre comercio ALALC), el Mercado Común Centro-
americano (MCCA), el Pacto Andino y el CARICOM, indudablemente fun-

82 Frieden, Jeffry. “Capitalismo global”
83 Vargas Llosa, Álvaro. Rumbo a la libertad. Buenos Aires, Argentina: Grupo Editorial 

Planeta S.A.I.C., 2004. Pág. 85.
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damentaron su desarrollo manufacturero en los criterios que se fijaron para 
apoyar a la “industria  infante”. Sin embargo, también fue un argumento 
muy extendido en los Estados Unidos –durante los últimos años del siglo 
XIX– que ese tipo de industrias deberían ser protegidas mediante impuestos 
de importación por un cierto tiempo, hasta que pudieran igualarse en condi-
ciones con sus competidores del exterior84.

El proteccionismo también fue una práctica en la fase previa de la estrategia 
exportadora de los países asiáticos. En este punto, algunos críticos del mo-
delo de sustitución de importaciones que operó en la región hacen ver que el 
problema medular del desarrollo industrial no era el desarrollo cuantitativo, 
sino el desarrollo insuficiente de la productividad a nivel internacional. Esto 
propiciaba un crecimiento cuantitativo y extensivo, donde la utilización de 
los factores tierra, trabajo y capital implicaba un inmenso desperdicio de 
recursos85.

Sin embargo, también hay que decir que los países latinoamericanos, aparte 
de haber iniciado la apertura con bastante rezago, lo hicieron de manera 
abrupta, sin tomar en consideración que las experiencias asiáticas –que en 
muchos casos se trataba de emular– sugerían que no había precisamente un 
automatismo entre la simple apertura y la creación de nuevas bases para el 
crecimiento sostenido86. Por esta razón, el Estado jugó un papel importante 
para la formación de la nueva cultura exportadora, tal como lo han recono-
cido estudiosos de la experiencia asiática.

Stiglitz (2002), con la solvencia intelectual que le caracteriza y la razón 
que le da su amplio conocimiento sobre las reformas, introduce el tema de 
la secuencia y el ritmo de estas desde un ángulo particular. En este sentido, 
señala que: “de todos los desatinos del FMI, los que han sido objeto de 
más atención han sido aquellos que se relacionan con el contexto social, 
entre otros, el forzar la liberalización antes de instalar redes de seguridad, 
antes de que hubiera un marco regulatorio adecuado, antes de que los paí-
ses pudieran resistir las consecuencias adversas de los cambios súbitos en 
las imperfecciones del mercado que son parte esencial del capitalismo mo-
derno; el forzar políticas que destruyen empleos antes de sentar las bases 

84 Sloan, Harold S, Zurcher, Arnold J. “Dictionary of Economics”. Barnes & Noble Bo-
oks. New York. 1970.

85 Esser. Op. Cit. Pág. 39.
86 Rodrik. 2003



65

JUAN HÉCTOR VIDAL

para la creación de puestos de trabajo; el forzar la privatización antes de la 
existencia de marcos adecuados de competencia y regulación”. En muchos 
aspectos, como se verá adelante, encaja el caso salvadoreño.

En ese contexto, Edwards plantea el contenido de los primeros programas 
de ajuste y estabilización en la región, en los siguientes términos: 1) se diri-
gieron a reducir la carga de la deuda; 2) ajuste fiscal para reducir el déficit; 
3) ajuste macroeconómico basado en políticas de crédito interno que mode-
raran el crecimiento de la demanda agregada y evitaran el desplazamiento 
del sector privado por el sector público (“crowding out”), y 4) políticas 
cambiarias consistentes con el esfuerzo dirigido a combatir la inflación. 

En ese marco, sostiene que durante la emergencia del período de ajuste, 
los esfuerzos se centraron en reducir el gasto público, especialmente en los 
programas de inversión y los salarios, donde sobresalían Ecuador, México, 
Uruguay y Venezuela, que de 1982 a 1986 hicieron recortes equivalentes al 
20% en términos reales. A pesar de ello, las obligaciones gubernamentales 
con respecto a la deuda interna y externa aumentaron debido a la sensible 
devaluación de sus monedas también en términos reales, que elevó el ser-
vicio en moneda nacional de los compromisos externos. Afirma, asimis-
mo, que esas mayores obligaciones fueron particularmente importantes en 
México, Perú y Argentina, al punto que los compromisos solo en intereses 
llegaron a niveles cercanos al 20% del gasto público87.

Bajo esas condiciones, la política instrumental llevaba el riesgo de incurrir 
en un ajuste recesivo, como ha sido la experiencia de muchos casos con los 
programas de ajuste patrocinados por el FMI. Obviamente, los países cen-
troamericanos no enfrentaron ese tipo de dificultades, excepto Costa Rica. 
El Salvador, en particular, no tuvo que sufrir las consecuencias de un ajuste 
recesivo como el que supone una contracción del gasto público de aquellas 
dimensiones, ni el pago de intereses de la deuda externa en montos que bien 
pudieran haber comprometido su servicio. En el caso nuestro, esto se daría 
más tarde en el sistema previsional.

Sin embargo, dentro de la concepción filosófica-doctrinaria de la “nueva 
economía” y del modelo como tal, la privatización adquirió un significado 
especial. En este sentido, algunos sostienen que los logros alcanzados por 

87 Edrawds, Sebastian. Op. Ct. Pág. 36.
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Ronald Reagan y Margaret Thatcher en este campo, fueron incorporados al 
modelo.

Por lo menos esa es la versión más extendida y aceptable. Este enfoque tam-
bién es importante desde el punto de vista histórico y del papel de Estado en 
la economía. Por una parte, antecede con mucho los esfuerzos de reestruc-
turación económica, al menos en el caso latinoamericano, donde con más 
fuerza cobró vigencia la idea de que todos estaban encajonados dentro de un 
modelo neoliberal que patrocinaban ambos dirigentes.

Petras (2001) tiene una versión diferente. Él sostiene que los iniciadores del 
liberalismo se encuentran en Chile, como productos exclusivos del golpe 
de Estado liderado por Pinochet (11 de septiembre de 1973), y que luego 
fue instrumentado en los regímenes de Reagan y de Thatcher. Sugiere, asi-
mismo, que esto no significa que las multinacionales y el capital financiero 
no estuvieran operando en el mercado mundial antes que estos regímenes 
políticos. Significa que los globalizadores tenían que compartir el poder 
y los recursos con el capital local, los sindicatos y otras fuerzas políticas 
populares88.

Pero el verdadero meollo de esta discusión no está en dónde se originó 
realmente la nueva economía ni quiénes fueron sus inspiradores, sino en el 
cambio de énfasis en el modelo de crecimiento y en el papel del Estado en 
la economía. El crecimiento hacia adentro y la política keynesiana habrían 
de dar paso a un modelo de crecimiento que privilegiaba  las exportaciones, 
y a una nueva concepción sobre la forma de hacer frente a los desequilibrios 
económicos, con un fuerte énfasis en el recorte del gasto público y conse-
cuentemente en un replanteamiento del Estado benefactor.

French-Davis (2005) sostiene que las políticas proteccionistas del pasado, 
tanto en América Latina como en otras regiones, se utilizaron generalmente 
para favorecer intereses privados, “rentistas” que buscaban ganancias de 
capital. “En muchos casos no produjeron beneficios sociales evidentes y las 
estructuras industriales resultantes tendieron a ser poco competitivas inter-
nacionalmente y siguieron dependiendo indefinidamente de la protección 
estatal”89.

88 Petras. Ibíd. Pág. 59.
89 Ffrench-Davis, Ricardo. Reformas para América Latina después del fundamentalismo 

liberal. CEPAL. Argentina: Siglo XXI Editores, 2005. Pág. 136.
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Que estos juicios vengan de alguien que está vinculado a la dinastía de 
la CEPAL – calificativo que no lo usamos en un sentido peyorativo– ya 
dice mucho del cambio que las nuevas realidades ejercieron sobre el pen-
samiento de una institución que, por mucho tiempo, fue cuestionada por 
el pensamiento proteccionista que hizo explícito desde su fundación, con 
el más célebre de sus planteamientos recogidos en lo que sería su carta de 
presentación: El desarrollo de América Latina y sus principales problemas 
(1949), atribuible a su primer Secretario General, Raúl Prebisch y uno los 
mejores economistas que ha parido América Latina.

Hay que recordar que en esa época el mundo, y no solamente América La-
tina, apenas empezaba a recuperarse de los estragos de la Segunda Guerra 
Mundial, que el comercio que internacional había caído a sus niveles más 
bajos desde la Gran Depresión y que los desafíos que planteaba una convi-
vencia más armoniosa, no solo implicaban un nuevo orden en lo político, 
sino también en lo económico.

La opción económica, a despecho de lo que estaba explícito en la creación 
del GATT, fue el proteccionismo, bajo el criterio de la industria infante y 
la tesis en torno a la  tendencia “secular” del  deterioro de los términos del 
intercambio contra los países de la periferia. 

Frente a las limitaciones que imponía la estrechez de los mercados para que 
las empresas pudieran operar a escala, como lo sugiere la teoría microeco-
nómica menos elaborada, la opción era la ampliación de los mercados vía 
integración, concepto que tampoco estaba fuera de lugar, como lo probaría 
muchos años después –naturalmente por razones distintas y con una visión 
totalmente diferente– la vieja Europa.

Entonces, la moda imponía a nuestros países su propio estilo de desarro-
llo. La diferencia está en que hoy en día, el proteccionismo es considerado 
como una excepción dentro las reglas rigen el comercio internacional y mal 
hubiera hecho un país en cerrar su economía, cuando el resto del mundo iba 
en la dirección contraria.

El debate sobre las virtudes de la apertura versus el proteccionismo ha te-
nido así en la misma liberalización del comercio, un motivo para generar 
controversia. ¿Cómo se podía sostener una argumentación teórica sobre las 
virtudes absolutas de un esquema sobre otro, si la práctica del comercio 
internacional no permitía ponerlos a prueba? En otras palabras, más allá del 
debate teórico había una realidad. Los esfuerzos realizados en el marco del 
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GATT –y hoy en la OMC– para liberalizar el comercio, siempre encontra-
ron en las prácticas de los países desarrollados una lógica que no encajaba 
dentro del modelo teórico.

Pero, precisamente, el dilema entre proteccionismo y apertura tenía en la 
experiencia asiática y en la teoría sobre las ventajas del libre comercio in-
ternacional –como lo postularon los primeros clásicos– la respuesta. Aparte, 
por supuesto, del motivo no enfatizado suficientemente que tenían los orga-
nismos para privilegiar una estrategia de desarrollo basada en las exporta-
ciones, como la única vía que tenían los países acreedores para recuperar los 
cuantiosos recursos, que habían ido a parar a países altamente endeudados 
con la primera crisis del petróleo90.

Sin embargo, nuevamente, las experiencias con el tema de la estrategia de 
exportaciones como parte de la “nueva economía” dejan de lado el papel 
que jugó el Estado como facilitador y promotor, a diferencia de muchos paí-
ses latinoamericanos, donde el marcado acento hacia el mercado minimizó 
ese rol, inclusive en lo elemental, como la investigación de mercados. Este 
tipo de  falencias se ha observado claramente en El Salvador, en el caso de 
los tratados bilaterales, independientemente del papel que economistas de 
prestigio les otorgan a las exportaciones en el crecimiento.

En este marco, Edward menciona los objetivos más importantes de la  li-
beralización comercial implementada como parte de la reforma estructural 
en América Latina. Por una parte, está la reducción del sesgo contra las ex-
portaciones, lo que implica reconocer la existencia de contradicciones muy 
marcadas con el modelo de sustitución de importaciones. El segundo obje-
tivo perseguía contribuir al aumento de la productividad en su conjunto, a 
través de una mayor competencia (del exterior) y aumentar la eficiencia de 
todo el sistema económico. Detrás de este objetivo, está implícita la tesis de 
que el excesivo proteccionismo distorsionaba la asignación óptima de los 
recursos en desmedro del potencial exportador. El tercer objetivo, en tanto, 
perseguía incrementar el bienestar de los consumidores a través de la reduc-
ción de los precios reales de los bienes importados91.

90  Las ideas pioneras y sistematizadas sobre las ventajas del comercio internacional, se 
remontan a la obra clásica de Adam Smith (La Riqueza de las Naciones) y continúan 
con los enfoques más elaborados de  Stuart Mills y David Ricardo.

91 Op. Cit. Pág. 129.
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Se supone que esto último se lograría con base a los postulados planteados 
en los primeros dos. Ya veremos que en el caso salvadoreño, la evidencia 
empírica solo ha validado parcialmente el logro de esos objetivos, en buena 
medida porque la apertura comercial tuvo, en la práctica, ciertos obstáculos 
propios de la atipicidad de la economía nacional y el apego excesivo a los 
postulados teóricos.

Un estudio patrocinado por el Banco Mundial señala que los regímenes 
de neutralidad combinaban al menos cinco elementos: 1) tipo de cambio 
flexible y realista, 2) libre intercambio de insumos y productos, 3) mercados 
financieros y monetarios competitivos, 4) mercados de insumos primarios 
competitivos y 5) impuestos internos no discriminatorios.

De acuerdo con la misma fuente, alternativamente se optó por un esquema 
de incentivos compensatorios equivalentes para todas las actividades que 
generaban valor agregado para la exportación. En este caso, gran parte del 
esquema giraba alrededor del sistema tributario, caso en el cual las reduc-
ciones o deducciones de impuestos dependían de la base utilizada, como las 
utilidades, las ventas, el valor agregado, los gastos corrientes específicos y 
las inversiones92.

Al pasar revista a estos casos, lo fundamental es resaltar que la raciona-
lidad económica siempre estuvo presente en la política de exportaciones 
para que los esquemas de incentivos no entraran en choque, con el objetivo 
igualmente crucial, de promover la asignación óptima de los recursos. Bajo 
estas premisas, se podría decir que en El Salvador  se tornaba esencial el 
establecimiento de un régimen de neutralidad que propiciara el traslado de 
recursos a los bienes transables, pero no como producto de artificios que a 
la postre podían tornarse contraproducentes para la misma estrategia expor-
tadora y a la vez, convertirse en fuente de discriminación entre sectores y 
ramas de actividad.

Lo anterior sugiere, contrario a lo que comúnmente se supone, una participa-
ción muy activa del Estado, que ni muy remotamente puede compararse con 
el curso que siguieron muchos países de América Latina que por las razones 
ya planteadas reiteradamente, se vieron compelidos a emprender procesos 

92  Rhee, Yung Whee. La política de exportaciones y su administración. Lecciones deriva-
das de Asia Oriental. Serie de Industria y Finanzas. Vol. 5. Banco Mundial. 1984. Pág. 
58 y siguientes.
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de reforma que invariablemente implicaron la apertura de sus economías. 
De alguna manera, lanzarse a competir en un mercado global implicaba el 
abandono de una tradición arraigada en los primeros planteamientos de la 
CEPAL sobre las implicaciones de la teoría clásica de la división interna-
cional del trabajo.

Un  escenario distinto, construido a partir de un nuevo paradigma que se 
hacía cargo de la segmentación de los procesos productivos, la impresio-
nante movilidad de cuantiosos recursos financieros a escala planetaria y el 
explosivo cambio tecnológico, había abierto las puertas para que el concep-
to de las “ventajas competitivas” tomara el lugar que, por más de doscientos 
años, había dominado la teoría y la práctica del comercio internacional, bajo 
los postulados de los primeros economistas clásicos.

Se ha escrito mucho sobre el éxito de los países del sudeste asiático al trans-
formar totalmente sus economías en prácticamente solo una generación. En 
esto no ha faltado una caracterización de lo que distingue a esos países de la 
experiencia latinoamericana. Además de haber seguido una estrategia ade-
cuada con visión de largo plazo, con frecuencia también se alude  a aquellos 
otros factores humanos que han favorecido su extraordinario crecimiento, 
como la ética hacia el trabajo, el liderazgo y un elemento que a menudo 
es cuestionado en las democracias occidentales: los regímenes autoritarios 
bajo los cuales se dieron esas transformaciones.

Pero  al hacer alusión a esto último, a veces se ignora, o al menos no se le da 
la adecuada consideración, al hecho de que esos países han seguido políti-
cas en las que el sector público ha jugado un papel decisivo. Las referencias 
anteriores sobre los esquemas de incentivos no pueden, en este caso, ser 
ignoradas cuando se comparan con aquellas prácticas que –enraizadas en el 
enfoque neoliberal– fueron cobrando carta de ciudadanía para terminar por 
desencadenar, en muchos casos, reacciones de rechazo cuando los resulta-
dos se apartaron totalmente de los objetivos iniciales. A esto alude en gran 
medida Stiglitz, cuando habla del fundamentalismo del mercado.

Los japoneses tampoco andaban muy lejos de este enfoque general en torno 
a la reforma estructural (para crear las bases conducentes a dinamizar la 
economía) recordando que este país, en materia de crecimiento, ha sido du-
rante los últimos años uno de los más rezagados en el mundo desarrollado.

En 1996, por ejemplo, cuando la reforma estructural ya había avanzado en 
países desarrollados y en desarrollo, mientras el mercado global borraba 



71

JUAN HÉCTOR VIDAL

las fronteras nacionales, los empresarios japoneses seguían reconociendo 
la importancia del papel del sector privado para restaurar la vitalidad de la 
economía. Sin embargo,  lo matizaban.

Dados los problemas particulares de la segunda economía más grande  del 
mundo, ellos tenían sus propias fórmulas; pero, en muchos aspectos, com-
partían las estrategias básicas en que se sustentaban los procesos de refor-
ma, incluso en economías de segundo nivel, como la argentina, la mexicana 
y la brasileña.

Para comenzar, sostenían que para el logro de aquel propósito (dinamizar 
la economía), era necesario llevar el valor de su moneda (el yen) a un  nivel 
apropiado, sin desconocer que las causas de la apreciación de la misma –
grandes discrepancias en productividad entre las industrias domésticas y un 
elevado superávit en la cuenta corriente– habían permanecido sin cambios. 
En este contexto, se requerían medidas para reducir las distorsiones.

Como en cualquier otra economía de distinto rango y grado de interven-
ción del Estado, se consideraba que el primer paso consistía en reducir el 
superávit a través del incremento de las importaciones, mediante un fuerte 
estímulo a la demanda interna, en especial mediante la inversión en planta 
y equipo y, así, sucesivamente.

Se entendía que el proceso podría causar problemas en materia de empleo, 
pero en general todas las empresas deberían absorber el exceso de oferta de 
trabajo y desarrollar nuevas actividades para sobrevivir en el nuevo clima 
de negocios, buscando nuevas oportunidades para el crecimiento93.

La referencia anterior, aunque desde luego no se hace cargo del amplio es-
pectro de la tecnología y la forma de hacer negocios de los japoneses, ilustra 
el compromiso de sus empresarios con la reforma estructural en un mundo 
globalizado, donde precisamente Japón, junto con las potencias occidenta-
les, jugaban un papel determinante.

Diríamos entonces que la reacción que desencadenó la reforma económica 
y la misma globalización, cambió casi todo. Sin embargo, los acontecimien-
tos de Seattle en 1999 y el surgimiento del movimiento zapatista (México, 

93  Japan Federation of Employers’ Association (NIKKEIREN). Creating a dynamic eco-
nomy through structural reform. Editorial Ciudad. 1996. Pág. 10.
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1994) sólo fueron el preludio de que el mundo tampoco estaría exento de las 
implicaciones políticas, económicas y sociales que lo habían caracterizado 
durante la Guerra Fría.

Y aunque todo indica que el fenómeno de la globalización llegó para que-
darse, porque es parte del nuevo capitalismo transnacional, en algo habrá 
de cambiar en el futuro ya que es consustancial al mismo sistema, lo que 
ya se ha planteado a partir de la crisis económica-financiera que estamos 
viviendo. La sustitución transitoria que provocó la “nueva economía” en el 
capitalismo-Estado a que dio lugar la revolución keynesiana, parece que va 
en reversa. Sin embargo, el debate en torno a un nuevo orden económico sin 
duda será intenso, aunque tendrá asidero empírico en los magros resultados 
que algunos ven en las políticas liberalizadoras, sobre todo por la brecha 
creciente entre el mundo desarrollado y los países pobres.

El mercado global y el neoliberalismo, como dos caras de la misma mone-
da, tienen más posibilidades de ser enjuiciados por las críticas que surgen 
aun en los países en donde echó sus primeras raíces el capitalismo. Las 
opciones ya han sido anticipadas.

En Gran Bretaña, por ejemplo, Tony Blair (1997-2007) lideró, con otros 
dirigentes mundiales, la llamada “tercera vía”. Esta, en esencia, trata de 
marcar distancia entre lo que Juan Pablo II llamó el “capitalismo salvaje” 
y  la conducción centralista y planificada que campeó en la desaparecida 
Unión Soviética; conservando del capitalismo los incentivos que promue-
ven el desarrollo empresarial, con un Estado más solidario y responsable 
con los menos afortunados. En muchos sentidos, el ex presidente estado-
unidense Bill Clinton compartía las ideas del primer ex ministro británico, 
aparentemente su colega más cercano. Esto lo confirma este último en su 
autobiografía Mi vida.

Con respecto a esa opción, Deaglio sostiene que “es posible que exista una 
‘tercera vía’, que consiste en mantenerse pragmáticamente alejados de am-
bos extremos y que parta de la premisa de un trabajo consciente para acep-
tar la diversidad de los países beneficiarios y para evitar que impongan las 
cosas y limitándose a promover los valores y procedimientos de los países 
ricos”94.

94  Ibíd.
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Afortunadamente, la experiencia poco exitosa en llenar las expectativas 
originales llevó a los mismos organismos patrocinadores de las reformas 
a replantear sus esquemas, esencialmente para cubrir aquellos flancos que 
fueron ignorados al principio. La inclusión y las debilidades institucionales 
se presentan en este caso como las falencias  más notorias de los primeros 
planes de ajuste, los cuales fueron complementados a partir de la evidencia 
empírica. La tabla Nº 1 recoge en gran medida esas reformulaciones.

Tabla Nº 1

El Consenso de Washington y el Consenso de Washington Ampliado

Fuente: Informe de Desarrollo Humano 2003, en base a la elaboración de Rodrik.

En ese marco, el PNUD rescata en el mismo informe que sirve de fuente a 
ese replanteamiento, algunas apreciaciones esenciales del Banco Interame-
ricano de Desarrollo relacionadas con las reformas estructurales en América 
Latina y que, en esencia, señalan lo siguiente: a) la liberación de los mer-
cados no es suficiente para alcanzar un crecimiento económico alto, b) no 
todas las reformas a favor de los mercados son exitosas, c) las instituciones 
importan a veces más que las reformas mismas, d) las reformas se deben 
adaptar a la realidad de cada país y e) aunque generen crecimiento, si las 
reformas no consiguen reducir la desigualdad y no mejoran los indicadores 
sociales, acaban al final por hacerse insostenibles.

Por su parte, en septiembre de 2004, un grupo de 26 distinguidos econo-
mistas –entre los que se encuentran los premios Nobel de Economía Paul 
Krugman (2008) y Joseph Stiglitz (2001), Jeffrey Sachs, Dani Rodrik, José 

Consenso Washington Consenso de Washington Ampliado
1. Disciplina fiscal 1. Gobernabilidad corporativa
2. Reorientación del gasto público 2. Combate a la corrupción
    hacia educación y salud   
3. Reforma tributaria 3. Mercados laborales flexibles
4. Liberalización financiera  4. Nivelación de acuerdos en la OMC
5. Tipos de cambio unificado y competitivo  5. Fortalecimiento de la regulación y supervisión

    financiera
6. Liberalización comercial  6. Apertura prudente de la cuenta de capitales
7. Apertura a la inversión extranjera directa  7. No sistemas intermedios de tipo de cambio
8. Privatización  8. Estabilidad monetaria garantizada por Banca

    Central independiente
9. Desregulación  9. Redes de seguridad social
10. Seguridad de los derechos de propiedad  10. Estrategias de reducción de pobreza
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Antonio Ocampo y el mismo inspirador del Consenso de Washington, John 
Williamson– se reunieron en Barcelona para discutir los efectos de las re-
formas económicas aplicadas por muchos países en desarrollo, durante las 
últimas dos décadas. 

Estos prestigiosos economistas coincidieron en señalar tres tendencias pre-
ocupantes de la aplicación de dichas reformas: a) la recurrencia y severidad 
de las crisis financieras sistémicas, b) los mediocres resultados de las refor-
mas y c) la persistencia –y a menudo empeoramiento– de la distribución de 
la riqueza, con una renta altamente desigual en muchos países en desarro-
llo.

Al extraer las lecciones de las políticas aplicadas quedó claro que no basta-
ba con el mero ajuste. En dicho encuentro se hizo evidente la necesidad de 
un replanteamiento del modelo de desarrollo, concretándose en la llamada 
“Agenda del Desarrollo de Barcelona”, donde se plantean los siguientes 
temas  para priorizar y complementar, en términos de equidad, las reformas 
económicas:

1. Los países en desarrollo deberían trabajar para mejorar sus entornos ins-
titucionales, ya que el respeto por el imperio de la ley y los derechos de 
propiedad son esenciales. Una economía de mercado que mantenga un 
equilibrio entre mercado y Estado, y la atención a la distribución de la 
renta, son la base de las estrategias de desarrollo con mayor éxito.

2. Las naciones en desarrollo deberían seguir unas políticas financieras, 
monetarias, fiscales y de endeudamiento prudentes, creando institucio-
nes para hacer posibles dichas políticas y teniendo en cuenta que las po-
líticas macroeconómicas anti cíclicas son más eficientes y políticamente 
más viables.

3. Los países deberían tener la libertad de diseñar políticas adaptadas a sus 
circunstancias específicas. Las organizaciones financieras internaciona-
les, así como las agencias de ayuda al desarrollo, deberían alentar esta 
posibilidad.

4. Las negociaciones comerciales multilaterales deberían perseguir el desa-
rrollo económico, por lo que se alienta a que la Ronda de Doha concluya 
con éxito, para que los países en desarrollo tengan más espacio y pongan 
en marcha sus propias estrategias de crecimiento.
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5. Los niveles de ayuda oficial siguen siendo insuficientes, los flujos finan-
cieros privados continúan alejados en los países pobres y son muy volá-
tiles en los de renta media, por tanto que la reforma de las instituciones 
financieras internacionales debería ser una prioridad.

6. Se necesita un conjunto de reglas e instituciones internacionales para 
guiar el movimiento transfronterizo de población, ya que los acuerdos 
internacionales actuales tratan los movimientos de capital y de trabajo 
de forma asimétrica.

7. El empeoramiento del medio ambiente y sus externalidades negativas, 
incluyendo los problemas de calentamiento global, necesitan ser abor-
dados con políticas de desarrollo sostenibles a nivel global y nacional.

Estas preocupaciones habían comenzado a gestarse al comenzar el siglo 
XXI, pero los acontecimientos económicos y financieros ocurridos menos 
de una década después, también los han dejado cortos. Solo el tiempo dirá 
si una reingeniería en el sistema financiero internacional y la cooperación 
para enfrentar la recesión, traerán los resultados esperados, para que esos 
eventos sean solo una muestra más de las pruebas que debe continuar expe-
rimentando el sistema capitalista, en un mundo en permanente evolución.

C. EL SALVADOR EN CRISIS

Los acontecimientos políticos que le dieron un giro de ciento ochenta gra-
dos a la historia salvadoreña se iniciaron con el derrocamiento del último 
presidente de extracción militar. Sin embargo, al elaborar un poco sobre la 
incidencia de los distintos eventos ocurridos desde esa fecha hasta el pre-
sente, surgen como elementos de quiebre los Acuerdos de Paz, firmados en 
Chapultepec el 16 de enero del 1992.

Entre esta última fecha y el golpe de estado del 15 octubre de 1979, se vivió 
una guerra civil que puso al país en el mapa mundial, tanto por la severidad 
de los hechos ocurridos durante el conflicto, como por las causas que le 
dieron origen.

Aunque hoy todavía permanecen sin respuesta muchos eventos que moldea-
ron su crudeza, hay interpretaciones que subsumen de manera inequívoca la 
pesadilla que vivió la familia salvadoreña por más de una década. Durante 
este período afloró también una crisis económica con pocos antecedentes, 



76

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

no solo por las mismas condicionantes bélicas, sino además  por la presen-
cia de factores externos que afectaron por igual a los países industrializados 
y en proceso  de desarrollo.

En el plano interno, la destrucción de la economía pero por sobre todo, la 
invaluable pérdida de vidas humanas, conmovieron a propios y extraños. 
No obstante, con los Acuerdos de Chapultepec nacieron nuevas esperanzas 
en el desarrollo político del país,  y con el modelo económico que había 
empezado a instaurarse dos años antes, surgió un renovado optimismo para 
modificar viejas estructuras económicas y sociales consideradas general-
mente como las causas que originaron el conflicto.

Pocas elaboraciones cortas ayudan a comprender el tema de la guerra civil y 
sus implicaciones, como la interpretación sucinta que hace la Comisión de 
la Verdad en las primeras páginas de su informe “De la locura a la esperan-
za. La guerra de 12 años en El Salvador”, a partir de la caracterización de 
una de sus más dramáticas expresiones: la violencia.

Al introducir el tema de las instituciones y nombres, señala:

“La violencia fue una llamarada que avanzó por los campos de El 
Salvador; invadió las aldeas y los caminos, destruyó carreteras y 
puentes; arrasó las fuentes de energía y las redes transmisoras; llegó 
a las ciudades; penetró en las familias, en los recintos sagrados y 
en los centros educativos; golpeó a la justicia y a la administración 
pública la llenó de víctimas; señaló como enemigo a quienquiera que 
no aparecía en la lista de amigos […] La violencia todo lo convertía 
en destrucción y muerte, porque tales son los despropósitos de aque-
lla ruptura de la plenitud tranquila que acompaña el imperio de la 
ley. Las víctimas eran todos los salvadoreños y extranjeros de todas 
procedencias y de todas las condiciones sociales y económicas, ya 
que la violencia iguala en el desamparo ciego de su crueldad.

Cuando llegó la reflexión, los salvadoreños se pusieron la mano en el 
corazón y lo sintieron palpitar de alegría. Nadie ganaba la guerra. 
Todos la perdían. Gobiernos de países amigos, organizaciones del 
mundo entero que seguían con angustia los acontecimientos doloro-
sos de un país centroamericano, grande en creatividad de su gente, 
contribuyeron a la profundidad de las meditaciones”.
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Trece años antes –en un ambiente cargado de odio, pobreza, anarquía social, 
desesperanza y sometimiento de la sociedad civil a los designios de regíme-
nes militares que, por más de medio siglo, se enseñorearon y detentaron el 
poder político cohabitando con el gran capital– una asonada dirigida por la 
juventud militar irrumpió enarbolando la bandera de la redención, precisa-
mente en un momento de grandes conmociones, en buena parte procedentes 
del exterior.

La radicalización del momento fue el caldo de cultivo para que, en poco 
tiempo, se rompiera con las estructuras económicas tradicionales, con la 
nacionalización de la banca y del comercio exterior del café y del azúcar y 
la confiscación masiva de tierras. Después de los sobresaltos iniciales, estas 
decisiones fueron el preludio de un período de gran convulsión social, la 
emergencia de los grupos alzados en armas y el inicio de un calvario econó-
mico, que aún hoy en día, no termina de asimilarse.

Barraza (2006), al ubicarnos en esa época, y particularmente al referirse a 
quienes sucedieron al gobierno del general Romero y las razones del cam-
bio, resume los acontecimientos de la siguiente manera:

“Cuando tomó posesión la primera Junta, de inmediato se dieron a 
conocer dos proclamas: la primera se refería a explicar las razones 
del derrocamiento de Romero, haciendo énfasis en la anarquía en 
que vivía el país y la incapacidad del gobierno para hacerle frente; 
la segunda contenía un proyecto de reformas para superar ‘las an-
ticuadas estructuras económicas, sociales y políticas’ que prevale-
cían en el país, manteniendo un injusto sistema social”. 

La proclama también se comprometía en la realización de elecciones libres, 
la disolución de ORDEN (una entidad paramilitar represiva), la apertura a 
partidos políticos de todas las ideologías y una amnistía para todos los exi-
liados y presos políticos. Igualmente, se planteaba la promesa de establecer 
las bases para iniciar un proceso de reforma agraria, así como de reformas 
en el sector financiero, tributario y comercial, con el propósito de propiciar 
a una equitativa distribución del ingreso nacional.

El autor antes citado continúa:

“Esta posición de las Fuerzas Armadas (nosotros diríamos de una 
parte de ellas) contrastaba con el papel tradicional de instrumento 
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represivo al servicio de la oligarquía y el sistema económico impe-
rante. Pero, la carencia de una línea de pensamiento compartida y 
consistente de los miembros de la Junta de Gobierno, haría de esa 
proclama un enunciado de ilusas intenciones que no tenían viabili-
dad”95.

Desde una perspectiva histórica, muchos coinciden en que El Salvador de 
nuestros días, es en  gran parte producto de ese intento de romper las estruc-
turas tradicionales del poder, en una época en que el mundo ya era testigo 
de que la historia  también estaba dando un giro con el desmoronamiento 
del socialismo real.

Como ha quedado planteado, los acontecimientos económicos que acompa-
ñaron la destrucción de la ciudadela socialista, dieron al traste con muchas 
de las estructuras, creencias y adhesiones que habían moldeado el orden 
internacional –que surgió con la finalización de la Segunda Guerra Mun-
dial– y dio paso a la llamada Guerra Fría.

En ese marco, El Salvador, un país pequeño, subdesarrollado, tradicional-
mente dependiente especialmente de los Estados Unidos y con grandes des-
igualdades en el campo social, se encontró de pronto ante una situación 
económica crítica y simultáneamente inmerso en un escenario en el campo 
político-militar que, al menos en teoría, encontraba en esta ocasión un am-
biente más propicio para que  germinara algún cambio sensible en la super-
estructura.

Sin embargo, los acontecimientos posteriores demostraron que el mismo 
escenario internacional y la situación interna no daban margen para una ex-
trapolación lineal de un nuevo orden interno sesgado a favor de la izquierda 
o la derecha. De hecho, el país estaba un poco listo para una especie de 
experimento nuevo, pero no para el extremismo.

Tres gobiernos en menos de tres años, incluyendo el de transición que sur-
gió como producto de un acuerdo político inédito en el país, daban la pauta 
para esperar el surgimiento de una nación remozada, cohesionada social-
mente y mejor preparada para enfrentar los desafíos de un orden económico 
mundial totalmente diferente.

95  Barraza Ibarra, Jorge “Historia de la economía de la provincia del Salvador desde el 
siglo XVI hasta nuestros días. Quinto Tomo. Siglo XX, págs. 165-166. Universidad 
Tecnológica de El Salvador. Tecnoimpresos, S. A. de C. V., 2006. .
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La situación económica imperante era ciertamente caótica. No obstante, las 
mismas reformas antes mencionadas –que fueron el punto de partida para 
tratar de darle una nueva fisonomía al país– habían creado, como era de 
esperarse, una actitud de rechazo a lo que se consideraba el inicio de un 
sistema totalmente orientado a la izquierda.

Obviamente, la desconfianza al interior  del sector privado era particular-
mente notoria. En este contexto, se registró una fuga de capitales que drenó 
la posición de liquidez internacional del país, ya afectada por el comporta-
miento adverso en la parte real de la balanza de pagos. Cifras del BID sitúan 
esa fuga en US$407 millones solo en 1980, equivalentes a casi seis veces 
el déficit de reservas netas que registró el país en ese mismo año (López, 
1986). Empero, este fenómeno no fue privativo de El Salvador, e igual lo 
experimentaron con dureza Guatemala y Nicaragua, pero no en las magni-
tudes del caso salvadoreño ni por las mismas causas, al menos en el caso 
del primer país96.

En un aspecto más puntual, la nacionalización de la banca creó un ambiente 
financiero preocupante, en un país donde el crédito y la moneda tradicional-
mente habían sido administrados con mesura, cautela y mucha responsabi-
lidad.  Rivera y Sojo (1986) lo plantean de la siguiente manera:

“La reforma bancaria tuvo en un primer momento un grave impacto 
sobre la liquidez general de la economía, como consecuencia de la 
desconfianza de los depositantes y de la amplia fuga de capitales. En 
este contexto, las autoridades monetarias impulsaron una política 
crediticia expansiva destinada a satisfacer las necesidades finan-
cieras de la reforma agraria, de la política de reactivación y las 
provocadas por el creciente déficit fiscal”97.

96  N. del A. Es conocido además, que las figuras más connotadas del mundo empresarial 
también emigraron, dejando sus empresas bajo la dirección de sus cuadros gerenciales 
no miembros de las familias dueñas. Aun hoy en día, existe en el sur de la Florida un 
complejo que, según se dice, albergó a salvadoreños adinerados que dejaron el país. El 
edificio donde vivían algunos de los más prominentes hombres de negocios se llama 
Winston Tower, pero los mismos compatriotas lo bautizaron con el nombre emblemáti-
co de Zacamil, y aun hoy en día, se le sigue reconociendo así.

97 Rivera Urrutia, Eugenio y  Ana Sojo,  “El perfil de la política económica en Centro-
américa: La década de los Ochenta”,  en Centroamérica: Política económica y crisis”, 
pag.70. San José, Costa Rica: Editorial DEI, 1986.
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No obstante, en el balance, la economía en su conjunto sufrió las consecuen-
cias de esa política a través de sus efectos negativos en la disponibilidad de 
recursos para el sector privado. Así, mientras el crédito al sector público que 
en la década de los sesenta registró un promedio del 3.0% respecto del PIB, 
durante los gobiernos transitorios (1980-83) superó el 14.2%. Esto, como 
era de esperarse, afectó toda la actividad privada.

Obviamente, esto vino a sumarse a los problemas internos de carácter socio-
económico que afectaban al gobierno de turno. Empero, los mecanismos 
políticos también habían empezado a activarse en la derecha del país, aun-
que por otro lado la izquierda radical también se organizaba.

En este escenario, las cinco fracciones insurgentes surgidas como parte de 
la debacle política que se inició con el derrocamiento del general Romero, 
se habían agrupado en el Frente Farabundo Martí para la Liberación Na-
cional (FMLN) bajo la influencia del régimen cubano. Con el tiempo, esto 
resultó en una especie de oxigenación que agudizó el conflicto armado que 
duró doce años, exacerbando así la situación imperante en el plano econó-
mico. Las reformas estructurales que se decretaron entre 1979 y 1980 no 
solo no habían cuajado, sino que se habían convertido, en gran medida, en 
el detonante de una conflictividad destructiva.

También  el escenario internacional conspiraba. Ya en 1981, Francia y Méxi-
co, a través de sus respectivos cancilleres, habían firmado una declaración 
conjunta en que prácticamente reconocían la beligerancia del Frente Demo-
crático Revolucionario (FDR) y del FMLN como fuerzas políticas repre-
sentativas y la necesidad de iniciar negociaciones para intentar solucionar la 
crisis. Pero esto solo era un evento más en el complicado entramado que se 
fue acumulando y que solo se definió con la firma de los Acuerdos de Paz.

En ese marco, el 3 de marzo de 1980, se dio un cambio importante mediante 
el cual el ingeniero Napoleón Duarte sustituyó al doctor Héctor Dada Hirezi 
como miembro de la Segunda Junta de Gobierno (y a la vez canciller de la 
República), asumiendo el fundador del Partido Demócrata Cristiano (PDC) 
la presidencia de la misma, con un fuerte apoyo del gobierno de los Estados 
Unidos. Pero este cambio no garantizaba el retorno inmediato a la normali-
dad y, por el contrario, se le consideró como algo impropio, dado el acuerdo 
que supuestamente estuvo de por medio con la Fuerza Armada.

Ciertamente, el ingeniero Duarte trató de enfrentar la crisis económica y la 
escalada del conflicto con una plataforma en el campo económico-social, 
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que se apartaba del esquema intervencionista de la junta que derrocó al 
general Romero. Sin embargo, las cosas no resultaron del todo bien. A su 
favor está el hecho (al menos en esa primera oportunidad en que  tuvo que 
tomar las riendas del Ejecutivo), de que su período fue corto. 

A pesar de todo, la misma crisis de institucionalidad que había provocado 
el golpe de Estado de 1979 y el reacomodo que se fue dando como pro-
ducto de la propia inestabilidad política,  fueron  creando las condiciones 
para  volver a una cierta normalidad. Las circunstancias para avanzar en 
este proceso fueron dos: primero,  la elección de un presidente provisional, 
que sustituiría a la junta de facto y, segundo, la preparación de  la transición 
hacia la constitucionalidad, que involucró la  aprobación de una nueva Carta 
Magna. Al respecto, Zamora (1998) ha sostenido que:

“Las elecciones de 1982 para elegir una Asamblea Constituyente 
fueron presentadas a la población como la salida para la grave 
situación que vivía el país, e independientemente de que  no re-
solvieron el problema, presentaron dos características importantes. 
Por un lado, fueron el instrumento para que el régimen recuperara 
la legalidad formal, que había sido interrumpido por el golpe de 
Estado de 1979 y, por otro, constituyeron la primera participación 
electoral del recién fundado partido ARENA”98.

Al instalarse la Asamblea Constituyente, la presidencia recayó precisamente  
en el fundador del partido ARENA, el mayor Roberto d’Aubuisson. Esto, a 
su vez, dio lugar a un pacto entre este partido y los otros de corte derechista 
representados en el primer órgano del Estado, para elegir al doctor Álvaro 
Magaña como presidente provisional –un prominente banquero y terrate-
niente ahuachapaneco y considerado por algunos como una persona con  
mucha sensibilidad social– con un mandato claro de convocar a elecciones 
presidenciales en 1984.

98  Zamora, Rubén. El Salvador: Heridas que no cierran. Los partidos políticos en la post-
guerra.  FLACSO, 1998. En esta misma obra, su autor señala que dada la composición 
de la Asamblea Constituyente, donde el PDC logró 24 de los sesenta diputados, ARE-
NA 19 y el PCN 14, todo hacía presagiar que la presidencia provisional recaería en el 
mayor d’Aubuisson, con la suma de los votos de su partido y los de la tercera fuerza. Sin 
embargo, sostiene que para el gobierno de Reagan, la figura del mayor no era aceptable, 
por las razones que él mismo apunta.
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De alguna manera, con la elección de un gobierno de transición en cuya 
conformación participaron representantes de todos los partidos políticos, 
se volvió a la vida institucional. Pero la economía continuaba en una situa-
ción bastante caótica. Las reformas de los años previos seguían afectando el 
clima de inversión y, sobre todo, mantenían sangrantes las heridas que las 
mismas habían dejado, principalmente en el sector privado. 

En la práctica, no había virtualmente ningún sector de la economía que hu-
biera escapado a la caótica situación imperante. Tanto en la parte real como 
en la financiera, el denominador común era de crisis, pero las acciones en 
el plano de la gestión económica iban en gran medida encaminadas a bus-
car una forma de equilibrio entre los objetivos políticos perseguidos con 
las mencionadas reformas y la necesidad de estimular la economía para no 
exacerbar la situación imperante. 

Segovia (2002) plantea el panorama en los siguientes términos:

“Paralelamente a la ejecución de las reformas estructurales se im-
plementó un ‘Plan de Emergencia’ de expansión de demanda, desti-
nado a satisfacer las necesidades más urgentes de la población y a 
compensar la enorme baja experimentada por la inversión privada. 
(BCR, 1980; FMI, 1982). Para enfrentar la severa crisis de balanza 
de pagos ocasionada por la fuga de capitales y por el impacto de 
‘shocks’ económicos externos, y ante la imposibilidad política de 
implementar medidas de ajuste ortodoxas debido al estado de emer-
gencia imperante, el gobierno recurrió a un mayor endeudamien-
to externo, particularmente con el Fondo Monetario Internacional 
(1981), y a la adopción de severas medidas administrativas tenden-
tes a utilizar de la manera más eficiente posible las pocas divisas 
disponibles y a disminuir la demanda de las mismas”99.

En rigor, puede decirse que la expansión del sector público en términos 
de inversión, el incremento de los gastos administrativos provenientes del 
impulso de las reformas, y los gastos crecientes en materia de defensa y se-
guridad, en una mezcla de acciones propias de gobiernos intervencionistas 
y los primeros atisbos del conflicto armado, probablemente contribuyeron 

99  Segovia, Alexander. Transformación Estructural y Reforma Económica en El Salvador. 
Guatemala: F&G Editores, 2002. Pág. 15.
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a aminorar los problemas; pero no frenaron la caída de la actividad produc-
tiva, signo inequívoco de que las condiciones para reactivar la economía se 
deterioraban cada vez más.

Bajo esas circunstancias, la situación de las finanzas públicas se tornó bas-
tante crítica. El déficit fiscal, que había sido una variable moderada dentro 
de la disciplina financiera que había caracterizado al país, se elevó en el 
período de los gobiernos de transición a 6.9% como promedio en relación al 
PIB, cuando en los dos últimos gobiernos que habían concluido su período 
constitucional, osciló entre 0.4% y 2.2%.

Por su parte, los precios internos comenzaron a crecer aceleradamente por 
el efecto combinado del gasto gubernamental expansivo (la relación gas-
tos corrientes/gastos de capital se tornó negativa, con un máximo de 60% 
en 1982 y un promedio del 33.7% en el período 1980-1983) y la escasez, 
derivando en  una espiral inflacionaria de dos dígitos que se mantuvo hasta 
el final de la década. En promedio, durante el período 1984-1989 el alza 
generalizada de precios llegó al 24.7%.

Complicaba el panorama el deterioro del sector externo. La brecha comer-
cial con relación al PIB pasó de 5% (positiva) en 1979 al 4.5 % (negati-
va) en 1983. Solo por el deterioro de los términos del intercambio, en este 
mismo período el país dejó de percibir divisas por US$220.2 millones, de 
acuerdo con los cálculos de la CEPAL. Las exportaciones totales en ese 
mismo período, según la SIECA, cayeron 55%, mientras las destinadas a 
Centroamérica se contraían en 38%.

Aún más, a pesar de que las donaciones aportaron más de US$ 280 millones, 
el resultado acumulado en la cuenta corriente de la balanza registró un saldo 
negativo de US$ 599.6 millones en ese lapso. Bajo esas circunstancias, la 
pérdida de reservas internacionales netas registró un monto de US$227.5 
millones hacia el final del período100.

Otra expresión de la crisis del sector externo fue el aparecimiento del mer-
cado negro de divisas y posteriormente el surgimiento de tipos múltiples de 
cambio. El reconocimiento oficial de ese fenómeno llevó al BCR, en agosto 

100Naciones Unidas – CEPAL. Istmo centroamericano. Series históricas macroeconómi-
cas. México, 1996.
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de 1982, a autorizar a los bancos comerciales y al Hipotecario a comprar y 
vender dólares al precio del mercado negro. En retrospectiva, esto puede ser 
considerado como el inicio de una manipulación arbitraria –y sesgada– del 
tipo de cambio, que culminaría quince años después con la dolarización 
legal de la economía.

En ese escenario, de 1979 a 1983, el PIB se contrajo en 28% en términos 
reales, fenómeno que se reflejó en la caída espectacular que experimentó el 
ingreso por habitante, que se deterioró en casi 38% (Segovia y Melhado) 
aunque este último fenómeno era generalizado en toda la región. 

Sobre el particular, la CEPAL estimó que el ingreso real por habitante en 
1984 era igual al de 1972 en Costa Rica y Guatemala, al de 1970 en Hon-
duras;  al de 1965 en Nicaragua y al de 1960 en El Salvador. Es decir, en 
este aspecto el país había retrocedido casi un cuarto de siglo101. Atrás había 
quedado una larga trayectoria de constante crecimiento, que se remontaba 
a principios de los años cincuenta y que alcanzó su máxima expresión en el 
período comprendido entre 1960 y 1978.

Fue en este contexto bastante crítico que se que llevaron a cabo las eleccio-
nes de 1984. En estas participaron cinco institutos políticos, pero sólo dos 
(el PDC y ARENA) aparecieron desde el principio como favoritos, con sus 
candidatos Duarte y d’Aubuisson. Ganó el primero en segunda vuelta, pero 
su triunfo estuvo signado de señalamientos sobre la falta de transparencia 
del proceso. En el desenlace electoral, hubo manifestaciones de que el can-
didato ganador contó con el respaldo político y económico de los Estados 
Unidos. Acaso por eso, se habló eventualmente de que las elecciones se ha-
bían definido a través del fraude en las urnas, lo que, de ser cierto, tampoco 
era nuevo. Pero si hubo anomalías, no tuvieron la notoriedad de anteriores 
eventos electorales.

Aun así, con el triunfo de Duarte se vivió una verdadera fiesta cívica. De 
alguna manera,  con ello se reivindicaba del fraude de que él mismo fue 
objeto en las elecciones de 1972 y aparentemente se abría un nuevo capí-
tulo para la reconciliación de los salvadoreños, en la medida que el triunfo 
estuvo cimentado,  en buena medida, en los apoyos y el liderazgo que logró 

101CEPAL. Centroamérica: Bases de una política de reactivación y desarrollo. LC/MEX/
G-1. 1985.
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durante los tres períodos consecutivos que estuvo al frente de la alcaldía de 
San Salvador.

El respaldo de los Estados Unidos se veía además como un soporte econó-
mico muy importante para reactivar la economía y como un espaldarazo en 
el plano político para iniciar conversaciones con los alzados en armas, como 
él llamaba a la guerrilla. A esto se sumaban los esfuerzos que se hacían con 
las reuniones de Esquipulas, el Grupo de Contadora y el Grupo de Río.

Pero había otros problemas que no presagiaban nada bueno para la nueva 
administración. En efecto, en los primeros meses de 1984, se dio un re-
conocimiento de la guerra y se agudizó el conflicto, mientras la política 
económica restrictiva no tenía éxito respecto de sus objetivos explícitos, es 
decir, la estabilización.

En general, en el plano económico las cosas no seguían marchando bien, 
aunque durante el mandato de Duarte, al menos la economía se empezó a 
recuperar levemente para cerrar su mandato con un crecimiento promedio 
del 2.5%. Aunque modesto, este crecimiento puede considerarse como un 
gran logro, después de la caída brutal que experimentó toda la actividad 
productiva en los primeros años de la década.

A pesar de ese logro, puede decirse que la economía salvadoreña ya no fue 
la misma después de las reformas estructurales de finales  de los setenta y 
principios de los ochenta. El sector real había cambiado totalmente su es-
tructura y con ello el mapa productivo del país, donde se mezclaron malas 
políticas, las consecuencias del conflicto y un cuadro demográfico que co-
menzó a alterarse con los flujos migratorios.

Además del lento crecimiento y los cambios hacia la baja en la determina-
ción del PIB en los sectores importantes de la economía a lo largo de toda la 
década, –agropecuario 3% e industria 1.1%– se produjeron modificaciones 
en las variables financieras que, en gran parte, convalidaron la necesidad de 
optar por la estabilización y el ajuste, aunque como se ha dicho antes, El 
Salvador estuvo muy lejos de registrar los desajustes –relativos al tamaño 
de su economía– que se dieron en muchos países de América Latina. 

Pero como se verá más adelante, la estructura productiva que ya había dado 
muestras de alteración con la crisis, habría de experimentar a partir de en-
tonces una severa mutación, que paradójicamente y contrario a lo que se 
pretendía, se volcó hacia los bienes no transables.
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Una visión de conjunto de cómo se comportaron las principales variables 
macroeconómicas en el último período de rápido crecimiento y el quiebre 
de la tendencia, subdividido por los distintos gobiernos, se tiene en el cua-
dro Nº 1.

Cuadro Nº 1

Variables económicas por períodos presidenciales 1967-1989

Fuente: Melhado, Oscar (1997) 102  y elaboración propia con base a datos del BCR.

Mientras eso ocurría, en 1983 surgió a la vida institucional la Fundación 
Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social (FUSADES) que, con 
el tiempo, jugaría un papel determinante en la esquematización y desarrollo 
conceptual de un “nuevo modelo económico”, basado en los principios rec-
tores de la economía social de mercado.

Casi por el mismo tiempo (1985), se creó el Centro de Investigaciones Tec-
nológicas y Científicas (CENITEC), con el apoyo financiero de la funda-
ción Konrad Adenauer y con clara orientación demócrata cristiana, cuyo rey 
detrás del trono era el doctor Fidel Chávez Mena, alto dirigente del Partido 
Demócrata Cristiano y a la sazón, canciller de la República.

102El Salvador, retos económicos de fin de siglo. San Salvador, El Salvador: Editorial 
UCA, 1997. Pág. 128.
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El CENITEC jugó también un importante papel en materia investigativa, 
principalmente en el campo económico. Y aunque nunca llegó a tener el 
protagonismo de FUSADES, en su época también fue un referente muy im-
portante para discernir sobre la realidad nacional. Desapareció del escenario 
institucional del país en 2003, pero su contribución al conocimiento de la 
realidad nacional, sigue teniendo validez.

El protagonismo de FUSADES tuvo, por su parte, otras expresiones. De 
alguna manera, su creación vino a formar un nuevo espacio de diálogo al 
interior del sector privado, el que, sin restarle el protagonismo que tradicio-
nalmente ha ejercido de la cúpula empresarial, mediatizaba, por así decirlo, 
la confrontación entre el gobierno y el sector privado. Esto se hizo evidente 
durante la administración del presidente Napoleón Duarte, pues, mientras 
las gremiales empresariales se aferraban a las posiciones anti-reformistas y 
cuestionaban su modelo “comunitarista”, el considerado “tanque de pensa-
miento” del sector privado mantenía una relación más cordial con el gobier-
no de turno.

Así, el paso de Duarte por la presidencia del país –sin duda con un pensa-
miento y actitudes moldeados en el despojo del que él mismo había sido 
objeto en 1972– estuvo signado por la emergencia de muchos obstáculos 
que sin duda solo el apoyo de los Estados Unidos pudo de alguna manera 
suavizar.

A pesar de que en su gobierno participaron personalidades provenientes de 
la empresa privada o muy vinculadas con la misma, tuvo severas limitacio-
nes para entenderse con un actor importante, que ya de por sí resentía sus 
actitudes mesiánicas, una cierta altanería frente a personas acostumbradas a 
la pleitesía y a la adulación de parte de ciertos gobernantes, hasta la creencia 
de que podía doblegar a los militares, aliados tradicionales de los grandes 
grupos económicos.

Los intentos de pasar una reforma tributaria que los empresarios rechaza-
ban, porque la consideraban confiscatoria e inoportuna, le ocasionó una re-
pulsa generalizada que se concretó con un cierre de actividades que lideró la 
ANEP y sus principales gremiales y que llegó incluso a despertar el apoyo 
hasta de humildes vendedoras de los mercados.

Eso ocurrió el 27 de febrero de 1987. A partir de ese momento, hubo prácti-
camente una ruptura entre gobierno y sector privado, aunque algunos miem-
bros destacados de éste, se conservaron leales al mandatario.
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El presidente Duarte enfermó de gravedad cuando todavía estaba en el po-
der. Murió un 23 de febrero de 1990, es decir, a poco más de seis meses de 
haber dejado la presidencia, llevando sobre sus espaldas la enorme carga de 
la corrupción que practicaron a la luz del día muchos de sus funcionarios, 
el recuerdo de una hija secuestrada por la guerrilla, una economía virtual-
mente en ruinas, y probablemente la nostalgia de no haber visto el rumbo 
democrático que tomó el país, bajo una visión distinta de la suya.

Frente a ello, muchos lo recordarán como un hombre luchador por sus prin-
cipios, aunque algunos le resten méritos por haber tratado de cambiar el 
“establishment” por la supuesta vía democrática. De hecho, ha quedado re-
gistrado en la historia que fue el primer presidente que le entregó la banda 
presidencial a su sucesor –un civil– como producto de las pocas elecciones 
democráticas que se han realizado en el país. Pero esto pocos lo reconocen 
y todavía, después de casi veinte años de su deceso, hay algunos que con-
tinúan enlodando su memoria, señal inequívoca de que los salvadoreños 
seguimos marcados por el revanchismo de unos y la intolerancia de otros.
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CAPÍTULO IV

FACTORES INCIDENTES

A. SEMBRANDO EN UN TERRENO ABONADO

Antes de la década de los años ochenta, el estudio de la economía nacional 
estaba confinado a un reducido grupo de entidades, principalmente guber-
namentales, lideradas por el Ministerio de Planificación y el BCR. En el 
campo privado, las investigaciones sobre temas económicos se realizaban 
mayormente como exigencias académicas de las universidades, aunque no 
siempre resultaban en aportes sustantivos e imparciales acerca de la reali-
dad del país.

Este vacío fue llenado en gran medida con el surgimiento de FUSADES , 
en un momento en que la sociedad salvadoreña se debatía entre una especie 
de realidad virtual, donde el gobierno intentaba convencer al país de sus 
logros, mientras un sector privado beligerante cuestionaba, con la poca in-
formación a su disposición, la prédica oficial.

Aunque la Fundación se había presentado en sociedad con una serie de 
programas que incluían desde la promoción de la inversión extranjera, pa-
sando por la diversificación agrícola y el apoyo a la microempresa, hasta el 
fortalecimiento de la acción social; el programa estrella se asociaba con el 
Departamento de Estudios Económicos y Sociales (DEES).

Todos los programas de la institución constituían iniciativas importantes 
–además de novedosas– y alrededor de la mayoría giraba la intención de 
agregar valor a la economía, en el sentido estricto del término. El DEES, en 
cambio, fue creado como un “tanque de pensamiento” para, de alguna ma-
nera, inducir las decisiones empresariales en un momento de trascendental 
importancia para la vida económica y política de los salvadoreños.
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En este último plano, la contribución de FUSADES-DEES comenzó con 
su publicación anual más conocida: ¿Cómo está nuestra economía? Aun-
que sin grandes pretensiones, esta se convirtió con el tiempo en la versión 
privada más calificada, pero al mismo tiempo más sencilla, para entender 
el comportamiento de la economía. Con un ingrediente adicional, pues  al 
tiempo que se iba profundizando en la investigación y mejorando el método 
de análisis, los hallazgos se inscribían en un pensamiento que tenía como 
sustrato los fundamentos de la economía social de mercado.

En retrospectiva, puede decirse entonces que la Fundación se anticipó con 
bastante holgura a los cambios que vendrían años después con la asunción 
del primer gobierno de ARENA y, en buena medida, a los nuevos desarro-
llos que se impulsaron en materia de política económica, a partir de un esce-
nario internacional sumamente complicado que dio la pauta para replantear 
el permanente dilema dentro del mismo sistema capitalista: cuánto Estado 
y cuánto mercado. 

Y aunque sería impropio asociar esas primeras formulaciones en el campo 
económico a un intento deliberado de reivindicar el liberalismo a ultranza 
como opción al sistema socialista que ya había comenzado a hacer crisis, 
no se puede negar que algo distinto había empezado a emerger en el país, 
a partir del pensamiento que sobre las ideas de libre mercado comenzó a 
divulgar FUSADES.

Se ha dicho, por ejemplo, que el gobierno de los Estados Unidos privilegia-
ba en ese momento –entre sus programas de ayuda económica al país– la 
canalización de recursos para estimular la actividad privada. En los hechos, 
FUSADES fue recipiendaria de parte de esa ayuda con muy buenos resulta-
dos en casi todos sus programas, pero todo indicaba que el relacionado con 
la investigación en el campo económico y social, era uno de sus favoritos. 
Esto tampoco podía haber sido incidental.

A este respecto, es preciso recordar que en un momento del primer quinque-
nio de los ochenta, empresarios, junto con otros actores sociales integraron 
varias misiones que, bajo el patrocinio de la Fundación Konrad Adenauer, 
visitaron Alemania para estudiar su modelo de economía social de mercado. 
Entre los delegados hubo varios miembros de FUSADES que eventualmen-
te se convirtieron en transmisores y promotores de la idea de instaurar un 
modelo parecido en el país. Mi percepción, a partir de vivencias que per-
sonalmente tuve años más tarde, es que alguna influencia ejercieron en el 
posicionamiento de la Fundación, ese tipo de contactos. 
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Y en verdad, aunque el documento más emblemático de FUSADES dado 
a conocer a finales de 1985 (La necesidad de un nuevo modelo económico 
para El Salvador, lineamientos generales de una estrategia), no hace refe-
rencia explícita al marco doctrinario del modelo alemán, indirectamente lo 
adopta como premisa cuando en la parte introductoria señala: 

“La coordinación de las decisiones económicas de producción y de 
consumo, se realiza en el mercado. La participación del gobierno en 
la política económica debe acomodarse a las fuerzas del mercado y 
su política social debe tender, en la medida que lo permitan los re-
cursos disponibles, a cubrir aquellas necesidades vitales de la socie-
dad que difícilmente pueden satisfacerse a través del mercado”103.

Lo interesante de ese planteamiento es que constituye el punto de partida 
para conceptualizar las ideas fundamentales en torno a una estrategia de 
desarrollo que, basada en los principios que rigen la economía de mercado, 
sugería un cambio sustantivo en lo que había sido el andamiaje sobre el cual 
se había sustentado la expansión económica del país durante los veinticinco 
años previos. Sin embargo, esto es hasta cierto punto relativo, como se verá 
más adelante.

De hecho, al plantear las exportaciones como dinamizadoras del crecimien-
to, FUSADES no solo estaba proponiendo un modelo alternativo al de sus-
titución de importaciones –siguiendo la experiencia de varios países del 
sudeste asiático– sino además reivindicando las libertades económicas fun-
damentales tuteladas por un mismo Estado. Estamos hablando de un orden 
económico y social donde el Estado, entre otras funciones, se desempeña 
como árbitro eficiente para privilegiar la competencia y tutelar los derechos 
de los consumidores.

Aún más, los planteamientos de la institución también se hacían cargo de la 
crisis económica que vivía el país –aunque no en la forma en que la estaba 
enfrentando el gobierno de turno–, así como de aquellas reformas estructu-
rales dirigidas a potenciar el crecimiento en el largo plazo, pero sin apelar 
a acciones excesivamente intervencionistas de parte del Estado. Se trataba 
más bien  de adoptar un esquema de incentivos como los que se dieron par-

103Esta conceptualización recuerda las ideas planteadas por Heinz Lampert, en El orden 
económico y social de la República Federal de Alemania, en especial en el capítulo III 
Unión Editorial, Colombia, 1990.
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ticularmente en Corea del Sur, Singapur y Taiwán, cuando las economías 
se abrieron al comercio exterior. Desde este punto de vista, la institución se 
hacía eco de las bondades del mercado, aunque doctrinariamente mediati-
zaba la acción estatal.

Es reconocido que con el documento antes mencionado se abrió una amplia 
discusión acerca del modelo económico que más convenía al país y en esto, 
hay que reconocerlo, incidió mucho la ya sensible gravitación que ejercía 
la Fundación en la discusión de los problemas nacionales. Esto fue aprove-
chado de manera muy inteligente para divulgar su propuesta que, como se 
comprobaría después, tendría una influencia determinante en el programa 
económico del primer gobierno de ARENA.

Consecuentemente, a FUSADES pueden dársele créditos suficientes por 
haber desencadenado un proceso que eventualmente condujo a la reforma 
económica que inició el país a principios de la década de los noventa del si-
glo pasado, que tuvo en las ideas dominantes de la época, una base de apoyo 
muy importante. Con todo, los que estuvimos cerca del proceso, podemos 
afirmar que las ideas de la institución en torno al modelo económico,  fue-
ron sólo  el inicio de un largo trajinar.

En el XXV aniversario de la creación de FUSADES  celebrado el 16 de 
julio de 2008, su presidente, Antonio Cabrales, con la generosidad que le 
distingue, reconoció a Mirna Liévano, Rafael Rodríguez Loucel y a este 
autor, como los economistas salvadoreños que estuvieron más involucrados 
en la elaboración de ese documento, bautizado como el “golden book”, por 
el color de su portada104. Pero eso fue solo el principio de un largo periplo.

Quienes todavía trabajábamos en el DEES allá por 1988 (Rafael había re-
nunciado para ocupar una alta posición ejecutiva en la empresa privada, 
mientras Mirna se había trasladado a Washington por motivos familiares), 
sabemos que entre la divulgación del nuevo modelo y su virtual adopción 
por la administración Cristiani, se realizaron estudios en profundidad, prin-
cipalmente en lo concerniente al tema fiscal, la política cambiaria y algunos 
sectores estratégicos.

Es más, bajo la presión que ejercía especialmente el coordinador de la Co-
misión del DEES, Roberto Orellana Milla, sobre el reducido núcleo de eco-

104FUSADES, Memoria de Labores 2008
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nomistas “seniors” que quedábamos en el Departamento, nos atrevimos a 
elaborar el documento que se dio en llamar Bases para un programa de 
estabilización y ajuste estructural. Ahí ya se plantearon la apertura de la 
economía, la necesidad de sustituir el impuesto de timbre por el IVA, la 
eliminación del impuesto al patrimonio, la desregulación e incluso políticas 
sectoriales, principalmente en el caso de la industria y el agro.

Ese documento se mantuvo en el plano de la discusión interna, pero al me-
nos sirvió de base para que nosotros mismos nos percatáramos de que si 
FUSADES pretendía realmente incidir en el nuevo gobierno, independien-
temente de quién resultara electo en los comicios previstos para marzo de 
1989, tenía que trabajar en una estrategia integral en el campo económico 
y social. En un acto de ética profesional, nosotros fuimos los primeros en 
reconocer que para esto se necesitaba el apoyo de consultores externos, lo 
que de paso le daría más credibilidad a la posición que en definitiva asumie-
ra la institución105. 

Después de ese acto de contrición, se puso en movimiento un conjunto de 
acciones, comenzando con la contratación de un experto argentino que nos 
sugirió la Fundación Mediterránea que dirigía Domingo Cavallo, quien años 
más tarde se convirtió en  el súper ministro del presidente argentino, Carlos 
Saúl  Menem. La  misión de ese consultor  consistió en evaluar el trabajo 
que habíamos realizado en el DEES y sugerir futuros cursos de acción. En 
un breve informe, ese personaje reconoció lo meritorio del trabajo que ha-
bíamos realizado hasta ese momento, pero igualmente recomendó el apoyo 
de asesores experimentados.

A resultas de ello, Roberto Orellana Milla y Johnny Maldonado (Q.E.P.D) 
hicieron expresamente un viaje a Estados Unidos para contactar al doctor 
Arnold Harberger, quien se interesó en la invitación que le formularon am-
bos dirigentes para colaborar con la institución en la coordinación de un 
equipo de trabajo para la formulación de una estrategia que se hiciera cargo 
de los problemas de coyuntura y de sentar las bases para un crecimiento 
sostenido a mediano y largo plazo. Los resultados se empezaron a notar casi 
de inmediato.

105Hoy en día, FUSADES ya no tiene las limitaciones intelectuales de hace veinticinco 
años; de hecho cuenta con un equipo  de jóvenes economistas, casi todos con doctora-
dos en prestigiosas universidades de Estados Unidos y Europa.
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Si no recuerdo mal, el doctor Harberger hizo una primera visita a El Sal-
vador a finales de 1988, cuando ya los aires de diciembre empezaban a 
aparecer en el horizonte. El invitado se reunió primero con las autoridades 
superiores de FUSADES, potenciales funcionarios del futuro gobierno y, al 
final, con el personal del DEES.

A los economistas nos presentó la misma gráfica que, según supimos en su 
momento, les había hecho a Roberto y a Johnny para demostrarles cómo, 
a través del pago anticipado de la deuda externa, se podía desplazar la cur-
va de demanda por divisas y así aumentar su precio, para contrarrestar la 
apreciación cambiaria que ya en aquel momento estaban propiciando las 
remesas familiares.

Recuerdo que medio temeroso e indeciso le pregunté a este profesor emé-
rito de la Universidad de California los Ángeles (UCLA) que si no había 
otra forma de ajustar el tipo de cambio, considerando que en ese momento 
la deuda no era mayor problema pues apenas representaba el 20% del PIB 
(hoy llega más del doble), y que por el contrario el país tenía grandes re-
zagos en el campo de lo social y una infraestructura bastante deteriorada, 
producto de la guerra y de la misma situación económica. Los presentes se 
quedaron callados, mientras el profesor daba una explicación que no alcan-
cé a comprender, sin duda porque mi propia osadía me había hecho caer en 
un vacío mental.

Lo demás es de sobra conocido. FUSADES contrató al doctor Harberger 
para coordinar la elaboración de una estrategia económica y social, inician-
do con pequeños documentos de trabajo y que culminaron con una propues-
ta de fondo elaborada con la colaboración de Daniel Wisecarver106. Esta 
propuesta fue acompañada por un conjunto de estudios sectoriales a cargo 
de un numeroso grupo de profesionales chilenos y algunos argentinos, casi 
todos ellos sus ex alumnos, teniendo los primeros la experiencia de haber 
trabajado o haber visto de cerca el inicio de la transformación chilena bajo 
la dictadura de Pinochet107. 

106  FUSADES. Suggestions for economic policy in El Salvador. 1989.
107Es preciso mencionar que FUSADES ya tenía conocimiento directo de los éxitos de 

Chile desde que allá por 1984-1985 contrató a la Fundación Chile a fin de que le brin-
dara asesoría para el fomento y diversificación agrícola.
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El equipo del DEES tuvo por supuesto su espacio para colaborar con esos 
expertos, algunos con las credenciales de formar parte de los famosos “Chi-
cagos Boys”. Más adelante, el doctor Harberger aportó nuevas ideas sobre 
temas relacionados con el crecimiento de la economía108. 

Poniendo las cosas en su justa dimensión, se puede decir que fue a partir 
de esos estudios que se configuró el plan económico y social del gobierno 
del presidente Cristiani, no solo en lo atinente a los aspectos programáticos, 
sino también –y esto es quizás más importante– en cuanto a la orientación 
doctrinaria que tomó la gestión económica.

Naturalmente, para que esas ideas tuvieran sentido y un mínimo grado de 
seguridad de penetración en el nuevo gobierno, era necesario contar con el 
concurso de grupos influyentes conocedores del tema o permeables a los 
planteamientos de la Fundación. Más concretamente, era esencial para el 
nuevo gobierno rodearse de profesionales y empresarios calificados, que no 
solo fueran capaces de entender la nueva economía, sino también de disemi-
nar en la práctica los fundamentos del sistema de libre empresa.

Así, de las entrañas de la institución salieron, por ejemplo, la ministra de 
Planificación, Mirna Liévano de Márquez; el ministro de Hacienda, Rafael 
Alvarado Cano; el ministro de Agricultura y Ganadería, Antonio Cabrales; 
la viceministra de Educación que en poco tiempo asumió la responsabilidad 
principal de conducir el despacho, Cecilia Gallardo de Cano; el ministro de 
Economía, Arturo Zablah, que si bien no formaba parte de las autoridades 
de la Fundación, tenía un gran ascendiente entre los candidatos a funciona-
rios con más posibilidades.

Además, el presidente del BCR, Roberto Orellana Milla, que con el tiem-
po se convertiría en el funcionario de mayor influencia en el gobierno de 
Cristiani y que, incluso, continuó en la administración Calderón Sol hasta 
su renuncia para volver al negocio bancario privado que, aparentemente, ha 
sido siempre su pasión. De hecho, “Boby” había sido el más apasionado del 
nuevo modelo en FUSADES; consecuentemente, tenía ganado el derecho 
de piso en el gobierno de Cristiani.

108  Harberger, Arnold. Política económica y crecimiento económico. Lineamientos a se-
guir en El Salvador. (Hasta finales de la década de los 90). 1993.
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La lista anterior denota cuán importante fue la influencia de la Fundación en 
la conformación del primer gobierno de ARENA y, sobre todo, el enorme 
significado que tuvieron las formulaciones de la institución en la orienta-
ción que a partir del primero de junio de 1989 tomó la economía del país. 
Algunos analistas han sugerido incluso que el apoyo que el sector privado 
en general le brindó a la propuesta de la FUSADES surgió casi de manera 
automática con la incorporación de un numeroso grupo de miembros de la 
misma en el nuevo gobierno109.

Sin embargo, me consta que la participación de esas personas  en el go-
bierno de Cristiani también significó un trabajo previo de asimilación, co-
ordinación y conocimiento impresionantes. Esto incluyó conocer in situ el 
trabajo ministerial, para lo cual la misma Fundación colaboró decididamen-
te con su propio personal. A mí, por ejemplo, se me asignó el estudio de la 
organización y los programas en marcha del Ministerio de Economía. Igual 
labor hicieron otros compañeros cubriendo las carteras de Estado más im-
portantes. La apertura que expresamente ofreció el presidente Duarte para 
facilitar la transición, fue determinante en esta tarea.

Con esto, suponíamos, el camino estaba abonado para que el país iniciara la 
última década del siglo XX, teniendo como referente la construcción de un 
sistema económico basado en la libertad, la eficiencia y la inclusión, con la 
expectativa de la paz, dos pilares sobre las cuales se construiría una socie-
dad cualitativamente distinta.

B. UN MOMENTO PROPICIO PARA EL CAMBIO

Mientras todo aquello ocurría, en el centro del poder mundial se tomaban 
decisiones que eventualmente tuvieron un gran significado en el curso que 
tomó la economía. Por supuesto que en FUSADES ya estábamos un tanto 
familiarizados con los programas de estabilización y ajuste que patrocina-

109  Segovia da a entender que a partir de ese hecho, se restableció –a mediados de 1989– la 
alianza gobierno-sector privado, que se había roto a principios de los años ochenta, lo 
que a su vez facilitó la adopción de una “reforma encaminada a superar la crisis econó-
mica –que desde su concepción era el resultado de una década de guerra y del interven-
cionismo estatal y mal manejo económico realizado por el PDC– y a instaurar en el país 
un nuevo modelo económico basado en la iniciativa privada, en la liberalización y en la 
privatización”.
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ban el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional; pero sabíamos 
relativamente poco, por no decir casi nada, del que se dio  en llamar el  
Consenso de Washington110.

Como se dijo antes, este fue un proyecto que se nutrió en buena medida de 
las ideas de libre mercado impulsadas por Ronald Reagan y Margaret Tha-
tcher y que desde luego fueron respaldadas por dichos organismos. De esta 
manera, la adopción de su decálogo llevaba la impronta de un conservadu-
rismo profesado por dos de los máximos líderes mundiales del momento 
y su puesta en práctica por los principales organismos internacionales de 
financiamiento. Su influencia política y económica, no podía  por lo mismo 
ser ignorada.

En ese contexto, El Salvador tenía en ese momento condiciones especiales 
para impulsar su propia reforma económica siguiendo esas ideas, pues la 
ideología política y económica del nuevo gobierno así lo sugería. Sin em-
bargo, la reforma tampoco podía ignorar la incidencia del conflicto armado; 
de hecho, esta circunstancia le daba (o debería haberle dado) a la conduc-
ción de la economía, una connotación muy sui géneris.

En retrospectiva, se puede pensar que ante ese escenario el país bien hubiera 
podido optar por una reforma menos conservadora, por lo menos, para ser 
consecuentemente con los primeros planteamientos de FUSADES. Pero el 
dilema tampoco era sencillo, porque las mismas ideas dominantes en torno 
al mercado habían rebasado cualquier opción de corte intervencionista des-
pués de la estrepitosa caída de la ciudadela que le había servido de protec-
ción filosófica al socialismo real.

Más allá de toda connotación ideológica, había otras consideraciones que 
no se podían eludir. En efecto, la nueva opción de desarrollo implicaba, de 
acuerdo con la teoría, replantear la estrategia que había venido siguiendo 
el país desde la creación del MCCA. La tesis de que los aranceles a las 

110  En Centroamérica esos programas se remontan a 1982 con el caso de Costa Rica, 
cuando asumió la presidencia don Luis Alberto Monge, en medio de una profunda crisis 
fiscal y de balanza de pagos heredada del gobierno anterior presidido por el licenciado 
Rodrigo Carazo Odio. Para el caso véase Céspedes, Víctor Hugo; Di Mare, Alberto y 
Jiménez, Ronulfo: Costa Rica: Recuperación sin reactivación, especialmente Anexo 2 
(“Declaración de política de desarrollo del Gobierno de Costa Rica”). San José, Costa 
Rica: Academia de Centroamérica, 1985.
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importaciones sumamente elevados y todo el esquema de incentivos vigen-
te conspiraban contra la eficiencia del sistema económico, significaba –en 
buenas cuentas– reeditar los postulados de la teoría clásica del comercio 
internacional y rechazar el proteccionismo que campeó entre el Tratado de 
Versalles de 1919, y la finalización de la Segunda Guerra Mundial.

Significaba además, redefinir el rol del Estado en la economía, pero todo 
ello bajo las presiones que ejercían sobre el sistema económico mundial 
–como ya se dijo– los desequilibrios financieros y estructurales en que ca-
yeron muchos países como resultado de la crisis del petróleo de finales de 
los setenta, incluyendo los centroamericanos.

Con todo, los logros alcanzados por el país como producto de su participa-
ción en el MCCA no podían ser tirados fácilmente por la borda sin exponer 
en exceso a un sector que,  como el industrial, ya aportaba casi la cuarta 
parte del PIB y generaba exportaciones con un alto contenido de valor agre-
gado por una cifra casi equivalente.

Frente a ello, la nueva economía tenía otras condiciones favorables para 
asentarse como parte de un proyecto político, económico y social de largo 
plazo. Para la derecha del país, y así para ARENA, la forma en que gobernó 
la Democracia Cristiana no había abonado el camino para el mantenimiento 
de la armonía social y el progreso material y esto también era parte del sen-
timiento que logró transmitir el partido a buena parte de la población. Pero 
esta también era una visión reduccionista y desde luego muy ideologizada, 
porque, siendo objetivos, tampoco a la administración Duarte le había sido 
fácil impulsar su propio proyecto, debido precisamente al conflicto y a la 
franca oposición que encontró en los poderes fácticos, así tuviera el respal-
do casi incondicional de los Estados Unidos.

Con esos antecedentes, el triunfo de Alfredo Cristiani en las elecciones de 
1989 cayó como agua de mayo, según dice la sabiduría popular. Pero el 
juicio simplista de que el cambio de modelo económico era inevitable por-
que el país había llegado a situaciones inmanejables, también admite contra 
argumentos. Aun con el conflicto armado, la situación económica no era tan 
acuciante como la que vivió por ejemplo Nicaragua bajo el primer gobierno 
sandinista; es más, era más administrable que la de ciertos países de la re-
gión latinoamericana que no pasaban por ese tipo de dificultades.

Además, se contaba con el aval anticipado de la USAID, gran proveedora 
de fondos; igual que del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mun-
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dial. A pesar de todo, la reforma tenía que pasar varias pruebas y aunque 
algunas eran parte del mismo cambio estructural, se combinaban con otras 
de manejo estrictamente político para conformar un entramado sumamente 
complejo.

En una serie de artículos que publicamos en La Prensa Gráfica, una vez que 
se conocieron los resultados de las elecciones en marzo de 1989, y que titu-
lamos “La complicada agenda del próximo gobierno”, identificamos varios 
temas, a partir de una consideración del contexto político, económico y so-
cial prevaleciente. Entre estos estaba, en primer lugar, la consecución paz. 
Le seguían la reactivación económica, la reducción del tamaño del Estado 
y desregulación de la economía, el control del déficit fiscal, la moderación 
del desequilibrio externo, el saneamiento del sector financiero, la privatiza-
ción, las relaciones internacionales y, finalmente, la moralidad y la ética en 
el servicio público.

Concluíamos esa elaboración señalando que la misma no agotaba la agenda 
del nuevo gobierno, pero que en nuestro concepto recogía los grandes temas 
a los que debería abocarse la primera administración arenera para abarcar lo 
mayor posible y de manera prioritaria, la problemática que en esos momen-
tos enfrentaba el país. La administración Cristiani tenía muchos puntos a su 
favor para lograrlo111.

CAPÍTULO V

LA NUEVA ECONOMÍA

A. DOCTRINA  Y REFORMA ECONÓMICA

La gestión económica de los diferentes gobiernos de ARENA tiene la par-
ticularidad, entendible por lo demás, de que puede ser evaluada partiendo 
de la premisa de que todos actuaron bajo la misma línea de pensamiento a 

111   N. del A. El texto completo de esta serie de artículos se encuentra en Vidal, Juan 
Héctor. Por los senderos de la transición. San Salvador: Universidad Tecnológica de El 
Salvador, 1997. Págs. 4-10.
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partir de las bases filosóficas y doctrinarias que inspiraron la creación del 
partido, que claramente lo ubican dentro un conservadurismo inobjetable, 
tanto en lo político como en lo económico.

Sin embargo, esa especie de molde ideológico en modo alguno significa ig-
norar la libertad que tuvieron las cuatro administraciones para imponerle su 
propio sello a la conducción económica. El punto está en que todos ellos se 
mantuvieron dentro de la misma línea estratégica que fuera trazada durante 
la primera: mercado, mercado y más mercado. En este sentido, se les puede 
dar créditos en al menos dos aspectos.

Primero, trataron de ser consecuentes con la lógica que inspiró la reforma 
económica y el mismo modelo; consiguientemente, no dieron pasos hacia 
atrás (aunque sí en falso) que pudieran haber conducido a un cambio de ruta 
o cuando menos a entorpecer el proceso. Pero este mérito no debe tampoco 
interpretarse como signo de éxito, sino simplemente como expresión de 
continuidad en materia de gestión sustantiva.

Segundo, supieron mantener la lealtad de su aliado natural –los empresa-
rios–, porque siempre reivindicaron los principios de libertad como guía 
orientadora de sus actuaciones en materia económica. Esta especie de alian-
za resultó disfuncional cuando, veinte años después, ARENA ya no pudo 
acceder a un quinto período al frente del Ejecutivo.

Desde la perspectiva de la izquierda, las cosas se planteaban de manera más 
contundente. La noción más divulgada es que la línea de ensamblaje sobre 
la cual habían venido trabajando las cuatro administraciones, y diseñada 
a imagen y semejanza de la que operó en varios países latinoamericanos, 
nunca funcionó. Para ellos, entonces, el pecado original está en el mismo 
modelo, donde el eje de acumulación no permitió un crecimiento robusto y 
sostenido y menos una distribución más equitativa del ingreso nacional. 

Consecuentemente, poco crédito le han dado a la apertura, la estabilidad, 
el funcionamiento más ordenado de los diferentes mercados y al hecho que 
el país hubiera sido afectado con frecuencia por un contexto internacional 
adverso y los consabidos desastres naturales. La objetividad se pierde en-
tonces en un mar de discusiones en el plano ideológico.

Con todo, al final lo relevante es poner en perspectiva la estrategia de desa-
rrollo que había venido siguiendo el país durante las últimas dos décadas, 
la que, como se dijo, quedó definida durante la primera administración are-
nera. En todo caso, es válido preguntarse si en El Salvador –con el rumbo 
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que tomó la economía a partir de la administración Cristiani– también se 
crearon las bases sólidas para “institucionalizar el cambio” bajo un marco 
de políticas públicas que se suponía iban a conducir a la transformación 
económica y social del país.

A partir de los resultados electorales del 15 de marzo de 2009 –y a pesar del 
rostro distinto que exhibe el país después de veinte años– la conclusión es 
que la mayoría de la población quería un cambio. Sin duda, este cambio se 
dio bajo la influencia de varios factores cuyo análisis trasciende este traba-
jo; lo que no puede omitirse, es aunque sea una insinuación de la incidencia 
que tuvo en el mismo, la conducción de la economía. En realidad, aunque 
esta no tiene por qué hacerse cargo de todas las demandas que la  sociedad 
le plantea a sus gobernantes, tampoco es neutral a los acontecimientos que 
se dan en el plano político como producto de la misma dinámica social que 
genera el contexto.

De alguna manera, la conducción económica durante las cuatro administra-
ciones de ARENA generó expectativas que probablemente no fueron asi-
miladas con suficiente apertura ni por los mismos dirigentes del partido. 
Consecuentemente, aunque la reforma económica iniciada en la primera ad-
ministración de ARENA y sus desarrollos posteriores no explican del todo 
la nueva opción por la que se inclinó la sociedad salvadoreña, si ayudan a 
poner en tela de juicio los beneficios que han derivado de un modelo econó-
mico que supuestamente había llegado para quedarse.

En este orden, el examen de los resultados logrados en las principales áreas 
que cubrió la reforma económica puede arrojar alguna luz sobre los nuevos 
desafíos que se le presentan al país, en un momento en que el mundo entero 
es víctima de una crisis casi sin antecedentes, gestada en las mismas entra-
ñas del capitalismo.

B. EL PUNTO DE PARTIDA 

Alfredo Cristiani tomó posesión el primero de junio de 1989, en un am-
biente de marcadas expectativas. Precedido de un mensaje que planteaba  
grandes espacios para el desarrollo de la iniciativa privada, más y mejores 
oportunidades de empleo, mayor atención a los sectores sociales, entre otras 
ofertas de cambio, la mayoría estaba entusiasmada, aunque las elecciones 
no las hubiera ganado por una amplia mayoría.
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Abonaba a aquella sensación, un plan económico y social bien estructurado 
que combinaba la esencia de los programas de estabilización y ajuste que 
ya habían empezado a implementarse en América Latina con el crecimiento 
económico y, sobre todo, su oferta de trabajar intensamente por la consecu-
ción de la paz. Para el sector empresarial en particular, el atractivo principal 
era la instauración de una economía de mercado que, al menos en el discur-
so, marcaba una enorme distancia del gobierno anterior.

En este aspecto concreto, en el capítulo II del Plan, se establecen los Pos-
tulados Económicos Básicos, anticipando que el gobierno de El Salvador 
buscaba establecer las condiciones para desarrollar una economía basada 
en los principios de una sociedad libre. Al efecto sostiene: “Una economía 
social de mercado es consistente con ese objetivo, pues sus fundamentos 
descansan sobre principios de libertad, de propiedad privada, de mercado 
libre y de competencia, con un Estado subsidiario, no interventor”112.

A partir de esta conceptualización, el Plan incorporaba los siguientes pos-
tulados económicos:

• LA PROPIEDAD PRIVADA ES CONDICIÓN NECESARIA PARA LA 
EFICIENCIA DE LA PRODUCCIÓN. La propiedad privada es lo que 
más se ajusta a la naturaleza humana (no dice que es inherente a, como 
lo sugiere el derecho natural), ya que le da todos los incentivos a la per-
sona para producir. Garantiza que se obtendrá el beneficio del esfuerzo 
empleado para la producción, que toda inversión presente dará un bene-
ficio futuro al inversionista y asegura al propietario que sus hijos podrán 
disfrutar el fruto de su trabajo.

• EL MERCADO LIBRE ASEGURA LA MEJOR ASIGNACIÓN DE 
RECURSOS. El mercado es la interacción de los miembros de la so-
ciedad, es una “democracia económica” en acción. Toda persona es un 
consumidor y, por lo tanto, requiere de ciertos productos que necesita y/o 
desea. Hay un grupo de personas que son productores y estos llenan las 
necesidades de la población. Por esa razón se denomina a este sistema la 
“soberanía del consumidor”.

112 MIPLAN. Plan de desarrollo económico y social 1989-1994. Pág. 9.
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Cuando una persona adquiere un artículo, emite un “voto” en favor de un 
producto de una marca determinada y un “voto” en contra de los que no 
adquiere. El productor recibe este mensaje y si satisface las necesidades 
de la población seguirá sirviéndola, pero si falla, el rechazo de los con-
sumidores lo hará salir del mercado.

El libre funcionamiento del mercado asegura que los precios que re-
sulten de esta interacción serán los de equilibrio. Bajo esta condición, 
todos los que quieran comprar el producto lo obtendrán, y todos los que 
quieran venderlo también lo lograrán. No debe haber intervenciones di-
reccionales del Estado en la asignación de recursos.

• LA COMPETENCIA GARANTIZA EL FUNCIONAMIENTO DEL 
MERCADO. Para poder asegurar que el consumidor sea el soberano y 
que el productor no tome ventaja del mismo, se necesita que el Estado no 
intervenga limitando o entorpeciendo la libre competencia. Si hay libre 
competencia, las empresas que prevalezcan en el mercado serán más efi-
cientes y el consumidor será beneficiado porque podrá adquirir los pro-
ductos que desee a un precio más bajo y con una calidad que maximiza 
su beneficio.

La competencia garantiza que no haya ni monopolios ni oligopolios ar-
tificiales; en caso que el mercado, a causa de imperfecciones que este no 
pueda superar, cree situaciones monopólicas, el Estado deberá normar 
para evitarlas en beneficio de los consumidores.

• EL ESTADO TIENE UN PAPEL SUBSIDIARIO. El rol del Estado debe 
ser normador y garante para que el mercado funcione libremente y exen-
to de abusos y manipulaciones. El Estado debe actuar como árbitro en 
todas aquellas circunstancias que son indispensables para el libre (eficaz, 
diríamos nosotros) funcionamiento del mismo. El Estado no debe produ-
cir, comercializar, fijar precios, ni intervenir en aquellas actividades que 
solo corresponden a la sociedad.

Como puede apreciarse, desde el enunciado general previo a los postulados 
como tales, se percibe una concepción de la nueva economía, aunque con un 
sustento filosófico-doctrinario relativo. Las ideas rectoras del nuevo mode-
lo están sin duda presentes, pero estas aparecen un tanto sueltas –en cierto 
modo, difusas– y por lo mismo con poca coherencia, aunque se mantenga 
la idea general.
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Algo que podría explicar la falta de una mayor profundidad en la concep-
tualización de un modelo que estaba supuesto a transformar radicalmente el 
sistema económico y social del país, podría estar relacionado con lo com-
pendioso que resulta asimilar nuevos conceptos e ideas en un ambiente ex-
cesivamente ideologizado –pero “light” en propuestas claras– donde puede 
haber intencionalidad en cuanto a propósitos, pero no la fortaleza y conoci-
miento para llamar las cosas por su nombre.

En cuanto a la estrategia de desarrollo económico y social como tal, y más 
concretamente en cuanto a la definición de los principios rectores de la eco-
nomía de mercado sustentados en la misma doctrina, los planteamientos de 
FUSADES eran mucho más contundentes y clarificadores que los que se 
incorporaron en el Plan de Desarrollo.

Sin embargo, un recuento “ex post” de quien en su condición de ministra 
de Planificación tuvo la importante función de coordinar el gabinete econó-
mico durante la administración Cristiani, retoma objetivos del Plan en los 
siguientes términos: 1) crear las condiciones para erradicar la pobreza, 2) 
lograr un crecimiento sostenido, 3) reducir la participación del Estado en la 
economía, y 4) utilizar más plena y eficientemente los recursos del país113.

Con excepción del objetivo 3, los demás son, en realidad, una constante 
en cualquier programa económico responsable, independientemente de la 
ideología del gobierno que pretende impulsarlo. Pero el hecho de que de 
una forma explícita se incorporara el redimensionamiento del Estado en 
la movilización de recursos, ya sugería un cambio fundamental en lo que 
había sido la tradición del Estado salvadoreño a partir de la Constitución de 
1950.

Según el criterio de la ex ministra de Planificación, el enfoque o forma de 
abordar esos temas permitía una coherencia total. Por ejemplo, “en vez de 
subsidios generalizados, controles de precios, tasas de interés que distorsio-
naban todo el funcionamiento de la economía de mercado, se planteaban 
subsidios focalizados que (favorecieran) únicamente a quienes más los ne-
cesitaban”.

113 Liévano, 1997. Pág.14.
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Rivera Campos (2000) lo pone en estos términos:

“Un elemento aglutinador del nuevo programa era la promoción 
del libre mercado, a través del cual se facilitaría el logro de los ob-
jetivos mencionados. Dentro de esta visión el mercado constituía el 
mejor y más eficiente asignador de los recursos, por medio del cual 
el sistema de precios refleja la escasez relativa de los bienes; a su 
vez, la sustitución el Estado por el mercado, al liberar las fuerzas 
de la iniciativa privada, impulsaría, según el modelo, el crecimiento 
sostenido, apoyado en la asignación eficiente de los recursos […] El 
objetivo de la creación de las condiciones para erradicar la pobreza 
era un resultado inducido por el crecimiento sostenido, cuya base 
se puede asimilar a la llamada teoría del rebalse: los beneficios del 
crecimiento desbordan hacia los pobres”114.

Independientemente de esos enfoques, el Plan, al menos en teoría, se hacía 
cargo de los desequilibrios reales y financieros que venía arrastrando la eco-
nomía, dentro de una secuencia lógica, como se puede apreciar en la tabla 
No. 2.

Un somero análisis del contenido de estos elementos estratégicos indica 
que el Plan respondía en gran medida a los enfoques que sobre los temas 
de estabilización y del ajuste tenían algunos organismos internacionales, 
particularmente para evitar grandes costos sociales. La CEPAL insistía par-
ticularmente en este tema, a partir de algunas experiencias, donde el caso de 
Costa Rica adquiría relevancia por el carácter recesivo que tuvo el ajuste.

En ese sentido dicho organismo recomendaba, por ejemplo, procurar el lo-
gro de los objetivos relacionados con el equilibrio del sector externo y la es-
tabilización del nivel interno de precios en forma sucesiva y no simultánea. 
En su concepto, la tentativa de lograr esos dos propósitos simultáneamente, 
aumentaba el peligro de causar una recesión, lo cual, además de representar 
un elevado costo social, incrementaba la probabilidad de que, después de un 
tiempo, se abandonara la política de estabilización, con las consecuencias 
previsibles en el resurgimiento de las presiones inflacionarias115.

114  Rivera Campos, Roberto. La economía salvadoreña al final del siglo: Desafío para el 
futuro. FLACSO, Programa El Salvador, 2000.

115 CEPAL. Crisis económica y políticas de ajuste, estabilización y crecimiento. Santiago 
de Chile.1986. Pág. 29.
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Por los resultados obtenidos, todo indica que las cosas se manejaron en el 
país con esa lógica, aunque como se dice en otras partes de este trabajo, El 
Salvador no confrontaba, considerando en todo caso el tamaño de su econo-
mía, desequilibrios reales y financieros tan abultados como otros países. El 
que el ajuste no resultara al final recesivo, es una expresión de que el costo 
social tampoco fue traumático en términos de empleo, caída del consumo, 
restricciones para importar, etc. Más bien fue todo lo contrario.

Tabla Nº 2

Líneas de acción de la estrategia del Plan de Desarrollo Económico 
1989-1994

Fuente: Ministerio de Planificación y Coordinación del Desarrollo Económico y Social. Plan de 
desarrollo económico y social 1989-1994, pág. 15. Junio 1990. 
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CAPÍTULO VI 

POLÍTICA COMERCIAL

A. PROCESO DE DESGRAVACIÓN

Se puede afirmar que hasta 1989 la política comercial salvadoreña, en lo que 
corresponde a uno de sus principales componentes –los aranceles– estaba 
en gran medida determinada por los compromisos adquiridos en el marco 
del programa de integración económica regional. Sin embargo, aquella tam-
bién respondía a objetivos fiscales que, hasta cierto punto, se hacían cargo 
de la pérdida de ingresos ocasionada por la eliminación de los impuestos a 
las importaciones procedentes de Centroamérica, a medida que se perfec-
cionaba el MCCA.

Ambas vertientes encontraban en el arancel común su punto de encuentro, 
pues alrededor del mismo se erigió un esquema tarifario para proteger a la 
naciente industria regional de la competencia extranjera, en concordancia 
con el modelo de sustitución de importaciones que adoptaron los cinco paí-
ses y que tuvo su expresión concreta con la suscripción del Tratado General 
de Integración en diciembre de 1960. El cuadro Nº 2 muestra la transforma-
ción arancelaria como producto de la adopción del modelo de sustitución 
de importaciones.
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Cuadro Nº 2

Centroamérica: Nivel de arancel antes y después del Programa de 
Integración Económica

Fuente: IBRD-IDEA. Report of the Industrial Finance Mission of Central America, the common 
market and its future”. En Lizano Fait, Eduardo. Integración y Desarrollo en Centroamérica. Teguci-
galpa, Honduras: Banco Centroamericano de Integración Económica, 1994.

Como puede observarse, el arancel uniforme era bastante proteccionista y 
su principal razón de ser era la de resguardar, a nivel regional, la “industria 
infante”. Sin embargo, en la práctica, las tarifas nacionales, tanto en térmi-
nos nominales como efectivos, se distanciaban bastante de la tarifa común, 
debido a que cuando se negoció el esquema, los países se reservaron ciertos 
márgenes de maniobra para enfrentar sus propias realidades, principalmente 
en materia fiscal, balanza de pagos y los objetivos de desarrollo relaciona-
dos con determinadas actividades productivas.

No obstante, los logros alcanzados bajo ese esquema arancelario y las polí-
ticas de apoyo principalmente en el plano fiscal, tampoco pueden desvalo-
rizarse. De hecho, la alta participación que alcanza en El Salvador el sector 
industrial en la generación del PIB y el grueso de las exportaciones a Cen-
troamérica, tienen  a la base el modelo de sustitución de importaciones. 

Paradójicamente, toda la argumentación técnica a favor de la apertura giraba 
en torno al excesivo costo que le imponían los aranceles a las exportaciones, 
aunque el país contara con una base industrial capaz de competir con alguna 
holgura con los países centroamericanos. Ciertamente, el alto contenido de 
importaciones en cada dólar exportado a la región no podía ser ignorado, 



112

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

pero tampoco se podía pasar por alto una realidad económica regional, que 
ha conservado su importancia aun en épocas de anormalidad. El cuadro Nº 
3 ilustra dos escenarios de crecimiento con y sin integración.

Cuadro Nº 3

Tasa de crecimiento estimado del PIB, según dos hipótesis 1972-1980

(Precios constantes de 1960)

Fuente: SIECA. El desarrollo integrado de Centroamérica en la presente década, Tomo I. 1973. Pág. 
49.

Sin embargo, también hay que reconocer que había un factor de tipo prác-
tico para restarle importancia al arancel proteccionista como instrumento 
de recaudación fiscal. Los estudios que se formularon inicialmente en FU-
SADES señalaban que entre los rangos extremos que configuraban la tarifa 
regional, en el caso de El Salvador había “mucha grasa”. Esta era una forma 
un poco técnica de decir que el arancel estaba distorsionado por las exen-
ciones explícitas o implícitas, los subsidios cruzados y otras figuras que 
erosionaban los ingresos fiscales y reducían el significado proteccionista 
de los altos aranceles. En estos estudios se llegó a establecer que el arancel 
promedio efectivo nominal era de entre 4.5% y 5%, aunque la tarifa oscila-
ba en un rango que iba de 0 hasta el 290%.

Aun así, el tránsito de un modelo de sustitución de importaciones a uno 
orientado hacia las exportaciones significaba revalorizar toda una estrategia 
de desarrollo que se había venido siguiendo por casi cincuenta años, y que 
adquirió providencialmente mayor fuerza a medida que se comenzaba a 
debilitar el modelo agro exportador.
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Con todo, ese cambio definitivamente resultaba bastante atractivo, parti-
cularmente a partir de los éxitos de los países asiáticos con sus agresivos 
planes de expansión de la base exportadora, teniendo como antecedente –
precisamente– una estrategia previa de sustitución de importaciones, como 
ya se señaló. Sin embargo, la naturaleza hasta cierto punto conflictiva que 
algunos teóricos veían en ambos esquemas no resultaba fácil de dilucidar, 
por el esfuerzo –y los riesgos– de desmantelar un esquema que también 
había resultado exitoso.

Pero la transición tenía otros matices que, en retrospectiva, pueden consi-
derarse también sumamente importantes. Para el caso, se ha sugerido que 
la adopción de la estrategia de crecimiento hacia fuera, y de manera más 
general los programas de ajuste, distrajeron gran parte de la atención del 
esfuerzo regional de integración. Lizano plantea esta situación en los si-
guientes términos:

“La evolución de los acontecimientos en los años ochenta obligó 
a los centroamericanos a dirigir su atención principalmente a los 
problemas internos. La integración económica regional (IER) per-
dió importancia relativa en el orden de prioridades. De una parte, 
la crisis económica (la inflación, el endeudamiento externo, el des-
equilibrio de las finanzas públicas, la inestabilidad cambiaria) y de 
otra, los conflictos cívico-militares, exigieron a los gobiernos dedi-
car prácticamente toda su atención y todo su esfuerzo a solucionar 
estos problemas. Además, tampoco pueden olvidarse las catástrofes 
naturales (huracanes, terremotos) que ocurrieron en algunos de los 
países de la región […] La IER quedó relegada a un segundo pla-
no”116.

Y en verdad, todos estos eventos contribuyeron de manera determinante a 
potenciar más el interés por los programas de ajuste y estabilización como 
elementos esenciales de la reforma, a pesar de que ya habían planteamientos 
para compatibilizar la apertura con el llamado regionalismo abierto, que 
busca conciliar las políticas propias de las zonas integradas con la crea-
ción de condiciones para que, como un todo y los países en lo individual, 
lograran  una mejor inserción con economías más abiertas entre sí y con el 
resto del mundo117. De alguna manera, los compromisos regionales seguían 

116  Lizano Fait, Ibíd.; Pág. 251.
117 CEPAL, “Integración Centroamericana: Beneficios y Costos”. 2004
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gravitando en esos planteamientos, lo mismo que el éxito logrado con el 
modelo de sustitución de importaciones. De esto estaban conscientes los 
mismos gobiernos.

Que la región se debatía en un dilema, también es cierto, y esto se puede 
constatar cuando la Cumbre de Antigua, celebrada del 15 al 17 de junio de 
1990, se pronunció por:

• Una estrategia conjunta de apertura de las economías, como base para 
impulsar el desarrollo sostenible de Centroamérica.

• Un proceso de integración y reestructuración de las instituciones, con el 
fin de alinearlas con la apertura de las economías.

• Adopción de un nuevo arancel común.

• Análisis de la participación centroamericana en el GATT y de la posibi-
lidad de una acción conjunta en este campo.

Estos son sólo cuatro acuerdos de los trece compromisos asumidos en esa 
oportunidad, pero claramente expresan y recogen desafíos y realidades que 
ya en ese momento enfrentaba la región para lograr una mejor inserción en 
el mercado global, aprovechando, en cualquier caso, toda una trayectoria de 
cooperación que podía incluso ser utilizada como arma de negociación al 
momento de incurrir en compromisos globales, como suponía la incorpora-
ción de los cinco países al GATT.

La necesidad de aprovechar esa fortaleza siempre estuvo presente en los 
enfoques que sobre la apertura de la región tenían los organismos más re-
lacionados con el tema, como la SIECA y la CEPAL. La preferencia cen-
troamericana –que se consideró como una de las principales fortalezas del 
MCCA– adquiría en este sentido un significado todavía más importante por 
el impacto que podía tener al interior de la zona, el que un país iniciara 
unilateralmente su apertura con países de fuera de la región, así fuera en el 
ejercicio de un derecho soberano de manejar su política comercial externa 
de acuerdo con sus particulares intereses. La integración regional, en ma-
teria arancelara, no estaba basada en acuerdos vinculantes como la Unión 
Europea.

De esa cuenta, las primeras etapas de desgravación arancelaria se mate-
rializaron en El Salvador conforme estaba previsto en el cronograma que 
formaba parte del Plan de Desarrollo Económico de la administración Cris-
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tiani. La reducción de los aranceles en esta primera fase se consigna en el 
cuadro Nº 4.

Cuadro Nº 4

El Salvador: Reducción arancelaria 1989-1994

Fuente: Banco Mundial. El Salvador: Meeting the challenge of globalization. Washington, 1995.

Los ajustes tarifarios y su cronología denotan la firmeza con que, por lo 
menos en la fase inicial, siguió uno de los principales ejes de la reforma, 
sin que la misma causara grandes traumatismos. Es más, el crecimiento 
continuado de las ventas a Centroamérica, aun durante la segunda etapa de 
desgravación, parecería indicar que en los hechos no había una contradic-
ción total entre el modelo de sustitución de importaciones y la estrategia de 
crecimiento basada en las exportaciones, como lo sugerían los defensores 
del aperturismo.

Sin duda, la amplia dispersión tarifaria también permitía márgenes impor-
tantes para reducir los aranceles –en unos casos de manera sensible– sin 
causar mayores perjuicios al conjunto de la economía, aunque claramente 
ello iba en contra de los intereses de algunos productores locales que com-
petían con las importaciones en base a los altos aranceles. En este sentido, 
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no se puede descartar que se haya dado durante el proceso un intenso “lo-
bby” de algunos empresarios, si no para impedir la desgravación, por lo me-
nos para dosificar la profundidad y diferir un poco en el tiempo la reducción 
arancelaria118.

Lo que sí es cierto es que, contrario a lo ocurrido en algunos países cen-
troamericanos, en El Salvador no hubo una controversia abierta entre los 
sectores representados en las gremiales que postulaban por una rápida aper-
tura, como la Cámara de Comercio e Industria, y los que se inclinaban por 
un proceso más gradual, agrupados en la Asociación Salvadoreña de In-
dustriales. Si durante el proceso se presentaron diferencias, las mismas se 
mantuvieron con perfil bajo con la participación cercana de la ANEP para 
conciliar posiciones. Esto me consta.

En todo caso, en la visión de las gremiales del sector privado, la reducción 
de aranceles tenía que seguir de manera gradual, una vez que se superara 
la “etapa fácil”. Consecuentemente, los empresarios se mantuvieron a la 
expectativa de los futuros desarrollos en este tema específico como en los 
otros componentes de la reforma, siempre con actitudes proactivas, pero sin 
bajar la guardia.

La “supervisión” que ejercía el sector privado sobre todo el proceso de re-
forma, se puso de manifiesto cuando a pocos meses de que Cristiani asu-
miera la presidencia, la ANEP, con el apoyo de todas sus gremiales, fijó 
posiciones, no solo en el tema arancelario, sino también  de manera general 
en torno al programa de estabilización y ajuste, donde la noción de la gra-
dualidad y las políticas sectoriales, ocuparon espacios importantes 119.

En un estudio más específico realizado dos años más tarde se lee: 

“Durante 1992 continuó deteriorándose aceleradamente el sector 
externo, como resultado del escaso dinamismo mostrado por las ex-

118  N. del A. Un empresario me comentó que fue afectado por la forma en que se negoció 
la incorporación de El Salvador al GATT, asegurándome que en su sector hubo fuertes 
presiones para que la protección a productos terminados –que también se utilizaban 
como materias o insumos para cierta rama de alimentos– se mantuviera alta, porque de 
esa forma se favorecía a los importadores, pero con un daño colateral significativo a los 
fabricantes industriales de productos terminados.

119 ANEP. “Reflexiones sobre el Programa de Ajuste Estructural”. Revista Unidad Empre-
sarial, No. 1, enero-febrero 1990.
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portaciones y el aumento drástico que registraron las importacio-
nes. La política cambiaria seguida por las autoridades monetarias 
y la reversión del comportamiento de los precios internos, provoca-
ron la sobrevaluación del tipo de cambio nominal, perjudicando las 
exportaciones y volviéndolas menos competitivas, estimulando en 
cambio las importaciones, aun en rubros en los que existe produc-
ción doméstica.

El deterioro observado en las relaciones comerciales del país, tuvo 
lugar en el marco de un aceleramiento de la desgravación arance-
laria, lo que virtualmente convirtió a la economía salvadoreña, en 
la más desprotegida de Centroamérica”120.

Puesto en una perspectiva de más largo plazo, lo señalado por los empresa-
rios adquiere mayor significado cuando se considera el magro desempeño 
de las exportaciones durante casi toda la década de los noventa y el signifi-
cado de ese comportamiento, teniendo en cuenta la importancia que se les 
atribuía en el nuevo modelo  económico. 

Ya por  aquella época, el sector privado organizado encontraba en la falta 
de preparación del país algunas explicaciones para el pobre desempeño que 
seguía exhibiendo el sector exportador. Al ahondar en las causas de ese 
comportamiento, el documento antes referido señala:

“Desde otro ángulo, continuaron afectando el desempeño del co-
mercio exterior, las condiciones precarias en que se encuentra toda 
la infraestructura de apoyo a las exportaciones: energía, puertos, 
carreteras, aduanas y telecomunicaciones –para mencionar solo al-
gunos servicios claves– que todavía no responden a los requerimien-
tos de competitividad que demanda el acceso a nuevos mercados y a 
la necesidad de potenciar las actividades productivas que aumenten 
la base exportadora”.

En un juicio que parecía anticipar lo que le deparaba al país si no se enmen-
daba el rumbo, los empresarios afirmaban: 

120  ANEP. “Algunas consideraciones sobre la brecha comercial y la política económica”. 
Revista Unidad Empresarial, No. 20, marzo-abril 1993.
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“Si el marcado desajuste en las relaciones comerciales globales del 
país no ha causado efectos perniciosos visibles para la economía en 
su conjunto, ello puede atribuirse al respaldo financiero que se ori-
gina mayormente en las remesas familiares (el subrayado es nues-
tro) las que, junto con las donaciones oficiales, representaron en 
1992 el 39.4% de las importaciones y el 50.8% del déficit comercial 
total”121.

Aun así, El Salvador (el país integracionista por excelencia) se distanciaba 
en el plano comercial de sus socios centroamericanos bajo la consigna de  
algunos de los principales formuladores de la política económica que le 
restaban importancia al MCCA. En sus planteamientos, que los conocíamos 
perfectamente, hasta sugerían de manera ingenua, que el país podía en ade-
lante arreglárselas solo. Algo de esto había detrás de la idea peregrina que 
se manejó en 1995 de optar por el arancel cero.

Como quiera que sea, el proceso de desgravación arancelaria iniciado du-
rante la administración Cristiani continuó en los años siguientes por un cau-
ce más moderado, mediante  negociaciones con los otros países centroame-
ricanos llevadas a cabo ese mismo año, de acuerdo con un calendario que se 
extendía hasta 1999. El cuadro Nº 5 ilustra en el tiempo la variación de los 
aranceles de acuerdo a la clasificación económica de las importaciones.

Así, pudo conciliarse, en definitiva, la apertura comercial con el funciona-
miento del MCCA. Sin embargo, el PNUD, en el Segundo Informe sobre 
Desarrollo Humano de Centroamérica y Panamá (2003), al referirse al tema 
de la desgravación arancelaria a nivel regional señala lo siguiente: “Costa 
Rica, Honduras y El Salvador se adelantaron en ese proceso; contrario a lo 
que ocurrió en Nicaragua donde las condiciones sociopolíticas imperantes 
en la década de los ochenta, habrían incidido en la forma tardía, en compa-
ración al resto,  que se sumó al esfuerzo de apertura. A su vez, Guatemala 
destaca no tanto por la dilación en iniciar el proceso, cuanto por la lentitud 
con que el mismo tuvo lugar”. 

Lo que se deriva del juicio anterior es que la desgravación arancelaria, si 
bien fue un tema que eventualmente involucró de manera irremediable a 
los cinco países, nuevamente se puso en evidencia la falta de sincronía y 

121  ANEP, Op. Cit.
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coordinación, tanto en el tiempo como en su profundidad, por razones que 
en todo caso resultan entendibles.

Cuadro Nº 5

 El Salvador: Síntesis del proceso de desgravación arancelaria          
por tipo de bienes

Fuente: SIECA, 2009

Consideraciones como la situación de balanza de pagos, el estado de las 
finanzas públicas, los intereses sectoriales, el grado de comprensión de las 
ventajas y/o desventajas de la política comercial diseñada por el gobierno, 
el mismo grado de apertura de la economía y de manera especial, el régimen 
de incentivos prevaleciente que sirvió de sustento al proceso de industria-
lización, no podían ser ignorados al momento de calendarizar la desgrava-
ción a nivel regional.

Comprensiblemente, estos elementos de alguna manera le imprimieron un 
signo distintivo a los sistemas económicos y a las políticas públicas, por lo 
que no podían ser neutrales a un proceso de integración que, con todos sus 
inconvenientes, ha sido fundamental para el progreso de la región, más allá 
de los vientos modernizantes que presagiaba la apertura de las economías.

Pero si la política comercial tenía como sustento teórico lo dañino que resul-
taba el excesivo proteccionismo y sus implicaciones en las exportaciones, 
lo primero no era del todo cierto en el caso salvadoreño cuando se compara, 
por el ejemplo, con Costa Rica y Honduras. El gráfico Nº 1 muestra que 
antes de la reducción arancelaria, el país ya tenía la tasa promedio más baja 
en cuanto a las importaciones.
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Y en lo que se refiere a las exportaciones, la distorsión la provocaba funda-
mentalmente el gravamen que afectaba al café, que aportaba tantos recursos 
al fisco como para elevar la carga tributaria por sobre los niveles actuales, 
como se verá en el siguiente capítulo.

Gráfico Nº 1

Costa Rica, El Salvador y Honduras: Tasas promedio de impues-
tos a las exportaciones (te) y a las importaciones™ 1985-2003                    

(En porcentajes)a

Fuente: Sánchez, Marco. “Reformas económicas, régimen cambiario y choques externos: efectos en 
el desarrollo económico, la desigualdad  y la pobreza en Costa Rica, El Salvador y Honduras”  Pág. 
32. CEPAL, 2006. a/ Tasas promedio no ponderadas; tm es la razón entre el valor de los impuestos a 
las importaciones y las importaciones totales de bienes; te es la razón entre el valor de los impuestos 
a las exportaciones y las exportaciones totales de bienes.

En cualquier caso, Centroamérica como un todo se subió en su momento al 
carro de la apertura, después de que todavía a finales de los ochenta usaba 
el arancel con los mismos criterios de cuatro décadas atrás. Así evolucionó 
para convertirse en una de las regiones más abiertas. El cuadro Nº 6 muestra 
parte de esa evolución.
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Cuadro Nº 6

 Evolución de las tasas arancelarias nominales promedio

(En porcentaje)

Fuente: Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales, ICEFI. La política fiscal en la encrucijada. 
El caso de América Central. Guatemala, 2007. Pág. 104.

Puede observarse que una década después de haberse iniciado la apertura en 
los cinco países, los coeficientes respectivos ya eran muy bajos comparados 
con los que se impusieron inicialmente con el arancel externo común. Es 
importante destacar también que independientemente de las diferencias que 
se dieron a nivel de los países en cuanto al tiempo y grado de profundidad 
de la apertura, la región avanzó hacia un arancel bastante uniforme. De esta 
forma, el arancel nominal promedio rondaba en 2006 alrededor del 6% y la 
diferencia entre el nivel máximo (Costa Rica) y el mínimo (Honduras) era 
de solo 0.5%.

No obstante, hay que descartar la idea simplista de que esos coeficientes son 
por sí mismos sinónimo de una homologación total. De hecho, esos niveles 
no dan una idea de la proporción en que los aranceles para determinadas 
importaciones son altos o qué tan restrictivos resultan para las compras que 
los países realizan en terceros mercados. En particular, no sirven para de-
terminar en qué medida los derechos altos excluyen toda importación. En 
segundo término, aquellas tarifas que se consideran bajas pueden ser real-
mente proteccionistas.
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Kornik (2005) señala que Costa Rica tenía hacia el 2000 (con base a la 
información contenida en el cuadro Nº. 6), un arancel promedio un poco 
superior al 8%, pero alrededor del mismo había una amplia dispersión que 
claramente estaba definida en función sectorial. En el caso de la industria, 
la tarifa media era del 5%, mientras para la agricultura era del 13%. A la 
vez, dentro de esta última había una pequeña lista con aranceles que iban 
de 30% a 270%.

Esto no es de extrañar. Las presiones de grupos de interés pueden incluso 
distorsionar en buena medida la política general subyacente en la reducción 
arancelaria. En el caso salvadoreño, existen fuertes presunciones, por no 
hablar de indicios, que grupos empresariales han incidido directamente en 
la definición de tasas para ciertos productos, lo que virtualmente significa 
asignarles cuotas de mercado, en perjuicio de sus competidores.

A nivel regional, el famoso Anexo “A”, que contiene una lista de excep-
ción al libre comercio intrarregional para productos como el café, el azúcar 
refinada y otros que –con distintos grados los diferentes países consideran 
estratégicos–, ya señala que las virtudes absolutas que algunos entendidos 
le confieren al libre comercio, no dejan de tener en la práctica severas limi-
taciones.

La simple introducción de elementos de ponderación pone en evidencia 
otros indicadores que sugieren lo distante que están los países de una ar-
monización total y sobre todo cuán difícil resulta estimar su impacto en los 
aparatos productivos, sin pasar por un compendioso y complicado análisis 
que tome en cuenta, en cada caso, detalles como la estructura de las im-
portaciones, los niveles de protección efectiva preexistente, la estructura 
productiva y su sensibilidad para responder a los cambios en la política 
arancelaria; la política cambiaria e impositiva que grava las transacciones 
internas, la participación del sector externo en la economía, etc.

El cuadro Nº 7 da una idea de las diferencias en los aranceles cuando se in-
troducen aquellas particularidades con que cada país estructura su arancel.
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Cuadro Nº 7

Tasa arancelarias nominales ponderadas y no ponderadas 2005

(En porcentajes)

Fuente: Dirección General de Tecnologías de Información del SIECA.

Lo que se deriva de observar la incidencia promedio del arancel es que en 
todos los países se replica el fenómeno antes comentado, en el sentido de 
que el arancel nominal tenía mucha grasa, producto precisamente de los 
esquemas de incentivos fiscales que se erigieron a nivel de países y en el 
ámbito regional a partir de las leyes nacionales y aun del Convenio Centro-
americano para el Desarrollo Industrial.

Esta realidad descarta la hipótesis de que el excesivo proteccionismo cons-
piraba contra las mismas exportaciones, independientemente de que los in-
centivos fiscales no favorecieran de manera pareja a todos los sectores. Es 
más, la evidencia empírica apunta a que la desgravación arancelaria seguida 
por El Salvador fue más allá de lo que hubiera sido razonable, considerando 
las experiencias de otros países.

En este aspecto el PNUD destaca que El Salvador es uno de los países con 
más bajo nivel de protección en América Latina. Sobre el particular trae a 
cuento estudios empíricos que demuestran que la desprotección, más allá 
de cierto nivel, afecta negativamente el crecimiento económico. Para los 
países estudiados, el arancel ideal es el 10%, sugiriendo que los países con 
menor protección, como es el caso nuestro, no son los que más crecen122.

122  Op. Cit. Pág. 145.
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B. MÁS ALLÁ DE LA APERTURA CONCERTADA

El mismo día que El Salvador celebraba el segundo aniversario de la vi-
gencia del DR-CAFTA (1 de marzo de 2008) las noticias internacionales 
destacaban que Costa Rica había logrado una prórroga de siete meses para 
adecuar su legislación a los compromisos adquiridos en el marco del mismo 
tratado. Un día después concluía en Bruselas la segunda ronda de negocia-
ciones entre la Unión Europea y Centroamérica para suscribir un Acuerdo 
de Asociación Económica, mientras que el lunes siguiente se iniciaba en 
México un evento (en el que participé), patrocinado por la Organización 
Mundial del Comercio y la Fundación Ebert. Su propósito era analizar las 
implicaciones de los tratados bilaterales y los acuerdos regionales en las 
negociones de la Ronda de Doha.

Estos eventos son solo parte de la historia reciente de la dinámica que ha 
adquirido la política comercial en los últimos años, donde se mezclan inte-
reses comerciales, económicos, financieros y hasta políticos, pero que en el 
conjunto ponen en evidencia las grandes contradicciones que se dan en el 
tratamiento de un tema que, como el del comercio internacional, debería re-
girse por los postulados que llevaron a la creación del GATT, como parte del 
nuevo orden económico que surgió con la finalización de la Segunda Guerra 
Mundial y que se transformó casi medio siglo después en la Organización 
Mundial del Comercio (OMC).

Centroamérica, por supuesto, y así El Salvador, han estado inmersos en esa 
dinámica tratando de ser fieles a su propio proyecto integracionista, pero a 
la vez aspirando a ampliar su fronteras comerciales, de acuerdo con sus par-
ticulares intereses. El bilateralismo ha adquirido así dimensiones especiales 
en una lucha casi feroz por encontrar un espacio en el  mercado global. El 
caso más claro y contundente es por supuesto el tratado comercial con Es-
tados Unidos.

Lo que en todo caso resulta claro es que el DR-CAFTA, por ejemplo, es 
solo una expresión más –aunque sin duda la más significativa– de la polí-
tica comercial externa que ha venido siguiendo el país durante los últimos 
dieciocho años, para acomodarse al signo de los tiempos. Como se sabe, 
esta política comenzó con nuestra adhesión al GATT en 1992, continuó 
con la apertura unilateral por los siguientes ocho años y se ha acelerado 
desde hace algún tiempo con la suscripción de acuerdos bilaterales. Aunque 
con menos limitantes que las inherentes a los tratados bilaterales, la misma 
segmentación de mercados se está perfilando con las negociaciones que se 
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están llevando a cabo con la Unión Europea, al menos en la perspectiva de 
la OMC.

En este marco, El Salvador ha firmado a la fecha siete tratados comerciales 
bilaterales, incluyendo los de reciente data con Colombia y Taiwán (2008). 
Esta “onda expansiva” del bilateralismo comenzó con México y Repúbli-
ca Dominicana (2001), siguió con Chile (2002), Panamá (2003) y Estados 
Unidos (2006). Siguen pendientes las negociaciones con Canadá y se está 
en la etapa final para la concreción del instrumento ya mencionado con la 
Unión Europea, con una clara distinción respecto a los alcances, de los otros 
que ha firmado el país de manera bilateral.

Este escenario no es neutral al programa de integración regional, particular-
mente por las complicaciones que introduce en la administración del régi-
men arancelario, que era, en todo caso, el tema central del debate alrededor 
de la apertura comercial como se ha señalado reiteradamente en este traba-
jo.

Pero las dificultades no terminan allí. La firma de tratados bilaterales por 
todos los países ha dado origen a mayores asimetrías al interior del MCCA, 
con todas las implicaciones que ello tiene en las corrientes comerciales (vía 
costos por ejemplo) hasta, probablemente, en el destino de la inversión ex-
tranjera, aunque hoy en día ésta no responda tanto a cuestiones estrictamen-
te arancelarias como antes.

En un aspecto más puntual, pero con enormes connotaciones en la profun-
didad del proceso de integración regional, la CEPAL ha señalado que la 
“multiplicidad de acuerdos comerciales, con reglas de acceso de mercado 
diferentes, dificulta avanzar en la construcción de un arancel común, ele-
mento que en los modelos clásicos de integración aparece como una condi-
ción sine qua non de una Unión Aduanera”123.

En otras palabras, con la reducción de las tarifas a las importaciones dentro 
de un proceso asimétrico que distorsionó más el arancel externo común y 
la adhesión de los cinco países al GATT sin una mínima coordinación, la 
proliferación de tratados bilaterales ha complicado más el tema arancelario 
a nivel de países y en el ámbito regional, vis a vis los compromisos adquiri-
dos en el ámbito extra regional.

123  Ibíd.
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El bilateralismo, si bien amplía las fronteras comerciales, no es muy bien 
visto por la OMC precisamente por las complejidades que conlleva para lo-
grar un comercio más libre bajo reglas uniformes como lo postula la Ronda 
de Doha. Aunque esta no haya avanzado por las posiciones asumidas por 
los países más desarrollados, los países en desarrollo son los más criticados 
por tratar de ampliar sus fronteras a través esquemas que le restan potencial 
al multilateralismo.

En este contexto, lo que a veces resulta difícil de aceptar es que mientras la 
OMC presiona a los países en desarrollo a abrir sus fronteras, los grandes 
cierran las suyas o cuando menos comercian bajo esquemas que comprome-
ten las supuestas ventajas del libre comercio. En parte por eso, países como 
El Salvador, cuya apertura comercial ha tenido como sustento la filosofía y 
los propósitos de esa organización, también ha encontrado en los tratados 
bilaterales elementos de apoyo a su política comercial, al margen de los 
resultados hasta ahora observados a través de los mismos.

Consecuentemente, la tendencia al bilateralismo comercial resulta enten-
dible en función de los intereses nacionales. Paradójicamente, esta opción 
para ampliar las fronteras comerciales del país no siempre ha sido del agra-
do de los agentes económicos. En algunos casos, las inquietudes del sector 
privado han tenido origen en la poca consideración que el gobierno le ha 
dado al elemento complementariedad, que es esencial para que las partes 
tengan mayores posibilidades de un intercambio de mutuo beneficio; en 
otros, en la falta de de atención a las asimetrías que, como es natural, ponen 
en desventaja competitiva a las empresas nacionales.

Pero además, los empresarios tienen cuando menos otros dos motivos, si no 
para rechazar los tratados bilaterales, por lo menos para llamar la atención 
sobre las responsabilidades que le corresponden al gobierno. El primero se 
relaciona con la poca capacidad de las entidades públicas para administrar 
los tratados en función, precisamente, de los intereses nacionales. El otro es 
más bien de naturaleza casuística, pero no por ello menos importante, y se 
deriva de la exposición a que se ven sometidas las empresas cuando en los 
tratados prevalece más el ingrediente político sobre los intereses económi-
cos y comerciales del país.

Con relación a estos temas, un estudio realizado por la GTZ señala lo si-
guiente:
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“El gran número de acuerdos comerciales multilaterales, regiona-
les y bilaterales ya firmados o en la fase de preparación, representa 
para los pequeños países de Centroamérica un gran reto Los mayo-
res impactos se esperan del tratado de libre comercio CAFTA (Cen-
tral America Free Trade Agreement). Los ministerios de economía 
están bajo una presión de actuar. Tienen que negociar los tratados y 
administrarlos, pero los empresarios experimentan aún más presión. 
Sus intereses están en juego directamente. Las pequeñas y medianas 
empresas tienen muchas dificultades en calcular las consecuencias 
de los tratados, identificar oportunidades y riesgos, articular sus 
intereses en forma comprensible e introducirlos en los procesos de 
negociación”124.

Comentario especial merece el TLC con Estados Unidos. Sobre éste, Ago-
sín y Rodríguez (2006) sostienen:

“Antes del DR-CAFTA, la mayoría de las exportaciones centroame-
ricanas y dominicanas a Estados Unidos estaban regidas por un sta-
tus especial de concesiones unilaterales que favorecía su acceso […] 
Ingresaban bajo la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC) –luego 
asimilada a la Caribbean Basin Trade Prefererences Act., de 2002– y 
el Sistema Generalizado de Preferencias (SGP), lo que amplió auto-
máticamente el acceso a su mercado más allá de lo que establecía 
este último”.

Frente a esos intentos fallidos de liberalizar el comercio en el hemisferio, 
siempre existía el riesgo de que las preferencias unilaterales otorgadas por 
los Estados Unidos fueran eliminadas. Aun así, por ejemplo, dicho país es-
taba en su derecho de invocar la Ley de Comercio de 1973, mediante la cual 
podía suspender los beneficios del SGP a aquellos países que no respeta-
ran, entre otros, los derechos laborales. Este argumento sin duda resultaba 

124   Programa Política y Fomento Comercial en Centroamérica (CENPROMYPE). Minis-
terio Federal de Cooperación Económica y Desarrollo de Alemania.
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contundente para los gobiernos centroamericanos, aunque por definición un 
TLC implicara compromisos y derechos recíprocos125.

En todo caso, la firma de dicho tratado constituía un gran avance como lo 
reconocían analistas, sectores empresariales y los mismos gobiernos, pues 
permitiría la consolidación de las condiciones de acceso a los mercados, 
regulando los mecanismos de solución de controversias y el comercio des-
leal. Bajo esas consideraciones, el pragmatismo elevaba la suscripción de 
un TLC entre Estados Unidos y Centroamérica a un nivel estratégico, a 
despecho de lo que pensaran sus detractores. 

Más allá de cualquier otra consideración,  distinta de los intereses comer-
ciales en juego, es evidente que la invitación del presidente Bush a una 
negociación conjunta con Centro América,  ya constituía un enorme desafío 
en sí misma. En ese plano había una serie de elementos que favorecían el  
enfoque regional. De hecho,  siempre se manejó la tesis de que una de las 
ventajas del MCCA era su fuerza negociadora frente a terceros países, aun-
que en la práctica  no se había presentado una oportunidad real para  poner 
a prueba ese activo.

Los mismos autores antes citados sostienen que un enfoque “plurilateral” 
favorecía los vínculos al interior del MCCA, partiendo de la premisa de que 
después de un período de transición, regiría el libre comercio irrestricto no 
solo con Estados Unidos, sino también entre los países de la región. En este 
sentido, estaban aludiendo al antiguo proyecto de la unión aduanera, que se 
remonta al mismísimo Tratado General de 1960.

Sin embargo, a renglón seguido indican: “La negociación de excepciones 
diferentes por países (unas pocas permanentes, la mayoría vigentes durante 
un período de transición que durará veinte años) hace que sea muy difícil 

125  Como se sabe, mientras el CBI sirvió de base para potenciar las exportaciones de Cen-
troamérica y República Dominicana y de vehículo importante para iniciar y catapultar 
la industria de la maquila, seguían las negociaciones para la creación de la Asociación 
de Libre Comercio de las Américas (ALCA) impulsada por la administración Clinton, 
partiendo de una iniciativa en la misma dirección que había lanzado Bush padre en 
1994. ALCA estaba supuesta a entrar en vigencia en el 2005 y, a pesar de que se avanzó 
significativamente en las negociaciones, igualmente se fue diluyendo el entusiasmo, 
donde las diferencias en torno al liderazgo entre Estados Unidos y Brasil jugaron un 
papel importante.
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llegar a la unión aduanera, uno de los requisitos deseables para una integra-
ción regional más completa”126.

El enfoque regional con Estados Unidos, además de que constituía la opción 
que privilegiaba este país, tenía la ventaja de que directa o indirectamente 
potenciaba la profundización del propio esquema de integración regional, 
a la vez que concentraba el esfuerzo negociador de aquel país en vez de 
dispersarlo en cinco casos, con las consecuencias ya señaladas en cuanto 
las concesiones127.

La aproximación política al tema, sin duda incidió en el curso que tomaron 
las negociaciones, donde el caso de Costa Rica es el mejor ejemplo. Una 
vez más, este país dio una muestra de no estar en sintonía con el resto de 
países. Aunque, naturalmente, las asimetrías entre los mismos países y los 
diferentes intereses sectoriales en juego hacían más difícil una negociación 
con un enfoque regional, también gravitó el mayor o menor acercamiento 
político con el protagonista verdadero y hasta las pretensiones de liderazgo 
que mostraron algunos países.

Aun temas esenciales como la pérdida de ingresos fiscales derivadas del 
tratado, aparentemente fueron dejados de lado. Organismos internacionales 
llamaron la atención sobre esos impactos en momentos en que la situación 
de las finanzas públicas, por lo menos en el caso de El Salvador,  ya se per-
filaba como crítica.

Eventualmente circuló la versión de que el aceleramiento del proceso obe-
decía al interés que  tenía el  presidente Flores de aparecer como líder del 
proceso a nivel centroamericano. Aún más, trascendió que ello era parte de 
una guerra no declarada entre el ministro de Economía, como cabeza de las 
negociaciones, y el  de Hacienda (a la vez Secretario Técnico de la Presi-
dencia), considerado el superministro de la administración 1999-2004.

Nos consta que el enfoque regional  siempre fue apoyado por el sector pri-
vado organizado del país, al punto que tomó la iniciativa de impulsar, en el 

126  Op cit. Pág 2
127  Viéndolo en retrospectiva, es en este punto donde subyace probablemente una de las 

mayores debilidades, si cabe el término, de la negociación del DR-CAFTA. De hecho, 
se perdió la valiosa oportunidad de profundizar el proceso de integración a través de la 
negociación conjunta, aunque el tema se esté retomando en el caso de la Unión Euro-
pea, por las mismas presiones que está ejerciendo ésta.
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marco de la Federación de Entidades Privadas de Centroamérica, Panamá y 
República Dominicana (FEDEPRICAP) la creación del Consejo Empresa-
rial Centroamericano en el que participaban los presidentes de  las cúpulas 
empresariales de los cinco países. De las directivas de este Consejo, se nu-
tría la participación de los representantes de cada país en lo individual.  En 
el caso de El Salvador esta tarea se le encomendó a una instancia ad-hoc 
(Oficina de Apoyo al Sector Privado, ODASP).

Bajo esta línea de acción, con la misma frecuencia con que el ministro de 
Economía era invitado a ANEP para hacer un recuento del estado del proce-
so, los empresarios enfatizaban la necesidad de mantener la unidad regional. 
Eventualmente, el funcionario, en una de las últimas reuniones, aceptó que 
no se sabía con certeza si las negociaciones iban a concluir en un verdadero 
tratado entre Centroamérica-Estados Unidos, o si el resultado serían cinco 
tratados bilaterales.

Como es bien sabido prevaleció esto último, sin ignorar que, como parte de 
las negociaciones, el proceso tenía un plazo de inicio y conclusión. En este 
marco, el primer país en suscribir el tratado y en ratificarlo fue El Salvador. 
Quedó registrada para la historia, la ingenuidad –para decir lo menos– del 
entonces presidente de la Asamblea Legislativa, al reconocer públicamente 
que él mismo desconocía el contenido del instrumento después de ser apro-
bado en una de esas extrañas sesiones nocturnas que se dan en el llamado 
primer órgano del Estado, siempre que se trata de grandes temas naciona-
les.

Este mero hecho levanta serias dudas sobre el empeño del sector político, 
representado en la Asamblea Legislativa, de endosar una propuesta del Eje-
cutivo que puede haber estado impregnada de elementos de gran peso en la 
negociación, distintos de los estrictamente comerciales. Esto, con prescin-
dencia de la mayor o menor participación que pudieran haber tenido actores 
importantes como los empresarios y trabajadores.

El caso salvadoreño, con sus matices y hasta expresiones de folclor, no es 
muy distinto del guatemalteco, el hondureño y el nicaragüense, aunque el 
resultado de las negociaciones muestre en algunos casos diferencias im-
portantes. Lo que no puede ser ignorado es que, en rigor, las negociaciones 
con Estados Unidos no fueron del todo neutrales ni respecto a los tiempos 
políticos ni a la institucionalidad existente en cada uno de ellos.
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En este último aspecto, sin duda el caso más emblemático es nuevamente el 
de Costa Rica, que fue incluso un tema crucial en el proceso electoral que 
llevó por segunda vez a la presidencia (producto de una reforma constitu-
cional) al Premio Nobel de la Paz (1987), Óscar Arias Sánchez.

El estrecho margen por el cual Arias ganó las elecciones del 2005 frente a su 
principal contendiente, Ottón Solís, estuvo en gran medida influenciado por 
la posición asumida por este último de cuestionar durante su campaña los 
compromisos adquiridos por Costa Rica, al punto de poner en riesgo figuras 
institucionales que históricamente han sido considerados como parte de la 
misma idiosincrasia de los costarricenses, como el manejo de la banca, las 
telecomunicaciones, el sector eléctrico y los seguros, que funcionan como 
monopolios estatales.

El significado de la importancia de la institucionalidad se puso a prueba 
cuando los costarricenses tuvieron que acudir a un referéndum en octubre 
del 2007, es decir, más de dos años después de que el tratado entrara en 
vigencia en El Salvador, para que pudiera ser ratificado por el Congreso. La 
mayoría votó por el sí, pero aun después de este evento, el gobierno hizo 
público en enero del 2008 su intención de que la vigencia se pospusiera por 
algún tiempo, argumentando el atraso en la aprobación de ciertas leyes128.

Aunque todavía es muy pronto para evaluar el impacto del RD-CAFTA, la 
diferenciación en cuanto a las condiciones preexistentes y los compromisos 
adquiridos a nivel nacional sin duda definirá en gran medida las nuevas re-
laciones de los cinco países con los Estados Unidos.

Al principio se pensó que el país que primero firmara y ratificara el trata-
do tendría una ventaja neta sobre los demás en términos de las cuotas de 
mercado, que alcanzaría cada uno en un plazo prudencial. Al menos esto 
era lo que argumentaban los responsables de conducir las negociaciones 
salvadoreñas. A poco más de dos años, esta hipótesis no se ha cumplido. En 
cambio todo hace suponer que Costa Rica, habiendo sido el último país en 
incorporarse al tratado, tiene hoy en día una clara ventaja sobre los demás, 
debido, sin duda, a la plataforma exportadora preexistente129.

128  La Prensa Gráfica. Enero, 2008.
129 Un panorama bastante completo de la naturaleza y alcances de las negociaciones de 

los países centroamericanos con Estados Unidos puede encontrarse en DR-CAFTA, 
Impacto sobre los sectores sociales menos favorecidos en América Central. Fundación 
Friedrich Ebert/Representación en Nicaragua. 2004.
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C. LAS RELACIONES COMERCIALES EN EL MARCO DE LOS 
TRATADOS BILATERALES

Si los beneficios que procura un tratado bilateral de libre comercio se valo-
raran exclusivamente en función de los excedentes que produce para una de 
las partes, El Salvador habría hecho un mal negocio. Todos los que se han 
firmado, excepto uno, generan déficit pronunciados, pero no por ello puede 
concluirse de manera ligera que los desajustes son en sí mismo perjudicia-
les. Pensar lo contrario, sería reeditar los fundamentos del mercantilismo 
que campeó principalmente en Europa entre 1450 y 1750 aproximadamen-
te.

Lo ideal en todo caso sería que las relaciones de intercambio produjeran 
superávit, lo cual en todo caso sería un reflejo de la fortaleza del país de que 
se trata para ganar mercados externos. Pero viéndolo desde la perspectiva 
del país deficitario, la simple lógica señalaría, “céteris paribus”, que el des-
ajuste sólo sustituye a otro que en todo caso se produciría con el resto de 
países con los que se comercia.

Hoy en día, la globalización y la segmentación de los procesos productivos 
dan lugar a otras figuras de penetración mercados –producto de la “bilate-
ralización”– que no existían antes. Se sabe, por ejemplo, que Brasil está 
aprovechando el tratado de El Salvador con Estados Unidos para explotar 
ese mercado. Los brasileños envían  materias primas al país que luego de 
ser procesadas localmente, ingresan al mercado del norte como producto 
salvadoreño terminado. En este caso, sin duda hay inversión extranjera de 
por medio y, claramente, un valor agregado nacional importante.

Con todo, una aproximación sencilla y hasta cierto punto válida, sobre las 
implicaciones de los diferentes tratados bilaterales debe comenzar precisa-
mente por examinar las corrientes de comercio entre las partes involucradas. 
Haciendo abstracción de los tratados con Taiwán y Colombia –precisamen-
te por la escasa experiencia que se tiene alrededor de ellos– y del DR-CAF-
TA, que por su importancia se trata por separado, se puede constatar que 
los resultados globales obtenidos con Chile, México, Panamá y República 
Dominicana reportaron en 2008 exportaciones por US$205 millones e im-
portaciones por US$1,247 millones (cuadro Nº 8). Consecuentemente, el 
déficit comercial combinado con esos cuatro se situó en US$997 millones; 
es decir, en más del triple del registrado en 2000 cuando todos ellos estaban 
ya vigentes.
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Ese desequilibrio representó en 2008 el 19% de la brecha comercial total 
del país, en comparación con el 48% del 2000. Sin embargo, esta reducción 
no debe interpretarse como un mejoramiento en nuestras relaciones de in-
tercambio con estos socios comerciales. Más bien, datos más focalizados 
muestran que es a la inversa. El punto está en que el deterioro ha sido abso-
luta y relativamente mayor con el resto del mundo. Que nuestras relaciones 
no han mejorado frente a los mismos países lo demuestra el hecho de que 
el coeficiente déficit comercial/intercambio pasó del 68% al 70.4% en esos 
mismos años.

Cuadro Nº 8

El Salvador: Comercio a través de tratados bilaterales

(Millones US$)

Fuente: Elaboración propia en base a cifras del BCR.
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Considerando los mismos países, únicamente con República Dominicana 
mantiene El Salvador relaciones superavitarias. Diametralmente opuesta es 
la situación con México, relación que en el 2008 generó un déficit superior 
al 83% del total. La brecha frente a Chile alcanzó para el mismo año el 
equivalente al 15%.

Lo que revelan los resultados, especialmente con estos últimos países, es el 
escaso significado que ha tenido en las negociaciones el elemento “comple-
mentariedad” y la ausencia de una plataforma para potenciar las exportacio-
nes del país. En este sentido, no es del todo correcto partir del tamaño de la 
población de las contrapartes comerciales para extrapolar los beneficios de 
un tratado bilateral, al menos en términos estrictamente comerciales. El tipo 
de concesiones, a la luz de la estructura y fortaleza productiva de las partes, 
es determinante para un intercambio relativamente equilibrado y equitativo. 
Otra cosa distinta son la creación o desviación de comercio que pueden sur-
gir a partir de esas concesiones recíprocas que constituyen, por definición, 
la esencia del bilateralismo.

Esto es cierto aun cuando el balance no se vea bajo una óptica exclusiva-
mente mercantilista. Pero, en todo caso, lo destacable es el magro desem-
peño que muestran las exportaciones a esos países, replicando casi inexo-
rablemente el fenómeno que se da a nivel de las ventas totales, excepto, en 
buena medida, las destinadas al MCCA.

En efecto, haciendo abstracción de las fechas en que han sido firmados los 
tratados con México, Chile, República Dominicana y Panamá, las cifras 
señalan que mientras las exportaciones combinadas se incrementaron del 
2000 al 2008 en US$184 millones, las importaciones crecieron en US$836 
millones. El déficit comercial acumulado se situó así al final del período en 
US$652 millones y solo el correspondiente al 2008 representó el 19% del 
saldo negativo que presentaron las relaciones comerciales que el país man-
tuvo ese año con todo el mundo.

Sin duda, el caso que mejor ilustra el déficit estructural de las relaciones 
comerciales con las cuales se tienen tratados de libre comercio es el de 
México, país con el cual la brecha comercial prácticamente se duplicó en 
el período considerado, aunque en términos relativos la tendencia al des-
equilibrio haya sido más notoria con Chile. Destaca así el hecho que, en 
el caso de estos dos países, la relación exportaciones/importaciones fue en 
el 2008 de 1 contra 18.1 en el primer caso, y de 1 contra 10 en el segundo, 
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destacando el chileno, donde las ventas salvadoreñas no mostraron ningún 
repunte hasta el año 2008.

En el resultado de las relaciones comerciales con México obviamente ejer-
ce una enorme gravitación el componente importado de los hidrocarburos 
(32% en el 2008), no obstante, en general, es sin duda la marcada asimetría 
la variable que explica ese enorme desbalance. Pero al margen de toda con-
sideración sobre las diferencias abismales que existen entre las respectivas 
bases y estructuras productivas, también hay que señalar que el comercio 
entre los dos países con frecuencia se ha visto entorpecido por la existencia 
de restricciones arancelarias y no arancelarias en perjuicio de El Salvador.

En el caso particular de Panamá, el factor que más influye en el desequi-
librio son las importaciones que se generan desde la zona libre, pero es 
sintomático que sea el país que más adquiere productos de origen salva-
doreño, aunque la influencia del tratado no se vea claramente reflejada en 
la tendencia que muestran las exportaciones nacionales. En este sentido, el 
déficit comercial con dicho país se ha mantenido en tercer lugar después 
de Estados Unidos y México, si bien todo apunta a que, de conservarse el 
mismo comportamiento, ese puesto será ocupado por Chile en un período 
relativamente breve.

Con República Dominicana, la situación es totalmente inversa y la tradicio-
nal relación positiva a favor del país se mantiene firme y aún más, con una 
clara tendencia al aumento. Por su significado especial, vale la pena agregar 
que las exportaciones a Dominicana se caracterizan por su grado de proce-
samiento, donde sobresalen los productos originados en la rama textil y en 
la industria farmacéutica.

En cuanto a Estados Unidos, principal destino de nuestras exportaciones, 
podía decirse que hasta antes de la crisis, El Salvador estaba en una eta-
pa de recuperación de sus ventas totales y particularmente las de maquila, 
después de la baja sustancial que experimentaron estas últimas a raíz de la 
liberación de las cuotas de textiles por parte de la OMC a China a partir de 
2005. Incidentalmente, se puede señalar que esa liberación también favore-
ció a Nicaragua, que logró un mejor tratamiento en las reglas de origen en 
la negociación del CAFTA.

Afectadas por esos fenómenos, las exportaciones totales a EUA, según ci-
fras oficiales, decrecieron en 3.4% en 2006, mientras que en el 2007 y 2008 
experimentaron un aumento del 2.3% y 7.7% respectivamente. Ese com-
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portamiento coincidió con una declinación del 2.2% que experimentó la 
maquila en el primer año y con un incremento del 1.5% y 6.9% en los años 
subsiguientes.

En términos absolutos, las exportaciones distintas de la maquila de ropa y 
confección registraron en 2008 un valor de US$528 millones, cuando en 
2007 las mismas rondaban los US$426 millones. De este último monto, 
US$244 millones (57.7%) corresponden a tres productos: alcohol etílico 
(58.2%), café (28.7%) y azúcar (13.1%), con el agregado de que el primer 
de ellos constituye típicamente una maquila, cuya materia prima proviene 
fundamentalmente del Brasil, en línea con lo antes expuesto. La diferencia 
de US$182 millones (42.3%) la explican principalmente productos plásti-
cos, bebidas, calzado, manufacturas de cobre y los alimentos.

Dentro de estos últimos están incluidos los llamados “productos nostálgi-
cos”, que todavía no alcanzan niveles que pudieran considerarse relevantes 
dentro del espectro exportador del país, aunque sin duda ocupan una alta 
prioridad en los esfuerzos que realizan los empresarios para la diversifica-
ción y aumento de las ventas de productos no tradicionales. En este caso, se 
podría decir que el país está en un proceso de aprendizaje muy intenso para 
el cumplimiento de las normas que regulan el etiquetado y en general las 
medidas sanitarias y fitosanitarias que exige la FDA.

En el marco de esa dinámica, los Estados Unidos absorbieron en 2008 cerca 
del 50% de las exportaciones salvadoreñas, siguiéndoles en importancia las 
destinadas a Centroamérica que representaron 35.8% del total y el 74.5% 
de las correspondiente al mercado estadounidense. Esto sugiere que la pla-
taforma exportadora salvadoreña continúa concentrada en dos mercados, 
donde Centroamérica sigue jalonando el comportamiento de los productos 
no tradicionales.

En cambio, el resto de la región ha encontrado en el mercado de los Estados 
Unidos una demanda creciente para sus productos, situación que, al menos 
por el momento, no se percibe claramente en el caso salvadoreño. Pareciera 
entonces que el grado de preparación para aprovechar efectivamente los 
beneficios del DR-CAFTA está haciendo la diferencia.

De acuerdo con información del US-Trade las importaciones (CIF) de Es-
tados Unidos procedentes de Centroamérica en 2005 se distribuyeron así: 
Honduras (27.8%), Costa Rica (25.4%), Guatemala (23.3%), El Salvador 
(14.8%) y Nicaragua (8.7%). En 2007, la situación registró los coeficientes 
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siguientes: Costa Rica (27.1%), Honduras (26.9%), Guatemala (20.9%), El 
Salvador (14.1%) y Nicaragua (11.0%).

Obsérvese que Costa Rica y Nicaragua aumentaron su cuota de mercado 
(1.7 y 2.3 puntos porcentuales) en desmedro de la participación relativa de 
Guatemala (2.4 puntos porcentuales) Honduras (0.9) y El Salvador (0.7). 
Dos aspectos deben ser resaltados en este caso: por un lado, los costarri-
censes se desplazaron al primer lugar sin tener vigente el CAFTA; por otro, 
los nicaragüenses progresaron relativamente más que el resto –aunque con 
ventaja en cuanto a las reglas de origen en la maquila– a pesar de que su PIB 
solo representa el 30% aproximadamente del salvadoreño.

En cuanto a la brecha comercial de El Salvador con Estados Unidos, la 
tendencia observada desde que entró en vigencia el tratado es hacia una 
clara ampliación. En efecto, el déficit pasó de US$874 millones en 2005 
a US$1,152.4 millones en 2008, lo que representa un incremento del 32% 
en los tres últimos años, llegando a explicar en el 2008 el 22% del déficit 
comercial total.

Esta brecha en aumento tampoco invalida los beneficios que ha traído el 
TLC con Estados Unidos, aunque tampoco las cifras de comercio, inversio-
nes y empleo derivados del mismo, ni remotamente guardan relación con 
las que se manejaban cuando El Salvador tomó la delantera y se ufanó de 
haber materializado el primer acuerdo comercial a nivel centroamericano 
con la economía más grande del mundo. 

Se puede decir incluso, que la invocación al mercado nostálgico como fuen-
te de demanda, se convirtió en un momento determinado en un símbolo de 
nacionalismo, pero siendo realistas, hay que considerar que esto no siem-
pre lo toma en cuenta un salvadoreño cuando va de compras a Wal-Mart, 
Macys’s o se detiene a comprar un mango en una esquina del centro de 
Miami.

Pero tampoco hay nada de pecaminoso en equivocarse cuando el entusias-
mo se apodera de las personas y las instituciones. COEXPORT por ejemplo, 
que ha hecho una tarea extraordinaria en su misión de apoyar el esfuerzo 
exportador del país, se fijó una meta de exportaciones para el año 2005, a 
partir de la apertura comercial, en un monto de US$5,000 millones. Esta 
meta tenía como supuesto básico un apoyo gubernamental para crear un 
seguro de crédito a las exportaciones, reducir los costos de energía y mejo-
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rar las instalaciones portuarias130. Sin embargo, las cifras oficiales sobre las 
ventas totales en  ese año solo fueron de US$3,387 millones y de una  cifra 
aproximada en el pronóstico, hasta en 2008 (US$ 4,549 millones). 

Además, en estas faenas,  hay de por medio una etapa de aprendizaje que 
no siempre se toma en cuenta durante el proceso de una negociación comer-
cial. Eventualmente, una empresa hondureña adquirió notoriedad en 2008 
cuando su competencia en los Estados Unidos argumentó que sus expor-
taciones de calcetines habían sobresaturado el mercado de dicho produc-
to. Unas semanas después, las exportaciones de melones provenientes del 
mismo país fueron detenidas supuestamente por no cumplir con las normas 
fitosanitarias. Algunos embarques salvadoreños también han sido afectados 
por problemas de etiquetado y fallar en las estipulaciones de la FDA.

También en  referencia a los problemas de acceso de los productos salva-
doreños, El Diario de Hoy (15/9/09) destacaba en primera plana “Frenos a 
bebidas nostálgicas en Estados Unidos” aludiendo a los gravámenes que ha-
bía impuesto el Departamento de Seguridad Interna a través del Servicio de 
Aduanas a la horchata en polvo, la cebada y el dulce de panela, que a pesar  
de que según la misma información se exportan 1,600 toneladas anualmen-
te, difícilmente le hacen daño a los productos que compiten con los mismos. 
Lo interesante en este caso, es cómo tres productos “nostálgicos” por exce-
lencia, y que hasta 2008 entraban sin gravámenes, no fueron incluidos en 
las negociaciones, aunque  “el país” sí se benefició de una generosa cuota 
azucarera. 

En este punto hay que destacar un aspecto. Y es el de que, por lo general, la 
atención de los países como el nuestro se centra en el grado de penetración 
de las exportaciones destinadas a, y no tanto en las importaciones proce-
dentes de, los países con los que se han firmado tratados bilaterales. Esta 
aproximación a las corrientes comerciales, derivada de los acuerdos, puede 
ser hasta cierto punto válida con países de economías medianas, pero no 
con la primera potencia mundial, donde los compromisos adquiridos por El 
Salvador y el resto de países centroamericanos significó abrir sus mercados, 
aun en aquellos rubros en los que existe producción nacional. 

130  COEXPORT. Hacia una estrategia exportadora. 1999.
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De hecho, los cinco países centroamericanos conforman un mercado no 
despreciable para los Estados Unidos, siendo superados solo por las expor-
taciones que realiza este país a México  y Brasil. Es más, las exportaciones 
estadounidenses a la región, superan las ventas combinadas a Chile y Ar-
gentina, y a otros países como Rusia o India.

El potencial de exportaciones de USA a Centroamérica, será potenciado 
enormemente en el en el marco del DR-CAFTA. En un horizonte de diez 
años, el país tiene que permitir el ingreso de productos agrícolas con un 
arancel cero, cuando entidades como FUSADES han hecho ver la necesi-
dad de reconstruir el tejido productivo del agro. Las consecuencias para el 
sector primario no serán de ninguna manera despreciables.

Como se sabe, este sector ha sido fuertemente golpeado en los últimos 25 
años con los efectos de la reforma agraria, el conflicto armado y las políti-
cas económicas erradas y, de manera recurrente, por fenómenos naturales. 
Esto último fue reconocido por la administración Saca que, consciente de la 
situación, empezó a ponerlo en la agenda gubernamental dentro del criterio 
de las políticas sectoriales que por largos años estuvieron clamando las gre-
miales empresariales, comenzando por la cúpula.

De cara a los compromisos adquiridos con el DR-CAFTA, se hace todavía 
más necesario rescatar el agro y atemperar de alguna manera las presiones 
que pueden originarse, particularmente, en los pequeños agricultores. En 
este sentido, al sector agropecuario no solo hay que ponerle atención por 
razones económicas, sino también  porque en la dinámica del mismo está la 
base del equilibrio social en El Salvador. 

Esto último ha sido incluso reconocido por la OMC.  De acuerdo a un estu-
dio reciente, pero cuyos hallazgos se remontan hasta el 2003, dos terceras 
partes de la gente pobre que vivía en los países en desarrollo trabajaban en 
la agricultura y dependían de la misma para su vida diaria. En contraste, la 
agricultura sólo representaba menos del 5% del producto y el empleo en 
Estados Unidos y la Unión Europea. En ese año, los treinta países miembros 
de la OCDE proveyeron subsidios al sector agrícola por US$257 billones, lo 
cual representó el 32% de los ingresos de los agricultores131.

131  Ismail, Faizel. Mainstreaming development in the WTO. Developing countries in the 
Doha Ronda. 2007.
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Como podrá suponerse, todos estos elementos son parte no solo del aprendi-
zaje, sino también de las dificultades a que se enfrentan los países pequeños 
frente a los industrializados. Sin embargo, también hay que entender que los 
tratados comerciales ayudan, pero no garantizan, la inserción que se busca 
en el mercado global. Mucho menos son sinónimo de desarrollo. Sin duda, 
algunos países han sido exitosos en esos dos planos, pero la proliferación de 
este tipo de tratados no siempre ayuda a la causa nacional y más bien se con-
vierten en un obstáculo más para liberalizar totalmente el comercio mundial 
como lo postula la OMC y como se ha planteado la Ronda de Doha.

Una primera aproximación del impacto del DR-CAFTA en la economía re-
gional fue anticipada por el Banco Mundial y la CEPAL en sendos estudios 
sobre el tema. Los cálculos más optimistas señalan que la contribución al 
PIB regional sería de 0.6 % en los primeros cinco años de vigencia (lo que 
suponía un punto de partida igual) y la generación de 10 mil empleos por 
año132.

Aun así, los beneficios y/o perjuicios del CAFTA solo se verán reflejados 
en el mediano y largo plazo al validarse los supuestos que se tuvieron en 
mente en su negociación. En todo caso, se parte de la base de que cada uno 
de los involucrados hace su tarea para crear una base exportadora, procu-
rar las condiciones macroeconómicas, institucionales y jurídicas para atraer 
nuevas inversiones, manteniendo relaciones amistosas con los Estados Uni-
dos.

Frente a ello, no hay perder de vista el significado de esos arreglos comer-
ciales en la “importación” de institucionalidad, en la medida que los países 
se vuelven más respetuosos de las reglas que hoy en día rigen el comer-
cio mundial, como las prácticas anti-dumping, los derechos de propiedad 
y la defensa de los intereses nacionales cuando los países grandes exceden 
ciertos límites que son normados en el marco de la OMC y de los mismos 
tratados bilaterales. 

132   Banco Mundial, CAFTA-DR “Desafíos y oportunidades América Central”, Departa-
mento de América Central, región de América Latina y el Caribe. Washington 2005
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D. APERTURA DE LA ECONOMÍA DESPUÉS DE LA REFORMA 
COMERCIAL

El grado de apertura de una economía, que es el que sintetiza la importancia 
del sector externo en el sistema, era fuertemente cuestionado por quienes 
veían en el modelo de sustitución de importaciones un esquema anti eco-
nómico de promover el crecimiento, la inversión extranjera y, en general, 
la asignación óptima de recursos. Consecuentemente, su evolución en el 
tiempo después de la apertura comercial iniciada desde principios de los 
noventa, es sumamente relevante.

Tener presente este comportamiento para vincularlo con otras variables cla-
ves como la tendencia del PIB y, sobre todo, el de la brecha comercial, es 
un ejercicio que resulta imprescindible para valorar la evidencia empírica 
en función de aquellos postulados. 

En el cuadro Nº 9 puede apreciarse que el coeficiente de apertura, medido 
por la sumatoria de las exportaciones y las importaciones con respecto al 
PIB, creció significativamente a partir del período que se inicia en 1990 has-
ta el que termina en el 2004; en los años subsiguientes siguió creciendo pero 
a un ritmo más lento para situarse en el 2008 en 64.7%, que casi coincide 
con el promedio alcanzado de 1975 a 1979.

Cuadro Nº 9

El Salvador: Grado de apertura 

* Para 1990: Coeficiente total=38.4%; Importaciones = 26.3%; Exportaciones = 12.1%

Fuente: Elaboración propia en base a varias fuentes
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En el largo período transcurrido desde entonces pueden además notarse dos 
fenómenos. Mientras el coeficiente de importaciones/PIB ha tendido a cre-
cer desde el momento mismo de la apertura (con un cambio al alza de 18 
puntos porcentuales de 1990 y 2008), el de exportaciones ha tenido un com-
portamiento errático, aunque en el mismo período muestra un incremento 
de un poco más de 8 puntos.

En la parte estrictamente comercial, esa asimetría se ha visto reflejada en 
una creciente brecha comercial que pasó de un 6% aproximadamente a casi 
25% en relación al PIB entre 1990 y 2008, un problema que el PNUD ubica 
en la precaria situación de la producción nacional ante la competencia que 
generan las importaciones. El impacto de esta competencia ha sido mayor 
en los bienes de consumo, los cuales pasaron de 7% a 13.4% respecto al PIB 
entre 1991 y 2008133.

El desajuste comercial en aumento, si bien ha sido posible cubrirlo con los 
flujos de remesas en ascenso –al menos hasta 2007–, revela que la despro-
tección a la producción nacional fue excesiva. Sin embargo, es literalmente 
imposible establecer con propiedad la diferencia entre los efectos que pro-
dujo la desgravación arancelaria unilateral de lo que hoy en día es el grado 
de apertura de la economía salvadoreña, donde los tratados de libre comer-
cio han marcado la diferencia. A esto se une el precio de los derivados del 
petróleo, las materias primas e insumos en general, que no solo han tenido 
un impacto significativo en el valor de las importaciones, sino también en la 
estructura de las mismas, tal como se puede observar en el cuadro Nº 10.

Esto último significa que el concepto tradicional de apertura debe verse con 
una dosis de cautela para medir el grado de inserción de la economía y la 
forma en que esta contribuye al crecimiento. Sin duda, una aproximación 
sectorial para vincular la producción total y la estructura del comercio ex-
terior arrojaría más luz sobre la medida en que la desgravación arancelaria 
ha incidido en la capacidad de respuesta del aparato productivo, recordando 
que las relaciones con el exterior y la dirección del comercio están asimis-
mo influenciadas directamente por el creciente bilateralismo del comercio, 
la interdependencia a que da lugar el MCCA y por el sistema monetario que 
rige al país, entre otros factores.

133   PNUD. Informe sobre el Desarrollo Humano El Salvador, 2007-2008.
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Cuadro Nº 10

El Salvador: Estructura económica de las importaciones

Fuente: Elaboración propia en base a datos del BCR.

Bajo estas circunstancias, la situación del comercio exterior del país, con 
todo y la reforma comercial y los numerosos tratados bilaterales que ha 
firmado, sigue dependiendo fundamentalmente del mercado de los Estados 
Unidos y el MCCA, con una proporción similar a la que ambos representa-
ban al inicio de la reforma en materia de exportaciones, es decir, alrededor 
de las cuatro quintas partes de las ventas totales.

Las elaboraciones hechas en las instancias gubernamentales sobre las im-
plicaciones de la apertura vis a vis los resultados observados, solo dejan en-
trever que no todos los elementos estaban consistentemente amarrados para 
ampliar efectivamente las fronteras comerciales en términos de mercados y 
productos, para que las exportaciones se convirtieran efectivamente en un 
factor de desarrollo importante.
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Como lo sostuvo el Banco Mundial cuando se estaba a las puertas de suscri-
bir el TLC con Estados Unidos, la política comercial no es el único determi-
nante de los flujos del comercio o del crecimiento económico. En los hechos 
hay obstáculos importantes que limitan el crecimiento de las exportaciones 
y la diversificación comercial en las naciones centroamericanas, incluyendo 
una infraestructura deficiente, insuficiencias en la preparación de la fuerza 
de trabajo, inflexibilidades en la normatividad de ciertos sectores, barreras 
comerciales en algunos mercados, deficiencias en algunos temas de gober-
nabilidad (corrupción, ineficiencias en las aduanas e insuficiencias en las 
áreas macro-fiscales y de mercados financieros)134.

Acevedo y Romano, combinando la política comercial y el crecimiento, lo 
ponen en términos similares cuando aseveran que “la política comercial, 
combinada con la acumulación de capital humano y un marco adecuado 
de factores institucionales, constituye una precondición necesaria para el 
despegue económico y para que un país pueda generar y mantener venta-
jas comparativas en un mundo crecientemente globalizado y cada día más 
competitivo”135.

A la luz de estas consideraciones, resulta explicable el magro desempeño 
que muestra el sector exportador. Después de casi veinte años de iniciada 
la apertura y de aquella euforia en torno al bilateralismo que eventualmente 
vino a sellar la política comercial, ese desempeño constituye la mejor evi-
dencia de que el grado de preparación del país para incursionar en el merca-
do global, con algún grado de éxito, no estaba en sus condiciones óptimas 
en aquellos momentos, como tampoco lo está hoy en día.

Y si se parte de que la apertura significaba, en buenas cuentas, abolir el 
proteccionismo que había regido el MCCA –lo que su vez suponía que el 
mercado regional perdería progresivamente importancia– la conclusión es 
que tampoco en este caso han funcionado las hipótesis que acompañaron la 
reforma comercial, al menos no en la magnitud que se esperaba.

Hacia 1990 el mercado de los Estados Unidos y el de Centroamérica ab-
sorbían en conjunto el 80% de las exportaciones totales. Este grado de con-
centración no ha variado significativamente pero sí su estructura. El cuadro 

134   Ibíd. 
135 Acevedo, Carlos y Romano, Luis. Economía, Desastre y Desarrollo Sostenible. Pág. 

12.
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Nº 11 muestra que si bien estos dos segmentos siguen absorbiendo casi la 
misma proporción y Estados Unidos continúa siendo el más importante, 
es el MCCA el que ha marcado la diferencia en cuanto a la distribución de 
cuotas de mercado.

En efecto –considerando el período 2000-2008, o sea incluyendo un año 
previo a la dolarización– mientras la participación de las ventas al MCCA 
dentro del total, aumentó de 25.1% a 35.8%, las destinadas a EUA des-
cendieron del 65.3% al 48%. En el mismo lapso, las correspondientes a la 
Unión Europea pasaron de 5.2% al 7% y las destinadas al resto del mundo 
de 4.5% a 9.2% (cuadro Nº 11).

Estas últimas cifras sugieren algún mérito para los tratados bilaterales dis-
tintos del DR-CAFTA, pero en el caso de la UE no queda claro el impacto 
de la apertura comercial, a pesar de la fuerte caída que ha experimentado 
el dólar americano frente al euro, que en otras circunstancias debería haber 
favorecido la competitividad vía tipo de cambio. Por el contrario, hay que 
hacer notar la sensible reducción que experimentaron, en términos absolu-
tos, las exportaciones a ese mercado en 200l, manteniéndose prácticamente 
en el mismo nivel en los dos años siguientes.

No obstante, a partir de 2004 las ventas a Europa han aumentado en más del 
300%, pero su participación relativa respecto a otros destinos no ha cambia-
do de manera consecuente. Es más, alrededor de la tercera parte de las ven-
tas a la UE se concentra en un solo producto (el atún) que procesa y exporta 
una sola empresa que en el marco del SGP Plus entra libre de gravamen a 
toda la comunidad. Como se sabe, estos beneficios estuvieron a punto de 
perderse debido a la exigencia de la UE de que se aprobaran dos instrumen-
tos de la OIT (Convenio (87) sobre Libertad Sindical y Protección de los 
Derechos de Sindicación y Convenio (98) sobre el Derecho de Sindicación 
y Negociación Colectiva que datan respectivamente de 1948 y 1949).

En un aspecto que dice mucho de la capacidad de los países de producir en 
función de los mercados externos, El Salvador no sale bien calificado cuan-
do se compara con el resto de Centroamérica. En este sentido, no deja de ser 
una paradoja que el país que lideró la apertura comercial en la región, hoy 
resulte uno de los más rezagados en cuanto a la participación de las ventas 
al exterior, con respecto al PIB, 

El gráfico Nº 2, construido sobre una base uniforme en cuanto al destino 
de las exportaciones, muestra que de 1999 al 2007 el país más exitoso ha 
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sido Nicaragua cuyo coeficiente respecto al PIB subió en ese período en 22 
puntos porcentuales, en tanto que El Salvador bajó 3;  Honduras ganó 10 y 
Panamá 7. Por el contrario, Costa Rica y Guatemala bajaron en 5 y 4 puntos 
respectivamente.

Cuadro Nº 11

El Salvador: Estructura de las exportaciones por destino geográfico 
2000-2008

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR y de SIECA.

Si la atención se fija en el principal mercado para los seis países, es decir 
Estados Unidos, se observa que nuevamente sobresale Nicaragua, cuyas 
exportaciones tendieron a concentrase más en ese mercado; contrario a lo 
ocurrido en Panamá, que expandió sus ventas mayormente en otros países, 
manteniendo el mismo coeficiente con Centroamérica. En el caso de Costa 
Rica, El Salvador y Guatemala, se registra igualmente una reducción rela-
tiva en las ventas a USA y en paralelo un mayor dinamismo en las exporta-
ciones al MCCA. Honduras, en cambio, mantuvo inalterada la importancia 
del mercado estadounidense y del centroamericano, pero registró un alza en 
las ventas destinadas a otros países.
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Considerando los coeficientes acumulados, Nicaragua y Panamá se situaron 
en la primera y segunda posición y El Salvador y Guatemala en el último y 
penúltimo peldaño, mientras Costa Rica y Honduras compartieron posicio-
nes intermedias.

En términos generales, podría convalidarse, entonces, la apreciación que 
insistentemente se ha planteado en este trabajo sobre el resultado poco ha-
lagüeño que ha tenido El Salvador en transformar su estructura productiva 
en función de las exportaciones.

Gráfico Nº 2

Centroamérica: Variación de exportaciones por mercados principales

(Porcentaje del PIB)

Fuente: Elaboración propia en base a ICEFI. 2009.

E. A MANERA DE RECAPITULACIÓN

La nueva economía, donde la apertura comercial se erigió como una de sus 
expresiones más visibles, quedó delineada con los pasos iniciales del primer 
gobierno de ARENA. La reducción arancelaria continuó profundizándose 
de manera unilateral en el segundo de sus gobiernos, pero a partir de enton-
ces, el país abrió más su economía mediante la suscripción de varios tra-
tados bilaterales, que alcanzaron su máxima expresión con el DR-CAFTA. 
Puede hablarse entonces de una cierta consistencia en el proceso de apertura 
comercial, aunque los resultados logrados hasta la fecha no hayan sido los 
esperados. 



148

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

Sin desconocer que la apertura ha sido acompañada de algunos esfuerzos 
institucionales e instrumentales para estimular las exportaciones, hay que 
señalar que ante el  excesivo énfasis que se puso en el desmantelamiento de 
la protección arancelaria –bajo la premisa optimista que ese mero hecho iba 
a potenciar un traslado de recursos de los bienes no transables a aquellos 
que son objeto de comercio internacional– no se le dio suficiente conside-
ración a la necesidad de adoptar medidas de apoyo directo a las exporta-
ciones, como las que se pusieron en práctica en la mayoría de países del 
sudeste asiático, especialmente al principio de la apertura.

French-Davis, al referirse a la experiencia de Corea del Sur, Taiwán y otras 
economías de Asia Oriental, nos recuerda que su transición hacia un modelo 
de industrialización se basó en gran medida en el desarrollo ya alcanzado 
de destrezas y capacidades industriales. No hubo un intento de borrón y 
cuenta nueva, pero la estrategia seguida fue la de otorgar incentivos parejos 
a las exportaciones y a la producción para el mercado interno dentro de una 
misma industria, aunque estos fueran bastante distintos y cambiantes en el 
tiempo para industrias o sectores diferentes136.

En un marco más general, puede decirse que la pretensión de ampliar y 
diversificar la base exportadora, manteniendo la política macro inmóvil, no 
lleva a ninguna parte. Al respecto, el mismo autor sostiene que desde el 
punto de vista productivo, unas políticas macroeconómicas eficientes deben 
contribuir a utilizar los factores productivos; es decir, a elevar la eficiencia 
el trabajo y del capital de manera sostenible, como forma de estimular la 
formación de capital y aumentar la productividad, alentando mejoras en la 
calidad de los factores y en la eficiencia137. Pero ¿cómo se logra esto?

En el caso salvadoreño, sin duda el fundamentalismo en torno  a las virtu-
des absolutas del libre comercio tuvo una enorme gravitación hasta  en la 
conceptualización del esquema de incentivos “neutrales” que requería la 
construcción de esa base exportadora sólida en el marco del nuevo modelo. 
Es más, podría aventurarse el juicio de que las decisiones de política  res-
pondieron más a un intento de sumarse a los que desacreditaron el modelo 
de sustitución de importaciones, que a una genuina convicción de que los 
dos esquemas, no eran  mutuamente  excluyentes, como lo confirma la evi-
dencia empírica con el auge que tomó el MCCA después de la apertura.

136   Op. Cit. Pág. 159.
137   Ibíd., Pág. 49.
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Ciertamente El Salvador, como también lo han hecho los otros miembros 
del MCCA, dio algunos pasos en la dirección deseada, donde destaca el 
tratamiento de las industrias ubicadas en zonas francas y recintos fiscales 
(Robles-Cordero y Rodríguez-Clare, 2002), la aprobación de una ley espe-
cial para la reactivación de las exportaciones y estímulos  para promover 
la inversión extranjera. La creación del CENTREX tampoco ha sido  una 
medida irrelevante.

Pero a juzgar por las posiciones asumidas por la Asociación Salvadoreña 
de Industriales (ASI) y la Corporación de Exportadores, lo más apreciado 
por los empresarios que se dedican al comercio de exportación es la figura 
“draw back”, equivalente al 6% del valor FOB de las exportaciones no tra-
dicionales a países fuera del área centroamericana. Esta devolución, aunque 
no implica un gran beneficio para el sector –en parte porque no favorece 
a muchos exportadores– ambas gremiales la consideran sumamente rele-
vante, independientemente de los atrasos en que incurre el Ministerio de 
Hacienda para que la operación se materialice y la espada de Damocles que 
constantemente amenaza por la aplicación de la normativa de la OMC138.

Una de las últimas disposiciones orientadas a fortalecer la economía ex-
portadora del país fue la aprobación de la Ley de Servicios Integrales, cuyo 
propósito fundamental fue crear las condiciones para el desarrollo de una 
infraestructura de apoyo a la inversión extranjera y fortalecer la base pro-
ductiva para la exportación de bienes y servicios.

De alguna manera, este tipo de disposiciones recuerdan lo que reconocidos 
especialistas consideran vital para la construcción y desarrollo de una base 
exportadora, particularmente en el sector manufacturero.

Acevedo (2000), al comentar el conjunto de incentivos que se han puesto en 
práctica para estimular las exportaciones, hace una valoración positiva de 
los mismos a la luz de la apertura de la economía, reflejados en la tenden-
cia claramente creciente que evidencian las importaciones. Sin embargo, 
como otros analistas, sostiene que sus efectos han sido más bien modestos 
en cuanto al fortalecimiento de las exportaciones y la generación de divisas 
para financiar el dinamismo de toda la economía en el largo plazo.

138 Durante el 2007, el gobierno de la República realizó gestiones con éxito para que el 
país pudiera mantener hasta el 2012 el “drawback”, que, según información procesada 
por COEXPORT,  significa un reintegro a los exportadores  por una cifra anual un poco 
superior US$20 millones, en promedio.
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No obstante, cuando se analizan esos resultados, poca mención se hace a la 
política cambiaria, que al menos en los primeros planteamientos de FUSA-
DES y los del Consenso de Washington, y de acuerdo con  la experiencia de 
los países del sudeste asiático, siempre ha sido un tema central. La perma-
nente presión de los Estados Unidos y de la Unión Europea para que China 
reevalúe su moneda, sin duda constituye un ejemplo contundente, solo que 
a la inversa, del significado del tipo de cambio en el comercio mundial.

En un aspecto más general, no hay que perder de vista lo esencial. Stiglitz 
(2002) ha sostenido que “cuando la liberalización comercial –la reducción 
de aranceles y la eliminación de otras trabas al comercio– se hace bien y 
al ritmo adecuado, de modo que se creen nuevos empleos a medida que se 
destruyen empleos ineficientes, se pueden lograr significativas ganancias de 
eficiencia”.

El problema, según el mismo autor, es que muchas de esas políticas se con-
virtieron en objetivos per se, más que en medios para el crecimiento equi-
tativo y sostenible. De esa manera, las políticas orientadas a desmantelar el 
proteccionismo fueron demasiado lejos y rápido y excluyeron otras políti-
cas que eran necesarias139.

Más allá de cualquier controversia sobre la falsa dicotomía entre esos dos es-
quemas (sustitución de importaciones versus promoción de exportaciones) 
hay al menos tres hechos que no se pueden obviar en el caso salvadoreño: 1) 
La clara tendencia hacia la tercerización de la economía; 2) El dinamismo 
mayor que han mostrado las importaciones frente a las exportaciones, no 
solo en términos de su propia dinámica, sino también con respecto al PIB y 
3) El mejor desempeño que en materia de exportaciones ha tenido en gene-
ral el resto de países centroamericanos.

Naturalmente, cada uno de estos fenómenos tiene sus propias explicacio-
nes. Aún más, en el caso de los primeros, algunas de esas explicaciones se 
mezclan y se potencian, creando un escenario complejo donde a veces se 
torna difícil diferenciar la causa y el efecto.

La tercerización de la economía, por ejemplo, es a la vez causa y efecto 
del debilitamiento progresivo del tejido productivo, fenómeno que resultó 
potenciado por la misma apertura de la economía, la virtualmente ilimita-

139 Stiglitz, Joseph E. Op. Cit. Pág. 89.
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da capacidad del país para importar en cuenta corriente como producto de 
las remesas familiares y la sobrevaluación cambiaria en términos reales, 
provocada precisamente por los cuantiosos recursos que recibe el país por 
ese concepto. Cáceres y Saca (2005) han encontrado una suerte de círcu-
lo vicioso entre la tercerización de la economía, las remesas familiares, el 
incremento constante de las importaciones y el pobre desempeño de las 
exportaciones. En toda su tesis está presente el llamado “mal holandés”, que 
ha sido mencionado varias veces en este trabajo.

Bajo esas condiciones, importar se ha hecho mucho más rentable que pro-
ducir internamente y el creciente coeficiente importaciones/PIB es una ex-
presión clara de ese fenómeno, aunque de por medio estén las distorsiones 
que generan principalmente las compras del petróleo y sus derivados.

El hecho de que la economía esté dolarizada, también conspira en contra de 
un mayor equilibrio de las relaciones comerciales. El dólar puede devaluar-
se frente a las principales monedas de reserva, por ejemplo el euro y el yen, 
pero El Salvador dudosamente puede beneficiarse de ese fenómeno mientras 
su productividad no aumente más que la de sus principales competidores en 
la Unión Europea y Japón, que ya es decir mucho. Esto, suponiendo que 
tuviéramos una oferta exportable diversificada, una demanda potencial por 
nuestros productos y otros elementos que determinan los grados de compe-
titividad de las naciones.

La experiencia de países vecinos también es aleccionadora. Los esfuerzos 
que hizo El Salvador para fomentar la industria de maquila nada tienen que 
ver con la tarea que significa construir una plataforma exportadora de alto 
valor agregado como la que ha llegado a desarrollar Costa Rica. El clima de 
negocios, la educación, la solidez de sus instituciones y la estabilidad polí-
tica en ese país,  sin duda han sido determinantes para crear esa base y para 
que las ventas al exterior ronden el 30% del PIB (2007), siendo, después de 
Chile, el país que exhibe el coeficiente de exportaciones per cápita más alto 
de América Latina, según la CEPAL.

Honduras, inclusive, con un PIB que sólo representa el 60% del salvado-
reño, ha sido más exitosa que El Salvador en materia de exportaciones. 
Ciertamente, la maquila ocupa en ese país un lugar más importante que en 
El Salvador, pero no puede desconocerse que tiene una base exportadora 
relativamente más fuerte y diversificada en términos de productos y merca-
dos. En el 2007, por ejemplo, las exportaciones totales representaron el 45% 
del PIB hondureño (21% en El Salvador) y superaron a las exportaciones 
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salvadoreñas en 40%, cuando en 1990 la relación era de 1.9% a favor de 
nuestro país.

En este marco de contradicciones, tareas inconclusas e intentos fallidos, 
la conclusión que se extrae es que como país, después de veinte años, no 
hemos podido concebir y desarrollar una estrategia clara en materia de 
exportaciones, independientemente de que hayamos seguido la receta del 
desmantelamiento del proteccionismo y otras medidas que fueron parte del 
modelo que planteó FUSADES a mediados de los ochenta.

Cómo se puede retomar la idea y la práctica de un sector exportador fuerte 
que articule mejor la dotación de recursos del país, y esto a la vez  contribu-
ya a la sustitución eficiente de importaciones, es la gran interrogante. Acaso 
la vocación del país no ha sido totalmente descubierta, pero las herramien-
tas para lograrlo también están por definirse. 

A juzgar por el desempeño del sector exportador, aun antes de la crisis fi-
nanciera y económica global, estas interrogantes siguen siendo válidas y 
este trabajo intenta dar unas respuestas. 

CAPÍTULO VII 

REFORMA TRIBUTARIA 

A. EJERCICIOS PREVIOS

Entre los desafíos más importantes que planteaba el modelo económico que 
formalmente adoptó el primer gobierno de ARENA, estaba el de adaptar la 
política tributaria a una realidad contrastante. Por un lado, la apertura de la 
economía implicaba moderar las cargas impositivas al comercio exterior; 
por otro se requería  diseñar un régimen tributario neutral para estimular 
las actividades productivas bajo las reglas de mercado. Esto, sin obviar el 
hecho que El Salvador ocupaba los últimos lugares en América Latina por 
su bajo coeficiente de tributación y por el poco significado que tenía la in-
versión pública en el campo social.

Frente a ello, el nuevo gobierno tenía a su favor el apoyo del sector empre-
sarial, especialmente sí, como se concebía la participación del Estado en la 
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“nueva economía”, los agentes privados tenían mucho que ganar. Atrás ha-
bían quedado las posiciones bastante radicales que durante el gobierno del 
Presidente Duarte bloquearon todo intento de allegar mayores recursos al 
erario nacional, aun cuando las necesidades fiscales  tuvieran en el conflicto 
armado una mayor justificación.

Es preciso señalar, sin embargo, que cuando aún era presidente de la Repú-
blica el ingeniero Duarte, FUSADES mantenía dentro de su agenda priorita-
ria de trabajo el tema fiscal. Las posibles opciones para ordenar la casa iban 
desde aquellas que se implementaron años después, como la introducción 
del IVA y la venta de activos (en el marco de la privatización), hasta algunas 
que parecían ir contra la misma lógica económica, como la utilización de la 
devaluación como medio de allegar mayores recursos al fisco140.

Echando una mirada al pasado, hoy todos esos esfuerzos pueden conside-
rarse como un intento de construir progresivamente un marco de políticas 
coherentes, que empezó a tomar cuerpo en un documento de alcances bas-
tante ambiciosos –para la época– y que en lo concerniente al tema tributa-
rio, sostenía lo siguiente:

“En procura de crear un régimen impositivo al servicio del desa-
rrollo del país y sin debilitar las fuentes de ingreso que requiere el 
gobierno y las entidades públicas para sus proyectos de inversión y 
el suministro de servicios básicos dentro de un sistema de economía 
de mercado (el subrayado es nuestro) la reestructuración de la eco-
nomía del país hace imprescindible una revisión integral del sistema 
tributario141.

140  En el término de un año, FUSADES elaboró tres documentos sobre el tema fiscal so-
bre una base coherente: 1) Opciones para financiar el déficit fiscal de 1987 (noviembre 
1986); 2) Análisis crítico de la política fiscal (diciembre 1986) y 3) Bases para un nuevo 
modelo tributario (octubre 1987). Más tarde (1988) elaboró un estudio exploratorio 
para la introducción del IVA.

141  N. del A. El subrayado no es casual. Hemos dicho que en un principio en FUSADES 
se hablaba de “Economía social de mercado” como una forma de vender un modelo 
que se saliera de la tradición latinoamericana y que, como ha quedado planteado, se 
inspiraba grandemente en el modelo alemán. Sin embargo, al interior de la Comisión 
del Departamento de Estudios Económicos, había personajes a quienes literalmente 
les causaba urticaria  el solo escuchar la palabra “social” dentro de la nueva economía. 
Veinte años después sigo atribuyendo este tipo de reacciones a un oscurantismo extre-
mo –aunque probablemente justificado por la misma situación que vivía el país en esa 
época– pero que también desde mi particular punto de vista constituyeron la simiente, 
aunque parezca increíble, del rumbo que tomaría la política económica durante las cua-
tro administraciones de ARENA. 
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Esta revisión comenzará por una simplificación impositiva y una 
reducción del número de tributos. En principio, el régimen tributa-
rio del país se basará en los siguientes impuestos: Renta, Patrimo-
nio, Comercio Exterior y Ventas. En cuanto al Comercio Exterior 
se eliminará el impuesto a las exportaciones, sustituyéndose por un 
impuesto a la renta; en cuanto a las ventas, se sustituirá el actual 
impuesto de timbre por uno tipo de valor agregado. 

En general y como norma, la revisión del sistema tributario, en 
cuanto a tasas y cobertura, se orientará a promover el ahorro y la 
inversión privados, eliminando o reduciendo todos aquellos tributos 
que reducen el potencial de capitalización del país, como por ejem-
plo, el impuesto al patrimonio neto de las empresas. Asimismo, en el 
caso del impuesto sobre la renta deberá reducirse los tramos y las 
tasas marginales”140.

Como lo demuestran los hechos, buena parte, si no toda la reforma tribu-
taria emprendida durante la primera administración de ARENA, tuvo en 
estas ideas pioneras un asidero bastante importante, en particular porque 
procedían, con bastante anticipación,  del llamado tanque de pensamiento 
del sector privado.

El interés que mostró FUSADES en torno al IVA es particularmente suge-
rente, porque, en muchos sentidos, implicaba alterar la estructura impositi-
va que se había venido construyendo por muchos años y que cobró especial 
significado bajo el modelo de sustitución de importaciones. 

En este marco, el énfasis de la política tributaria recaía fuertemente en el 
impuesto sobre la renta, en los gravámenes a las importaciones proceden-
tes de terceros países y a las exportaciones de productos no tradicionales. 
Siendo un impuesto de base ancha y de fácil recaudación y además neutral 
en cuanto a las decisiones de inversión, el IVA resultaba atractivo hasta para 
los empresarios. De hecho, a esta iniciativa se sumó institucionalmente la 
ANEP.

Los antecedentes reseñados son relevantes para poner en perspectiva la im-
portancia determinante que tuvo el posicionamiento del sector privado ante 

142 FUSADES-DEES. Bases para un programa de estabilización y ajuste estructural (Do-
cumento de circulación restringida) julio de 1998. La idea de eliminar el impuesto al 
patrimonio fue retomada en el estudio de Harberger de 1989.
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un tema complejo, como el tributario. Sin embargo, aquí podría encontrarse 
parte de las raíces de los problemas que en la actualidad está viviendo el 
país en el campo fiscal, pues la estructura impositiva, aunada desde luego a 
las diferentes formas de defraudación y el poco celo por la administración 
racional de los recursos públicos, han llevado después de veinte años, a una 
situación realmente crítica. 

B. PASOS EN FIRME

Las primeras aproximaciones del sector privado al tema tributario en el 
marco de la reforma económica, adquirieron nuevas dimensiones con la 
contratación del doctor Arnold Harberger que, como ya se ha expuesto, fue 
acompañado de especialistas en diferentes áreas.

Los éxitos que ya por esa época estaba cosechando Chile con su reforma 
económica eran la credencial que acreditaba a los “Chicago Boys” –lidera-
dos por su mentor– para formular propuestas concretas adaptables al medio 
salvadoreño en diferentes campos, incluyendo el tributario; en este caso con 
el propósito de adaptar el sistema impositivo a las exigencias de una econo-
mía de libre mercado y abierta al comercio internacional.

Bajo esa perspectiva, el primer estudio integral sobre el tema tributario 
(1988) planteaba lo siguiente: 

“La reforma Tributaria apunta a gravar exclusivamente los flujos de 
ingresos (rentas, medidas a través de las transacciones); a producir 
en su primer año de aplicación una recaudación adicional del orden 
de los 400 millones de colones; a evitar la doble tributación, ini-
ciando el proceso durante el primer año; a reducir la progresividad 
del sistema y disminuir el número de tramos en el impuesto de las 
personas y aplicar una sola tasa a las empresas independiente de 
su nivel de utilidades; a la aplicación generalizada del impuesto de 
timbres, como etapa previa a la implantación del impuesto al valor 
agregado; a la eliminación de las franquicias tributarias (excepto 
timbres a las exportaciones) y arancelarias (excepto para las impor-
taciones)”.

Obsérvese que en la anterior elaboración, ya aparece explícitamente plan-
teada la necesidad de reducir la progresividad del sistema, lo que es otra 
forma de decir que había que tornarlo regresivo. Sin duda, la diferencia la 
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haría el IVA, que tiene precisamente la característica de regresividad, aun-
que resulte de más fácil recaudación.

Además, la reforma tributaria pretendía eliminar el impuesto patrimonial 
en un período de alrededor de 3 años y, en general, se aplicaría a todas las 
personas naturales y jurídicas sin distinción. El concepto del tratamiento 
tributario parejo se consideraba en todo caso fundamental para eliminar pri-
vilegios y evitar distorsiones en la asignación de recursos. En este marco, se 
consideraba que “el nuevo sistema tributario” debía gravitar esencialmente 
alrededor de tres ideas básicas: 1) ser simple, 2) ayudar a una eficiente asig-
nación social de recursos productivos y ser equitativo y, 3) otorgar al Estado 
los recursos necesarios para financiar sus gastos143.

Obviamente, una propuesta en el campo tributario debería tomar en cuen-
ta un espectro más amplio de las finanzas públicas. Consecuentemente, y 
aunque ese no era el objetivo del estudio comentado, ya se hacía cargo de 
ciertas restricciones y problemas muy concretos bajo los cuales funcionaba 
la hacienda pública desde el lado de los ingresos y el financiamiento del 
déficit. Al respecto, sostenía:

“En el caso de la República de El Salvador ha sido unánime el diag-
nóstico de la restricción dominante: El desequilibrio del sector fis-
cal y público, el cual alcanza cifras del orden del 3% del PGB, antes 
de ayuda externa […] Sin embargo, si a lo anterior se suma una so-
breestimación de ingresos del orden de US$129 millones, la presión 
adicional es de 2.4% del PIB salvadoreño. Las órdenes de magnitud 
son, en general, compartidas y es evidente que el desequilibrio fiscal 
es una seria limitación al proceso de apertura de la economía”144.  

Dentro de una aproximación más amplia, el mismo estudio hacía referen-
cia a los requerimientos de la apertura comercial, en términos de política 
arancelaria, cambiaria, tributaria, de precios, de los mercados de capital y 
laboral, entre otras razones, para garantizar mayores opciones en cuanto a 
la asignación de recursos y de precios de los productos e insumos, que sur-
girían como consecuencia de las fuerzas competitivas del mercado.

143 Aninat, Méndez y Asociados, “Proposición de Reforma Tributaria para  El Salvador 
(Cap. 2, pág. 17 y 19) 

144 Op. Cit. Pág. 9
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En retrospectiva, hoy puede decirse con mucha propiedad que gran parte 
de la primera etapa de la reforma en el campo tributario se inspiró en ese 
documento, aunque la eliminación del impuesto a las exportaciones de café, 
acaso por su relevancia en la recaudaciones tributaria total, no apareciera 
todavía planteada de manera explícita. Pero sin duda, el tratamiento del 
impuesto sobre la renta, la referencia explícita a la sustitución del impuesto 
del timbre por el IVA y la eliminación del impuesto al patrimonio, sí mar-
caron desde el principio la orientación que debería seguir el proceso. En 
todo  caso, este  tenía como hilo conductor el estímulo a la inversión  y la 
reducción de costos en la producción de bienes para la exportación.

Sin embargo, un estudio relativamente reciente de FUSADES (2007), al 
aludir a un aumento en la recaudación tributaria (de 9.1% del PIB a 11.2% 
de 1990 a 1995), señala:

“Esta fase coincide con el proyecto MOST (Modernization of Sal-
vadorean Taxation o Modernización del Sistema Impositivo Salva-
doreño) financiado por la Agencia de los Estados Unidos para el 
Desarrollo Internacional (USAID)[…]Fue en este período que se 
hicieron las reformas fundamentales a la estructura tributaria de El 
Salvador. Fue en este período también que se eliminó el impuesto al 
patrimonio, el impuesto de timbres fiscales; al mismo tiempo que se 
introdujo el Impuesto al Valor Agregado, se simplificó el Impuesto 
sobre la Renta a personas naturales y jurídicas y se modificó la 
estructura arancelaria del país de cara a un proceso de apertura 
externa, junto con reformas al sistema de aduanas”145.

Lo anterior hace referencia a dos etapas claramente definidas: una de for-
mulación y otra de implementación, independiente de que en la práctica 
haya habido algunas diferencias entre la propuesta original y la que efecti-
vamente se puso en ejecución. El hecho relevante es que ambas se cimenta-
ron sobre los mismos propósitos y se asentaron sobre las mismas bases.

En ese aspecto, el primer beneficio que puede atribuirse a la reforma es haber 
eliminado la enorme dispersión que había en las tasas y los impuestos, es-
quema que, además de ser ineficiente como generador de ingresos, resultaba 
administrativamente compendioso. En su momento, se llegó a identificar 

145 Trigueros Arguello Álvaro, “Respondiendo a los desafíos fiscales en El Salvador”, pág. 
5, en FUSADES-DEES, 1997.
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más de sesenta rubros entre impuestos y tasas, algunos de los cuales rendían 
menos recursos que los que se comprometían en su administración.

Rivera Campos (2000) lo plantea en los siguientes términos: “La reforma 
fiscal se aprobó en forma asimétrica […] Un logro importante fue la simpli-
ficación de la estructura tributaria reduciendo la diversidad de impuestos de 
antes de los noventa a solo tres tributos: IVA, renta y aranceles”146. Pleitez 
(2001) coincide en que uno de los elementos importantes de la reforma tri-
butaria de los noventa fue la simplificación de los impuestos, y, además, el 
aumento de la eficiencia. Sin embargo, este último autor sugiere que esos 
aspectos tuvieron preeminencia sobre la equidad y la justicia distributiva147. 
Esta visión surge ciertamente del mayor peso que adquirió la tributación 
indirecta con la introducción del IVA y la eliminación del impuesto al patri-
monio y a las exportaciones de café.

Esto, de alguna manera, replicaba la experiencia de otros países donde tam-
bién la simplificación tributaria cobró preeminencia con resultados auspi-
ciosos en las recaudaciones y las decisiones de inversión. En realidad, por 
esa época, y como un arrastre de las tendencias en boga en los ochenta, se 
enfatizaba mucho la importancia de los bajos impuestos para favorecer el 
clima de negocios, pero también el esfuerzo realizado por los gobiernos 
para facilitar el cumplimiento tributario. Al efecto, de manera recurrente, 
también en este caso se traía a colación la experiencia de varios países asiá-
ticos cuando ya en la etapa de rápido crecimiento, los impuestos indirectos 
constituían la principal fuente de los ingresos gubernamentales148.

La tributación directa, donde el impuesto sobre la renta y al patrimonio 
constituyen en teoría los gravámenes más eficaces para lograr mayores ni-
veles de equidad en la distribución del ingreso y en el soporte de la carga 
impositiva, eran reputados en varios de esos países como poco conducentes 
a esos propósitos, debido a su baja elasticidad dentro de una política redis-
tributiva. Rabushka así lo sostiene en un ensayo sobre las experiencias de 
Singapur, Taiwán y Corea del Sur149.

146  Rivera Campos. Op. Cit. Pág. 59.
147  Pleitez, William. “Conferencia sobre política fiscal en El Salvador, en el período 1978-

2001. Desafíos y perspectivas de la dolarización”. IX Congreso Nacional de Economía. 
Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas. San Salvador, agosto del 2001.

148 James, William; Naya, Seigji y Gerard Meier, Asian development, economic success 
and policy lessons. International Center for Economic Growth, 1987. Pág. 98.

149  Op. Cit.
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Aunque con el paso del tiempo se fueron erigiendo grandes barreras ideoló-
gicas en torno a la idoneidad de las reformas y más directamente contra el 
modelo neoliberal, hay países desarrollados y economías emergentes que, 
amparados sin duda en éxitos probados en materia de gestión económica, 
reivindican los impuestos bajos como un excelente expediente para ampliar 
el potencial de la economía de mercado y alcanzar logros que no se han 
registrado con el estado del bienestar. No obstante, la crisis financiera in-
ternacional, también en este caso, le está pasando la factura al repliegue de 
los Estados150.

Sin embargo, hay que destacar que detrás de esa simplificación había en el 
caso salvadoreño elementos de naturaleza estructural que no podían pasar 
inadvertidos. La reducción sustancial de la dispersión tributaria fue, por su-
puesto, relevante, pero la sustitución de ciertos tributos de bajo rendimiento 
y otros de difícil administración también resultó importante. Este es el caso 
del IVA que reemplazó al del timbre, con una tasa inicial del 10% que du-
plicó la que  aplicaba a este último.

Este nuevo impuesto, de más fácil control y más eficaz en cuanto a su ren-
dimiento, le cambió totalmente la estructura al sistema tributario nacional, 
aunque el gravamen derogado fue en su momento el más importante en tér-
minos de recaudación. Todavía en 1991 el timbre aportó el 32.3% del total 
de los ingresos tributarios, superando incluso la contribución de todos los 
impuestos directos durante el mismo año, o sea el 30.3%. (Lazo, 1996).

Con todo, para valorar el verdadero significado de la reforma tributaria den-
tro de la nueva economía, también es importante mencionar de manera ex-
plícita la eliminación del gravamen que recaía sobre las exportaciones de 
café, que ciertamente no iba –aun tratándose de un impuesto a un producto 
tradicional y de gran rendimiento  fiscal – con la filosofía exportadora en 
que se fundamentaba el nuevo modelo. En 1991, último año de vigencia de 
dicho impuesto, este solo representó el 5% de los ingresos tributarios, pero 
en ciertos años (1977 y 1986) aportó alrededor del 36% de los mismos. Ob-
viamente, las variaciones de precios en los mercados internacionales hacían 
que su rendimiento sufriera grandes fluctuaciones.

150  El documento de ANEP que sirvió de base al IX Encuentro Nacional de la Empresa 
Privada (2008) contiene una sección especial dedicada a reseñar la experiencia de tres 
continentes en materia de gestión económica, donde el tema fiscal aparece como una 
constante. Para contrastar lo allí planteado, véase Navarro Vicenc. Op. Cit, especial-
mente los capítulos 2 y 5.
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Al eliminar ese impuesto, se optó por incorporar las ganancias al que recae 
sobre  la renta, en el que también se redujeron tramos y se cambiaron tasas. 
En adición, más adelante (1993) se eliminó el Impuesto sobre el Patrimo-
nio bajo el argumento de que igualmente su rendimiento era muy bajo y 
que constituía un desincentivo para el ahorro y, consecuentemente, para la 
inversión. La presión de la empresa privada fue en este último caso determi-
nante, aunque muchos años después se vería un efecto colateral adverso, al 
menos desde el punto de vista fiscal, con la venta de los bancos a consorcios 
internacionales, sin que hubiera una provisión en el campo tributario para 
gravar, al menos, las ganancias de capital.

Tres años después, se incrementó en tres puntos porcentuales el IVA, dentro 
de una negociación política entre el gobierno y un partido minoritario –Par-
tido Demócrata, liderado por el ex comandante guerrillero Joaquín Villalo-
bos–, surgido como producto de la escisión que sufrió el FMLN. A pesar de 
la oposición de la empresa privada, ese aumento quedó sellado en el llama-
do Pacto de San Andrés, firmado el 8 de junio  de 1995 entre ambas partes.

A partir de ese aumento en el IVA (1996) transcurrieron casi cinco años 
antes de que se modificara la cobertura del impuesto que inicialmente se 
estructuró bajo criterios que no estuvieron exentos de matices políticos 
(para excluir ciertos consumos que afectaban a los sectores de más bajos 
ingresos), mezclados con una falta de comprensión de su funcionamiento 
de parte de algunos sectores.

Esta reforma tuvo lugar mediante decreto No. 877 del 13 de abril del 2000 
que eliminó las exenciones a los granos básicos, frutas, verduras, leche 
fluida y en polvo y medicinas y, que, como era de esperarse, desencade-
nó reacciones adversas en agrupaciones sociales obviamente apoyadas por 
los principales opositores políticos del gobierno. Sin embargo, igualmente 
causó satisfacción en los productores de los mismos rubros en la medida en 
que en adelante podían reclamar el crédito fiscal por los insumos utilizados 
en su proceso productivo, un beneficio que no comprendieron, cuando se 
introdujo el gravamen, pues fueron los primeros en pedir que les eximiera 
del mismo.

Esta decisión favorecía naturalmente los intereses fiscales, pero, al mismo 
tiempo, eliminaba importantes distorsiones como consecuencia de la no 
aplicación del impuesto, criterio que para los defensores del purismo eco-
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nómico resultaba más importante que cualquier pretensión de los sectores 
afectados de que se les exonerara como consumidores finales151.

La sustancia de la reforma tributaria salvadoreña se vio reforzada tiempo 
después, cuando se aprobó en noviembre  de 2000 la Ley del Fondo de 
Conservación Vial (FOVIAL) que, como se verá más adelante, fue más que 
todo producto de una iniciativa de la empresa privada. Mediante esta ley se 
creó un impuesto de US$0.20 por cada galón de gasolina o diesel adquirido 
a nivel de detallista, con el fin exclusivo de garantizar el mantenimiento de 
la red vial152.

Dada su propia forma de recaudación, este nuevo gravamen generó una co-
rriente de recursos en aumento, aunque hasta el 2007 no había superado el 
4% de los ingresos tributarios. No obstante, es preciso recordar que simultá-
neamente con la creación del FOVIAL, se eliminó el subsidio al diesel que 
por muchos años se otorgó al sector transporte  colectivo de pasajeros, en 
gran parte, por el mal uso que se hacía del mismo y por las filtraciones que 
ocasionaba en el sistema tributario.

Este último propósito se invalidó años después, cuando el gremio de trans-
portistas, dentro de sus recurrentes presiones al gobierno, prácticamente 
acorraló la administración Saca para volver al esquema de subsidios, argu-
mentando el alto precio de los combustibles (lo cual era cierto), viéndose así 
compelida a imponer un tributo de US$0.10 por galón de combustible –de 
manera independiente al FOVIAL– para evitar el aumento del pasaje del 

151  Quedará también para el recorrido histórico  los “reality shows” que han acompañado 
la forma de hacer política en el país, el espectáculo montado por el presidente Flores de 
hacer ese anuncio en un lugar rural distante de la ciudad capital donde con bombos y 
platillos montó un espectáculo al aire libre, contaminado por el olor nauseabundo que 
emanaba de unas porquerizas cercanas y el molestoso coqueteo de millones de moscas 
que intentaban posarse en los rostros y otras zonas descubiertas de los invitados, lo cual 
se combinaba con el calor insoportable de un medio día del mes marzo a escasa distan-
cia de las playas del departamento de La Paz.

152  El pago del impuesto por parte de los pescadores artesanales había sido declarado 
inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia en julio de 2005, pero se siguió apli-
cando. En plena campaña política el candidato a la presidencia por ARENA retomó el 
tema y trascendió que la fracción del partido había introducido el 10 de diciembre de 
2008, una enmienda a la ley del FOVIAL para la eliminación del gravamen, lo cual se 
concretó casi a finales del mismo mes.
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transporte de pasajeros y más tarde, a introducir un gravamen de US$0.04 
para penalizar las llamadas internacionales (entrantes) con igual propósito. 

El argumento del gobierno fue no afectar a los más pobres, pero con ello el 
Estado incurrió en el compromiso de otorgar un subsidio al sector a razón 
de US$800 por bus y US$400 por microbús, disposición que estaría vigente 
hasta la finalización de la administración el 31 de mayo del 2009153.

Dentro de la dinámica que ha experimentado la situación fiscal en los úl-
timos años, donde los subsidios  llegaron a comprometer en 2008 casi la 
cuarta parte de los ingresos tributarios, el tema del FOVIAL tiene otras 
connotaciones. En  2007, el gobierno impulsó y consiguió una reforma a 
la  ley de creación de esa entidad,  para que en su condición de autónoma 
pudiera contratar préstamos para apuntalar indirectamente los programas 
sociales, obviando de esa forma el voto calificado en la Asamblea que exige 
la Constitución de la República. Con igual propósito y en la misma fecha se 
modificó la Ley del Centro Nacional de Registros154.

Anteriormente, se habían modificado –mediante Decreto No. 538 de di-
ciembre del 2004– los impuestos al consumo de tabaco, bebidas alcohóli-
cas e importación de armas, para darle sustento económico a la creación y 
funcionamiento del Fondo Solidario para la Salud (FOSALUD)155. Sobre el 
particular, puede destacarse que fue en la última administración de ARENA 
que se acudió a elevar impuestos a rubros que afectaban directamente gran-
des intereses empresariales –aunque por su propia naturaleza, los mismos 
se trasladaran a los consumidores– recordando que fue una medida similar, 
que no pasó del intento, lo que crispó las relaciones entre el gobierno de 
Duarte y los empresarios.

153   Estas transferencias (compensación como le dieron en llamar los involucrados) se fija-
ron cuando el precio del petróleo superó los US$147 por barril, o sea en julio del 2008. 
A la fecha en que se estaba redactando esta parte (noviembre) el precio había descendi-
do a menos de la mitad, como consecuencia de la recesión mundial, pero el presidente 
no había dado indicios de revisar la medida.

154   Diario Oficial, Tomo No. 375. 25 de junio 2007.
155   La forma de financiar el FOSALUD, aunque respaldada en la teoría convencional de 

la tributación –que alude a las externalidades negativas que provocan ciertos consumos 
o actividades– no fue del todo compartida por los grupos empresariales que veían afec-
tados sus intereses. Evidentemente, estos no tuvieron éxito en sus gestiones de detener 
la medida, aunque seguramente incidieron en el nivel definitivo que alcanzaron los 
distintos gravámenes.
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Si las ofertas de campaña del entonces candidato Saca (en el sentido de 
que en su administración no se elevarían los impuestos vigentes), se vieron 
invalidadas cuando la situación fiscal empezó a complicarse; fue la negati-
va del FMLN de no ratificar los préstamos ya contratados con organismos 
multilaterales para financiar programas sociales, lo que le complicó al pre-
sidente la gestión de las finanzas públicas. Al menos en parte.

Su compromiso de mantener los subsidios generalizados e impulsar progra-
mas nuevos de corte social –en un contexto de grandes restricciones fisca-
les– ya lo habían obligado  a imponer gravámenes específicos que causa-
ron rechazo en el sector privado, pero eso no fue suficiente. En el extremo 
se atrevió a optar por figuras poco convencionales, como los fideicomisos, 
para financiar algunos proyectos relacionados con la seguridad pública que 
lo hicieron caer en supuestas violaciones a la Constitución, como lo señala-
ron los mismos partidos de oposición156.

En todo caso, probablemente la decisión más relevante, tanto por sus resul-
tados como por el foco de atención, fue la reforma administrativa y legal 
de 2004. Nos consta que ésta también fue objetada por algunos sectores y 
particularmente por el sistema financiero, que veía en las nuevas disposicio-
nes un obstáculo para el desarrollo, según insistían, de un centro financiero 
internacional al estilo panameño. En este caso particular y por la forma en 
que se desenvolvieron los acontecimientos alrededor del sector bancario en 
los años siguientes, no es aventurado pensar que ya por esa época estuviera 
en la agenda de algunas entidades, su venta a consorcios internacionales. 
Si ello es así, se podría asumir incluso que los portillos que se cerraron 
para la elusión con esa reforma, probablemente entraban en choque con las 
eventuales negociaciones en marcha, aunque esas filtraciones palidecieran 
ante  las pingues ganancias que se derivaron, según  trascendió, con dicha 
operación.  

156   La actitud que desde la administración Flores venía manteniendo el FMLN en torno 
al endeudamiento, varió cuando en noviembre de 2008 comprometió sus votos para 
ratificar sendos préstamos del Banco Mundial y el BID, que en conjunto suman US$950 
millones, de los cuales US$ 650 millones serían dedicados a cancelar la deuda bonifica-
da contraída a raíz de los terremotos del 2001, que vencen en 2011. Este cambio de giro, 
según analistas políticos y formadores de opinión, fue producto de un cálculo político 
ante la posibilidad muy real de que ya en ese momento reflejaban las encuestas de un 
triunfo de su candidato Funes y la responsabilidad que le correspondería de enfrentarse 
dos años después con el pago de una deuda multimillonaria en una situación fiscal su-
mamente crítica y en un momento que en la crisis financiera y económica mundial había 
empezado a causar grandes estragos en las economías desarrolladas.
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Lo planteado hasta este punto recoge los elementos esenciales de la reforma 
económica en materia tributaria. Empero, el sistema tributario actual tam-
bién fue fortalecido en el camino por otros gravámenes que fueron refor-
mados o introducidos como producto de las circunstancias, como el que se 
refiere a la industria turística. 

Sin embargo, a finales de 2008, FUSADES –dentro de la Estrategia econó-
mica social e institucional para el período 2009-2014– planteó varias ini-
ciativas en el campo tributario, entre las que destaca la introducción del 
impuesto predial y modificaciones al impuesto sobre la renta y los espe-
cíficos. Esto se inscribe dentro del propósito más general de apuntalar las 
finanzas públicas, cuya sostenibilidad en el largo plazo ha sido cuestionada 
de manera reiterada.

No obstante, en el mismo estudio se sostiene que el sistema tributario de 
El Salvador, en relación a otros países, está mejor diseñado, por lo que se 
recomienda continuar con los esfuerzos de reducción de las filtraciones que 
produce la evasión y la elusión tributarias, así como la modernización del 
sistema en concordancia con las tendencias internacionales.

En el marco de estas consideraciones, sigue siendo un tema central el finan-
ciamiento de los programas públicos, especialmente por la pérdida progre-
siva de importancia de rubros que en el pasado fueron decisivos para el fun-
cionamiento del Estado, como las donaciones, aunque circunstancialmente 
en este caso, el país se haya visto beneficiado con cuantiosos recursos (casi 
US$462 millones) provenientes de la Cuenta Reto del Milenio, proveídos 
por el gobierno de los Estados Unidos157. Los tiempos del endeudamiento 
fácil y poco oneroso, es otro aspecto que no puede ser ignorado.

157   Aunque El Salvador tuvo que competir con otros países de menor grado de desarrollo 
relativos y someterse estrictamente a los estándares requeridos para acceder a dichos 
recursos, hay versiones de analistas que sugieren que en la concreción de esta ayuda 
contribuyó mucho la lealtad que ha mantenido el país con Estados Unidos, en el caso de 
guerra en Iraq. El editorial de La Prensa Gráfica correspondiente al 30/12/08, al aludir 
al retiro del contingente salvadoreño –producto, no de una decisión unilateral sino del 
fin de la coalición aprobada por la ONU– señala lo siguiente: “Para nosotros, el formar 
parte de dicha coalición cada vez más reducida ha tenido ventajas muy significativas, y 
es de colegir que una de ellas fue el logro de la incorporación a los fondos de la Cuenta 
Reto del Milenio, que están financiando en gran medida el desarrollo de la zona norte, 
con el eje de la Carretera Longitudinal”.
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En ambos aspectos el panorama es hoy en día más complicado. Por un lado, 
han surgido desde hace varios años, demandas nuevas –especialmente en 
África– que han cambiado las prioridades de los países donantes. Pero sin 
duda, lo más relevante es el complicado panorama que ha creado la crisis 
financiera internacional y la recesión económica, exacerbando un problema 
de finanzas públicas que fue el talón de Aquiles de la última administración 
de ARENA y que obviamente se trasladó al gobierno de Mauricio Funes, 
como un lastre muy pesado al cual probablemente estará atado el nuevo 
gobierno durante toda su administración.

C. EN TORNO A LA CARGA TRIBUTARIA

Hablar de bajos o altos niveles de tributación tiene poco sentido si no se 
cuenta con un referente que vaya más allá de los estándares internacionales 
en esta materia. Las comparaciones entre países son importantes, pero se 
relativizan cuando se pone en el centro del debate el papel del Estado en la 
economía, frente a temas como la distribución del ingreso, la pobreza es-
tructural, las deficiencias en la provisión de servicios básicos, entre otros y, 
desde luego, la contribución del sector privado en las tareas del desarrollo 
nacional, más allá de su papel como productor de los bienes y servicios que 
se transan en el mercado.

El hecho objetivo es que el sistema tributario salvadoreño después de veinte 
años de reformas, sigue siendo señalado por los bajos rendimientos que ge-
nera con relación al tamaño de la economía, que no se compaginan con los 
grandes desafíos que tiene el país principalmente en el campo social y que 
ineludiblemente caen dentro de la esfera de responsabilidades del Estado. A 
los bajos coeficientes de tributación, se agregan otras falencias es aspectos 
fundamentales como la equidad en el soporte de la carga tributaria y la neu-
tralidad del sistema en su conjunto, muy echados de menos, no solo en El 
Salvador, sino en casi todo el mundo subdesarrollado.

Si la atención se centra en la tendencia que muestra la carga tributaria a par-
tir de 1990, podría colegirse que en este aspecto el país ha mejorado, pero 
no se ha alejado de los últimos lugares que por largo tiempo ha ocupado 
en el ámbito latinoamericano. Un aumento de casi cuatro puntos porcen-
tuales en el coeficiente de tributación en un sexenio no es un logro menor; 
el problema estriba en la consistencia y las razones que explican  que ese 
comportamiento no sea lineal.
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En efecto, el incremento señalado no fue producto de una tendencia soste-
nida y en concordancia con las modificaciones que desde el primer año se le 
imprimieron al sistema tributario. Antes bien, hasta 1995, donde para fines 
analíticos se ubica el límite temporal superior de la primera generación de 
reformas, la relación ingresos tributarios/PIB apenas llegó a 11.2%.(cuadro 
Nº 12). Esto, a pesar de que ese lapso también coincide con la etapa de más 
rápido crecimiento de la economía en las últimas dos décadas.

En esto último puede encontrarse uno de los problemas estructurales más 
claros del sistema tributario salvadoreño, porque ese fenómeno refleja una 
baja elasticidad en aquellos impuestos más relacionados con la actividad 
económica como la renta y el IVA, aunque ello también sea una expresión 
de un grave problema de gestión.

No obstante, tampoco hay que perder de vista que el mismo coeficiente ha 
estado siendo afectado por la progresiva pérdida de impulso de los impues-
tos a las importaciones, a medida que se reducía la protección arancelaria, 
lo mismo que el impacto que tuvo la eliminación del impuesto a las expor-
taciones de café (1992), el que se aplicaba a las donaciones y sucesiones 
(1993) y el del patrimonio (1994). Ciertamente, con esto se simplificó el 
sistema, pero se redujo sensiblemente su potencial recaudatorio. Particular-
mente relevante fue la supresión del gravamen que recaía sobre exportacio-
nes de café, que por sí solo aportó más del 15% a los ingresos tributarios 
contabilizados en 1991.

Aunque el incremento del IVA de 10% a 13% a partir de 1995 y el inicio de 
operaciones del FOVIAL en 2002 potenciaron las recaudaciones, todavía 
en 2004 el coeficiente de tributación apenas llegó al 11.5%, año que preci-
samente marca el punto de inflexión atribuible a la reforma administrativa 
y legal que entró en vigencia en 2005. Es a partir de este último año que la 
figura comienza a cambiar con un aumento en las recaudaciones equivalen-
te al 2 dos puntos del PIB hasta el 2007.

Como producto de ello, el coeficiente subió en este último año al 13.4%, 
pero nuevamente descendió al 13% en 2008 a raíz de la caída observada 
en la recaudación del IVA y los impuestos a las importaciones, que en el 
caso específico del petróleo y derivados, tuvo una curva ascendente durante 
el 2007 y buena parte del año siguiente, para luego cambiar de tendencia 
conforme se alteraban hacia la baja los precios de dichos productos en el 
mercado internacional. La contracción del consumo de combustibles aso-
ciado al menor ritmo de actividad económica y los elevados precios para 
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el consumidor final, también repercutió en los ingresos generados por el 
FOVIAL.

Cuadro Nº 12:

El Salvador: Coeficiente de Tributación según impuesto 

(Recaudaciones respecto al PIB corriente) 158 

a/Incluye impuesto al Patrimonio

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR. 

Al margen de lo anterior, puede decirse con toda propiedad que el salto del 
coeficiente de tributación observado en los últimos años, es en mayor me-
dida resultado del esfuerzo realizado para ampliar la base tributaria, llenar 
vacíos y mejorar la administración. Según información del Ministerio de 
Hacienda, el total de los impuestos adicionales recaudados por el gobierno, 
de 2005 a 2007 fue de US$1,221.7 millones, que representaron un incre-
mento de 29.6%. De este aumento, el 26.3% tuvo origen en la renta y 20.1% 
en el IVA. A su vez, estas variaciones se explican en un 53% por los mayo-
res impuestos pagados por los grandes contribuyentes, señal inequívoca de 

158   Estas cifras pueden diferir de las presentadas por el Ministerio de Hacienda debido a 
que, desde 1994, el BCR presenta los montos netos de los ingresos tributarios, ajustados 
por las devoluciones de los impuestos sobre la Renta e IVA.
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que en este segmento estaban las más importantes filtraciones en términos 
absolutos y relativos159.

Con todo, el coeficiente de tributación sigue siendo el más bajo a nivel 
centroamericano, después de Guatemala. La baja elasticidad de los impues-
tos más relacionados con la actividad económica sin duda sigue siendo un 
problema central dentro del sistema tributario vigente y por ello es que la 
reforma de 2004, si bien se consideró incompleta y no se continuó como era 
deseable, se mantiene hasta el presente como el logro más importante en la 
administración tributaria de los cuatro gobiernos de ARENA

Como fenómeno largamente extendido en los países del tercer mundo, la 
baja presión tributaria también sigue siendo un tema crucial en El Salvador, 
aunque esto tampoco está disociado del problema de la equidad. Según el 
estudio ya citado del Banco Mundial, el tema del bajo esfuerzo tributario 
(todavía no se había incrementado el IVA) podía ser explicado, al menos 
parcialmente, por la estrecha cobertura de algunos impuestos resultantes de 
las exclusiones, generosas deducciones, exenciones, incumplimiento frau-
dulento y la evasión. Aunque el mismo estudio reconoce que la reforma tri-
butaria de 1992 superó algunas de las limitaciones, insiste en que la misma 
no amplió suficientemente la base tributaria160.

Los bajos coeficientes de tributación comparados con los países de la OECD, 
por ejemplo, son en este sentido una expresión clara de las limitaciones se-
ñaladas por el Banco Mundial y que, con mayor o menor grado, se replican 
en la región. Mientras la carga tributaria en América Latina se estimaba en 
15.5% en 2006, en los veinte países miembros de dicha organización se si-

159    La baja correlación existente entre el impuesto sobre la renta, acaso por el mismo 
fenómeno de las filtraciones, ya sea por evasión o elusión, se manifiesta en el hecho que 
durante el período de rápido crecimiento de la economía (1990-1995) la participación 
del gravamen respecto al PIB se mantuvo en un rango de 2-3.2%, sin una tendencia de-
finida en los años intermedios. Tampoco el incremento del IVA impactó su participación 
en el PIB; de hecho, se mantuvo entre límites del 5.2% en 1996 y 6.0% en 2004 –tam-
bién con variaciones entre los extremos– y solo empezó a seguir una tendencia alcista, 
con la reforma aludida, aunque su participación en los ingresos tributarios totales ha 
tendido a reducirse, contrario a lo que se observa en el impuesto sobre la renta.

160 Ya en aquella época se hablaba de eliminar las exenciones en el IVA, particularmente 
en el sector de la construcción, los servicios financieros y los servicios públicos (electri-
cidad, agua y acueductos y alcantarillados), en vista de que las mismas reducían la base 
y generaban distorsiones que beneficiaban a determinados sectores. Banco Mundial, El 
Salvador: Meeting the challenge of globalization. 1996. Pág. 11.
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tuaba en 28%. Obviamente, en América Latina los límites en que se mueve 
la carga tributaria son bastante amplios y van desde 23.6% en Argentina a 
9.7% en México, sin incluir el impuesto al petróleo161.

No obstante, en el mismo estudio recién referido, que trata sobre la evolu-
ción de la presión tributaria y que incluye a diez países de América Latina, 
se ubica a El Salvador en segundo lugar –solo superado por Argentina– por 
la más alta variación que experimentó ese coeficiente en el período que va 
de 1990 a 2007, tanto en términos acumulados como en promedio. Curio-
samente, en Centroamérica son Honduras y Nicaragua, es decir, los países 
menos desarrollados, los que en ese mismo año registraron –igual que en 
toda la década – los niveles más altos de tributación (17.9% y 17.5% res-
pectivamente), mientras que en el escalón más bajo se ubicó Guatemala, 
que tradicionalmente ha ocupado el último lugar en todo el hemisferio oc-
cidental, con 10.2%; mientras que El Salvador ocupó por muchos años el 
penúltimo puesto.

Una investigación más reciente realizada con el patrocinio del BID reitera 
que la baja presión tributaria obedece esencialmente a los límites que le im-
pone a los respectivos sistemas, el cúmulo de exenciones y desgravaciones 
que rigen en los distintos países, pero también, los niveles de incumpli-
miento tributario, lo que como en el caso de El Salvador, ha compelido a los 
gobiernos a efectuar reformas periódicas162.

El argumento en contra de esas exenciones (y deducciones) no puede ser 
más contundente cuando se toma en cuenta la precariedad de los recursos 
que recibe el fisco a través de la tributación y las inequidades que gene-
ran con repercusiones claras en la eficiencia de la administración tributaria. 
Adquieren todavía más relevancia cuando se considera que, en general, las 
reformas tributarias en América Latina, bajo la consigna de organismos in-
ternacionales, tenían entre sus objetivos más importantes precisamente re-
ducir la inequidad y mejorar la distribución del ingreso, con regímenes más 
neutrales y la eliminación de incentivos perversos.

161  FUSADES, ibíd.
162  Agosín, Manuel R. Alberto Barreix, Juan Carlos Gómez S. y Roberto Machado: “Pa-

norama Tributario de los países Centroamericanos y Opciones de Reforma”, en: “Re-
caudar para crecer, bases para una reforma tributaria en Centroamérica”. Banco Intera-
mericano de Desarrollo BID, Washington D.C., 2005.
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Empero, el problema de la base en El Salvador fue corregido en buena me-
dida con las reformas de 2004, aunque todo indica que el sistema sigue 
adoleciendo de fallas estructurales, a pesar de que estas se diluyan en in-
terpretaciones cuestionables de la ley en las instancias más altas que, con 
frecuencia, hasta terminan legitimando conductas impropias de los contri-
buyentes más importantes. Esto no tiene otro calificativo que impunidad 
tributaria.

D.  ESTRUCTURA TRIBUTARIA

Aparte del aumento que ha experimentado el coeficiente de tributación, a lo 
largo del tiempo se han registrado alteraciones importantes en la contribu-
ción de los diferentes gravámenes en los ingresos totales. En esencia, estos 
cambios responden a las modificaciones que han experimentado impuestos 
claves como los relacionados con el comercio exterior, la introducción –y 
posterior aumento– del IVA, el FOVIAL y los incrementos en algunos es-
pecíficos. Entre éstos están el aplicado a las llamadas telefónicas, alrededor 
del cual se había previsto un mayor rendimiento, pero los cálculos iniciales 
se sobreestimaron al no tomar en cuenta las dificultades inherentes a su 
control.

Tampoco es un tema de menor importancia en la evolución de los diferen-
tes gravámenes y en la misma estructura de la carga tributaria, la forma en 
que se ha venido decantando la economía, donde el fenómeno de la terce-
rización y la presencia de un elevado nivel de consumo que se satisface 
en gran medida con bienes importados, crean un escenario relativamente 
menos propicio para aumentar la eficacia de los diferentes impuestos, en la 
medida en que se diluye su campo de aplicación. El crecimiento del sector 
informal constituye, en los hechos, una manifestación clara de cómo el cau-
ce de la economía incide en el potencial de recaudación de los diferentes 
impuestos.

Una conclusión que puede extraerse de lo señalado anteriormente, es que 
las transformaciones que ha experimentado el sistema tributario no necesa-
riamente significan un avance significativo en la definición de una estruc-
tura teóricamente correcta. De hecho, aunque se esté en presencia de un 
sistema que tiene una cobertura más amplia que cuando se inició la reforma, 
en términos de una base de contribuyentes más grande y cierta, hay indicios 
de que el problema de la regresividad a que tanto aluden los expertos en la 
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materia, persiste. En este sentido, la eficacia en la recaudación parecería ser 
un tema no agotado, a pesar de los avances logrados con las reformas del 
2004.

El reconocimiento de las transformaciones que ha experimentado el sistema 
tributario tampoco debe llevar a perder de vista que ha faltado una estrate-
gia consistente para construir un sistema donde a sus características ideales 
–neutralidad económica, equidad y mínimo costo de recaudación y cumpli-
miento– vayan aparejadas a un esfuerzo firme de apuntalar la sostenibilidad 
de las finanzas públicas, con una perspectiva de largo plazo. Las decisiones 
tomadas en presencia de problemas coyunturales son la mejor evidencia de 
que el sistema tributario se ha construido en gran medida por agregación y 
no bajo una concepción de integralidad, congruente con el logro de objeti-
vos económicos y sociales que son en cualquier caso más importantes que 
aquellos de naturaleza estrictamente fiscalista163.

Aun así, es destacable el hecho que paralelamente al aumento de la carga 
tributaria, se haya registrado  un cambio no despreciable en los componen-
tes principales del sistema a favor de la tributación directa. Esta aportó en 
2008 el 35.4%, o sea siete puntos porcentuales más que en 1990, producto 
de la creciente contribución del impuesto sobre la renta, que es virtualmente 
el único componente importante de esta categoría, después que se eliminó el 
gravamen que penalizaba el patrimonio, considerando además que el grava-
men que afecta la transferencia de propiedades, se ha vuelto prácticamente 
marginal.

De esa cuenta, el impuesto sobre la renta se ha mantenido como el más 
consistente en el largo plazo en términos de crecimiento y participación en 
los ingresos tributarios totales, con excepción de la pérdida de impulso en el 
2001, que puede ser atribuida a los efectos que ocasionaron los seísmos en 
la economía real. Sin embargo, gran parte del potencial de recaudación solo 
se activó, igual que el caso del IVA, con las reformas del 2004 que, entre 
otras, incorporaron nuevas disposiciones para gravar las utilidades obteni-
das en el exterior.

163  Una noción sencilla sobre los principios de tributación y las características esenciales 
en una economía que funciona dentro de un régimen capitalista puede encontrarse en 
John F. Due, Análisis Económico de los Impuestos, versión española del original Go-
vernment finance, an economic analyisis. Richard D. Irwin, versión revisada, 1959.
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Como expresión de un cambio estructural dentro de un sistema que tradicio-
nalmente ha descansado –y sigue descansando por un amplio margen– en 
los impuestos indirectos, ese es un logro. No obstante, este se vuelve relati-
vo cuando se considera que la base del impuesto sobre la renta se amplió, al 
menos en teoría, cuando se incorporó al mismo el gravamen que afectaba las 
exportaciones de café, que como se dijo antes, aportó en sus mejores años 
más del 30% a los ingresos tributarios totales. De hecho, el impacto de esta 
modificación resultó casi imperceptible, lo que sugiere que sus beneficios se 
diluyeron más bien en los mismos contribuyentes afectos al impuesto164.

Desde otro ángulo, es preciso reconocer que el lento crecimiento que expe-
rimentó la economía de 1996 al 2004, inevitablemente tuvo implicaciones 
directas sobre la base gravable a nivel de todo el sistema y presumiblemente 
más en el impuesto sobre la renta, aunque en los hechos, y tal como se dijo, 
no haya una correspondencia muy estrecha entre el ingreso nacional y el 
rendimiento de los impuestos directos.

Como contrapartida al comportamiento de los impuestos directos, la con-
tribución de los indirectos perdió importancia dentro de los ingresos tri-
butarios totales, bajando de 71.3% en 1990 al 64.6% en 2008 (cuadro Nº 
13). Esto a su vez, está vinculado con la reducción de la contribución que 
ha venido registrando el IVA desde 2000 y, obviamente, el impacto que ha 
tenido la participación de los impuestos aplicados a las importaciones como 
producto de la desgravación arancelaria.

Aun así, el IVA aportó en el 2008 el 50.6% de los impuestos totales en 
comparación con 40.7% durante el primer año de aplicación plena (1992). 
Para el año de 1996, este gravamen dio un salto importante (casi 6 puntos 
porcentuales) en esa contribución, coincidiendo con el incremento de la tasa 
(del 10 al 13%) acordado en el marco del Pacto de San Andrés. No obstante, 
ese impacto inicial perdió impulso en los años subsiguientes, pero en nin-
gún caso su contribución ha bajado del 50% registrado en este último año.

164  Esto se puede constatar en el hecho de que el impuesto sobre la renta, ya con la referida 
modificación (vigente a partir de 1992), no alteró su participación en los ingresos tribu-
tarios totales y menos su contribución en relación al PIB. En el primer caso, más bien 
la participación declinó 23.7/% en 1991 a 22.0% en 1993; mientras que en el segundo 
la contribución se mantuvo virtualmente estática en alrededor de 2.2% en el mismo 
período. Sin embargo, es importante precisar que el comportamiento del impuesto so-
bre la renta con relación a esas dos variables está de alguna manera influenciado por la 
introducción del IVA en 1992. 
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Cuadro Nº 13

El Salvador: Estructura tributaria 1990-2008

(En porcentajes)165 

Fuente: BCR y otras fuentes.

De allí se deriva un corolario importante, en el sentido de que la aplicación 
del impuesto a las transacciones internas incide, aunque sea de manera indi-
recta, en la equidad impositiva, al considerar sobre todo la importancia que 
tiene el gravamen en los ingresos tributarios totales.

Por su importancia en la reforma del sistema tributario y las circunstancias 
bajo las cuales se modificaron otras fuentes de ingreso importantes, destaca 
la sensible reducción de los impuestos a las importaciones, tanto en lo que 
concierne a su participación en los ingresos tributarios totales, como en lo 
atinente a su importancia relativa en la tributación indirecta. En el primer 
caso, la aplicación del arancel aportó en 1990 el 14% proporción que se 
había reducido a solo 6.2% en 2008. Concomitantemente, se contrajo su 

165  Estas cifras pueden diferir de las presentadas por el Ministerio de Hacienda debido a 
que, desde 1994, el BCR presenta los montos netos de los ingresos tributarios, ajustados 
por las devoluciones de los impuestos sobre la Renta e IVA.
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participación en la tributación indirecta casi del 20% al 9.6% en el mismo 
período.

Sin embargo, este último fenómeno no se empezó a observar sino varios 
años después de que comenzó la reducción de la protección arancelaria, al 
punto que su contribución a los mismos fue en 2000 de un nivel similar al 
registrado en 1989. Esto confirma lo que se ha mencionado en varias partes 
de este trabajo, en el sentido  que el arancel tenía mucha grasa, pero también 
que la evasión en gran escala, vía contrabando o subvaluación, había con-
tinuado cuando ya se había avanzado bastante en el desmantelamiento de 
la elevada protección, a pesar de que también se argumentaba que los altos 
aranceles constituían el principal estímulo para evadirlo.

En todo caso, conviene señalar que el comportamiento del IVA ha sido ma-
yormente influenciado, desde su creación, por las importaciones a las cuales 
aplica, excediendo en varios puntos porcentuales al generado por las tran-
sacciones internas. Este fenómeno empezó a hacerse más visible a partir 
de 2003 en aparente coincidencia con los mayores controles implantados 
por el Ministerio de Hacienda, los cuales se han reforzado como una forma 
de reprimir el contrabando y prevenir la subvaluación. Bajo estas circuns-
tancias, en 2007 el IVA recaudado a nivel de aduana alcanzó el 60% del 
rendimiento total del impuesto, donde el petróleo y sus derivados, tienen 
gran incidencia.

A partir de la marcada diferencia entre el IVA aplicado a las importaciones 
y el correspondiente a las transacciones internas (20 puntos en dicho año), 
podría colegirse que la productividad del impuesto –que según estudios re-
cientes se acerca al 50%– depende no tanto del universo al cual se aplica, 
cuanto del sujeto per se y su focalización166. El mayor rendimiento absolu-
to del impuesto aplicado a las primeras, resulta más destacable cuando se 
considera que las importaciones (totales) representan alrededor del 40% del 
PIB. Empero, un estudio de FUNDE atribuye el mayor peso de los recursos 
generados por el IVA-importaciones, al cambio en la composición de la 
oferta agregada, donde los bienes procedentes del exterior han tendido a 
adquirir cada vez más importancia bajo el impulso de las remesas167.

166   Trigueros Argüello, Álvaro. Respondiendo a los desafíos fiscales en El Salvador. FU-
SADES, 2007. 

167  FUNDE. Seguridad fiscal en El Salvador, medidas para fortalecer la tributación. 
2008. 
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En este caso particular, es destacable además el hecho que la relación aran-
celes/importaciones mantuvo una tendencia ascendente desde 1990 hasta 
1994, cuando se situó en 6.6%. A partir de ese año se observó un comporta-
miento declinante con algunas excepciones en un par de años, para situarse 
en 2008 en sólo 1.8%.

A la luz de este comportamiento, puede concluirse que con la reforma aran-
celaria se cumplió el objetivo central de reducir el elevado proteccionismo 
que se erigió en el marco del programa de integración económica, pero 
como resultado también se eliminó, hasta cierto punto, el objetivo fiscalista 
que también marcó el modelo de sustitución de importaciones.

Aquí hay al menos dos elementos en juego que en algunos casos se contra-
ponen. Por un lado, está el impacto directo de la reducción arancelaria en 
los niveles de recaudación, pero por otro, está el incremento sensible que 
han experimentados las importaciones, en gran medida como producto del 
reciclaje de las remesas familiares que, en consonancia con el enfoque de 
FUNDE, tiene un impacto en el consumo agregado. Además, el efecto IVA, 
potenciado a partir de 2007 por el incremento espectacular de los precios 
del petróleo, alteró en buena medida toda la estructura tributaria, poniendo 
al descubierto la sensibilidad del sistema ante elementos coyunturales.

No obstante, habiendo sido la apertura comercial uno de los temas más sen-
sibles de la reforma económica, tanto por las implicaciones potenciales que 
tendría en la estructura productiva del país como en los ingresos fiscales, no 
deja de ser una paradoja que en este último aspecto las previsiones iniciales 
en cuanto a la caída de los derechos arancelarios, hayan tardado bastante 
tiempo en materializarse.

Contrario a la poca vinculación existente entre la reducción arancelaria ge-
neral y la recaudación fiscal relacionadas, hoy todo apunta a que el TLC con 
los Estados Unidos sí tendrá un impacto significativo en todos los países de 
la región. Las estimaciones realizadas sobre el particular, ciertamente reve-
lan que El Salvador sería en todo caso el menos afectado de Centroamérica; 
aún así, persiste la duda del costo-beneficio involucrado si el país no logra 
aprovechar eficientemente este tratado. El cuadro Nº 14 presenta ese pano-
rama a largo plazo.
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Cuadro Nº 14

Centroamérica: Pérdidas tributarias de un tratado de libre comercio 
con Estados Unidos

(Porcentaje del PIB)

Fuente: Barreix, Villela y Roca. Libre comercio en América Central: ¿Con quién y para qué? Las 
implicaciones del CAFTA; Manuel R. Agosín y Ennio Rodríguez. Buenos Aires: BID-INTAL, 2006. 
Pág. 32.

Obviamente, en el caso de El Salvador, el nivel de la carga tributaria ha 
aumentado desde que se hizo ese ejercicio, pero ello es producto, como se 
sabe, de la reforma que se impulsó en 2004, la cual no tuvo virtualmente 
ninguna relación con un intento de compensar la pérdida de ingreso deri-
vada de la declinación de los impuestos a las importaciones. En cambio, el 
deterioro fiscal, particularmente por el peso de los subsidios generalizados, 
es más evidente.

La gravedad de este problema se volvió más notoria cuando comenzaron 
a sincerarse las cuentas fiscales, solo unos días después de las elecciones 
presidenciales del 15 de marzo de 2009. Sus implicaciones en el plano es-
trictamente fiscal y desde luego en el ámbito político, forman parte de la 
pesada carga que heredó la administración Funes168. 

E. EL PROBLEMA DE LA DEFRAUDACIÓN FISCAL

En teoría, uno de los elementos claves en un sistema tributario eficiente, es 
su simplicidad en términos de pocos impuestos de base ancha y que sean 

168   La Prensa Gráfica 16/03/09



177

JUAN HÉCTOR VIDAL

fáciles de administrar. Esto, con independencia de los principios que le son 
inherentes a todo sistema teóricamente racional. En lo fundamental, las 
primeras dos condiciones mencionadas al principio las cumple el sistema 
tributario salvadoreño, aunque quienes se han ocupado de esto último, in-
variablemente coinciden, para el caso, en su regresividad, que no necesaria-
mente depende solo de la estructura tributaria como tal, sino además de la 
fiscalización en sus componentes administrativos y legales169.

Si se parte del hecho que solo la renta y el IVA generan más de las cuatro 
quintas partes de los ingresos tributarios, debería asumirse que es en estos 
dos gravámenes donde la administración concentra su atención en cuanto 
al cumplimiento tributario. En los hechos ha sido así –lo cual se ha puesto 
claramente de manifiesto, una vez más, con la reforma de 2004–, pero las 
acciones legales y administrativas también han abarcado la represión del 
contrabando, que es en sí mismo una figura que junto con la evasión y la 
elusión tributaria , configura la trilogía delictiva en materia de defraudación 
fiscal170. 

169   El tema de la administración adquiere dimensiones especiales cuando se trata de jus-
tipreciar la eficacia del sistema para distribuir la carga tributaria, o en un aspecto más 
general, la contribución del mismo en la distribución del ingreso. Un sistema tributario 
“equitativo” no solo debe juzgarse desde una perspectiva teóricamente racional. Ese 
atributo también está inevitablemente vinculado con la rigurosidad y eficacia con que 
se aplican los distintos impuestos atendiendo las disposiciones legales. Aunque la apli-
cación rigurosa de la ley no puede mejorar la racionalidad de una estructura impositiva 
irracional, una pobre aplicación de la ley puede anular las ventajas de una estructura 
impositiva racional. (Véase Herbert, Bernard P: “Modern Public Finance: The study of 
public sector economic” Richard D. Irwin Inc. Homewood, Illinois, 1971.

170 Con relación al tema de la defraudación fiscal, Herbert hace una distinción de tres 
términos: 1) la evasión, 2) la elusión y 3) la delincuencia. Las primeras dos figuras son 
coincidentes con la tipificación que se hace en el caso salvadoreño, no así la tercera cu-
yos alcances son más amplios que la tercera figura más importante en el caso nuestro (el 
contrabando), probablemente porque está en concordancia con la cultura anglosajona. 
Según este autor, la evasión deriva de un esfuerzo deshonesto o fraudulento, que se tipi-
fica como una violación directa por parte del contribuyente de escapar de sus obligacio-
nes tributarias legales, tanto en su espíritu como en su letra; la elusión, por su parte, se 
relaciona directamente con la violación del espíritu de la ley, pero no la violación de su 
letra y ocurre cuando el contribuyente manipula su comportamiento económico a mane-
ra de maximizar su posición impositiva, es decir, minimizar sus obligaciones impositi-
vas. Delincuencia tributaria, en cambio, se refiere a la renuencia de pagar los impuestos 
en la fecha establecida por la ley, independientemente de que el contribuyente disponga 
o no de los recursos necesarios para cumplir sus obligaciones. Op. Cit. Pág. 26.
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Es más, últimamente las acciones dirigidas a combatir el contrabando han 
adquirido una gran notoriedad, debido a que en algunos casos ha estado de 
por medio la narcoactividad. Esto, incluso, ha llevado a descubrir además 
un problema de evasión de impuestos internos de grandes dimensiones171.

Sin embargo, la pregunta que surge casi de manera natural es cuán eficientes  
han sido las iniciativas orientadas a reducir toda expresión de defraudación 
fiscal, partiendo por supuesto de la existencia de una voluntad política para 
lograrlo. Y aunque para fines de justicia tributaria esa voluntad se convierta 
en Leith motive de un determinado gobierno, también hay que considerar 
que con frecuencia las mismas restricciones fiscales fuerzan a tomar deci-
siones para aminorar la defraudación, aunque en el margen, igual que un 
aumento en las tarifas, tengan algún costo político.

En este contexto, nuevamente, cobra especial relevancia la reforma fiscal 
del 2004 orientada a reducir aquellas expresiones más notorias de defrau-
dación (evasión, elusión y contrabando). De alguna manera, esto se hacía 
cargo de la insistencia de las gremiales empresariales de ampliar la base tri-
butaria mediante un esfuerzo de incorporar al sector informal, pero también 
constituía la opción políticamente más viable, considerando los ofrecimien-
tos de campaña del ex presidente Saca de que durante su administración no 
se aumentarían los impuestos vigentes.

Bastó la modificación de varias disposiciones legales claves y redoblar los 
esfuerzos para mejorar la administración tributaria, para que se alcanzaran 
montos de recaudación que ni el mismo Ministerio de Hacienda ni los es-
pecialistas en el tema tenían en mente172. Pero para lograrlo, se tuvo que 
contar con la decisión firme del primer ministro de Hacienda de la adminis-

171   N. del A. En este caso pareciera estarse replicando la experiencia de los Estados Uni-
dos durante la llamada Ley Seca en los años veinte, donde los delincuentes fueron lleva-
dos a la justicia no tanto por violar dicha ley cuanto por evadir el pago de impuestos.

172   Las nuevas disposiciones implicaron reformar, entre otros, los Códigos Tributario, 
el Código Penal y Procesal Penal, las leyes de Impuesto Sobre la Renta, IVA, Bancos, 
Intermediarios Financieros no Bancarios, Ley de Creación de la Dirección de Renta de 
Aduanas, etc.

173  N. del A. Sin embargo, funcionarios de alto nivel de la Dirección de Rentas Internas, 
expresaron al autor que la actuación del ministro López Suárez tuvo como fundamento 
un largo período de investigación y preparación previo que duró varios años y que le 
dio al funcionario un amplio conocimiento de un problema de vieja data pero que nunca 
había sido abordado con la seriedad del caso.
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tración Saca y el apoyo del propio presidente, para echar a andar el primer 
esfuerzo serio y organizado de combatir el flagelo de la defraudación173. 
Los resultados logrados destacan por sí solos el éxito de la decisión, pero 
también la magnitud del problema involucrado.

Las primeras aproximaciones al potencial adicional de recaudación no iban 
más allá del 0.7% del PIB. No obstante, los resultados desde el primer año 
de ejecución de la reforma (2005) mostraron que la efectividad recaudatoria 
de la misma era mucho mayor, aunque a juzgar por los montos consignados 
en el presupuesto de ingresos en ese y los siguientes ejercicios, el gobierno 
siguió una línea conservadora, lo que deja traslucir una cierta cautela de 
los mismos administradores del sistema en cuanto al potencial recaudato-
rio174. En este aspecto no puede desde luego obviarse el tema del impuesto 
inflacionario ni el crecimiento mismo de la economía, pero aun así resulta 
plausible el éxito de la reforma.

Infortunadamente, las presiones, las intrigas y los intereses de grupos nunca 
están ausentes. La salida del ingeniero Guillermo López Suárez, bajo cuya 
gestión se comenzó a implantar la reforma con los resultados ya señalados, 
dejó la impresión de que el problema de la defraudación, en general, es su-
mamente complejo porque está enraizado en estructuras capaces de hacer 
abortar cualquier iniciativa gubernamental que signifique pérdida de privi-
legios, si es que evadir impuestos cae en esa categoría.

Eventualmente, circuló la versión de que el presidente Saca fue sometido 
a fuertes presiones de ciertos grupos que resentían la entronización de una 
“cultura tributaria” a la cual no estaban acostumbrados. Por una extraña 
coincidencia, también trascendió que la renuncia de dicho funcionario fue 
producto de una especie de “conspiración” de parte de unos colegas de ga-
binete, que resentían las presiones del responsable de las finanzas públicas 
por no actuar bajo estándares mínimos de austeridad, transparencia y efica-
cia. Evidentemente, esto nunca se pudo comprobar, pero todo apunta a que 
con su salida perdió impulso el programa de pesquisas que había iniciado 

174    En este sentido, FUSADES contabilizó en el periodo 2005 al 2007, una subestimación 
de US$570 millones. Véase Informe Trimestral de Coyuntura, julio-septiembre 2008.
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con buen pie, el considerado ministro “estrella” de la administración 2004-
2009175.

La percepción de que la tarea estaba inconclusa habría de tomar más tarde 
nuevas connotaciones. Aun cuando ya eran del conocimiento público los 
resultados positivos de las tareas emprendidas a partir de 2005, un mensaje 
muy fuerte del entonces embajador de los Estados Unidos, Richard Barclay, 
en un evento organizado por FUSADES, puso al descubierto que el pro-
blema de la defraudación continuaba como parte de un mal congénito que 
tocaba las fibras más sensibles de un cuerpo social sumamente débil.

Tres años más tarde, su sucesor, el señor Charles Glazer, también antes de 
su retiro, retomó el tema diciendo que “El Salvador históricamente ha te-
nido una de las recaudaciones de impuestos más bajas del hemisferio […] 
Como resultado, el Estado no ha tenido los fondos suficientes para hacer 
inversión social”. Salud pública y educación, a su juicio, son los rubros más 
afectados por esa baja recaudación176.

Estos señalamientos adquirieron notoriedad por su procedencia y el énfasis 
con que fueron expuestos. En efecto, este último  funcionario aprovechó 
esa oportunidad para arremeter sin miramientos contra las inequidades en el 
campo social, la delincuencia, la excesiva concentración de la riqueza, vis a 
vis, la poca conciencia tributaria de grandes y potenciales contribuyentes.

A partir de ese momento, los voceros supuestamente más familiarizados 
con el tema en el FMLN parece que sintieron con mayor “fuerza moral” 
para seguir denunciando la defraudación fiscal, pero siempre manejando 

175  Gran parte de lo expuesto aquí en torno a la reforma de 2004 –su origen, la oposición de 
sectores, la posición del Presidente Saca y su salida– lo confirma el propio ex Ministro 
de Hacienda en entrevista concedida a Séptimo Sentido de La Prensa Gráfica (11/I/09). 
Concretamente, en cuanto a los niveles de evasión, algo pudimos constatar personal-
mente a raíz de nuestra participación (institucional) en los proyectos preparados por el 
Ministerio de Hacienda.

176    Igual que su antecesor, el embajador Glazer en su mensaje de despedida hizo alusión a 
otros aspectos relacionados con la realidad nacional, llamando la atención especialmen-
te sus referencias a las elecciones que estaban en curso. (La Prensa Gráfica 16/01/09) 
Ernesto Rivas Gallont, en su blog correspondiente al 16 de enero de 2009, se refirió a 
algunos aspectos de las declaraciones del diplomático y como respuesta un apreciable 
número de sus lectores se refirieron a la injerencia del señor Glazer en los asuntos in-
ternos del país. 
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cifras astronómicas que nunca han podido comprobar. Eventualmente, esto 
derivó en un intercambio de frases fuertes entre el presidente de la cúpula 
empresarial y el candidato a presidente por ese partido, ante los señala-
mientos de que algunos empresarios utilizaban el tráfico de influencias para 
hacer negocios.

Infortunadamente, este tipo de intercambios encuentran en ciertos casos al-
guna justificación. Por el mes de septiembre de 2008, la ciudanía quedó es-
tupefacta ante la denuncia aparecida en un periódico electrónico de que tres 
bancos que habían evadido impuestos por un monto superior a los US$80 
millones, lo cual  había sido detectado por la Dirección General de Impues-
tos Internos. Sin embargo, tal hallazgo, a juzgar por información pública, 
fue desvanecido por el Tribunal de Apelaciones, sin que las instancias co-
rrespondientes dieran una explicación creíble y razonada sobre el caso.

Si esta clase de delitos fiscales se da en instituciones reconocidas, de gran 
peso en la vida económica y financiera nacional y además son de propiedad 
de prestigiosas corporaciones internacionales, uno puede imaginarse lo que 
ocurre en segmentos menos visibles, aunque los montos defraudados no 
lleguen a cifras exorbitantes como la mencionada.

En línea con lo anterior, el problema de la defraudación, en sus diferentes 
manifestaciones, se nos antoja muy serio porque cruza horizontal y verti-
calmente todo el marco impositivo, donde el grado de formalidad, la natu-
raleza y tamaño de la unidades sujetas de tributación, al menos en el caso de 
las personas jurídicas, se mezclan con debilidades institucionales, presiones 
de grupos y cobro de facturas políticas. Esto, a su vez, tipifica un cuadro de 
incumplimiento tributario donde las fronteras entre la evasión, la elusión y 
el contrabando, se tornan sumamente difusas.

En este escenario, resulta prácticamente imposible tipificar cuantitativa-
mente dónde está la fuente más importante de las filtraciones impositivas, 
problema que se complica cuando el tema se aborda con un marcado acento  
ideológico. Por ello es que algunos señalamientos que involucran cifras ca-
balísticas de los montos de evasión, pierden credibilidad.

En esta categoría caen las posiciones del FMLN cuando aluden a los mon-
tos de evasión del IVA, caso en el cual parecen asumir que la eficiencia en 
la recaudación debiera alcanzar el 100%. Esto no es posible ni en teoría, 
aun en aquellos países donde la administración tributaria alcanza niveles de 
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excelencia considerables y las penas por la defraudación fiscal son elevadas 
e inclementes.

Es cierto que esa eficiencia –o eficacia– se mide a través de grandes agre-
gados y esto a veces hace perder la perspectiva del problema, pero también 
resulta que las mismas variables son las que permiten hacer comparaciones 
internacionales. En este sentido, y al menos en el ámbito latinoamericano, 
se podría decir El Salvador no anda del todo mal ya que se acerca a un co-
eficiente del 50% y se ubica en la media latinoamericana. El tema es que las 
calificaciones que consignan  al país en esa posición, no solo tienen conno-
taciones financieras; tocan además las fibras sensibles de la moral y la ética, 
algo que no resulta para nada edificante.

Pero aun si la atención la centráramos en los números y obviáramos los cál-
culos cabalísticos, la situación sigue siendo compleja. El hecho, por ejem-
plo,  de que con una tasa del 13% el coeficiente IVA/PIB se haya mantenido 
en una proporción cercana al 7%, ya señala la presencia de un fenómeno de 
evasión muy marcado, que distorsiona cualquier intento de formular hipóte-
sis técnicamente sustentadas para encontrar una total correspondencia entre 
el cambio de tendencia de la economía y el incremento del gravamen.

Con todo, el problema de la evasión sigue siendo crítico. Un estudio de FUN-
DE (2008) estimó que en el período 2004-2007 la evasión llegó US$1,514.9 
millones en el caso del Impuesto sobre Renta y a US$1,249.4 millones en lo 
que corresponde al IVA, para un gran total de US$2,764.3 millones. El BID, 
por su parte, calculó en 2005 una evasión equivalente al 55% en el caso de 
la renta y una del 37% en lo que concierne al IVA177.

Por su parte, el Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (ICEFI), to-
mando de base estudios preexistentes como el de FUNDE, aproximaciones 
de FUSADES, otras fuentes y sus propias investigaciones, estimó niveles 
de evasión para el 2005 que van de US$336.2 a US$419.66 millones en 
el caso del impuesto sobre la renta y manejando tres escenarios. En estos 
rangos se estimó una evasión equivalente al 55.5% y 50% con relación al 
potencial del impuesto y una filtración equivalente al 2.5% y 2.0% respecto 
al PIB178.

177  Citado por FUNDE y retomado por el ICEFI en el estudio citado abajo.
178  ICEFI. La tributación directa en América Latina, equidad y desafíos. (Proyecto CE-

PAL-GTZ, Fiscal policies towars a greater equitity: Building a fiscal convenant. Semi-
nario de CEPAL sobre Tributación, Evasión y Equidad en América Latina. Santiago de 
Chile, noviembre de 2008.
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Más allá de las diferencias cuantitativas que existen entre las distinta aproxi-
maciones a la defraudación fiscal, hay hechos que no pueden ocultarse y 
que se relacionan con aspectos que van desde la capacidad del sistema para 
generar ingresos, hasta la inequidades que se producen en el soporte de la 
carga tributaria y la distribución del ingreso.

En ese orden de ideas, las implicaciones de la defraudación en el coeficiente 
global de tributación y las consecuencias que ello genera sobre la capacidad 
del gobierno para encargarse de sus tareas básicas, no pueden ser ignoradas. 
Con una carga tributaria que no llega al 15% del PIB –producto en gran me-
dida de la erosión que ocasiona ese fenómeno– es virtualmente  imposible 
que el Estado pueda cumplir con solvencia sus obligaciones, aun dentro del  
achicamiento que suponía toda la reforma económica. Esto resulta todavía 
más oneroso, socialmente hablando, cuando por otro lado no se ha podido 
focalizar un esquema de subsidios que responde más a intereses político-
partidarios, que a una legítima preocupación por los sectores más vulnera-
bles.

Tampoco puede dejarse de lado la eficacia y transparencia con que se usan 
los recursos públicos. Esto no solo significa sangrar el erario nacional para 
alimentar el flagelo de la corrupción, sino además dar armas a los evasores 
de impuestos, por lo menos a los de menor capacidad contributiva, para 
obviar  sus responsabilidades con el fisco. Mucho se habla de los grandes 
niveles de la defraudación en general y sus consecuencias económicas y 
sociales, pero muy poco se dice, y menos se ha estudiado a fondo, el signifi-
cado de la pobre eficacia con que se invierten los recursos. Las inequidades 
derivadas de la defraudación, igualmente se ponen de manifiesto en los ele-
mentos que determinan la competencia entre empresas.

Si algo nos sirve de consuelo, habría que señalar que esta percepción no es 
privativa de El Salvador, más bien se replica en toda América Latina, tal 
como lo ha rebelado Latinobarómetro, tema que es retomado por Gómez 
Sabaini179. 

Sus hallazgos en torno al tema tributario señalan lo siguiente: el 46% cree 
que la gente no paga impuestos porque ya son muy altos; el 50% cree que 

179  Gómez Sabaini, Juan “Tendencias recientes de la tributación en América Latina y su 
importancia en la equidad”. Seminario de CEPAL sobre Tributación, Evasión y Equidad 
en América Latina. Santiago de Chile, noviembre de 2008.
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el Estado no puede resolver ningún problema, o solo algunos problemas, 
mientras que el 79% no tiene confianza en que el dinero de los impuestos 
va a ser bien gastado.

Nosotros hemos hablado en estas páginas del bajo coeficiente de tributación 
y de la pésima distribución del ingreso. Pero la gente, de cuyas opiniones 
se nutren –o deberían nutrirse las políticas públicas– también cuentan. Si le 
preguntaran al salvadoreño promedio, sin duda sus respuestas sobre el tema 
se acercarían a las opiniones captadas por dicha entidad. 

Sin embargo, aquí los economistas seguimos hablando de la baja presión 
tributaria, aunque eso no tiene la mayor importancia porque como ha dicho 
alguien, no es función de estos profesionales decidir sobre los objetivos y 
aspiraciones de la sociedad, aunque su pensamiento e ideas puedan servir de 
referente a los verdaderos responsables de las políticas públicas.

No obstante, la realidad nacional nos impone ir más allá. Los costos incre-
mentados de los proyectos, los desfases en el tiempo en la construcción de 
infraestructura crítica en los sectores como el de salud y la pésima calidad 
de las obras, son expresiones claras del despilfarro y mal uso de los recursos 
públicos. Infortunadamente no hay ni siquiera una aproximación al costo 
económico y sobre todo social involucrado en la forma en que se invierten 
los mismos. 

En este último aspecto, el caso quizás más emblemático en épocas recien-
tes, aunque sin duda involucrará a tres administraciones, es el atraso en la 
reconstrucción de la red hospitalaria destruida por los terremotos del 2001; 
en igual categoría cae el que se consideró proyecto estrella de la administra-
ción Saca, el Boulevard Diego de Holguín.

Muchos años antes, fuimos testigos de excepción de cómo la construcción 
de una obra del ISSS, en este caso destruido por el terremoto de 1986, subió 
de un presupuesto inicial de 28 millones de colones hasta una cifra cercana 
a los 140 millones, traslapando de igual manera la gestión de tres distintos 
gobiernos.

Las acciones delictivas asociadas directamente con la corrupción, o sea con 
el enriquecimiento ilícito, también encuentran en el escaso esfuerzo tribu-
tario su contraparte perversa. Algunos estudios en cuanto a transparencia, 
como los desarrollados por FUNDE, señalan que los bajos coeficientes de 
tributación no provienen solo de la defraudación en el sentido convencional, 
ni de lo que se conoce como fatiga tributaria, sino además de una actitud 
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consciente –pero en todo caso arbitraria– del contribuyente, ante la forma 
en que se administran los recursos públicos y el “efecto demostración” que 
desarrolla ante la falta de cumplimiento tributario en amplias y elevadas 
esferas.

F. ALGUNAS IMPLICACIONES DE LA REFORMA TRIBUTARIA 

En este plano, caben dos tipos de consideraciones. La primera tiene relación 
con la dinámica del sistema impositivo como un todo y su relación con el 
incremento de la presión tributaria, y la segunda, con el cambio que se ha 
observado en la participación de los diferentes gravámenes en las recauda-
ciones totales. Ambos aspectos están estrechamente vinculados, pero mien-
tras el primero define principalmente el monto relativo y absoluto de los 
recursos que el Estado sustrae del sistema económico para el cumplimiento 
de sus fines –incluyendo la distribución del ingreso– el segundo constituye 
una aproximación a la naturaleza misma de la tributación en cuanto al énfa-
sis que pone el mismo Estado para promover o desestimular determinadas 
actividades.

En todo caso, la evidencia indica que tuvo que trascurrir un largo período 
después de iniciada la reforma –e impulsar iniciativas que no iban dirigidas 
precisamente a modificar la estructura del sistema– para que se diera un 
cambio importante en los flujos de ingresos.

Diversos estudios así lo constatan, después de que durante la cuarta admi-
nistración arenera se enfrentó el tema tributario, no desde su ángulo estruc-
tural sino administrativo y legal, bajo las exigencias de un creciente gasto 
y restricciones para acceder al crédito público, sin obviar la preocupación 
por el déficit fiscal. Relacionado con esto, un estudio realizado por Moreno 
(2000) ya señalaba el pobre dinamismo de los ingresos fiscales en compa-
ración con lo que se esperaba desde la primera fase de la reforma, lo cual, 
en su criterio, inevitablemente tuvo que desembocar en un mayor endeuda-
miento público para enfrentar  la brecha180.

Sin embargo, tampoco se puede pasar por alto que de acuerdo  con  las ideas 
en boga, los cambios estructurales en materia tributaria tenían mayormente 

180   Moreno, Raúl. Reforma fiscal en El Salvador: una exigencia impostergable. Fundación 
Ebert y FUNDE, 2000.
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que ver con el nivel, el objeto del gravamen, su neutralidad respecto a las 
decisiones de inversión y, sobre todo, con el objetivo de contribuir a estimu-
lar las actividades productivas asociadas con el comercio exterior. Sin duda, 
el nuevo rol reducido que se le atribuía al Estado en la economía diluía la 
importancia de la tributación como medio de contribuir a la distribución 
del ingreso, oscureciendo además, el propósito económico de cualquier im-
puesto: reducir el consumo (Rolf, 1958).

Consecuentemente,  el tema de la política fiscal en la nueva economía, y 
particularmente la política tributaria, no puede abordarse bajo los esquemas 
de análisis tradicional, so riesgo de omitir lo que ha sido el elemento más 
crítico de la reforma: el rol del Estado. Infortunadamente, el debate en torno 
a este papel ha sido también más ideológico que pragmático, aunque natu-
ralmente resulta igualmente difícil aislarlo de la controversia irreconciliable 
entre el pensamiento marxista y aquel que encuentra en el capitalismo, el 
sistema que más se acerca al ideal de justicia y libertad en las relaciones de 
intercambio del individuo dentro de la sociedad.

Al respecto, Bjork señala que por mucho tiempo la discusión inteligente 
de la función de los mercados y el rol correcto del Estado en ordenar sus 
transacciones ha sido confundida por posiciones ideológicas relacionadas 
con la existencia y distribución de un “surplus”. Por una parte, los marxistas 
y sus primos intelectuales han sostenido que los mercados de trabajo y de 
bienes siempre serán rígidos, por la actitud del sistema capitalista de asignar 
la mayor parte de la producción social a una pequeña parte de la sociedad 
que mantiene el control sobre el poder político.

Los desacuerdos entre los defensores y críticos de la evolución del capita-
lismo sobre lo que en realidad sucede con la distribución del ingreso en el 
curso del desarrollo sistema,  han sido más por la confusión de juicios nor-
mativos y positivos. Los marxistas han argumentado que los bienes deben 
ser transados a los precios que equivalen a su contribución al trabajo. En la 
medida en que los defensores del libre mercado han desarrollado cualquier 
argumento ético (en oposición a la asignación eficiente), estos sostienen 
que los dueños de los factores de la producción deben recibir el valor del 
producto marginal social del factor servicios que les pertenece181.

181  Bjork, Gordon C. Private enterprise and public interest. The development of american 
capitalism. Englewood Cliffs, New Jersey: Prentice-Hall, Inc., 1960.
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Enfoques como los planteados pueden ser esgrimidos para poner en pers-
pectiva la carga ideológica en que se sustentó la crítica de quienes vieron en 
las acciones dirigidas a redimensionar el papel del Estado, el surgimiento 
de un nuevo liberalismo que chocaba frontalmente con el estatismo que 
los marxistas seguían reivindicando aun después del colapso del socialismo 
real.

Pero esos enfoques también pueden servir para poner en evidencia el recha-
zo del Estado, como un intento de anteponer la eficiencia, a todo esfuerzo de 
humanizar un poco la economía a través de una acción gubernamental –aun-
que fuera limitada– para distribuir más equitativamente la riqueza. En otras 
palabras, los fundamentalistas del mercado le negaban al Estado cualquier 
acción –aunque encajara plenamente en el más puro capitalismo– orientada 
a modificar las estructuras sociales y económicas que habían mantenido 
totalmente fragmentadas a las sociedades.

En el caso de El Salvador, el debate en torno a la política fiscal tampoco 
llegó a adquirir el grado de sofisticación que suponía el escrutinio de un 
tema donde convergían  componentes esenciales de la reforma, como la 
desincorporación, la privatización y la desregulación. Aún hoy día, el trata-
miento que se hace de estos temas se vuelve difuso por la dificultad de aislar 
lo analítico de lo doctrinario, acaso porque las mismas realidades obligan a 
mantenerlos en el plano de la especulación, o cuando menos dentro de un 
enfoque que no disipa del todo las dudas sobre el qué hacer para cambiar el 
status quo. Lo mismo parece ocurrir en el resto de Centroamérica.

Para el caso, un estudio del ICEFI (2007) desde el principio comienza seña-
lando la encrucijada en que se encuentra la política fiscal en Centroamérica 
después de dos décadas. El foco de atención se pone en los bajos niveles de 
inversión en infraestructura y de gasto en los sectores sociales, que se con-
sideran insuficientes para impulsar el crecimiento sostenido con bienestar 
y equidad. En este punto, la capacidad de los Estados para generar tributos 
emerge de manera natural como un obstáculo formidable.

No le resta fuerza al enfoque analítico, el que el estudio le atribuya a la acti-
tud de ciertas élites económicas el haber virtualmente impedido el desarro-
llo de sistemas fiscales más completos y adecuados. La elaboración sobre el 
particular más bien confirma la tesis de que, más allá de cualquier enfoque 
ideológico sobre el papel del Estado en la economía a través de la tributa-
ción y el gasto, lo realmente relevante es la prevalencia de un esquema de 
prebendas que no le permite al mismo cumplir a cabalidad sus funciones.



188

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

Sobre este último fenómeno, el mismo estudio sostiene:

“Ha sido más notorio en épocas recientes cuando determinados gru-
pos se han beneficiado de inversiones en sectores privilegiados que 
no pagan impuestos y, por consiguiente, se oponen a que se forta-
lezca la tributación […] La existencia de estos privilegios, junto con 
el hecho que amplios sectores de la población centroamericana, de 
altos y bajos ingresos, no perciben que se benefician de los servicios 
del Estado, hace difícil alcanzar acuerdos o contratos sociales que 
le den un sustento político de largo plazo a las finanzas públicas”.

Subyace en esa caracterización general, una falla de naturaleza estructural 
e institucional que es tan antigua como el surgimiento de los estados na-
cionales a partir de la independencia de España. De hecho, el manejo de 
las finanzas públicas ha sido el centro del desencuentro entre los grupos de 
poder y los gobiernos que han tratado de dar un paso hacia adelante en la 
construcción de sociedades más cohesionadas mediante políticas públicas 
que mejoren la distribución del ingreso182.

Estas referencias adquieren matices y dimensiones especiales cuando se 
considera que la reforma económica orientada hacia  el mercado tenía como 
centro de gravitación un Estado redimensionado, donde la política fiscal se 
convertía en punto focal para direccionar  las acciones públicas. En esencia, 
se trataba de un Estado más pequeño, pero eficaz, facilitador del accionar 
de la iniciativa privada, antes que productor de bienes y servicios, donde el 
mercado hacía la diferencia.

182  N. del A. En el caso de El Salvador, es de sobra conocida la oposición que enfrentó el 
presidente Duarte cuando quiso impulsar una reforma tributaria que el sector privado 
consideró confiscatoria. Veinticinco años antes, un ministro de Hacienda estrella fue 
destituido por tratar de poner un gravamen a un sector que está exento de impuestos 
por una ley que data del siglo XVIII; igual sucedió durante la cuarta administración 
de ARENA cuando el responsable de las finanzas públicas “renunció” precisamente 
en el momento cuando se daban muchos créditos por la labor que estaba desarrollando 
para cerrar portillos a toda expresión de defraudación fiscal. En Guatemala, en 1977 
fue asesinado el ministro de Finanzas, Alberto Fuentes Mhor, por ser el abanderado, 
según se dijo en su momento, de una reforma tributaria profunda que tocaba grandes 
intereses económicos, acto que adquirió connotaciones internacionales por tratarse de 
una personalidad que había dedicado gran parte de su vida a la causa integracionista y 
muy vinculado a importantes organismos internacionales.
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En un sentido más técnico que filosófico, el papel del Estado en la nueva 
economía significaba adaptar el sistema tributario para que contribuyera a 
la asignación óptima de los recursos, a fomentar la productividad, a facilitar 
el proceso de acumulación y la inserción del país en un orden mundial sin 
fronteras. Incentivos parejos, un sistema impositivo neutral y simple para 
privilegiar el ahorro y la inversión –aunque el papel de los impuestos para 
la redistribución de la renta no apareciera como un objetivo social impor-
tante– y un mayor énfasis en la inversión social, eran objetivos intermedios 
en cuanto al papel del Estado en la nueva economía.

Veinte años después, resulta sintomático que organismos como el FMI pro-
pugnen por un papel muy activo de los gobiernos, por lo menos los de los 
países desarrollados, para que mantengan sus estímulos fiscales y eviten de 
esa manera el “riesgo de la recuperación se atasque”. Esto fue planteado en 
un documento preparado para la reunión del G-20 en la reunión celebrada 
en Londres el 7 de noviembre de 2009183.

La severidad de la crisis, sin duda seguía marcando la necesidad de un cam-
bio en las políticas que los mismos organismos internacionales habían im-
pulsado con tanto fervor solo dos décadas atrás.

G. EL NUEVO SISTEMA TRIBUTARIO EN PERSPECTIVA

En la tradición latinoamericana y más allá de la ideología de los gobiernos 
de turno, destaca una realidad: la escasa capacidad del Estado de influir en 
el curso de la economía y para ejercer un papel más activo en la distribución 
del ingreso a través de la tributación y el gasto. Esto no se pudo lograr ni en 
la época en que los gobiernos manejaban los sectores estratégicos como las 
telecomunicaciones, la generación y distribución de energía, el trasporte y 
competían deslealmente con la empresa privada en la producción de bienes 
y servicios a través de innumerables figuras que distorsionaban la asigna-
ción de recursos.

En la tercera parte de este trabajo nos referimos más específicamente a este 
tema al tratar de discernir sobre los alcances de la desincorporación y pri-
vatización como otro elemento central de la reforma, aunque desde ya se 

183   IFM Survey Magazine (7/11/09)



190

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

puede dejar sentado que el tamaño del sector público, visto desde ángulo 
del gasto, nunca llegó en El Salvador a las dimensiones que adquirió en la 
mayoría de países latinoamericanos, incluyendo Centroamérica.

El sistema tributario puede entonces ser visto como la herramienta que ha 
servido de instrumento de relativa importancia para definir el papel de Esta-
do en la economía, en su doble dimensión; o sea, la extracción de recursos 
del sector privado a través de los diferentes impuestos y la posterior canali-
zación a través de los distintos programas de gasto e inversión. Esto puede 
parecer una verdad de Perogrullo, pues  en todos los países es así, pero 
el caso salvadoreño podría inscribirse entre  aquellos donde el papel del 
presupuesto, en tanto instrumento de gestión, incorpora características que 
merman su potencial distributivo.

Aun así, el panorama tributario de hoy en día, por lo menos en cuanto a su 
estructura, escasamente recuerda al que se tenía antes de 1990. Es más, se 
ha considerado que en su versión actual, es de los más modernos en Améri-
ca Latina por el número reducido de impuestos de alto rendimiento en que 
se asienta, lo cual, al menos en teoría, ayuda a cumplir otro de los objetivos 
de un sistema tributario eficaz: su costo de administración. No obstante, 
también se puede argumentar que sigue adoleciendo de fallas estructurales 
muy profundas, principalmente en cuanto a su equidad y neutralidad.

En efecto, si bien es cierto que el rendimiento de los impuestos directos ha 
venido aumentando en una medida no despreciable, los tributos indirectos 
siguen gravitando de manera determinante en los ingresos tributarios tota-
les, por el peso específico del IVA. Este hace más regresivo el sistema en 
su conjunto, aunque a ello también contribuye el impuesto sobre la renta 
(Acevedo y Orellana, 2005).

Estos autores reconocen, sin embargo, la progresividad del impuesto sobre 
la renta en el caso de las personas naturales, por el hecho de que las tasas 
marginales en los diferentes tramos de ingresos son asumidas por los pro-
pios contribuyentes. Empero, a renglón seguido sostienen que “la progresi-
vidad del mismo gravamen no es suficiente para compensar la regresividad 
de la tributación indirecta, por lo cual el sistema tributario en su conjunto 
resulta regresivo a lo largo de toda su estructura de ingresos”184.

184   Acevedo, Carlos y González Orellana, Mauricio. El Salvador: diagnóstico del sistema 
y recomendaciones de política. Op. Cit. Pág. 127 y 129.
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El aserto de que la progresividad del impuesto sobre la renta está relaciona-
da con la forma en que se recaudan los tributos que gravan los ingresos de 
las personas, sugiere que los autores mencionados, sin decirlo, reconocen 
que esa virtud de alguna manera está asociada, no tanto a la esencia del 
sistema, cuanto a la forma en que se administra. La izquierda, en cambio, 
siempre ha argumentado que el sistema tiene fallas estructurales de origen 
en cuanto a la equidad.

Gómez Sabaine (2008) ratifica esos hallazgos al indicar que la diferencia-
ción de las rentas del capital respecto a las rentas del trabajo introduce un 
factor de desigualdad de las rentas de las personas naturales asalariadas con 
relación a aquellas que las obtienen por otros medios. Un fenómeno similar 
se da en Chile.

El mismo autor ha encontrado otro fenómeno que potencia la inequidad y 
regresividad del sistema. Este es el nivel de incumplimiento que se genera 
en el impuesto sobre la renta, que se agrega a la regresividad que produce 
el hecho de que la mayor proporción de los ingresos tributarios la generen 
los impuestos indirectos, como ocurre en la mayoría de los países latinoa-
mericanos. De los siete países considerados en su estudio (ya mencionado) 
el nivel de incumplimiento de las personas físicas es de 29%, mientras que 
en las sociedades llega al 50%. Solo en Perú, las personas naturales evaden 
menos que en El Salvador.

Sin embargo, la regresividad que se le atribuye al sistema salvadoreño, se 
replica con diferencias de grado en muchos países de la región, lo que difi-
culta más lograr una mejo comprensión del significado de la tributación en 
temas centrales como la distribución del ingreso y hasta en aspectos puntua-
les como la carga tributaria, más allá de las diferenciales que puede haber en 
las tarifas que definen los diferentes impuestos.

El mismo autor, a partir de otro estudio, muestra que El Salvador ocupa un 
lugar de relativo éxito cuando se compara el coeficiente de Gini previo a la 
reforma con el calculado con posterioridad. Pero entre los países latinoame-
ricanos incluidos, solo Chile tiene un mejor desempeño en este campo.

Más allá de cualquier enfoque ideológico que podría estar involucrado en 
una discusión sobre ese tema, hay una realidad que no puede pasar des-
apercibida. Esta se relaciona con la pérdida del poder redistributivo de los 
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impuestos y que, en América Latina, se asocia mucho al poder de veto que 
se les atribuye a las élites económicas sobre casi todo intento de los gobier-
nos de llevar más recursos a sus arcas por la vía de la tributación. En el caso 
salvadoreño, hay una experiencia reciente que confirma esta realidad.

Como se dijo, no fue un problema menor lidiar con la oposición del sector 
financiero cuando se decidió gravar las utilidades obtenidas en el exterior 
a través de casas matrices que deliberadamente se establecieron cuando se 
regionalizó la banca y aunque ese poder de veto a que se alude antes no 
funcionó en esa ocasión, sí se puso de manifiesto más tarde, aunque fuera 
de manera indirecta.

La enorme a defraudación fiscal expresada en los elevados niveles evasión, 
elusión y contrabando, le imprimen asimismo un signo distintivo al sistema 
tributario del país, al punto  que si la regresividad estructural ya gravita 
enormemente en la justicia tributaria, los portillos a través de los cuales se 
filtran cuantiosos recursos, que de otra manera irían a engrosar las arcas del 
gobierno, tornan todavía más inequitativo todo el sistema.

Las cifras contenidas en el estudio de Acevedo y Orellana antes aludido, no 
incluyen los efectos de las reformas del 2004, pero sus hallazgos encuentran 
un punto de convergencia cuando se examina la reacción de los diferentes 
impuestos a partir de entonces. Además de que la tributación indirecta es 
la que determina la equidad del sistema tributario, también ponen al des-
cubierto que el cumplimiento de los principales contribuyentes introduce 
elementos adicionales de inequidad, cuando esta se asocia a la verticalidad 
u horizontalidad como elementos esenciales que determinan ese fenóme-
no185.

Con todo, el proceso de reforma en el campo tributario no admite reservas 
en cuanto a su grado de congruencia con la orientación general que se trató  
de imprimir a la economía en su conjunto. Sin embargo, debe entenderse 
que el sistema tributario es solo un componente del complejo manejo de 

185   Se entiende por equidad horizontal el trato igual a quienes se hallen en igualdad de 
circunstancias; equidad vertical, en cambio, alude a un trato adecuadamente desigual a 
quienes se encuentran en circunstancias distintas.
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las finanzas públicas de un país, donde los ingresos, el gasto, el déficit y el 
endeudamiento deben responder a realidades cambiantes y la mayoría de 
las veces, muy complicadas que ponen al descubierto falencias graves que 
desafortunadamente solo se manifiestan en el largo plazo.

En el caso salvadoreño, todo indica que las mismas presiones sociales, el 
magro desempeño de la economía durante casi una década, los cuantiosos 
recursos que ha debido dedicar el país para enfrentar los daños causados en 
los últimos veinte años por fenómenos naturales tales como el Mitch (1998) 
los terremotos del año 2001, la Tormenta Stan (2005) y más recientemente 
el huracán Ida, así como la rampante corrupción, contribuyeron a crear un 
escenario fiscal sumamente complicado que se acentuó con la crisis inter-
nacional. 

Pero como hemos visto, la reforma en el campo tributario involucró virtual-
mente a todo el sistema, incluyendo el esquema de incentivos que se erigió 
cuando la economía giraba alrededor del modelo de sustitución de importa-
ciones, aunque algunas veces las modificaciones no tuvieran mucho que ver 
con la eficacia que se andaba buscando. 

Al menos en algunos casos, las reformas más bien tuvieron como propó-
sito garantizar intereses sectoriales a largo plazo, por ejemplo, en el caso 
del sistema financiero, que solo adquirió una gran notoriedad cuando casi 
toda la industria  fue vendida en 2007, a grandes consorcios internaciona-
les, estando de por medio abultadas ganancias de capital, sin que el Estado 
percibiera un céntimo.

Este caso resulta emblemático cuando se considera que el gobierno de turno 
se vio casi al mismo tiempo con serias dificultades para financiar sus pro-
gramas de subsidios, mientras, según los entendidos en la materia, creaba 
figuras financieras no permitidas por la Constitución.

Esas expresiones de privilegios, aunque legitimadas por una legislación 
frágil y permisiva, también han contribuido a alimentar la idea de que la 
gestión gubernamental de ARENA, en su más amplia concepción, no pudo 
desterrar los vicios del pasado. Como era de esperarse, los detractores del 
sistema han encontrado en estos temas más argumentos para reivindicar su 
propia causa, pero el problema es que además la crítica social en general, 
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hoy más abierta e implacable, no ha sido condescendiente con los excesos 
que se han cometido en favor de ciertos grupos186. 

Pero concentrarse en el tema tributario, así se haga de manera profunda e 
integral –que no ha sido este caso–, deja obviamente por fuera muchos ele-
mentos del manejo fiscal que en la experiencia salvadoreña han sido muy 
relevantes, particularmente por la forma en que se fue definiendo el campo 
de actuación del Estado dentro del nuevo modelo económico. Esto cobra 
especial relevancia en un país como El Salvador, con grandes rezagos en el 
campo social y donde la intervención estatal nunca adquirió dimensiones 
tan grandes como en otros países de la región, como es el caso de Costa 
Rica.

Ya cuando se estaba concluyendo este trabajo, un nuevo desencuentro entre 
el gobierno y la empresa privada, vino a reeditar la permanente controver-
sia sobre el régimen impositivo y la necesidad de remozarlo en un contexto 
signado por una profunda crisis fiscal. Aun en temas como el combate a la 
siempre presente defraudación fiscal, en sus diferentes manifestaciones –
tema que siempre ha sido apoyado por la empresa privada–, en esta ocasión, 
a diferencia del 2004, ponerse de acuerdo ha resultado bastante difícil. 

Ciertamente la propuesta inicial presentada por el gobierno, contenía verda-
deras aberraciones, como penalizar las propinas y cargar las importaciones 
de maquinaria, cuando el país lo que necesitaba era más inversión privada. 
Pero también en estos temas, las presiones por más impuestos, y particular-
mente en presencia de un gobierno de izquierda, tampoco pueden obviarse 
las cuestiones ideológicas, aunque a veces, se pierda la perspectiva de largo 
plazo. 

186    Un artículo de Giovani Galeas, aparecido en  La Prensa Gráfica (15/09/09) bajo el 
título “ARENA, un tema pendiente” enjuicia duramente la gestión del partido ARENA, 
dada la orientación que eventualmente tomó  a favor de los grandes intereses económi-
cos. Viniendo de un intelectual que con frecuencia ha mostrado una  línea conservadora 
muy arraigada (al menos de un tiempo a esta parte),  sus señalamientos parecen suma-
mente ilustrativos, sobre todo las referencias que hace en torno a aquellas  críticas que 
se le comenzaron a hacer a dicho partido y que subieron de tono en boca de sus algunos 
de sus propios fundadores, cuando a resultas de la debacle electoral de 2003 le pusieron 
el membrete de ARENA S.A. de C.V.,  para simbolizar el hecho que se había conver-
tido en un instrumento del gran capital, a despecho de lo que, al menos en el discurso, 
preconizaba  su fundador. 
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En este contexto, dentro del enfoque de los organismos internacionales res-
pecto a la nueva economía, solo quedaba como un registro para su pro-
pia historia, aquella expresión lapidaria del entonces presidente del Grupo 
del Banco Mundial, Robert McNamara, cuando en ocasión de la Reunión 
Anual del Fondo Monetario Internacional y del Banco Mundial (1972) dijo 
lo siguiente: 

“Cuando los privilegiados son unos pocos y los desesperadamente 
pobres muchos, y cuando la brecha entre ambos grupos se profun-
diza en vez de disminuir, solo es cuestión de tiempo hasta que sea 
preciso escoger entre los costos políticos de la reforma y los riesgos 
políticos de una rebelión”187.

CAPÍTULO VIII

PRIVATIZACIÓN, DESREGULACIÓN Y 
DESINCORPORACIÓN

A. HACIA UNA PERSPECTIVA GLOBAL 

¿Qué sucede cuando el Estado invade el ámbito de la actividad privada y se 
convierte en empresario?

Primero: Compite, en unos casos, con los empresarios privados que pagan 
impuestos. En otros casos crea monopolios odiosos, mientras en ningún 
caso paga impuestos.

Segundo: Aumenta la pobreza general, por cuanto todas las empresas esta-
tales, sin excepción y a pesar de sus privilegios, producen pérdidas.

187  Citado por Luc de Wulf en “Estudios sobre incidencia fiscal en países en desarrollo”, 
en Política fiscal en América Latina, selección de textos por Arturo C. Porzecanski. 
Centro de Estudios Monetarios Latinoamericanos (CEMLA), 1977.
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Tercero: El Estado, cuando está comprometido en tareas ajenas a sus fines, 
deja de cumplir o cumple apenas parcialmente con sus funciones específi-
cas, lo cual explica el estado crítico de la justicia, las obras públicas, la 
seguridad interna, etc.

Cuarto: En consideración a que las funciones del Estado son eminentemen-
te políticas –no productivas ni técnicas– no hay, ni puede haber, continui-
dad ni idoneidad en los cuerpos directivos de las empresas estatales, lo cual 
produce ineficiencia e inmoralidad188.

Ideas como las anteriores se diseminaron a lo largo y ancho de América 
Latina, dentro de una nueva corriente de pensamiento que propugnaba por 
redefinir el papel y tamaño del Estado en el marco de la oleada liberaliza-
dora, que se expandió en los años ochenta y que adquirió connotaciones de 
dogma bajo la vocería  de Ronald Reagan y Margareth Thatcher. 

En ese momento, seguramente el presidente de la potencia más grande del 
mundo (1971-1979) estaba lejos de pensar que tres décadas después sería 
su propio país el que nuevamente iba a ser protagonista principal de la crisis 
financiera y económica mundial más profunda y complicada desde la Gran 
Depresión de los años treinta, producto, en gran medida, de la excesiva ve-
neración por el mercado que se profesó durante su mandato. 

Hemos dicho reiteradamente que el llamado neoliberalismo se asentó con 
fuerza en muchos países con la reforma estructural que empezaron a impul-
sar principalmente el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional 
desde principios de los ochenta, y que tuvo su punto de apoyo definitorio 
años más tarde, en las elaboraciones del llamado Consenso de Washington.

En ese momento, no había nada de pecaminoso, al menos en apariencia, 
en abrir las economías a la competencia internacional; desregular los di-
ferentes mercado, reducir el tamaño del Estado, acudir a la privatización 
de las empresas públicas, eliminar el déficit fiscal, etc. Todo esto, dentro 
de una concepción filosófica-doctrinaria donde la búsqueda de la eficiencia 
desplazaba el interés por el logro de objetivos sociales, pues el mercado se 
encargaba de todo.

188  Ciencia Política I, Revista Trimestral para América Latina y España No. 24, III Tri-
mestre. Pág. 148
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Esto resultaba muy atractivo y hasta se veía como un imperativo a la luz de 
las políticas de corte intervencionista del pasado, que a juicio de los impul-
sores de la “nueva economía”, habían sido las responsables de la inestabili-
dad del crecimiento, la ineficiencia productiva y de la subordinación de las 
genuinas aspiraciones sociales, al manejo político más deleznable.

El tamaño que había adquirido el Estado, especialmente con su incursión 
progresiva en actividades propias de la empresa privada, se consideraba así 
como el nudo gordiano que impedía el desarrollo, en tanto que se había ido 
descuidando de sus tareas esenciales para privilegiar el clientelismo o el 
pago de facturas políticas. En este punto, buena parte de la atención se cen-
traba en la gran cantidad de empresas que administraba, el manejo arbitrario 
de las tarifas en el caso de los servicios públicos y de los precios –cuando se 
trataba de entidades mercantiles–,  y desde luego, el despilfarro de recursos, 
entre otros males189.

En ese contexto, la privatización, la desincorporación y la desregulación 
se presentaban como elementos estratégicos para cambiar el status quo. En 
todo caso, había que desechar aquellas intervenciones en el aparato estatal 
basadas solo en el cambio administrativo, que invariablemente fueron tor-
pedeadas por la burocracia y el mismo poder político. 

Otra cosa distinta, es el marcado sesgo ideológico, el fundamentalismo y la 
falta transparencia con que fueron conducidos los procesos, especialmente 
en lo que concierne a la privatización. Huelga decir que en muchos casos, el 
momento político favorable fue un factor clave y definitorio; sin embargo, 
igual pueden citarse factores técnico-económicos, en línea con lo expresa-
do antes, agregando, desde luego, los elementos tecnológicos involucrados. 

189    El Banco Mundial lo pone en los siguientes términos: “Después de más de tres dé-
cadas de política económica autárquica y de fuerte intervención estatal, en los años 
ochenta los países de América Latina emprendieron una serie de reformas orientadas 
hacia el mercado para lograr la estabilidad macroeconómica y reactivar el crecimiento 
económico […] Las autoridades impusieron disciplina presupuestaria en el sector pú-
blico, privatizando en algunos casos las empresas estatales; redujeron las barreras al co-
mercio internacional y ajustaron el tipo de cambio y (desreglamentaron) los mercados 
financieros […] Estas reformas están transformando el papel del Estado, a medida que 
se reducen sus actividades como productor de bienes y servicios, así como su interven-
ción en la fijación de los precios y la asignación de las inversiones”. Reformas labora-
les y económicas en América Latina y el Caribe. Informe sobre el desarrollo mundial: 
Perspectivas regionales,. 1995.
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Igualmente, no podían obviarse ciertas consideraciones un poco más pun-
tuales, pero no menos importantes, tales como la dispersión institucional 
y la falta de congruencia entre las políticas generales y el accionar de las 
entidades.

Con todo, difícilmente los procesos de privatización, desregulación y desin-
corporación, al menos en América Latina, pueden ser encasillados dentro de 
un solo modelo. De hecho, lo que los distingue es la diversidad de situacio-
nes que debieron enfrentar los países, aun cuando para fines analíticos siem-
pre resulte relevante recordar que lo que estaba en juego, era la construcción 
de un nuevo paradigma donde la relación Estado-mercado necesariamente 
pasaba por una redefinición de fondo.

Bajo esa perspectiva, cualquier enfoque sobre la naturaleza y alcances de 
los procesos, en particular en lo atinente a la privatización como tal, no 
puede obviar consideraciones acerca de la esencia misma de las acciones de 
política involucradas. Glade (1990) al referirse a la experiencia latinoame-
ricana a partir del estudio de seis casos (Argentina, Brasil, Chile, México, 
República Dominicana y Trinidad y Tobago) reflexiona sobre aspectos que 
no parecen haber sido importantes en los procesos como tales, pero que ya 
en aquel momento se perfilaban como centrales en cada una de las experien-
cias analizadas.

En este sentido, parte del hecho que los tomadores de decisiones en los 
diferentes países, diferían en las prioridades que le asignaban a varios ob-
jetivos de política, justamente por las distintas visiones que tenían sobre la 
efectividad de determinado instrumento. Además, y como también parece 
obvio, los mismos responsables tenían diferentes percepciones sobre cómo 
interactúan las economías frente a su competencia.

En un contexto de creciente interdependencia económica a nivel global, las 
expectativas acerca de las reacciones de los actores de otros países debieron 
ser consideradas por los tomadores de decisiones de las contrapartes de otros 
países para tratar de  visualizar los efectos de sus propias decisiones190.

190  Glade William. “Toward effective privatization strategies”, en Privatization of public 
enterprises in Latin America, por el mismo autor. International Center for Economic 
Growth, Institute of the Americas y Center for US-Mexican Studies. Pág. 117.
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No es extraño, entonces, que la privatización hubiera tenido (y todavía ten-
ga) defensores y detractores, lo mismo que sustento en opiniones neutrales, 
que se contraponen a la visión excesivamente cómoda de los funcionarios 
que tuvieron a cargo los procesos. Esto ocurrió a lo largo y ancho de Amé-
rica Latina, pero no revistió las mismas características, por ejemplo, de la 
experiencia privatizadora que se vivió con la reunificación alemana que in-
volucró probablemente el más exitoso esfuerzo de privatización y desincor-
poración de que se tiene registro191.

Por razones obvias, tampoco se puede asimilar la experiencia latinoameri-
cana a la que se dio en el contexto más amplio del derrumbamiento del blo-
que socialista, donde cualquier cosa que significara una millonésima parte 
de menos Estado, ya era una ganancia.

Esta controversia, trasladada al caso salvadoreño, con los matices que ad-
quirió en la región latinoamericana, resulta ilustrativa. En un evento organi-
zado para analizar el caso de la privatización de las telecomunicaciones se 
vertieron conceptos que dejan traslucir los enfoques diametralmente opues-
tos sobre tema, denotando su sensibilidad pero también el marcado acento 
ideológico que rodeaba al mismo (Sierralta y Mena Lagos)192. Reconocidos 
economistas, entre ellos Melhado y Acevedo, vieron la privatización desde 
otro ángulo, enfatizando, por ejemplo, los beneficios que trajo para la mo-
dernización de los servicios y el alivio a las dificultades fiscales 

Muchos otros autores y por supuesto organismos patrocinadores de la refor-
ma como el Banco Mundial y el FMI tienen sus propias versiones, aunque 
más de alguna vez estos últimos también han reconocido que no todos los 
procesos resultaron exitosos. De hecho, en varios países la privatización se 

191  Según Felipe Sahagun, hasta diciembre de 1994 la responsabilidad principal de la 
unificación recayó en la Oficina de Privatizaciones o “Treuhandanstalt”, que en cinco 
años cerró 3,700 empresas entre ellas casi todos los gigantescos “kombinats”, y priva-
tizó otras 40,000. Tres de cada cuatro asalariados del Este perdieron su empleo en el 
proceso y sectores industriales completos quedaron reducidos a la nada. En su lugar, 
desde 1996 se han creado más de medio millón de empresas pequeñas y medianas que 
dan empleo a más de tres millones de personas. (www.elmundo.es/internacional/Ale-
mania/aniversario).

192  FUCAD-Fundación Konrad Adenauer. Privatizaciones: El caso de El Salvador y de las 
Telecomunicaciones. Fundación Centroamericana para el Desarrollo Humano Sosteni-
ble, 1997.
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prestó a la corrupción y en otros, el proceso no se desarrolló en concordan-
cia con los postulados y objetivos que llevaron a su implementación.

Paradójicamente, algunos de estos problemas formaban parte de los facto-
res que abonaban el discurso privatizador, aunque no siempre tenían igual 
peso frente al énfasis que se ponía en cuanto a los supuestos o reales bene-
ficios que procuraba el hecho de que el Estado cediera espacio a los agentes 
privados. Más bien, se sobre enfatizaban los daños y perjuicios que ocasio-
naba el excesivo intervencionismo estatal, pero automáticamente se daba 
por descontado que la privatización era la única salida.

Este discurso servía de telón de fondo y de marco de referencia a la toma de 
decisiones que acompañó esta faceta de la reforma económica. El auge que 
tomó entonces la privatización en América Latina fue realmente espectacu-
lar, aunque el mismo fenómeno había minimizado la importancia de revalo-
rizar la función reguladora del Estado para corregir las fallas del mercado y 
evitar los abusos de los agentes económicos193.

Cuadro Nº 15

 América Latina: Número de empresas privatizadas

Fuente: CEPAL, 2008.

193  Para una comprensión sobre el significado de la regulación en una economía de merca-
do véase Howe, Keith M. y Rasmussen, Eugene F. Public utility economics and finance, 
especialmente la referencia a la “nueva” teoría de la regulación de George Stigler. Edi-
torial Prentice Hall, Inc., 1982. Páginas 170-172. 
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Obsérvese que el caso de El Salvador no aparece consignado en el cuadro 
Nº 15, sin duda porque hasta ese momento el peso relativo de los primeros 
emprendimientos en este campo no estaban precisamente vinculados con 
sectores estratégicos –excepto el financiero–bancario– como en otros paí-
ses. Pero tampoco aparece el caso de Costa Rica –un país donde el Estado 
ha tenido un protagonismo mayor que en el resto de Centro América– que 
solo entre 1987 y 1991 vendió 57 empresas estatales que operaban bajo el 
manto protector de la Corporación de Desarrollo (CODESA) y las que en 
los años ochenta le habían causado pérdidas por US$17,000 millones194. La 
información consignada en el caso de Chile, por el período incluido, tampo-
co destaca el gran esfuerzo privatizador que comenzó en los años setenta.

Como quiera que sea, el proceso salvadoreño estuvo claramente matizado 
por dos elementos adicionales que, por su propia naturaleza, elevan el caso 
a una dimensión, si no excepcional, al menos a una categoría un poco distin-
ta dentro de la diversidad de circunstancias que definieron la privatización 
en otros países de la región.

El primero era de naturaleza estructural y tenía  que ver directamente con 
el hecho de que, a diferencia de otros países (incluso aquí cerca en Centro-
américa), el Estado nunca tuvo un protagonismo excesivo en la producción 
y distribución de bienes y servicios. El segundo, en cambio, es más bien 
de carácter coyuntural y se relaciona con la situación que presentaban la 
economía en general y los sectores estratégicos en particular, como secuela 
del conflicto armado, en un momento en que el país apenas podía generar 
los recursos para mantener funcionando la infraestructura básica de apoyo 
al sector productivo.

En cuanto al primer aspecto, puede decirse que la participación del Estado 
en la economía, igual que en muchos países –grandes y pequeños– regidos 
por el sistema capitalista, giró en torno a los llamados monopolios naturales 
y sólo eventualmente como productor directo de bienes o servicios que po-
dían competir con la producción privada. El caso de la Fábrica de Hilados y 
Textiles de San Miguel, cae en esta reducida categoría.

194  Hernández, René A. y Schatan, Claudia. “Políticas de competencia y de regulación en 
el istmo Centroamericano”, en Condiciones y políticas de competencia, economías pe-
queñas de Centroamérica y el Caribe. México: CEPAL y Fondo de Cultura Económica, 
2006. Pág.87.
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Sin embargo, eventualmente tuvo que intervenir empresas que, habiendo 
surgido  al amparo de leyes de fomento, entraron en problemas y debieron 
ser administradas por entidades como la Corporación Salvadoreña de Inver-
siones (CORSAIN) y el Banco Nacional de Fomento Industrial (BANAFI),  
como sucesoras del Instituto de Fomento a la Producción (INSAFOP), con-
vertido después en Instituto Salvadoreño de Fomento Industrial (INSAFI).

Aun así, un hotel, una torrefacción, una empresa de cemento con una cuota 
de mercado limitada, la participación en una zona franca y su intervención 
obligada en unidades productivas que por diferentes razones fueron cayen-
do bajo su campo de influencia, no le daban al Estado salvadoreño la cate-
goría de gran empresario.

Nada pecaminoso en todo caso, si se tiene en cuenta que –independiente-
mente del final poco feliz que tuvieron muchas empresas que se acogieron 
a los esquemas de incentivos– fueron el subproducto de las políticas de 
promoción y fomento que cobraron importancia con la creación del MCCA 
y en general en América Latina, como parte de los esfuerzos de industriali-
zación iniciados casi con  la finalización de la Segunda Guerra Mundial.

Si el grado de intervención del Estado en la economía se mide por el tamaño 
del sector público no financiero, para 1990 los coeficientes de gasto res-
pecto al PIB reflejaban lo siguiente: El Salvador 17.5% y Nicaragua 39.3% 
mientras que para 2006, las mismas relaciones mostraron niveles de 21.1% 
y 33.9% respectivamente. En Honduras y Costa Rica, las relaciones fueron 
de 25.5% y 32.2% en 1990 y de 34.2% y 26.7% en 2005. Para Guatemala 
solo se dispuso, procedente de la misma fuente, del dato para 2006 equiva-
lente a una proporción del 16.8%195.

Como puede colegirse, El Salvador ocupa el segundo lugar en las series que 
resultan más comparables, aunque muy por debajo del caso hondureño (8.8 
puntos en 1990). La situación es inversa en Nicaragua y Costa Rica, donde 
la relación bajó 16.6 puntos en el primer caso y 6.5 puntos en el segundo. 
Curiosamente, estos dos últimos países han sido históricamente los más 
destacados por el tamaño de sus sectores públicos.

Obviamente, en todas estas relaciones están de por medio otros elementos 
como la eficiencia en el uso de los recursos, la tecnología, las dimensiones 

195   ICEFI. La política fiscal en la encrucijada: el caso de Centroamérica. 2007
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de la burocracia y sus remuneraciones y la transparencia con que funciona 
el Estado, entre otros aspectos relevantes. Sin embargo, resulta interesante 
constatar la cobertura asimétrica del SPNF entre la economía más grande de 
la región (Guatemala) y la que ocupa el cuarto lugar (Honduras).

El caso salvadoreño es destacable además, porque ni aun con las reformas 
estructurales de principios de los ochenta (nacionalización del comercio del 
café y el azúcar) aumentó significativamente la presencia del Estado en la 
economía. Caso aparte es el de la nacionalización de la banca, especialmen-
te por la naturaleza misma de la actividad involucrada y por las pérdidas en 
que incurrió el sistema mientras mantuvo esa condición, aunque este seg-
mento, por su propia naturaleza, no se incluye en la anterior categoría.

El mismo hecho de que las primeras privatizaciones (o desincorporaciones) 
se hubieran llevado a cabo sin que existiera un marco legal e institucional 
de carácter general y estratégico para ordenar el proceso –excepto en el caso 
de la Ley de Privatizaciones de Ingenios y Plantas de Alcohol– ya señala, 
cuando menos, la presencia de dos elementos.

Primero, que las empresas privatizadas no eran en modo alguno de impor-
tancia estratégica para el desarrollo nacional, ni tampoco sobresalían por 
los recursos públicos que comprometían, aunque la situación por la que 
atravesaba el país recomendaba cuidar hasta el último centavo.

Segundo, como resultado de lo anterior, es probable que el interés del sector 
privado de hacerse de los activos y la pretensión del gobierno de dejar cons-
tancia de que la privatización iba en serio, pudiera  haber llevado al Estado 
a privatizar ganancias y a socializar pérdidas, que era justamente contrario 
a uno de los objetivos básicos de la privatización.

Un hecho que destaca la poca importancia que se dio al proceso de desin-
corporación con esas empresas es que poco o nada se supo acerca del valor 
total que recuperó el Estado cuando los activos, o lo que quedaba de ellas, 
fueron vendidos al sector privado. En todo caso, si la gestión pública en El 
Salvador se caracteriza por su falta de transparencia, no había muchas razo-
nes de peso para que la ciudadanía se ocupara de esas “nimiedades”

Ni la venta del Hotel Presidente, que fue construido con fondos del erario 
nacional en los años setenta para darle albergue a la  reunión anual del BID 
–que dicho sea de paso se trasladó a Guatemala por un presunto secuestro 
de un alto funcionario público– había perdido gran parte de su glamour por 
los pocos huéspedes (pagados) que recibía; despertó gran interés. Pero en 
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este caso, me consta, hubo forcejeos entre conocidos grupos empresaria-
les, en los cuales, inclusive, intervinieron altos personajes del gobierno de 
turno, que, al menos en apariencia, no estaban vinculados con este tipo de 
negocios. Probablemente la situación en que se encontraba la “presa”, diluía 
los verdaderos alcances de la transacción.

De hecho, ese hotel era más conocido por los espacios que ocupaban altos 
funcionarios públicos para celebrar juntas directivas y otras actividades, no 
precisamente relacionadas con sus funciones –pero que formaban parte de 
los frecuentes festines de la época–, que por las utilidades y la calidad de los 
servicios que prestaba a los verdaderos clientes.

Siendo reiterativos, se puede concluir entonces que la esfera de influencia 
del Estado siempre estuvo confinada a un número reducido de campos es-
tratégicos, más que todo vinculados a los llamados “monopolios naturales”, 
aunque con las mencionadas reformas, su razón de ser se hubiera extralimi-
tado. En todo caso, su grado de participación en sectores como el de energía 
y el de las comunicaciones reflejaba el signo de los tiempos.

Si el débil protagonismo del Estado salvadoreño ha sido bueno o dañino 
para el desarrollo del país en el largo plazo,  es algo que también está abierto 
al debate, donde pueden entrar obviamente consideraciones tanto de efi-
ciencia económica como de naturaleza ideológica196. En cualquier caso, hay 
opiniones calificadas como las del PNUD que, al referirse al tema de la pri-
vatización, sostuvo en su momento que el país “destacaba en el contexto la-
tinoamericano por haber sido uno de los más agresivos en esta materia”197.

Más allá de este tipo de interpretaciones, hay que señalar que de las tres 
reformas más importantes, la privatización fue probablemente  la que en los 
hechos despertó un genuino entusiasmo en el sector empresarial del país. 
Y esto por una razón bien simple: era la que reflejaba con mayor nitidez la 

196  N. del A. El verdadero peligro cuando se debaten estos temas es el riesgo de  caer en el 
fundamentalismo exacerbado. Algo de esto  parece estar implicado en los planteamien-
tos de uno de los más acérrimos críticos de la política económica de ARENA, el que 
fuera diputado del FMLN, Salvador Arias, en su libro Derrumbe del neoliberalismo, 
lineamientos de un modelo alternativo. (Editorial Universitaria, 2008). Dicho sea de 
paso, la última parte del título de este libro recuerda el nombre con que FUSADES dio 
a conocer 20 años antes, su propio modelo.

197  Informe sobre Desarrollo Humano 2001. Pág. 80.



205

JUAN HÉCTOR VIDAL

reorientación que el primer gobierno de ARENA le imprimiría al sistema 
económico nacional. 

La privatización se erigía así como el elemento símbolo de la nueva eco-
nomía, privilegiando la apertura de mayores espacios para el accionar más 
libre del sector productivo nacional. Pero sin duda lo más importante, fue 
la posibilidad de hacerse del negocio bancario, con una alta rentabilidad 
garantizada y facilitada por el esquema de saneamiento y la venta que rigió 
el proceso. Esto, aunque en ese momento solo los conductores del mismo 
supieran que sería la inversión del siglo por el esquema que regiría al sector, 
en términos de una casi absoluta libertad para hacer negocios.

Bajo esa perspectiva, si en los campos arancelario y tributario podían ha-
berse planteado argumentos  para asegurar que los privilegios existentes 
se mantuvieran intactos, en el caso de la privatización, especialmente de 
los bancos, el tema no solo se diluía, sino que de manera casi espontánea 
recibía el respaldo de un actor importante. Esto no significa, sin embargo, 
que la empresa privada organizada le extendiera un cheque en blanco al 
gobierno.

De hecho, un enfoque frío sugería que si bien por principios los empresarios 
debían apoyar el proceso, tampoco se podía incurrir en el riesgo de cometer 
excesos, aunque por ese tiempo todavía no habían salido a la superficie los 
problemas que surgieron principalmente en algunos países suramericanos y 
que serían objeto de mucha crítica en los años posteriores, dado que, entre 
otras cosas, dieron paso a la corrupción, a la sustitución de monopolios pú-
blicos por privados y al encarecimiento de los servicios estratégicos.

Pero igual, los criterios que servían de sustento conceptual y doctrinario a 
la privatización tenían en las reformas de los ochenta, la mejor justificación 
para demostrar que el Estado-empresario no era precisamente una buena 
opción, por más que detrás de aquellas estuviera un intento de construir un 
orden social y económico “más justo” tomando precisamente como bandera 
la supuesta –o real– expoliación de que había sido objeto gran parte de la 
población por la insensibilidad social de los grandes grupos empresariales.

No obstante, el hecho de que en materia de privatización se haya dado una 
especie de desfase en comparación con otros países de la región, también 
pone en evidencia que en el caso salvadoreño había ciertos elementos que 
le daban al proceso algunos signos de atipicidad. En realidad, cuando en El 
Salvador empezó a tomar cuerpo el esquema de desregulación y la privati-



206

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

zación, la atención también estaba puesta en el proceso de diálogo-negocia-
ción, y cuando se firmaron los Acuerdos de Paz, en la reconstrucción y en la 
incorporación del FMLN como nueva fuerza dentro del entramado político 
del país.

Había por supuesto campos que requerían una atención prioritaria como 
el desmantelamiento de los controles de precios que afectaban a más de 
250 rubros y que se erigieron fundamentalmente en la administración 1984-
1989. Controles que se extendían hasta las prohibiciones para importar e 
incluso –y esto sí es verdaderamente importante– un manejo discrecional 
y excesivamente arbitrario del tipo de cambio, la tasa de interés, los sub-
sidios a ciertos sectores y actividades, que claramente iban en contra del 
funcionamiento del sistema de precios, que era la razón de ser de la nueva 
economía.

Sin embargo, la agenda económica era parte de un binomio que tampoco 
se podía ignorar, aunque es muy probable que al menos en las primeras 
etapas del proceso, para las fuerzas políticas emergentes, fuera más impor-
tante posicionarse como partido antes que dar la imagen de que, de entrada, 
estaban torpedeando los signos positivos que se estaban observando en el 
desempeño de la economía.

En este escenario, casi cualquier cosa podía pasar a un segundo plano, por-
que ni aun los adversarios más radicales del neoliberalismo económico, te-
nían en ese momento una opción que resultara políticamente vendible en un 
país que ya estaba cosechando los beneficios del libre mercado. Esto, inde-
pendientemente de que el crecimiento acelerado que se estaba registrando 
no fuera solo producto del nuevo modelo económico. Además, la reciente 
desaparición del bloque socialista, les restaba a defensores del Estado-em-
presario, fuerza moral.

Estos hechos no pueden ser ignorados al momento de justipreciar el proceso 
de privatización en general. Al menos algunos de ellos, descartan la posi-
bilidad de que todo el proceso se pudiera haber derrumbado por razones 
estrictamente ideológicas, aunque como resulta comprensible, la oposición 
política asociara la privatización con el desmantelamiento del Estado. Más 
bien, los anticuerpos que generaron las reformas estructurales de los años 
ochenta y la forma en que se condujeron las mismas, habrían abonado el 
terreno para que el proceso se realizara sin mayores crispaciones.
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Y el caso del sistema bancario probablemente es el que mejor reflejaba la 
posible presencia de elementos que iban más allá de la filosofía básica de la 
privatización. En efecto, cuando se decide iniciar el proceso, los críticos de 
las reformas de principios de los ochenta, tenían sobradas razones para arre-
meter con todas sus fuerzas contra el despojo, la corrupción y sobre todo el 
descuido en que fue cayendo el sector productivo por el manejo político de 
los temas involucrados. Sobre esto, no había ninguna sombra de duda. Con-
secuentemente, aun cuando para la oposición la privatización significara 
desmantelar el Estado, la historia no estaba de su lado.

B. REPRIVATIZACIÓN DE LA BANCA

1) MARCO DE REFERENCIA

En lo que concierne al sector financiero, El Salvador ofrece un caso único; 
aunque probablemente Chile tenga algunas similitudes (Whelan, 1989)  Sin 
embargo, a diferencia de la mayoría de países, los bancos y otras institucio-
nes de crédito estaban estatizados, por lo que su privatización adquiría un 
carácter emblemático; de hecho, encarnaba la esencia de la economía de 
mercado en un sector de cuyo desempeño depende la eficiencia de todo el 
sistema económico.

En ese contexto, la privatización de la banca y la desregulación no podían 
abordarse en términos convencionales, pues el funcionamiento del sector 
estaba marcado, no por el libre juego de las fuerzas del mercado y ni si-
quiera por las políticas emanadas de un banco central totalmente indepen-
diente, sino, en buena medida, por las pautas emanadas del poder político. 
Pero precisamente por esa deficiencia de fondo y si la ideología del nuevo 
gobierno primaba sobre los criterios técnicos-financieros, también se podía 
caer en excesos.

Sin embargo, desechar todo atisbo de ideología en el proceso general de pri-
vatización, también podía haber llevado a caer en una ingenuidad extrema, 
por la esencia misma de lo que estaba involucrado en la oleada liberalizadora 
vis a vis los antecedentes que en nuestro caso la hacían más racional, si cabe 
el término. Además, en el caso de la banca, se dio la circunstancia de que 
quienes asumieron el liderazgo del proceso tenían hasta razones personales 
que los podrían haber llevado a incurrir en una especie de dogmatismo.
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Este era el caso, por ejemplo, del entonces presidente del BCR, quien más 
allá de sus reconocidos méritos como banquero, pudo haber eventualmente 
actuado con sentimientos encontrados. De hecho, quienes lo conocimos en 
FUSADES le reconocemos su increíble capacidad analítica y de trabajo, 
pero también su devoción exagerada por el mercado, acaso porque  las re-
formas de los ochenta lo habían afectado por partida doble. Primero, con la 
expropiación de grandes extensiones de tierras de que fue víctima directa 
su familia; y segundo, con la intervención de los bancos, concretamente el 
Cuscatlán, donde a la sazón se desempeñaba como gerente general.

Si la represión gestada en el manejo arbitrario de la oferta monetaria, el 
crédito, la tasa de interés y el tipo de cambio, ya constituía una justificación 
de capital importancia para quitarle las amarras que impedían el funcio-
namiento eficiente del sector financiero –aunque El Salvador no hubiera 
pasado por los traumatismos de varios países de la región– igual o mayor 
peso podía tener el fundamentalismo ideológico de los responsables de esta 
importante porción de la reforma198.

Esto no es una hipótesis, ni mucho menos una simple suposición. Es una te-
sis que tiene su fundamento en el cauce que se le dio a la reestructuración de 
todo el sector, donde el proceso virtualmente se ajustó a la voluntad de los 
nuevos tomadores de decisiones, con relativamente poca oposición técnica 
y política y con un apoyo bastante marcado de parte del  sector privado.

En parte por ello, las actuaciones de los responsables del proceso de privati-
zación y desregulación, pasaron hasta cierto punto desapercibidas; además, 
pocos podían estar en desacuerdo con la reforma de un sector que venía 
arrastrando severas fallas estructurales que se desparramaban sobre toda 
la economía. Había evidencias claras de un manejo poco responsable del 
negocio bancario, en términos de la asignación arbitraria de los recursos 
crediticios, la falta de una correspondencia en la relación deuda-garantías 
y entre préstamos y patrimonio, el descalce entre captación de recursos y 
el otorgamiento del crédito y la práctica de una política de tasas de interés 
divorciada totalmente de las tendencias inflacionarias.

198  McKinnon, Ronald I. “Financial liberalization and economic development” en  Occa-
sional Papers No 6. International  Center for  Economic Growth, 1988
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Más allá de cualquier connotación ideológica que pudiera advertirse alre-
dedor de todo el proceso, no puede eludirse entonces la situación particular 
que presentaba sistema financiero como consecuencia de la forma técni-
camente deficiente con que se había manejado durante los diez años que 
estuvo nacionalizado. Esto, agravado sin duda por la misma situación eco-
nómica, que indudablemente había contribuido a deteriorar la capacidad de 
pago de muchos deudores, desbordando los límites de riesgo aceptables en 
el negocio bancario.

Los estudios previos a la privatización así lo confirman. La evaluación del 
80% de la cartera de crédito y otros activos estableció que la “cartera mala” 
(categorías D y E) ascendía al 35% y que la participación en la inmediata-
mente anterior superaba el 25%; consiguientemente, solo el 40% del crédito 
era virtualmente recuperable. Bajo estos criterios, los ajustes realizados a los 
estados financieros al 31 de diciembre de 1989 determinaron la necesidad 
de una reserva de saneamiento de créditos de 1,700 millones de colones199.

En ese escenario, y para preparar el terreno para la privatización, se aprobó 
la Ley de Saneamiento y Fortalecimiento de los Bancos Comerciales y Aso-
ciaciones de Ahorro y Préstamo, que le dio vida al Fondo de Saneamiento 
y Fortalecimiento Financiero (FOSAFI). La base financiera para la labor de 
limpieza de los balances bancarios encargada a la nueva entidad, consistió 
(al menos inicialmente) en la emisión de bonos por 1,400 millones de co-
lones por parte del BCR para que aquel adquiriera, a su valor de capital e 
intereses a la fecha de la transferencia, créditos y otros activos de las insti-
tuciones involucradas200.

A pesar de que las cifras que se manejan extraoficialmente exceden por 
mucho el monto asignado legalmente para el saneamiento, el costo real no 
puede quedar reducido a los recursos directamente comprometidos en la 
operación. Aun esas abultadas cifras, dejan por fuera el costo de contar con 
un sistema bancario como el que tiene el país hoy en día, más allá de las 

199   Orellana Milla, Roberto. “Anteproyectos de Leyes Saneamiento y Privatización de los 
Bancos Comerciales y las Asociaciones de Ahorro y Préstamo” en La privatización de 
la banca comercial. CENITEC, 1990.

200   Decreto Legislativo No. 627, del 22 de noviembre de 1990, sancionado por el entonces 
presidente de la República el día 30 del mismo mes y año.
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credenciales que le asignan entidades internacionales como uno de los más 
sofisticados en América Latina201.

En este sentido, la línea de análisis debería considerar el hecho de que el 
FOSAFI sigue operando después de quince años para deshacerse de los 
activos “tóxicos” (para utilizar un término de moda) que le fueron traspa-
sados al inicio. Además, el país ha tenido que lidiar en el camino con otros 
problemas de entidades financieras como los de CREDISA, Insepro/Finse-
pro, Crediclub, Fomiexport, entre otras, que directa o indirectamente están 
relacionados con la desregulación que siguió al proceso de reprivatización 
del sistema bancario.

Como quiera que sea, con carteras totalmente saneadas y un potencial insos-
pechado de nuevas opciones en materia de productos y servicios financie-
ros, el tema de la reprivatización de la banca se tornó crucial en un momento 
muy especial. Más allá de los elementos sustantivos y otras motivaciones 
que rodearon la medida, liberar al sector financiero de las ataduras estatales 
equivalía claramente a rescatar la esencia de la iniciativa privada. Retomar 
el manejo privado tenía así un fundamento ético y uno técnico-instrumental 
que corregía los desajustes que provoca en el sistema económico, el manejo 
discrecional y arbitrario de la moneda y el crédito.

Bajo estas circunstancias, la desregulación financiera y la reprivatización 
de la banca se convirtieron en un binomio indisoluble y, en los hechos, en 
el elemento más emblemático de todo el proceso de reforma; más aún, con-
siderando que se trataba de revertir un proceso confiscatorio, aunque como 
es bien sabido, las instituciones no regresaron a sus antiguos dueños. Con el 
tiempo se constataría que, más allá de la racionalidad técnica y financiera y 
la fundamentación filosófica, había grandes intereses en un sector que tiene 
la característica muy particular de ser proclive a la ubicuidad, pero que a la 
vez desaparece fácilmente.

Al margen  de las implicaciones de ciertos elementos que pudieran haber 
desbordado los intereses estrictamente nacionales, lo cierto es que el pro-
ceso arrancó y se desarrolló teniendo como referente un cronograma y un 

201  Con respecto al monto del “salvataje”, el autor tuvo acceso a versiones de personas 
calificadas (con la condición de conservar el anonimato) de que la cifra fue en los he-
chos muchos mayor y que en algunos casos no era necesario calificar como incobrables 
deudas que entraron el programa de saneamiento.
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conjunto de mecanismos legales, administrativos e institucionales técnica-
mente diseñados. Es más, podría  decirse que  nada quedó al azar, incluyen-
do la supuesta  perspectiva de largo plazo que tenían los conductores del 
proceso, en cuanto al número de entidades que en el futuro operarían en el 
sector y cuál sería su destino. 

Lo  último podría plantearse como una tesis, a partir de la transformación 
forzada de las asociaciones de ahorro y préstamo en bancos, la eventual 
absorción de algunos de ellos por parte de las entidades más grandes y la 
forma en que se fue definiendo todo el sector. Parece que en este caso, la 
esencia de la economía de mercado –la competencia– a partir de la presen-
cia de muchos actores en el mercado, no cabía en la cabeza de quienes se 
autoproclamaban defensores del sistema de libre empresa.

En todo caso, la idea de aprovechar la privatización como medio para de-
mocratizar el capital o construir una base de nuevos propietarios era muy 
atractiva, al menos en el discurso. Es más, este tema fue abordado casi con 
fervor cívico por el propio presidente Cristiani, cuando en una parte del 
mensaje dirigido ante la Asamblea Legislativa, en ocasión de su primer año 
de gestión dijo:

“Nuestro gobierno ya ha iniciado el programa para privatizar el 
Sistema Financiero, a fin de que este se transforme en un canali-
zador de recursos para sustentar el desarrollo económico y social 
de nuestro país. En este proceso se le dará la primera opción a los 
trabajadores y a los pequeños inversionistas, de modo de garanti-
zar que la privatización se realice dentro de un moderno concepto 
democrático”.

En efecto, las mismas disposiciones legales que le dieron el sustento jurí-
dico a la venta de las entidades financieras, contenían provisiones expresas 
para lograr aquellos objetivos. Concretamente, el considerando IV de la 
Ley de Privatización de los Bancos Comerciales y de las Asociaciones de 
Ahorro y Préstamo señala lo siguiente: 

“Que la privatización debe propiciar la ampliación de la base ac-
cionaria en las instituciones financieras, regulando adecuadamente 
la transferencia de las mismas a inversionistas privados con prefe-
rencia a favor de empleados de los Bancos y de las Asociaciones de 
Ahorro y Préstamo y de los pequeños inversionistas”. 
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Ya en las disposiciones específicas que se relacionan con los criterios para 
la adquisición de las acciones, se estipulaban parámetros que sugerían la 
preocupación porque el traslado de las instituciones financieras se hiciera de 
manera transparente. Esto se encuentra desarrollado en el Art. 3, que define 
las limitaciones para el sector privado202. Asimismo, en el Art. 6 de la mis-
ma ley, se hace una categorización cuantitativa (a medias) de la categoría 
de compradores203.

No deja de ser curioso que se omitiera una disposición especial para que 
los antiguos propietarios tuvieran un espacio como accionistas en las nue-
vas instituciones; después de todo, eran ellos los que habían sido objeto de 
despojo y no los trabajadores. Aquí podría estar un rechazo a la forma en 
que actuaron los bancos antes de la nacionalización y un disfraz para “pri-
vilegiar” al personal que había contribuido a construir verdaderos imperios, 
con algunas salvedades. 

Bajo esos parámetros legales e instrumentales, con la privatización de los 
bancos y las Asociaciones de Ahorro y Préstamo –ya saneados– solo queda-
ron al final 10 instituciones y su capital accionario fue distribuido tal como 
se muestra en el cuadro Nº 16.

Una primera aproximación a la distribución del capital accionario no causa 
alarma. Sin embargo, los rumores sobre la falta de transparencia en el pro-
ceso encontraron eco en algunos estudios que se ocuparon eventualmente 
del tema.

Albiac (1999), después de hacer una elaboración –diríamos liviana– de cier-
tas medidas que acompañaron el proceso, señala que “la venta de acciones 
no fue muy pública, los trabajadores despedidos fueron presionados para 

202  Entre estas limitaciones estaban: a) Ninguna persona natural o jurídica puede ser pro-
pietaria de más del 5% de las acciones en cualquiera de las instituciones financieras; 
b)Dentro de este porcentaje, estarán incluidas las acciones de los cónyuges y las de sus 
parientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad; c)Para ad-
quirir y ser propietario de acciones en exceso de 1% se requerirá haber sido precalifica-
do por la Superintendencia del Sistema Financiero de conformidad con las regulaciones 
que al respecto emita.

203  Al efecto se estipula: a) Empleados de bancos y asociaciones de ahorro y préstamo 
y pequeños inversionistas, entendiéndose por éstos quienes compren acciones por un 
valor máximo de cien mil colones; y 2) Otros inversionistas en compras mayores de 
cien mil colones.
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que vendieran sus activos y no se establecieron mecanismos para evitar los 
testaferros”.

Cuadro Nº 16

Reprivatización de la banca: Resultado de la venta de acciones

Fuente: BCR, memoria de labores 1994.

Por su parte, Córdova, Pleitez y Ramos (1998), al reconocer que el proceso 
de privatización, en general, se ejecutó casi conforme a lo programado (re-
firiéndose al cronograma), señalan lo siguiente:

“El problema, sin embargo, es que la privatización de algunos bancos (con-
cretamente los más grandes) no se desarrolló con la transparencia debida, 
lo cual permitió que los principales beneficiarios de los mecanismos pre-
ferenciales de adquisición de acciones que fueron aplicados, no fueran los 
empleados de dichas instituciones y los pequeños inversionistas, sino un 
pequeño grupo de grandes inversionistas.

Este proceder, denunciado incluso por funcionarios de la actual administra-
ción presidencial (se refieren a la de Calderón Sol), unido a las dificultades 
del gobierno para explicar por qué y cómo la privatización puede contribuir 
a mejorar la eficiencia, la competitividad y el bienestar de la población en 
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general, han dado lugar a que actualmente el ambiente para las privatizacio-
nes sea menos propicio que el que prevalecía al inicio de la administración 
presidencial”204.

Esto último se decía en un momento en que ya se había puesto en marcha 
la privatización de las telecomunicaciones, la distribución de energía y el 
sistema provisional, que como se menciona más adelante, arrancó con algún 
desfase por una serie de factores.

Se puede colegir entonces que el origen de las anomalías mencionadas no 
estuvo tanto en la ley, cuanto en la falta de cumplimiento estricto de la mis-
ma y el mero hecho de que figuras como el presidente del BCR y el mismo 
presidente de la República, aparecieran eventualmente como los principales 
accionistas de los bancos más grandes, a través de grupos en los que ya 
tenían fuertes intereses. Esto ayuda a comprender mejor el significado de 
aquellos señalamientos y las implicaciones que la privatización tuvo en la 
eventual “cartelización del sistema financiero.

En este escenario, es por supuesto casi imposible sustentar una opinión con-
vincente sobre el papel que jugó la SSF como garante de la transparencia 
de la privatización, de conformidad con lo que establecía el cuerpo legal 
respectivo. Aún más, a quince años de ese evento, es válido preguntarse por 
qué no intervino la Corte de Cuentas en el proceso, tratándose de la venta 
de activos estatales, independientemente de cómo estos fueron adquiridos 
por el gobierno. 

Lo que por otro lado resulta incuestionable, es el excesivo protagonismo 
que tuvo el presidente del BCR, quien definitivamente incidía en el tra-
bajo diario de la SSF, aprovechando su dependencia orgánica, funcional y 
financiera del todavía en ese entonces instituto emisor. Esta influencia se 
mantuvo aun después de finalizado el proceso, tal como lo reconocería pos-
teriormente el ex superintendente, Rafael Rodríguez Loucel, en una versión 
personal de su paso por la entidad205.

204 FundaUngo Reforma política y reforma económica: los retos de la gobernabilidad de-
mocrática. Enero de 1998. Págs. 47 y 48. 

205 Rodríguez Loucel, Rafael. Mi realidad y una injusticia. Tecnoimpresos S.A. de C.V., 
2003. Pág. 149.
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Si la reprivatización de la banca se hizo bajo una influencia excesiva de 
dicho funcionario, se podría incluso compartir la percepción de algunas 
personas que han seguido hablando del tema, de que el proceso fue confec-
cionado con una visión de largo plazo realmente asombrosa. Y si ello fue 
así, no es descabellado pensar que tal estrategia facilitó que los bancos más 
grades fueran progresivamente extendiendo su área original de influencia, 
al incursionar en otras actividades como seguros, casas de bolsa, emisión de 
tarjetas de crédito, almacenes de depósito, factoraje e incluso la adquisición 
de Administradoras de Fondos de Pensión, hasta conformar cuatro grandes 
conglomerados.

En este marco, podría aventurarse el juicio de que  la privatización de la 
banca implicó, más que en ningún otro sector, socializar pérdidas y priva-
tizar ganancias. Como se sabe, la magnitud del saneamiento viabilizó la 
obtención, desde el principio, de pingües ganancias con una inversión rela-
tivamente modesta, como lo sugiere el hecho que desde los primeros años 
el financiamiento otorgado para la obtención de acciones fue pagado con el 
producto de las utilidades generadas (Melhado, 2000)206.

Pero sin duda, la alta rentabilidad del negocio se puso realmente en eviden-
cia cuando los conglomerados fueron adquiridos por grandes bancos extran-
jeros, operación que llevó  aun a los accionistas minoritarios (que probable-
mente nunca pensaron lo que podía hacer una pequeña inversión) a engrosar 
las filas de la clase media. Lástima grande que esta clase de accionistas solo 
representó una fracción mínima de toda la población salvadoreña.

2) EVOLUCIÓN DE LA BANCA DESPUÉS DE LA PRIVATIZA-
CIÓN

El sector bancario tuvo una evolución acelerada una vez que se asentó la 
privatización y en menos una década ya era considerado como el más so-
fisticado de Centroamérica. Una prueba de ello es que por más de un quin-

206  En esto incidió directamente la magnitud del saneamiento. Solo como una referencia 
puede señalarse que al 31 de diciembre de 1986, el capital combinado de los nueve 
bancos y las siete asociaciones de ahorro y préstamo que fueron inicialmente saneadas 
estaban representadas por 235,237 acciones, mientras que las que se vendieron con la 
privatización solo fueron 8,790.
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quenio su crecimiento promedio prácticamente triplicó el de la economía 
en general. Esto dice mucho de la rapidez con que se acomodó a las nuevas 
reglas de juego, siguiendo la tendencia en boga en cuanto a la liberalización 
de los mercados y la creación de un marco institucional que puso al sistema 
en armonía con las exigencias que planteaba la reforma económica en su 
conjunto.

Es más, la reprivatización de la banca ha sido reputada como una de las ac-
ciones más relevantes dentro del proceso de reforma, aunque el tema como 
tal se diluya en las valoraciones más generales que normalmente se hacen 
acerca de las experiencias de otros países en materia de desregulación. Y si 
bien puede aceptarse que el saneamiento de las entidades se hizo a un costo 
económico y social muy alto, también hay que reconocer que la privatiza-
ción dejó atrás la erosión de la credibilidad en el sistema, dando paso en un 
tiempo relativamente corto a una transformación radical del mismo. Inde-
pendientemente de los problemas ya señalados, el cambio observado hacia 
la modernidad y la eficiencia no puede ser ignorado.

En este orden de ideas, el Banco Mundial (2003) destaca que hacia me-
diados de los noventa, El Salvador aprobó una serie de medidas para for-
talecer el sistema financiero, introduciendo muchos rasgos positivos para 
el desarrollo del sistema que incluían: la supervisión consolidada de los 
conglomerados financieros, aumentando los requerimientos de capital para 
el establecimientos de bancos y la cobertura de activos en riesgo; controles 
más estrictos de los créditos relacionados; creación de un sistema de garan-
tía de depósitos y un mejoramiento en el sistema resolutivo en caso de fallas 
bancarias. 

Señala además, que como resultado de estas y otras reformas introducidas 
por la misma época, El Salvador construyó uno de los más desarrollados 
sistemas bancarios en Centroamérica, agregando que (ya en aquella época) 
el país tenía un nivel de sofisticación financiera por encima de los países 
vecinos y que estaba ligeramente arriba del promedio mundial, de acuerdo 
a las mediciones del Foro Económico Mundial, en su edición del 2004. En 
este sentido, destacaba en América Latina, junto con Brasil, Chile y México 
Sin embargo, al mismo tiempo advertía que el sistema bancario estaba alta-
mente concentrado.

Al respecto apuntaba  que  de los catorce bancos existentes hacia marzo 
del 2004, cuatro de ellos (Agrícola, Cuscatlán, Salvadoreño y de Comer-
cio) concentraban el 81% de los activos, producto de una serie de consoli-



217

JUAN HÉCTOR VIDAL

daciones que comenzó hacia finales de los noventa, que habrían resultado 
acentuadas por la disminución en los márgenes de intermediación que pre-
valecían antes de la dolarización. Además destacaba que la participación de 
capital extranjero era baja con solo dos bancos (Scotia y Citi) que apenas 
registraba el equivalente al 5.3% de los activos de todo el sistema207.

El PNUD y FUSADES (2003) coinciden bastante con los criterios vertidos 
por el Banco Mundial. Al respecto, el primer organismo señala que:

“El proceso de reformas habría contribuido en buena medida a 
colocar a la banca salvadoreña en una situación de liderazgo fi-
nanciero a nivel centroamericano, lo cual, entre otros aspectos, se 
reflejaba en el tamaño relativo de sus activos como porcentaje del 
PIB y en la eficiencia de la intermediación financiera medida a tra-
vés de las diferencias o “spreads” entre las tasas activas y pasivas 
promedio”208.

Esta perspectiva también es compartida por el Banco Interamericano de 
Desarrollo, que al plantear la transformación en este mismo campo (no sin 
antes elevar a una categoría especial la importancia del diálogo nacional y 
el compromiso político respecto del programa de reforma del sector finan-
ciero) señala que: 

“El proceso(de privatización) comenzó a principios del decenio 
de 1990 con la privatización del sector bancario previamente na-
cionalizado y evolucionó hasta abarcar la reforma regulatoria, la 
creación de instrumentos de crédito público de segundo piso y el 
desarrollo de los fondos de pensión y mercados de capital […] Las 
medidas para el fortalecimiento del sistema incluyeron el estable-
cimiento de la Superintendencia del Sistema Financiero en 1996 
y una moderna ley de Bancos (aprobada en 1999 y revisada en el 
2002)”.

En este marco, el mismo organismo menciona la introducción de nuevos 
elementos en el sistema, incluyendo:

207 Banco Mundial. El Salvador: Investment climate assesment. Washington 2005. Págs.179 
y 180.

208 PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano, El Salvador 2003. Desafíos y opciones en 
tiempos de globalización. Pág. 122.
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“La supervisión de los conglomerados financieros, el incremento 
de los requerimientos de capital para el establecimiento de bancos 
y para cubrir los activos en riesgo, un control más estricto de los 
créditos relacionados, la creación de un sistema de garantía de de-
pósitos y el mejoramiento en el sistema de disputas con bancos […] 
Como resultado de esas y otras reformas, llevadas a cabo a media-
dos de los noventa, El Salvador catapultó su sistema bancario hasta 
ser el más eficiente de Centroamérica y de los bancos que lideraban 
la tendencia hacia la regionalización”209.

El dinamismo y modernización del sistema no se detuvo, lo que le permitió 
seguir posicionándose todavía más en la región. El mismo Foro Económico 
Mundial elevó en 2007 su calificación en el contexto latinoamericano, de 
manera que entre un grupo más amplio de países, el sistema bancario salva-
doreño ocupaba el puesto número tres, solo superado por Chile y Perú, re-
cordando que unos pocos años atrás, se ubicaba en cuarto lugar entre nueve 
países. En este sentido, desplazó a México, pero ocupó el lugar de Chile, y 
éste el de Brasil, que pasó al séptimo lugar. (Gráfico Nº 3)

Gráfico Nº 3
 Sofisticación del mercado financiero por países

(Escala de 0 A 7)

Fuente: Foro Económico Mundial, 2007.

209 BID. Una sólida alianza para el  desarrollo, Centroamérica y el BID desde 1990.
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En un lenguaje más concreto, la eficiencia del sistema bancario salvadoreño 
puede ser considerada a partir de tres puntos de vista: profundidad financie-
ra, eficiencia operativa y márgenes de intermediación.

Con respecto al primer punto, es ostensible la ventaja del sistema salvado-
reño respecto al resto de países centroamericanos y al de República Domi-
nicana (cuadro Nº 17). Ciertamente, igual que en todos los países conside-
rados, se advierten variaciones sensibles entre períodos, pero el grado de 
monetización de la economía nacional en ningún año ha sido superado por 
el resto.

No obstante, en este plano también es notorio un nivel de asimetría entre 
cinco de los seis países considerados. Dicha relación oscila entre un máxi-
mo de 45.5% y mínimo de 40.9% en El Salvador y un 37.9% y un 24.5% 
en Costa Rica. Es destacable el aumento significativo que experimenta en 
el caso de El Salvador el coeficiente respectivo en el 2001, lo cual puede 
atribuirse a los ingresos extraordinarios que recibió el país a raíz de los 
terremotos, y que se expresan en los activos externos de los bancos comer-
ciales. La dispersión es menor en Guatemala, ocupando un lugar intermedio 
en Nicaragua y República Dominicana, que son al mismo tiempo los países 
donde la profundidad financiera es menor.

Cuadro Nº 17

 Centroamérica y R.D: Medios de pago como porcentaje del PIB

Fuente: Elaboración propia con base en cifras del Consejo Monetario Centroamericano.
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En este mismo plano, El Salvador presenta además otros rasgos distintivos. 
En efecto, el régimen monetario adoptado a partir de enero del 2001 vuelve 
difuso los determinantes de la oferta monetaria y, consecuentemente, el gra-
do en que la liquidez del sistema se adecua al crecimiento de la economía. 
Más concretamente, al no contarse con los instrumentos clásicos de control 
monetario, es el mercado –manejado totalmente por la banca comercial– el 
que determina el tamaño y estructura de la masa monetaria.

Desde ese punto de vista, se podría dar créditos a la banca nacional por man-
tener un grado de liquidez basado virtualmente en decisiones que toman de 
manera autónoma. Sin embargo, en épocas de anormalidad financiera como 
la que ha provocado la crisis internacional –dentro de la cual la liquidez es 
precisamente uno de los temas más críticos– la ausencia de política mone-
taria no puede ser ignorada.

En cuanto a la eficiencia operativa, el cuadro Nº 18 muestra la distancia 
que separa al sistema salvadoreño entre los siete (incluyendo los referidos 
a países con mayor grado de desarrollo relativo como México). De hecho, 
sólo lo aventaja el sistema panameño, lo cual es entendible por la cerrada 
competencia que se da entre las decenas de entidades de capital extranjero 
que operan en un centro financiero considerado como uno de los más sofis-
ticados del mundo, considerando el tamaño de la economía del país. 

En el caso salvadoreño, las exigencias que impone la competencia desde 
el exterior, probablemente hagan la diferencia con el resto de países. Sin 
embargo, el fenómeno no es nuevo. Con relación a esto, el Banco Mundial, 
al referirse en el estudio ya aludido a la alta concentración en un pequeño 
grupo de entidades, señala dos cosas: primero, la creciente presión de dos 
bancos extranjeros (con una mínima participación en los activos) sobre las 
instituciones financieras locales, a través de la provisión de servicios a gran-
des empresas en el país, y segundo, la competencia de bancos sin presencia 
en el país, en el otorgamiento de crédito, también al mismo segmento210.

Dicho sea de paso, esta banca de “maletín” siempre fue considerada como 
una competencia desleal por la banca local, entre otras razones, porque no 
pagaba impuestos y operaba con los clientes más importantes y seguros del 

210 Op. Cit. Pág. 182 
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país. En todo caso, esa posición se relativiza cuando se constata la forma 
bastante discrecional con que los bancos “locales” hacen negocios y cum-
plen con sus obligaciones tributarias.

Cuadro Nº 18

Centroamérica y México: Eficiencia operativa de la banca 1997-2007

Fuente: Consejo Monetario Centroamericano
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Pero tampoco puede ignorarse el grado de eficiencia con que opera la banca 
salvadoreña a partir de parámetros relacionados directamente con la inter-
mediación (cuadro Nº 19). La eficiencia se expresa en la diferencia en la 
tasa que aplica a los depósitos que recibe y la que imputa a los créditos que 
concede. En este sentido el “spread” que (teóricamente) maneja la banca 
comercial salvadoreña de acuerdo a esa información, es el más bajo de la 
región, fenómeno que se acentuó a partir de la dolarización.

Cuadro Nº 19
Centroamérica: Márgenes de intermediación implícito de la banca

(En porcentajes)

Fuente: Consejo Monetario Centroamericano, 2009.

No obstante, es preciso advertir que la eficiencia centrada en el “spread” 
puede ocultar diferencias muy marcadas entre países, originadas, por ejem-
plo, en las fuentes y usos de recursos, donde la concentración o la dispersión 
juegan un papel muy importante. La composición de los depósitos como tal 
(cuenta corriente, ahorro y a plazo) es en este  sentido determinante, igual 
que el destino del crédito, caso en el cual entran en consideración aspectos 
como la calidad del demandante de recursos, el destino sectorial y las garan-
tías, las exigencias de encaje, entre otros.
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Con relación a lo anterior, El Salvador muestra las tasas activas y pasivas 
más bajas en términos reales (cuadro Nº 20), en parte porque la dolariza-
ción, también en teoría, tiende a alinear esas variables a las internacionales. 
Empero, a raíz de la crisis financiera mundial se ha podido establecer que 
ese vínculo no tiene sustento real; poniendo más bien al descubierto  que 
los intermediarios financieros operan con una total discrecionalidad o para 
ponerlo en términos menos drásticos, que en este aspecto la economía sal-
vadoreña no está del todo integrada al mercado global.

Cuadro Nº 20
Centroamérica: Tasas activas y pasivas reales promedio

(En porcentaje)

Fuente: Consejo Monetario Centroamericano, 2009.
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Lo anterior no ignora que las tasas locales de interés, son influenciadas ade-
más por  la inexistencia de restricciones en la cuenta de capital de la balanza 
de pagos. Esto, unido a la expansión de los servicios bancarios hacia los 
países vecinos bajo figuras corporativas bastante agresivas, le da al sistema 
bancario nacional ventajas relativas sobre sus contrapartes  regionales.

Aquí cabe un paréntesis. Se sospecha que antes de la crisis de liquidez, las 
bajas tasas activas de interés en El Salvador bien pudieron haber estado 
actuando en sentido inverso a uno de los propósitos que se invocaron al 
momento de dolarizar la economía: es decir, convertir al país en un lugar 
atractivo para inversiones de todo tipo.

Debido especialmente a la ausencia de controles en la cuenta de capital de la 
balanza de pagos antes mencionada y a la misma dolarización, se presume 
que El Salvador pudo haberse convertido en un exportador neto de capitales 
hacia los países más cercanos, tomando (los empresarios) recursos a bajo 
costo para invertirlos en activos de riesgo y aun en inversiones financieras 
que resultaban más rentables que en el país. A este tema se alude más ade-
lante.

A pesar de todo, fijar la atención sólo en la tasa de interés nominal puede 
conducir a la formulación de juicios equivocados sobre el costo del dinero 
tomado a préstamo. Sin duda, son muchos los factores que en circunstancias 
normales neutralizan la relación estrecha que podría esperarse, por ejemplo, 
entre la tasa de interés activa y los niveles de inversión; entre ellos la estrati-
ficación de aquella por categorías de empresas y por supuesto las garantías. 
En todo caso, el hecho objetivo es que en El Salvador la tasa nominal única-
mente  llega a representar en algunos casos el 60% de la tasa efectiva, según 
los criterios aplicados por la SSF.

Esa brecha, que es determinada por el cúmulo de cargos que se hacen por 
una amplia variedad de servicios relacionados, y que dicha entidad identi-
fica en sus publicaciones mensuales sobre las tasas de interés, comisiones 
recargos y cargos por cuenta de terceros, deja entrever que la tasa nominal, 
realmente hace honor a su denominación, porque con la misma se cobran 
servicios hasta por una mala mirada. El solo hecho de tener que asumir un 
recargo por un pago anticipado de un crédito, ya dice mucho de los excesos 
que se cometen; en este caso, bajo el cuestionable argumento que esa ope-
ración les afecta su programación de flujos.
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La dispersión de tasas también es un reflejo de la amplia discrecionalidad 
con que operan los bancos. En este sentido, se  puede señalar que las tasas 
publicadas por la SSF para el mes de marzo de 2009 para créditos a más de 
un año  oscilaban entre 15.5% y 36%, en lo que concierne a la tasa nominal 
y entre 15.8% y 38.3%  en lo que corresponde a la efectiva. 

Si de comparaciones con países vecinos se trata, se pudo constatar que al 
menos media docena de empresas guatemaltecas consultadas deliberada-
mente para elaborar esta sección, manejaban líneas rotativas en dólares para 
una variedad de actividades, con tasas que oscilabas entre el 60% y el 70% 
de la que se aplicaban en el país para rubros similares. Puede que este ejem-
plo no sea muy representativo, pero da una idea aunque sea general acerca 
de los falsos supuestos que rodearon el cambio del régimen monetario. Esto 
es cierto, aun cuando las tasas de interés fueran idénticas. Refuerza este 
criterio, el origen de los bancos, que virtualmente controlan el mercado mo-
netario y el momento de esa verificación, cuando la tasa de referencia en los 
Estados Unidos se acercaba a cero211.

En lo que concierne a las tasas pasivas, su comportamiento también muestra 
rasgos particulares. En una visión de conjunto, puede decirse que la infla-
ción había erosionado totalmente las tasas nominales hasta tornarlas nega-
tivas en términos reales hacia 2008. Este fenómeno se viene observando en 
El Salvador desde 2004, a pesar de que el país ha registrado en los últimos 
años las tasas de inflación más bajas de la región.

En este caso es pertinente preguntarse si con esos niveles de remuneración, 
es posible arraigar el ahorro nacional, o en su defecto, esperar un cambio 
sensible en los patrones de consumo, en un país donde los principales com-
ponentes de la demanda agregada han sido trastocados totalmente por los 
cuantiosos recursos que sin ningún quid pro quo, ingresan al país en con-
cepto de de remesas familiares y se carece de mecanismos de política para 
incidir en la expansión y contracción del crédito y los medios de pago.

211  SSF. Marzo, 2009.
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3) REACOMODO Y CAMBIO DE ESTRUCTURA DEL SISTEMA 
FINANCIERO

Una década después de la reprivatización, las fusiones y adquisiciones y la 
entrada de nuevos actores, operaban en el mercado financiero trece bancos. 
Dentro de estos, nueve funcionaban estrictamente como banca comercial 
cubriendo todas las operaciones que la ley les permite; dos con característi-
cas comerciales y de desarrollo (ambas estatales) y un número igual que ac-
tuaban como sucursales de bancos extranjeros, con operaciones limitadas. 
Además operaba el BMI, con funciones de banca de segundo piso. 

En esencia, el sistema bancario conservó esta fisonomía hasta que las prin-
cipales tres entidades (Agrícola, Cuscatlán y Salvadoreño) fueron vendidos 
a consorcios internacionales212. Con esta operación, prácticamente todos 
los bancos, excepto el Banco Hipotecario y el de Fomento Agropecuario, 
quedaron en manos de extranjeros. Pero la nueva conformación no cambió 
significativamente la cuota de mercado que ya habían venían registrando 
antes de esa operación las diferentes entidades, aunque la absorción del 
Banco Uno por el Citigroup, aumentó un tanto la participación de éste en 
los indicadores fundamentales.

Al concluir el año 2008 operaban 12 entidades, presentando una estructura 
en términos de activos y su participación en el crédito y los depósitos tota-
les, tal como se muestra en el cuadro Nº 21213.

Puede observarse que a finales de ese año, los cuatro bancos más grandes 
concentraban el 81.2% de la cartera y el 79.7% de los depósitos, mientras 
los bancos Hipotecario y de Fomento, apenas alcanzaban el 4.1% y 4.9% 
respectivamente. En términos prácticos, la concentración en cuatro bancos, 
que no ha variado desde que el Banco Mundial se refirió al tema, sigue 
constituyendo una típica figura oligopólica. Esta misma situación no se da 
en la región, excepto en los últimos años en Nicaragua, donde sólo existen 
dos bancos de capital extranjero que compiten con seis nacionales 214  (Cua-
dro Nº 22).

212   El Banco Ahorromet había sido adquirido años antes por el Scotia y el de Comercio 
por Banistmo, que a su vez fue adquirido por el Banco Salvadoreño.

213  Cuando este libro estaba por concluir, abrió operaciones el Banco Azteca de México. 
214  Fuente: El Economista Regional, No. 15, 2009
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Cuadro Nº 21
El Salvador: Bancos comerciales por activos 

y participación en el mercado

Fuente: Superintendencia del Sistema Financiero, 2009.

Cuadro Nº 22
Centroamérica: Cuotas de mercado de los cinco bancos más grandes

Fuente: Consejo Monetario Centroamericano.
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La propiedad extranjera de los bancos en Centroamérica fue destacada por 
el Periódico La Moneda (Guatemala), en la edición correspondiente al pe-
ríodo del 16 al 20 de febrero de 2009, señalando que de los 39 bancos que 
operan con capital total o parcialmente extranjero, cinco están radicados en 
El Salvador, ocupando en orden de importancia las posiciones: 3,7.9, 10 
y 11 a nivel regional. Esto, considerando los 71 bancos que funcionan en 
el área, pero donde el Banco Agrícola (El Salvador) ocupa el primer lugar 
entre todos aquellos cuyo capital es totalmente foráneo.

En un país donde no existe banca central para el ejercicio de la política 
monetaria, la alta concentración de los agregados monetarios y la misma 
propiedad de los bancos, supone un poder casi absoluto para manejar los 
recursos financieros, que son a la economía, lo que la sangre es para el 
cuerpo humano. Técnicamente, esto le da también un signo distintivo muy 
importante a la banca comercial salvadoreña, con pocos casos semejantes 
dentro de los sistemas financieros modernos. 

La opinión de Stiglitz sobre el comportamiento de la banca extranjera en 
torno a la liquidez, en épocas que se podían considerar “normales” en cual-
quier economía, ayuda a comprender mejor la situación del país en estos 
momentos. Sobre el particular, el laureado economista dice lo siguiente:

“Los bancos nacionales son más sensibles a lo que suele denomi-
narse window guidance –formas sutiles de influencia del banco cen-
tral, por ejemplo, expandir el crédito cuando la economía necesita 
un estímulo, y contraerlos cuando aparecen signos de recalenta-
miento– […] Es mucho menos probable que los bancos extranjeros 
respondan a tales señales. Análogamente, es más probable que los 
bancos nacionales reaccionen ante la presión para abordar defi-
ciencias básicas en el sistema crediticio, grupos desatendidos in-
merecidamente, como las minorías  y las regiones menos favoreci-
das”215.

La realidad del país encaja perfectamente en esos  criterios, más aun con-
siderando que para fines prácticos, no existe banco central. Hay que recor-
dar que en un determinado momento se consideró que con la presencia de 

215   Op.cit. pág. 109



229

JUAN HÉCTOR VIDAL

bancos de categoría mundial, el sistema financiero nacional había resultado 
fortalecido, pero la crisis ha venido a demostrar lo contrario, pues con ello 
se incrementó el grado de vulnerabilidad financiera del país.

De hecho, cuando comenzó el debilitamiento bancario en los grandes cen-
tros financieros, sus implicaciones en el acceso al crédito fueron notorias 
casi de inmediato, porque los principales bancos radicados en el país ya no 
podían nutrirse de recursos de sus casas matrices. Esto, más la inexistencia 
de política monetaria, ayuda a explicar por qué El Salvador fue el primero 
de toda América Latina en contratar una línea de crédito (US$400 millones) 
dentro de la ventanilla que había creado el BID para inyectarle liquidez a 
los diferentes sistemas.

Como se sabe, los bancos comerciales operan fundamentalmente en el mer-
cado monetario y siempre están pendientes del calce entre los recursos que 
captan y el crédito que conceden, pero en el caso de El Salvador, con los 
grandes espacios que ha tenido la banca, la ha convertido virtualmente en 
dueña de todo el mercado financiero con todo lo que ello significa para la 
eficacia del binomio ahorro-inversión en el proceso de desarrollo.

De hecho, ha sido la ampliación progresiva del campo de operación de los 
bancos, lo que ha impedido elevar a un grado superior la intermediación 
financiera como lo suponía la creación de la Bolsa de Valores. No es casual, 
entonces, que los bancos siempre vieran a esta entidad como una competi-
dor más  y no como a un socio importante para potenciar el desarrollo del 
mercado de capitales en la función ahorro-inversión216

Esto último no es un tema irrelevante. En ausencia de otras opciones de 
ahorro y financiamiento en el mercado, sumado a la falta de conocimiento 
sobre las pocas opciones que existen, los entes con excedentes –familias o 
empresas– prefieren mantener sus recursos en depósitos a plazo e incluso en 
cuentas de ahorro, aun cuando la tasa de interés aplicada sea negativa en tér-
minos reales; mientras que los inversionistas o demandantes de crédito en 
general, se someten a la voluntad de los intermediarios. Esto, obviamente, 

216  Vidal, Juan Héctor: “Caracterización y potencial del mercado de Capitales de El Sal-
vador”.  Proyecto BID- Bolsa de Valores. 2006
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potencia el poder casi sin fronteras que ejerce el sector sobre toda la econo-
mía, incluyendo al gobierno y los agentes privados217.

Esos grados de libertad, no pueden ser comparados con los de aquellos 
donde el Banco Central actúa en el mercado monetario, a través de instru-
mentos como el encaje, las líneas de redescuento, operaciones de mercado 
abierto, la fijación de la tasa de interés de referencia, etc. Por el contrario, al 
habérsele quitado al BCR su función como prestamista de última instancia 
a partir de la dolarización, el sistema quedó expuesto a una vulnerabilidad 
estructural permanente.

A pesar de todo, con frecuencia los mismos banqueros han sostenido que el 
sector bancario salvadoreño, y general el sistema financiero, es uno de los 
más regulados de América Latina. Esto admite discusiones (Calvo y Corbo 
1997) aunque tales expresiones no sean sino el reflejo de una reacción na-
tural después de toda una década de experiencias negativas con la excesiva 
permisividad en materia de regulación y control, a la cual se atribuye la 
quiebra de un banco y las operaciones multimillonarias fraudulentas, en al 
menos unas seis financieras, años después.

De hecho, que la regulación del sistema financiero en su conjunto siguió 
siendo débil, se comprueba con la estafa de una casa  corredora de bolsa que 
frente a las narices de la superintendencia respectiva sacó del país varios 
millones de dólares perjudicando a pequeños inversionistas. 

Sin embargo, es probable con el predominio de la banca extranjera y más 
aún con la debacle generada en el sector inmobiliario de los Estado Unidos, 
el tema de la falta de regulación ya no siga siendo tan espinoso, siempre y 
cuando los estándares de rigurosidad no sean invocados excesivamente por 
las entidades intermediarias para sofocar al sector productivo, como empe-
zó a ocurrir a partir del cuarto trimestre de 2008, práctica que se mantenía 

217   El autor tuvo acceso a información verbal del Ministro de Hacienda de la adminis-
tración Funes, sobre la intención de los bancos más grandes de comprar la emisión 
de letras de tesorería que por US$ 300.00 millones tuvo que emitir el gobierno recién 
iniciada su gestión, para hacer frente a problemas de caja, siempre que éste aceptara la 
tasa de interés acordada por ellos mismos. Al final fueron generosos y aceptaron redu-
cirla dos puntos porcentuales, pero el nivel aceptado, virtualmente duplica casi la tasa 
aplicable a un crédito hipotecario normal.
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cuando ya los bancos tenían a su disposición la línea de crédito negociada 
por el BCR con el BID.

La forma en que los bancos del país asumen el riesgo, también es emble-
mático. Esto se puso de manifiesto cuando el gobierno del presidente Funes 
lanzó su programa “vivienda para todos”. Para hacer viable el financiamien-
to a corto plazo que requerían los empresarios de la construcción, se tuvo 
que crear un fideicomiso (otro). En esta oportunidad para salvaguardar a los 
intermediarios de un posible no pago de parte del deudor. 

4) UN DESENLACE ESPERADO

Durante mucho tiempo me ha perseguido la idea de que la reprivatización 
de la banca fue diseñada como un traje a la medida. Es más, desde mi punto 
de vista, la visión de largo plazo estuvo siempre presente en la mente de 
sus principales actores, incluso para que la prenda cambiara de dueño bajo 
un atractivo parecido al que provoca una bella joven en sus veintes, en un 
octogenario libidinoso.

Al aventurar un juicio de esos alcances viene a mi memoria una reunión 
del Comité Ejecutivo de ANEP con el ministro de Economía y el superin-
tendente del Sistema Financiero. Esta tuvo lugar en medio del escándalo 
creado por la quiebra de CREDISA, el incremento de la mora bancaria, la 
escasez de crédito y la constatación de que la economía había entrado en 
una etapa de lento crecimiento.

Después de discutir largamente sobre esos temas y el papel de los bancos 
en esa coyuntura, el Superintendente se atrevió a decir que no había por qué 
preocuparse, que después de esa quiebra y los fraudes de las financieras, el 
sistema era sano y que tenía que tomarse en cuenta que, dada la pequeñez de 
la economía nacional, sólo había espacio, cuando mucho, para tres o cuatro 
bancos grandes, que harían la diferencia. A los demás, la misma fuerza del 
mercado los iría sacando de la competencia o se quedarían operando mar-
ginalmente.

Yo me quedé estupefacto, pues ya por esa época se empezaba a hablar del 
objetivo de convertir a El Salvador en un centro financiero internacional, 
pero ello chocaba con la noción de que el mercado financiero estuviera con-
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trolado por unas pocas entidades218. No se puede hablar de desregulación 
financiera y apertura total de la economía, poniendo cortapisas a la entrada 
de nuevos competidores o, en el extremo, reprimiendo a las entidades pe-
queñas. Pero estas posibilidades, no dejaron de pasar por mi mente después 
de escuchar al responsable de supervisar el negocio bancario.

Muchos años después, y precisamente cuando iniciaba las primeras investi-
gaciones para escribir este capítulo, la misma persona que me comentó que 
en algunos casos no era necesario incurrir en costos de saneamiento de car-
tera, me sugirió que asociara algunos nombres de directores de los bancos 
más importantes con los de los principales socios de una compañía dedicada 
al negocio inmobiliario. Me insinuó que allí podía encontrar la respuesta a 
muchas de las inquietudes que aún hoy en día salen a flote cuando se habla 
de la reprivatización de la banca.

Con igual ardor hablan los empresarios que se dedican a la construcción 
de vivienda cuando recuerdan que con el saneamiento bancario se pros-
cribieron también las asociaciones de ahorro y préstamo. Es más, algunos 
consideran esta decisión como una de las más aberrantes dentro de todo el 
proceso de saneamiento financiero y su evolución posterior hasta llegar a la 
dolarización.

Entonces, entre la reprivatización de la banca y su “desnacionalización” (o 
sea la venta de las principales entidades a consorcios internacionales) –vaya 
paradoja conceptual– hay mucha tela que cortar. Ciertamente, que el siste-
ma bancario nacional sea considerado internacionalmente como uno de los 
más sofisticados de la región, constituye una credencial muy positiva para 
El Salvador.

218   Esto entraba en choque con la opinión que en ese momento tenían los organismos 
internacionales del sistema bancario del país. Por ejemplo, durante la Cuarta Conferen-
cia Anual del Banco Mundial sobre Desarrollo en América Latina y el Caribe, Bancos 
y Mercado de Capitales, una ponencia referida a El Salvador cierra con las siguientes 
citas de Standard & Poor’s. “El sistema bancario salvadoreño se beneficia de una base 
amplia en la propiedad, de una prudente y sólida regulación y de eficientes operaciones 
[…] Hacia el futuro, Standard & Poor’s espera que entre más bancos en el mercado y 
por lo tanto que los usen para cubrir El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua. 
[…] Los bancos salvadoreños están entre los más eficientes en Latinoamérica”. San 
Salvador, junio de 1998.
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Pero los salvadoreños también sabemos que este reconocimiento tiene a la 
base un costo muy alto, donde los recursos que comprometió el país en el 
saneamiento previo a la reprivatización pueden considerarse como nimie-
dades, en comparación con lo que se puede que colegir que hubiera sido 
la situación bajo una práctica bancaria, más consecuente con los mismos 
desafíos que planteaba la nueva economía. 

Para elevar el tema a su verdadera dimensión, hay que decir que se trata 
de un sector que, que como pocos, se benefició de una reforma económica 
que puso a su disposición un mercado de insospechadas oportunidades, con 
poco o ningún riesgo para inversionistas que supieron explotar con gran 
inteligencia, un negocio de suyo rentable. Esto no pasa por alto lo delicado 
que resulta su manejo en cualquier parte del mundo, pero tampoco puede 
ignorarse la protección de que gozó desde la reprivatización y el cambio de 
la propiedad de todos los bancos comerciales, a manos de extranjeros. 

Siendo así, esta última operación –que puede considerarse como la última 
etapa de un proceso planeado con una exquisitez financiera extraordina-
ria– se convirtió también en un negocio fabuloso y que, para que no hubie-
ra desviaciones entorpecedoras, también fue acompañada de una estrategia 
corporativa evidentemente concertada entre los principales actores, es decir, 
los propios bancos.

La cifra que se manejó con la venta de los tres principales bancos durante 
2007 rondaba los US$4,000 millones (FUSADES la ubica en el equivalente 
al 12.5% del PIB)219, pero como la venta del segundo banco más grande y 
todo el grupo que giraba a su alrededor cambió de manos en el exterior me-
diante una figura muy sui géneris, igual que lo hizo el que ocupaba el primer 
lugar con buena parte de su capital accionario, lo que quedó en el país fue 
solo una proporción de la operación total. En todo caso, las transacciones 
fuera del país, según ha trascendido, se materializaron en Panamá, donde 
los principales bancos tenían sus verdaderos centros de operación.

El negocio involucrado no fue menor ni aun para los pequeños inversionis-
tas. Un buen amigo me comentó que se quedó sorprendido cuando recibió 
un cheque por más TRESCIENTOS CINCUENTA MIL DOLARES como 
producto de una inversión de CIEN MIL COLONES que había hecho 15 

219   ¿Cómo está nuestra economía? XXV aniversario. 2009.
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años atrás, que nunca la desembolsó totalmente porque solo tuvo que dar de 
“prima” el 15% y además había recibido durante los primeros años, jugosos 
dividendos. 

Se quedó más anonadado cuando se dio cuenta que no le habían deducido 
nada en concepto de impuestos y únicamente se le cobraron las comisiones 
de la Bolsa y la de los servicios de intermediación de las casas corredoras. 
Al final me terminó diciendo que él y su familia estaban felices porque con 
ello se iban a comprar la casa de sus sueños, pero que no le dejaba de inco-
modar que la mayor parte de las ventas de los bancos se hubieran hecho en 
la plaza panameña, con lo cual “nuestros ahorros les servirían a los amigos 
del sur para financiar por lo menos el 50% de la ampliación del Canal”.

Lo de las ganancias fabulosas de los pequeños accionistas se propagó tiem-
po después como reguero de pólvora, no así las de los mayoritarios. Se dice, 
sin embargo, que algunos de estos últimos perdieron buena proporción de 
sus ganancias, debido a que como parte del precio de sus acciones, recibie-
ron títulos de los mismos bancos que adquirieron las entidades salvadore-
ñas, los cuales se desplomaron en Wall Street a raíz de la crisis financiera.

En cualquier caso, en  la Bolsa de Valores local sólo se transaron acciones 
por un valor inferior a los US$900 millones, tanto en oferta pública como 
en el mercado secundario. Esto significaría que, independientemente de la 
operación antes señalada, gran parte de la venta  local se hizo fuera del 
mercado bursátil. Aun  más, hay que considerar que la operación realizada 
internamente no le agregó nada al ahorro financiero nacional, porque sim-
plemente fue cambio de dueños de activos ya existentes.

El significado de la operación se vuelve pernicioso de comprobarse las su-
posiciones de que muchos inversionistas grandes sacaron del país el dinero 
por la venta de sus títulos. Un análisis detallado de la balanza de pagos po-
dría dar luz sobre estas “salidas no controladas” de capital.

Pero sin duda lo más inaudito es que la compra-venta de los bancos no haya 
aportado un céntimo a las arcas del Estado en un momento en que el gobier-
no había acudido a figuras financieras que bordean la inconstitucionalidad 
para financiar programas sociales y de seguridad.

De hecho, las operaciones  que eventualmente hizo el gobierno central  para 
captar fondos a través de los fideicomisos, probablemente no hubieran sido 
necesarias con solo que  se hubieran gravado esas ganancias aplicando el 
IVA a la transacción como tal. Un decreto legislativo especial hubiera sido 
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igualmente una opción, considerando que con mucha anticipación se supo 
de las negociaciones en marcha para vender los principales bancos. Aquí 
no valían argumentos de seguridad jurídica, si se hubiera legislado cuando 
estaban en curso esas negociaciones o se presumía que se iban a llevar a 
cabo.

Recuerdo haberle planteado esta posibilidad a un alto funcionario del Mi-
nisterio de Hacienda, quien tenía bajo su responsabilidad el sector de los 
grandes contribuyentes, respondiéndome que se estaba pensando en una fi-
gura de ese tipo. Sin embargo, igual me pronuncié en mi columna “Sendas 
y Surcos” de LPG.

Pero la versión más incisiva respecto al tema está contenida en un artículo 
del padre José María Tojeira, aparecido en el Diario Co-Latino a mediados 
de mayo de 2007. En éste se hablaba de las cifras multimillonarias que al-
canzaban las transacciones, aunque el foco de atención fue el despropósito 
de no haber gravado con el IVA la compra-venta. Él estimó que aplicándole 
el gravamen al traspaso de acciones, el Estado hubiera percibido la friolera 
de US$400 millones, con lo que el gobierno de turno se hubiera evitado las 
cuestionadas figuras de los fideicomisos.

En cambio, con las figuras de los fideicomisos se obligó a las AFP a  adqui-
rir sus títulos valores dando lugar a una suerte de represión financiera, que 
en todo caso al final no resultó perjudicial para los bancos –en la medida 
que las administradoras de los fondos de pensión pertenecen a los mismos 
grupos financieros– sino el sector productivo y los mismos cotizantes.

En todo esto,  no solo entran en juego problemas de naturaleza ética y mo-
ral, vinculados a la justicia tributaria, sino también elementos que llevan 
a pensar en la forma inconsecuente con que siguen actuando los grandes 
grupos de poder, volcándose contra el interés público y la misma institucio-
nalidad del Estado.

Con frecuencia hemos sostenido que durante el último cuarto de siglo, la 
sociedad salvadoreña ha sido victimizada no solo por la guerra, el crimen 
organizado, las pandillas y el lavado de dinero, sino también por el compor-
tamiento poco ético de ciertos sectores. El bancario no escapa a este señala-
miento, aunque no haya llegado a los grados de expoliación del mexicano, 
que sobre sale en el ámbito latinoamericano.

Primero fue su nacionalización, con todas las implicaciones que tuvo en el 
derecho de propiedad y en el manejo político del sistema que lo llevó a una 
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situación bastante precaria. Después vino el costo del saneamiento, previo 
a su privatización. Le siguió un período en el que los bancos hicieron lo 
que les vino en gana –producto de la excesiva desregulación– en perjuicio 
del sector productivo y los ahorrantes. El costo económico y social invo-
lucrado, probablemente nunca será establecido, solo sabemos que ha sido 
descomunal.

Mientras tanto, se le dio muerte institucional a la autoridad monetaria con 
la dolarización. Esto, en el marco de una gestión económica cuestionable, 
pero que se ajustaba como anillo al dedo, dentro de un credo que siempre 
fue más allá de toda racionalidad técnica y desde luego, del sano juicio con 
que debe manejarse una de las herramientas más poderosas con que cuenta 
cualquier gobierno: la política monetaria. Sin medir las consecuencias, el 
manejo del crédito, la tasa de interés, el precio de la divisa, entre otros, se 
dejó en manos extrañas. 

Pero todo lo que se diga sobre el particular, resulta un simple ejercicio men-
tal, cuando uno se remonta a las cifras que implicó el saneamiento bancario 
y las compara imaginariamente con las que hoy en día manejan cuatro de 
los consorcios que surgieron como producto de la privatización, o sea, las 
entidades hoy en manos distintas de las salvadoreñas.

Esto no es un tema trivial cuando se pone en perspectiva la necesidad que 
tiene el país de movilizar más eficientemente el ahorro interno en función 
del desarrollo nacional. En este sentido, aumentar más la profundidad fi-
nanciera en el país (aunque alta en comparación con otros países de la re-
gión) supone considerar el grado de influencia y concentración que presenta 
la banca comercial en todo el mercado financiero nacional, para estimular 
con una estrategia definida, el surgimiento de nuevos intermediarios que 
favorezcan el crecimiento consistente del mercado secundario en la Bolsa 
de Valores, que actualmente funciona casi como una mesa de dinero. Esto, 
derivado precisamente, del grado de gravitación que también tienen las en-
tidades bancarias a través de un mercado virtualmente cautivo.

La tabla Nº 3 da una idea del control de la economía que veinte años des-
pués, tienen cuatro conglomerados que surgieron con la reprivatización de 
un sistema bancario nacionalizado casi en bancarrota.
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Tabla Nº 3

Conglomerados financieros autorizados
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Fuente: Superintendencia del Sistema Financiero.
1_/ Sociedad resultante de la fusión de las sociedades Banco Cuscatlán de El Salvador, S.S. y Banco 
Uno, S.A., donde la primera fue la sociedad absorbente y la segunda la absorbida, según Acuerdo 
del Consejo Directivo de la Superintendencia del sistema Financiero No. CD-34/08 de fecha 27 de 
agosto de 2008.
6_/ Con fecha 03 de Diciembre de 2008, el consejo Directivo de esta Superintendencia autorizó el 
cambio de denominación y modificación de la estructura de este Conglomerado Financiero. 
7_/Sociedad resultante de la fusión de las sociedades Inversiones Financieras Cuscatlán, S.A. e In-
versiones Financieras Uno, S.A., donde la primera fue la sociedad absorbente y la segunda la ab-
sorbida, según Acuerdo del Consejo Directivo de la Superintendencia del Sistema Financiero No. 
CD-34/08 de fecha 27 de agosto de 2008.
8_/Sociedad en proceso de fusión con la sociedad Tarjetas de Oro, S.A. de C.V.
9_/Sociedad en proceso de fusión con las sociedades Valores Cuscatlán, S.A. de C.V., Casa de corre-
dores de Bolsa y Citi Valores de El Salvador, S.A. de C.V., Casa de Corredores de Bolsa.
10_/ La sociedad Tarjetas de Oro, S.A. de C.V. se encuentra en proceso de fusión con la sociedad 
Aval Card, S.A. de C.V.
11_/Sociedad en proceso de fusión con las Sociedades Acciones y Valores, S.A. de C.V., Casa de 
Corredores de Bolsa y Acciones y Valores, S.A. de C.V., Casa de corredores de Bolsa.

En todo caso, había que terminar por aquello que se consideró fundamen-
tal; o sea transformar todo el andamiaje institucional que se fue creando 
desde que el BCR fue nacionalizado en 1961. Sin poner énfasis en la repri-
vatización como tal, el otrora instituto emisor sintetiza la reestructuración 
del sistema financiero, hasta culminar con la dolarización, en los siguientes 
términos:
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“Durante la década de los ochenta, la estatización de las institucio-
nes financieras, la política económica inadecuada, la inestabilidad 
política-social durante el conflicto y la destrucción de la infraes-
tructura económica, llevaron a los bancos y financieras a una grave 
situación de insolvencia. El sistema financiero salvadoreño en 1989 
estaba técnicamente quebrado.

Para revertir esta situación de crisis y considerando la importancia 
que tiene el sistema financiero de un país para el desarrollo econó-
mico y social, en julio de 1989 (es decir un mes de haber asumido 
el nuevo gobierno) el Banco Central inició el programa de reformas 
del sistema financiero, el cual fue parte esencial del programa eco-
nómico de mediano plazo del gobierno.

Los componentes del programa de reformas fueron: la política fi-
nanciera y la modernización del sistema financiero. Dentro de la 
política financiera se estableció el nuevo papel del Banco Central y 
se redefinieron las políticas monetaria, crediticia y cambiaria. Den-
tro de la modernización del sistema financiero, se readecuó el marco 
legal e institucional y se llevó a cabo el saneamiento y privatización 
de las instituciones.

Además, se readecuó el marco legal para fortalecer el sistema finan-
ciero, aprobando nuevas leyes y reformas.

La Ley Orgánica de la Superintendencia del Sistema Financiero, 
aprobada el 22 de noviembre de 1990, define a la Superintendencia 
como una institución con autonomía en lo administrativo, en lo pre-
supuestario y en el ejercicio de sus atribuciones. 

Sus funciones son las de fiscalizar al Banco Central de Reserva, así 
como a todas las instituciones integrantes  del sistema financiero, 
autorizar la constitución, funcionamiento y cierre de los bancos, fi-
nancieras, instituciones de seguros y otras entidades que las leyes 
señalen y demás funciones de inspección y vigilancia de dichas en-
tidades.

Asumió una supervisión prudencial del sistema financiero con total 
autonomía del Banco Central. El 12 de abril de 1991 se aprobó la 
nueva Ley Orgánica del Banco Central de Reserva de El Salvador, 
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conceptuándolo como una institución pública, autónoma y de carác-
ter técnico […] Se fijó como objetivo fundamental de la institución, 
velar por la estabilidad de la moneda y como su finalidad esencial 
promover y mantener las condiciones monetarias, cambiarias, cre-
diticias y financieras más favorables para la estabilidad de la eco-
nomía nacional.

Se modernizaron sus funciones institucionales, eliminando la fa-
cultad de controlar el destino del crédito y prohibiendo otorgar fi-
nanciamiento al Estado y a las empresas públicas, permitiéndole 
cumplir de la mejor manera su propósito fundamental de mante-
ner la estabilidad monetaria […] Asimismo, la nueva ley orgánica 
aprobada en 1991, obligó al Banco Central a divulgar el programa 
monetario y financiero, memoria de labores, informes económicos 
y estados financieros, propiciando una mayor transparencia en sus 
operaciones.

Con la aprobación de la Ley de Creación del Banco Multisectorial 
de Inversiones, el 21 de abril de 1994, se eliminó la responsabilidad 
de crédito para el sector privado, asumiendo esta función la nueva 
institución.

Además, se eliminó la facultad del Banco Central de fijar las tasas 
de interés y el tipo cambio y solo puede influir sobre estas variables, 
a través de operaciones de mercado abierto […]El primero de enero 
del 2001, El Salvador entró en un proceso de integración mone-
taria. Ese día, entró en vigencia la Ley de Integración Monetaria 
–LIM– aprobada por la Asamblea Legislativa el 30 de noviembre 
del 2000.

La Ley establece tipo de cambio fijo e inalterable entre el colón y el 
dólar de los Estados Unidos de América, a razón de ocho colones 
setenta y cinco centavos por dólar, otorgándole curso legal irres-
tricto, con poder liberatorio para el pago de obligaciones en dinero 
en el territorio nacional […] Permite también la contratación de 
obligaciones monetarias expresadas en cualquier otra moneda, de 
legal circulación en el extranjero.

La misma LIM sustituyó tres artículos y derogó catorce de la Ley 
Orgánica del BCR. Con estas modificaciones se le retiró al Banco 
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Central la facultad de emitir especies monetarias, así como la fun-
ción de coordinar la política monetaria con las restantes políticas 
económicas que establece el gobierno de la república. A partir de 
la vigencia de esta ley, también se eliminó la función de elaborar y 
publicar anualmente el Programa Monetario y Financiero”. 

A pesar de que esta síntesis recoge en lo esencial todo el proceso de re-
estructuración del sector financiero, no puede obviarse una consideración 
final –sobre lo bueno, lo malo y lo feo del proceso desde su inicio, hasta la 
venta de los principales bancos a consorcios extranjeros– aunque sea pa-
rafraseando a Carlos Saúl Menen, quien en ocasión de un agasajo que le 
ofreció ANEP durante su visita al país el 6 de mayo de 1996, al aludir a los 
éxitos de su gobierno dijo: “Hicimos todo lo que debimos y hoy debemos 
todo lo que hicimos”.

En ese momento, el ex presidente argentino todavía gozaba de una gran po-
pularidad por el supuesto éxito de su gestión económica y la transparencia 
con que manejó los asuntos del Estado. El tiempo, se encargó, de destruir 
esos mitos, mientras los nuestros apenas comienzan a perfilarse.

C. PRIVATIZACIÓN DE SECTORES ESTRATÉGICOS

1) APROXIMACIÓN CONCEPTUAL

Más allá de cualquier fundamento teórico-conceptual o justificación técni-
ca-financiera, puede aseverarse que la privatización en El Salvador estuvo 
marcada por antecedentes político-ideológicos que pudieron haber bordea-
do la ilegalidad. Al menos eso se deriva del análisis que realizó el doctor Ál-
varo Magaña sobre el anteproyecto de ley de telecomunicaciones, partiendo 
de la misma exposición de motivos.

El fallecido ex presidente alude a los límites que imponen las disposiciones 
constitucionales al momento de delegar en un “legislador secundario” la 
potestad de cambiar el rol del Estado en el orden económico y social esta-
blecido por la misma Constitución.

Cuestiona, particularmente, la interpretación bastante liviana de la separa-
ción entre lo público y lo privado –producto de la “marea neoliberal”– que 
deriva en la creación de una amplia avenida donde el Estado renuncia vir-
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tualmente al andamiaje que se había construido para que pudiera tutelar los 
derechos y prestaciones económicas, sociales y culturales220.

Probablemente en el caso de otro sector estratégico –el de energía– los co-
queteos con la institucionalidad fueron todavía más marcados, pero se per-
dieron en el laberinto de intrigas e intereses personales bajo la sombra de un 
poder político de sus administradores que podían haber desafiado cualquier 
intento de dotar al proceso de un mínimo de transparencia. En este punto, 
se diluye hasta la más articulada formulación en torno a las bondades de la 
privatización, aunque el Banco Mundial, por ejemplo, la haya considerado 
en su momento como una de las más exitosas.  

Paradójicamente, la privatización de los sectores estratégicos significaba –
como parte esencial de la reforma en cuanto a la búsqueda de la eficiencia y 
modernidad– modificar las estructuras del poder, eliminar privilegios, poner 
frenos a los focos de corrupción y reducir la práctica del patrimonialismo a 
expensas de la organización del Estado. Pero tampoco las implicaciones de 
tipo político del proceso podían ser totalmente ignoradas, particularmente 
por  las críticas que acompañaron la reprivatización de la banca.

En ese contexto, la segunda administración de ARENA (1994-1999) nom-
bró la Comisión Presidencial para la Modernización del Sector Público 
(CPMSP) con el objeto de descentralizar o privatizar los servicios públicos 
de electricidad, telecomunicaciones, agua, transporte público y estudiar la 
posible reforma del sistema de pensiones. (Rivera Campos, 2000).

Para integrar la CPMSP fueron llamadas reconocidas personalidades del 
mundo académico, profesional y empresarial, quienes por su trayectoria te-
nían las credenciales para conducir el proceso con transparencia, ética y 
eficacia. Asimismo, se nombró un comisionado directamente dependiente 
del presidente de la República.

El solo hecho de establecer esa instancia suponía romper los moldes esta-
blecidos dentro de las jerarquías tradicionales del Órgano Ejecutivo, porque 
implicaba subsumir la estrategia de privatización dentro del complicado 
proceso de toma de decisiones, especialmente en sectores que, como el de 

220  Magaña, Álvaro. “La exposición de motivos del anteproyecto de ley de telecomunica-
ciones y la Constitución”, Revista ECA No. 575. Universidad Centroamericana “José 
Simeón Cañas”. Septiembre, 1996.
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las telecomunicaciones, siempre funcionaron como islas dentro del propio 
Estado. O, para ponerlo en términos más precisos, operaban como verdade-
ros centros de poder, de instrumentos de manipulación política y de meca-
nismos de distribución de recursos estatales, para los fines de sus dirigentes, 
del partido y del gobierno de turno. Pero también significaba, por lo menos 
en teoría, una preocupación genuina por legitimar un proceso en torno a un 
proyecto de gran envergadura.

Y no era para menos. La forma en que operaba el sector de las telecomuni-
caciones, por ejemplo, siempre fue considerada como algo natural, al punto 
que al frente de ANTEL –como entidad rectora y al menos hasta la primera 
administración de ARENA– siempre estuvo un militar. Distinto fue el caso 
de CEL hasta el golpe de 1979, que desde su creación en 1950, normalmen-
te funcionó bajo la alta dirección de conocidos empresarios y profesionales, 
sin mucha interferencia de los gobiernos de turno.

Aun así, también en este último caso, el panorama no era tan simple cuando 
se privatizaron las distribuidoras de energía. Se sabe que en torno al proce-
so hubo mucha controversia entre el responsable de la conducción a nivel 
estratégico y las posiciones asumidas por las máximas autoridades de la 
empresa estatal involucrada.

En un momento, trascendió que mientras el enfoque del Comisionado pro-
pugnaba por un esquema más integral en cuanto a los alcances de la priva-
tización, que incluía una mayor apertura a la generación privada, los segun-
dos se aferraban a una acción más limitada, divergencia que hoy en día se 
disipa a favor del primero. Precisamente, la poca duración en el cargo de 
la persona que se ocupó de iniciar el proceso, se explica en gran medida 
por los enfoques encontrados. Esto es una muestra de que el tema de la 
privatización, no solo era controversial desde el punto de vista técnico, sino 
también desde el ángulo político. Sin embargo, los intereses particulares 
resultaron determinantes al final del proceso.

En ese contexto, nuestra valoración es que la estrategia seguida en torno 
a la privatización en estos sectores, estuvo muy marcada por el enfoque 
personalista que le imprimieron las autoridades responsables del proceso 
o sea aquellos funcionarios que estaban al frente de las  mismas entidades, 
con muy poca influencia de la referida Comisión y del primer Comisionado. 
Hoy en día, las cosas parecen más claras cuando se combina la no disimu-
lada carga ideológica que siempre estuvo presente en el discurso oficial, 
con el interés manifiesto de algunos funcionarios de seguir manteniendo un 
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control personal de los negocios de las empresas o abrir caminos para que 
otros lo hicieran, cobijados en una cuestionable transparencia. 

En este plano, sin duda el caso más notorio es el de la privatización de las 
distribuidoras de energía, donde el poder político demostró estar más allá de 
cualquier racionalidad económica. Los diferentes compartimientos que se 
crearon bajo la sombrilla de la CEL y las restricciones impuestas para una 
mayor apertura del sector, denotan, en alguna medida, los intereses creados. 
Asimismo, explican la sustitución del primer Comisionado  por otra figura 
más condescendiente ante las posiciones de otros actores dentro del proce-
so.

El poder que en el caso del sector eléctrico siguen manteniendo las más 
altas autoridades del ente rector, se puso de manifiesto con el papel de re-
serva asumido por el presidente de la autónoma cuando ya los subsidios a la 
tarifa se habían vuelto insostenibles, mientras el presidente de la República 
se aferraba a mantenerlos. Igualmente se trasluce ese poder con la posición 
que ha mantenido el mismo funcionario en torno a la disputa entre ENEL y 
la GEO y, todavía más, con la forma totalmente discrecional en que la CEL 
ha manejado la licitación de El Chaparral, incluso pasando por alto  las exi-
gencias de la SIGET, que es la que por ley tiene que dar su aprobación para 
el desarrollo de este tipo de proyectos.

En este último caso, han salido a luz pública las arbitrariedades cometidas 
por la administración superior de la autónoma, como el haber declarado 
inicialmente desierta la licitación, para terminar contratando de manera di-
recta a una de las empresas oferentes. Igualmente ha sido denunciado pú-
blicamente, cómo los precios de generación calculados para el proyecto 
mencionado, exceden los estándares internacionales.

A esto se agrega el otro proyecto en perspectiva (El Cimarrón), caso en cual 
se señala una serie de anomalías muy delicadas, al punto de salpicar a dos 
administraciones, incluso la del señor Funes, si esta no actúa, más allá de 
los compromisos que, según ha trascendido, tiene con el presidente de la 
entidad. De manera extraña, ni la Corte Cuentas ni la Fiscalía General de la 
República, parecen haber tomado cartas en el asunto, por lo menos,  a estas 
alturas221.

221  Rivas Gallont,  Ernesto. Serias anomalías en la CEL.  (La Prensa Gráfica, 13/09/09)
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Mirando hacia el pasado, tampoco puede ignorarse los problemas que se ve-
nían arrastrando tanto el sector eléctrico como el de las telecomunicaciones, 
en parte por la ausencia de una visión estratégica, pero también como con-
secuencia del conflicto armado, en el marco de una  estrategia deliberada de 
la guerrilla de destruirle la columna vertebral al país.

Esto lo reconoce en su autobiografía el señor Sánchez Cerén, uno de los 
nueve comandantes del FMLN y ahora Vicepresidente de la república, 
cuando señala:

“Efectuamos grandes ataques sorpresa contra puntos neurálgicos 
de tipo militar o logístico e inicialmente desarrollamos una guerra 
de desgaste, destruyendo los puentes más importantes del país: el 
Puente de Oro y el Cuscatlán sobre las carreteras del Litoral y la 
Panamericana, derribando el tendido eléctrico y parando el trans-
porte nacional. Atacamos el Cuartel de Chalatenango, tomamos el 
Cerrón Grande, la hidroeléctrica más importante de El Salvador, 
golpeamos los sistemas de comunicación y conducción de ener-
gía”222.

Al respecto, el Banco Mundial (2003) estimó que los daños causados por 
el conflicto rondaban la cifra de US$1,600 millones en la infraestructura de 
telecomunicaciones, electricidad y puentes223.

Como resultado, el país exhibía notables deficiencias en los sectores estraté-
gicos, aunque en algunos aspectos concretos estuviera en mejores condicio-
nes que otros países de la región (cuadro Nº 23). Aún así, resultaba evidente 
que el país debía invertir fuertemente en esos y otros sectores estratégicos 
como el del agua, los puertos y aeropuertos; tanto para intentar el logro de 
mayores niveles de crecimiento, como también para edificar una moderna 
infraestructura que contribuyera a viabilizar la nueva estrategia de desarro-
llo.

222  Sánchez Cerén, Salvador (Alias Leonel González en la clandestinidad).  Con Sueños 
se escribe la vida. México, D.F.: OCEAN SUR, 2008. Pág. 145.  

223  Esta cifra coincide bastante con la estimada por el gobierno  dentro del Plan de Re-
construcción Nacional (PRN): US$1,627 millones, según datos  revisados. Ministerio 
de Planificación Económica y Coordinación del Desarrollo Económico y Social. 1992.
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Cuadro Nº 23

Centroamérica y Chile: Indicadores de Infraestructura

Fuente: Banco Mundial

En este contexto, cuando en la segunda administración de ARENA se reto-
mó el proceso de privatización, los sectores que de manera casi natural se 
consideraban prioritarios eran los de energía y telecomunicaciones. Indivi-
dual y en conjunto, estos sectores estaban en primera línea, no porque fue-
ran una carga para el Estado –de hecho eran sumamente rentables e invaria-
blemente transferían buena parte de sus excedentes a las arcas del gobierno 
central– sino porque constituían campos estratégicos para la modernización 
de la economía, aparte de que su venta a manos privadas significaba alle-
gar significativos recursos Estado, en un momento en que los esfuerzos de 
reconstrucción y los compromisos adquiridos en los Acuerdos de Paz, com-
prometían una parte importante del presupuesto nacional224.

224  Por ejemplo, en 1993 ANTEL reportó  ganancias por US$57.9 millones, aunque como 
lo ha mencionado el Banco Mundial en el documento abajo citado, el 87% de los mis-
mos se originó por el alto costo de las llamadas internacionales, que en 1991 eran entre 
22 y 34% más altas que  en los países vecinos.
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A pesar de que ese momento parecía el  más propicio, siempre resulta un 
poco extraño que la privatización de dichos sectores no hubiera aparecido 
en la agenda prioritaria de la primera administración de ARENA, aunque 
hay quienes han sostenido que las primeras etapas comenzaron en 1993225. 
Probablemente, la tentación de reprivatizar la banca era política y personal-
mente más estratégica. Independientemente de ello, se puede afirmar que 
fue la empresa privada la que empezó a presionar para que se apresurara el 
proceso, iniciativa que de alguna manera encontró respaldo en los plantea-
mientos posteriores de organismos como el Banco Mundial y el BID226.

En efecto, un evento organizado por ANEP con el patrocinio de la USAID, 
que tuvo lugar en mayo del 1996, sirvió para poner en el debate nacional la 
importancia de abrir a la participación privada la modernización de dichos 
sectores. Desde mi punto de vista, este ejercicio reflejaba las expectativas 
de la empresa privada en torno a la decisión y voluntad del gobierno de pro-
fundizar la reforma, en circunstancias en que la economía ya había entrado 
en un proceso de lento crecimiento. Cambiar el curso de los acontecimien-
tos en materia económica significaba para los empresarios, un replantea-
miento de los elementos de política instrumental, pero también apostarle 
fuertemente a la modernización de los sectores estratégicos.

En lo personal, nos sumamos a quienes clamaban por acelerar un proceso 
que, aunque era vital para apuntalar el crecimiento, caminaba a pasos muy 
lentos. Pero igual abogábamos por la transparencia, la defensa de los intere-
ses del Estado, la necesidad de aprovechar la privatización para desarrollar 
una nueva clase de pequeños propietarios (como ya lo habíamos planteado 
en el caso de la reprivatización de la banca) y para que los recursos pro-
venientes de la venta de activos estatales sirvieran para invertir más en las 
áreas sociales.

En este punto, coincidíamos con el enfoque chileno. En cuanto a la partici-
pación de los trabajadores, recordábamos algunas sugerencias de aquellos 
que pensaban que la mejor forma de enfrentar los enfoques ideológicos en 
contra de la privatización era “pulverizar” una parte de las acciones para 
impulsar una especie de capitalismo democrático. Sin embargo, al mismo 

225 Véase para el caso SAPRIN/EL SALVADOR. Privatization of electricity distribution 
in El Salvador.

226 ANEP. Seminario sobre Privatización, Revista Unidad Empresarial y Banco Mundial. 
El Salvador: Meeting the challenge of globalization.
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tiempo abogábamos por la competencia, sin desconocer la limitación que 
imponía de pequeñez del mercado para la participación de varios actores 
estratégicos. El recuadro Nº 1 recoge nuestra posición al respecto.

Recuadro Nº 1

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (8/04/96)

LA PRIVATIZACIÓN EN PERSPECTIVA

Hace pocas semanas, en el marco de un seminario organizado por la 
Asociación Nacional de la Empresa Privada (ANEP), tuvimos la opor-
tunidad de conocer los planes generales que se están considerando en 
torno a la privatización de las telecomunicaciones, la generación y dis-
tribución de energía eléctrica y los servicios de puertos y aeropuertos. 
Estos planes fueron expuestos por las más altas autoridades de las tres 
entidades autónomas involucradas (ANTEL, CEL Y CEPA), precedidos 
por una exposición general del tema por el comisionado presidencial 
para la modernización del sector público. Podemos inferir, entonces, 
que fuimos testigos de la posición oficial del presente gobierno, sobre 
un campo que ha estado en la agenda del sector empresarial desde la 
administración anterior.

Sin entrar en consideraciones puntuales de los planteamientos hechos 
en cada caso, la verdad es que en materia de privatización y/o desmo-
nopolización, lo mismo que en lo que concierne estrictamente a la mo-
dernización del sector público, llevamos un enorme rezago. Han pasado 
prácticamente siete años desde que se inició la reforma económica y no 
es sino hasta en los últimos meses que hemos observado un interés –es-
peramos que completamente sustentado en una decisión política firme 
–en el tema. Este se inicia con la designación del comisionado respon-
sable de esta importante área y con la decisión de reducir el tamaño de 
la burocracia gubernamental, aunque anteriormente se hubieran dado 
acciones menores para vender algunos activos, principalmente los que 
estaban bajo la administración de CORSAIN Y BANAFI.

No nos cabe la menor duda que el proceso de privatización encontrará 
opositores en el camino, especialmente en aquellos que por demagogia, 
espíritu de contradicción o simplemente porque en apariencia afecta 



249

JUAN HÉCTOR VIDAL

sus intereses, tratarán de encontrar uno y mil pretextos para sustentar 
sus posiciones.

Sin duda, la que invariablemente va a ser esgrimida es la del “interés 
social”, bandera que de una vez por todas debería ser arriada de ma-
nera general, so riesgo de seguir con esquemas “pseudos protectores” 
de los más pobres, cuando a lo que verdaderamente conducen es a be-
neficiar a unos pocos, incluyendo núcleos políticos que se enriquecen a 
la sombra de los programas sociales o se entronizan en el poder para 
seguir medrando a costa de los que pagamos los impuestos.

Pero lo más grave sería –porque un sistema económico pujante podría 
mantener también a algunos vividores– que el progreso del país se siga 
atrasando, por no entender que la modernización, la  ampliación y rees-
tructuración de servicios de apoyo claves para el sector productivo, son 
un requisito inescapable para que podamos sobrevivir ante los embates 
que ya estamos sintiendo del proceso de globalización, que cada día 
exige de nuestras empresas grados de excelencia hasta hace poco no 
imaginados. No actuar consecuentemente con estos desafíos, puede ha-
cer colapsar todo el sistema económico y con ello, sumirnos en una ola 
de desempleo y desindustrialización de insospechadas consecuencias 
en los aspectos sociales y políticos.

Ante estas realidades, los conductores de la política económica en ge-
neral, y los responsables de la privatización, en particular, también tie-
nen varios retos que podríamos sintetizar en lo siguiente:

1. Compartir con todos los sectores la necesidad y cauce de la priva-
tización. Esto, con el doble propósito de despolitizar el tema para 
llevarlo al plano económico y verdaderamente social, e ir identifi-
cando intereses comunes alrededor del mismo.

2. Dar garantía de que la privatización será transparente y amplia-
mente participativa. Deberá ponerse énfasis en que no se eliminará 
un monopolio público para sustituirlo con uno privado que puede 
resultar a la larga más perjudicial que bajo la férula del Estado.

3. Hacer en cada caso una evaluación técnica-económica sustentada 
por verdaderos especialistas, del valor de los activos a privatizarse, 
y dar garantías de que por ninguna razón se aceptarán interferen-
cias políticas que favorezcan a determinados grupos.
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4. Optar por la venta de los activos a través de la Bolsa de Valores, 
previa una opción claramente definida en términos de porcentajes, 
precios y forma de pago a los empleados de las entidades que ac-
tualmente suplen los servicios a privatizarse.

5. Establecer un marco regulatorio creíble, especialmente para el ma-
nejo tarifario.

6. Finalmente, los recursos provenientes de la privatización deben pre-
ferentemente destinarse a atender los grandes rezagos sociales que 
confrontamos y al saneamiento fiscal. Esto, para curarnos en salud 
y desterrar para siempre la presencia de un aparato estatal que es 
un lastre para la iniciativa privada y consiguientemente para el de-
sarrollo del país. Con la garantía de cumplimiento a estos requisitos 
mínimos, quisiéramos pensar que no hay razón valedera para opo-
nerse a la privatización.

Independientemente del ingrediente político que podría haber estado pre-
sente detrás de esa inacción, obviamente este no era precisamente un expe-
diente auspicioso para abrir a la participación privada sectores que estaban 
supuestos a jugar un papel de capital importancia para la modernización 
del país. Alguna especie de “saneamiento y reingeniería financiera” habría 
de preceder a su privatización, aunque en esta oportunidad estuviera de por 
medio el costo de recuperación de las nuevas inversiones realizadas.

En todo caso, hay que reconocer que el proceso de privatización de las te-
lecomunicaciones y la distribución de energía tampoco se podían festinar 
en el tiempo. Las cuantiosas inversiones involucradas en un momento en 
que grandes consorcios europeos y norteamericanos estaban compitiendo 
fuertemente por los mercados latinoamericanos con tecnologías sofistica-
das y programas de expansión sumamente agresivos (donde las condiciones 
fuera más favorables) ponía más presión a países pequeños como el nuestro 
para mostrar sus mejores galas y promoverse como compañeros de viaje 
confiables.

Para dar un ejemplo, la imagen de rentabilidad ante los potenciales inver-
sionistas en un sector como las telecomunicaciones, no podía ser tomada 
como un pecado. Si la estrategia detrás de la privatización era contar con 
servicios de calidad mundial, la situación financiera y administrativa de las 
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instituciones y sobre todo la seguridad jurídica, tenían que mostrarse como 
signos de fortaleza y salud, más allá de los intereses en juego.

Sobre todo, debía darse la impresión de que se vendían empresas vigorosas, 
no en quiebra. Es más, que el proceso sería transparente, porque además de 
que se trataba de sectores estratégicos, su privatización involucraba cuan-
tiosos recursos y hasta renunciar a una de las manifestaciones del Estado 
social, fundamentado no en una ideología enfermiza, sino en una interpre-
tación más racional y consciente de la relación entre Estado y mercado.

Aunque el tema de la sanidad de las entidades al frente de los servicios a 
privatizarse no ha sido objeto de un análisis en la dirección que aquí se 
sugiere, no puede eludirse el componente tarifario y el de la excesiva bu-
rocracia que eventualmente podían afectar el atractivo para los potenciales 
inversionistas.

Como lo señala un estudio de FUSADES, antes de la privatización las tari-
fas eran fijadas por ANTEL como entidad rectora, pero esta ni siquiera ajus-
tó los cargos por el trafico por minutos, por acceso residencial y comercial, 
ni los costos de instalación de la red durante un largo período en el cual la 
inflación aumentó en más de 1000% (Argumedo, 2006). 

El tema de las tarifas no era un asunto trivial, pero tampoco los costos ope-
rativos. Por ejemplo, antes de que cobrara forma definitiva la privatización 
de la misma entidad, esta redujo de 7,000 a 5,300 la cantidad de empleados, 
cifra que había llegado a 5,000 cuando arrancó el proceso. Además, eliminó 
aquellas actividades que no se relacionaban directamente con la esencia del 
negocio –pero que habían sido parte del esquema de privilegios  con que 
funcionaban esa y otras entidades– como el hospital227.

Sin embargo, el componente más importante para preparar la apertura del 
sector a la participación privada –teóricamente en competencia– parece ha-
ber sido el rebalanceo de tarifas, supuestamente para eliminar las distorsio-
nes en el costo de las llamadas locales e internacionales.

227  Eventualmente, un equipo de futbol que en la liga mayor llevaba el nombre de la 
institución, lo que suponía fuertes inyecciones de recursos para mantener la planilla de 
jugadores, los entrenadores y todo lo que supone mantenerse en un campo de actividad 
que debería operar como una empresa privada.
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En ese contexto, en 1995 se registró un primer incremento en la telefonía 
fija, aumentando el costo de la llamada local en 200%. El cargo de acceso 
a la telefonía residencial y comercial subió en 400% y el correspondiente a 
la instalación en 33.3%. Dos años después,  es decir,  un año antes de la pri-
vatización, las llamada locales subieron nuevamente 200% en tanto que se 
hizo un ajuste menor para el cargo residencial y comercial. En cambio, los 
cargos por llamadas a los Estados Unidos se redujeron en 50% con relación 
a las establecidas en 1994 (Rivera Campos, 2000).

Igual que en el caso de las telecomunicaciones, la privatización en el sector 
eléctrico estuvo precedida por un fortalecimiento financiero, en este caso 
vía inversiones. En este sentido la CEPAL registró una inversión US$130 
millones en el período 1992-1999, cifra que si bien puede considerarse mo-
desta en relación a la importancia estratégica del sector, de alguna manera 
lo fortalecía de cara a la privatización y la atracción de inversionistas ex-
tranjeros.

También en este caso, los problemas derivados de los atrasos en los esque-
mas tarifarios y las deficiencias en la capacidad instalada como tal,  justifi-
caban ese tipo de acciones, aun en el extremo que no estuviera en los planes 
gubernamentales un plan de privatización. Con la decisión de avanzar en 
este terreno, la cuestión era más bien de tiempo y grado de preparación.

En síntesis, si se analiza con objetividad el proceso de privatización de los 
principales sectores estratégicos en el país, puede encontrarse un sinfín de 
razones que la justificaban. Estas iban desde las exigencias de moderniza-
ción de cara a la inserción en el mercado global, la nueva economía que te-
nía como sustento básico la reducción del tamaño del Estado, la desastrosa 
situación en que habían quedado como secuela del conflicto, la precariedad 
de las finanzas públicas para soportar fuertes inversiones para su transfor-
mación, y por supuesto, la ideología y filosofía económica de los gobiernos 
de ARENA. Los intereses en juego, tampoco podían descartarse. 

Lo anterior significa que, en el conjunto, los argumentos en pro de la priva-
tización eran contundentes. Todo esto se podría resumir en el papel defini-
torio que asumió el propio gobierno, cuando reconoció que el pobre desem-
peño de las empresas propiedad del Estado era en gran medida responsables 
de los cuellos de botella observados en la infraestructura estratégica, los 
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rezagos en la inversión frente a demanda insatisfecha, así como la falta de 
acceso de los pobres a los servicios228. 

Los excesivos gastos en seguridad de las instalaciones, también compro-
metían recursos que de otra manera podían haberse dedicado por lo menos 
a cerrar la creciente brecha entre la capacidad instalada y las necesidades 
impuestas por el crecimiento del país y sus derivaciones socioeconómicas.

Como quiera que sea, y por las razones apuntadas, fueron el sector eléctrico 
y el de las telecomunicaciones donde se concentró al principio el esfuerzo 
privatizador, aunque en el primer caso con alcances limitados y, en ambos, 
con claras deficiencias en cuanto a transparencia y en el aspecto regulato-
rio. 

No obstante, puede decirse que fue sector privado el que contribuyó en gran 
medida a desencadenar el proceso. Otra cosa distinta es la forma en que se 
condujo el mismo, en algunos casos restándole espacios al propio mercado 
para que los servicios privatizados no fueran eventualmente a ser objeto de 
cuestionamientos, incluso por la misma empresa privada.

2) ENERGÍA ELÉCTRICA

Es bien sabido que la distribución de energía en el país estuvo en manos 
privadas hasta que en 1986 expiraron los contratos de concesión vigentes 
por 50 años. Esto se dio en un momento en que el gobierno de turno, sin 
ser excesivamente intervencionista como lo han querido calificar algunos, 
tampoco comulgaba totalmente con una economía de libre mercado. Esto 
probablemente incidió para que no se renovaran los contratos, lo que a la 
postre pudo haber resultado oneroso para el mismo Estado, no solo desde el 
punto de vista económico, sino también político.

En ese marco, la CEL, como entidad que había sido creada para hacerse car-
go de los grandes proyectos de generación a principios de los años cincuen-
ta, tomó bajo su responsabilidad la distribución, aunque la entidad mantuvo 
la estructura administrativa y operacional bajo la cual había venido operan-
do la distribución del fluido eléctrico (Banco Mundial, 2005).

228  Ibíd.
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Dos elementos sirvieron de fundamento para la reestructuración del sector. 
Primero, estimular al sector privado para invertir principalmente en la gene-
ración, que ya mostraba signos de debilitamiento por las implicaciones del 
conflicto y la incidencia de un manejo tarifario, que si bien favorecía a una 
población agobiada por la crisis económica, también minaba los recursos 
de la autónoma para la exploración de nuevas opciones y la inversión en 
infraestructura adicional.

En segundo lugar, la privatización se consideró esencial, al menos en teoría,  
para generar fondos a fin de que el Estado pudiera orientarlos a la atención 
del gran déficit que exhibían los sectores sociales, precisamente por las ra-
zones antes expuestas. En particular, esto último le daba un signo distintivo 
al caso salvadoreño, pues a diferencia de otros países –en donde el objetivo 
central fue la eficiencia y la modernización de los servicios– en nuestro 
caso lo más urgente, de acuerdo con las versiones oficiales, era atender las 
necesidades observadas en otras áreas de gestión del Estado.

Aunque esto último fuera una prioridad, tampoco representaba un problema 
acuciante como el que enfrentaron otros países por la presión que ejercía so-
bre las finanzas públicas el servicio de la deuda, que virtualmente los obligó 
acelerar y profundizar el proceso de privatización en general. (Glade, 1990; 
Hachette y Lüders, 1994).

Que el problema no fuera acuciante lo sugiere el tiempo que transcurrió 
entre las primeras acciones en torno al proceso y la operación de la venta 
en sí de los activos a los operadores privados. Esas primeras acciones se 
dieron cuando la Asamblea Legislativa, mediante el Decreto No. 142 de 
fecha 22 de diciembre de 1994, aprobó La Ley Transitoria para la Gestión 
del Servicio Público de Distribución de Energía Eléctrica. A través de ésta 
se encomendó a la CEL la preparación de un Plan Integral de Gestión del 
Servicio Público de Distribución, que fue aprobado por el Órgano Ejecutivo 
el 22 de febrero del 1996. En otras palabras, solo esta fase consumió exac-
tamente 14 meses. 

Teniendo como base este último instrumento, la Asamblea Legislativa le 
dio luz verde a la privatización del servicio 15 meses después (abril de 
1997) con la aprobación de la Ley para la venta de Acciones de las Socie-
dades Distribuidoras de Energía Eléctrica, normativa que implicaba: 1) la 
separación de las actividades de generación, la trasmisión, distribución y 
comercialización; 2) la competencia en la generación y comercialización; 
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3) el acceso amplio al sistema de transmisión y 4) precios libres en la ge-
neración.

Bajo estas condiciones, el sector se preparaba para operar (en teoría) bajo 
las reglas del mercado en lo referente a las plantas térmicas, pero la CEL 
conservaba el control de las hidroeléctricas y las geotérmicas.

Conforme a esta ley, la venta sería efectuada en dos etapas, tomando en 
cuenta la calidad de los inversionistas, de la siguiente manera: a) primera 
etapa: venta directa a los trabajadores, empleados y funcionarios de CEL de 
las cuatro sociedades distribuidoras y de la Empresa Salvadoreña de Ener-
gía, S.A. de C.V., a quienes se les llamaría inversionistas prioritarios. b) 
segunda etapa: ventas efectuadas a través de subasta o licitación pública, o 
por medio del mercado de valores.

Bajo esa figura, a los inversionistas prioritarios se les reservó hasta el 20% 
del capital accionario de cada una de las empresas, otorgándoles un plazo 
no mayor de ciento veinte días contados a partir de la fecha de la última 
publicación del aviso de venta, para concretar la adquisición. Transcurrido 
este plazo, la CEL quedaba facultada para iniciar la Segunda Etapa de venta 
de acciones.

En esta etapa, la empresa vendería el 80% de las acciones que poseía en las 
sociedades, más el remanente de las que no hubiesen sido adquiridas por los 
inversionistas prioritarios. En los hechos, a través de la Bolsa solo se transó 
el 20% del capital accionario, pues el 80% restante ya había sido adquirido 
por los socios estratégicos directamente (51%) e indirectamente (29%) a 
través de los empleados229. 

La renuencia a utilizar la Bolsa de Valores se basó en el argumento de que 
la entidad  no tenía la capacidad operativa ni la experiencia para manejar 

229   El autor, en su calidad de director ejecutivo de la ANEP y miembro de la junta direc-
tiva de la Bolsa de Valores en esa época,  tuvo la oportunidad de constatar la renuencia 
del las autoridades de la CEL para utilizar el mecanismo del mercado bursátil para tran-
sar una proporción importante de las acciones de las distribuidoras. El tema fue elevado 
a conocimiento del presidente de la República, quien moderó la posición extrema de los 
funcionarios más importantes de la autónoma. La decidida presión del sector privado, 
hizo así posible utilizar formalmente el mecanismo de la Bolsa para transar una porción 
importante de acciones, pero indudablemente la figura de los “presta nombres”, igual 
que en el caso de la reprivatización de la banca, no pudo evitarse.
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los volúmenes de acciones que implicaba la venta de las distribuidoras, pero 
desde mi punto de vista, esa no fue sino una manera muy burda de orillar al 
mecanismo bursátil, que le hubiera dado más transparencia al  proceso.

Esto, sin ignorar la complicada redefinición institucional que se montó para 
dejar totalmente intacto el poder discrecional de CEL, bajo una figura pi-
ramidal que nadie termina de entender, excepto que el presidente de la au-
tónoma actúa como dueño y señor del sector estratégico más importante 
del país. En todo caso, no es remoto que bajo el expediente utilizado para 
la venta de las acciones, se haya subestimado su valor y que haya habido 
beneficiado directamente a quienes dirigieron el proceso.

En cuanto a la operación de adquisición por parte de los socios estratégicos, 
la CEPAL sitúa el producto de la venta de las distribuidoras y otra  inversión 
extranjera en el sector, en US$711 millones. El cuadro Nº 24 registra las 
empresas compradoras y el porcentaje adquirido por cada una de ellas. Se 
puede observar que las inversiones oscilan entre US$61 millones y US$236 
millones en el caso de las distribuidoras y alcanzan un monto de US$125 en 
el caso de generadora de Acajutla y Generadora Salvadoreña.

Es importante hacer notar que los porcentajes de participación en el capital 
accionario, exceden en todos los casos el tope del 51% que puso la ley para 
el socio estratégico. La explicación puede encontrarse en el hecho de que en 
la práctica cada empresa tuvo acceso a un mayor número de acciones cuan-
do los títulos fueron adquiridos a través de la Bolsa. Repetimos, el presunto 
caso de los “prestanombres” tampoco se `puede  descartar. Con relación a 
esto, se ha podido constatar que muchos empleados de CEL vendieron sus 
acciones una vez que se fue diluyendo en el tiempo el significado de las 
llaves que la misma ley le imponía a la transacción.

No obstante, de acuerdo con el Banco Mundial (2005), la reestructuración 
del sector se realizó en concordancia con lo que se conoce como “modelo 
estándar”, con un mercado competitivo mayorista, competencia en la gene-
ración, regulaciones en la transmisión y distribución y el ingreso de nuevos 
operadores para ampliar la oferta. Sin embargo, un estudio que patrocinó 
la misma institución un año antes señala que los resultados fueron mixtos, 
pues mientras la expansión y la cobertura del sistema mejoraron significa-
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tivamente, especialmente en las áreas rurales, los precios de los servicios 
aumentaron para ubicarse entre los más altos de Centroamérica230.

Cuadro Nº 24
El Salvador: Empresas distribuidoras y productoras de electricidad 

privatizadas y otra inversión extranjera destinada 
a la industria eléctrica

Fuente: CEPAL. Unidad de Energía de la Sede Subregional de la CEPAL en México. Informes de 
la industria eléctrica.

230   El Salvador. “Evaluación del Clima de Negocios” en Un mejor clima de negocios en 
Centroamérica para aumentar el crecimiento y reducir la pobreza. Banco Mundial. 



258

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

La CEPAL ya había detectado este fenómeno en un estudio realizado en el 
2002. Al efecto señaló que en el mismo incide el hecho que:

“Las ofertas incluyen implícitamente las remuneraciones de la ener-
gía y la potencia, en tanto que en los otros países dichas ofertas co-
rresponden a los costos marginales de producción […] Pero además 
se identifican factores de tipo estructural que podrían haber estado 
incidiendo en dicho diferencial –entre estos el número reducido de 
agentes– y que explican las ventas de productores guatemaltecos en 
los mercados de ocasión y a término en El Salvador”231.

Aun así, la apertura del sector tampoco estuvo exenta de interrogantes que 
pueden llevar a inferir la presencia, si no de malos manejos, por lo menos de 
falta de visión estratégica. Por la forma en que desarrolló el proceso y ha ido 
cambiando la fuente de generación, llama también la atención, la venta año 
y medio después de la Generadora de Acajutla y la Generadora Salvadore-
ña, cuyo valor casi coincide con las inversiones previas que realizó la CEL 
para el funcionamiento de las dos plantas durante los años 1992 y 1999.

No menos relevante resulta el hecho de las cuantiosas inversiones que hizo 
la autónoma unos años después para la construcción, en dos etapas, de una 
nueva generadora térmica –Talnique–mientras se atrasaban los proyectos 
hidroeléctricos que estaban identificados desde hacía muchos años (El Cha-
parral y El Cimarrón) .

Al cabo de casi una década de la privatización, las inversiones en la dis-
tribución y en nueva capacidad instalada para generación se han ampliado 
de manera significativa con nuevos actores en el mercado y cambios en los 
operadores originales. Esto es el resultado lógico que ejerce sobre la genera-
ción el crecimiento de la economía, la incorporación de nuevos segmentos 
de la población a la demanda del servicio, el crecimiento demográfico y la 
misma dinámica social.

Solo las nuevas exigencias que plantea la conectividad a través de las tele-
comunicaciones ya ayudan a comprender cómo la modernidad en un sector, 
ha creado demandas derivadas en otro. Las exigencias de interconexión con 

231  CEPAL. Proceso de Consolidación de los mercados mayoristas de electricidad en los 
países centroamericanos. LC/MEX/L. Mim. Pág. 4.
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países vecinos, también han presionado por mayores inversiones en la red 
de distribución.

De acuerdo con la información disponible, la capacidad instalada aumentó 
en 50.8% en una década (1998-2008), distribuidos así: Hidroeléctrica, 84 
MW; Geotérmica 99.4 MW, Termoeléctrica 296 MW para un incremento 
total de 479.4 MW (Cuadro Nº 25). De este último total, la CEL generó el 
20% y los operadores privados 80%.

Cuadro Nº 25

 Capacidad instalada por central generadora de energía eléctrica

(MW)

Fuente: SIGET, 2009.

En el gráfico Nº 4 se observa la evolución de la capacidad instalada, por 
fuente  de generación  en los últimos 28 años. Se puede constatar que en 
1980, el 51.4% de la capacidad instalada era de tipo hidroeléctrica, el 27.5% 
térmica y el 21.1% geotérmica. Para el año 2008, estos porcentajes habían 
cambiado significativamente: la hidroeléctrica representaba un tercio, la 
térmica se aproximaba al 50%, mientras la geotérmica había decrecido su 
participación en siete puntos porcentuales.
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Estos cambios confirman que la matriz energética se decantó a favor del re-
curso más caro, lo cual ya insinúa la diferenciación de precios de acceso al 
servicio que se da principalmente en el sector productivo, en comparación 
con el resto de Centroamérica. El impacto en la competitividad involucrado, 
no puede ser por ello ignorado, aunque también hay que reconocer que al 
menos hasta hoy, el país no ha confrontado problemas de generación a pesar 
de la precariedad en que quedó el sector a raíz de la guerra civil.

Gráfico Nº 4
El Salvador: Evolución de la capacidad instalada de energía eléctrica 

por tipo de generación

Fuente: SIGET, 2009.

Obviamente, la demanda en constante expansión, la ampliación de la capa-
cidad instalada y la fuente de generación de la misma, se han combinado 
para dar paso a crecientes exigencias en cuanto a la inversión privada. Se-
gún FUSADES y con base a cifras del Banco Mundial, el monto total de 
dicha inversión realizada inicialmente en la compra de los  activos, más 
las nuevas inversiones, en un horizonte temporal que va de 1998 a 2006, 
asciende a US$2,002 millones232. Esta cifra equivale al 46% de toda la in-
versión extranjera directa recibida por el país en el mismo período.

232  FUSADES, “Recursos e infraestructura para la competitividad”. 2008
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En todo caso, hay que considerar que la inversión inicial realizada solo 
equivale al 10% aproximadamente de la inversión total en el sector en me-
nos de una década, lo que por sí mismo sugiere que estamos en presencia 
de un negocio generosamente rentable. Aun así, en el caso concreto de la 
distribución, persisten problemas en cuanto a los pliegos tarifarios y cada 
vez son más evidentes las dificultades en que ha incurrido el gobierno para 
cumplir con los compromisos derivados del esquema de subsidios prevale-
ciente, poniendo en grandes aprietos el desarrollo de todo el sector.

El problema financiero para la CEL derivado de los subsidios a la tarifa  no 
era menor. Según las cifras de la propia autónoma el costo semestral prome-
dio del subsidio superó los US$40 millones en 2007, pero con el alza de los 
precios del petróleo durante buena parte de 2008, la entidad estimaba que la 
transferencia total durante ese año hasta el primero de junio de 2009 –fecha 
fijada por el propio presidente Saca en coincidencia con la conclusión de su 
mandato– podía llegar a US$249 millones.

Pasadas las elecciones presidenciales del 15 de marzo de 2009, se reconoció 
que ya no había forma de seguir subsidiando más allá del consumo de 99 
Kw y la eliminación del subsidio para la industria y el comercio entró en vi-
gencia a partir del 12 de abril, anticipándose así seis meses al acuerdo a que 
había llegado el gobierno con los empresarios. Evidentemente, el resultado 
electoral incidió para sincerar los precios. 

Más adelante nos ocuparemos del tema de los subsidios en general. La refe-
rencia tangencial que hemos hecho a los mismos en este punto, únicamente  
ha tenido el propósito de sugerir cómo el desarrollo de un sector  tan impor-
tante como eléctrico, se puede comprometer incluso por acciones populistas 
de los gobernantes.

En este contexto, y hablando del tema de la fijación de precios, llama la 
atención la gran diferencia que hay entre las compañías que operan en el 
mercado en un rango que, para el año 2008, osciló entre US$0.12 y US$0.16 
por Kwh (Gráfico Nº 5). 

Un dato también relevante es que a pesar de la concentración en la genera-
ción de energía térmica, los precios imputados siguieron aumentando aun 
cuando el costo de la materia prima principal había descendido considera-
blemente (Gráfico Nº 6). Este último fenómeno se observó de manera noto-
ria en los meses de noviembre y diciembre de 2008, cuando los precios del 
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petróleo habían caído casi 80% en relación al precio máximo alcanzado en 
el mes de julio de ese mismo año.

Gráfico Nº 5
El Salvador: Tarifa promedio al usuario final 

por empresa distribuidora, 2008

Fuente: SIGET, 2009.

En la misma línea, y al margen de las implicaciones que ha tenido en el 
sector el esquema de subsidios, también han sido frecuentes las quejas de 
las gremiales empresariales, por el manejo bastante arbitrario con que las 
distribuidoras han fijado el precio del servicio, mezclando conceptos y cri-
terios técnicos a su favor, lo cual ha resultado en cargos excesivos que han 
merecido la intervención frecuente de la misma SIGET, la Superintendencia 
de Competencia y la Defensoría del Consumidor.

Para el caso, El Economista (17/02/09) –al evaluar el papel de la Superin-
tendencia de Competencia después de tres años de funcionamiento– destaca 
las sanciones impuestas a CAESS, AES-CLESA y Delsur, por “cometer 
prácticas anticompetitivas en el mercado de distribución y comercialización 
eléctrica, al impedir la entrada de nuevos competidores”. En este y otros 
casos, la entidad se ha quejado del poco apoyo que ha encontrado en la 
Corte Suprema de Justicia, para avalar fallos que según aquella han estado 
invariablemente apegadas a derecho, pero donde los intereses en juego han 
sido más poderosos que la razón y el interés de los consumidores.
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Gráfico Nº 6
El Salvador: Precio del mercado regulador 

del sistema de energía eléctrica (MRS)
($/MW)

Fuente: SIGET 2009.

Aun frente a esos y otros problemas, puede decirse que la oferta de energía 
(con mayor participación privada) y la figura que se adoptó con la venta de 
las distribuidoras, han sido compatibles con el crecimiento de la economía, 
aunque en el futuro sin duda el gran desafío será ampliar significativamente 
la generación en un escenario de severas restricciones fiscales.

En un análisis bastante comprensivo del funcionamiento del sector, FUSA-
DES (2007) señala que con la privatización cambió totalmente su forma de 
operar dado que la transmisión y la distribución son manejadas de manera 
privada, así como buena parte de la generación. En esto último destaca el 
total control que tiene la CEL sobre las hidroeléctricas, en tanto que las 
geotérmicas funcionan como empresas mixtas donde el gobierno controla 
la mayoría del capital accionario, pero abierto a una mayor participación 
privada mediante nuevas inversiones. Dicho sea de paso, este esquema ha 
generado una disputa entre la GEO y ENEL, empresa de origen italiano que 
reclama una participación superior al 51% conforme a decisiones que se 
han tomado por la vía administrativa.
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Al abordar la experiencia con la operación de estos mercados, el mismo 
estudio de FUSADES destaca los compromisos no cumplidos en materia 
de flujos de inversión que traerían mayor competencia de la que se da en la 
realidad. Esto, sumado a los costos del petróleo, ha dado lugar a frecuentes 
modificaciones en las reglas fijadas inicialmente, con claras implicaciones 
en la fijación del precio del servicio.

Sin desconocer la pequeñez del mercado, también se destaca la alta con-
centración con un Índice Herfidadl-Hirschman (0.25 en 2006) que solo era 
superado por Chile (0.43) entre los siete países de América Latina incluidos 
en el estudio. Al respecto se concluye que las reglas del diseño del mercado, 
así como su concentración, incentivan al uso unilateral del poder del mer-
cado233.

Siendo objetivos, podría decirse que ello constituye una expresión de que la 
apertura del sector, con todos los beneficios que hubieran podido derivarse 
de la ampliación y modernización de los servicios, no ha estado exenta de 
problemas que vulneran las reglas de la competencia, en detrimento de los 
derechos de los consumidores y desde luego la competitividad de las em-
presas.

Con todo, el panorama eléctrico en cuanto al acceso a los servicios de elec-
tricidad ha cambiado radicalmente en términos de cobertura. En 1995, sola-
mente el 65.5% de la población tenía acceso a electricidad. Actualmente, el 
índice de electrificación es de 83.4%, superior a los que muestran Guatema-
la (83.1%), Honduras (71.2%) y Nicaragua (71,2%), aunque sigue siendo 
inferior al que registran Costa Rica (98.3%) y Panamá (87.1%)234.

En esencia, el país se mantiene en la misma posición que tenía en el ámbito 
regional antes de la apertura del sector, pero después de una década se ha 
ampliado vertical y horizontalmente la generación y distribución de energía, 
aunque los desafíos para el futuro sean formidables. Los planes de la CEL 
con la ampliación de la capacidad de generación de la Presa 5 de noviembre 
y la construcción de las represas de El Cimarrón y el Chaparral, unidos a 
los proyectos que están planteados en la empresa privada, van en la línea de 
dotar al país de una infraestructura eléctrica con visión estratégica, algo que 
se había perdido en parte como consecuencia del conflicto.

233  Ibíd. Páginas 5, 11 y 12.
234  CEPAL. Istmo Centroamericano: Estadísticas del sector eléctrico. 2007
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Obviamente, los recursos que comprometió la autónoma durante varios 
años para mantener el subsidio eléctrico, gravitarán por bastante tiempo en 
las posibilidades de hacer las inversiones necesarias con mayor autonomía 
financiera. Esto, siempre y cuando se pueda compatibilizar esa expansión 
con la sostenibilidad ambiental, un tema por cierto muy espinoso dada la 
vulnerabilidad del país, y la vocinglería de algunos sectores que en buena 
medida responden a consignas ideológicas.

3) TELECOMUNICACIONES

Como se dijo anteriormente, el manejo de las telecomunicaciones en El 
Salvador siempre fue considerado –igual que en la mayoría de países lati-
noamericanos– como inherente a la estructura organizativa del Estado. A su 
condición de “monopolio natural” se le agregaba el cometido de servir de 
instrumento para contribuir a salvaguardar la seguridad nacional, lo que le 
daba al sector una connotación estratégica de primer orden y al ente rector, 
un poder político y económico impresionante.

Bajo estas circunstancias, podría inferirse que, en cuanto al manejo de los 
asuntos estratégicos, había una cierta proclividad a que se impusiera la vi-
sión tecnocrática, donde el poder político se engrandecía, mientras la rutina 
institucional mantenía maniatada a la entidad para pensar y actuar en gran-
de. A esa conclusión se llega cuando se pone la atención en la cantidad y 
calidad de los servicios que prestaba ANTEL antes de su privatización.

La larga lista de espera para obtener una línea fija era sin duda una expresión 
clara de la falta de objetivos de largo plazo en torno al desarrollo del sector. 
Si la modernidad de un país como el nuestro, se medía hace unos veinti-
cincos años por su grado de industrialización, se puede decir que siendo El 
Salvador líder en Centroamérica en este campo, contaba con el sistema de 
comunicaciones relativamente más atrasado. 

Esto duró un cuarto de siglo, período durante el cual ANTEL se mantuvo 
como un solo proveedor del servicio, aunque poco antes de que se iniciara el 
proceso de privatización, se permitió a algunos operadores privados entrar 
en el mercado con nuevos productos como la telefonía celular. Sin embar-
go, este nuevo servicio tuvo al principio alcances muy limitados debido al 
costo, que implicaba para el usuario el pago tanto de las llamadas salientes 
como de las entrantes. Los intereses en juego y la propiedad de, al menos la 
primera empresa, que incursionó en el mercado, facilitaron esa dualidad. Es 
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más, la visión de lo que vendría después, alertó inclusive a altos dirigentes 
políticos para que coinvirtieran en la telefonía móvil, cuando esta se podía 
manejar como un monopolio.

En el estudio del Banco Mundial antes citado, se reconoce que en este cam-
po, el país estaba entre los más débiles de América Latina. Ahí se establece 
que en 1989 solo habían 2.9 líneas por cada 100 habitantes y únicamente 
superaba a los países más pobres como Nicaragua (1.2) y Honduras (1.9). 
En esa época, también superaba un poco a Guatemala (2.2%). Sin embargo,  
la expansión de la red se fue rezagando aun frente a esos países, de manera 
que hacia 1992, El Salvador tenía la lista de espera más grande de Centro-
américa235.

A pesar de todo, la misma razón de ser del servicio potenciaba el cambio. La 
característica de operar como figura monopólica con una alta rentabilidad, 
fue perdiendo significado a medida que la economía se abría y las presiones 
por la modernización de los servicios fueron dejando atrás los resabios del 
intervencionismo estatal que mezclaba razones de tipo social con prácticas 
antieconómicas. No obstante, en Centroamérica, solo Costa Rica se aparta-
ba de los parámetros de atraso que caracterizaban al sector. El cuadro Nº 26 
muestra el estado de las comunicaciones en la región, antes y después de su 
apertura236.

En el caso de El Salvador, gran parte de los problemas que confrontaba 
la modernización de las telecomunicaciones, se originaba en el esquema 
tarifario. De hecho, las tarifas para el tráfico interno eran sostenidas por 
los servicios internacionales, lo que en la práctica significaba alejarse de la 
competitividad global, una de cuyas manifestaciones fue precisamente la 
revolución de las telecomunicaciones.

Las oleadas de emigrantes que con gran intensidad empezaron a dejar el 
país por falta de oportunidades y el mismo conflicto armado, facilitaban 
mantener una estructura tarifaria subsidiada para la prestación del servicio a 

235  Ibid. Pág. 40. Este nivel de atraso difiere  del consignado en el cuadro que antecede, 
donde el país que registra el estándar más crítico es Honduras.

236 Cronológicamente, la apertura del sector  se llevó a cabo así: Panamá (1997), Guate-
mala y El Salvador (1998); Honduras (1999) y Nicaragua (2001). Costa Rica lo hizo 
muchos años después, como parte de las negociaciones con Estados Unidos para la 
suscripción del DR-CAFTA. Véase BID. Una Alianza para el desarrollo, Centroamérica 
y el BID. 
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nivel local. Pero ese mismo fenómeno migratorio estaba demostrando que, 
además de la búsqueda de la competitividad, la apertura del sector potencia-
ba la explotación de un mercado virtualmente cautivo que podía contribuir 
enormemente a hacer más rentable la actividad, si se modernizaba con tec-
nologías de punta que pudieran ser aportadas por operadores de categoría 
mundial.

Cuadro Nº 26

Centroamérica: Evolución del servicio de comunicaciones 

Nota: Datos de fechas distintas de las generales del cuadro, según se indican: a1993; b1996; c1994; 
d1999; e1998; f2000.

Fuente: BID, con base a UIT, Yearbook of statistics. Marzo, 2003.

El inicio del proceso estuvo precedido de trabajos de consultoría por parte 
de empresas y expertos internacionales, comenzando con un diagnóstico 
del sector (1993 y 1994), seguido de propuestas para aumentar su compe-
titividad (1995) y de otro estudio ya directamente relacionado con la venta 
de acciones (1996). Por la secuencia y cobertura de estos trabajos iniciales, 
se puede decir que los responsables de la privatización intentaban cubrir 
todos los flancos posibles, lo que incluía por supuesto acciones tendientes a 
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detener los embates que inevitablemente habrían de enfrentar a lo largo del 
proceso y al mismo tiempo atender las exigencias de la empresa  privada de 
abrir el sector con la diligencia del caso237.

Con todos estos antecedentes, el proceso privatización arrancó formalmente 
con base en una estrategia cuidadosamente diseñada donde entraron en jue-
go elementos técnicos, financieros, jurídicos y administrativos, y cuya base 
legal se materializó con la aprobación de la Ley de Privatización de la Ad-
ministración Nacional de las Telecomunicaciones, aprobada por mediante 
Decreto Legislativo del 24 de julio de 1997. 

Esta ley establece en su artículo 2 la desincorporación de ANTEL, mediante 
el traspaso de bienes, derechos y obligaciones propiedad de la autónoma, 
a las sociedades anónimas que se crean por ministerio de ley: Compañía 
de Telecomunicaciones de El Salvador S. A. de C.V o CTE ANTEL (que 
asume la infraestructura y la telefonía fija) e Intel S.A. de C.V, que se hizo 
cargo de la telefonía celular.

Al transformar el monopolio gubernamental en dos compañías diseñadas 
para funcionar como empresas privadas, se abría el camino para la venta a 
accionistas particulares. Fue así como el 51% de las acciones de CTE fue 
adquirido inicialmente por France Telecom y un grupo de inversores priva-
dos; el 41% quedó en manos del Estado y el resto en poder de ex empleados 
de la extinta ANTEL. Por otra parte la totalidad del capital accionario de 
Intel fue adquirido por Telefónica de España. Los precios pagados fueron 
de US$ 275 millones y US$41 millones respectivamente, que exceden los 
precios base con que arrancó la subasta (US$268.8 millones y US$11.9 
millones, en el mismo orden). Sin embargo estos “sobreprecios” fueron de 
alguna manera influenciados, paradójicamente, por el reducido número de 
oferentes.

237 Por cierto, el sector privado tuvo una reacción bastante contundente cuando la Asam-
blea Legislativa derogó la primera ley que abría el camino para la privatización de AN-
TEL, cuyas provisiones contenían mayores grados de libertad que la que sirvió de base 
para iniciar el proceso. Sin embargo, en lo esencial, los empresarios cuestionaban  tres 
cosas: 1) que la derogatoria se hubiera realizado con dispensa de trámite, 2) la falta de 
entendimiento entre el Ejecutivo y la Asamblea y 3) la imagen negativa que se daba ante 
propios y extraños por la forma en que se dilucidaban los grandes temas nacionales. 
ANEP, Unidad  Empresarial. Volumen 45, mayo-junio, 1997.
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En efecto, la forma en que se cerró la transacción en el caso de CTE fue en su 
momento objeto de cuestionamientos, porque inicialmente estaba supuesta 
a participar una empresa de capital mexicano, que a última hora se retiró 
de la puja, pero que después se supo que formaba parte del mismo grupo 
de France Telecom. No deja de ser irónico, pero este affaire, que algunos 
consideraron como “compadre hablado”, se dibujó a través de una llamada 
telefónica que, según se dice, se originó y fue recibida, en celulares.

Este tipo de fenómenos probablemente se dio en otros países, pero con la 
apertura del sector, en el país comenzó un proceso de expansión y moderni-
zación de los servicios en forma notoria, aunque los contratos de inversión 
dejaron la sensación de que los intereses de los usuarios no quedaron del 
todo protegidos. De hecho, las inversiones anunciadas por France Telecom, 
una vez tomó el control de CTE-ANTEL, fueron atadas a aumento de las 
tarifas238. 

Menos de cinco años después (octubre de 2003) las acciones France Tele-
com y los del grupo inversor fueron vendidas a América Móvil de México 
por US$413 millones; un poco más de un año después (ll de diciembre de 
2004), esta misma empresa adquirió a través de la Bolsa de Valores, por un 
monto de US$ 295 millones,  el paquete de acciones que se había reservado 
inicialmente el Estado (Argumedo 2006). Con estas operaciones, se conso-
lidó más la figura cuasi monopólica privada con que funciona la telefonía 
fija.

A pesar de todo, la privatización de ANTEL resultó crucial para que el sec-
tor empezara a modernizarse. Al margen de las mencionadas irregularida-
des detectadas en la venta misma del capital accionario, hoy se considera al 
sector de telecomunicaciones salvadoreño como uno de los más modernos 
a nivel regional.

Como hecho significativo debe destacarse la proliferación del servicio de 
telefonía celular, cuyo crecimiento ha sido realmente explosivo, así como 
el incremento sostenido que ha experimentado la telefonía fija (tabla Nº 
4). Este fenómeno empezó desde el mismo momento en que se abría el 
mercado a la competencia. Ya en 2005,  un informe del Banco Mundial 

238 Acevedo, Carlos. “La economía en 1998. Antecedentes y Perspectivas para el mediano 
plazo”, en Actores, agendas y escenarios en el Salvador-1998. Varios autores. FLAC-
SO, 1998.
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destacaba este hecho; es más, señalaba que El Salvador había superado en 
algunos aspectos importantes atinentes al sector, a la mayoría de países lati-
noamericanos, acercándose a parámetros internacionales aplicados a países 
desarrollados.

Asimismo, destacaba rasgos importantes, principalmente con respecto 
a Centroamérica, de la manera siguiente: 1) hacia el 2003 la densidad de 
teléfonos fijos y celulares era en El Salvador más pronunciada que en la 
mayoría de los países de la región; 2) la densidad de líneas fijas superó la 
de aquellos países con similares niveles de ingresos; 3) la competencia se 
había incrementado sustancialmente con la consiguiente drástica reducción 
de las tarifas de llamadas de larga distancia y 4) la confianza del servicio era 
más alta que en el resto de Centroamérica.

Pero ya para aquella época, dicho organismo detectó asimismo evidencias 
de que el país no estaba explotando las oportunidades para incrementar el 
uso de las tecnologías de información y comunicaciones, y, en este sentido, 
mostraba un rezago importante frente a  Costa Rica en el uso de computado-
ras y consecuentemente en la red de Internet. No obstante, en este plano, el 
estudio aludido consignaba que las empresas salvadoreñas del sector indus-
trial acudían al correo electrónico y al internet con la misma frecuencia que 
lo hacían estos en Guatemala y mucho más que las empresas en Honduras 
y Nicaragua.

Desde entonces, el ingreso progresivo de nuevos competidores al mercado 
ha sido evidente, confirmando la capacidad de respuesta del sector para 
atender la creciente demanda con fines privados y de negocios. A pesar de 
ello, el tema de la prácticas fundadas en un mercado poco competitivo ha 
estado siempre presente cuando se trae a debate el tema de los costos del 
servicio y los excesos que se cometen ante un esquema de estructuración 
del sector que se caracterizó por una falta de regulación adecuada y cuyas 
deficiencias  han sido progresivamente documentadas en las investigacio-
nes realizadas por la Superintendencia de Competencia, la Defensoría del 
Consumidor y el Centro para la Defensa del Consumidor (CDC).

Al respecto, Argumedo  trae a cuento un dictamen de la Dirección de Pro-
tección al Consumidor –que fue la base para la creación de la Defenso-
ría– donde se señala que las telecomunicaciones ocupan el tercer lugar de 
las estadísticas de denuncias por problemas en los servicios, como abun-
dantes cobros excesivos y servicios no solicitados. Además, agrega que los 
operadores pequeños de telecomunicaciones han advertido ser objeto de 
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prácticas anticompetitivas que no han sido probadas o documentadas (Te-
lecom/Telematique, 2004). Por otro lado, señala que desde la reforma, un 
aspecto tan importante como el grado de concentración –que define el poder 
monopólico o de competencia en un determinado mercado– ha disminuido. 
Sin embargo, al mismo tiempo reconoce que el sector se sigue caracterizan-
do por su alta concentración.

Tabla Nº 4

Operadores de telefonía fija y móvil

Fuente: SIGET y Superintendencia de Competencia.
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Empero, Hernández y Schatan, refiriéndose a la parte más relevante del sec-
tor, señalan que en la telefonía celular se observan los logros más notorios, 
ya que la férrea competencia en este segmento ha dado lugar a un rápido 
aumento de la cobertura en los servicios y a una reducción de tarifas239. En 
el gráfico Nº 7 se observa el incremento de líneas fijas y móviles, destacan-
do el aumento presentado por estas últimas.

Gráfico Nº 7

Líneas telefónicas fijas y móviles en El Salvador

Fuente: SIGET, 2009.

Asimismo, se observa un aumento en la densidad de la telefonía móvil prin-
cipalmente, tal como se observa en el gráfico Nº 8.

Es destacable que el fenómeno de la concentración se da a pesar del ingreso 
de nuevos competidores en el mercado, para conformar un escenario que 
escasamente recuerda las condiciones prevalecientes diez años atrás cuando 
empezó a abrirse el sector. En esta dinámica, se han dado adquisiciones y 
absorciones aunque sigue siendo evidente las altas cuotas de mercado con-
centradas en pocas empresas.

239 Ibid. Pág. 100.
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Lo anterior debería afectar el esquema tarifario, aunque todo indica que 
gran parte del problema tiene relación, como se dijo, con la forma en que se 
negociaron los contratos de inversión, que ataron la expansión de la línea 
fija, a la modificación de las tarifas.

Gráfico Nº 8

 Densidad de telefonía fija y móvil en El Salvador

Fuente: SIGET, 2009

Esto lo ha reconocido TELECOM, la empresa líder en el mercado nacional 
de este segmento, cuando se refiere a que con la ley que sustituyó a la de 
1996 se aprobó un esquema de rebalanceo de tarifas basado en incentivos. 
En esencia, estos consistían en que desde 1998 hasta el 2000 a la empresa 
se le permitiría incrementar sus tarifas anualmente, en concepto de telefonía 
pública, en un porcentaje igual al incremento proporcional  de líneas tele-
fónicas en servicio de CTE para cada año, hasta un incremento máximo del 
20%, mucho más arriba del incremento del IPC en El Salvador, bajo ciertas 
condiciones adicionales240.

240 TELECOM: “Modernización de las telecomunicaciones en El Salvador”, pág. 19. 
2003
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Obviamente, esta provisión (que está contenida en el artículo 108 de la Ley 
de Telecomunicaciones) ha resultado lesiva para los intereses de los usua-
rios del servicio. Al respecto, personalmente hemos dicho con frecuencia 
que con esas disposiciones, a los operadores –desde el principio– se les 
garantizaron las ganancias por decreto. La lógica indicaría que sería en todo 
caso la creciente demanda del servicio la que sustentaría las nuevas inver-
siones para expandir la red.

No obstante, los cobros excesivos de que a menudo se quejan los usuarios, 
no parecen responder a las tarifas como tales, porque estas más bien mues-
tran en general un descenso importante en todos los rubros (cuadro Nº 27). 
Consecuentemente, esas anomalías no se identifican a partir de los pliegos 
tarifarios aprobados por la SIGET, porque sencillamente responden a las 
imputaciones que con base en sus propios criterios hacen los operadores de 
los servicios241.

En este sentido, se ha dicho a menudo que la SIGET “carece de dientes”, lo 
cual es una opinión que se extiende a los demás entes supervisores y regu-
ladores. Obviamente, esto es el resultado lógico de la filosofía dominante 
desde que se empezó abrir la economía, con leyes muy permisivas que han 
llevado a muchos abusos de parte de los operadores.

La dilación en crear la Defensoría del Consumidor y la Superintendencia 
de Competencia, así como las dificultades que enfrentó el primer superin-
tendente de la SIGET, constituyen otra expresión de liviandad con que se 
manejaron desde el principio los esquemas de supervisión y control, como 
ocurrió también cuando se reprivatizó la banca.

Pero el problema no parece ser de fácil solución. Un estudio contratado 
por la misma entidad concluye en que “las consideraciones políticas y no 
las económicas están manejando todos los análisis de precios y costos de 

241 Un informe de la Defensoría del Consumidor correspondiente a 2005-2008 dado a 
conocer en diciembre de este último año, en la parte concerniente al “sector telefonía”, 
destaca como un logro una recuperación estimada de US$2 millones, que una de los más 
grandes operadores de la telefonía celular tuvo que bonificar a gran cantidad de clientes 
por llamadas salientes hacia su teléfono fijo, Estados Unidos y a usuarios de su propia 
red. Casos como este son emblemáticos no sólo porque atentan contra los derechos de 
los consumidores, sino las demandas impuestas por la institución son invariablemente 
sometidas a la CSJ, la que con mucha frecuencia tarda mucho en pronunciarse, como 
ocurre en otros campos, para terminar por favorecer a las empresas denunciadas.
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telecomunicaciones salvadoreños, y el enfoque de la SIGET no es de clase 
mundial o de la mejor práctica” (Argumedo).

Cuadro Nº 27.

El Salvador: Tarifas de telefonía 242 

Fuente: SIGET, 2009

El fortalecimiento de la SIGET, la reestructuración y las reformas a la Ley 
de Competencia para darle mayores atribuciones y cobertura a su campo de 
acción, así como las recientes reformas a la Superintendencia de Competen-
cia, ya señalan las irregularidades a que ha dado lugar un manejo tarifario, 
incluyendo acuerdos colusorios. Algunos estudios, recomiendan la necesi-
dad de realizar una evaluación de cómo ha funcionado el sector y preparar 
los cambios a la actual ley o elaborar una reforma integral.

242 Las tarifas no incluyen IVA y constituyen la media ponderada del mercado.
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Se insiste, sin embargo, en la necesidad de valorar las implicaciones positi-
vas que ha tenido la reestructuración del sector en el desarrollo nacional y la 
modernización que exhibe en relación al resto de Centroamérica. Ponderar 
adecuadamente esto a la luz de los nuevos desafíos que tiene el país para su 
mejorar sus niveles de competitividad y lograr un mejor posicionamiento en 
el mercado global, es un tema de primer orden. En este sentido, no puede 
obviarse el hecho que la continuada modernización del sector, demanda 
un importante monto de inversiones al interior de la misma actividad y de 
aquellos otros campos estratégicos en un entorno, que no está exento de 
marcadas connotaciones políticas.

Con relación a lo anterior, FUSADES señala que desde que se privatizaron 
las telecomunicaciones, la inversión en el sector alcanza un monto acumu-
lado de US$2,200 millones, representando un promedio de 1.9% del PIB de 
1998 a 2006. Además, sostiene que el sector de telecomunicaciones ha sido 
el más dinámico, con un crecimiento promedio del 9.5%.

Desde este punto de vista, puede aseverarse que la reforma ha funciona-
do, aunque como en otros sectores, se ha requerido y se requiere aún más, 
fortalecer la influencia de las entidades reguladoras y supervisoras para po-
tenciar la eficacia, la excelencia y la calidad del servicio. Esto ayudaría a 
modificar la impresión negativa que tanto de las telecomunicaciones, como  
de los servicios de electricidad, tienen los usuarios, no solo en El Salvador, 
sino en otros países de América Latina, según encuestas realizadas por La-
tinobarómetro.

4) El CASO DE LAS PENSIONES

4.1.- Dinámica del proceso

Como se sabe, la seguridad social en el país se asentó como política de Esta-
do con la creación del Instituto Salvadoreño del Seguro Social en diciembre 
de 1949, aunque sus antecedentes más inmediatos pueden encontrarse en 
la reforma de que fue objeto en 1945, la Constitución de 1886, considerada 
como la última de corte liberal. Desde el principio, el modelo salvadoreño 
se ajustó a la tradición internacional, con el establecimiento de dos regíme-
nes: el de salud y el de invalidez, vejez y muerte. Sin embargo, mientras el 
primero empezó a operar en 1953, el segundo solo entró en vigencia dos 
años más tarde.
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Para fines prácticos puede decirse entonces que cuando se decidió modifi-
car este segundo régimen, había trascurrido 43 años, beneficiando a varias 
generaciones  de trabajadores. Por consiguiente, podría decirse en sentido 
figurado que cuando se decide quitarle parte del apoyo paterno al sistema, el 
muchacho estaba dejando la adolescencia, aunque le habían dado un tiempo 
para prepararse.

En efecto, si bien a la Comisión Presidencial para la Modernización del 
Sector Público conformada  en 1995 se le asignó la tarea de analizar la re-
forma del sistema de pensiones, este no era un campo que estuviera desde 
el principio atado al modelo económico en marcha. Más bien fueron las de-
ficiencias intrínsecas del sistema las que eventualmente llevaron a su trans-
formación, aunque quizás como en ningún otro país, el cambio resultó pro-
videncial por el respiro que le dio a las finanzas públicas años más tarde.

Los avances científicos en el campo de la salud y los cambios en los pa-
trones alimenticios, habían venido alterando desde hacía muchos años las 
variables demográficas, bajo cuyos presupuestos se erigieron los sistemas 
de reparto. Los factores socioculturales también habían venido incidiendo 
en el tamaño de las familias, particularmente en Europa, reflejándose clara-
mente en la baja tasa de natalidad.

La mayor longevidad y una relativa menor población joven, se agregaban a 
la creciente debilidad de los sistema de previsión de corte tradicional. En el 
caso de América Latina y el Caribe, ya en 2000 la CEPAL consideraba que 
el envejecimiento de la población, si bien era un fenómeno relativamente 
nuevo, tendía a generalizarse inevitablemente a medida que avanzaba la 
transición demográfica y mejoraban las condiciones económicas. 

Al efecto estimaba  que mientras entre 1950 y 2000 la proporción de per-
sonas de 60 y más años habría pasado del 6% al 8% dentro de la población 
total, en los siguientes decenios aumentaría sustancialmente, hasta llegar 
a exceder el 9% en 2010 y el 14% en 2025. En este escenario, e indepen-
dientemente de las diferencias entre países, se consideraba que la “gene-
ralización progresiva de la transición imprimiría una notable velocidad al 
envejecimiento, mucho mayor que en el caso de la experiencia histórica de 
las naciones actualmente desarrolladas”243.

243 CEPAL. Equidad, desarrollo y ciudadanía. Santiago de Chile, 2002. Pág. 201.
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Obviamente, estos fenómenos no son neutrales a la seguridad social. Una 
población cada vez menor en edad de cotizar y una masa mayor de pensio-
nados, ejerce una enorme presión sobre el sistema y cambia totalmente la 
perspectiva de cómo financiarlo.

Sin embargo, en el caso de El Salvador, las deficiencias del sistema de se-
guridad en su conjunto eran críticas, porque las variables demográficas se 
entrelazaban con otros problemas no menos complejos, como los relacio-
nados con la administración, el manejo financiero del ISSS y hasta la res-
ponsabilidad de los contribuyentes de cumplir con sus cotizaciones, a los 
diferentes regímenes. 

Tampoco esa problemática era privativa de El Salvador. El mismo estudio 
antes citado, al referirse a los sistemas públicos de pensiones en América 
Latina, sostiene que:

“El nivel de cotización se había vuelto variable, incremental e in-
cierto en el tiempo, debido a la maduración del sistema, al enveje-
cimiento de la población y a las altas tasas de prestaciones, con el 
consiguiente problema de sostenibilidad de su financiamiento […] 
En la práctica, muchos regímenes financieros pasaron a ser de re-
parto, porque desaparecieron o disminuyeron excesivamente las re-
servas técnicas, y el ingreso corriente se utilizaba para sufragar las 
prestaciones (obligaciones) del mismo período en que se percibía. 
Solo en pocos casos quedaban asomos de una capitalización co-
lectiva, cuando la reserva técnica permitía mantener el equilibrio 
financiero, pero no durante un tiempo muy prolongado”244.

Un fenómeno similar ha ocurrido en los países más avanzados del mundo, 
comenzando por Estados Unidos y la Unión Europea, esta última conver-
tida en un caso emblemático por haber sido la cuna de la seguridad social, 
que se implantó durante el último cuarto del siglo XVIII bajo el régimen de 
Bismark. Pero en general, el caso de América Latina resulta más complejo, 
pues el fenómeno demográfico –unido a los otros problemas ya señalados– 
crece en paralelo a una dinámica económica que, casi como regla, excluye 
del mercado laboral formal a importantes grupos poblacionales nuevos.

244 CEPAL. Ibid. pág. 165.
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El Salvador, por supuesto, no quedó exento de las tendencias internaciona-
les sobre el debilitamiento progresivo de la seguridad social y la necesidad 
urgente de reestructurarlo. Cuando en 1995 se incluyó dentro del proceso de 
privatización la revisión del régimen previsional, ya el sistema en su con-
junto estaba dando señales de inviabilidad. Se sabía que las reservas técni-
cas que apoyaban dicho régimen se estaban debilitando de manera creciente 
y las estimaciones más conservadoras indicaban que la insuficiencia de los 
recursos para hacerle frente a la deuda, solo era cuestión de tiempo.

De alguna manera, la situación de la seguridad social en el país, en lo que 
concierne al régimen de pensiones, compartía muchos de los problemas 
que, en general, se consideran como los principales factores que hicieron 
inevitable la reforma del sistema en muchos países latinoamericanos. Varios 
autores sintetizan estas fallas estructurales en los siguientes factores245:

1. Incremento de la presión sobre el presupuesto central para cubrir déficit

2. Inequidades dentro de y entre esquemas

3. Falta de sostenibilidad en el largo plazo debido a factores demográficos 
internos

4. Falta de provisión de los beneficios prometidos

5. Mala administración de reservas, pasadas o presentes

6. Distorsiones en el mercado laboral e incentivos para la evasión

Estos y otros problemas solo se pudieron detectar cuando los sistemas de 
reparto estaban en su edad madura y las instituciones responsables se dieron 
cuenta que mientas las reservas técnicas se encogían, la deuda previsional 
crecía conformando una brecha que en determinado momento requirió el 
auxilio de los gobiernos.

Amén de ser inevitable, el manejo privado de las pensiones tenía en la ex-
periencia chilena un referente más en cuanto a la reforma estructural. El 
inspirador del nuevo sistema basado en cuenta individual manejada priva-

245  Palacios, Robert. “Reforma a las pensiones en América Latina. Desafíos y experien-
cias”, en Resultados y desafíos de las reformas a las pensiones. Santiago de Chile: Fe-
deración Internacional de Administradoras de Fondos de Pensiones, 2003. Pág.17.
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damente, José Piñera, describe en su obra, Poniéndole el cascabel al gato, 
el carácter polifacético del modelo chileno. Él sitúa el cambio a partir de la 
reforma que impulsó el General Augusto Pinochet, teniendo como asesores 
a los así llamados “Chicago Boys”.

En este plano, dicho autor eleva el sistema chileno al plano de una verda-
dera revolución social, donde el elemento ideológico dio paso a acuerdos 
fundamentales que dejaron atrás la hoy desacreditada controversia (según 
él) de cuánto Estado y cuánto mercado, particularmente porque el impacto 
que tuvo la reforma en el mercado de capitales, sirvió precisamente para 
financiar tanto proyectos sociales como productivos, aparte de que cumplió 
con el objetivo fundamental de garantizar, vía mecanismos privados, un 
retiro decoroso a millones de cotizantes, bajo condiciones que  no podía 
proveer es esquema  de reparto. 

En este sentido, podría decirse que el modelo resultó “transidológico”, en 
la medida que fue conservado y reforzado una vez que dicho país retomó la 
senda democrática con el nuevo proyecto político que surgió por una coa-
lición de partidos de centro izquierda, y que llevó a la presidencia del país, 
a Patricio Alwin.

Sin embargo, el caso salvadoreño ilustra con pasmosa evidencia la situación 
de riesgo en que progresivamente fue cayendo el sistema, agravado por la 
falta de transparencia, problema que continuó presente aun después de ha-
berse optado por el manejo privado de las pensiones. Esto se pondría clara-
mente en evidencia durante la cuarta administración de ARENA, cuando el 
gobierno tuvo que recurrir a una figura muy sui géneris para poder cumplir 
con los compromisos heredados del régimen anterior, a pesar de los arreglos 
financieros que previamente se habían hecho a raíz del cambio de sistema 
en 1998.

Pero las raíces del problema eran profundas. En nuestro caso, las pensiones 
se calculaban con base al salario promedio de los últimos cinco años –igual 
que en Chile–, mientras que los beneficios se pagaban considerando todo el 
tiempo trabajado; consiguientemente, existían incentivos “perversos” para 
cotizar más en los últimos años y obtener la pensión lo antes posible (Meza-
Lago).

Muchos se aprovecharon de esta situación y se beneficiaron, pero también 
es de sobra conocido que gran parte de los cotizantes, en una visión de corto 
plazo y con tal de evadir el impuesto sobre la renta, declararon durante toda 
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su vida laboral ingresos menores, que al vincularse a las cotizaciones de 
pensiones, se encontraron con que la evasión impositiva, se había converti-
do en una especie de búmeran al momento de su retiro.

Además, a los problemas estructurales del régimen, se agregaba una política 
de inversiones con escasa trasparencia y poco redituable. Muchas veces se 
habló de que el ISSS era una especie de caja chica, por la utilización que 
hacían los gobiernos de turno de los recursos de las pensiones para fines que 
ni remotamente recordaban la obligación del Estado de mantener un servi-
cio eficiente y sobre todo el compromiso de hacer de la seguridad social, un 
medio para contribuir a la equidad y la inclusión.

Era un secreto a voces que el sistema en su conjunto era escamoteado a 
través de negocios de dudosa licitud, en una institución con un presupuesto 
multimillonario en el régimen de salud, pero que también era debilitado 
por la falta de cumplimiento de las cotizaciones, tanto por parte del Estado 
como de la empresa privada. Meza-Lago, Córdova y López (1998) esti-
maron que en el período que va de 1983 a 1993, los adeudos combinados 
alcanzaron una cifra superior a 430 millones de colones, de la cual casi las 
tres cuartas partes (73.6%) correspondían a la deuda oficial y el resto al 
sector privado246.

Sin embargo, ya mucho antes se sabía que  el ISSS no contaba con infor-
mación fehaciente sobre las deudas privadas, debido a que sus sistemas de 
registro eran deficientes y no se tenía ni siquiera certeza del universo de em-
presas deudoras. Y aunque se presumía que muchas de ellas habían dejado 
de operar, la institución las seguía manteniendo en la categoría de activas. 
De esto nos percatamos cuando nos desempeñamos por un tiempo como 
miembros del consejo directivo de la institución, entre 1992 y 1994.

Estas anomalías se remontaban a más de quince años, pero algunos de los 
problemas señalados todavía persisten. El Diario de Hoy (18 de mayo de 
2008) dedicaba tres páginas de su edición dominical a señalar, con cantida-
des y fechas, a una empresa constructora que obtuvo contratos millonarios 
de manera ilícita con el ISSS, cuando de acuerdo con ley no podía licitar 
debido a sus elevados saldos morosos con la institución. Sin embargo, por 
alguna razón, de esas que se dan con mucha frecuencia en la administración 

246   Mesa-Lago, y Durán. Evaluación de la reforma de pensiones en El Salvador: Antece-
dentes, objetivos y perspectivas. Fundación Ebert, 1998.
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pública, el consejo directivo autorizó el contrato, mientras los inspectores 
de la entidad, o se hacían los suizos o sencillamente la empresa involucrada 
les vedó el acceso a información que hubiera sido suficiente para suspender 
los compromisos contraídos por la institución. 

Se adujo también en su momento que la incorporación de los empleados 
públicos al régimen de salud durante la administración Duarte, había con-
tribuido a debilitar las finanzas y los servicios que prestaba la institución, 
por cuanto la falta de cumplimiento del gobierno en sus propias obligacio-
nes financieras, se volcaba en forma multiplicada contra todo el sistema. 
Aquí nuevamente se pone de manifiesto el manejo poco tranparente de las 
finanzas del ISSS, al mezclar los recursos de los dos regímenes e igualmen-
te facilitar que creciera la deuda gubernamental, que era en todo caso más 
cierta que la privada.

En este marco de irregularidades y hechos comprobados de corrupción, el 
cambio de sistema, mediante el cual pasó a manos del sector privado parte 
del régimen previsional, no  solo supuso renunciar a la prestación de un 
servicio que siempre se consideró como inherente a la función del Estado, 
sino también implicó quitarle al ISSS una pesada carga que se había venido 
haciendo más difícil de manejar con el paso del tiempo. Pero además im-
plicó, un intento de eliminar un espacio que se prestaba para el mal manejo 
de recursos en un sector que, como el de la seguridad social, tiene más de 
humano que cualquier otro operado por el Estado, aunque no sea sino por 
el hecho de que se financia fundamentalmente con el esfuerzo de los traba-
jadores.

Al margen de toda consideración ética y moral alrededor del tema, la refor-
ma de la seguridad social cuadraba perfectamente dentro del objetivo básico 
de la nueva economía, en cuanto a la reducción del tamaño del Estado. Pero 
tampoco aligerar la carga financiera del Estado era un problema menor, lo 
cual resultó evidente cuando se constató que no se valoró apropiadamente 
los compromisos que el propio gobierno había adquirido desde el momento 
en que se agotaron las reservas técnicas del propio ISSS y del INPEP247. En 

247  De acuerdo con Acevedo (2000) el Ministerio de Hacienda estimó que dicha carga 
ascendería a 8,770 millones de colones en el período 2000-2004, o sea a un aproximado 
de US$1,000 al tipo de cambio vigente cuando se hicieron los cálculos. En los hechos, 
en ese mismo quinquenio, al menos lo presupuestado para atender esos compromisos, 
superó los US$1,800 millones.
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el gráfico Nº 9 se muestra la evolución del déficit del sistema de pensiones 
público a partir de 1998.

Gráfico Nº 9
Déficit del sistema de pensiones público en El Salvador

Millones US$

Fuente: Superintendencia de Pensiones.

En base a toda esta experiencia, la reestructuración del sistema previsional 
salvadoreño tenía que pasar por la configuración de una nueva forma de 
organización empresarial que, aunque tuviera antecedentes de éxito en otros 
países con las Administradoras de Fondos de Pensión (AFP), anticipaba 
algunos inconvenientes. El tamaño del mercado era uno de ellos.

Al respecto, Mesa-Lago y Durán (1998) señalaron específicamente que lo 
reducido del mercado limitaría la competencia de las AFP, pero no antici-
paron que la misma forma en que se había venido decantando el sistema 
financiero del país, sería aprovechado como un espacio más para la integra-
ción total del sector, contribuyendo así a adquirir la figura de un verdadero 
cartel248.

248  Según, Hachette y Lüders, en Chile, por ejemplo, el número inicial de AFP fue de al-
rededor de 10 pero cuando arrancó el nuevo sistema, el negocio se concentró en dos de 
ellas. Con el tiempo, surgió un nivel razonable de competencia, pero según su versión, 
la expectativa es que el número de competidores siga creciendo y aumente rápidamente 
a medida que el valor promedio de las cuentas individuales se incremente en tiempo.
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Inicialmente se constituyeron cinco empresas para operar el régimen de 
cuenta individual, todas conformadas por inversionistas extranjeros y la me-
nos exitosa, con algún componente nacional: Banco Bilbao (Viscaya BBV), 
Argentaria (España), Citicorp (Estados Unidos); PROFUTURO (Provida 
de Chile) y Dresdner Bank (Alemania). En un poco más de tres meses de 
operaciones, se afiliaron al nuevo sistema 360 mil (86.7%) del total 415 mil 
de empleados elegibles (Acevedo, 1999).

De las cinco, PROFUTURO tuvo desde sus inicios serios problemas para 
garantizarse una cuota de mercado que la hiciera rentable, a pesar de que 
contaba con la experiencia chilena y tenía entre sus accionistas a la Cámara 
Salvadoreña de la Industria de la Construcción y con ella, a trabajadores 
del sector. Curiosamente, es la única que no estaba vinculada con grupos 
empresariales sólidos del país; en este caso, los ejecutivos más visibles de la 
empresa denunciaron una especie de canibalismo –o de barreras de entrada, 
para ponerlo en un lenguaje más apropiado– de parte las otras que habían 
surgido con ese “activo”. El destino de la más débil de las cinco adminis-
tradoras de fondos de pensión que entraron al mercado, se sellaría cuando 
al poco tiempo fue sometida a un proceso de liquidación por parte de la 
Superintendencia de Pensiones.

Posteriormente, grandes grupos empresariales, todos ligados al sistema fi-
nanciero, adquirieron los intereses de otras dos, hasta quedar manejando el 
mercado solo igual número de empresa. En el 2007 éstas fueron absorbidas 
por grandes consorcios bancarios internacionales, cuando dentro de un solo 
paquete adquirieron los bancos locales y las empresas miembros de los con-
glomerados nacionales, que incluyen actividades corporativas que van del 
mismo negocio bancario, pasando por aseguradoras, almacenadoras, emiso-
ras de tarjetas, hasta casas corredoras y financieras que cotizan en la Bolsa 
de Valores.

4.2 IMPORTANCIA DEL AHORRO PREVISIONAL

Se puede decir que entre los objetivos más relevantes que sirvieron de sus-
tento a la privatización del sistema de pensiones –aparte del que no aparece 
explícitamente planteado en la ley, es decir, salvar el sistema– estaba el de 
promover el ahorro interno, para contribuir al desarrollo del mercado de ca-
pitales y financiar las inversiones de mediano y largo plazo, como requisito 
sine qua non para potenciar el proceso general de desarrollo. 
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Sin duda, en la formulación de este objetivo, entraba en consideración la 
experiencia chilena que a 10 años de haber empezado a operar, los niveles 
del ahorro previsional ya superaban el 22% del PIB y se estimaba que en el 
2021 superarían en más del 50% la riqueza generada anualmente (Menjívar 
2000).

Después de una década, el sistema salvadoreño no estaba alejado de esos 
parámetros.  Al concluir 2008, los fondos administrados por las dos AFP 
que se conservaban en el mercado, manejaban ahorros por alrededor de 
US$ 4,530 millones, equivalentes al 20.5% del PIB y al 54.2% de la masa 
monetaria (M2). Cuadro Nº 28.

En el primer caso, el coeficiente respectivo se acercaba al caso chileno en 
igual período, poniendo de relieve los grados de similitud de ambos sistemas 
para incorporar a una población cotizante bajo condiciones indudablemente 
diferentes; entre ellas, las variables demográficas, el tamaño y comporta-
miento de la economía, el nivel de cotizaciones e inclusive la capacidad 
institucional instalada para proveer servicios a los cotizantes.

Lo relevante en el caso salvadoreño es la consistencia que muestran am-
bos coeficientes, con factores de multiplicación realmente impresionantes. 
Movilizar el equivalente a más de la cuarta parte del PIB, partiendo de una 
fracción cercana a cero, y superar en más del cincuenta por ciento la oferta 
monetaria, ha significado llegar a montos de ahorro para pensiones que di-
fícilmente se hubieran logrado bajo el antiguo sistema. 

En un país como El Salvador, donde los bajos niveles de ahorro siempre han 
constituido un problema estructural muy relevante en las tareas del desarro-
llo, las magnitudes señaladas sugieren que el país está hoy en día capacitado 
para financiar una alta proporción de las inversiones públicas y privadas, 
con esfuerzo interno genuino.

Como puede observarse, en los dos tipos de relaciones, los coeficientes 
respectivos han crecido de manera consistente, señal inequívoca de que el 
ahorro nacional ha tendido a arraigarse en el país, bajo una modalidad que 
garantiza una creciente profundización financiera, la que a su vez amplía las 
posibilidades de canalizar los recursos hacia actividades productivas.

Paradójicamente, el país mantiene los niveles de ahorro/inversión más bajos 
de Centroamérica, debido a las características ya señaladas con que operan 
los intermediarios financieros, y en el caso particular de los fondos de pen-
sión, a dos factores concretos: primero, la escasez de títulos en el mercado 
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y las limitaciones que las ley les impone a las AFP para tener una mayor 
presencia en el mercado de capitales; y segundo, las crecientes presiones 
del sector público para financiarse con dichos recursos, aprovechando jus-
tamente su abultado volumen y la ausencia de otras opciones de inversión 
para las mismas administradoras.

Cuadro Nº 28

Ahorro previsional, M2 y PIB

.  

Fuente: Elaboración propia con base a cifras de BCR y ASAFONDOS.

En los hechos, han sido las restricciones fiscales y la adquisición casi com-
pulsiva de deuda pública de parte de las AFP, los elementos definitorios en 
la alta concentración que muestra su cartera de las administradoras en los 
títulos del Estado, con todas las implicaciones que ello tiene en el riesgo y 
en el desplazamiento de recursos por los que compite la empresa privada. 
(Cuadro Nº 29)
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Cuadro Nº 29
Cartera de inversiones de las AFP

Evolución del valor en millones de US$ y % de las inversiones 
del fondo de pensiones por año, tipo de instrumento y de emisor

Fuente: Superintendencia de Pensiones.

El factor riesgo no es algo que puede pasar desapercibido. De hecho, ha sido 
un tema recurrente que explica en definitiva la insistencia que por mucho 
tiempo mantuvieron las AFP para que se les permitiera invertir una parte de 
los fondos en el exterior.

En la versión de dichas entidades, esa opción les permitiría favorecer más a 
los pensionados, acrecentando el rendimiento los recursos que administran. 
Sin embargo, en la versión de los opositores, siempre estuvo presente la 
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precaución no disimulada de aquellas de distribuir el riesgo, a medida que el 
Estado acudía más a esa fuente de financiamiento. Esto no pudieron lograrlo 
las administradoras, aunque trascendió que ello tuvo como “trade off”, la 
eliminación de obligatoriedad que tenían de invertir en títulos emitidos por 
el Fondo Social para la Vivienda (FSV). 

Pero en economía de vez en cuando surgen compensaciones inesperadas. 
¿Qué hubiera pasado con las pensiones si gran parte los ahorros necesarios 
para financiarlas hubieran estado invertidos en “activos tóxicos”, como los 
que originaron la peor crisis financiera en 2007? No es para vanagloriarnos, 
pero estuvimos entre aquellos que dentro del sector privado organizado, nos 
opusimos de manera insistente a semejante despropósito, sin siquiera tener 
la más remota idea de lo que ocurriría unos dos años después.

En el caso de Chile –y específicamente durante los primeros años de funcio-
namiento del sistema– se observó una situación similar a la de El Salvador 
en lo que se refiere a la cartera de  inversiones de las AFP. Esto, debido a que 
no existía en ese momento una oferta alternativa de instrumentos financieros 
elegibles. Pérez (1988) lo atribuye a tres factores: 1) una estricta normativa 
que los hacía onerosos al transformarse en elegibles, 2) la dominancia de 
criterios de excelencia para cumplir con requerimientos de riesgo por parte 
de aquellos instrumentos financieros aptos, y 3) que el sector público tenía 
en el mercado de capitales una gran participación249.

Con relación a este mismo tema, se ha hablado insistentemente de la titu-
larización como mecanismo para desarrollar proyectos de infraestructura 
por parte de la empresa privada. Con esta opción, a la vez que le quitaría 
presión a las finanzas del Estado, se promovería el uso más eficiente del 
ahorro nacional250.

Una visión de conjunto, permite establecer que, en general, el sistema de 
pensiones basado en la cuenta individual, ha funcionado relativamente bien. 
Pero nuevamente, los excesos que ha cometido el gobierno ante el deterioro 
progresivo de la situación fiscal, han introducido elementos de vulnerabi-
lidad que pueden ser tan graves como los que rodeaban el antiguo régimen 
de reparto.

249  Pérez, Francisco. “Necesidades de inversión para los fondos de pensiones”, en Estudios 
Públicos No. 29. Santiago de Chile: Centro de Estudios Públicos, 1988.  Pág. 172.

250  Vidal, Juan Héctor. Caracterización y potencial del mercado de capitales de El Salva-
dor. Proyecto Bolsa de Valores-BID, 2006.
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La experiencia argentina, con el manoseo, vía nacionalización del sistema 
privado durante la administración de la presidenta Fernández de Kirchner, 
en octubre de 2008, no puede ser ignorada. Y esto, a pesar que el gobier-
no tenía aparentemente mayores márgenes de maniobra para manejar con 
mayor solvencia la situación fiscal que el de El Salvador. Si el populismo 
no hubiera estado de por medio, probablemente Argentina hubiera podido 
readecuar su sistema previsional como lo hizo Chile bajo la presidencia de 
Bachelet. 

4.3 Algunas implicaciones del cambio de régimen

La transformación del régimen previsional en El Salvador, no estuvo mati-
zada de un escenario político tan complejo como el chileno, aunque resultó 
un paso no exento de críticas de la oposición más radical. Incluso, el sector 
privado mostró eventualmente cierta inquietud porque ya en ese momento 
se visualizaban las dificultades en que podía incurrir el propio gobierno para 
el financiamiento de la parte que le correspondía con el nuevo sistema.

Solo el costo de los llamados certificados de traspaso de sus propios pen-
sionados y la deuda que había acumulado por no honrar sus propias cotiza-
ciones, ya dejaban entrever esas dificultades. El pago de estos compromisos 
debieron diluirse a lo largo de quince años, período que se consideró apro-
piado en función de la capacidad financiera del gobierno para, sobre una 
base programada, irle traspasando a las AFP, el valor de las cotizaciones 
acumuladas en el antiguo régimen251.

Aun así, el pago de las pensiones a los que por la misma ley se quedaron 
amparados por el antiguo sistema, tuvo que ser asumido eventualmente por 
el Estado. Pero esta opción solo se pudo mantener por un poco más de 
un quinquenio, pues el presupuesto nacional ya no daba para más. Estas 
dificultades se venían maquillando desde hacía varios años, cuando en la 
presentación del Presupuesto General de la Nación se colocaba la deuda 

251  N. del A. El sistema chileno se estableció en 1980, pero por ejemplo, durante 1989 
(partiendo de la deuda que le correspondía para cada persona activa en ese año y que se 
pasó al sistema de capitalización individual) el Estado pagó por concepto de bonos de 
reconocimiento alrededor de US$150 millones. En comparación con una cifra de US$ 
que pagó el Estado salvadoreño. (Hachete y Lüders. Pág. 85).
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previsional no como gasto corriente, sino como parte del financiamiento 
interno, es decir, “debajo de la línea”.

Con este artificio contable, el gobierno podía emitir bonos para cubrir la 
deuda, pero sin la obligatoriedad de especificar ese destino. Sin embargo, 
de acuerdo con el Art. 148 de la Constitución, se requiere la aprobación de 
la Asamblea Legislativa por mayoría calificada, es decir, por 56 votos. Para 
esto,  se necesitaba el concurso del FMLN, que desde el 2002, sistemática-
mente se había venido oponiendo a la autorización de nuevos préstamos, si 
no se cumplían sus exigencias.

Ante la imposibilidad de cubrir la deuda previsional, el gobierno acudió a 
una figura inédita que le permitía obviar la mayoría calificada, para lo cual 
logró que se aprobara la Ley del Fideicomiso de Obligaciones Previsionales 
por mayoría simple (D.L. 100 del 13 de septiembre de 2006).

En ese marco se creó el Fideicomiso de Obligaciones Previsionales (FOP), 
en el cual el Ministerio de Hacienda, el ISSS y el INPEP actúan como fi-
deicomitentes, el Banco Multisectorial de Inversiones y también las dos 
instituciones últimamente mencionadas como fideicomisarios. La figura del 
fideicomiso y el papel del BMI fueron cuestionados por la oposición, ex-
cepto por el PCN y la DC, argumentando su inconstitucionalidad. En este 
orden, el partido Cambio Democrático interpuso  un recurso de inconstitu-
cionalidad  ante la Corte Suprema de Justicia, el que a la fecha no ha sido 
diligenciado.

El esquema aprobado fue incluso cuestionado por analistas y formadores de 
opinión, sirviendo como referente las declaraciones públicas del propio pre-
sidente de la república, en el sentido de que estaba dispuesto a “saltarse obs-
táculos”. Esto fue interpretado como una violación directa a la Carta Magna 
y a las mismas prácticas que sugiere el ejercicio responsable del poder en 
una democracia funcional. Sin embargo, esa figura sería solo la primera de 
otras que se establecerían en el futuro para financiar otros programas, sin 
recurrir al voto de mayoría calificada.

Mediante el mencionado fideicomiso, el pago de las pensiones que corres-
ponde pagar al ISSS y al INPEP, se diluyen a lo largo de 25 años, utilizando 
los recursos que son captados directamente mediante Certificados de Inver-
sión Previsional (CIP) y que son emitidos por el consejo de administración 
del fideicomiso para ser adquiridos obligatoriamente por las AFP hasta por 
un máximo del 30% de los fondos previsionales.
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En este esquema entran los certificados de traspaso y los certificados de 
traspaso complementarios emitidos anteriormente por el ISSS y el INPEP, 
que son sustituidos por los CIP. 

Con el sistema de capitalización individual y la reforma antes aludida, el 
Estado se libró de una carga financiera que ejercía una enorme presión en el 
corto plazo y que al sumarse a otras obligaciones “ineludibles” (6% y 7% 
respectivamente del presupuesto general para la CSJ y municipalidades e 
intereses de la deuda pública contratada) ya representaron en 2006 más del 
65% de los ingresos corrientes.

Obviamente, con la figura del fideicomiso para pensiones, el escenario fis-
cal se transformó significativamente, al menos de manera transitoria. Por 
ejemplo, para 2007 el Presupuesto General solo contempló una asignación 
de US$29.4 millones, en comparación con una partida de US$400 millones 
consignada para el año anterior (Trigueros 2007).

Sin embargo, los arreglos financieros alrededor del sistema de pensiones no 
han  estado exentos de costos. Para que la nueva figura entrara en funcio-
namiento, le fueron trasladador íntegramente las cotizaciones que hacían el 
sector empleador y los trabajadores al Fondo Social para la Vivienda (5% 
y 0.5% de la planilla, respectivamente),  para sumarlas a las que hacían los 
mismos agentes al antiguo sistema de pensiones. 

Hay que decir que, dada la importancia que había tenido desde su creación 
el FSV en el financiamiento de vivienda de interés social, el sector privado 
tuvo algunas reservas para el traslado íntegramente de esos recursos, te-
niendo en cuenta que ello afectaría la base financiera de dicha institución. 
Sin embargo, tampoco accedió hacer un aporte adicional a sus cotizaciones 
al nuevo régimen previsional, para no dejar totalmente a cero el financia-
miento habitacional y sólo con el recurso de la recuperación de cartera y sus 
inversiones financieras.

Para compensar de alguna manera el corte de esos de flujos, que para efec-
tos prácticos tenían costo cero para el FSV, la Ley de Pensiones estableció 
que las AFP deberían destinar una parte de los recursos previsionales a ad-
quirir títulos emitidos de dicha institución, en un porcentaje decreciente que 
se fijó inicialmente en 30%.

Así se pudo constatar que la reestructuración del régimen de pensiones, si 
bien fue inevitable, tuvo anticipadamente otro “trade off”. Con ello se debi-
litó uno de los últimos brazos sociales con que contaba el Estado.
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La segunda decisión que ha terminado por complicar el fondeo del FSV, es 
que con la creación del fideicomiso para pensiones, las AFP fueron libera-
das de su obligatoriedad de invertir en títulos emitidos por la institución. 
Esta parece que fue una moneda de cambio, al menos temporal, frente a las 
pretensiones que siempre tuvieron dichas empresas de invertir parte de su 
cartera en el exterior. 

Desde el punto de vista de las administradoras esa concesión es entendible, 
debido, como se dijo, a la alta concentración de sus inversiones en títulos 
del Estado. El punto está en que ello complicó más las dificultades del FSV, 
al tener que acudir cada vez más al mercado para captar recursos, casi bajo 
las mismas condiciones de una empresa comercial que se dedica a la venta 
de electrodomésticos.

El Banco Mundial, al referirse al tema de las pensiones, señala que el obje-
tivo de la reforma “era mejorar la sostenibilidad fiscal a largo plazo a través 
del reemplazo de un sistema que según las proyecciones produciría un gran 
y creciente déficit en el futuro por otro sostenible”252. En su momento este 
juicio era correcto. El problema es que hoy, a las dificultades fiscales con 
que ha tropezado el país, en parte por el bajo coeficiente de tributación y 
el incontenible gasto corriente, todo el sistema previsional se ha debilitado 
como lo han reconocido altos funcionarios privados vinculados con el mis-
mo253.

5) EL FOVIAL

Una vez pasó la onda expansiva de las privatizaciones, la opción de las 
concesiones se consideró como una estrategia intermedia entre la admi-
nistración estrictamente privada y la gestión totalmente pública. Las obras 
viales se convirtieron entonces en un foco de interés cuando se asimiló la 
experiencia de países avanzados y fue cobrando vida la idea de que sí era 
posible mantener una red vial moderna, eficiente y duradera, sin que el Es-
tado tuviera que financiarla.

En este campo había experiencias inclusive ya en el ámbito latinoamericano 
y aquí cerca en Centroamérica, concretamente en Guatemala. Se trataba en 

252  Evaluación del Gasto Público. Resumen ejecutivo. 2004.
253  El Economista No.78. Abril 2009
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todo caso de una figura hasta cierto punto novedosa, que no había sido con-
siderada. Sus ventajas tanto financieras como administrativas y sobre todo 
las exigencias que imponía el sector de transporte de carga, ameritaban una 
seria consideración del tema.

Fue con esos antecedentes que surgió el Fondo de Conservación Vial –más 
conocido como FOVIAL– mediante Decreto Legislativo del 30 de noviem-
bre del 2000, que por cierto coincidió con la fecha de aprobación de la 
Ley de Integración Monetaria. Sin embargo, debe señalarse que aunque el 
gobierno ya hubiera considerado la creación de esa figura, el verdadero im-
pulso para la creación de la nueva entidad provino del sector privado, con 
estudios, experiencia comparada y gestiones ante las autoridades pertinen-
tes, que se remontaban a los años 1996-1997.

Concretamente, fue la Cámara Salvadoreña de la Industria de la Construc-
ción (CASALCO) con el apoyo decidido de la cúpula empresarial, la aban-
derada del proyecto, en base a las primeras formulaciones sobre el tema 
que tuvieron como sustento las experiencias exitosas que había difundido la 
CEPAL. Incluso la gremial integró una comisión especial, con la responsa-
bilidad expresa de aprovechar al máximo posible la cooperación del mismo 
organismo y de la GTZ, que había tenido un papel protagónico en este cam-
po en varios países del hemisferio.

Esas experiencias y la conveniencia de replicarlas tenían fundamento en 
lo costoso e ineficiente que resultaba para los gobiernos mantener en buen 
estado las arterias viales principales, para lo cual era necesario contar con 
una planilla permanente en los ministerios responsables, agregándose a los 
costos de operar un sistema que en todo caso afectaba la competitividad 
global de los países.

Los recursos destinados a su mantenimiento nunca eran suficientes, pues 
además de que los costos eran altos en términos financieros, había de por 
medio un costo económico y social que se trasladaba de manera multipli-
cada contra la actividad privada, la conectividad y en general contra la eco-
nomía del país. 

Compartir la experiencia de expertos internacionales y funcionarios de paí-
ses amigos, a la par de generar opinión, tenía el propósito deliberado de 
“persuadir” a las autoridades gubernamentales de que el proyecto valía la 
pena y que no se trataba de una canonjía más de la empresa privada.
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Parece que en este caso tuvo alguna incidencia una cierta actitud de recelo 
que había en el gobierno anterior, respecto al comportamiento de ciertos 
empresarios del sector que le habían ganado al Estado varios juicios defini-
dos en laudos arbitrarles, por incumplimiento de algunos contratos relacio-
nados precisamente con la modernización de la red vial del país.

De esto me enteré a través de un breve intercambio con el ministro de Obras 
Publicas de turno, después de una reunión estratégica de la referida Comi-
sión de CASALCO –a la cual eventualmente acompañaba en mi calidad de 
director ejecutivo de la gremial–, donde todo el tema giraba en torno a la 
forma de financiar la figura, la integración de su consejo directivo y la mejor 
forma de vender el proyecto.

No es descartable que la renuencia inicial tuviera otras motivaciones. El 
Ministerio de Obras Públicas con frecuencia había sido mencionado como 
bastante proclive a manejar las licitaciones y concesión de obras con mucha 
discrecionalidad, para decir lo menos. Las cifras millonaria invertidas en 
proyectos de cualquier envergadura, siempre había que ajustarlas por un 
factor “k”, que después se le dio el nombre de “diezmo” para simbolizar la 
coima del 10% que se decía era la comisión que tenían que pagar los con-
tratistas para acceder a una licitación.

Estas prácticas, por supuesto, ni han desparecido ni se confinan a la referida 
cartera de Estado,  aunque esta sigue destacando por el multimillonario pre-
supuesto que maneja en el presupuesto general de la nación, aunque desde 
que se creó el  FOVIAL su participación ha descendido del 6.7% en 2000 a 
3.9% en 2007)254. 

Cuando por fin se puso a discusión el proyecto de ley del FOVIAL, por 
supuesto que uno de los más entusiasmados fue el gremio los constructores, 
quienes en grades caravanas a las que se unieron cientos trabajadores del 
sector, se agolparon con su maquinaria pesada frente a la Asamblea Legis-
lativa, esperando hasta horas de la madrugada del día 30 de noviembre del 
2000 a que el proyecto fuera aprobado, por supuesto con mayoría abruma-
dora.

La creación del FOVIAL también despertó reacciones de los trabajadores 
de planta y por planilla del Ministerio de Obras Públicas porque ello llevaba 

254   PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano El Salvador 2007-2008.
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implícita la privatización del mantenimiento de la red vial, que por cierto 
exhibía en esos momentos un estado de deterioro y abandono asombrosos, 
en una coexistencia extraña con la construcción de “súper carreteras” que 
fueron adjudicadas fundamentalmente a empresas extranjeras, algunas, se-
gún se rumoraba, con participación de funcionarios públicos salvadoreños, 
o cuando menos, de amigos muy cercanos de los mismos.

Para acallar las protestas, se había estado trabajando en el diseño de un 
esquema de pequeñas empresas constituidas por los propios trabajadores 
como se había planteado inicialmente en el caso de Guatemala. Esta idea 
tuvo escaso significado, pues si bien al principio surgieron algunas de ellas, 
sus patrocinadores terminaron en la misma condición de trabajadores asa-
lariados, cuando progresivamente se fueron posesionando del mercado em-
presas que tenían el capital, la tecnología y el conocimiento necesarios para 
hacerse cargo de las tareas encargadas al FOVIAL.

Sin embargo, después de 8 años de estar operando, esta entidad a la que se 
le dio sustento financiero con la aprobación de un impuesto de US$0.20 
que se aplica a cada galón de combustible adquirido en bombas, ha sido 
conceptualizado como eficiente por la gremial que inicialmente impulsó su 
creación y en general por el sector privado organizado. Por su parte, el go-
bierno lo considera como uno de sus programas estrella; es más, de manera 
frecuente la cuarta administración de ARENA, lo utilizó como instrumento 
político cuando se hizo cargo de la reparación de la infraestructura vial ur-
bana y el mantenimiento de caminos rurales, que antes eran responsabilidad 
de los municipios.

Con todo, esta entidad no ha estado exenta de críticas. La misma CASAL-
CO ha planteado insistentemente la necesidad de que se aplique frente a los 
países centroamericanos, al menos, el principio de reciprocidad. Esto, en 
consideración a que mientras el FOVIAL no discrimina entre empresas na-
cionales y extranjeras, las salvadoreñas no pueden participar con igualdad 
de oportunidades ni aun en los países vecinos.

Además, y precisamente, a raíz de las limitaciones fiscales que ha venido 
confrontando el gobierno y ante la oposición sistemática de la oposición 
representada en la Asamblea Legislativa para la contratación de nuevos 
préstamos, se modificó la Ley del FOVIAL para permitirle contraer deuda 
para canalizar recursos, incluso para proyectos que no estaban inicialmente 
incluidos para formar parte de la actividad de la entidad, como la reparación 
de las arterias urbanas. 
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Esto señala la importancia que ha llegado a tener el FOVIAL, aunque todo 
indica que cada vez sus flujos financieros se tornan insuficientes ante la am-
pliación de sus responsabilidades. Los altibajos en los precios del petróleo 
que afectan directamente el objeto gravado, hacen a la entidad sumamente 
vulnerable.

D. DOLARIZACIÓN, UNA PRIVATIZACIÓN VITUPERABLE

1)  PERSEVERANCIA CALCULADA

Con antecedentes que se remontan a 1995, la Asamblea Legislativa aprobó 
el 30 de noviembre de 2000 la Ley de Integración Monetaria (LIM), me-
diante la cual se adoptó el dólar como moneda de curso legal, sustituyendo 
al colón que circulaba como tal desde la creación del Banco Central de Re-
serva (BCR) 29 de junio de 1934.

Los principales argumentos que sustentaron la medida fueron evitar en el 
futuro la devaluación, mantener ligada la inflación a la evolución de los pre-
cios en las economías desarrolladas, crear las condiciones para la reducción 
de la tasa de interés y en general favorecer el clima de inversión en el país. 
La medida suponía, entre otros aspectos relevantes, mantener la disciplina 
fiscal, elevar la productividad y la flexibilización del mercado laboral.

Al cambiar el régimen monetario, se debilitó totalmente el  Banco Central 
de Reserva,  quitándole funciones inherentes a su razón de ser, como era 
la de emitir dinero, servir de prestamista de última instancia, administrar 
los factores de expansión y contracción de la masa monetaria, incidir en 
el crédito y la tasa de interés, contribuir al mantenimiento de la estabilidad 
interna y externa y potenciar el desarrollo económico, entre otros.

El prestigio bien ganado a lo largo de casi siete décadas, le había puesto 
freno a los intentos de manipular la moneda y el crédito de parte de aquellos 
que por ignorancia o por la subordinación de los intereses nacionales a los 
de pequeños grupos, pretendieron tomarse la institución y utilizarla a su 
antojo. 

En el medio se dieron dos reformas importantes a la ley del instituto emisor: 
su estatización (20 de abril de 1961) y la creación de la Junta Monetaria 
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como entidad rectora (23 de agosto de 1970). Con estas modificaciones se 
fortaleció el papel de una institución que había surgido con carácter pri-
vado, aunque siempre mantuvo un alto grado de independencia del poder 
político.

 Sin embargo, con las reformas de finales de los setenta y principios de los 
ochenta, la crisis internacional originada en el corte abrupto del reciclaje de 
los “petrodólares”, la emergencia de la guerra civil y, por supuesto, el clima 
de desconfianza que crearon todos estos eventos en el sector empresarial, 
todo el sistema económico nacional entró en una nueva dinámica. Como era 
de esperarse, la moneda nacional, otrora símbolo de fortaleza y estabilidad, 
también entró en crisis, como resultado directo del desequilibrio fundamen-
tal que empezó a registrar la balanza de pagos. Esto dio paso al estable-
cimiento de tipos múltiples de cambio y al aparecimiento de un mercado 
negro del cual se nutrían los empresarios para realizar sus operaciones con 
el exterior, al tiempo que el BCR administraba las escasas divisas, a veces 
de manera poco transparente.

Pasaron varios años para que la situación económica empezara a normalizar-
se. Esto coincidió, como ha quedado dicho, con la primera administración 
arenera. Lo que no se avizoraba en ese momento, era que el nuevo modelo 
económico impulsado a partir de entonces, iba a tener efectos destructivos 
en una de las instituciones de mayor prestigio en el país.

Es cierto que la onda expansiva del neoliberalismo inevitablemente llevaba 
aparejada la meta de alterar la institucionalidad del Estado, pero no existen 
antecedentes de que ello incluyera destruir literalmente al responsable de la 
política monetaria. El Salvador desbordó entonces las fronteras de la pru-
dencia y el buen juicio en el manejo de la política económica instrumental, 
violentando los principios de la misma economía de mercado, al fijar por 
decreto uno de los precios más importantes de la economía: el tipo de cam-
bio.

Más aún, por primera vez desde los Acuerdos de Paz, se puso a prueba la 
debilidad institucional del país, cuando la Corte Suprema de Justicia tuvo 
que pronunciarse ante un recurso de inconstitucionalidad de la LIM. Los en-
tendidos sostienen que el fallo de la CSJ estuvo apegado a derecho, porque  
partía de la base de que el nuevo sistema se basaría en el bimonetarismo, lo 
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que de entrada suponía que el Estado no había renunciado a su responsabi-
lidad constitucional de emitir moneda. 

El “pecado original” estuvo en su tardanza en dar el fallo, lo cual permitió 
que el dólar se enseñoreara a medida que por la vía administrativa se sacaba 
de circulación el colón. Esto también cae en la categoría de la impunidad, en 
un crimen que tiene connotaciones de lesa patria. Sin embargo, el fallo de 
la CSJ, basado en un voluminoso documento con apreciaciones hasta cierto 
punto cuestionables en materia económico financiero, es bastante confuso 
aun para los mismos juristas.

Versados en cuestiones monetarias, no terminan de entender la racionalidad 
técnica y política de la medida. La economía del país, si bien no estaba 
pasando por su mejor momento, tampoco ameritaba que el Estado se deshi-
ciera de uno de sus principales instrumentos  para hacer política económica. 
Más bien todo indicaba que, ante los desafíos que planteaba la misma re-
forma –incluyendo riesgos como un “shock” externo de grandes proporcio-
nes– se requería un banco central fuerte, para que junto con su tradicional 
compañero de viaje –el Ministerio de Hacienda– fortaleciera el papel del 
Estado para salir de la fase de lento crecimiento que se venía registrando 
desde 1996 y, que según nuestra opinión, se gestó precisamente en el primer 
intento de dolarizar la economía por el clima de incertidumbre que causó y 
las medidas de política que, aparentemente de manera deliberada, se toma-
ron posteriormente para sustentar más, desde el punto técnico y financiero, 
una decisión que nunca fue abandonada.

Al respecto, Melhado (1997) ha sugerido que Calderón Sol, sin mayor res-
paldo desde la perspectiva económica que le advirtiera sobre los riesgos y 
ventajas de las medidas, entre las cuales estaba el tema cambiario, aprobó 
el plan del Ministerio de Hacienda y del BCR, además de dar luz verde para 
su ejecución.

Asimismo, sostiene que la primera prueba de fuego fue su presentación ante 
los organismos internacionales en Washington, en noviembre de 1994, y 
que en dicha oportunidad los expertos rebatieron los argumentos en que se 
apoyaba el programa: la reforma cambiaria. Relata que la conclusión “fue 
que no convenía implementar la medida cambiaria, pero a su regreso al país, 
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los promotores de la idea no tomaron en cuenta las observaciones realizadas 
por los expertos de dichos organismos y lo único que decidieron fue no ha-
blar de la opción de la caja de convertibilidad y sí de la conveniencia de la 
dolarización total de la economía”.

No tenemos ninguna duda que la restricción monetaria que se impuso en 
el tercer trimestre de 1995, cuando ya la economía había empezado a dar 
muestras de desaceleración, exacerbó las causas originales de ese fenómeno 
y se convirtió en lastre para que el sistema continuara adormecido.

El énfasis desproporcionado que se puso en el  mantenimiento de la es-
tabilidad de precios, la constante intervención del BCR en el mercado de 
divisas para sostener  artificialmente fijo  el tipo de cambio –no importa que 
el mercado diera señales de que el precio de la divisa iba para arriba o para 
abajo– y la excesiva preocupación por mantener un alto nivel de reservas 
internacionales, más bien sugieren que todo iba en la dirección de seguir 
preparando el terreno para la dolarización.

Acevedo (2001) es más generoso. Asume que a pesar del prolongado pe-
ríodo de gestación de la iniciativa, la decisión de dolarizar a partir del 2001 
parece haber respondido  a un desesperado intento de la administración Flo-
res de sacar al país del letargo económico en que estaba sumergido desde 
mediados de los noventa y, paradójico para nosotros, de atajar las críticas 
generadas por la incapacidad del gabinete de responder durante año y medio 
de gestión, al desafío de insertar competitivamente al país en el mercado 
global.

Destaca el mismo autor, que la decisión se tomó ciertamente en un con-
texto diferente que aquel que prevalecía cuando abortó el primer intento 
de dolarización y cuando organismos como el Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional se mostraron escépticos respecto a la viabilidad de 
la medida vis a vis los logros obtenidos en materia de estabilidad macroeco-
nómica: “Con bombos y platillos la administración Flores anunció la Ley 
de Integración Monetaria como la espada que permitiría cortar de un tajo el 

255  Economía, desastre y desarrollo sostenible. Págs. 31 y 32. FLACSO/Programa  El 
Salvador. 2001.
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nudo gordiano del estancamiento económico y borrar al país de ‘la lista de 
perdedores’ de la globalización”256.

Esta vez, dichos organismos aparentemente habían cambiado un poco de 
posición, avalando así fuera cautelosamente el cambio del régimen mone-
tario,  pero nunca se supo la versión oficial de ambas instituciones. Las 
referencias al tema provenían de funcionarios de tercer nivel de esos orga-
nismos, quizás más movidos por esas extrañas lealtades que se dan en esas 
instancias con los ministros de Hacienda y los presidentes de los Bancos 
Centrales, que son sus verdaderos jefes, aunque como directores provengan 
de países del tercer mundo256.

En su defecto, lo que se publicitó y cobró amplios espacios en los medios 
de comunicación, fueron las posiciones del entonces presidente de Argenti-
na, Carlos Saúl Menen y su alter ego, el súper ministro Domingo Cavallo, 
sin olvidar que fueron ellos los artífices de la Caja de Convertibilidad en la 
Argentina, con los nefastas implicaciones que tuvo ese régimen monetario 
en la crisis financiera y política que vivió ese país entre 2000 y 2001. Tras-
cendió que ese apoyo se gestó a petición de los banqueros nacionales que 
eran los que, según se decía, se beneficiaban de la medida por el elevado 
endeudamiento en que habían incurrido en el exterior.

2) INTERFASE

El 20 de julio de 2000 se llevó a cabo el Primer Encuentro Nacional de la 
Empresa Privada (ENADE I) que sirvió de punto de partida para re-posicio-
nar al sector privado organizado del país después del inusitado interés que 
había generado en buena parte de la sociedad salvadoreña, el lanzamiento de 

256  Un economista salvadoreño que por esa época se desempeñaba como colaborador 
de los directores que en el Banco Mundial representaban a El Salvador y a los demás 
países centroamericanos, entre otros, me comentó que todo se había mantenido a ese 
nivel, y que el tema nunca fue elevado a las instancias decisorias de la institución, aun-
que su nombre se invocara frecuentemente por los impulsores de la idea, sin duda para 
dar la imagen de que el cambio del signo monetario era del agrado de los organismos 
financieros más importantes del mundo. Circuló además la especie de los contactos 
con el Tesoro y la Reserva Federal de los Estados Unidos, pero la versión oficial de los 
resultados de las conversaciones, si los hubo, nunca fueron del dominio público con 
suficiente transparencia.
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El manifiesto salvadoreño a principios de julio de 1996. Decimos reposicio-
namiento,  porque en medio de esas dos iniciativas de la cúpula empresarial, 
el presidente Calderón Sol tomó la decisión de crear la Comisión Nacional 
de Desarrollo (CND), que aunque surgió con  propósitos diferentes, podía 
dar la impresión de que el gobierno estaba compitiendo con las iniciativas 
privadas, o a la inversa. Por ello es que la ANEP decidió dejarle el espacio 
necesario a esta última.

En razón de ello, trascurrieron prácticamente cuatro años para que nueva-
mente el sector privado saliera a la palestra con un evento que desde su lan-
zamiento, igual ha posicionado al sector privado organizado ante los otros 
sectores y la sociedad en general, preocupándose en todas las ediciones de 
hacer planteamientos serios y sensatos al gobierno, para contribuir en la 
formulación de políticas públicas que potencien el desarrollo económico y 
social del país.

En la presentación del documento que sirvió de base para el encuentro de 
2000 se lee lo siguiente: “La Asociación Nacional de la Empresa Priva-
da (ANEP), preocupada por la situación económica prevaleciente y fiel a 
su compromiso de contribuir permanentemente al desarrollo económico y 
social del país, en el marco de los principios de libre empresa, ha tomado 
la iniciativa de formular la presente “Propuesta para la reactivación de la 
economía nacional: Un compromiso de todos”.

Después del marco de referencia, que alude a los principios en que se sus-
tenta la propuesta, al compromiso que asumen los empresarios alrededor 
de la misma, al contexto en el cual se inscribía la iniciativa y al análisis del 
rumbo de la economía, la parte sustantiva del documento se inicia con el ca-
pítulo “V. Requisitos para la promoción de las exportaciones y la atracción  
inversión extranjera directa”.

Por una lógica elemental, en una formulación de ese calibre, cualquier re-
ferencia a la política cambiaria debería de haberse incluido en el referido 
capítulo, o en otro más específico, dada la relevancia que el tema tiene en 
cualquier estrategia de desarrollo que pretenda cimentarse en los mercados 
externos. 

Sin embargo, ni por asomo se planteó ese tema. ¿Omisión imperdonable? 
Probablemente. Pero también es plausible –y en esto preferimos hacernos 
los suecos– que el régimen cambiario no apareciera de manera explícita 
como una propuesta de la cúpula empresarial, por el riesgo de abrir un de-



302

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

bate sobre un tema extremadamente sensitivo, en un momento en que las 
relaciones con el gobierno del presidente Flores, no eran del todo cordiales, 
aun cuando a nivel de ANEP nunca se hubiera hecho de ese virtual aleja-
miento, un asunto de honor.

Es cierto que el tema no había salido de la agenda de la empresa privada des-
de el primer intento de dolarización en 1995 y de eso hay pruebas, como se 
señala más adelante. Personalmente suscribíamos esta visión institucional y 
al respecto escribimos la columna que se presenta en el recuadro Nº2.

Recuadro Nº 2

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (12/04/99)

¿HAY UN LADO OCULTO EN LA DOLARIZACIÓN?

Uno tiende a asociar la democracia, con la alternancia en el poder, la 
participación activa de la ciudadanía en el proceso político, la posibili-
dad de hacer valer los derechos ciudadanos y otras cosas por el estilo. 
El debate en torno a problemas nacionales que se salen de la esfera 
política, es también parte esencial de los espacios que ofrece el sistema, 
y esto es lo que ocurre por ejemplo por estos días con el tema de la “do-
larización”, acerca del cual cada vez se aprende más.

Por más de una razón, hemos estado en la trinchera de los que han 
cuestionado esa iniciativa, que puede resultar tentadora para algunos 
–especialmente por la forma parcial con que la presentan sus auspicia-
dores– pero que en la práctica conlleva grandes riesgos para el país en 
general, aun cuando ciertos sectores se beneficien de ella. Sin embargo, 
hasta hoy, como otros economistas que se han ocupando del tema, úni-
camente hemos abordado lo más obvio y no ciertos aspectos subyacen-
tes en –o conducentes a– la dolarización.

Por ejemplo, algo que cobra cada vez más aceptación en círculos de 
economistas salvadoreños, es que la política monetaria restrictiva de 
los últimos años puede haber tenido entre sus propósitos –obviamente 
no en forma explícita– preparar el terreno para la dolarización, aun 
cuando ello se hubiera hecho a un costo económico y social muy alto, 
en términos de menor producción y empleo. Aunque esto es difícil de 
validar en la práctica, algo se puede inferir al examinar la tendencia de 
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los principales agregados monetarios y la práctica del Banco Central 
en el uso de los instrumentos de control respectivos.

Otro aspecto no analizado –quizás porque los abanderados de la dolari-
zación la presentan como la panacea – es la forma acrítica y entusiasta 
con que algunos respaldan la idea, a pesar de la contundencia con que 
han sido planteados sus aspectos negativos. Detrás de estas posiciones 
no puede haber otra razón que sacar provecho de la sustitución de la 
moneda, para a través de la eliminación del riesgo cambiario, reducir 
el costo de sus deudas en el exterior en que han incurrido principalmen-
te los bancos y el mismo gobierno.

De lo anterior se deriva, en opinión de algunos entendidos, un corolario 
muy importante. En la medida en que la economía salvadoreña padece 
de un desequilibrio fundamental, expresado en una elevada y perma-
nente brecha comercial, la dolarización vendría a constituir una forma 
poco ortodoxa de lograr el ajuste, pues el equilibrio general se alcan-
zaría en base a la disponibilidad de dólares. Siendo así, el énfasis de 
la estabilidad se concentraría todavía más en el lado de la demanda, lo 
que traería consigo, especialmente si persiste un déficit fiscal, un nivel 
mucho menor de actividad económica.

Estos y otros temas no han sido tocados obviamente por los defensores 
de la dolarización, pero no por  ello deberían ser eludidos en cualquier 
análisis serio de la propuesta. Estos (que además se consideran los úni-
cos expertos en la materia), pretenden convencernos de que con el cam-
bio del signo monetario, todos ganamos. Pero llevada la discusión del 
tema a una categoría superior, el lado oculto de la dolarización debe 
también ser descubierto, para evitar que se nos impongan decisiones 
que, afectando a la mayoría, vulneran la esencia misma de la democra-
cia.

En las conclusiones y recomendaciones de la investigación realizada por la 
empresa privada, se puede constatar que las gremiales consultadas tenían 
perspectivas y opiniones divergentes, por lo que la cúpula no estaba en ca-
pacidad de abrogarse la decisión de avalar ni en privado, mucho menos en 
público, una medida que, como el cambio de signo monetario, tenía serias 
implicaciones que iban de lo estrictamente económico, pasando por lo so-
cial, hasta lo político.
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La agenda del país en esos momentos estaba sobrecargada con problemas 
más relevantes para el desarrollo nacional, como el lento crecimiento de la 
economía y un ambiente político enrarecido, en parte, por las ya señaladas 
distantes relaciones entre el sector privado y el gobierno y entre este y la 
oposición. Aún así, había en el seno del Comité Ejecutivo de ANEP la opi-
nión casi generalizada de que no era conveniente eludir el tema.

Bajo esas circunstancias se decidió previamente a la realización de ENADE 
I, correr una encuesta entre un número significativo de socios de las gre-
miales de ANEP que incluía 48 temas entre los cuales se encontraba ocu-
pando el lugar 33, el referido al régimen cambiario. La administración de la 
encuesta estuvo a cargo de la empresa que se había contratada para apoyar 
logísticamente el evento; consecuentemente, los datos fueron tabulados por 
la misma con total libertad. Este simple hecho, sin duda definió en gran 
medida del destino del colón.

Como colofón de algo sustantivo que había concitado el interés de una au-
diencia ávida de soluciones para los problemas que seguía enfrentando el 
país, como eran las propuestas concretas para la reactivación de la econo-
mía, surgió algo inesperado.

El grueso de la audiencia quedó sorprendido cuando un conocido economis-
ta chileno, ex director técnico del Departamento de Estudios Económicos y 
Sociales de FUSADES y socio mayoritario de la referida empresa, al dar a 
conocer el resultado de la encuesta, puso todo el acento en que la mayoría 
de empresarios consultados estaba de acuerdo con la dolarización. 

Recuerdo que compartía la mesa con los hermanos Ricardo y Francisco 
Quiñónez, quienes al escuchar semejante veredicto se vieron las caras, para 
acto seguido preguntarme casi al unísono de dónde se originaba esa “bro-
ma”. Simplemente me encogí de hombros para insinuar que lo desconocía. 
La sorpresa llegó hasta los miembros del comité ejecutivo que presidían la 
mesa principal, pero al mismo tiempo el anuncio resultó placentero para 
los altos funcionarios del gobierno ligados al proyecto y que habían sido 
invitados al evento.

Obviamente, el objetivo central del primer ENADE se diluyó y los medios 
de comunicación se ocuparon principalmente de resaltar la noticia de que 
los empresarios avalaban la dolarización, especie que cobró asidero cuando 
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el súper ministro de la administración Flores hizo de ese supuesto apoyo, 
la principal bandera para vender un producto que su antecesor, según me lo 
comentó él mismo, no quiso hacer por el elevado costo político que impli-
caba y los pocos dividendos económicos que presagiaba.

Además, algo sugería que el proyecto era más un intento de sus más cer-
canos colaboradores de pasar ellos mismos a la posteridad como grandes 
reformadores, aunque se les dé el beneficio de la duda de que estaban genui-
namente convencidos que con la dolarización el país iba realmente a alzar 
vuelo.

En este ambiente, cualquier iniciativa distinta que se planteara, así fuera 
para repensar la iniciativa, era anulada por los que estaban directamente 
detrás de la idea, acudiendo a todo subterfugio –por deleznable que este 
fuera– para seguir con su proyecto. Indudablemente detrás del mismo y las 
otras medidas que inicialmente lo acompañaban (arancel cero y aumento 
del IVA), había una mezcla de ingredientes económicos y la búsqueda de 
un posicionamiento político firme del presidente Calderón Sol, que sus más 
allegados colaboradores se ocupaban de estimular, recordando el éxito eco-
nómico de la administración anterior y el protagonismo del llamado “Presi-
dente de la Paz”257.

Eso era entendible y nadie puede estar en contra de que un mandatario quie-
ra pasar a la historia por sus buenas obras. Después de todo, aparte de otras 
cosas “menos pedestres”, al poder se llega pensando en dejar huella; no para 
pasar a la posteridad solo esperanzado a que la sociedad lo recuerde como 
un hombre que pasó por la primera magistratura sin pena ni gloria.

Sin embargo, Calderón Sol se caracterizaba por oír opiniones de otros. En 
efecto, allá por abril de 1995, en lo más complicado del momento que ha-
bían creado las medidas, el vicepresidente de la República, doctor Enrique 
Borgo Bustamante, llamó a un grupo de economistas para que en su presen-
cia, el ingeniero Manuel Enrique Hinds (todavía no era ministro de Hacien-
da) hiciera una presentación de las ventajas de la dolarización. Tuvimos dos 

257  Melhado, Oscar. El Salvador: Retos económicos de fin de siglo. UCA EDITORES, 
1997. Págs. 97 y 98.
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reuniones y el promotor del proyecto no convenció a nadie, dejando la im-
presión además que los cuestionamientos de los invitados habían generado 
en el mandatario con serias dudas sobre las bondades del proyecto258.

Pero como demostraron los hechos, la oposición de la empresa privada y de 
otros sectores, al proyecto, tampoco se podía obviar. Particularmente para la 
mayoría de las gremiales empresariales –en cualquier tiempo y espacio– el 
paso se consideraba sumamente riesgoso y además innecesario, tomando en 
cuenta la larga historia de estabilidad financiera del país. Este mero hecho 
debilitaba cualquier argumento de sustituir el colón por el dólar, moneda 
que si bien seguía siendo el principal referente para las transacciones in-
ternacionales, ya había empezado a reeditar sus debilidades después del 
abandono del sistema de paridades fijas en 1973, que había venido rigiendo 
desde la Conferencia de Bretton Woods en 1945.

Desde el momento mismo del lanzamiento del euro en enero del 2001, todo 
hacía prever que el dólar estadounidense poco a poco iría perdiendo impor-
tancia como principal moneda de intervención, y esto, por sí solo ya era, a 
juicio de los entendidos, razón suficiente para elaborar seriamente sobre el 
tema. Precisamente por ello, algunos se inclinaban por la opción de fijar el 
tipo de cambio del colón en relación a una canasta de monedas; entre ellas, 
si no recordamos mal, estaba el ingeniero Arturo Zablah, ministro de econo-
mía en el gobierno de Cristiani y férreo opositor a la dolarización.

Nos imaginamos, sin embargo, que uno de los problemas con que a diario 
se debate un gobernante es la insistencia hasta el cansancio de sus princi-
pales colaboradores para venderle ideas que pocos quieren comprar. Nue-
vamente, el ex Presidente Calderón, con la camaradería que le caracteriza, 
me comentó una vez que los que defendían la dolarización llegaron hasta 
cansarle. Tampoco los tolerábamos nosotros. Al respecto escribimos la co-
lumna reproducida en el recuadro Nº 3.

258  Entre los invitados estaban, según recuerdo, el Ing. Mario Dalponte, el Ing. Arturo 
Zablah, el doctor Willian Pleitez, el licenciado. Rafael Rodríguez Loucel y el Doctor 
Alex Segovia, además del suscrito. Los primeros dos arremetieron sin miramientos al 
expositor, y tengo bien presente, cuando el ingeniero Dalponte le dijo textualmente: 
“Recuerde ingeniero Hinds, que los presentes somos todos economistas y que no ne-
cesitamos que nos dé una lección de cómo se establecen los precios en una economía 
de libre mercado”. Y en realidad, él trataba de utilizar unas curvas de oferta y demanda 
para demostrarnos cómo se establecían el precio de la divisa.
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Recuadro Nº 3

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (13/03/00)

¡QUÉ NECEDAD TAN GRANDE!

Hoy ya no es solo en El Salvador; ahora es también en otros países y en 
boca de extranjeros, que se ha retomado la fantástica idea de dolarizar 
la economía nacional. Menudo problema adicional en el que nos quie-
ren meter, como si no tuviéramos ya bastante con el magro desempeño 
de la economía.

De concretarse esa idea, se habrá dado el tiro de gracia a una de las 
pocas opciones que tenemos para salir del estancamiento, como es el 
manejo discrecional de la política monetaria y cuyo carácter restricti-
vo, explica en gran medida el lento crecimiento económico.

Y el problema es que, ni las grandes luminarias que se reunieron la 
semana pasada en Dallas, Texas, para tratar el tema, han hecho un 
aporte significativo acerca de los supuestos beneficios de la dolariza-
ción. Siguen con los mismos argumentos de que ayudaría a reducir la 
tasa de interés y a atraer inversión extranjera al país. Por supuesto, yo 
no me atrevería  a negar algunos beneficios de tal decisión, como es 
la eliminación del riesgo de la devaluación y el de lograr una mayor 
estabilidad de precios.

En cuanto la reducción de la tasa de interés, que es lo que provoca 
alguna reacción positiva en ciertos sectores, ello no lo garantiza la 
dolarización “per se”, especialmente porque la oferta de fondos pres-
tables en moneda extrajera en el mercado local y la misma inversión 
extranjera, están ligados a otros factores, como la forma de organiza-
ción del sistema financiero y el llamado “riesgo país”. Este último, in-
fortunadamente, es alto y amenaza con agravarse más, a medida que la 
comunidad internacional se percata de los planteamientos económicos 
de la izquierda.

No es un simple fenómeno aislado, el que el país, a pesar de sus cre-
denciales de estabilidad financiera (algunos le llaman estabilidad ma-
croeconómica), sea en América Latina  el menos favorecido, después de 
Haití, con flujos de capital vinculados con inversión extranjera directa. 
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Es en esencia la inseguridad (obviamente no en el aspecto cambiario), 
lo que está afectando la buena imagen que El Salvador tiene en otros 
aspectos.

He conversado recientemente con empresarios, economistas y otras 
personas que se desenvuelven en diferentes actividades, y todas ellas 
han coincidido en que el tema de la dolarización, siendo extremada-
mente sensitivo, se sigue tratando con una liviandad que raya en la 
irresponsabilidad, porque se persiste en considerarla como una pana-
cea u objetivo en sí mismo, para decir lo menos, cuando los problemas 
y las soluciones de fondo están en otras áreas.

No reparar en la verdadera naturaleza de nuestros problemas econó-
micos, y más aún, agravar la situación social utilizando la medicina 
equivocada, es seguirle brindando la oportunidad a la izquierda para 
que continúe desacreditando el modelo de economía de mercado por el 
que hemos optado.

Como lo dijimos en otra oportunidad, la idea de la dolarización no se-
ría descabellada, si Centroamérica e idealmente toda América Latina, 
abrazara el movimiento. Pero que un país pequeño como el nuestro, se 
convierta en el “efecto demostración” (o en conejillo de indias), es una 
total aberración económica, especialmente si la iniciativa se gesta en 
el exterior.

3)  UNA NUEVA OFENSIVA

Pero aunque hubiera abortado el primer proyecto por las razones antes 
expuestas y aun cuando hubiera concluido la segunda administración de 
ARENA (durante la cual comenzó a cobrar forma una iniciativa que había 
venido siendo impulsada subrepticiamente desde la primera) el proyecto 
siguió. Detrás de ella estaba el nuevo Presidente del BCR quien fue la mano 
derecha del Ing. Orellana Milla en la administración anterior y, desde luego, 
el ex Ministro de Hacienda –que había sido el inspirador de la idea– con la 
ventaja que ya como asesor del BCR podía ejercer mayor influencia sobre la 
decisión, sin sacar la cara y menos, comprometerse políticamente. 

La experiencia que estos habían adquirido con el proyecto inicial, no fue en 
vano. Ellos entendieron que si este había abortado años atrás, era en buena 
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medida porque sus opositores habían puesto el dedo en la llaga, cuando 
señalaron explícitamente las condiciones mínimas que se requerían para 
que el cambio del signo monetario fuera viable, más allá de las reservas 
que también habían hecho explícitas las gremiales empresariales sobre lo 
riesgoso de dar el paso. Para sustentar de manera técnica la dolarización se 
necesitaba un basamento financiero que lo hiciera viable.

Por supuesto que los propulsores del primer proyecto sabían eso; en reali-
dad puede señalárseles de obsesivos con el tema, pero no como ignorantes. 
Si nuestra percepción es correcta, la diferencia estaba en que con la admi-
nistración Flores tenían tiempo para justificarlo más técnica y financiera-
mente y para ello se necesitaba crear las “condiciones objetivas”, aunque en 
retrospectiva se considere que eso fue su peor error.

Además, sus impulsores encontraban en la personalidad un tanto engreída 
y soberbia del mandatario, un ingrediente perfecto para convencerlo de que 
la dolarización era, en palabras de Acevedo, “la panacea para resolver todos 
los problemas que aquejaban a la economía salvadoreña” y permitiría lograr 
lo que dos administraciones consecutivas de ARENA no habían consegui-
do, esto es, sentar cimientos sólidos para impulsar una estrategia de desarro-
llo orientada hacia afuera que (permitiera) a El Salvador aproximarse a las 
economía de alto desempeño mundial”259.

Pero a los empresarios no los terminaba de convencer el proyecto. Ubicán-
donos en una dimensión temporal un poco anterior podemos decir que en 
la visión de aquellos, los desafíos que planteaba una dolarización no eran 
sencillos. Unas finanzas públicas sanas –que en cualquier caso son necesa-
rias– unas reservas internacionales elevadas y una inflación baja –que eran 
igualmente indispensables, pero que pasados ciertos niveles también crean 
problemas– y un sistema bancario saludable, eran algunas de los prerrequi-
sitos para dar el paso. Y en todo esto, la clave estaba en el manejo moneta-
rio-financiero desde el Banco Central, especialmente si este tenía todavía un 
papel primordial que jugar a través del Programa Monetario.

Conociendo los movimientos del ex Ministro de Hacienda de la adminis-
tración Calderón Sol, quien se escudaba en funcionarios de tercer nivel del 
Banco Mundial y del Fondo Monetario para dar a entender que contaba con 

259 Ibíd. Página 32
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un respaldo internacional sólido para impulsar el proyecto, el sector privado 
se esforzó para hablar a una sola voz sobre el tema.

Así, mientras el tanque de pensamiento de la empresa privada se hacía ase-
sorar de expertos y académicos de prestigio internacional, ANEP auscultaba 
entre sus gremiales sus reacciones ante un proyecto que, de materializarse, 
podía –como parecía obvio aun en términos apriorísticos– favorecer a algu-
nos sectores, pero al mismo tiempo, perjudicar a otros. El enfoque nacional, 
cobraba entonces un verdadero significado.

En ese contexto, durante los primeros meses de 1999 hizo un ejercicio de 
aproximación al tema, conjugando el conocimiento de varios economistas 
de sus gremiales y la posición institucional de buena parte de ellas. Una 
síntesis de los resultados del estudio se publicó en la revista “Unidad Em-
presarial”, principal órgano divulgativo de la cúpula empresarial260.

Puede constatarse en ese informe que no había una opinión contundente ni 
en pro ni en contra de la dolarización. Más bien lo que sobresalía, era un 
intento de abordar un tema de suyo complejo y con particularidades muy 
propias, bajo la influencia de lo que en ese momento se consideraba como 
una opción intermedia (la caja de convertibilidad) a partir de los supuestos 
éxitos que en ese momento estaba teniendo Argentina.

No faltaron, sin embargo, consideraciones acerca de las ventajas y desven-
tajas de la dolarización y sobre las condiciones que debían darse en el cami-
no de modificar el régimen monetario vigente.

En cuanto a las ventajas, tanto de la Caja de Convertibilidad como de la 
dolarización total, surgió de manera contundente la eliminación del riesgo 
cambiario, la reducción de la tasa de interés y el acceso a recursos inter-
nacionales provenientes de préstamos e inversión extranjera, con un dife-
rencial positivo que estaría dado por la reducción del riesgo país. En este 
caso, se adoptó como un axioma el hecho de que la reducción de la tasa de 
interés, contribuiría a la disminución de los costos de producción, mientras 
que la eliminación de la facultad (constitucional) del Banco Central para 
emitir moneda, inhibiría al gobierno de provocar inflación a través de la 
emisión inorgánica de dinero. La eliminación de la interferencia política en 

260 Unidad Empresarial. Volumen 57, mayo-junio de 1999. 
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el manejo de la moneda y el crédito, también se reputaba como una ventaja 
en sí misma.

En cuanto a las desventajas, se señalaba la pérdida del margen de manio-
bra para enfrentar las consecuencias de un shock externo y sobre todo la 
pérdida total de la política monetaria como instrumento de estabilización, 
orientación del crédito y costo del dinero. La pérdida del señoreaje tampoco 
era un tema menor. Por consiguiente, ante la presencia de desequilibrios 
persistentes, el ajuste solo podría darse a costa del empleo, los salarios y la 
contracción de la actividad económica.

En lo que corresponde a las condiciones que deberían darse para la sustitu-
ción total de la moneda nacional o un esquema de bimonetarismo, se consi-
deró importante el equilibrio fiscal, el nivel de las reservas internacionales 
netas, la solidez del sistema financiero, sin dejar de señalar su organización 
oligopólica del sistema bancario, el equilibrio comercial y la necesaria fle-
xibilidad del mercado laboral.

Punto de especial relevancia en el enfoque empresarial, fue el tema consti-
tucional. En este aspecto y a tenor de lo que establece el art. 111 de la Carta 
Magna, se consideró inevitable una reforma constitucional “que tiene que 
pasar por amplio consenso nacional”.

Al hacer un balance general, se puede decir que la opinión de la mayoría de 
las gremiales era de precaución y cautela, en un entorno ya de por si com-
plicado por una fase de lento crecimiento que ya duraba casi cinco años. 
No obstante, como se ha dicho, algunos economistas han sugerido que la 
decisión de dolarizar la economía, podría haber respondido a un intento des-
esperado del gobierno del Presidente Flores de sacar al país del prolongado 
estancamiento económico. (Acevedo, 2001).

Con respecto a este último tema, Karmin sostiene que El Salvador, a dife-
rencia de Ecuador, no estaba sufriendo una crisis financiera en el momen-
to que dolarizó su economía. Tampoco estaba experimentando una notable 
depreciación de su moneda (la tasa de cambio era 8.75 colones por dólar, 
mientras la relación de la moneda ecuatoriana –el sucre– era de 25,000 a 
uno). Señala entonces que el país centroamericano vio la dolarización como 
un paso lógico hacia adelante para estimular un crecimiento más rápido, 
a través de la reducción del riesgo cambiario y la creación de condiciones 
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para reducir la tasa de interés y atraer más inversión extranjera directa261. 
En otras palabras, este autor le da en este plano un cierto respaldo a los ar-
gumentos oficiales.

Si sacar al país del prolongado estancamiento fue la razón principal para 
cambiar el régimen monetario, la conclusión, en un sentido ex post, es que 
la medicina resultó peor que la enfermedad, porque ni aun el contexto inter-
nacional, al menos en lo que tiene que ver con la parte real de la economía, 
abonaba la medida. En los hechos, no había virtualmente ningún argumento 
financiero o económico para justificarla, aunque sus promotores se preocu-
paran por insistir hasta la saciedad, en  sus supuestos beneficios.

Por el contrario, el magro desempeño de las exportaciones, la creciente bre-
cha comercial y la sobrevaluación que venía acumulando la moneda nacio-
nal, aconsejaban, mantener una política cambiara flexible, aunque desde 
1993 el colón se hubiera conservado virtualmente en una relación de 8.75 
por dólar, debido a la intervención sistemática del BCR en el mercado de 
divisas. 

Aun así, había otros temas en agenda que sugerían que el país estaba tra-
tando de dar un gran salto de calidad por otras vías. La Comisión Nacional 
de Desarrollo había concluido uno de sus más importantes aportes con su 
estrategia de conectividad y apuestas territoriales. Este sí era un tema rele-
vante que debería contar con el apoyo decidido de todos los sectores. Así, 
la máxima dirigencia política, los más visibles líderes empresariales y otras 
personalidades, fueron convocados en noviembre de 2000 a las instalacio-
nes de Casa Presidencial para el lanzamiento público de una iniciativa que 
estaba supuesta a cambiar la geografía económica, el escenario político y 
los determinantes sociales y culturales  del país. 

Todos salimos de la reunión, vistiendo imaginariamente una camisa con los 
colores de la bandera nacional. Pero la ilusión y el regocijo fueron efíme-
ros. Al día siguiente el presidente Flores, en vez de exaltar los objetivos del 
encuentro de la noche anterior, anunció la dolarización de la economía, a 
partir del primero de enero del 2001.

Me consta que muchos empresarios lo tildaron de poco ético, otros fueron 
más allá, con calificativos que no pueden quedar consignados en este texto. 

261 Karmin, Craig. Biography of the dollar. New York: Crow Publishing Group, 2008. 
Pág.185
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Esto es parte de una historia no contada, inmediatamente recordaremos otro 
episodio más grave, aunque este sí es del conocimiento, al menos de una 
parte de la población. 

En efecto, la trasnochada justificación económica, financiera y técnica de 
la dolarización, encontraría en la esfera política su más cínica mascarada. 
Al menos, el primer obstáculo en este campo estaba salvado previamente 
y esto lo sabían el Presidente y sus más cercanos colaboradores. Pero la 
medianoche del 24 de octubre de 2000 un reconocido diputado protagonizó 
un delicado incidente con agentes de la PNC, que lo llevó a la antesala de 
un antejuicio262.

Esto, desde luego, era un caso casi inédito, con un solo antecedente en la 
primera administración arenera pero por razones totalmente distintas, aun-
que también diferentes a las que llevaron al Presidente del BCR a rendir 
cuentas ante la Asamblea Legislativa. Sin embargo, las implicaciones de 
aquel incidente en la credibilidad del partido gobernante, se puso a prueba 
cuando tuvo que pactar con su tradicional aliado –al cual pertenecía el indi-
ciado– para pasar una ley que terminó por desprestigiar más al gobernante 
de turno.

Lo que siguió también es parte de la historia. El antejuicio que se planteaba 
como el escarmiento mínimo para el diputado fue canjeado por los votos de 
su partido a favor de la dolarización, en un acuerdo bajo la mesa que vino a 
ser otro golpe para la institucionalidad del país, en la medida en que se bajó 
a simple categoría de una ley secundaria, un tema que todavía tiene rango 
constitucional.

Sin embargo, la historia de la dolarización tiene matices que van más allá de 
la dudosa justificación económica y el debilitamiento institucional. Hay en 
el medio, elementos que hacen a la esencia misma del sistema económico. 

262 Glower presenta así el caso: “Cuando el Gobierno presentó la LIM ante la Asamblea 
Legislativa, ésta se encontraba en proceso de desaforar a un diputado, ex-vicepresidente 
de la República, de un partido de derecha no oficial. El tal diputado se había enfrentado 
a balazos con la policía, hiriendo a un agente, en una madrugada de borrachera. Por lo 
menos un diputado del partido oficial, exdirector nacional de la policía, había dicho en 
público que iba a votar por el desafuero. El día de la votación para el desafuero no se 
lograron los votos; el diputado oficial, ex-director de la policía, se encontraba fuera del 
país. Los votos del partido del diputado en peligro eran suficientes para lograr la ma-
yoría simple que aprobara la LIM dos días después”. Nueva Sociedad, Nº 172, Marzo 
/ Abril 2001.
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La teoría económica convencional sugiere que una economía que se rige 
por el sistema de precios, la fijación de estos solo se justifica en épocas de 
emergencia nacional.

Es curioso, pero este aserto viene de un distinguido economista estadouni-
dense, a propósito, precisamente, de la gran discusión que hubo entre gran-
des especialistas poco tiempo antes de la ruptura del sistema de Bretton 
Woods en 1973 y que en nuestro caso cae como anillo al dedo cuando la 
decisión de dolarizar la economía se inscribe en el modelo económico que 
se estaba tratando de consolidar en el país263.

En nuestro caso, no solo no había un escenario de esa naturaleza, sino que 
se optó por fijar el precio clave en la parte externa de cualquier economía, 
principalmente en el contexto de un mercado global: el tipo de cambio. 
Además, esta decisión se tomó en momentos en que el país empezaba a ne-
gociar un tratado de libre comercio con su socio más importante y aunque 
en este aspecto no hay investigaciones de base para aseverarlo con certeza, 
existen evidencias de que a partir de la dolarización se acentuó la terceri-
zación de la economía, como producto lógico de decisiones de los agentes 
económicos que se dieron cuenta que el negocio del futuro estaría en los no 
transables y las importaciones, ya que el nuevo sistema monetario alteraría 
el sistema de precios relativos en contra de las exportaciones.

Pero estos son solo algunos de los resultados de un comportamiento, ya no 
institucional, sino personal de los que en su momento tomaron la decisión 
de cambiar el régimen monetario del país. Este fue un paso que con el correr 
de los años ha llegado hasta marcar la historia política del país pues no es un 
simple estado de ánimo temporal, que después de nueve años, las encuestas 
de opinión sigan cuestionando la dolarización, aunque a estas alturas todo 
indica que revertir la medida sería más perjudicial que beneficiosa para el 
país. Sin embargo, Glower (2009) y González Orellana (2008 y 2009) de-
fienden el retorno al régimen cambiario anterior,  

Con la decisión tomada, nosotros, que adversamos la medida hasta el último 
día, escribimos lo que recoge el recuadro Nº 4.

263  Halm, George N. “Fixed exchange rates and the market mechanism”, en Approaches to 
greater flexibility of exchange rates. Varios autores. Ed. By George N- Halm. Princeton 
University Press, 1970.
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Recuadro Nº 4

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (04/12/00)

COMSUMATUM EST

Nos habíamos hecho el propósito de no hablar del tema mientras no 
se tomara una decisión, y lo cumplimos. Lo hicimos, por dos razones: 
primero, para no echarle más leña al fuego, y segundo, porque nuestra 
opinión no iba a cambiar nada. Todo estaba consumado, incluyendo la 
negociación de los votos, así fuera violentando la institucionalidad.

Además es de sobra conocida nuestra posición en torno a la dolariza-
ción. Equivocados o no, hicimos la lucha a lo largo de cinco años, y 
no con argumentos descabellados. Todavía más, señalamos insistente-
mente como un error imperdonable, desplazar objetivos superiores de 
cualquier política económica responsable (incremento de la producción 
y el empleo, y la distribución no forzada del ingreso nacional), solo 
para viabilizar el cambio del signo monetario. Así, la medida se tomó 
en presencia de una precaria situación económica, a la cual nos llevó 
justamente el proyecto de dolarización, no sin antes haber destruido 
miles de puestos de trabajo y haber minado el potencial de crecimiento 
del PIB, cuando menos, en 25 por ciento.  

Pero todo esto es cosa del pasado. Para cerrar definidamente este ca-
pítulo, solo nos resta comentar aspectos de bulto, aunque no estén rela-
cionados con sofisticadas elaboraciones económicas.

En primer lugar, está una cuestión de principios. Se fijó por decreto 
uno de los precios claves de la economía, quitándole de paso a esta, un 
gran potencial de crecimiento. (No aprendimos la lección argentina). 
¿Y el modelo de mercado, dónde queda? Una regla básica de la política 
económica en una economía de mercado establece que el control de 
precios solo debería usarse en una emergencia nacional. En la práctica 
deshicimos de un plumazo con la mano izquierda (vaya paradoja), lo 
que tanto había costado hacer con la derecha.

En segundo lugar, hay que señalar que estos temas siempre deben ser 
elevados a la categoría de políticas de Estado; por algo el sistema mo-
netario del país aparece tratado en la Constitución. Sabíamos que bue-
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na parte de la oposición no apoyaba la medida, pero precisamente por 
ello era esencial cuando menos un acercamiento de posiciones; así lo 
exige el juego democrático, especialmente en aquellas decisiones de 
política pública trascendentales. La interrogante es si los resultados 
positivos que está previendo el gobierno se darán en la práctica y en el 
corto plazo, para evitar una contra reforma que nos lleve más adelante 
a un verdadero caos financiero.

Un tercer aspecto refiere a la política de apertura comercial. Con la 
dolarización se ha perdido un poderoso instrumento para contrarrestar 
las medidas que en el campo cambiario adopten nuestros socios econó-
micos, a menos que elevemos significativamente la productividad. Una 
salida puede ser la reducción de los  salarios, pero el punto está en si 
esto es moralmente aceptable y socialmente deseable.

Tampoco pueden ignorarse los efectos de la dolarización en el ahorro 
nacional y consiguientemente en la inversión, por  más baja que sea 
la remuneración de los recursos depositados en el sistema bancario y 
menor la  rentabilidad de los títulos valores. El creciente déficit fiscal 
es asimismo preocupante, para cuyo financiamiento solo hay dos opcio-
nes: el endeudamiento permanente, o una mayor carga tributaria.

Finalmente está el mensaje que se está enviando. No conviene exagerar 
los beneficios de la medida, porque el optimismo de hoy, puede conver-
tirse en la frustración de mañana, principalmente en los sectores más 
vulnerables.

En lo que a nosotros concierne, y salvada la cuestión constitucional, 
todo está consumado. Lo que corresponde ahora es “echarle pa’ delan-
te”. Los intereses de El Salvador así lo exigen.

4) ALGUNAS ACOTACIONES SOBRE LOS SUPUESTOS RESUL-
TADOS

Edwards reconoció en un estudio elaborado para FUSADES en  2003 que 
no había desaparecido el riesgo político residual de que la dolarización po-
día ser revertida, percepción que, según él, tenían algunos extranjeros. Por 
lo tanto, recomendaba consolidar el proceso, acelerando la desaparición del 
colón. Por otra parte, estimaba que la deuda del sector público era alta y su 
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trayectoria dejaba al país casi sin espacio de maniobra; de ahí la necesidad 
de desarrollar e  implantar un plan de sostenibilidad fiscal, como el sugerido 
por Acevedo en 2002.

Siempre con relación con la situación fiscal, recomendaba un aumento drás-
tico en el ahorro del sector público, para potenciar el ahorro interno total, 
lo cual pasaba por una revisión del sistema tributario. Un aspecto de igual 
relevancia era la flexibilidad estructural de la economía frente a shocks ex-
ternos, en especial a partir de una flexibilización del mercado laboral. Final-
mente, consideraba el tema de las remesas, cuya importancia en el financia-
miento de la cuenta corriente de la balanza de pagos podía presentar algunos 
riesgos en el mediano plazo. Esto de hecho ya está ocurriendo.

El Banco Mundial (2005) coincide con Edwards en el efecto positivo de la 
dolarización en la reducción de la tasa de interés, lo cual, a su juicio, había 
contribuido a la finalización de las expectativas de devaluación, en la medi-
da en que las empresas salvadoreñas podían endeudarse en el exterior, sin 
incurrir en el riesgo cambiario.

Sin embargo, también señalaba que ese beneficio, unido a la reducción de 
las presiones inflacionarias, implicaba que el Banco Central no podía crear 
liquidez y servir como prestamista de última instancia en tiempos de iliqui-
dez. Consecuentemente, sostenía que en una economía dolarizada era vital 
disponer de un conjunto adecuado de mecanismos para prevenir los riesgos 
de una crisis de liquidez y aliviar las consecuencias de una situación de esa 
naturaleza, en el caso de que ocurra. Sobre este punto, también la crisis fi-
nanciera dio su veredicto.

En buenas cuentas, todo esto recordaba aquellos enfoques de analistas na-
cionales, centros de pensamiento y de gremiales empresariales que reco-
mendaban que antes de dar el paso a la dolarización, debía impulsarse un 
mínimo de acciones y prácticas fundamentalmente al interior del propio 
gobierno, como exigencias ineludibles para que el nuevo sistema monetario 
fuera creíble y se consolidara.

Bajo esa perspectiva, el blindaje contra la devaluación se relativizaba. De 
hecho, algo que por definición resultaba axiomático, no era garantía para el 
logro de los otros objetivos. Más bien, esas exigencias traían al centro del 
debate la capacidad real del gobierno para asumir sus propias responsabili-
dades de cara a una decisión de suyo riesgosa. El tiempo se ha encargado de 
mostrar que las aprehensiones de los que nos habíamos ocupado del tema, 
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sobre la propia capacidad del Estado para consolidar el régimen cambiario, 
tenían cierto sustento.

Nueve años después, mientras las condiciones en el campo fiscal se han 
agravado de manera preocupante, los flujos de remesas familiares –que fue-
ron en los hechos los que permitieron fortalecer las expectativas sobre la 
viabilidad del nuevo régimen monetario, aunque sus promotores nunca lo 
hubieran reconocido de manera explícita– han sido afectados grandemente 
por la crisis internacional, al punto que hacia mediados de 2009 ya registra-
ban una caída cercana al 12% respecto a igual período del año anterior.

Obviamente, el tipo de cambio nominal se mantiene y la reducción de las 
remesas no parece haberlo afectado; sin embargo, esto es más un espejismo. 
Sobre este punto, el mismo estudio del Banco Mundial recién mencionado 
sostiene que la dolarización no impide que ocurran variaciones en el tipo de 
cambio real, como producto del comportamiento de los precios de los tran-
sables frente a los no transables. En sus repercusiones más visibles, esto ha-
bría afectado el nivel de ingresos –en dólares– de las empresas nacionales.

Pero la experiencia es más compleja. No se necesita elaborar sobre las cau-
sas que han llevado a un progresivo deterioro de la moneda estadounidense, 
para concluir que la dolarización ha traído consecuencias que aparentemen-
te no fueron consideradas, aunque resultaran obvias. En este sentido, resulta 
claro que la depreciación del dólar estadounidense frente a las principales 
monedas de reserva ha provocado una pérdida enorme de capacidad de com-
pra del país, aun cuando sus relaciones comerciales se sigan concentrando 
fundamentalmente con los Estados Unidos.

Sin duda, este país se ha beneficiado de este fenómeno porque ha abaratado 
en términos de otras monedas sus exportaciones, mientras ha encarecido 
las importaciones procedentes de sus principales socios económicos. Pero 
El Salvador no ha aprovechado esa situación, por razones que van desde su 
débil capacidad exportadora (en términos de diversificación de mercados 
y productos), pasando por su baja productividad, hasta la competencia de 
otros países con sistemas monetarios flexibles.

Solo considerando la zona del euro, el dólar, como “moneda nacional”, ha 
perdido aproximadamente el 50% de su valor desde que la Unión Europea 
adoptó una moneda común. Pero esta depreciación, que en teoría debería 
favorecer las exportaciones a otras regiones que se rigen por sus propios 
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sistemas monetarios, más bien ha encarecido (en dólares) las importaciones 
procedentes de las mismas.

En otras palabras, ni el supuesto blindaje contra la devaluación ha funcio-
nado porque este fenómeno no está vinculado a decisiones del país, sino al 
comportamiento de la economía de los Estados Unidos y al grado de solidez 
de su propia moneda. Como quedó demostrado anteriormente, la diversifi-
cación de exportaciones por mercados y productos, ha sido relativa.

Sin una base exportadora sólida y diversificada, tampoco ha podido el país 
aprovechar las ventajas que ofrecen los tratados de libre comercio; la excep-
ción es República Dominicana, país frente al cual El Salvador es bastante 
competitivo, como ya era visible antes de la dolarización.

Incluso, los impactos que resiente la economía nacional conforme aumen-
tan los precios del petróleo y otras materias primas, se tornan más sensibles 
en términos monetarios, provocando simultáneamente un efecto mayor so-
bre los precios internos, producto de una mayor incidencia de la inflación 
importada.

La aparición recurrente de este fenómeno no parece haber entrado tampoco 
en el análisis de los propiciadores de la dolarización. Consecuentemente, 
el supuesto alineamiento de los precios internos a la inflación internacional 
quedó totalmente desvirtuado con el alza desmesurada de los precios del 
petróleo, las materias primas y los alimentos, principalmente en 2007 y par-
te de 2008, fenómeno que también ha afectado a todos los países pero con 
mayor intensidad a países dolarizados, tal como lo sostuvo en su momento 
el Banco Mundial y las mismas Naciones Unidas.

Si la inflación interna no ha sido mayor, es porque la amplia apertura de la 
economía y los cuantiosos recursos que recibe el país en remesas familiares 
constituyen un escape a las presiones sobre la demanda interna, pero igual-
mente generan una brecha comercial creciente y un desajuste a nivel de la 
cuenta corriente de la balanza de pagos, que se puede estar incluso  finan-
ciando ya con recursos de dudosa procedencia.

Sin embargo, hay otros supuestos igualmente relevantes que tampoco se han 
cumplido. Ante los problemas recesivos que empezaron a experimentarse 
en los Estados Unidos a partir del segundo semestre de 2007, la Reserva 
Federal comenzó a partir de septiembre del mismo año una reducción siste-
mática de la tasa de interés de referencia para los préstamos interbancarios 
(“prime rate”), bajándola desde 4.5% hasta 1.75% en abril de 2008.
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No obstante, los primeros indicios de que podía haberse estado gestando 
un problema todavía más complejo como la “estanflación” llevaron a va-
rios funcionarios de la Fed a señalar que era improbable que siguiera esa 
reducción. Incluso Janet Yellen, presidenta del Banco de la Reserva Federal 
de San Francisco, calificó de “correcto” el nivel que esos momentos mos-
traba la tasa de interés, coincidiendo casi con la aceptación de las mismas 
autoridades, incluyendo el propio presidente Ben Bernanke, que los efectos 
de esa drástica reducción tardarían meses en reflejarse en el estado de la 
economía264.

Sin embargo, la agudización de la crisis financiera y los primeros indicios 
de que la economía podía caer en recesión, llevó al Banco Central de los 
Estados Unidos a continuar el esquema gradual de reducción de la tasa de 
interés hasta el nivel de 0.5%, a finales de febrero de 2009.

La reducción persistente de la tasa de interés en los Estados, debería haber 
repercutido positivamente en el país dado su sistema monetario. Por el con-
trario, los problemas de liquidez internacional y su posible efecto en el país, 
llevaron al BCR a contratar una línea especial con el BID por US$400 mi-
llones para financiar capital de trabajo y operaciones de comercio exterior. 
El Salvador se convirtió así en el primer miembro del BID que utilizó esta 
nueva ventanilla, mientras el BCR tuvo que retomar virtualmente su papel 
de prestamista de última instancia que perdió con la dolarización, pero ob-
viamente no con recursos propios como cuando circulaba el colón.

Lo trascendente en todo caso es que mientras el resto de países de la región 
tenían para estos propósitos una liquidez internacional relativamente hol-
gada (medida por el nivel RIN), que podía ser reforzada con préstamos de 
contingencia, en El Salvador, con la Ley de Integración Monetaria, también 
se esfumaron las reservas internacionales.

Sin embargo, el considerado padre de la dolarización sugería, en uno de sus 
acostumbrados ditirambos, provocar deliberadamente un déficit fiscal para 
que el gobierno estuviera en capacidad de hacer política económica al estilo 
keynesiano (algo en lo obviamente no cree a juzgar por sus célebres aseve-
raciones de que la mejor política económica es la que no se hace) y utilizar 

264  El Diario de Hoy, 26 de mayo de 2008.
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las RIN para hacer frente a la demanda adicional de importaciones que oca-
sionaría el gasto adicional del gobierno sobre la demanda agregada265.

Frente a ello, Fitch sostuvo en su momento al país se le (haría) más difí-
cil que al resto de países latinoamericanos lidiar con la crisis de liquidez, 
precisamente por las amarras que le impone la dolarización266. Igual crite-
rio sostenían el Banco Mundial y el PNUD. Siempre con relación al tema, 
Moody’s amenazó con retirar la calificación “Baa3”, el nivel de grado de 
inversión más bajo, con lo cual, el país se convertiría “chatarra para “los in-
versionistas. La dependencia de Estados Unidos para sus importaciones, la 
gravitación de las remesas familiares y “la adopción en 2001 del dólar como 
su moneda oficial., eran elementos a considerar. Sobre este último punto, la 
información divulgada agregaba:

“Sin una política monetaria o de tipo de cambio  y dada la ausen-
cia de un prestamista de última instancia, el manejo de la política 
económica (el país) ha sido duramente presionado  por las circuns-
tancias actuales”267.

Pero los casos antes planteados se refieren más a fenómenos coyunturales 
que a lo que realmente debe ponerse en perspectiva dentro de una visión de 
largo plazo. La disminución del riesgo país por el blindaje de la moneda, su-
ponía, por ejemplo, que El Salvador se convertiría en una especie de paraíso 
para que la inversión extranjera pusiera su mirada en la tierra cuzcatleca, 
estimulado además, por sus credenciales de estabilidad macroeconómica, 
los amplios grados de libertad para emprender negocios y su ubicación geo-
gráfica, entre otros factores positivos. La evidencia y su relación con los 
supuestos que llevaron a tomarla, están por verse.

Sin embargo, sin duda la tomadura de pelo más grande fue que con la do-
larización, la tasa de interés, especialmente la relacionada con los créditos 
hipotecarios bajarían sensiblemente y, como consecuencia, se reactivaría el 
sector de vivienda. Esto abriría amplios espacios, para que las familias de 
bajos ingresos pudieran acceder a una vivienda de interés social.

265   Ibíd, 27 de marzo de 2009.
266  El  Economista, marzo de 2009.
267  El Diario de Hoy. 15 de septiembre de 2009.
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Nos consta que el ministro Hinds hizo una intensa labor de convencimiento 
en el gremio de constructores y elevó a su máxima expresión los beneficios 
que traería para el sector la posibilidad de otorgar financiamiento hasta por 
treinta y cuarenta años, poniendo como ejemplo el caso de Estados Unidos. 
¡Qué lejos estaba de imaginar la crisis en el sector inmobiliario de ese país, 
con los efectos perniciosos adicionales que ha tenido en el caso salvadoreño 
la dolarización!

Y en efecto, cuando comenzó a funcionar el nuevo régimen monetario ba-
jaron las tasas de interés en el Fondo Social para la Vivienda, pero no como 
producto de las fuerzas de mercado, sino por una instrucción específica que 
giró el presidente Flores a la Asamblea de Gobernadores de la institución 
para que las que estaban al 11% se redujeran al 9%, y las del 9% al 7%.

Esto no solo vino a demostrar la injerencia perversa del gobierno en el mer-
cado financiero –al menos en el cual él podía incidir sin incurrir en costos 
políticos (nunca hizo nada para que los bancos actuaran en concordancia 
con las fuerzas del mercado)– sino también que el mismo Presidente dudaba 
de que la dolarización automáticamente favorecería el acceso a los deman-
dantes vivienda de interés social, como había sido publicitado.

La ceguera que acompañó a los promotores de la dolarización no les permi-
tió ver con claridad, que, en el caso de la vivienda, el problema no estaba 
tanto en la tasa de interés cuanto en la caída de la demanda efectiva que se 
venía observando desde que la economía entró en el ciclo prolongado de 
lento crecimiento. Y la prueba más evidente es que aun con las tasas de in-
terés prácticamente subsidiadas, al menos en el caso del FSV, la cantidad de 
unidades nuevas financiadas cayó de 11.802 en 2000 a solo 2,718 en 2008; 
mientras que el monto total del financiamiento (incluyendo vivienda nueva 
y usada) se redujo de US$126.l a US$ 65.3 millones, denotando esta última 
cifra una recuperación después del punto más bajo registrado en 2007 (US$ 
57.7 millones)268.

Como efecto colateral de la medida impuesta por el mandatario, el FSV 
tuvo que hacer una nueva ingeniería financiera en menos de tres años, pues 
después del golpe que recibió a raíz de la privatización de los fondos de 
pensión, que como se ha dicho, le significó perder anualmente cifras que en 

268   Fondo Social para la Vivienda. Estadísticas históricas. Marzo de 2009.
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un momento rondaron los US$50 millones, que recibía virtualmente a costo 
cero. Todavía en 1997, año completo de cotizaciones, la cantidad aportada 
por los patronos y trabajadores superó los US$44 millones, pero a partir de 
ese momento la institución tuvo que ajustar sus flujos y todas disposiciones 
atinentes al otorgamiento del crédito, ya no como producto de una ley o de 
un decreto, sino de la voluntad del mandatario de turno.

E.  LA BOLSA DE VALORES Y LA PRIVATIZACION

La idea de crear la Bolsa de Valores de El Salvador, en una reedición de un 
intento fallido de los años 60´s, surgió en un momento en que había empe-
zado a hacer crisis el sistema de pagos a nivel regional, representado por 
la Cámara de Compensación Centroamericana. Los primeros esbozos del 
proyecto comenzaron en 1987, pero el mismo no fructificó sino hasta mu-
cho tiempo después, cuando ya había colapsado virtualmente dicho sistema 
y al país se le planteaban nuevos desafíos para la movilización eficiente del 
ahorro nacional en el marco de la reforma económica que se había iniciado 
durante  la administración Cristiani.

En efecto, desaparecida la razón de corto plazo que se había tenido en mente 
para la creación de la Bolsa de Valores, todo el esfuerzo del Grupo Promo-
tor se orientó a que el país contara oportunamente con un mercado bursátil 
–aunque fuera incipiente– para facilitar todo el proceso de privatización, 
como había ocurrido en muchos países. De hecho, se hizo todo lo posible 
para que la entidad estuviera en operación mucho antes de que tomara po-
sesión el licenciado Cristiani, pero curiosamente entre las decisiones que 
les correspondía tomar a los funcionarios del gobierno anterior y a los de la 
nueva administración para que la institución comenzara a operar, tuvieron 
que pasar seis años269. 

No se exagera al señalar que debido al largo período que tuvo que trans-
currir entre las primeras ideas y el inicio de operaciones de la Bolsa, se 
perdió una valiosa oportunidad de desarrollar un proceso de privatización 

269   El Grupo Promotor estuvo conformado por los doctores Mario Luís Velasco, Abelar-
do Torres (Q.E.P.D.), Guillermo Hidalgo Quehl, los licenciados Jorge Zablah Touché, 
Archi Baldocci (Q.E.P.D.), Rolando Duarte Durán (Q.E.P.D.) y Juan Héctor Vidal. Este  
último elaboró el estudio de factibilidad y fungió por varios años como secretario de la 
junta directa de la entidad. 
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con mayor eficacia y transparencia y, sobre todo, con mayores beneficios 
económicos y sociales para el país.

De hecho, en el Grupo Promotor se veía la Bolsa  como  instrumento funda-
mental para que el proceso tuviera apoyo general y sobre todo credibilidad, 
especialmente porque  nuestra mente estaba centrada inicialmente en la re-
privatización de la banca, o sea un sector que había venido siendo manejado 
de manera irregular casi desde su nacionalización en 1980.  En este sentido  
confiábamos mucho en el apoyo que se requería de parte de  aquellos que, 
desde el gobierno, tenían la responsabilidad de impulsar con mayor fuer-
za el proyecto, aunque, en lo personal, muchas veces me he preguntado si 
realmente tuvieron un interés genuino en el desarrollo del mercado bursátil, 
habida cuenta de que en éste funcionan más eficientemente la oferta y la 
demanda.

En otras palabras, los precios en este mercado son más transparentes y no 
es descartable que quienes estuvieron al frente de los proceso de privatiza-
ción, vieran esa cualidad como algo que podría afectar sus propios planes. Y 
aunque no hubiera sido así, hay que reconocer que en mercados financieros 
poco sofisticados como el nuestro, todo lo que vaya en contra de los nego-
cios de la banca comercial se ve como algo sospechoso. Y en este plano, un 
papel activo de la bolsa en la privatización no solo significaba hacer frente a 
los “precios mentirosos” de que habla el profesor chileno Ernesto Fontaine, 
sino abrir anticipadamente un espacio de intermediación propio de los paí-
ses avanzados, financieramente hablando.

Cae de su peso, entonces, que una mayor participación de la Bolsa de Valo-
res en la privatización y, en general, en la movilización del ahorro nacional, 
tenía como premisa básica una mejor comprensión de las verdaderas fun-
ciones que tiene el mercado bursátil en la profundización financiera y por 
ende en el financiamiento del desarrollo.

Obviamente, la agenda no se agotaba con nuevos arreglos institucionales, 
legales e instrumentales ni con la creación de la Bolsa como tal. Lo funda-
mental en todo caso, en lo que concierne al proceso de privatización, era 
no solo entender la función del mercado bursátil, sino también tener una 
predisposición especial para transcender la visión sectorial de los interme-
diarios financieros tradicionales.

Pero una vez pasada la reprivatización de la banca, en la Bolsa continuamos 
experimentando problemas con los tomadores de decisiones. En otra parte 
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de este trabajo, retomamos el tema de las dificultades que se tuvieron para 
que una mayor parte de las acciones de las distribuidoras eléctricas pasara 
por Bolsa. la siguiente nota de pie, es muy sugerente en ese sentido270. 

El cuadro Nº. 30 recoge una síntesis de las operaciones que pasaron por la 
Bolsa, en lo referente a la privatización y que desde luego representan una 
porción mínima de las transacciones realizadas generales realizadas des-
pués de más de 15 años de funcionamiento.

Cuadro Nº 30

 Bolsa de valores y proceso de privatización

Fuente: Bolsa de Valores de El Salvador.

270  Con fecha 15 de marzo de 1999 se recibió una carta de CEL comunicando que el res-
to de sus acciones de estas compañías las negociaría sin la participación de la BVES. 
OPA’S: Las operaciones del 02 de abril (de BANCOSAL) son el resultado de una se-
gunda OPA para los accionistas minoristas restantes a un precio de $40.00. Mercados 
secundarios a través de remate (14 Op. de BA y 8 Op. de IFBA) operaciones cruzadas 
por BURSABAC.
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Infortunadamente, los espacios para un eficaz desempeño del mercado bur-
sátil han sido limitados y esto se pudo constatar con la venta de los bancos a 
consorcios internacionales; aun así es posible establecer la importancia del 
mecanismo bursátil en el establecimiento de los precios de las acciones.

Si se pone atención en el precio base y en el de venta, se puede inferir lo 
que habría significado una mayor participación de la Bolsa en la operación. 
Definitivamente, la transparencia habría sido un elemento determinante y 
sin duda todos los participantes hubieran resultado beneficiados. Infortu-
nadamente no fue así. De hecho, solo el Banco de Comercio y el Salvado-
reño se vendieron con una intervención total de la entidad, en tanto que el 
Agrícola transó prácticamente la mitad en Panamá donde estaba registrada 
la sociedad, mientras el Cuscatlán ideó una figura que le permitió cambiar 
de manos sin que los salvadoreños nos percatáramos en cuánto se “vendió” 
el ahorro nacional.

Utilizando el mecanismo bursátil y con visión de país, el erario nacional 
hubiera resultado favorecido aplicando un impuesto a las ganancias extraor-
dinarias de los accionistas salvadoreños. Ante las restricciones fiscales y la 
actitud que había venido manteniendo la oposición con relación al tema, 
cada vez me convenzo más de que una iniciativa de esa naturaleza hubiera 
contado con el apoyo de casi todas las fracciones representadas en la Asam-
blea Legislativa. Es más, creo que el gobierno no hubiera tenido que recurrir 
a las cuestionadas figuras financieras para llevar a cabo ciertas actividades 
y, lo más importante, hubiera dado un mensaje contundente: la concertación 
a nivel político para velar por los intereses generales.

F.  PRIVATIZACIÓN E INVERSIÓN EXTRANJERA 

Sin duda, los flujos más importantes de inversión extranjera que registra el 
país en los últimos diez años, están ligados a la privatización, primero en el 
sector eléctrico y las telecomunicaciones y, más recientemente, con la venta 
de los bancos y toda la industria financiera que se desarrolló alrededor de 
los mismos.

Aún más, es relativamente poca la afluencia de recursos foráneos registra-
dos para el desarrollo de actividades nuevas en el sector real de la econo-
mía. Sin desvalorizar los esfuerzos que hicieron especialmente los últimos 
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gobiernos para atraer inversión  hacia otros sectores y nuevas actividades, 
tampoco se puede obviar el hecho de que el éxito ha sido relativo y que son 
más bien aquéllos servicios,  los que han hecho la diferencia. 

Con todo, se puede colegir que sin esa afluencia de recursos externos, aun-
que fuera para explotar actividades ya existentes, el país difícilmente hubie-
ra podido modernizar los sectores estratégicos. Siendo así, y dentro de un 
enfoque global, podría aseverarse que la inversión extranjera reportada –si 
bien han sido de las más bajas de la región– ha resultado crucial como com-
plemento de la reducida inversión nacional y para promover la transferencia 
de tecnología, principalmente en los sectores de comunicaciones y energía.

Tal como se puede apreciar en el cuadro Nº 31, hasta el 2006 estos últimos 
dos sectores enjugaban la mayor proporción de la inversión registrada desde 
que se privatizaron (1998), pudiendo constatarse la alta concentración en el 
flujo de recursos precisamente en ese año, con 77% del monto total conta-
bilizado. De éste, el 54.2% corresponde al sector energético, mientras que 
22.7% al telecomunicaciones.

Sin embargo, con la venta de los intereses del Estado en las telecomuni-
caciones a Americatel en 2004, este sector cobró preeminencia sobre el de 
electricidad, de manera que en todo el período, la proporción de la inversión 
extranjera en esos dos sectores se revirtió. Y no solo eso, sino que fue supe-
rada por el sector financiero, con la venta de los conglomerados financieros 
a grupos foráneos.

En el caso concreto de la venta de los bancos, la CEPAL, en su reporte anual 
sobre la inversión extranjera en la región, destaca que El Salvador se benefi-
ció grandemente durante el 2007 cuando se vendieron los grupos a grandes 
bancos internacionales el Banco Salvadoreño (HSBC), el Banco Cuscatlán 
(Citigroup) y el Banco Agrícola (BanColombia).

El tamaño de las instituciones involucradas, que sobresale incluso en el 
ámbito centroamericano, sin duda está detrás de ese juicio. Por lo demás, 
las cifras son elocuentes sobre el significado de esa inversión, aunque las 
mismas están sub valuadas por el hecho ya señalado de que una alta pro-
porción de la operación de venta –en lo que corresponde a los accionistas 
mayoritarios– se hizo en el exterior. Aún así, con la operación total el sector 
financiero se convirtió en todo el período en el principal receptor de recur-
sos externos.
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Cuadro Nº 31
 El Salvador: Inversión extranjera directa 

por sector receptor 1998-2008

Fuente: CEPAL y BCR.

Obviamente, esta fue una operación netamente entre privados, que incluyó 
compañías de seguros, administradoras de fondos de pensión (dos casos), 
emisoras de tarjetas de crédito, puestos de bolsa, arrendadoras y otras acti-
vidades conexas. Sin embargo, el monto de la transacción nunca se supo a 
ciencia cierta, aunque hay ciertas estimaciones sobre el particular, como la 
ya mencionada de FUSADES. 

En todo caso, la importancia de la inversión extranjera en El Salvador se 
relativiza cuando se compara con otros países de la región centroamericana 
y todavía más, con el resto de América Latina. En el cuadro Nº 32 se puede 
observar claramente este fenómeno.
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Cuadro Nº 32
Ingresos de inversión extranjera directa 

en América Latina y el Caribe
 por país receptor 1993-2008

(Millones US$)

a/Promedios anuales.

Fuente: La inversión extranjera en América Latina y El Caribe. Informe 2007. Naciones Unidas, 
Comisión Económica para América Latina y El Caribe (CEPAL), 2008. Pág. 33.

La diferencia por ejemplo frente a Costa Rica es notoria, como lo es también 
el hecho que la mayor concentración de los flujos hacia el país coincide con 
la privatización y la venta ya citada de los bancos en 2007. Incluso frente a 
Nicaragua y Honduras, los ingresos registrados en El Salvador se presentan 
más inestables. Para el período 2004-2008, el país absorbió el 12.9% del 
monto regional, superando solo a Guatemala y Nicaragua que alcanzaron 
proporciones de 8% y 6.7% respectivamente.

Existe información para inferir que El Salvador también se pudo haber es-
tado convirtiendo en exportador neto de capitales, por lo menos hacia Cen-
troamérica. Algo de esto se puede constatar en la información cuantitativa 
incluida en forma de matriz que registra los flujos de inversión dentro de la 
región (Cuadro Nº 33).
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Como puede observarse, El Salvador es, después de Guatemala, el exporta-
dor neto más importante durante 2000-2004. De hecho, las salidas de capi-
tal más que duplican los ingresos de los tres países para los cuales se tiene 
registro, representando aquellas casi el 30% de todos los flujos en el ámbito 
regional.

Las salidas de capital sin duda están asociadas a las inversiones que han 
hecho reconocidos grupos empresariales, que están relacionados con la in-
dustria hotelera, la construcción, la  importación y distribución de vehícu-
los, entre otros negocios. Y si bien la información consignada comprende 
un período relativamente corto, podría asumirse con un grado de certeza 
aceptable, que ello se inscribe también dentro de una estrategia de expan-
sión favorecida por un clima de negocios favorable. Los factores políticos 
involucrados en cualquier inversión, no pueden ser descartados, así como 
las figuras de los “joint venture” entre grupos ligados por una sólida tradi-
ción de confianza. 

Cuadro Nº 33
Matriz de IED intracentroamericana: 2000-2004

(Millones de $)

Fuente: Rosenthal. La Inversión Extranjera Directa en Centroamérica, 2005.

Dentro de una visión de conjunto, puede concluirse que El Salvador ha sido 
poco atractivo para la inversión extranjera, como no sea en aquellos campos 
donde el riesgo país se disipa grandemente frente a una certeza de ganancias 
seguras y protección del Estado.
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Sin duda, los altos índices de delincuencia han incidido para que en el lar-
go plazo los flujos de capital hayan más inestables y en la mayoría de los 
años considerados, menores que los registrados en países de la región con 
menor grado de desarrollo. Justamente en el Índice de Competitividad Glo-
bal 2010, elaborado por el Foro Económico Mundial, El Salvador aparece 
entre los peor calificados (lugar 131) entre los 133 países evaluados por el 
impacto que tienen en los negocios los costos del crimen y la violencia. 
Pasamos al último lugar, por la presencia del crimen organizado, que según 
ha trascendido, ha infiltrado las instituciones del Estado.

Bajo estas condiciones, el país se enfrenta a grandes desafíos. Para sinte-
tizar lo más obvio, no se puede crecer, distribuir y sobre todo atender las 
necesidades más elementales de los sectores más vulnerables, en un clima  
donde la  inversión nacional y extranjera es asediada por la delincuencia o 
está expuesta a la inseguridad jurídica, ya sea por la debilidad de las institu-
ciones o arrogancia y la ideología de los gobernantes de turno.

G. REFORMA DEL ESTADO: UNA TAREA PENDIENTE

Como se señaló antes, la reforma económica tenía como filosofía básica 
reducir la participación del Estado en la economía. Sin embargo, en rigor, 
la estructura formal del sector público y la cultura organizacional, se man-
tuvieron virtualmente intactas, independientemente de la desaparición de 
entidades muy importantes como el Ministerio de Planificación, la Finan-
ciera Nacional de la Vivienda, el Instituto de Vivienda Urbana y el Instituto 
Regulador de Abastecimientos.

En efecto, la experiencia señala que, en muchos sentidos, la administración 
pública conservó los rasgos propios de un aparato burocrático, ineficiente 
y entorpecedor del accionar de un sector privado, ya presionado por las 
exigencia de la apertura y el desmantelamiento de otras formas explícitas 
o implícitas de protección que se habían erigido por las exigencias de un 
estilo de desarrollo diferente.

En todo caso, hay que comprender que, a diferencia de los años sesenta y 
setenta –cuando también se extendió por toda América Latina la corriente 
modernizadora bajo la figura de la “administración para el desarrollo–, la 
reforma del sector público se convirtió en sinónimo de achicamiento del 
Estado, por lo que pasó de ser un tema ubicado en la esfera  técnica, para 
convertirse en el lugar del desencuentro por razones ideológicas.
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No hace falta abundar en el análisis para darse cuenta que los opositores al 
cambio han estado más enquistados en las esferas políticas que en la tecno-
cracia, aunque obviamente esta también fue parte de una oposición silencio-
sa, acaso porque los mandos medios nunca entendieron las implicaciones 
del nuevo modelo económico o porque, como en el pasado, la burocracia 
pública en general siguió aferrada a un esquema de privilegios que se fue 
arraigando como parte de un Estado interventor que se auto alimentaba de 
sus propios vicios.

Sin embargo, la modernización de las estructuras administrativas, y sobre 
todo el desempeño sustantivo de las organizaciones públicas, eran exigen-
cias inherentes al mismo modelo económico. Pasar de una economía alta-
mente protegida, a una totalmente abierta, y de un esquema de incentivos 
discrecional, a uno basado en reglas iguales, eran  razones suficientes para 
cambiar la cultura organizacional y la forma de hacer las cosas.

En ese marco, la frontera entre lo público y lo privado se mantuvo –para-
dójicamente– difusa, pues mientras los partidarios de la nueva economía 
pugnaban por sacar al Estado de cuanta actividad podía ser sometida al sis-
tema de precios, sus opositores no fueron capaces de ofrecer opciones para 
que la administración pública en general se tornara más eficiente, liberando 
recursos para dedicarlos a suplir las necesidades apremiantes de los sectores 
más vulnerables. Otra cosa distinta fue  el compromiso de los primeros con 
la transparencia y la ética en los negocios,  y el celo de los segundos por la 
equidad y el desarrollo incluyente.  

Al margen de lo anterior, en El Salvador, como en muchos países de Amé-
rica Latina, el resultado fue un redimensionamiento del Estado vía priva-
tización, supresión de entidades o desregulación. Pero la administración 
pública, en términos del tamaño de la burocracia, el gasto administrativo y 
la ética en el servicio, no tuvo cambios visibles. Para el sector empresarial 
en general (no el que se benefició a partir de su tradicional incidencia en las 
decisiones gubernamentales) y la misma credibilidad en el modelo econó-
mico, esto resultó poco auspicioso.

Es cierto que en temas puntuales como la reducción de trámites a favor de 
los negocios se avanzó un importante trecho, lo cual ha sido reconocido por 
organismos internacionales como el Banco Mundial y el Foro Económico 
Mundial. Pero el Estado paquidérmico y costoso siguió presente, con el 
agravante de que el uso patrimonialista de Estado, los esquemas de privile-
gios y la corrupción generalizada, en vez de disminuir, aumentaron. 
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Aun el esfuerzo que se requería en materia de descentralización y descon-
centración de los servicios nunca adquirió una fisonomía visible, salvo por 
algunos esfuerzos aislados, particularmente en los sectores de educación 
y salud. La iniciativa de la administración Saca para elevar al municipio a 
una categoría superior, a través de la creación de la Comisión Nacional para 
el Desarrollo Local (CONADEL) demostró incluso no haber entusiasmado 
ni a la izquierda y la prueba más contundente fue su desaparición, con el 
gobierno del presidente Funes. 

Hoy que la crisis internacional ha sacado a la superficie las consecuencias 
del debilitamiento de la acción estatal, principalmente en materia de regu-
lación, se tornan más notorias las deficiencias que acompañaron la reforma. 
O a la inversa, se vuelven más relevantes los criterios que deberían guiar en 
el futuro un Estado al servicio del desarrollo.

La reforma constitucional, pasando el marco normativo e institucional su-
bordinado a la Carta Magna (Sistema Electoral, Corte de Cuentas, Fiscalía 
General, Carrera Administrativa, marco regulatorio, entre otros), hasta los 
subsistemas necesarios para la buena gerencia (Presupuesto y Contabilidad; 
Informática,  Compras y Suministros, Control de Proyectos, etc.) son parte 
de la agenda pendiente.

Idealmente, la tarea inconclusa debería retomarla  el primer gobierno de 
izquierda en toda la vida republicana de la nación salvadoreña, lo que de 
materializarse, vendría a romper con muchos mitos sobre el Estado ideal 
para emprender con solvencia las tareas del desarrollo. 

H. A MANERA DE SÍNTESIS

Cualquier intento de poner en perspectiva el proceso de desregulación y 
privatización, no puede pasar por alto el contexto económico y político en 
el cual se inició, sin ignorar que ya prácticamente se había actuado en lo 
más esencial en concordancia con lo que aconsejaba la reforma, cuando du-
rante la administración Flores se hizo un intento de transformar el sistema 
nacional de salud, que resultó fallido cuando se constató que ni el mismo 
gobierno tenía una base de sustentación sólida y un movimiento gestado al 
interior del sector, prácticamente torpedeó la iniciativa. Salvo ese tropiezo, 
en general se cumplió con los objetivos originalmente delineados. La cober-
tura del proceso se sintetiza en el cuadro Nº 34.
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Sin embargo, se debe ser cauteloso al momento de centrar toda la atención 
en las fronteras institucionales y áreas sustantivas que definieron sus alcan-
ces del mismo. Este enfoque restringido puede omitir temas importantes 
como la trasparencia, el costo-beneficio y sobre todo lo que ha significado 
en un nivel macro, el retiro del Estado de sectores estratégicos que, como 
las telecomunicaciones y la energía, constituyen el binomio ideal para juz-
gar las virtudes o falencias de la privatización.

Cuadro Nº 34
Resumen de la privatización en El Salvador 

Fuente: Informe sobre Desarrollo Humano, El Salvador 2001. Pág. 88.
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Los logros en estos últimos campos no pueden ser desconocidos, y al menos 
en el caso de las telecomunicaciones, El Salvador está considerado hoy en 
día entre los países de América Latina con mayores grados de conectividad, 
justamente por la modernización y ampliación de las telecomunicaciones. 
Sin embargo, FUSADES (2008) al reconocer que desde la reforma el sector 
se expandió rápidamente, sostiene que la calidad del servicio se ha deterio-
rado  con el paso del tiempo.

El sector eléctrico, por su parte tiene sus propias especificidades. Las con-
tinuas alzas del petróleo y sus derivados –en un país donde la matriz ener-
gética está fuertemente inclinada hacia la generación térmica (más del 41% 
en 2007)– los subsidios indiscriminados a la tarifa, las arbitrariedades que 
cometen los operadores, las complicaciones inherentes a la forma en que 
se estructuró el sector, y hasta la práctica autoritaria y discrecional con que 
se maneja la CEL, introducen elementos que complican cualquier enfoque 
que pretenda arribar a conclusiones más o menos equilibradas en cuanto a 
los resultados de la privatización, más allá de la ampliación y mejoramiento 
del servicio.

Con prescindencia de las ventajas que evidentemente trajo la privatización, 
especialmente en los sectores antes indicados, hay que decir que con fre-
cuencia se pasa por alto aquellos enfoques, por lo demás fundados, que en-
cuentran en la forma poco transparente y con un sesgo bastante ideológico 
con que se condujo el proceso en general, marcadas fallas de origen que di-
recta o indirectamente tuvieron una gran incidencia en el marco regulatorio 
bastante permisivo que selló todo el proceso. Esto se ha traducido en alto 
costo económico y social, con efectos que bordean la esfera política.

Para nadie es un secreto que la falta de una regulación apropiada le ha hecho 
un enorme daño al modelo económico como tal, por los excesos que come-
ten los prestadores de los servicios. Más concretamente, los mismos entes 
reguladores se encuentran atados de manos, con un grado de incidencia solo 
relativo en comparación con la influencia que ejercen los operadores al más 
alto nivel de la organización del Estado. La Corte Suprema de Justicia, por 
ejemplo, mientras acumula sonados casos de conductas impropias que han 
sido sancionadas por entidades como la Superintendencia de Competencia 
o la Defensoría del Consumidor, esporádicamente se pronuncia de manera 
diligente, para fallar a favor de un demandado.

Si la escasa regulación ha sido responsable de los excesos que se han co-
metido en nombre de una mal entendida libertad económica –con todos los 
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perjuicios que ello trae para la misma competencia y los derechos de los 
consumidores–, tampoco El Salvador es un caso que podría considerarse 
como emblemático. Esta calificación más bien se la está llevando hoy en día 
Estados Unidos, el país símbolo del capitalismo moderno, con el desastre fi-
nanciero que se destapó en el sector inmobiliario a mediados de 2007 y que 
por los efectos sistémicos del mismo mercado global, se extendió a escala 
planetaria con una velocidad impresionante, arrastrando consigo al sector 
financiero y la economía real.

Ciertamente, la oleada privatizadora ya pasó y sin duda ha dejado resultados 
que potencian las posibilidades de desarrollo y la calidad de vida de los sal-
vadoreños. Pero tampoco podemos caer la liviandad intelectual de asociar 
exclusivamente ciertas expresiones externas de progreso, como la prolife-
ración de las líneas celulares y la expansión del internet –con lo cual nadie 
podría estar en desacuerdo– también producen externalidades negativas que 
casi siempre se pasan por alto, o cuando no se les asocia a esa especie de 
transculturización desbordada, mientras se elude una cruda realidad como 
aquellos niños que mueren por inanición, mientras amplios sectores disfru-
tan de la “calidad de vida” que les ofrece la era pos industrial271.

Vargas Llosa, al comentar los cuadros lacerantes que describe el informe 
de la ONU, Más allá de la escasez, concluye que “el objeto emblemático 
de la civilización y el progreso, no son el libro, el teléfono, el internet, ni la 
bomba atómica, sino el excusado. Donde vacían su vejiga y sus intestinos 
los seres humanos es el factor determinante para saber si están todavía en la 
barbarie del subdesarrollo o han comenzado a prosperar”272.

271  N. del A, En El Salvador, por ejemplo, hay más teléfonos celulares que habitantes, pero 
cuál es el verdadero significado en el desarrollo económico y social, cuando probable-
mente se usan más para comunicarse y hablar trivialidades, cometer delitos  y hasta 
como símbolo de status en personas que carecen de lo esencial. Se ha podido constatar 
que en una familia de cinco miembros puede haber hasta cuatro teléfonos móviles, pero 
el ingreso combinado no alcanza para pagar la cuota mensual  de una vivienda de inte-
rés social que vaya en concordancia de esas expresiones externas de bienestar material 
que se sintetizan en los minutos que se mantiene una persona en la red.

272 Vargas Llosa, Mario. “El olor a la pobreza”. El País, 20 de septiembre de 2006. En El 
Salvador, por ejemplo, hay más teléfonos celulares que habitantes y se ha podido cons-
tatar que en una familia de cinco miembros hay hasta cuatro teléfonos móviles, pero 
el ingreso combinado no les alcanza para pagar la cuota mensual de una vivienda de 
interés social, como las que financia el FSV.
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No obstante, el Informe sobre Desarrollo Humano 2009 del PNUD le da un 
gran significado a la telefonía celular, en un país que, como Kenia, también 
forma parte del conglomerado de países más pobres del mundo. En este 
caso, al facilitar el flujo de remesas, fenómeno que también compartimos en 
un espacio geográfico más civilizado los salvadoreños273.

Pero en el caso salvadoreño las cosas no se quedan allí, cuando el proceso 
de privatización se inscribe en lo que ocurrió en otras latitudes y cuando 
el tema se asocia con una categoría más universal y por lo tanto holística 
–democracia y desarrollo– el tema adquiere otras dimensiones. En muchos 
sentidos, la forma en que se condujo el proceso dio al traste con algunos 
objetivos que se planteaban para cambiar el status quo, que marginaba a los 
pobres no solo de servicios básicos, sino que también les vedaba el derecho 
a la propiedad.

Aprovechar la privatización para crear una base amplia de propietarios se 
quedó solo como un sueño, mientras en muchos casos, el proceso dio paso 
de un monopolio público a uno privado; en tanto que en el cambio de manos, 
no pudieron evitarse las actitudes de unos y otros para que la transparencia 
que se esperaba, diera paso a cuestionables negocios entre unos pocos.

Recuadro Nº 5

BANCO MUNDIAL RECONOCE FRACASO 
DE PRIVATIZACIONES EN LATINOAMÉRICA

Buenos Aires, 11 de marzo.— El economista jefe del Banco Mundial 
(BM) para América latina, Augusto de La Torre, reconoció el miércoles 
el fracaso de la ola privatizadora de la década del noventa, en decla-
raciones a la prensa en el marco de la presentación en Buenos Aires de 
un informe sobre cambio climático.

“En los años noventa había una expectativa en el sentido de que lo 
privado iba a sustituir al Estado en todos los aspectos de infraestructu-
ra, pero eso no pasó”, sostuvo De la Torre al ser consultado sobre las 
privatizaciones que se produjeron en América Latina, en especial en los 
servicios públicos.

273  PNUD, “Superando barreras: Movilidad y desarrollo humanos”, 2009. Pág. 82
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“Ese mantra de que todo debía ser privatizado fue solo un fenómeno 
de los noventa, pero yo ya no lo veo en ninguna parte, ni en el Banco ni 
fuera del Banco”, señaló el economista, según AFP.

Al respecto, aclaró que “ahora la visión del BM no es blanco y negro. 
Lo que le interesa al Banco es que el proyecto sea eficiente y tenga la 
mayor cantidad de beneficios sociales”.

El BM junto al Fondo Monetario Internacional impusieron recetas en 
el continente que condujeron a programas de ajustes estructurales y 
olas privatizadoras, que en el caso argentino conllevaron a estallidos 
sociales y a la caída del gobierno del presidente Fernando de la Rúa.

Esas políticas abrieron las puertas al capital privado y transnacional 
para adueñarse de sectores estratégicos como las telecomunicaciones, 
puertos, aeropuertos, líneas aéreas, producción y transmisión de elec-
tricidad, expendios de combustibles, e incluso hasta el abasto de agua.

Enrique Iglesias, ex presidente del BID hablando de la democracia y el 
desarrollo afirma lo siguiente: 

“Un detenido estudio del desarrollo de la región (latinoamericana) pue-
de dar cuenta de un crónico déficit democrático que frecuentemente, se 
ha traducido en fenómenos de autoritarismo, clientelismo, amiguismo 
y, en casos extremos, de nepotismo que han sido la expresión, al nivel 
del régimen político, de una [captura] de las instituciones y políticas 
públicas por intereses particulares (de un partido, gremio, grupo eco-
nómico, familia, intereses regionales y locales). Esa suerte de ‘priva-
tización perversa’ del Estado, que estuvo en la base de los fenómenos 
de corrupción, que ha conducido a intervenciones estatales desincenti-
vadoras de un funcionamiento eficiente del mercado y promotoras del 
clientelismo y la especulación”.

(El texto en negritas es original).
Fuente: Diario Granma, Año 13, Número 71. 12/03/09. Disponible en línea: http://www.granma.
cubaweb.cu/2009/03/12/interna/artic04.html y Discurso de Enrique Iglesias en la investidura del 
Doctorado Honoris Causa por la Universidad de Salamanca.

De alguna manera, los salvadoreños nos dejamos llevar por las circuns-
tancias y el fanatismo de los conductores del proceso de privatización que 
fueron insensibles ante el potencial que presentaba para democratizar, por 
ejemplo, la propiedad del capital. Sin duda, en este caso, ese fanatismo 
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encontró en el decálogo de Washington una excusa para expiar sus propios 
pecados. Pero después de todo ¿qué podíamos hacer, si eran los signos de 
los tiempos?

CAPÍTULO IX

MERCADO E INSTITUCIONES

“Es esencial que el mercado sea libre, 
no importa que los individuos no lo sean”.

 Jean-Paul Fitoussi.

A. MARCO CONCEPTUAL

El fundamento de toda sociedad organizada es una institucionalidad sólida, 
funcional y creíble, basada en leyes respetadas y respetables, que tienen su 
origen en un consenso básico expresado en la Carta Magna. Esto constituye 
la base para el funcionamiento del estado de derecho, la gobernabilidad 
democrática y la convivencia armoniosa. Los derechos y deberes políticos 
y civiles, colectivos e individuales, sociales y económicos, encuentran en 
este andamiaje jurídico e institucional y en la forma en que se organiza el 
Estado, su garantía y base de sustentación. 

Un sistema económico que se rige por las leyes del mercado, como supues-
tamente es el caso salvadoreño, tiene en esa súper estructura institucional 
la fuente primaria de la que se nutre la normativa que ordena y vigila el 
comportamiento de los agentes económicos y tutela los derechos de los con-
sumidores. Por ello, un ordenamiento jurídico-institucional del Estado ape-
gado a las exigencias de un sistema económico eficiente, es una condición 
sine qua non para que los diferentes mercados funcionen de manera eficaz 
y eficiente en beneficio de toda la sociedad.

En el fondo, lo que subyace en todo esto es la confianza en las institucio-
nes y la aplicación de las leyes y normas de manera universal, así como la 
observancia irrestricta de las mismas de parte de la población. Solo de esta 
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forma, la normativa subordinada aplicable a los entes económicos, ya sea en 
su calidad de productores o consumidores, puede garantizar los beneficios 
que supone la economía de mercado. Ergo: el Estado, al crear las condicio-
nes para que los agentes económicos desarrollen sus actividades bajo los 
principios de la sana competencia, debe reservarse los espacios necesarios 
para regular y supervisar, para que los beneficios los beneficios que supone 
el sistema no resulten comprometidos por prácticas que riñen con la misma 
libertad económica.

Pero para que los mercados funcionen de esa forma, también tienen que 
darse ciertas condiciones. Al elaborar sobre el tema, Oesterdiekhoff señala 
que, aunque en ciertos mercados imperen condiciones de competencia, es 
decir, que existe un gran número de oferentes y demandantes y el acceso al 
mercado no sea restringido, la carencia de información puede provocar que 
los mercados no funcionen eficientemente. En ese sentido, la falta de trans-
parencia en el mercado sobre la calidad de la oferta, así como la distribución 
asimétrica de información, también tiene una dimensión social: “Como es-
tas son consecuencia de falencias organizacionales y técnicas (por ejemplo 
control de calidad) se puede esperar que se produzcan, en primer lugar, en 
los mercados de las capas sociales más desposeídas”274. 

Obviamente, la problemática involucrada en estos temas no es fácil de 
procesar y entender especialmente cuando se abordan con una fuerte car-
ga ideológica. La dificultad de reconocer la magnificencia de la libertad 
económica en una sociedad democrática, deriva de la necesidad de guardar 
un sano equilibrio entre la libertad personal y las demandas ineludibles del 
orden social. Este es el dilema permanente en que se debate el sistema capi-
talista, porque la línea divisoria entre lo público y lo privado no es tan diá-
fana como podría suponerse y, mucho menos, es algo inmutable; más bien, 
es tenue y cambiante, producto de la misma dinámica social.

En realidad, esto no podría ser de otra manera, porque ni siquiera concep-
tualmente es posible definir fronteras. Aquella especie de slogan según el 
cual el Estado solo debe actuar en aquello en que la empresa privada no 
está interesada (obviamente por cuestiones de rentabilidad o de lucro), no 
deja de ser eso: un simple eslogan  que carece de sentido operacional. La 
noción de que los llamados monopolios naturales son, por definición, de 

274  Políticas de Competencia. Economía Social de Mercado: su dimensión social. 1998.



341

JUAN HÉCTOR VIDAL

la competencia exclusiva del Estado, bajo el argumento de las dificultades 
que entraña la formación de precios, tampoco tiene hoy en día un carácter 
axiomático.

Sin embargo, hay ciertas interpretaciones (o definiciones) que no dejan duda 
sobre la pertinencia de la acción estatal en la economía, no para restringir la 
libertad del emprendimiento, sino para fortalecerla de manera que se haga 
cargo, precisamente, de las imperfecciones naturales del mismo mercado.

Sobre este tema, la literatura económica no puede ser más abundante y enri-
quecedora. De hecho, su tratamiento se encuentra incluso en cualquier texto 
elemental, aunque su importancia empezó a adquirir nuevas dimensiones, 
particularmente  con la aparición de Los principios de economía, de Alfred  
Marshall, a quien se atribuye haber hecho descender el análisis económico 
del nivel macro al micro. Empero, el tema del mercado se torna algunas 
veces controversial, a partir de elaboraciones que lo identifican con la esen-
cia misma del capitalismo y los límites de la participación del Estado en la 
economía, aunque la vertiente ideológica resulta casi inevitable.

Por ejemplo, el economista y pensador político conservador, ex asesor de 
Margaret Thatcher, John Gray, ha dicho lo siguiente:

“La historia confirma que los mercados no se regulan por sí mis-
mos. Ellos son por naturaleza instituciones volátiles, sujetas a cam-
bios bruscos y a “booms” especulativos […] Durante el período 
en el cual el pensamiento de Keynes ejercía una gran influencia, se 
reconoció que los mercados son instituciones altamente imperfectas 
y que, para funcionar, necesitan no solo regulación, sino también 
una administración efectiva”275.

A juicio del mismo autor, al referirse a la oleada liberalizadora señala que 
“el intento de quitarle al Estado todo rol protagónico en la conducción de 
la economía, no había hecho otra cosa que profundizar las desigualdades y 
crear condiciones para la ruptura de la cohesión social”. 

Karl Polanyi ha sido más enfático, al llamar “utopía perversa” a la noción 
de que “el mercado se regula a sí mismo y, a partir de allí, fuera de todo 

275  Op. cit.
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control, intenta regular, codificar y dominar las vidas, los bienes, los afectos 
y los sueños”276.

Por su parte, Time nos recuerda que el autor de la “Teoría general de la 
ocupación, el interés y el dinero” fue el primero en demostrar convincen-
temente que el gobierno no solamente tiene la habilidad, sino también la 
responsabilidad de emplear su fuerza para incrementar la producción, el 
ingreso y la ocupación. Aún más, alude concretamente al argumento de Ke-
ynes de que el gobierno puede hacer eso sin violar la libertad ni restringir la 
competencia: “Este puede lograr la prosperidad a través de la manipulación 
de tres herramientas: política tributaria, política crediticia y política presu-
puestaria […] Su aplicación tiene el efecto de fortalecer el gasto privado, la 
inversión y la producción”277.

Y si de invocar las virtudes de la libertad económica se trata, también po-
demos recordar al considerado padre de la economía moderna –Adam Smi-
th– que en tono diferente dice: 

“Si fuese posible que las deliberaciones de los cuerpos legislativos fuesen 
dirigidas por una visión amplia del bien general, y no por la vocinglera 
importunidad de los intereses particulares, deberían, por esta misma razón, 
ser especialmente cuidadosos en no establecer un nuevo monopolio de esta 
clase (se refiere a las implicaciones del libre comercio en la industria local) 
y en no extender tampoco todavía más los ya establecidos […] Cualquier 
reglamentación de esa clase introduce cierto grado de auténtico desbarajus-
te en la constitución del Estado, y ese desbarajuste será más tarde difícil de 
curar sin ocasionar otro”278.

Lo anterior ofrece una idea general de los amplios espacios en que se mueve 
la discusión en torno a la actuación estatal, donde la regulación y el con-
trol adquieren especial relevancia. Pero el tema no se agota con el simple 
enunciado de su importancia. Detrás de la discusión sobre las supuestas (o 
reales) virtudes del mercado como el ente que mejor asigna los recursos, 
hay realidades que tampoco se pueden obviar, como son los abusos que se 

276 Citado por Adolfo Gily (“El mundo no es una mercancía”), en América Latina y la 
guerra global. Pág. 183. Fondo de Cultura Económica. México. 2004.

277  En Readings in introductory economics. Compiladores: John R, McKean y Ronald A 
Wykstra. New York: Harper & Row, Publishers, 1971. Pág. 62.

278  La riqueza de las naciones. Ediciones Aguilar S.A. 1961. Pág. 409.
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cometen aun con una legislación apropiada, pero no respetada  como ocurre 
a menudo en El Salvador. 

Se trata, en todo caso, de encontrar un equilibrio entre el mercado y el inte-
rés público, para, como lo sostiene Ocampo, “hacer frente a las poderosas 
fuerzas centrífugas de los mercados globales”. En este sentido, es oportuno 
el recordatorio que nos hace este mismo autor sobre el “óptimo de Pareto”, 
como la expresión más concreta de la forma en que un resultado eficiente, 
desde el punto de vista de los mercados, es consistente con distintas combi-
naciones de distribución de sus beneficios279.

Este es un tema central incluso en el debate sobre el vínculo entre demo-
cracia y desarrollo. Por ello es que adquiere dimensiones especiales en el 
caso de El Salvador debido a la transición política que está viviendo, donde 
todavía no parece haber una conciencia clara de las implicaciones que ha 
tenido la conducción económica en esa forma de desencanto que se nota 
en la población, más allá de las implicaciones externas en un modelo que 
nunca terminó de asentarse.

Pero tampoco los problemas derivados de la permanente confrontación 
ideológica y, sobre todo, aquellos originados en las percepciones de quienes 
se han visto favorecidos o excluidos del estilo de desarrollo anterior, pueden 
ser razonablemente enfrentados, en tanto la libertad, como tema central de 
la discusión, no sea suficientemente comprendida, y el papel del Estado en 
el funcionamiento de la economía, no haya sido claramente dilucidado.

Aun así, el tema admite consideraciones puntuales a partir de lo que a lo 
largo del tiempo se fue definiendo como un marco general de políticas pú-
blicas, tendientes a apuntalar el proceso de reforma en su versión inicial. 
Otra cosa distinta, es el grado de respuesta del mismo Estado para llenar 
aquellos vacíos institucionales y legales que, en teoría, mejorarían el des-
empeño del mercado como motor del crecimiento, sin obviar el tema de la 
equidad y la inclusión.

En el caso salvadoreño, por ejemplo, la Política Nacional de Protección al 
Consumidor incluye la información, la competencia, los productos o servi-
cios estandarizados y la movilidad y libertad para adquirir y ofrecer produc-

279  Ibid.  Págs. 376 y 377.
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tos y servicios. En estas cuatro condiciones puede encontrarse un intento de 
fortalecer  la competencia misma y el ejercicio de la soberanía del consumi-
dor, dos pilares fundamentales del mercado.

Lo anterior se inscribe dentro de lo que el Banco Mundial eventualmente 
consideró que debía ser el papel de los entes reguladores, en su tarea de es-
timular la protección de los derechos de los consumidores280. 

Y al referirse a los logros del país en materia económica y a los desafíos que 
se le planteaban ante el fenómeno de la globalización, señalaba lo siguien-
te:

“Desde 1989, los formuladores de política de El Salvador han al-
canzado tres importantísimos logros: el fin de la guerra civil; la 
implementación de una estrategia económica coherente que ha lle-
vado a la estabilización de la economía y a la reactivación del cre-
cimiento; e iniciar un ataque sistemático de la pobreza […] Estos 
esfuerzos han recuperado al país de la crisis económica de los años 
80 y han conducido a este por la senda de una relativa estabilidad 
y crecimiento económico, en comparación con otros países en pro-
ceso de desarrollo”.

Recuadro Nº 6

DIRECTRICES DE LA ONU PARA LA PROTECCIÓN DEL 
CONSUMIDOR

Resolución 39/248 (abril de 1985)

Teniendo en cuenta los intereses y las necesidades de los consumidores 
de todos los países, y particularmente de los países en desarrollo; re-
conociendo que los consumidores afrontan a menudo desequilibrios en 
cuanto a capacidad económica, nivel de educación y poder de negocia-
ción; y teniendo en cuenta que los consumidores deben tener el derecho 
de acceso a productos que no sean peligrosos, así como la importancia 
de promover un desarrollo económico y social justo, equitativo y soste-
nido, y la protección del medio ambiente, las presentes directrices para 
la protección del consumidor persiguen los siguientes objetivos:

280  Banco Mundial. Hand book for evaluating infraestructure regulatory system. 2006.
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a) Ayudar a los países a lograr o mantener una protección adecuada de 
sus habitantes en calidad de consumidores;

b) Facilitar las modalidades de producción y distribución que respon-
dan a las necesidades y los deseos de los consumidores;

c) Instar a quienes se ocupan de la producción de bienes y servicios y 
de su distribución a los consumidores a que adopten estrictas nor-
mas éticas de conducta;

d) Ayudar a los países a poner freno a las prácticas comerciales abu-
sivas de todas las empresas, a nivel nacional e internacional, que 
perjudiquen a los consumidores;

e) Facilitar la creación de grupos independientes de defensa del consu-
midor;

f) Fomentar la cooperación internacional en la esfera de la protección 
del consumidor;

g) Promover el establecimiento en el mercado de condiciones que den 
a los consumidores una mayor selección a precios más bajos;

h) Promover un consumo sustentable.

Fuente: Naciones Unidas. Nueva York.

Pero, al mismo tiempo, advertía sobre la necesidad de trabajar más en la 
parte institucional; reconociendo, sin duda, que la experiencia ya recomen-
daba incorporar visiones que fueran más allá del enfoque excesivamente 
economicista que caracterizó los primeros programas de reforma281.

De manera particular, dicho organismo enfatizaba la necesidad de fortalecer 
las políticas de competencia y la protección del consumidor. Al respecto, 
señalaba que la competencia desleal era un serio problema, mencionando 
que investigaciones sobre el particular mostraban que el 59% de las empre-
sas experimentaban problemas con la competencia informal o ilegal. En ese 
momento, el fenómeno era más común en el comercio, donde el 74% de las 

281  En los hechos, ese reconocimiento derivó en las llamadas reformas de segunda y terce-
ra generación. Así empezó a cobrar fuerza el tema de la institucionalidad y la equidad. 
Op. cit. Ocampo. Pág. 366.
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firmas eran afectadas por la evasión del IVA y otros impuestos, el irrespeto 
de las regulaciones aduaneras y el comercio, las leyes laborales y las dispo-
siciones impositivas, así como el ejercicio de prácticas anticompetitivas.

Además, puntualizaba la existencia de acuerdos de fijación de precios, car-
teles y segmentación geográfica de los mercados, algo que, por cierto, llevó 
una década más tarde a la Superintendencia de Competencia, a sancionar a 
las distribuidoras de productos derivados del petróleo. Ejemplos aparecían 
en el caso de la cerveza, agencias de publicidad, radio, TV, líneas aéreas, 
farmacias, ferreterías, instituciones financieras, hoteles, productos lácteos y 
distribución de productos básicos.

Al señalar que las pérdidas de bienestar por las prácticas colusorias podían 
ser muy significativas, se destacaba que hasta ese momento no se había he-
cho ningún esfuerzo para desestimularlas o penalizarlas. Entre otros aspec-
tos que afectaban la competencia, también se hacía mención al contrabando, 
evasión de las cuotas del seguro social y malas prácticas en las adquisicio-
nes y licitaciones del gobierno.

Como un corolario importante, el Banco recomendaba la creación de una 
sola instancia que se hiciera cargo de la protección del consumidor y de 
desestimular los monopolios, mientras se favorecía la propiedad intelectual 
y las políticas comerciales282.

Por su parte, el PNUD, en su Informe sobre el Desarrollo Humano corres-
pondiente a 2003, señala que: 

“La falta de una política de promoción y defensa de la competencia 
libre y leal, constituye uno de los principales escollos institucionales 
para el desarrollo del país […] A pesar de que la Constitución, en el 
artículo 110, prohíbe las prácticas monopólicas, El Salvador carece 
de instrumentos jurídicos al nivel de legislación secundaria, para 
garantizar que las reglas de juego en los mercados sean transparen-
tes, y su aplicación, imparcial”.

A pesar de todo, como se ha dicho, no fue sino hasta en la administración 
Saca que se legisló para crear la Superintendencia de Competencia y la De-
fensoría del Consumidor –que sustituyó a la antigua la Dirección General 

282 Banco Mundial. El Salvador: Meeting the challenge of globalization”. Washington, 
D.C. 1996. Pág. 1.
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del Protección al Consumidor–, es decir, en un momento en que los agentes 
económicos ya habían transitado un largo camino casi sin señales. O para 
decirlo más gráficamente, cuando ya se había entronizado una cultura de 
poco respeto a las reglas del mercado.

No está demás agregar que para la creación de ambas instituciones se tuvo 
que actuar con decisión política, ante los intentos de algunos sectores de 
seguir operando en un mercado sin reglas, al estilo del más puro “laissez 
faire”. Para tomar esa decisión, sin duda el gobierno tuvo en las presiones 
de los organismos internacionales una buena excusa, aunque los excesos 
cometidos por la falta de una regulación adecuada, fueron en algunos casos 
de tal magnitud, que las mismas autoridades no tenían otra salida. Nos cons-
ta, sin embargo, la abierta oposición que se generó en algunos sectores.

B. LA EVIDENCIA EMPÍRICA

La intensidad del trabajo realizado por ambas entidades refleja cuán permi-
sivo resultaba el marco regulatorio, pero también ha servido para constatar 
su fragilidad ante la presión desmedida de grupos de poder y empresas en 
particular. Sus memorias de labores, que recogen las actividades más im-
portantes desarrolladas durante buena parte de la administración Saca, son 
elocuentes.

Las tablas 5 y 6 recogen, de manera parcial, algunos de los casos más rele-
vantes investigados y procesados tanto por la Defensoría del Consumidor 
como por la Superintendencia de Competencia. Estos casos solo han podido 
llevarse hasta la fase de sanción después de un largo proceso de aprendi-
zaje, que contrasta con la habilidad de los sujetos sometidos al escrutinio 
para eludir responsabilidades. Hay que decir también, lo complicado que ha 
resultado para las mismas entidades, resistir la ofensiva mediática en contra 
de su trabajo. En este plano, las prácticas poco éticas se han confundido con 
una visión anquilosada de cómo funciona en la realidad el mercado, lo que, 
virtualmente, equivale a cohonestar la violación de los mismos principios y 
normas en que efectivamente debiera sustentarse la responsabilidad social 
del empresario.
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Tabla Nº 5

 Defensoría del Consumidor: Casos colectivos y difusos resueltos

Fuente: Defensoría del Consumidor. Memorias de Labores 2004-2009.



349

JUAN HÉCTOR VIDAL

Tabla Nº 6

 Superintendencia de Competencia: Casos colectivos resueltos

Fuente: Superintendencia de Competencia. Memorias de Labores 2006-2009.
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El amplio campo de investigación y la diversidad de casos, que cubren tan-
to al sector público como privado, es ilustrativo de que las irregularidades 
detectadas en los diferentes mercados de bienes y servicios no son algo 
excepcional.

Hay, sin embargo, casos emblemáticos que siguen poniendo en evidencia la 
forma en que, a pesar de la evidencia contundente, los agentes privados –sin 
duda protegidos por la misma fragilidad del sistema (y aquí no solo habla-
mos del marco regulatorio y de supervisión, sino también de las instancias 
jurisdiccionales)–, contribuyen a la anarquía que se observa en los diferen-
tes mercados, aún en aquellos que se conforman a partir de los servicios 
esenciales que se ha reservado el mismo Estado.

El caso de colusión entre las dos únicas firmas que operan en el mercado 
de la harina es emblemático, por el aprovechamiento abusivo que se hizo 
de la crisis de alimentos y del alza de las materias primas, en 2007, para la 
fijación de los precios de dicho producto, mientras la industria panificadora 
–mayormente compuesta por micro y pequeños empresarios– y, en general, 
gran parte de la población, salían afectados por el encarecimiento y la cali-
dad del producto.

Sobre este duopolio, Molina (2006) sostiene que “la estructura de mercado 
ha sido favorecida por la existencia de barreras de entrada, que provienen 
del Reglamento de Importación de trigo y harinas de trigo, el cual data 
desde 1951 y que contiene disposiciones que refuerzan la concentración 
de mercado”283. De ser correcto este juicio, también podría plantearse en 
este caso una responsabilidad del mismo Estado al operar todavía bajo una 
legislación obsoleta en paralelo a disposiciones que nada tienen que ver con 
la figura del  Estado de mediados del siglo pasado.

El prolongado debate en torno a los precios de los combustibles es otro 
ejemplo contundente acerca de las situaciones que se dan en los mercados 
imperfectos –que en los hechos no son sino una desviación de una perfecta 
economía de libre mercado–, cuando el Estado no dispone de normas coer-

283 “Condiciones generales de competencia en países Centroamericanos: el caso de El 
Salvador”. Presentado en el Seminario sobre Competencia en Centroamérica: Casos 
Telecomunicaciones y Banca (Proyecto CEPAL/IDRC). San Salvador. Junio de 2006. 
El estudio de Molina se extiende a una amplia variedad de sectores como el sector de 
transporte aéreo, la industria azucarera y la del cemento.
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citivas o sencillamente se torna débil ante el poder y la información que 
manejan los agentes económicos involucrados.

El presidente Saca pasará a la historia por muchas razones, pero quizás 
cuando escriba sus propias memorias, traerá a cuento aquella frase que que-
dó como grabada en piedra, cuando, al referirse a la manipulación de los 
precios en el sector, manifestó: “los precios de los combustibles suben en 
ascensor, pero bajan en escalera”.

Problemas similares ha debido enfrentar la SIGET, que, como ha sido seña-
lado anteriormente, ha tenido enormes dificultades para lidiar con las prác-
ticas de los sectores de electricidad y telecomunicaciones, en gran parte 
porque –como se dice en el caló popular– “nació sin dientes”. Esta interpre-
tación alude a las debilidades intrínsecas con que se creó dicha entidad para 
actuar con suficiente autoridad legal.

Con frecuencia, se ha dicho por parte del primer comisionado para la Mo-
dernización  de la Administración Pública que detrás de esa debilidad hubo 
intereses que se movieron alrededor de la apertura del sector, donde los res-
ponsables del proceso actuaron, aparentemente, con total discrecionalidad. 
En términos similares se ha expresado de la reprivatización de la banca.

Un estudio sectorial realizado por la misma Superintendencia de Competen-
cia es ilustrativo al respecto, cuando recomienda al propio Superintendente 
General de Electricidad y Comunicaciones, lo siguiente: 1) Implementar 
las recomendaciones de la Superintendencia de Competencia al diseño del 
marco regulatorio de los contratos a largo plazo, particularmente en los me-
canismos de licitación a efectos de garantizar condiciones de competencia 
en tal diseño. 2) Mejorar los instrumentos de monitoreo y control, en parti-
cular de las conductas estratégicas de retiro físico de la capacidad. 3) Pro-
mover nuevas inversiones en la generación de energía eléctrica284.

En este caso particular, es destacable la posición que ha sostenido por mu-
chos años el sector productivo, en especial, el industrial, al insistir en la 
necesidad de hacer más transparente el mercado energético. Sin embargo, 
como se sabe, no fue sino hasta con las reformas que se introdujeron a la 
Ley General de Electricidad, en 2003, que se otorgó a la SIGET la facultad 
de “vigilar” el mercado. Pero, como se ha visto anteriormente, la entidad 

284 Memoria  de recomendaciones de política pública.  Estudios sectoriales en investiga-
ción de casos. Enero 2006/Mayo 2009.
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reguladora no ha podido superar del todo sus propias deficiencias. Es más, 
cuando se le sugiere promover nuevas inversiones en el sector, pareciera 
más una crítica velada a su debilidad frente a los operadores, que al recono-
cimiento de su fortaleza para materializar iniciativas que, probablemente, 
son más del resorte de un Ministerio de Economía.

Sin embargo, dentro de las debilidades que exhibe el marco regulatorio e 
institucional, ni el sector público se salva. El comportamiento de algunas de 
las mismas entidades prestadoras de servicios, para no hablar de las instan-
cias judiciales donde tienen que dirimirse los casos, es una muestra adicio-
nal de que las reglas de la competencia y la protección de los derechos de 
los consumidores, también pueden ser vulneradas por prácticas y conductas 
al interior del propio sector público. Esto sugiere que ni el mismo Estado 
ha podido ajustar su conducta a las exigencias del modelo que él mismo ha 
patrocinado. Las denuncias contra ANDA son elocuentes.

Con todo, probablemente en el sector que más abusos se han cometido, es 
en el financiero. En ese caso, no es necesario remitirse a los resultados de la 
supervisión que ejerce la SSF, ya que las denuncias públicas de arbitrarieda-
des son como el pan de cada día. No es mera casualidad, sin embargo, que 
este sector haya sido uno de los más beneficiados con la reforma económi-
ca, a partir de la forma poco transparente en que se privatizaron los bancos 
y se desreguló todo el sector. Es más, la forma en que este funciona, ha sido 
tipificada por el propio Banco Mundial como monopólica y hay estudios 
específicos sobre competencia que lo resaltan (Herrera, 2006).

Sin embargo, su verdadera fuerza se puede demostrar por medio de expre-
siones no tan sofisticadas. Cobra así relevancia aquella invocación que hizo 
el presidente Saca, desde Brasil, para que los bancos comerciales lo acom-
pañaran en su proyecto de Alianza por la Familia, lanzado en diciembre 
de 2007. Se refería, particularmente, a los altos intereses que aplicaban los 
emisores de tarjetas de crédito, así como también a las prácticas abusivas en 
cuanto a los cobros de comisiones que elevaban el costo del dinero tomado 
a préstamo, donde el margen de intermediación o spread, no deja de ser 
mero simbolismo. En palabras del mandatario, esas prácticas solo refleja-
ban un comportamiento usurero285.

A propósito de las expectativas y las reacciones que ocasionó el anuncio de 
dicha Alianza, escribimos lo presentado en el recuadro Nº 7.

285 Varios medios escritos se hicieron cargo de ese mensaje durante la primera semana de 
diciembre de 2007.
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Recuadro Nº 7

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (24/12/07)

¿HASTA DÓNDE CALARÁ EL MENSAJE?

Al margen de las diferentes interpretaciones que se han dado en torno a 
la “Alianza por la Familia” lanzada por el presidente de la República 
semanas atrás, resulta claro que la mayoría valora positivamente la ini-
ciativa. Para muchos, incluso el no disimulado sesgo político-electoral 
pasa a un segundo plano, cuando se ponen en perspectiva los potencia-
les beneficios que tendrán las 19 medidas anunciadas.

Lo que tampoco puede pasar desapercibido, es que la “Alianza” –que 
sin duda tiene elevados costos para el erario nacional– intenta rescatar 
algunos elementos esenciales relacionados con el papel que debe jugar 
el Estado en una economía de mercado. Es más, de alguna manera, 
significa aceptar un “mea culpa” por lo que se hizo o se dejó de hacer, 
dentro de un esquema de política económica y social que, en el conjun-
to, ha resultado poco feliz.

La pregunta que surge de manera natural es: ¿ hasta dónde un gobierno 
que está en la recta final de su mandato, será capaz de llevar a buen 
término algunas de las medidas más polémicas, aunque no sea sino por-
que las mismas afectan grandes intereses, independientemente de que la 
razón y la justicia económica estén del lado de la mayoría?

Muchos estamos enterados de las primeras reacciones de sectores que 
ven afectados sus intereses, como el financiero, el de telecomunicacio-
nes y el de las distribuidoras de energía. Para estos, las medidas anun-
ciadas cuando menos significan un riesgo para la seguridad jurídica y 
las decisiones futuras de inversión. En realidad, esta ha sido la cons-
tante cada vez que los entes reguladores han intervenido para que las 
actuaciones de aquellos se ajusten a la ley. Así, casi siempre, se han 
salido con las suyas.

Pero, al menos en algunos casos relacionados con la “Alianza”, el go-
bierno anticipada y explícitamente está reconociendo que se han estado 
aceptando conductas abusivas de parte de ciertos agentes económicos, 
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que han afectado a gran parte de la población. Presumiblemente en la 
mayoría de ellos, ni siquiera hay lugar para el expediente del recurso 
ante la CSJ, y esto se deduce cuando el propio Presidente de la Repú-
blica se ve en la necesidad de pedirle a ese Órgano un poco de más 
objetividad en sus juicios, relacionados con el respeto a la reglas de la 
competencia y los derechos de los consumidores.

Por ello, para el ciudadano común –que seguramente está más intere-
sado en obtener un servicio eficiente a un precio razonable, que en el 
manejo que hacen los economistas de conceptos como la “soberanía del 
consumidor” o el “costo marginal” para  definir las tarifas de ciertos 
servicios que antes prestaba el Estado– resulta trascendental el anuncio 
que ha hecho el gobierno de ponerle coto a ciertos abusos, que tanto 
han afectado la credibilidad en el sistema de libre empresa.

Sin embargo, con el anuncio no basta. Los agentes económicos deben, 
en el futuro, actuar con más apego a los límites que les impone la ley, 
lo que no significa regatearles los espacios que tienen en un Estado 
democrático de derecho para defender sus intereses. Ya es un avance 
que algunos “ideólogos” de pensamiento ortodoxo, hayan empezado 
a reivindicar la responsabilidad que tiene el Estado de contribuir, con 
sus acciones, a corregir las fallas naturales del mercado. Esto es im-
portante en un país donde el fundamentalismo económico de algunos 
ha sido en gran medida responsable de la encrucijada política en que 
nos encontramos. 

El temor de llegar a esta situación nos ha acompañado por largo tiem-
po. Infortunadamente, no estamos seguros sobre la suficiencia y sentido 
de oportunidad de la “Alianza”. Más nos preocupa, que el mensaje no 
penetre hasta donde debe llegar

En esa misma línea, resulta igualmente revelador el reconocimiento público 
que eventualmente hizo el presidente del banco comercial más importante 
del país, acerca de cómo la intervención de la Defensoría había incidido en 
la reducción –casi a la mitad– de las comisiones bancarias.

El caso del sector financiero es notorio en cuanto a señalamientos. En la 
Memoria de Labores de la Defensoría del Consumidor 2004-2009, se seña-
la que del universo de las denuncias atendidas en catorce sectores, el 30% 
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se concentró en el financiero, seguido por el de telecomunicaciones (18%) 
y agua (17%). El problema con el sector más denunciado son los escasos 
márgenes que le quedaron al Estado para orientar ciertas conductas, prime-
ro con la dolarización y después con la venta de las entidades a consorcios 
internacionales.

Lo grave también en este caso, es la percepción de que, a partir de la forma 
en que se reprivatizaron los bancos, quedó hasta cierto punto pavimenta-
do el camino para que la “generosidad” del gobierno se extendiera a otros 
sectores estratégicos, que también se privatizaron bajo condiciones poco 
transparentes y con claras ventajas para los operadores, en detrimento del 
interés general. Esto, independientemente de las reiteradas declaraciones 
públicas de los funcionarios responsables de conducir el proceso, aduciendo 
todo lo contrario.

Recuadro Nº 8

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (22/07/07)

MERCADO Y SISTEMA FINANCIERO

Cuando se inició el proceso de reforma económica en El Salvador, noso-
tros aplaudimos. Era el signo de los tiempos y nos parecía que nuestras 
modestas contribuciones a través de los espacios de opinión y al frente 
de la dirección ejecutiva de la cúpula empresarial, en algo podían ayu-
dar a comprender las virtudes y debilidades de la economía de mercado, 
a la luz de lo que lo que sugiere la teoría y la práctica.

Por razones comprensibles la privatización de la banca concentraba 
gran parte de nuestra atención. Nuestras consideraciones  iban desde el 
imperativo moral de devolver al sector lo que le había sido arrebatado, 
pasando por la necesidad de volverla nuevamente eficiente y al servicio 
del desarrollo, hasta la oportunidad de aprovechar el proceso para po-
tenciar la creación de una nueva clase de pequeños propietarios, como 
ocurrió eventualmente en otros países más avanzados, con el retiro del 
Estado de actividades que podían funcionar mejor en manos privadas.
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Con el tiempo el sistema bancario nacional se convirtió en el más mo-
derno de Centroamérica, llegando a ocupar incluso lugares de privile-
gio en América Latina. Sin duda la visión de nuestros empresarios hizo 
la diferencia, pero también la forma en que se privatizaron las institu-
ciones, la amplia libertad de que gozaron para hacer crecer el negocio 
financiero –aprovechando inclusive la desregulación y la  integración 
del sector– y por qué no decirlo, algunos réditos claramente previsibles, 
como aquellos vinculados con la dolarización.

Por estos días el tema está marcado por la venta de los principales ban-
cos del país a entidades internacionales. Esto  es parte de la estrategia 
expansionista de los grandes conglomerados financieros en el marco 
de la globalización y de la apertura del país a la inversión extranjera. 
Con ambas acciones se reconoce que el negocio  bancario en el país, es 
excelente.

Pero esto es solo una cara de la  moneda y los pequeños inversionistas 
que están vendiendo sus acciones, así lo confirman. Amigos que tuvie-
ron el dinero y la visión para invertir en los bancos privatizados se han 
sorprendido de dos cosas: primero, por el elevado precio que han alcan-
zado sus acciones en menos de quince años; segundo, porque los títulos 
vendidos a través de la Bolsa de Valores –por ley– no pagan ningún 
impuesto, aunque sí la comisión que imputan los intermediarios, o sea 
la Bolsa y los corredores, que no es muy grande.

Se presume, sin embargo, que algunas personas jurídicas o no han ven-
dido sus acciones a través del mecanismo bursátil, o han utilizado la 
misma figura de “prestanombres” que emplearon cuando adquirieron 
inicialmente los títulos, como una forma de evadir sus responsabilida-
des fiscales. 

Sin vulnerar los derechos de los que han vendido las acciones, muchos 
hubiéramos esperado que el gobierno, con suficiente antelación y sa-
biendo con certeza que la venta de los bancos nacionales era inevitable, 
se preparara adecuadamente  a fin de evitar todo viso de elusión o eva-
sión tributaria asociada  a esta sui géneris operación.

Extraoficialmente hemos sabido que el Ministerio de Hacienda está ha-
ciendo algo al respecto. Pero el Estado, además de  pensar en sus pro-
pias necesidades, ya debería estar actuando para evitar que la enorme 
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inyección de liquidez que supone la operación financiera más grande  
que se ha hecho en el país, se traduzca en: fuga de capitales, inversión 
improductiva, un desbordamiento de las presiones inflacionarias y un 
aumento desmedido de las importaciones.

Ninguna acción en este campo debería socavar las bases del modelo; 
en cambio, ayudarían a rescatar un poco los excesos cometidos en el 
pasado en nombre de una mal entendida libertad económica. 

En cualquier caso, con la creación de la Superintendencia de Competencia y 
la Defensoría del Consumidor se sentaron las bases institucionales y legales 
para ordenar y regular los mercados, aunque la tarea para ambas entidades 
ha resultado sumamente difícil.

No obstante, poco a poco se ha ido acumulando una valiosa experiencia 
que ha sido capitalizada con el establecimiento de un conjunto de políti-
cas básicas para orientar el comportamiento de los agentes económicos y 
sancionar aquellos casos en que se ha abusado de la libertad de mercado. 
Aun así, las prácticas irregulares siguen estando a la orden del día, como lo 
demuestra el caso de los acuerdos de precios entre agencias de viajes, cuya 
gravedad mereció sanción económica de parte de la Superintendencia de 
Competencia286. Este caso es emblemático, porque se trató de abusos contra 
el mismo Estado, nada menos que a través de los Ministerios de Economía 
y Turismo.

La relevancia de la prevención también se ha puesto de manifiesto, con el 
papel que han desempeñado, a lo largo del tiempo, otros entes supervisores 
y reguladores como la Superintendencia del Sistema Financiero (SFF) y la 
de Valores. 

En lo que respecta a la SSF, ya se mencionaron los casos de CREDISA, Fin-
sepro/Insepro, Crediclub, FomiExport, etc. Sin embargo, un campo pagado 
de la SSF de fecha 15 de julio de 2009, al recordar esos casos, llamaba la 
atención del público para no dejarse engañar por personas que ofrecían pro-

286 La Prensa Gráfica, 9 de julio de 2009.
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ductos financieros que supuestamente redituaban ganancias muy superiores 
a las que se podían obtener en el mercado financiero organizado287.

El esquema Ponzi parece que había vuelto a aparecer unos días después de 
que en Estados Unidos se condenaba a cadena perpetua al otrora prestigio-
so presidente de Nasdaq (Bernard Madoff), que cometió el mayor fraude 
financiero en la historia de ese país, por una cifra superior a los sesenta mil 
millones de dólares, utilizando el viejo truco de los rendimientos fabulosos 
a través de operaciones piramidales, embaucando incluso a personalidades 
del mundo hollywoodense.

En cuanto al papel de la Superintendencia de Valores puede decirse que ha 
sido el menos cuestionado, aunque en su trayectoria sobresale el caso de la 
corredora de bolsa OBC, tanto porque las operaciones irregulares fueron 
detectadas de manera tardía, como por el hecho de que las mismas fueron 
vinculadas con funcionarios de un gobierno de ARENA. Extrañamente, el 
principal indiciado permaneció en los Estados Unidos bajo custodia de las 
autoridades migratorias, aunque ya fue extraditado a El Salvador después 
de permanecer recluido en una prisión de la Florida por varios años.

Problemas de naturaleza distinta parecen estar poniendo a prueba el papel 
de la Superintendencia de Pensiones. En este caso, el desafío de la entidad 
está dado fundamentalmente por la presión que ejerce sobre las AFP el pro-
pio gobierno, al obligarlas prácticamente a adquirir sus títulos de deuda. 
Esto no solo significa coartar la libertad que teóricamente tienen las admi-
nistradoras para invertir los fondos previsionales de acuerdo con criterios 
financieros elementales (rentabilidad, liquidez y seguridad), sino también 
poner en riesgo las pensiones a medida que aumenta el riesgo país. No es un 
problema menor el “crowding out” originado en las operaciones guberna-
mentales, aunque el aspecto más relevante es la utilización de la figura del 
fideicomiso que cobró carta de ciudadanía cuando se lo empleó por primera 
vez para el financiamiento de deuda previsional.

Obviamente, el tema de la regulación y el control, adquieren en este caso 
igual relevancia que en otros segmentos del mercado financiero. Llamó po-
derosamente la atención las declaraciones del actual vicepresidente de la 
República, en sus primeras apariciones públicas,  dejando entrever la po-
sibilidad de que se opte por un esquema mixto, aunque existe el temor de 

287 Ídem. 15 de julio de 2009.
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que la medida se torne más radical y se revierta totalmente el sistema, como 
sucedió en la Argentina. Además, el ente rector debería impulsar reformas a 
la ley, más que todo, para lidiar con el problema ocasionado por los atrasos 
en el traslado de las cotizaciones que, por diferentes razones, incurren las 
empresas como agentes de retención.

Con todo, dentro de la debilidad que exhibe el marco institucional y regu-
latorio de los diferentes mercados, sin duda el que se lleva las palmas es el 
sector financiero. Además de ser el sector más señalado por la Defensoría 
del Consumidor, donde las comisiones y cobros sobre una diversidad de 
conceptos de dudosa legalidad lo han hecho blanco de críticas hasta de los 
mismos empresarios de otras actividades económicas.

Indudablemente, la historia es más antigua en este sector. Los intereses de 
grupos empezaron a moverse, primero, con el saneamiento y la privatiza-
ción de la banca y, después, con el amplio espacio que les abrió el BCR y 
la SSF. Sin embargo, la amplia discrecionalidad con que se ha movido el 
sector, quedó sellada con la aprobación de la Ley de Integración Moneta-
ria, que dejó al BCR como simple espectador de lo que hacen o dejan de 
hacer los bancos comerciales. En este sentido, no hay forma de someterlos 
a una disciplina –particularmente hoy en día que son de propiedad extranje-
ra– porque el BCR no tiene medios ni siquiera para entusiasmarlos a través 
de la función clásica de servir de prestamista de última instancia.

Por otro lado, se sabe que los bancos comerciales también son los principales 
emisores de tarjetas de crédito, segmento que, igualmente, se han prestado 
a muchos abusos. Curiosamente, desde el año 2000, había un anteproyecto 
de ley en la Asamblea Legislativa para moderar esos excesos (para poner 
el problema de la usura en un lenguaje que no ofenda a los adoradores del 
mercado) que pasó durmiendo el sueño de los justos, hasta que fue aprobada 
el cinco de noviembre de 2009, pero bajo parámetros muy inferiores que los 
que recomendaban los proponentes. 

El tema había cobrado vigencia y notoriedad a raíz de la crisis financiera 
y los problemas de mora en que han caído gran cantidad de tarjeta-habien-
tes, muchos de los cuales, según se dijo en su momento, habían perdido 
hasta sus viviendas para pagar sus deudas. La gravedad de este problema 
se puso en evidencia cuando en el programa conducido por Ernesto López 
en el canal 21, hasta el mismo presidente de la Comisión Financiera de la 
Asamblea y diputado de ARENA señaló que ya había llegado el momento 
de terminar con esas prácticas. Los señalamientos contra el señor diputado 
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fueron unánimes ¿Por qué su partido no se había ocupado del tema cuando 
fue gobierno?288. 

Aunque la regulación y la supervisión tienen su importancia bien definida 
para que los diferentes mercados funcionen en base a la competencia y las 
buenas prácticas empresariales, el tema, al menos en el país, sin duda está 
adquiriendo dimensiones insospechadas en lo atinente a la gestión econó-
mica. 

Se sabe que El Salvador gozó por mucho tiempo de lo que se llama “grado 
de inversión”, entre otras cosas, por la capacidad del gobierno de honrar su 
deuda soberana. Esta credencial se empezó a deteriorar a raíz de la precaria 
situación fiscal, que se reconoció aproximadamente un año antes de que 
concluyera el mandato del presidente Saca, pero que se complicó mucho 
más cuando recién iniciaba la gestión del presidente Funes. La clasificadora 
de riesgos Fitch, encendió la luz de alerta por las dificultades que empeza-
ron a confrontar tres de los cuatro bancos más importantes del país (todos 
de capital extranjero), para obtener recursos en el exterior, a raíz del mismo 
escenario crítico que presentaban las finanzas públicas289.

Durante la segunda semana de noviembre de 2009, el problema se volvió 
más preocupante cuando Moody’s degradó a la peor categoría desde que le 
fue reconocido un grado de inversión envidiable, a finales de los noventa, 
por la forma en que había manejado su macroeconomía. Esto pasó en mo-
mentos en que las mismas penurias fiscales lo habían llevado a tratar de 
colocar US$ 800 millones en los mercados internacionales. A pesar de ello, 
el presidente del BCR declaró en un programa televisivo local (24/09/09) 
que la operación había sido todo un éxito.

Aunque esto último se aparta un tanto del tema en discusión, todo lo ante-
riormente planteado ayuda a ilustrar cómo el tema de la institucionalidad al 
servicio del mercado ha sido –y sigue siendo– cuestionado, no tanto por la 
estructura en que se sustenta, sino por las debilidades que exhibe al momen-
to de aplicar la ley de manera pareja. Las presiones de los grupos afectados 
por decisiones, como las tomadas por la Defensoría del Consumidor y la 
Superintendencia de Competencia, no han podido, en aquellos casos más 
sonados, pasar el filtro de la Corte Suprema de Justicia.

288 Transmitido el 27 de julio de 2009
289 El Diario de Hoy,  25 de junio de 2009. 
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Sobre estos casos, el Superintendente de Competencia nombrado por el pre-
sidente Funes informó que, de las 37 multas impuestas a diferentes agentes 
económicos (entre ellos Shell, Esso, Molsa y Harisa), solo 7 las habían pa-
gado; el resto debía US$6.08 millones y podían seguir operando mientras la 
CSJ siguiera sin dar un juicio definitivo290.

Las implicaciones que tienen las distorsiones que se dan en los distintos 
mercados –por no decir abusos– son enormes, en términos de costos de 
producción y de competitividad del país. No es incidental que los sectores 
productivos resientan cómo los costos de los servicios, ya sea los vincu-
lados a la energía eléctrica, las comunicaciones o los bancarios, reducen 
de manera sensible la posibilidad de competir con alguna solvencia en los 
mercados internacionales y, aun, en el mercado local. Pero tampoco son 
despreciables los efectos que las prácticas abusivas tienen en la pérdida de 
bienestar, lo que, como podrá comprenderse, incide –y no precisamente de 
manera marginal– en las actitudes de los ciudadanos al momento de ejercer 
el sufragio. 

C. LA CALIDAD INSTITUCIONAL IMPORTA

Hablando de economía e institucionalidad, El Salvador de hoy es una mez-
cla de éxito en algunos casos y de mediocridad y fracasos en otros. En cual-
quier circunstancia, esto tiene mucho que ver con la fortaleza, solvencia y, 
en general, con la calidad de sus instituciones.

Este tema ha sido tratado extensamente a partir del estudio sobre las impli-
caciones que tiene el proceso político en el desarrollo económico y social, 
y viceversa. No obstante, a propósito del tema que nos ocupa, parecen re-
levantes las aproximaciones que hacen Kaufmann, Kraay y Soido-Lebaton 
(1999) sobre la gobernabilidad democrática y el desarrollo institucional. 
Ellos aluden a seis indicadores concretos:

1. Voz y rendición de cuentas: Mide el nivel en que los ciudadanos pueden 
elegir al gobierno y ejercer sus derechos políticos, libertades civiles y 
libertad de prensa.

290 La Prensa Gráfica (16/VII/09
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2. Estabilidad política y ausencia de violencia: Mide la probabilidad de que 
el gobierno caiga por medios institucionales o violentos. (Caso de Hon-
duras).

3. Eficacia del gobierno: Mide la calidad de los servicios públicos, la com-
petencia y la independencia política de la función pública. (El caso de El 
Salvador en la actualidad).

4. Carga regulatoria: Mide la ausencia relativa de controles gubernamen-
tales sobre los mercados de bienes, el sistema bancario y el comercio 
internacional.

5. Estado de Derecho: Mide la protección de las personas y la propiedad 
privada contra la violencia y el robo, sistema judicial independiente y 
eficaz, y exigibilidad contractual.

6. Ausencia de corrupción pública y de abusos de poder para fines priva-
dos.

Algunos de estos indicadores pueden ser tomados como referencia para po-
ner en perspectiva los avances logrados por El Salvador en algunas áreas. A 
la inversa, en nuestro caso hay expresiones concretas de falencias en el pla-
no institucional que, llevadas a un plano más analítico, bien podrían nutrir 
futuras aproximaciones para la codificación de estándares internacionales 
más interrelacionados, como pueden ser los referidos a los índices de com-
petitividad, delincuencia y el proceso político como tal. Pero quedándonos 
con el “state of the arts” también podemos sacar valiosas lecciones para 
resaltar la naturaleza cambiante del ambiente en el que se mueven los nego-
cios, no solo frente al contexto interno, sino también en el internacional.

En efecto, en un conjunto de veinte países de América Latina, El Salvador 
aparecía en 2007-2008 en el lugar número seis entre los mejores calificados 
en cuanto a competitividad. En este plano, el país solo era superado por 
Chile, Puerto Rico, México, Panamá y Costa Rica. Aventajaba incluso a 
países grandes de la región, incluyendo Brasil, cuya economía se ubica en 
los primeros diez lugares a nivel mundial y es considerada como una de las 
más dinámicas, entre las emergentes.
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Sin embargo, en la medición correspondiente a 2008-2009, había descen-
dido a la posición novena, mientras Panamá y Costa Rica, que se ubicaban 
anteriormente en los lugares 4 y 5 respectivamente, habían mejorado en un 
escalón, en paralelo a un mejor posicionamiento de Colombia, Brasil y Uru-
guay; este último en la  posición que anteriormente ocupó El Salvador.

El gráfico Nº 10 ilustra cómo después de que el país aparecía con una califi-
cación de 60 en 2001-2002, se había degradado sensiblemente en el bienio 
2008-2009, equiparándose casi al nivel de Honduras, que históricamente se 
ha ubicado en el medio.

Nótese en cambio, cómo los países que han optado por esquemas econó-
micos de corte populista, bajo gobiernos que restringen deliberadamente la 
iniciativa privada, como Bolivia, Ecuador, Nicaragua y Venezuela, aparecen 
en los peores lugares en la región. Esto es una clara demostración de que la 
competitividad de las naciones se garantiza mejor, bajo regímenes políticos 
más liberales y sistemas económicos más abiertos. La relación entre la de-
mocracia y la economía, tendría en estos casos un probable vínculo, aunque 
esto último también sea motivo de controversia.

Comprender la importancia de este vínculo es importante, aunque la exce-
siva permisividad también ha llevado a caer en extremos. Como lo sostiene 
Botana (2004) “la ideología neoliberal se agotó, pero el legado que (hereda-
mos) les hace sombra a los desafíos del pasado: crisis social explosiva, eco-
nomía estancada, desarticulación del aparato estatal y aparición de variadas 
formas de barbarie”. 

El Salvador de hoy participa de algunas –si no en todas– estas realidades. 
Con respecto al mismo punto, con mucha frecuencia hemos dicho que en El 
Salvador, algunos sectores confunden la libertad económica con la ley de la 
selva, o por lo menos con el mercantilismo más primitivo.
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Gráfico Nº 10
 América Latina: Índice de Competitividad 

Global 2001-2002 y 2008-2009

Fuente: Foro Económico Mundial, 2009.

Si la atención se particulariza y se centra en los factores negativos que más 
dificultan los negocios (gráfico Nº 11), se puede constatar que en los tres 
más relevantes –que se relacionan en todo caso con la labor del Estado: 
hechos delictivos, ineficiencia de la burocracia estatal y corrupción –, El 
Salvador ha tenido una mejoría en el período 2008-2009, pues en conjunto 
alcanzan una ponderación de 45.8%, en comparación con 50.3% en 2007-
2008.

Curiosamente, el factor que más ha favorecido esa mejoría, es la reducción 
de la incidencia de los “crímenes y robos” de 27.1% a 21%, mientras la 
inestabilidad política aumenta en 0.4%.



365

JUAN HÉCTOR VIDAL

Gráfico Nº 11
 El Salvador: Factores más problemáticos 

para hacer negocios 2008-2009

Fuente: Foro Económico Mundial, 2009.

Cuando se pone la atención en el tema de la delincuencia –que según un 
estudio del PNUD 291  tiene un costo equivalente al 11% del PIB–, el clima 
desfavorable para hacer negocios se torna acuciante. Se estima que la plani-
lla de agentes de seguridad privada supera la cantidad de elementos con que 
cuenta la Policía Nacional Civil. Esto constituye la señal más clara de que el 
fenómeno rebasa con creces la capacidad del Estado para garantizar la pro-
piedad privada y el derecho de ejercer libremente el papel de empresario.

291  “¿Cuánto cuesta la violencia a El Salvador?”. Cuadernos sobre Desarrollo Humano. 
No. 04.Abril 2005.
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En este contexto, cobra más relevancia el lugar que ocupa el país a nivel 
latinoamericano por la incidencia delincuencial. No es casual que, con el 
nuevo gobierno, se haya tomado la decisión de apoyar a la PNC con un 
despliegue importante de elementos del ejército, algo a lo que el FMLN 
siempre se opuso, invocando el rol asignado a la Fuerza Armada en los 
Acuerdos de Paz.

La expansión del crimen organizado y hasta su infiltración en las institucio-
nes del Estado hace de toda esta situación un problema sumamente comple-
jo, pues deteriora el clima de inversión, tanto nacional como extranjera. En 
la región, esta realidad contrasta con la panameña y costarricense, países 
que, en conjunto, “capturaron” el 75% de la inversión extranjera en el año 
2008. En el caso de Panamá, estos recursos representaron más del 30% del 
PIB, mientras que en El Salvador y Guatemala, el coeficiente apenas llegó 
al 4%292.

El fenómeno de la debilidad institucional adquiere un significado directo 
cuando se examinan las “ventajas competitivas notables” y aparecen con 
una baja calificación el gasto de gobierno, la carga de la regulación y la 
transparencia (gráfico Nº 12). En estos tres aspectos concretos, el país exhi-
be marcadas falencias que inciden de manera determinante en el desempeño 
empresarial. Aunque el fenómeno es de dos vías, no debe pasarse por alto el 
tercer elemento, fuente primaria de la corrupción, que se refleja en el dudo-
so lugar de privilegio que ocupa el país en las mediciones de Transparencia 
Internacional (TI).

Esto último no es un tema menor. En la evaluación correspondiente al 2009, 
TI degradó al país en 17 escalones, colocándolo nuevamente entre aquellos 
donde los malos manejos de los recursos públicos, adquiere virtualmente 
la categoría de institución. La creación de un capítulo en el país, ya dice 
mucho de este flagelo. 

Algunos estudios realizados específicamente para el caso de El Salvador 
(Casals & Associates, Inc.) señalan la gravedad de este problema, aunque 
reconocen que no hay una buena y adecuada información sobre los costos 
económicos y sociales de la corrupción. Aun así, concluyen que, en muchos 

292 Fuente: www.capitales.com.  ICEFI. 18 mayo de 2009.
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sentidos, la corrupción y la falta de transparencia explican en buena medida 
la pobreza en el país293.

Gráfico Nº 12

 El Salvador: Ventajas competitivas notables

Fuente: Elaboración propia con datos del Foro Económico Mundial, 2009.

293 An assesment of corruption in El Salvador. Americas’Accountability Anti-Corruption 
Project (USAID). 2005. Pág. 21.
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Este estudio se hace cargo del papel de las instituciones gubernamentales, 
especialmente la Corte de Cuentas, la Fiscalía General de la República y 
el Sistema Judicial en su conjunto, poniendo en tela de duda su eficacia (y 
nosotros pondríamos también el acento en su compromiso), para lidiar con 
este flagelo. Por otro lado, se reconoce el esfuerzo realizado en esa direc-
ción con la aprobación, en el año 2000, de la Ley de Adquisiciones y Con-
trataciones de la Administración Pública (LACAP), que, por cierto, ha sido 
criticada por los empresarios debido a las trabas burocráticas que conlleva 
su aplicación, sin que se observe su eficacia para hacer más transparente la 
relación público-privada.

La mencionada investigación se refiere con especial énfasis al caso de la 
corrupción en la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados 
(ANDA), sin duda por las cifras involucradas y porque, en los hechos, es 
el único caso (sonado) en el que la Fiscalía ha tenido el éxito de llevar a los 
tribunales y encarcelar a los responsables. Sin embargo, el “criterio de opor-
tunidad” que se le dio a uno de los indiciados para que las cosas llegaran a 
ese nivel de definición, ha sido cuestionado por el supuesto encubrimiento 
que ello supone para otros “peces gordos”, cuyo delito permanece impune, 
por su peso en la política nacional.

Empero, otros casos de corrupción, tan o más importantes que el de ANDA, 
permanecen también en la impunidad. Solo basta recordar el del ISSS, el 
del Banco de Fomento Agropecuario y, el más reciente, el del Ministerio de 
Obras Públicas.

Ante la generalización del fenómeno despertó muchas expectativas la crea-
ción, en el año 2006, del Tribunal de Ética Gubernamental, considerado 
como una respuesta del presidente Saca a su oferta de campaña, en el sen-
tido de combatir sin cuartel la corrupción. No obstante, también existen 
versiones de que la iniciativa surgió de los Estados Unidos cuando se estaba 
negociando la Cuenta del Milenio; obviamente con el propósito de mandar 
un mensaje de que los recursos deberían manejarse con transparencia.

Sin embargo, dicha entidad se vio sometida al escrutinio público, cuando no 
pudo, por razones de su misma ley, llevar hasta sus últimas consecuencias 
el sonado caso de corrupción, o por lo menos de cuestionables manejos, en 
el Ministerio de Salud. El responsable de la cartera hasta se habría mofado 
de la capacidad de dicho tribunal para enjuiciarlo.
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Tampoco es una simple decisión administrativa, la creación de la Subsecre-
taría de Transparencia durante la administración Funes, lo cual también se 
inscribe dentro de sus ofrecimientos de campaña de que durante su gobier-
no, ese flagelo será combatido con todo rigor. Ya veremos, si un presidente 
proveniente de un partido de izquierda puede con el monstruo, a sabiendas 
de que lo que menos tiene la corrupción, es de ideológica.

La iniciativa gestada en la sociedad civil para promover la aprobación de 
una Ley de Transparencia y Acceso a la Información, que también ha sido 
apoyada por el Programa de USAID para el Fortalecimiento de la Demo-
cracia, sin duda va en la misma dirección. Esta constituye una respuesta or-
ganizada que se hace cargo no solo de ese flagelo, sino también del derecho 
ciudadano a ejercer una contraloría social sobre el poder político.

A todos estos problemas (y desde luego a las iniciativas para enfrentarlos), 
se suma la frágil institucionalidad de cara a una la transición política in-
édita. En este plano, hay indicios de violaciones a la Carta Magna, lo cual 
constituiría, desde otro plano, una reedición de lo acontecido en la Adminis-
tración Saca, con las figuras de los fideicomisos.

En efecto, los problemas suscitados con la elección de cinco magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia (tres de ellos de la Sala de lo Constitucio-
nal), del Fiscal General y del Procurador General, demuestran de manera 
palmaria la crisis de institucionalidad, lo cual resulta más notorio, porque 
está vinculado al oportunismo político, con todas las implicaciones que ello 
tiene en el campo económico, la igualdad de oportunidades y la estabilidad 
en el campo social.

Obviamente, la actuación de los actores políticos y el comportamiento de 
los agentes económicos resultan cruciales para la gobernabilidad democrá-
tica y la construcción de un sistema económico robusto e incluyente. Sin 
embargo, en democracias en transición como la nuestra –muy permeables 
ante las tentaciones caudillistas–, con instituciones económicas muy vulne-
rables a los esquemas de privilegios, cualquier intento de ordenar el proceso 
político y lidiar con los problemas económicos con visión compartida, se 
traduce en una tarea formidable.

Si la debilidad institucional se origina en la superestructura, ¿qué sucede 
cuando las instituciones en que se fundamenta el mercado, o el sistema 
económico en general, son débiles? Si un buen desempeño económico tiene 
a la base un clima empresarial predecible, a partir de reglas y condiciones 
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que deben ser tuteladas por el Estado, resulta de la mayor importancia poner 
en perspectiva cómo las instituciones en que se asienta el sistema político, 
influyen en la forma de hacer negocios.

Se dice a menudo que el servicio más costoso es el que no se tiene. Sin duda 
esta aseveración popular tiene sentido, pero en una economía de mercado 
que funciona más o menos en concordancia con la teoría convencional, la 
soberanía del consumidor y la sana competencia, como principios rectores 
del mercado, no son asuntos triviales.

Y si ello es así, resulta incuestionable el papel del Estado para el funciona-
miento óptimo del sistema económico. José Antonio Ocampo, ex secretario 
ejecutivo de la CEPAL, lo pone en los siguientes términos: “Las funcio-
nes básicas de las políticas públicas se relacionan, por una parte, con la 
responsabilidad del Estado para garantizar el buen funcionamiento de los 
mercados y, por otra, con la consistencia entre dicho funcionamiento y la 
cohesión social. Esto incluye la definición y suministro de los bienes de 
valor social”294.

Lo dicho, puede parecer odioso para los fundamentalistas de cualquier sig-
no, porque implica reconocer las fallas intrínsecas del sistema de precios 
para llegar hasta los más vulnerables, pero también la cuestionable omni-
presencia del Estado, cuando sus jerarcas se convierten en jueces odiosos de 
la conducta de las personas.

 Ese fundamentalismo, llevado a su máxima expresión, estimula a reflexio-
nar seriamente sobre cómo esta visión compromete temas como la equidad, 
la inclusión y, en general, el papel compensador y vigilante del Estado, para 
que los beneficios del progreso material lleguen –principalmente a través de 
las distintas avenidas que atraviesan el mercado– a los más pobres, dentro 
de un ejercicio supremo que haga de la libertad individual y el bien común, 
el referente obligado para el logro de la prosperidad.

El componente ético es el que está a la base de ese ideal, que siempre estuvo 
en la mente de los primeros economistas clásicos. Bajo esta perspectiva, 
puede decirse que ni el mismo Smith, con su visión sobre las virtudes de la 
“mano invisible”, creyó ciegamente en la excelsitud del mercado. Él estaba 
claro que los monopolios y las prácticas impropias de los agentes económi-

294 En Democracia en América Latina
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cos no encajaban en su concepción ética y moral de la economía. Lamenta-
blemente, nosotros lo interpretamos mal.

En ese sentido, no deberíamos obviar las consecuencias que tienen en la 
pérdida del bienestar y en la consolidación de la democracia, las prácticas 
reñidas con la ética empresarial, principalmente cuando son toleradas y a 
veces hasta auspiciadas, desde las más altas esferas del poder político.

Discernir sobre estos aspectos y velar permanentemente porque la institu-
cionalidad se consolide a partir de un andamiaje jurídico blindado contra el 
abuso del poder político y los esquemas de privilegios –que son como dos 
caras de la misma moneda– constituyen el punto donde la economía y la 
política se funden, para formar un todo orgánico, donde la libertad adquiere 
su verdadera dimensión y, a la vez, un sentido de proporcionalidad.

The Economist lo recoge en los siguientes términos: “El liberalismo econó-
mico tanto como el liberalismo político, ponen gran énfasis en los controles, 
pesos y contrapesos, para limitar el abuso del poder, concretamente, en la 
economía, donde la más potente fuerza del poder, es la competencia”295.

Llevando el tema a otro plano, hay que coincidir en una cosa. La economía 
de mercado tiene muchas virtudes, pero tampoco es inmaculada. En este 
sentido, el sistema se vuelve vulnerable por los excesos que se cometen en 
su nombre.

Haciendo un símil con lo que decía Churchill acerca de la democracia, la 
economía de mercado, no es perfecta, pero es el menos malo de todos los 
modelos conocidos. 

295 Survey: Capitalism and democracy. Anniversary reflections. Noviembre 2003.



372

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO



PARTE IV
DINÁMICA ECONÓMICA 

Y DESARROLLO SOCIAL



374

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

CAPÍTULO X 
EVOLUCIÓN DE LA ECONOMÍA: 
UN PROCESO CON ALTIBAJOS

A. UNA APROXIMACIÓN

El éxito económico no solo depende de la política gubernamental. La histo-
ria del desarrollo muestra la influencia recurrente de factores exógenos que 
tienen una cuota decisiva en el comportamiento económico en el corto pla-
zo y, a veces, durante períodos prolongados. Empero, la eficacia de aquella 
con frecuencia se pone en duda, cuando los responsables de su conducción 
cargan mucho el acento en dichos factores, obviando la responsabilidad de 
sus propias acciones.

En todo caso, una característica esencial del comportamiento a largo plazo 
de cualquier economía, es su exposición a ciclos de expansión, estanca-
miento y contracción. Esto significa que, por regla general, el crecimiento 
no es lineal, especialmente en aquellas economías pequeñas y abiertas como 
la salvadoreña, que son muy sensibles a la influencia que ejerce el sector 
externo a través de alteración de las corrientes comerciales –vía precios y 
demanda– y de los flujos financieros. 

El deterioro de los términos del intercambio, que es un fenómeno muy co-
mún en aquellos países pequeños cuyas exportaciones están concentradas 
en un reducido número de productos primarios y mercados; es para estos 
solo un dato. El impacto destructivo de los fenómenos naturales, a menudo 
también provoca efectos sensibles y prolongados en el crecimiento, como 
ha sido en el caso salvadoreño a lo largo de las últimas dos décadas. Con 
mayor razón, un “shock” de la magnitud que está provocando hoy en día la 
crisis financiera y económica mundial, puede resultar catastrófico. 
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Pero aun cuando la relevancia de esos elementos exógenos no puede ser 
ignorada, tampoco puede desvalorizarse la gestión del gobierno. Por ejem-
plo, hay suficiente evidencia empírica para señalar que, contrario a lo que 
ha ocurrido aquí cerca en Centroamérica, El Salvador no ha sido del todo 
exitoso en lidiar con aquellos elementos  y más relevante aún, para imple-
mentar políticas de largo aliento que contribuyan a suavizar y sobre todo 
acortar la duración del ciclo. Además, el régimen monetario vigente res-
tringe de manera determinante el campo de actuación del gobierno en estos  
aspectos.

Al cierre del ciclo de gestión arenera, todos estos fenómenos habían te-
nido un impacto en el crecimiento sostenido, afectando desde luego las 
posibilidades de mejorar, como sería deseable, la calidad de vida de los 
salvadoreños. Sin desconocer los avances logrados en el ordenamiento de 
la economía y la recuperación extraordinaria observada durante la primera 
administración, el crecimiento económico a largo plazo ha estado entre las 
más rezagadas de América Latina, aunque el promedio de los últimos 18 
años (3.9%) haya superado, según FUSADES, el registrado en el período 
(1950-2000)296. 

Es más, la experiencia aun a nivel centroamericano señala que El Salvador, 
una vez pasado el impulso inicial de la primera mitad de los años noventa, 
se quedó rezagado y, eventualmente, llegó a ocupar los últimos lugares en el 
contexto latinoamericano por el pobre desempeño de su economía.

El hecho que el país haya sido gobernado por un mismo partido durante las 
últimas dos décadas, no hizo la diferencia. Más bien, en retrospectiva, lo 
que queda claro es que el supuesto modelo de economía de mercado  que 
sirvió de marco para la gestión económica de los sucesivos gobiernos, si 
bien tenía una base ideológica claramente definida, careció de coherencia 
técnica, lo  que, en el extremo, fue definiendo un sistema donde los motores 
del crecimiento escasearon, mientras los intereses siempre omnipresentes 
de corto plazo se impusieron sobre los desafíos de la transformación.

La prédica de tanto mercado como sea posible y tanto Estado como sea 
necesario, nunca tuvo arraigo como guía para la construcción de un siste-

296 N. del A. El crecimiento promedio reportado por la CEPAL en ese último período es 
de 3.5%. Si se considera el período 1960-1979 para que la referencia temporal sea más 
equilibrada con el período de 18 años considerados por FUSADES, lo cual implica ex-
cluir en ambos casos la llamada “década perdida”, la expansión registrada llega al 5%. 
Series históricas de estadísticas económicas. 2009.
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ma económico que combinara la eficiencia con la equidad. Lo irónico en 
todo caso, es que la transformación económica tuvo su oportunidad en la 
apertura política y en la democratización progresiva, uno de sus mejores 
aliados. Sin embargo, la mezcla de intereses sectoriales, la partidización de 
la política económica y el cuestionable manejo de la política instrumental, 
donde los medios se confundieron con los fines, terminaron por ponerle un 
freno de manera prematura a las posibilidades que tenía al país para crecer 
de manera consistente por períodos prolongados, como lo registra su histo-
ria económica.

B. RECUPERACIÓN Y  CRECIMIENTO

Durante toda la gestión de ARENA, se pueden identificar tres fases en ma-
teria de crecimiento. La primera, que va de 1990 a 1995, se  considera de 
recuperación y expansión; la segunda, comprendida de 1996 a 2004, de 
virtual estancamiento; y la tercera, de 2005 a 2009, de recuperación y nue-
vamente de retraimiento.

Tomando los cuatro períodos presidenciales como referencia, se puede afir-
mar entonces que solo la mitad del período en que ARENA estuvo en el po-
der, se observó un cierto dinamismo económico. En este sentido, adquiere 
relevancia el rápido crecimiento observado durante el primer quinquenio 
de los noventa, con una tasa del 6.2% que ubicó a la economía nacional 
como la más dinámica de América Latina, después de la Chile (8.7%). Ese 
desempeño estuvo precedido de dos años de virtual reacomodo, después de 
un prolongado período de aletargamiento económico que compartió toda la 
región, pero que, en el caso de El Salvador, fue exacerbado por el conflicto 
interno.

Varios factores explican el dinamismo de la economía durante la prime-
ra administración de ARENA. Entre estos destaca el énfasis que desde el 
principio se puso en su ordenamiento  mediante un Programa de Ajuste y 
Estabilización –que encontró en la recuperación gradual del MCCA, en el 
repunte del consumo que estuvo reprimido durante todo el conflicto, así 
como en la confianza que despertó en el sector empresarial la línea ideoló-
gica del nuevo gobierno– el escenario ideal para que desde el inicio se pro-
dujera un cambio de tendencia, en el marco de un modelo que privilegiaba 
el mercado. La solución del conflicto por la vía negociada constituiría años 
más tarde el ingrediente adicional que el país estaba requiriendo, para que 
el desempeño económico tuviera también en el campo político, un factor 
adicional a su favor.
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Ese crecimiento, también tiene explicaciones más puntuales. Un elemento 
importante para explicar el repunte observado durante la primera mitad del 
decenio de 1990, es la reconstrucción después de la guerra civil. La reacti-
vación económica de posguerra se vio beneficiada por una recuperación de 
la inversión, principalmente en bienes raíces, y un aumento de las exporta-
ciones y del consumo final. Este a su vez  se elevó con el auge de las reme-
sas y una mayor oferta de crédito, pero también con el abaratamiento de las 
importaciones que resultó de la apreciación cambiaria y la liberalización de 
las importaciones.

Sin embargo, como era de esperarse, el incremento acelerado del consumo 
de bienes importados en un contexto de una recuperación muy lenta de las 
exportaciones, contribuyó al crecimiento sin precedente del déficit comer-
cial. El aumento de la demanda doméstica favoreció a los sectores de no 
transables. En este sentido, se ha llegado a la conclusión de que El Salvador 
pasó de ser una economía agro exportadora a una de servicios (Segovia, 
1998).

Melhado (1997), Acevedo (1999), Rivera Campos (2000) y Segovia (2002) 
coinciden en grandes líneas con este enfoque, lo mismo que la cúpula em-
presarial, FUSADES y organismos internacionales como el PNUD, BID, el 
FMI y el Banco Mundial, aunque, por supuesto, cada uno con sus propios 
matices297. Este último organismo (2004) señala que gracias a las reformas 
estructurales emprendidas en la década de los noventa “El Salvador ha lo-
grado importantes beneficios en cuanto al crecimiento económico y reduc-
ción de la pobreza, desde el fin de la guerra civil en 1992”298.

297 Acevedo, por ejemplo, habla del efecto “rebote” de la economía al emerger del con-
flicto, señalando incluso que su comportamiento en ese período no fue precisamente 
de despegue hacia el crecimiento sostenido, sino producto de una “burbuja” de cre-
cimiento que se tornó insostenible con el tiempo (páginas 6 y 7). Rivera Campos, por 
su parte, si bien reconoce que la economía siguió creciendo rápidamente al inicio de 
la segunda administración y las principales variables estaban bajo relativo control, el 
objetivo de hacer de las exportaciones el eje del crecimiento se había alejado a medida 
que avanzaba la década, mientras el consumo doméstico se tornaba en un factor clave 
en el dinamismo de la economía, apoyado por la inversión extranjera. En ese contexto 
trae a colación un reporte del entonces asesor del BCR y posterior ministro de Hacienda 
abril de 1993 (“¿What´s now?”) donde este artículo, influyente en la concepción de la 
nueva administración, (el subrayado es nuestro) concluye que las reformas llevadas a 
cabo hasta ese momento, no eran suficientes para “incitar” el desarrollo sostenible y 
que se tenían que tomar pronto las medidas complementarias que el mismo autor había 
identificado para que el país no cayera en imbalances macroeconómicos. (Páginas 23 
y 24).

298  Banco Mundial, Evaluación del gasto público. 2004
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En similares términos se expresó la misma institución en otro estudio rea-
lizado dos años más tarde, aunque ya anticipaba la necesidad de impulsar 
un crecimiento más rápido para consolidar la paz y aliviar la pobreza. Estos 
objetivos estaban a su vez condicionados al incremento de la competitivi-
dad global y al inicio de una nueva etapa de desarrollo que se hiciera cargo 
de los sectores sociales y de una mejor distribución del ingreso299.

En otras palabras, una de las instituciones de mayor gravitación en los pro-
cesos de reforma, le atribuía a la misma, una contribución importante –pero 
no el crédito total– en la recuperación económica del país. Más importante 
aún, señalaba los pasos que deberían darse para la consolidación del pro-
ceso.

El enfoque del Banco Mundial parecía bastante optimista pero a la vez rea-
lista, teniendo en cuenta que los procesos raramente son lineales y que tar-
dan en consolidarse –aun en un contexto internacional favorable– porque 
demandan un conjunto de condiciones que con frecuencia no se cumplen. 
Esto ocurre cuando los mismos gobiernos son muy sensibles a las presio-
nes de grupos, las instituciones no se fortalecen o simplemente se cometen 
errores por acción u omisión. La experiencia salvadoreña puede dar fe de 
esto último, aunque tampoco puede ignorarse que la transición política que 
estaba viviendo el país también demandaba una fuerte dosis de economía 
política, más allá del manejo diario de la macroeconomía.

Al margen de esas consideraciones, puede aseverarse que los logros en ma-
teria de crecimiento sorprendieron a los mismos responsables de la gestión 
económica y a los organismos internacionales al menos en dos sentidos: 
primero, el ajuste no fue recesivo ya que por lo menos no se percibieron 
efectos negativos en el consumo ni en el empleo; más bien, resultó todo lo 
contrario. En segundo término, la tasa de crecimiento promedio excedió con 
creces las metas que el propio gobierno incorporó en el Plan Económico y 
Social. Ello significa que, en ambos aspectos, se minimizó la capacidad de 
respuesta de la economía ante un estilo de gestión diferente y un escenario 
más positivo para los agentes económicos.

299 Banco Mundial. El Salvador: Meeting the challenge of globalization. 1996.
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El éxito obtenido en los cinco primeros años completos de gestión, despertó 
inclusive curiosidad en la comunidad internacional. En un santiamén, El 
Salvador había despegado como el Ave Fénix, sin que pasara por una tur-
bulencia social como ocurrió en muchos países de América Latina y aquí 
cerca, en Costa Rica, con el primer programa de ajuste estructural (PAE) 
implementado en la región (1982) con apoyo del Banco Mundial.

Con relación a este último caso, debe reconocerse que El Salvador tampo-
co  tuvo que enfrentarse a los grandes desequilibrios que acompañaron el 
retroceso económico. En Costa Rica, el tipo de cambio se multiplicó por 
casi ocho veces en menos de dos años, el déficit fiscal llegó a dos dígitos, 
las reservas internacionales del país se tornaron negativas, todo esto dentro 
de un progresivo deterioro económico y financiero gestado en la adminis-
tración de Carazo Odio. En el caso salvadoreño, el desequilibrio externo y 
el desajuste fiscal se pudieron administrar sin pasar por una etapa recesiva, 
de modo que el nivel general de precios y la demanda agregada tendieron a 
volver por los cauces normales sin mayores traumatismos. Pero, obviamen-
te, detrás de estos logros había actores muy importantes.

La mano prodigiosa debería estar en alguna parte y el éxito no era des-
preciable como para que sus artífices permanecieran en el anonimato. Los 
logros alcanzados fueron atribuidos a aquel grupo de personas cuyo trabajo, 
como algunos lo consideraron, había sido fundamental para que El Salvador 
diera un salto de calidad que lo colocaba en la misma antesala del mun-
do desarrollado. Alguien los bautizó con el sugestivo nombre del “Dream 
Team”, en alusión a aquel equipo de baloncesto de los Estados Unidos que 
hizo historia en los Juegos Olímpicos de Barcelona, celebrados en 1992.

Ellos, por supuesto, no disimulaban el significado de ese reconocimiento. 
Algunos hasta estaban contaminados por “los perfumados” –como les de-
cían a sus colegas en México bajo la administración de Salinas de Gorta-
ri– que también reclamaban grandes créditos por su propia reforma, pero 
cuyo conocimiento de la historia del desarrollo económico, probablemente  
también era limitado.

El “Dream Team” no podía quedarse dentro del país para reivindicar sus 
logros, aunque el objetivo de esparcirlos en el mundo exterior, probable-
mente, fue estimulado por terceros. Esto hizo de sus supuestos logros algo 
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emblemático, aun cuando en los años subsiguientes tendrían que pasar por 
verdaderas pruebas de fuego300.

Este grupo –supuesto artífice de la nueva economía– era huésped frecuente 
de los organismos internacionales radicados en Washington,  donde explica-
ban y compartían con representantes de otros países los logros espectacula-
res de un país que recién había superado un largo conflicto armado mediante 
el diálogo y la negociación. Naturalmente, sus interlocutores avalaban los 
avances realizados y con frecuencia replicaban el mensaje, aunque fuera en 
forma dosificada.

Los empresarios del país se sumaban a quienes reconocían los méritos de la 
gestión económica –a sabiendas de que en definitiva eran ellos mismos los 
verdaderos artífices del cambio– reconociendo eso sí, el papel catalizador 
del gobierno, sin dejar de enfatizar que no había que dormirse en los laure-
les. Algunos analistas nos adheríamos a esta posición301.

Al efecto, la ANEP, al hacer un balance de la gestión macroeconómica du-
rante el período 1989-1994, señalaba, entre otros aspectos, lo siguiente:

“En el plano económico, sin duda, el logro más relevante de la ad-
ministración del Presidente Cristiani, es haber puesto término a un 
período de crisis generalizada, que tenía amplias repercusiones en 
los aspectos sociales. Contrario a lo que se pensaba inicialmente, de 
que el programa de ajuste necesariamente iba a tener una connota-
ción recesiva, se pudo avanzar en la eliminación de ciertos desequi-
librios, logrando al mismo tiempo tasas de crecimiento positivas su-
periores al aumento de la población a partir de 1990, para alcanzar 
desde ese año hasta 1994, según las previsiones para este último, un 
promedio de 4.5% en términos reales”302.

300   El señor Alejando Sáenz, en un artículo publicado por el Mercurio de Chile y repro-
ducido en un medio escrito del país, fue más allá, a partir de información vertida por 
el asesor del presidente del BCR, Valentín Carril, –que por cierto fue quien cometió la 
infidencia allá por octubre de 1994 de que el país iba a ser dolarizado– al calificar al país 
como “La nueva joya del pacífico”. Véase Vidal, Juan Héctor: “¿Y dónde estaban los 
pipiles?”. Sendas y Surcos. La Prensa Gráfica (24 de agosto de 1998).

301    Véase Vidal, Juan Héctor: “Washington: Soñemos pero con los pies en la tierra”.  La 
Prensa Gráfica, 7 de octubre de 1995.

302   Nótese que el crecimiento consignado por los empresarios es menor que el reportado 
en párrafo de arriba; la diferencia es en que la primera tasa está basada en datos preli-
minares.
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Al elaborar sobre los determinantes de la reactivación de la economía, los 
empresarios ya reconocían la importancia del flujo de recursos provenien-
tes de las remesas familiares, que se utilizaban fundamentalmente para fi-
nanciar una alta proporción de la demanda de consumo, principalmente de 
origen importado. Asimismo, le daban crédito a la capacidad de respuesta y 
adaptación rápida del sector productivo nacional, ante un cambio severo en 
la gestión macroeconómica. En especial, señalaban las exigencias a las que 
había sido sometida la industria, a través de una reducción drástica y rápida 
de aranceles a las importaciones.

El que el aparato productivo se hubiera adaptado a las primeras acciones 
en términos de apertura de la economía y que fueran los mismos empresa-
rios quienes se apresuraran a reconocerlo, sin duda ilustra la confianza que 
rodeó el clima de negocios durante la primera administración de ARENA 
y, desde luego, la enorme capacidad ociosa bajo la cual había operado el 
sector productivo durante el conflicto, fenómeno que, como ocurre a menu-
do, es muy sensible a cualquier mensaje que lleve confianza a los agentes 
económicos.

Pero, por otro lado, también reconocían que el crecimiento se había dado 
en el contexto de una estabilidad financiera que contrastaba con la situación 
que acompañó el lento crecimiento durante la década anterior. Los logros 
en este plano fueron valorados muy positivamente al destacar “la reducción 
en el crecimiento de los precios internos, la estabilidad cambiaria y el ma-
nejo prudente de las finanzas públicas”. En general, tenían una opinión muy 
positiva del funcionamiento más libre del sistema de precios, aunque ya 
alertaban sobre la necesidad de velar por la sana competencia.

Contrastando con esa posición, los empresarios se quejaban de que no se 
había podido avanzar como se esperaba en “materia de apoyo al sector pro-
ductivo”, haciendo ver la ausencia de medidas deliberadas para propiciar la 
reconversión. A su juicio, esto los había obligado a un proceso rápido de re-
acomodo “aunque todavía no estuvieran del todo dilucidados los cauces que 
tomaría la concreción de acuerdos comerciales y de inversión con países de 
América Latina y del NAFTA”.

Con relación a la política comercial y la posición del país frente al sector 
externo, cuestionaban el hecho que no se hubiera logrado reducir el déficit 
comercial –que pasó de representar el 14.2% del PIB en 1990 a 16.4% en 
1994– y al respecto señalaban: 
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“El no haber revertido las tendencias del sector externo, sin duda 
representa una de las tareas inconclusas del gobierno del presidente 
Cristiani […] Igualmente se esperaban acciones de mayor alcance 
en la reestructuración del sector público para hacerlo más eficiente 
y situarlo en el verdadero papel que tiene que jugar en una econo-
mía de mercado”303.

En el primer caso, el mensaje era un tanto difuso, pero en el segundo, era 
más directo al señalar que el gobierno no había hecho su propia tarea, lo que 
estaba dificultando un desempeño más eficiente del sector productivo304.

Además, los agentes privados tenían otros motivos de preocupación. Así, 
al referirse al campo social, señalaban la existencia de grandes núcleos de 
población que no se habían beneficiado como hubiera sido deseable a partir 
del mayor crecimiento de la economía. Pero al mismo tiempo reconocían 
como un gran avance el incremento de las fuentes de empleo y el éxito que 
ya se había comenzado a observar en la reducción de la pobreza relativa 
y absoluta con la implementación de programas gubernamentales focali-
zados. La novedad de llevar servicios básicos a la comunidad a través de 
instituciones como el Fondo de Inversión Social, FIS (después FSDL para 
agregarle el componente de desarrollo local),  que fue la primera iniciativa 
lanzada por el BID para contrarrestar las consecuencias del ajuste, también 
fue reputada como de mucho beneficio.

Empero, en el balance, los empresarios le dieron a la gestión de Cristiani 
una nota favorable, cuando concluyeron:

303   ANEP. “Síntesis de la gestión macroeconómica 1989-1994”, Revista Unidad Empre-
sarial. Año 5, volumen No. 25a volumen, No. 30. Marzo-abril 1994.

304 N. del A. En realidad, la brecha comercial tenía su explicación en la misma apertura 
y la gran demanda insatisfecha que se había acumulado durante el conflicto. Además, 
teniendo una fuente de financiamiento segura en las remesas familiares, este desequi-
librio podía ser arrastrado sin mayores dificultades. Sin embargo, a nuestro juicio, lo 
que realmente preocupaba a los empresarios era que no se estaba logrando el objetivo 
central de hacer de las exportaciones el eje del crecimiento, como postulaba el modelo. 
Casi quince años después, todo este escenario se mantiene, excepto que el problema de 
la demanda insatisfecha en bienes esenciales se ha decantado en gran medida en favor 
de bienes prescindibles, con el agravante de que la forma en que las remesas financian 
el déficit ha afectado también la infraestructura productiva. El Informe sobre desarrollo 
humano 2007-2008 del PNUD confirma este aserto (Pág.141-146).



383

JUAN HÉCTOR VIDAL

“Con todo, los logros en el plano económico y social, en nuestro 
concepto, están a la vista. Esto inclusive ha sido reconocido por la 
comunidad internacional, la cual ha valorado además el hecho de 
que esos avances se hayan logrado simultáneamente con la pacifi-
cación del país y  con un progreso claro en la modernización de las 
instituciones políticas.

El rápido recuento que se ha hecho de la gestión del gobierno del 
Presidente Cristiani en el campo económico y social, sin duda pone 
de manifiesto el balance positivo de la misma. Este juicio en modo 
alguno significa postular que toda esa gestión gubernamental ha 
sido un éxito completo, pero, indudablemente, tampoco puede igno-
rarse que en el término de cinco años, El Salvador ha evolucionado 
hacia la modernización de su economía, en paralelo a una trans-
formación de las instituciones políticas que hacen hoy en día más 
viable al país de lo que era en 1989”305.

El enfoque positivo sobre el desempeño de la economía salvadoreña tenía  
sustento en hechos reales y comparables. En el cuadro Nº 35 puede cons-
tatarse la alta tasa de crecimiento lograda en ese período en comparación 
con el resto de la región, ubicando al país, como se ha dicho, en el segundo 
lugar, en tanto que en el extremo aparecía Haití y Cuba. El resto de países 
centroamericanos se ubicaban entre la novena posición (Guatemala) y la 
décimo séptima (Nicaragua).

305
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Cuadro Nº 35

 América Latina: Tasas de crecimiento promedio del PIB 1991-1995

Fuente: Elaboración propia con datos de CEPAL, 2008.

Al poner en perspectiva el crecimiento de la economía en el largo plazo, hay 
que destacar el significado que tuvo la recuperación del ingreso por habitante 
en un período relativamente corto, recordando la erosión brutal que éste ha-
bía experimentado durante la década anterior. En 1995, la CEPAL situó ese 
indicador en US$1,108.5, sólo superado por Costa Rica (US$2,069.2) pero 
muy por encima del correspondiente al resto de países centroamericanos 
(Guatemala: US$891.8, Honduras: US$700.8 y Nicaragua: US$549.5)306. 
El caso salvadoreño resultaba más significativo, si se toma en cuenta que 
fue el país que más retroceso experimentó en este plano durante la llamada 
“década perdida”.

Ligados directamente a esa situación, los indicadores de pobreza cambiaron 
de manera significativa. Aunque el gasto social del gobierno –como propor-
ción del PIB– se mantuvo en niveles bajos (alrededor del 4% en promedio, 
comparado con un nivel superior al 17% en Costa Rica y un aproximado al 

306   CEPAL. Indicadores sociales básicos de la subregión Norte de América Latina y el 
Caribe. LC/MEX 1997. Los avances en este plano a lo largo de las dos décadas que 
cubre este trabajo. se consignan más adelante.
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15% en Honduras), la pobreza se redujo de 59.7% en 1991 a 47.5% en 1995 
y la extrema de 28.2% a 18.2% en el mismo período307.

En lo que corresponde propiamente a la distribución del ingreso, aunque la 
experiencia indica la dificultad de obtener cambios significativos en el corto 
plazo, el rápido crecimiento del primer quinquenio debería haber influido 
en alguna medida en ese campo. Sin embargo, como una anticipación de lo 
que ha seguido ocurriendo en este aspecto, se puede decir que en los diez 
años transcurridos entre 1992 al 2002, el coeficiente de Gini sólo se había 
reducido de 0.55 a 0.54308.

Esta leve alteración registrada en toda una década permite concluir que, 
desde el principio de la reforma, se mantuvo la tesis de las virtudes abso-
lutas del mercado aun para enfrentar problemas que no pueden obviarse en 
un país como El Salvador, donde la marginación y la exclusión, son amplia-
mente reconocidas por propios y extraños309. Bajo estas circunstancias, el 
Estado no puede cruzarse de brazos esperando que el crecimiento se despa-
rrame automáticamente hacia los sectores más vulnerables.

No obstante, el hecho que la inflación hubiera ido cediendo progresiva-
mente –en este caso como resultado de políticas principalmente en el cam-
po monetario, el incremento de la producción y la misma apertura comer-
cial– es un signo de que el dinamismo de la economía corrió en paralelo 
al mejoramiento de la situación social en general, en este caso, a través 
del mantenimiento del poder adquisitivo de los salarios y la protección del 
ingreso familiar. Estos  se vieron asimismo favorecidos por un incremento 
en los niveles de empleo, la política salarial y las transferencias del sector 
productivo a la seguridad social.

En este plano, la política monetaria y crediticia jugó un papel muy impor-
tante, al conciliar el objetivo de la estabilidad con las demandas de financia-
miento que planteaban los diferentes sectores. De hecho, el crédito al sector 
privado se expandió a una tasa media del 26.6% entre 1990 y 1994, que se 
aproximaba bastante a la registrada históricamente para que la economía 
creciera a tasas superiores al 5%.

307 Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples (varios años).
308 PNUD. Informe sobre desarrollo humano, El Salvador 2003. (Pág. 64).
309  El Índice de Gini fue desarrollado por el estadístico italiano Conrado Gini en 1914 y 

es una de las medidas estadísticas más utilizadas para el análisis de la distribución del 
ingreso, correspondiendo 0 a una distribución absoluta y 1 a una total desigualdad.
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La dinámica de la intermediación financiera se hizo patente con la notable 
expansión que registró el sector, que creció a un ritmo casi tres veces su-
perior al de toda la economía. Sin embargo, ya en ese lapso se empezó a 
notar un desplazamiento del crédito desde los sectores productivos hacia 
los servicios, fenómeno que se acentuaría con los años como expresión de 
la transformación que estaba experimentado la estructura del PIB, en detri-
mento de los bienes reales.

Desde el punto de vista de la demanda agregada, el crecimiento fue jalo-
nado por la inversión que pasó del 13.7% al 19.4% del PIB en el mismo 
período, reflejando una tasa acumulada casi del 80%. Frente a ello, el gasto 
en consumo creció en ese lapso un poco más del 28%, manteniendo su par-
ticipación en el producto total cercana al 100%. En ambos casos, el com-
ponente privado resultó crucial, representando al final del período el 81.8% 
y el 90% respectivamente. Como se verá más adelante, con el deterioro del 
crecimiento registrado en los años siguientes, el comportamiento de estas 
dos variables se invirtió totalmente.

En cuanto a la dinámica del crecimiento por sectores, todos se recuperaron 
–con diferencias solo de grado– respecto a la década anterior. No obstante, 
fue ostensible la pérdida de espacios de las actividades productivas más 
importantes en favor de los servicios. Este fenómeno ha sido destacado in-
variablemente por todos los estudios conocidos sobre el comportamiento 
de la economía durante la primera administración arenera, incluyendo las 
gremiales empresariales, centros de investigación, analistas independien-
tes, los mismos organismos internacionales, FUSADES, FUNDE (1996), 
ANEP (1995), Ibisate (1996), Segovia, Acevedo, entre otros.

Nosotros mismos destacamos este cambio de estructura en un artículo es-
pecial que circuló profusamente, incluso a nivel internacional, donde igual-
mente anticipamos el inicio de la etapa de lento crecimiento. Este trabajo se 
reproduce en el recuadro Nº 9.
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Recuadro Nº 9

LA ECONOMÍA VIRTUAL: TESIS E INTERROGANTES

Pienso que no debería haber ningún salvadoreño – al menos entre aque-
llos que se precian de ser objetivos e imparciales– que cometa la osadía 
de dudar que la situación económica del país, es mucho mejor que la 
que se tenía hasta 1988. Acepto y reconozco que seguramente la mejoría 
registrada en más de un quinquenio no se ha reflejado de manera signi-
ficativa en los niveles de bienestar de todos y cada uno de salvadoreños, 
pero también creo que la mayoría estará de acuerdo en que la situación 
para aquellos menos favorecidos en la actualidad, sería realmente dra-
mática si la economía no hubiera cambiado de rumbo a partir de 1989.

A mí tampoco me cabe la menor duda que la política económica ha ju-
gado un papel de primer orden en la configuración de un nuevo escena-
rio en el sistema sobre el cual incide. Sin embargo, considero que sería 
igualmente irresponsable de mi parte, atribuirle virtudes absolutas a 
esta, por cuanto ello significaría ignorar la presencia de otros elementos 
favorables, como la finalización del conflicto, el contexto internacional 
diferente, el empuje del sector productivo (empresarios y trabajadores) 
y, sobre todo, el estoicismo de los salvadoreños; no un estoicismo pasivo 
basado en aceptar las cosas como vienen, sino en un concepto que se 
asienta en una esperanza y en el deseo arraigado, de que la situación de 
las futuras generaciones, tiene y debe ser mucho mejor, que la nuestra.

Pero la mejor situación económica tiene asimismo mucho que ver 
con algo más pedestre. La economía también ha crecido, y se mantie-
ne en algunos sectores en un ritmo de vida que no es consecuente con 
el equilibrio que tiene que guardarse entre el consumo presente y las 
necesidades de ahorro del país, gracias a las remesas familiares. Los 
economistas honestos y más o menos informados, probablemente hasta 
aceptarían que con los cuantiosos recursos que proveen las remesas, 
inclusive se ha hecho innecesario someter a la economía a un verdadero 
proceso de ajuste, lo cual aparentemente ha pasado desapercibido, aun 
cuando explica, desde mi punto de vista, la situación por la que se atra-
viesa en estos momentos.
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Si ello es así, no nos deberían extrañar los signos de desaceleramiento 
que muestra la economía en la actualidad. De consiguiente, la explica-
ción del fenómeno debería buscarse quizá no tanto en elementos coyun-
turales, como el aumento del IVA y las tarifas a los servicios públicos, el 
invierno copioso, o en la pérdida, ojalá temporalmente, de la equipara-
ción a los beneficios de acceso que goza México para sus exportaciones 
en el marco del tratado de libre comercio que ha suscrito con Estados 
Unidos y Canadá. Al menos los primeros factores pueden explicar el 
cambio de la tendencia en los precios internos, pero no el comporta-
miento global de la economía, que más bien parece estar respondiendo 
a la existencia de problemas estructurales no resueltos.

Esta tesis la hemos venido sosteniendo desde hace varios años; de he-
cho, casi desde que comenzó a perfilarse la actual estructura del Pro-
ducto Interno Bruto, dentro de la cual, como es generalmente aceptado, 
los sectores dinámicos son la construcción, el comercio y los servicios 
financieros, perteneciendo los primeros dos, a las actividades típica-
mente consideradas dentro de los “no transables”, o sea que no son 
objeto de comercio internacional. Partiendo del hecho que el mismo 
tamaño de estos sectores no permite operar a gran escala, que generan 
poco valor agregado, que no tienen un mercado ilimitado porque se 
financian directa o indirectamente con los recursos que procuran las 
remesas, también hemos venido manteniendo la tesis de que el sistema 
económico como un todo descansa sobre bases muy frágiles y que por 
lo mismo no es sostenible el crecimiento observado en los últimos años, 
a menos que haya un cambio en la política económica para viabilizar la 
reactivación firme y el dinamismo prolongado en sectores que como la 
industria y la agricultura, sí funcionan a base de una mayor moviliza-
ción de recursos domésticos y atienden tanto la demanda interna como 
la externa.

Bajo esta perspectiva, volvemos a insistir en esta oportunidad que en 
nuestro criterio personal – aunque preferiríamos estar equivocados 
– se está llegando al punto, si no hemos llegado ya, en que han tendido 
a agotarse las fuerzas impulsoras iniciales del crecimiento, tanto las 
que hacen directamente a la acción productiva como tal, como a las de 
carácter psicológico que inciden particularmente en las decisiones de 
inversión de los empresarios. Todavía más preocupante sería, si estuvié-
ramos en presencia de una combinación de ambos factores.
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Lo anterior en modo alguno significa que nos sintamos pesimistas acer-
ca de lo que con sobrada razón preocupa a muchos sectores. Todo lo 
contrario, personalmente jamás hemos abrigado dudas de que la econo-
mía del país puede crecer a tasas altas durante un período prolongado, 
siempre que se aplique la política económica adecuada en el momento 
oportuno y, sobre todo, se la formule e implemente con la flexibilidad 
que demandan las circunstancias y los hechos, principalmente aquellos 
asociados con la falta de congruencia entre las premisas fundamentales 
y los resultados que se esperaban.

Me explico con un ejemplo que considero ilustra con propiedad el gran 
espacio que existe entre la teoría y la práctica. Detrás de la idea de 
reducir rápidamente los aranceles, estaba la tesis de que removiendo 
el proteccionismo que se había erigido con el modelo de sustitución de 
importaciones, en una forma casi espontánea se produciría una rea-
signación de recursos hacia las actividades productivas más rentables, 
por el impacto que ocasionaría la mayor competencia internacional. 
Como resultado lógico, se abaratarían los productos objeto de comercio 
internacional, se fortalecería la base productiva orientada a los merca-
dos externos y, consiguientemente, el crecimiento estaría en el futuro 
ligado cada vez más, a la dinámica de las exportaciones, antes que a un 
mercado protegido y a una industria ineficiente, como la desarrollada, 
sostenía la teoría, en el marco de la integración regional.

Hoy en día, tampoco nadie se atrevería a cuestionar que la protección a 
las actividades industriales, por ejemplo, era excesiva, aunque también 
hay que reconocer que la misma era producto de las teorías económi-
cas que prevalecieron en los años que siguieron a la finalización de lo 
Segunda Guerra Mundial y que se prolongaron hasta que ocurrió la 
última crisis económica internacional hacia finales de los años setenta.

Sin embargo, el hecho objetivo es que las exportaciones no han res-
pondido como se esperaba y que contrario a lo que también sostenía la 
teoría – y que infortunadamente algunos todavía se niegan a aceptar 
contra toda evidencia – es que han sido las actividades que atienden 
el mercado interno las que han estado manteniendo el dinamismo de la 
economía, con el agravante de que el ingrediente que les ha estado insu-
flando fuerzas (las remesas), se está tornando cada vez más insuficiente 
para hacer frente a una brecha comercial que se hace con el tiempo, 
más amplia y difícil de sostener.



390

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

Según ha trascendido, ya para el tercer trimestre del año en curso la 
balanza en cuenta corriente, que solo esporádicamente ha sido defici-
taria desde que se llevan registros más o menos confiables de las tran-
sacciones con el exterior, mostró un saldo negativo. Esto no indica otra 
cosa que ni con las remesas podemos hacer frente a la dinámica que ha 
adquirido el consumo importado de bienes y servicios.

En estas circunstancias habría que estudiar a fondo qué es lo que está 
dificultando incrementar las exportaciones y la sustitución eficiente de 
las importaciones, ya que la práctica no encaja con la lógica del mode-
lo. Al plantear esta necesidad, no compartimos el criterio de que el país 
puede seguir manteniendo indefinidamente una creciente brecha comer-
cial mientras se cuente con un flujo de recursos asociados a las remesas, 
particularmente si las importaciones no están ligadas al proceso pro-
ductivo. En determinado momento el déficit puede llegar a tal magnitud, 
que solo podría ser enfrentado con el uso de reservas, a través de la 
alteración drástica del tipo de cambio o mayor endeudamiento oficial 
con el exterior, ya que no creemos que esté en la mente de las autorida-
des económicas, volver a las prácticas odiosas de los tipos de cambios 
múltiples y de las restricciones no arancelarias a las importaciones.

Es en este punto en donde entra en escena la conveniencia de diseñar 
políticas y planes indicativos de carácter sectorial, de los cuales se ha 
carecido también por la creencia de que el mercado – a sabiendas de 
que está todavía preñado de distorsiones – asignaría eficientemente los 
recursos. Esta opción, aunque parezca que contradice la política que 
sirve de marco a la economía de mercado, quizá es la única que permiti-
ría efectivamente vincular de nuevo el circuito financiero con el circuito 
real de la economía interna, para lo cual se requiere, además de políti-
cas y planes ad-hoc, acciones deliberadas para que la intermediación 
financiera deje márgenes razonables de recursos con fines productivos, 
sin que ello implique esquemas de subsidios o conlleve erosionar la ren-
tabilidad de las instituciones crediticias.

Aceptado lo anterior, también habría que preguntarse si el país puede 
crecer sin un genuino ahorro nacional. Las estadísticas sobre demanda 
y oferta globales indican que en los últimos años, el sistema económico 
no ha estado generando ningún ahorro, pues el consumo agregado, en 
el mejor de los casos, ha sido equivalente al ingreso nacional. De esa 
cuenta, la poca inversión que se ha estado realizando se ha financiado 
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con recursos del exterior, que se identifican fundamentalmente con el 
déficit de la balanza comercial que a su vez se financia con los recursos 
provenientes de las remesas. Aun el ahorro externo ligado a préstamos 
oficiales e inversión directa, ha sido insignificante ante las magnitudes 
que ha llegado a adquirir el otro componente antes mencionado.

La conclusión obvia que surge cuando se analiza la tendencia de los 
grandes agregados económicos, es que ya se impone una reflexión se-
ria sobre la efectividad de la política económica instrumental. No es 
conveniente tomar como un hecho coyuntural la desaceleración que 
ha mostrado la economía, ni atribuirle solo a la variable financiera la 
responsabilidad del fenómeno de los precios internos. Por lo demás, 
pienso que la situación puede mejorar significativamente en un plazo 
relativamente corto, solo que hay que replantear, en mi criterio, la con-
ceptualización de dicha política, sin ignorar los retos que impone la 
globalización en términos de apertura, ni tampoco las especificidades 
de nuestro aparato productivo.

Fuente: Vidal, Juan Héctor. Revista Unidad Empresarial. Año 6, volumen No. 31 a Volumen No.36, 
ANEP. Noviembre-diciembre 1995.

El fenómeno de la tercerización es obviamente producto del comportamien-
to natural de las economías conforme se modernizan y se abren al exterior. 
Pero en el caso salvadoreño, hay coincidencias entre analistas sobre la exis-
tencia de algunos factores adicionales que explican su presencia.

Desde el principio, la consigna fue importar, sabiendo que el gasto en el 
exterior se cubría automáticamente con las remesas, llevando a un extremo 
la teoría de las ventajas comparativas a despecho del papel crucial que, por 
ejemplo, juega en nuestro caso la vitalidad del sector agropecuario en el 
mantenimiento del equilibrio social.

En ese contexto, el sector primario, que todavía contribuyó en 1990 con el 
17.5% a la determinación del PIB, disminuyó su participación al 10% hacia 
1994. El sector industrial, que fue uno de los más dinámicos con una tasa 
acumulada de crecimiento del 23% en el mismo lapso, bajó su contribución 
al PIB al 21%. Por su parte, los servicios reportaron una tasa de crecimiento 
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de 21%, con una participación promedio de 55.8% en el producto durante 
el mismo período310.

El cuadro Nº 36 muestra el comportamiento de las principales variables 
económicas durante el período 1990-1994.

Cuadro Nº 36
 Evolución de variables claves en la administración 

Cristiani 1900-1994

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR y Ministerio de Hacienda.

Estos rasgos generales de la economía permiten concluir que si bien el cre-
cimiento registrado durante el primer quinquenio de los noventa fue nota-
ble e incluso descolló en el contexto latinoamericano, fue muy sui géneris, 
comenzando porque no estuvo ligado a un sector exportador fuerte como 
se suponía y no se sustentó en todo el potencial que tenía el país para con-
formar una estructura productiva más integrada, generadora de mayor valor 
agregado y mejores empleos. Esto, desde luego suponía una estrategia de 
fomento de la producción orientada a desarrollar nuevas actividades y, so-
bre todo, reconstruir de manera más eficaz el tejido productivo destruido 
durante el conflicto.

310 Estas cifras y las anteriores se derivan de la información estadística contenida en el 
Informe sobre Desarrollo Humano El Salvador, 2007-2008, del PNUD. 
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CAPÍTULO XI

CAMBIO DE TENDENCIA

A. DESACELERACIÓN Y DESENCUENTRO

El dinamismo del PIB registrado durante la primera administración arenera 
y parte de la segunda, sufrió un corte abrupto en 1996. Este quiebre es algo 
que todavía sorprende por su naturaleza súbita, por su dimensión y por sus 
efectos prolongados, sobre lo cual no hay una interpretación unívoca.

Sin embargo, no resulta oficioso recordar que los primeros indicios de que 
algo no estaba funcionando del todo bien fueron detectados dos años antes, 
a través de eventos muy focalizados que, guardando las proporciones y ex-
presiones originales, tienen un símil con la crisis inmobiliaria que empezó a 
gestarse en Estados Unidos en 2007.

Un estudio de FUSADES (1994) ya llamaba la atención sobre los efectos 
negativos que estaba teniendo en la actividad económica la especulación en 
el mercado de vivienda y las dificultades de comercializar unidades nuevas, 
dando al traste con las expectativas anteriores de que el mercado inmobi-
liario sería uno de los más favorecidos y, a la vez, motor de la expansión 
registrada a partir de 1990. 

En el caso concreto del sector de la construcción, este hallazgo fue sólo el 
comienzo de un problema en ciernes que se agudizaría en los siguientes 
años y que cobraría visos de suma gravedad en un segmento del aparato 
productivo que, ciertamente tiene una baja participación directa en la deter-
minación del PIB, pero que irradia efectos multiplicadores muy importantes 
–hacia atrás y hacia adelante– aparte de ser un generador masivo de empleo, 
aunque sea poco calificado311.

311 Este problema se agudizó en los años subsiguientes, al punto que en los primeros me-
ses de 1997 CASALCO detectó un creciente inventario de viviendas de interés social 
terminadas y en proceso de construcción que inicialmente se fijó por sobre las 27 mil 
unidades, fenómeno que se acentuó con el paso de tiempo. Esto obligó en el año 1999 
al lanzamiento de un plan especial de financiamiento, en el que participaron el Fondo 
Social para la Vivienda, la Asociación Bancaria Salvadoreña y la Cámara Salvadoreña 
de la Industria de la Construcción, para facilitar el acceso al crédito hipotecario a fami-
lias de bajos recursos. Este programa resultó efectivo al juzgar por el incremento que 
se registró en el número de créditos otorgados por el FSV en el trienio 2000-2002 en 
comparación con el concedido en los tres años anteriores. 
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Avanzada la segunda mitad del mismo año 2004, empezó a notarse un am-
biente de creciente preocupación en todo el sector privado organizado. In-
dependientemente del balance positivo que había hecho ANEP sobre la ges-
tión económica de la administración anterior, también hay que recordar sus 
inquietudes acerca el futuro, así como su disposición a seguir apoyando la 
reforma para prevenir un retroceso en el camino ya transitado. Consecuen-
temente, al tiempo que consideraban que la agenda estaba inconclusa, los 
empresarios descartaban la adopción de medidas extremas que alteraran el 
clima de negocios que había prevalecido en los años previos.

De pronto, una desagradable noticia vino a romper esa forma de balance y 
se abrió la caja de Pandora. A partir de una infidencia de un asesor del pre-
sidente del BCR, un joven economista dio a conocer la supuesta intención 
del gobierno de dolarizar la economía, adoptar el arancel cero y subir en 
cuatro puntos el IVA, dentro de un “paquete” más amplio, concebido bajo el 
supuesto que garantizaría el crecimiento sostenido y una mejor inserción en 
el mercado global. La reacción de los empresarios no fue para menos.

Me consta que, por lo menos en ANEP, no se procesaba la idea de ese tipo 
de decisiones. Aunque la empresa privada seguía reconociendo la necesidad 
de tomar medidas para prevenir un deterioro de la economía, no había con-
templado la necesidad de cambios drásticos en la política económica. En el 
fondo había otra razón para su incomodidad. A la membresía de la cúpula 
empresarial no solo le preocupaba el impacto que eventualmente podían te-
ner las medidas, sino también la “forma inconsulta” con que aparentemente 
se iban a tomar las mismas312.

312 Supuestamente de esto sólo se enteró el mismo Presidente en el Salón Diplomático del 
Aeropuerto de Managua, cuando regresaba al país después de asistir a la Cumbre del 
Medio Ambiente realizada en Montelimar, Nicaragua. En esa ocasión, el canciller de la 
república Ramón González Giner, le entregó una fotocopia de la primera página de El 
Diario de Hoy, donde el periódico se hacía cargo de las indagaciones del mencionado 
joven economista, hoy ampliamente reconocido, Luis Membreño. 
De esto fui testigo presencial. Incluso el mandatario, en un tono de “yo no fui” me 
preguntó qué si yo o la ANEP sabíamos algo sobre el particular (aclarando que en mi 
condición de director ejecutivo acompañaba al presidente de la cúpula empresarial en 
representación del sector privado organizado en ese evento), le contesté negativamen-
te, pero le insinué que seguramente el Presidente del BCR lo podía poner al tanto. En 
cuanto a la reacción de los empresarios sobre la “forma inconsulta” de las medidas, 
personalmente lo interpreto como una actitud natural ante la relación de confianza que 
se había desarrollado desde la administración anterior; otros podrán aducir que los pri-
vados todavía conservaban prácticas anteriores, donde los gobiernos sometían a su es-
crutinio previo hasta la última de sus decisiones.
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La presunción de que el problema económico podría agudizarse, especial-
mente si las medidas se materializaban (o tan siquiera seguían distrayendo 
su atención) llevó a los empresarios a formular un primer planteamiento 
dirigido directamente al presidente de la República, con fecha 29 de diciem-
bre de 1994. Ese planteamiento comenzaba así:

“Lo que expresamos a continuación, es producto de una primera 
reflexión sobre ciertos temas que consideramos ameritan de parte 
del gobierno mayor estudio, a fin de sopesar, con la debida profun-
didad, las decisiones que se vayan a tomar, a sabiendas de que ellas 
pueden tener implicaciones que rebasan los aspectos estrictamente 
técnicos y económicos.

En primer lugar, reiteramos que apoyaremos todo esfuerzo que rea-
lice el gobierno para consolidar el modelo de economía de mercado 
y, más aún, si las medidas adoptadas garantizan mayores tasas de 
crecimiento sostenibles en el tiempo y amplían la base de participa-
ción en los costos y beneficios del proceso”.

Al reiterar su apoyo a la política de apertura de la economía para “su inser-
ción eficiente” en el nuevo orden económico mundial, manifestaban que la 
política arancelaria no debería manejarse unilateralmente, sino más bien de 
manera coordinada y concertada con el resto de Centroamérica. Al respecto 
enfatizaban: 

“Dentro del necesario equilibrio que tiene que guardarse entre la 
apertura comercial y el apoyo que tiene que darse a la actividad 
productiva interna para contrarrestar debilidades institucionales,  
deficiencias en los servicios de apoyo y otras falencias que impiden 
elevar los niveles de productividad, consideramos indispensable 
operar la política económica dentro de parámetros de estricta sin-
cronía (con la del resto de países del área) a sabiendas del carácter 
secuencial que deben tener algunas medidas”.

Por otro lado, señalaban la necesidad de adoptar políticas sectoriales, rei-
terando en este sentido las exigencias que ya habían hecho explícitas casi 
desde el inicio de la administración Cristiani. Igual relevancia le daban al 
tema de la privatización en sectores estratégicos como la energía, las comu-
nicaciones, los puertos y aeropuertos, dentro de un proceso “transparente y 
ampliamente participativo, a fin de que la eficiencia buscada corra en para-
lelo a una mayor disponibilidad de los servicios, a precios que contribuyan a 
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elevar la competitividad del país en su conjunto”. Obviamente, en este caso, 
se estaban refiriendo al imperativo de privatizar en competencia.

La privatización a la vez, la ligaban a la necesidad de impulsar una ambi-
ciosa reforma al interior del sector público, no solo para garantizar mayores 
niveles de eficiencia, sino además para liberar recursos escasos que permi-
tan atender “con mayor propiedad las necesidades que se presentan en los 
sectores sociales”.

El año 1995, se inició así en  un ambiente enrarecido, donde se mezclaban 
posiciones y expectativas sobre lo que efectivamente iba a decidir el go-
bierno para profundizar la reforma. Empero, en la cúpula empresarial –a 
pesar de que seguían confiando en el presidente Calderón Sol– se tomó la 
decisión de no bajar la guardia, por la actitud que mantenían los que supues-
tamente estaban detrás de todo.

El protagonismo de los empresarios tuvo a partir de entonces un rasgo que 
no se había observado en los años previos. De hecho, se tornaron más be-
ligerantes pero a la vez más propositivos, sabiendo que cualquier paso en 
falso podía tener consecuencias no solo económicas, sino también políticas 
y sociales. El quid estaba en qué tipo de medidas se requerían para conso-
lidar las bases del crecimiento, manteniendo  una relación armoniosa con 
el gobierno y al mismo tiempo haciendo partícipe a la sociedad de lo que 
estaba en juego. Fue así cómo los planteamientos del sector empresarial al 
gobierno pasaron de lo privado a lo público.

En este marco, se diseñó un plan de comunicaciones que era permanen-
temente alimentado por las decisiones que se tomaban tanto en el Comité 
Ejecutivo como en la junta directiva de la máxima dirigencia empresarial 
del país. Fue así como el país pudo mantenerse informado sobre el desa-
rrollo de los acontecimientos, teniendo como referente las diferencias de 
enfoque entre el gobierno y el sector privado sobre una problemática cuyo 
desenlace todavía proyecta su secuela sobre la realidad económica que vive 
actualmente el país.

El primer pronunciamiento público (19 de enero de 1995), que sería solo 
el punto de partida para encuadrar la posición que se mantuvo virtualmente 
inalterada durante todo el primer semestre del mismo año, destacaba –entre 
otros aspectos– lo siguiente:
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“La Asociación Nacional de la Empresa Privada (ANEP) ha apo-
yado sin reservas la política económica que se ha venido implemen-
tando en el país desde mediados de 1989. Este apoyo se ha dado a 
pesar de los costos que ha implicado para el sector productivo, pero 
se ha sustentado en la convicción de que tienen que transformarse 
las estructuras  como medio para lograr un desarrollo económico 
sostenible, que a su vez sea el soporte del progreso social y la con-
solidación de la democracia.

Fiel al compromiso que el sector empresarial ha adquirido ante estos gran-
des objetivos nacionales, ANEP ha estudiado y analizado con detenimiento 
y responsabilidad, lo que se conoce de las medidas que está considerando 
implementar el gobierno, para supuestamente darle continuidad al creci-
miento económico en el marco de la globalización de la economía”.

Esto último lo compartía plenamente el sector privado organizado, pero ante 
las medidas anunciadas, se plantearon varios temas que se pueden resumir 
de la siguiente manera:

• Respecto a la reducción sensible de los aranceles a las importaciones, se 
alertaba sobre los riesgos que suponía en sectores críticos como el agro-
pecuario, el industrial y en el empleo, enfatizando la necesidad de que la 
política arancelaria se coordinara con los demás países de la región, no 
solo para preservar los compromisos adquiridos, sino también para contar 
con un mecanismo de negociación ante terceros países con los cuales se 
suscribieran acuerdos comerciales.

• Se proponía hacer un mayor esfuerzo para atender las necesidades fisca-
les inmediatas antes que incrementar el Impuesto al Valor Agregado. En 
este mismo orden de ideas, los empresarios consideraban que el déficit 
fiscal se podía reducir a través de un ataque frontal a toda expresión de 
defraudación tributaria (el resaltado en nuestro) y la decisión política de 
reducir el tamaño de la administración pública, eliminando instituciones 
y programas innecesarios, e inclusive desterrando la práctica de utilizar el 
argumento del empleo como excusa para la acción partidaria del gobier-
no.

• En lo que se refiere a los requerimientos financieros que implicaba el 
cumplimiento de los Acuerdos de Paz, se recomendaba optar, si fuera 
necesario, por el crédito público –preferentemente internacional– antes 



398

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

que recurrir a nuevas medidas impositivas que pudieran  causar un grave 
perjuicio al sector productivo, al empleo y al ingreso, especialmente de 
los asalariados.

• En el campo de la producción, se señalaba que antes de adoptar cualquier 
medida que desprotegiera la producción nacional, el gobierno debería ini-
ciar con paso firme la privatización de los servicios de apoyo, retomando 
básicamente el mismo ámbito de acción sugerido en la carta dirigida al 
presidente de la República, a finales de diciembre.

• En los aspectos financieros e institucionales, se recomendaba acciones 
conducentes a la captación y orientación de las remesas familiares al de-
sarrollo de la producción y capitalización de la economía, así como para 
la modernización de la infraestructura. Igualmente se retomaba con énfa-
sis renovado, la necesidad de incentivar la reactivación del sector agrope-
cuario y la reconversión del sector industrial.

Ese primer planteamiento “público” –hay que enfatizar esto– cerraba con 
un mensaje que, con el tiempo,  se volvería casi premonitorio cuando seña-
laba que: “ANEP considera que al margen de las connotaciones económicas 
de las medidas, el gobierno debe ponderar la oportunidad de las mismas, 
para no poner en peligro la estabilidad social y el proceso político”.

Una interpretación elemental de esa posición permite inferir que los em-
presarios mantenían la esperanza de un margen para negociar, porque en su 
lógica, no había razones que justificaran las medidas extremas que supues-
tamente se proponía adoptar un gobierno, que favorecieran el desempeño 
de la empresa privada y el país en general. Más bien, todo indicaba que la 
situación era manejable principalmente, en aquellas áreas donde  precisa-
mente el gobierno pretendía actuar más drásticamente.

En el caso del sector externo, hay que decir que si bien, por ejemplo, las ex-
portaciones no estaban respondiendo conforme al modelo, tampoco se había 
caído en eso que en balanza de pagos se llama desequilibrio fundamental. 
El desajuste a nivel de balanza comercial se cubría ya por esa época –en 
alrededor de los dos tercios– con las transferencias asociadas a las remesas 
familiares y, en general, podía decirse que el país no tenía dificultades para 
importar en cuenta corriente.

Aún más, a finales de 1995 el país contaba –de acuerdo con cifras del Con-
sejo Monetario Centroamericano– con un nivel de reservas internaciona-
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les netas en poder del BCR de US$1,100 millones aproximadamente. Esto 
equivalía a casi cinco meses de importaciones, con lo cual se superaba con 
creces los estándares establecidos por el Fondo Monetario Internacional.

Las exigencias de financiamiento de los compromisos derivados de los 
Acuerdos de Paz, sin duda le ponían presión a las finanzas públicas, pero la 
misma recuperación de la economía había creado las condiciones para un 
fortalecimiento progresivo de estas. Los ingresos corrientes del gobierno 
central se habían casi duplicado en el período 1990-1994 (98.8%), aunque 
solo en el bienio 1994-96 los gastos totales crecieron en igual proporción. 
Aun así, las cuentas del SPNF registraron desde 1993 hasta 1995 un ahorro 
corriente en aumento, llegando a representar en este último año el 3.2% del 
PIB (PNUD, 2008).

El argumento oficial para aumentar el IVA, sin duda podía justificarse como 
una necesidad para fortalecer la capacidad del gobierno de atender los com-
promisos derivados de los Acuerdos de Paz. Sin embargo, tampoco se po-
día descartar que el incremento que se especulaba inicialmente (del 10% al 
15%) estuviera vinculado con la caída que se esperaba en  las recaudaciones 
aduaneras por la reducción arancelaria o, peor aún, con la idea peregrina de 
imponer una tarifa cero a las importaciones.

Mi convicción es que, sin decirlo explícitamente, con su rechazo al incre-
mento de dicho impuesto, los empresarios estaban fijando una posición 
adicional. En el fondo estaban descartando la idea que manejaban algunos 
ministros del área económica de convertir a El Salvador en una “gran zona 
franca”, al estilo de Hong Kong. De allí su insistencia de que en el tema 
arancelario, se respetaran los compromisos adquiridos en el marco de la 
integración regional, lo cual también enviaba un mensaje claro en el sentido 
que no estaban dispuestos a renunciar a un mercado que había probado ser 
sumamente importante, particularmente, para el desarrollo industrial.

En este contexto, adquirían más fuerza los señalamientos del “ajuste” al 
que debería someterse el propio gobierno antes que presionar más al sector 
productivo, lo cual no era sustentado solo por la empresa privada, como se 
pudo constatar posteriormente con un estudio realizado por el Banco Mun-
dial, que se conoció en 1996 al que se alude más adelante.

De esa cuenta, dentro de la estrategia diseñada en ANEP, se hizo un segundo 
planteamiento directo al presidente de la República (24 de enero de 1995), 
en el cual se abordaron con más profundidad y contundencia los aspectos 
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tratados en el primer pronunciamiento público, especialmente, en los temas 
del arancel cero y del aumento del IVA. Se  reiteraba además, la importan-
cia de adoptar políticas más claras en torno al fomento a la producción, la 
privatización y la reforma de la administración pública y todavía con mayor 
énfasis, sobre el tema del sistema monetario, donde todavía  había más con-
fusión. (Melhado, 1997).

Para dar certidumbre a la estabilidad cambiaria y aprovechando los altos 
niveles de RIN con que contaba el país en esos momentos, los empresarios 
le daban al Banco Central la suficiente confianza para ofrecer una garantía 
de que el tipo de cambio se mantendría por un período determinado, fijando 
márgenes de variación de la divisa dentro de un concepto que se aproximaba 
a la “serpiente europea” de esos momentos. Con esta posición, los empresa-
rios mostraban una credibilidad asombrosa hacia el instituto emisor313.

Sobre el mismo tema, consideraban que en materia cambiaria era importan-
te que se mantuvieran todas las posibles opciones que se les presentaban a 
las autoridades monetarias para evitar una crisis de confianza. En concre-
to señalaban: “Hay que estar preparados para afrontar cualquier fenómeno 
como una caída brusca de las reservas internacionales y evitar una contrac-
ción económica derivada de la fijación del tipo de cambio”.

En todo caso, su enfoque sobre este tema estaba orientado a resaltar el papel 
del BCR con el fin de consolidarlo como una institución más independien-
te. Con esto se le salía al paso a la idea de dolarizar la economía, la cual, 
como lo señalaron los mismos empresarios, llevaría de hecho al abandono 
de la política monetaria. Obviamente, se estaban haciendo cargo de las im-
plicaciones que tendría ese abandono en la estabilidad macroeconómica, la 
promoción del crecimiento, la preparación del país para enfrentar shocks 
externos y sobre todo la capacidad del gobierno para hacer política anti-
cíclica.

313 Esta actitud contrastaba con la presunta desconfianza que mostraban los propios fun-
cionarios del gobierno, poniendo en duda el proverbial celo por la estabilidad financiera 
que había compartido el todavía en ese momento instituto emisor con el Ministerio de 
Hacienda, desde la creación del primero en 1934. Esa “presunta desconfianza”, se tenía 
precisamente en la idea de dolarizar la economía y con ello dejar al BCR como un sim-
ple procesador de estadísticas, como finalmente ocurrió.
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¿Aves agoreras? ¿Temor ante lo desconocido? ¿Conservación de privile-
gios? ¿Falta de compromiso con el desarrollo nacional? En ese momento 
podía encasillarse a los empresarios y a los críticos de la gestión guberna-
mental en cualquiera de esas categorías, o en todas. El hecho objetivo es que 
a partir de ese momento se empezó a dar un giro en el enfoque inicial del 
gobierno de turno.

Sin embargo, no fue sino hasta el 2 de febrero de 1995 que se conoció la 
primera versión oficial –con un amplio despliegue en todos los medios de 
comunicación– dando a entender que de las tres medidas que más preocupa-
ban al sector empresarial, únicamente el caso del IVA estaba en agenda. 

Sin duda, esto llevaba cierta tranquilidad a los empresarios, pero todavía 
no estaban convencidos de que las cosas se iban a quedar en ese plano. No 
obstante, le seguían ofreciendo su colaboración al gobierno, apoyando el 
modelo y las medidas que a su juicio deberían seguirse impulsando. El tema 
estaba en ponerse de acuerdo en el qué, el cómo, el cuánto y el cuándo.

A mi juicio, la posición del sector empresarial estaba justificada. Los em-
bates del principal generador del cambio drástico en la política económica 
(aunque en ese momento no ocupaba todavía el cargo de ministro de Ha-
cienda), despotricando contra el modelo de industrialización, favoreciendo 
el desmantelamiento total de la protección arancelaria y, más aún, su insis-
tencia en el cambio del régimen monetario, no les dejaba a los empresarios 
otra opción que seguir en pie de lucha.

La condición de “asesor” le seguía dando al promotor del paquete económi-
co la ventaja de que podía continuar impulsando “su proyecto”, sin asumir 
una mayor responsabilidad frente a un tema de no poca monta, aunque el 
gobierno incurriera en grandes costos políticos. La actitud (de no dar la 
cara) de parte de los funcionarios responsables de defender oficialmente 
el proyecto, le daban entonces al sector empresarial mayores razones para 
seguirse pronunciando públicamente, garantizándose así la atención de una 
audiencia que en otras circunstancias hubiera podido ser ignorada por el 
propio gobierno.

Fue así como al día siguiente (3/II/95) de esa declaración oficial, la ANEP 
reaccionó con el “segundo pronunciamiento público”.

Con este pronunciamiento, mejoró por un tiempo el clima de tensión que se 
había mantenido hasta ese momento entre el gobierno y el sector privado. 
Sin embargo, en casi todas las gremiales persistía la incertidumbre sobre lo 
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que podía estarse gestando al interior del mismo gobierno, ante el virtual 
abandono de la idea de la dolarización y el arancel cero.

Efectivamente, la ANEP empezó por reconocer y valorar la apertura mos-
trada por el presidente de la República, facilitando una especie de diálogo 
para que todos los sectores contribuyeran a la articulación de un plan eco-
nómico, que sustentado en una estrategia coherente e integral, garantizara 
el crecimiento sostenido de la economía en beneficio de toda la población. 
Bajo esta línea de pensamiento, ese segundo pronunciamiento señalaba:

“ANEP reconoce el reto que tienen todos los sectores en la búsque-
da de la excelencia y la productividad que (estamos seguros) pueden 
ser logrados a través de una utilización eficiente de los recursos del 
país, la movilización creativa de los mismos de parte de la empresa 
privada en asocio con los trabajadores y una mayor eficiencia del 
gobierno central y sus instituciones, en actividades que les corres-
ponde desarrollar en una economía social de mercado”.

Obsérvese que todavía por esa época, al menos en el lenguaje de los empre-
sarios, el concepto de economía social de mercado seguía vigente. Traer a 
colación ese hecho a la altura del presente trabajo, no es un asunto trivial. 
De alguna manera, para la empresa privada organizada del país, ese modelo 
seguía constituyendo una especie de paradigma para encauzar a la sociedad 
salvadoreña por nuevos derroteros de progreso con equidad e inclusión, lo 
cual obviamente significaba mantener un papel protagónico del Estado para 
actuar en todo aquello que no puede hacer el mercado a favor de los sectores 
más vulnerables.

Casi como un colofón, los empresarios planteaban:

“Más allá de los aspectos estrictamente económicos que conforman 
el plan de desarrollo que ha esbozado el Gobierno, consideramos 
esencial avanzar simultáneamente en la consolidación del régimen 
de derecho y la seguridad ciudadana […] De ahí la confianza que 
nuestra institución deposita en el proceso de democratización, para 
que a la par que se motive al sector productivo para su moderniza-
ción, todos los sectores adquiramos un compromiso genuino para 
que el país se encamine plenamente en la implementación de un Pro-
yecto de Nación, sustentado en una viabilidad política, económica 
y social”.
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Lo anterior recogía el sentir de un sector en torno a un escenario  que infor-
tunadamente marcó el inicio –a pesar de todo el esfuerzo desplegado– de 
una prolongada fase de lento crecimiento. Probablemente previendo esto, 
el sector privado se comprometió a aportar nuevos elementos que contribu-
yeran a configurar una estrategia de largo plazo en el campo económico y 
social, dentro de lo que el mismo gobierno llamó Plataforma Económica y 
Social.

Al poner en perspectiva este conjunto de formulaciones, se advierte cla-
ramente los enfoques totalmente opuestos entre el gobierno y la empresa 
privada. En el fondo, había una especie de confusión entre medios y fines de 
parte del primero, al menos esto es lo que se puede colegir de las primeras 
aproximaciones al problema del financiamiento del sector público.

Barrer totalmente con los aranceles en un país donde el gobierno  todavía 
dependía  en casi una cuarta quinta parte de los impuestos a las importa-
ciones, no parecía del todo apropiado, aunque podía pensarse que esto lo 
compensaba el incremento propuesto en el IVA. Más cuestionable parecía 
la idea de dolarizar la economía cuando el país no estaba experimentando 
una crisis financiera y ni siquiera una depreciación notable de su moneda, 
aunque constantemente el BCR tuviera que intervenir en el mercado de di-
visas.

Sin duda, lo novedoso de los planteamientos de los empresarios es que fue-
ron de los primeros en enarbolar la bandera de la visión compartida. La 
referencia expresa a trabajar alrededor de un plan de nación podía que no 
fuera nueva, pero el mero hecho de provenir de la empresa privada ya en un 
ambiente de pluralismo político, era suficiente para que la idea adquiriera 
un significado especial dentro del ambiente de tensión que había comenza-
do a perfilarse con el gobierno314.

Tiempo después, el tema fue retomado por el presidente Calderón Sol cuan-
do, para cerrar el discurso presidencial de su primer año de gestión, hizo 
una invitación que recordaba mucho los planteamientos del sector privado: 
“Unamos nuestros esfuerzos para diseñar una estrategia nacional a largo 
plazo, que nos lleve al desarrollo de una visión conjunta”315.

314 Todo lo anterior aparece consignado en ANEP. Secuencia de la posición institucional 
en torno a las medidas económicas”. Unidad Empresarial, volumen 31. Enero-febrero 
de 1995. 

315 La Prensa Gráfica, 4 de junio de 1995.
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Mientras tanto, el proyecto fallido (hasta ese momento) de dolarizar la eco-
nomía e instaurar el arancel cero había quedado atrás, al menos en aparien-
cia. Esto sugiere que el presidente Calderón Sol procesó la idea del costo 
político que significaba seguir distanciado de la empresa privada, más allá 
de las presiones que recibía de quienes postulaban por una opción eminen-
temente técnica para profundizar la reforma y supuestamente consolidar el 
crecimiento. Esto tampoco significa que se plegó totalmente a los dictados 
de aquella316.

Una vez se disipó el ambiente un poco tenso, el gobierno hizo explícito un 
conjunto de medidas (doce en total) que eran de mayor aceptación en el sec-
tor privado, pues ya no eran tan radicales y se hacían cargo de manera más 
prudente de los primeros signos de desaceleración que había comenzado a 
mostrar la economía. Esas medidas iban desde el compromiso de ejecutar a 
“cortísimo” plazo un programa de inversiones públicas por más de dos mi-
llones de colones en infraestructura y el área social, pasando por el compro-
miso de retrasar la desgravación arancelaria de los bienes de consumo (a fin 
de dar más tiempo a las empresas nacionales para modernizarse y entrar en 
el proceso de globalización con capacidad competitiva) y el mantenimiento 
del “draw back”, hasta el aceleramiento del proceso de modernización del 
sistema de pensiones.

Más allá del carácter sustantivo o no de las medidas anunciadas, lo más 
valioso fue el gesto de apertura y la disposición al diálogo que mostró el 
mandatario, en un momento en que tanto los empresarios como la oposición 
política habían hecho alrededor del tema, una causa común.

316 Por las señales que percibimos algunos analistas sobre la política financiera y concreta-
mente en materia monetaria y crediticia, pronto empezamos a barajar la idea de que la 
dolarización no había sido abandonada y más bien se trató de disimular el interés en el 
tema en espera de una mejor oportunidad como efectivamente se dio más de cinco años 
después, aunque siempre bajo la sospecha de una actitud que rayó en la irresponsabili-
dad y el engaño. Dentro de este proceso, caben algunas hipótesis. Es probable que desde 
el primer intento de cambiar del signo monetario estuviera de por medio la protección 
de ciertos intereses en el largo plazo; para otros, acaso lo importante era tratar de dar 
un salto de calidad en la gestión económica aunque por lo comentado en otra parte, las 
primeras iniciativas se dieron a mitad del período de la primera administración y cuando 
la economía apenas empezaba a dar muestras de recuperación, aun cuando  ello fuera 
en gran medida influenciado por la misma actitud obsesiva de algunos funcionarios 
de dejar huella. Cualesquiera hayan sido las intenciones y la gravitación específica de 
unos y otros, el tema seguía sobre la mesa aunque el Presidente Calderón Sol lo hubiera 
sacado formalmente de su agenda.
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A juicio de algunos economistas, este conjunto de medidas ya significaban 
un giro importante en la dirección deseada, habida cuenta de las señales ad-
versas en materia de crecimiento y las implicaciones del desencuentro con 
los empresarios. Personalmente compartíamos esas ideas, pero igualmente 
veíamos en la respuesta del Presidente, algo más transcendente. Nuestra va-
loración era que, más allá de los alcances de las medidas como tales, había 
un mensaje que debería ser procesado317. 

En el articulo referenciado  hicimos una valoración muy positiva del signi-
ficado que tuvo la actitud de apertura del presidente de la República frente 
a la posición de un sector, que como el empresarial, recogía una visión que 
iba más allá de la coyuntura, no solo en el campo económico, sino también 
en la arena política dentro de los presupuestos básicos de los Acuerdos de 
Paz.

A pesar de este reconocimiento personal, mi condición de Director Ejecuti-
vo de la cúpula empresarial me obligaba a estar atento al día a día. Y esto, 
no porque en lo personal o institucionalmente hubiera desconfianza en las 
palabras del Presidente, sino porque sabíamos que sus principales colabo-
radores no estaban del todo satisfechos con el giro que habían tomado los 
acontecimientos. Los hechos  nos darían la razón.

De hecho, en ANEP no se bajaba la guardia con respecto a la decisión de 
incrementar el IVA. Bajo esta línea de pensamiento, la institución planteó 
su posición al respecto en una carta enviada nuevamente al presidente de 
la república, con una elaboración bastante razonada, pero igualmente pro-
positiva, orientada a racionalizar la medida. En este sentido, se trataban 
puntualmente los pros y los contras de los aspectos fiscales, las cuestiones 
sectoriales, las acciones en el campo institucional y hasta se sugería la crea-
ción de una Comisión para la Reestructuración del Sector Público318.  Pero 
conociendo las andanzas de algunos funcionarios y para que no quedara un 
resquicio de duda de la posición institucional, el mismo planteamiento, con 

317 Vidal, Juan Héctor. “Política económica y vivencia democrática”. Revista Tendencias,  
volumen 41, junio de 1995.

318  El autor no está en capacidad para afirmar si esto último fue determinante en la deci-
sión del presidente de la República de conformar una instancia, como la sugerida por 
los empresarios, y el nombramiento del Comisionado para la Modernización de la Ad-
ministración Pública, a quien se alude en la primera parte de este estudio. Sin embargo, 
se puede colegir que algo de eso hubo.
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algunos agregados, fue enviado con fecha 23 de mayo de 1995, a la Presi-
denta de la Asamblea Legislativa, doña Gloria Salguero Gross319.

Con todo, el tema del IVA siguió en los meses siguientes distrayendo la 
atención de los empresarios. A resultas  de ello, nuevamente la ANEP tomó 
el liderazgo oponiéndose a la idea y enfatizando en la necesidad de con-
siderar otras opciones, tanto desde el punto de vista del gasto como de la 
tributación. El hecho relevante en este caso, es que la oposición a la medida 
fue casi unánime. Aumentar un impuesto que es considerado de fácil recau-
dación en todos los países, pero extremadamente regresivo, no agradaba a 
nadie, excepto a los patrocinadores de la idea.

En ese sentido, hay que resaltar que la cúpula empresarial fue incluso ca-
paz de concitar en esta oportunidad el apoyo de toda la oposición política, 
incluyendo al FMLN. Las posiciones de la empresa privada en ese aspecto 
fueron documentadas –una vez más– pública y privadamente, pero como se 
ha dicho en otra parte de este trabajo, la decisión del gobierno se mantuvo y 
fue sellada con el Pacto de San Andrés320.

Con las medidas anunciadas en ocasión de su primer año de mandato ante la  
Asamblea Legislativa, sin duda el Presidente de la República había dosifi-
cado la posición inicial, dando una muestra de apertura; pero con el referido 
“Pacto” también rescataba, al menos, una parte del planteamiento inicial. 
La astucia política del gobernante también se puso a prueba en este caso. 
Sin embargo, la psicología empresarial negativa en torno a  las primeras 
medidas, dio paso a la constatación de que la política económica seguía 
divorciada de las expectativas que, sobre el curso de la economía, tenía la 
iniciativa privada. Algo más habría de convalidar esta noción. De alguna 
manera, esto lo reconoce el mismo ex Presidente quien, al hacer un recuento 
de su gestión, manifiesta:

“La importancia del incremento del IVA no la entendieron aquellas 
gremiales empresariales que estuvieron en contra y celebraron el 
rechazo de los partidos de oposición […] Tanto es así, que el FMLN 

319 ANEP, Unidad Empresarial, volumen 33, mayo-junio de 1995.
320  N. del A. Una información detallada del posicionamiento de ANEP alrededor de las 

primera propuestas de la administración Calderón Sol, se encuentra en su Revista Uni-
dad Empresarial, volúmenes 31, enero-febrero; y volumen 33, mayo-junio de 1995.
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hasta llevó a cabo una conferencia de prensa histórica en la sede de 
la ANEP, quien los había invitado a conversar sobre el tema y, muy 
hábilmente, manifestaron que: ‘Desde la sede de la ANEP estaban 
los partidos políticos en contra de esa pretensión del gobierno im-
popular’. Pocos años antes, nadie hubiera imaginado este tipo de 
acciones, pero era una prueba más de ese nuevo El Salvador que 
estábamos construyendo todos juntos […] Esto me ha causado sen-
timientos encontrados, porque por un lado me sentía satisfecho de 
la apertura democrática que vivíamos y, por otro, me sentía molesto 
al ver que por intereses sectoriales cortoplacistas una parte de los 
empresarios salvadoreños se tomaban de la mano del FMLN, con 
argumentos añejos, para evitar el aumento del IVA”321.

Este recuento del doctor Calderón Sol me parece sumamente equilibrado y 
honesto, pero no se hace cargo de la actitud que posteriormente mostró su 
gobierno, una vez que se aprobó el incremento al referido impuesto. Para 
comenzar, los objetivos explícitos planteados en el discurso presidencial el 
1º de junio, se fueron desdibujando con el paso de los meses. En cambio, 
en una acción que hasta cierto punto contradecía aquellas ofertas de apun-
talar las acciones de fomento a la producción, el BCR tomó la decisión de 
adoptar –a partir de octubre de 1995– una política monetaria sumamente 
restrictiva, bajo el argumento de que el crédito al consumo estaba creciendo 
excesivamente e invalidando la meta global planteada en el Programa Mo-
netario.

Sin duda, la preocupación de las autoridades monetarias era legítima y con-
siderando su celo por la estabilidad, entendible. El problema en este caso 
era que ya en ese momento el propio BCR no estaba jugando todo su papel, 
para reencauzar eficazmente el comportamiento de la banca comercial, en 
parte porque ya había empezado a abandonar prácticas anteriores e inclusive 
instrumentos clásicos como el redescuento, las líneas especificas de crédito 
para estimular determinadas actividades y el uso de la tasa de interés como 
guía para incidir en la oferta y la demanda de recursos. Bajo estas condi-
ciones, la decisión del BCR no evitó que los bancos siguieran canalizando 
cuantiosos recursos al consumo y otras actividades no productivas o de es-

321 Calderón Sol, Armando: Anhelos y desafíos del presidente. San Salvador: Imprenta y 
Offset Ricaldone, 2003. Pág. 267.
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caso valor agregado, pero sí se agregó a los factores que presagiaban que la 
economía había entrado definitivamente en un ciclo de menor crecimiento.

En realidad, la restricción monetaria no tuvo otro efecto que exacerbar las 
causas que habían empezado a erosionar las bases del crecimiento. Lemus 
(2000) señala que la fuerte desaceleración de la economía en 1996, coincide 
con la abrupta caída en el crecimiento del crédito al sector privado. Se ase-
meja así con nuestro enfoque sobre la preocupación por la estabilidad, al se-
ñalar que “en el ejercicio de 1995 se desarrolló todo un esfuerzo de política 
monetaria y fiscal para contener este desmedido aceleramiento del crédito 
al consumo, que conspiraba contra la estabilidad macroeconómica”. Pero a 
renglón seguido reitera que el bajo o lento crecimiento de la economía en la 
segunda parte de los noventa, tuvo como factor determinante la restrictiva 
política crediticia322.

Por su parte, FUSADES (1996) inscribió esa decisión de las autoridades 
monetarias dentro de un proceso que tenía que ver con la idea no abandona-
da de la dolarización. Al efecto, sostuvo:

“Inicialmente hubo una ‘persuasión’ del BCR hacia los bancos co-
merciales para estimular la dolarización voluntaria, pero ante esa 
medida, las cuentas activas y pasivas denominadas en dólares co-
menzaron a crecer, trayendo como consecuencia una reducción en 
las reservas internacionales.

Ante esta situación, las autoridades monetarias se vieron compeli-
das a dar marcha atrás incrementando el encaje bancario y activan-
do las operaciones de mercado abierto con el propósito de reducir 
la liquidez de la economía, lo que a su vez se tradujo en una drástica 
escasez de crédito en la segunda mitad de 1995 y en alzas subse-
cuentes en las tasas de interés”323.

En este escenario, los costos financieros de las empresas se incrementaron 
de manera significativa, muchas de las cuales cayeron en insolvencia. Esto 
constituyó, a juicio de dicha institución, la “antesala de la desaceleración 
que comenzó a observarse a partir del año siguiente”.

322 Lemus, Rafael. La industria bancaria en los noventa. FUSADES, Departamento de 
Estudios Económicos y Sociales. Serie de Investigación. 2000

323  FUSADES. Sobre la reactivación económica.
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Por nuestra parte, analizamos la política del BCR en un artículo que se re-
produce en el recuadro Nº 10.

Recuadro Nº 10

LA POLÍTICA FINANCIERA EN PERSPECTIVA

Hablando de política económica, creo que lo peor que podíamos hacer 
a estas alturas, es abandonar el objetivo de la estabilidad financiera. El 
mantenimiento de bajas tasas de variación en los precios internos, es 
un requisito sine qua non para fomentar el ahorro interno, evitar dis-
torsiones en la asignación de recursos, estimular la inversión nacional 
y extranjera, mantener la competitividad internacional, fortalecer del 
mercado doméstico y, en general, garantizar el crecimiento sostenido 
con equidad.

Sin embargo, por lo que se ha podido percibir, las medidas que desde 
hace algunos meses viene aplicando el Banco Central para lograr ese 
propósito, tienen la característica de solo considerar los aspectos mo-
netarios que podrían incidir en una variación no programada de los 
precios, así como la de enfatizar en las expresiones y no en las causas 
de la presencia de un fenómeno que pudiera eventualmente invalidar la 
meta de inflación establecida por el Programa Monetario.

Sin duda, la mejor evidencia de que ese enfoque no es del todo el ade-
cuado es la continuada tendencia alcista que muestra el Índice de Pre-
cios al Consumidor (IPC), a pesar de las políticas de esterilización di-
recta de liquidez (operaciones de mercado abierto) y el aumento del 
encaje que ha impuesto el instituto emisor, a fin de reducir la capacidad 
del sistema financiero para atender la demanda de crédito. Aún más, si 
la teoría hubiera funcionado y el diagnóstico fuera el correcto, ya de-
berían haber sido contrarrestadas por la misma evolución del sistema 
económico, las causas que dieron origen al cambio de tendencia en el 
IPC a partir del segundo semestre del año anterior, que evidentemente 
también repercutieron en la ampliación de la brecha comercial en 1995 
y, lo que es más importante, en la desaceleración de la economía. Aquí 
se nos podría argumentar que esos fenómenos hubieran sido más inten-
sos en ausencia de las restricciones monetarias que se han adoptado; 
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sin embargo, también cabe la interrogante de si en efecto se ha estado 
atacando –con las medidas apropiadas– el verdadero problema.

Mientras tanto, esa forma de represión financiera ha hecho que se man-
tengan relativamente altas las tasas de interés, por cuanto frente a una 
demanda determinada de crédito, el sistema financiero tiende a buscar 
en opciones como el endeudamiento en el exterior o la Bolsa de Valores, 
los recursos que necesita al costo que sea. Esto hace que persista un 
esquema de asignación de fondos, en el cual los bancos, para garan-
tizarse sus márgenes de intermediación y la recuperación del crédito, 
aparentemente dan preferencia a los préstamos de corto plazo, relacio-
nados con actividades de alta rentabilidad y poco riesgo. Todo esto se 
traduce en menor crédito (relativo) con fines productivos, y no en una 
reducción del crédito vinculado con el consumo, como ha sido la pre-
tensión de las autoridades monetarias.

Y el problema es que al final, ni se controlan los precios ni se liberan 
las fuerzas que podrían inducir la revitalización del sistema productivo. 
Esto habría que ponderarlo cuidadosamente, pues no deja de parecer 
un tanto paradójico que se extremen las medidas para atacar posibles 
brotes inflacionarios a través solo de políticas de demanda, cuando hay 
desocupación estructural, así como grandes recursos ociosos especial-
mente en la industria y la agricultura y en circunstancias en que lo que 
abunda son fondos de moneda extranjera, que no siendo especulativos 
(al menos eso todavía se cree), ofrecen el soporte financiero para lanzar 
un “big push” sin el riesgo de generar una escalada de los precios, ni 
presiones excesivas sobre el tipo de cambio, precisamente porque la 
economía no está “recalentada”.

Sin embargo, ello significaría replantear, por ejemplo, la concepción 
que desde el anterior gobierno se tiene de la banca de desarrollo o 
del crédito “dirigido” (no necesariamente subsidiado), esquema bajo 
el cual se vilipendia toda expresión de intermediación financiera que 
no refleje el costo del dinero en el mercado. Yo preguntaría ¿cuál mer-
cado y cuál costo? Esto no ignora las acciones que hemos observado 
recientemente con la creación de líneas de crédito especiales a través 
del Banco Multisectorial de Inversiones, aunque tenemos la impresión 
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de que, considerando todo el sistema financiero y la forma en que se 
captan los recursos internos que canaliza el BMI, al final resultan com-
prometidos los intentos de que el dinero llegue al usuario en términos 
menos onerosos.

En cualquier evaluación seria de las medidas restrictivas del BCR, tam-
poco pueden omitirse consideraciones sobre el impacto que tiene en las 
metas del programa monetario, el auge del “dinero plástico” por la 
fuerte presión que ejerce en el consumo agregado y consiguientemente 
sobre la velocidad de la circulación del dinero. Es cierto que en este 
caso, el BCR no cuenta con herramientas para contrarrestar el incre-
mento del crédito al consumo que se genera cada vez que se usa una 
tarjeta; además, debe recordarse que en una economía de libre merca-
do, es esencial respetar la soberanía del consumidor. A pesar de ello, 
no debería ignorarse el creciente uso de ese medio de pago, cuando 
se imponen restricciones al crédito a través de los instrumentos tradi-
cionales de control monetario, invocando únicamente el objetivo de la 
estabilidad.

Por lo demás, un análisis comprensivo de la situación financiera actual 
y un posible replanteamiento de la política monetaria y crediticia, tam-
poco puede eludir el tema del manejo de las finanzas públicas. En este 
sentido, sin duda es importante reflexionar sobre el impacto del presu-
puesto gubernamental en la demanda agregada, ya que nos parece que 
con un incremento del 26% en términos nominales (alrededor del 14% 
en términos reales considerando la meta de inflación y el crecimiento de 
la economía para 1996), necesariamente se están trasladando los efec-
tos de ese elevado gasto al sector privado, independientemente de que 
los ingresos y egresos del gobierno guarden un equilibrio. A ello hay 
que agregar, el desplazamiento de recursos que se da a favor del go-
bierno, por los mayores impuestos para atender un gasto incrementado 
y la colocación de títulos públicos en el mercado bursátil y en el mismo 
sistema financiero, lo cual reduce todavía más los recursos disponibles 
para fines productivos.

A la luz de lo expuesto, insistimos en la necesidad de ante la preocu-
pación de las autoridades monetarias por el comportamiento y efectos 
del crédito al consumo, se analicen de manera más integra el fenóme-
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no, como paso previo a una definición más clara de los objetivos de la 
política económica. De lo contrario, la medicina puede resultar al final 
más perjudicial que la enfermedad que se pretendía curar, en términos 
de crecimiento, empleo y exportaciones.

Fuente: ANEP. Revista Unidad Empresarial, volumen 37, enero-febrero 1996.

B. MÁS ALLÁ DE LA DESACELERACIÓN

Que un menor ritmo de expansión de la economía estaba en curso, lo su-
giere la misma estimación de crecimiento hacia la baja que hizo el BCR en 
el Programa Monetario y Financiero para 1996 (5%). Pero como lo demos-
trarían los acontecimientos posteriores, los signos de menor crecimiento y 
su profundización en el tiempo no fueron razonablemente procesados por 
las autoridades económicas, como lo demuestra la caída brutal que experi-
mentó la tasa de incremento del PIB, que ni siquiera llegó a la mitad de lo 
que habían estimado las autoridades monetarias. Por el contrario, como se 
verá más adelante, hay opiniones que sostienen que las acciones de política 
potenciaron los elementos negativos que al final gravitaron sobre el com-
portamiento de la actividad económica por casi una década.

En todo caso, la empresa privada se mantenía expectante sobre el desarrollo 
de la economía, actitud que se alimentaba de una mezcla rara de optimismo 
generado por la experiencia de rápido crecimiento y el reconocimiento de 
la actitud flexible que eventualmente había mostrado el gobierno de turno. 
Esto hacía pensar que la economía nacional tenía posibilidades de retomar 
su dinamismo, siempre que se tomara las decisiones correctas.

En este sentido, en su momento la ANEP señaló que las proyecciones de 
crecimiento del BCR para 1996 podían ser remontadas, bajo el supuesto de 
que el mismo estaría “nuevamente influenciado por la claridad y la coheren-
cia en la política económica y por los avances que se lograran en materia de 
seguridad jurídica y ciudadana, en particular […] Esto permitirá disponer 
de un escenario más ventajoso para las actividades productivas, en relación 
a 1995”324. 

324 ANEP: “Evolución de la economía en 1995 y perspectivas para 1996”. Unidad Empre-
sarial, volumen 36 (noviembre-diciembre 1995)
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Sin embargo, me consta  que aunque los empresarios seguían confiando –en 
alguna medida– en el buen juicio de los responsables del manejo económico 
y sobre todo  en la sensatez del presidente de la República, también estaban 
convencidos de que las circunstancias por las que estaba atravesando el país 
trascendían la esfera estrictamente técnica. Es entendible que les preocupa-
ra el estado de la economía, pero igualmente era importante lo que pudiera 
ocurrir en el plano político, particularmente por el desgaste y el distancia-
miento que se había observado durante buena parte de 1995.

Se podía pensar que el desencuentro que se dio en esa oportunidad había 
desaparecido, pero también estaba presente en la mente de muchos el desen-
lace no muy feliz del Foro para la Concertación Económica y Social surgido 
de los mismos Acuerdos de Paz. Ciertamente, esta instancia no rindió los 
resultados esperados, en parte por la renuencia del gobierno de turno –más 
allá de las declaraciones públicas– de abrir efectivamente los espacios para 
el diálogo alrededor de los temas económicos y sociales, acaso bajo las 
presiones de los poderes fácticos que siempre han actuado al margen de las 
organizaciones formales de la empresa privada.

En lo personal, me preocupaba la actitud de algunos miembros del gabinete 
económico, quienes en mi concepto no procesaban la idea de que se podía 
hacer política económica, sin llegar a excesos. Más mi inquietaba, el dis-
tanciamiento con la empresa privada y el aprovechamiento que del mismo 
pudiera hacer una oposición política irresponsable. Algo de está recogido 
en el recuadro Nº 11.

Recuadro Nº 11

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (13/05/96)

LA RECTIFICACIÓN EN POLÍTICA ECONÓMICA 
NO SIGNIFICA EL ABANDONO DE LA PRUDENCIA 

Y LA RAZÓN

En materia económica no hay peor consejero que la incertidumbre. Una 
vez ésta se apodera de la ciudadanía y en particular de los agentes eco-
nómicos, difícilmente puede contenerse. Por ello es tan importante que 
las autoridades actúen con diligencia para enmendar rumbos, lo cual 
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comienza por reconocer la existencia de un problema, que es un paso 
también esencial para el manejo adecuado de las expectativas, a fin de 
evitar caer en la desconfianza.

Ya el año pasado la economía del país registró algunos signos de des-
aceleración  los cuales infortunadamente parecieran continuar hasta el 
presente. Sin embargo, ante los señalamientos acerca de esa situación, 
lo que presenciamos fueron explicaciones oficiales que abundaron en 
comparaciones del comportamiento de los agregados económicos na-
cionales con los de otros países, destacando, por ejemplo, que nuestro 
desempeño fue mejor que el de Honduras o Nicaragua. Al margen que 
no tiene sentido asimilar compararnos con países más atrasados en el  
nuestro, nos   asalta la duda de si ya se ha realizado una evaluación 
seria y objetiva de las causas que llevaron a esa situación y más im-
portante aún, si ya se ha delineado una estrategia para prevenir que el 
deterioro económico continúe, con el propósito ulterior de definir un 
cauce que permita un crecimiento sostenido y cualitativamente diferente 
del que se había venido registrando.

Nuestras dudas surgen, porque en las esferas gubernamentales se siguen 
resaltando los logros macroeconómicos, sin darle mucha importancia 
–al menos así lo percibe la ciudadanía– a lo que está ocurriendo a nivel 
de sectores, actividades especificas y empresas como unidades produc-
tivas, que son lo que al fin de cuentas sustentan el comportamiento de la 
economía a nivel global durante un período prolongado. Al permanecer 
el análisis a nivel macro, evidentemente se pierde el sentido de la opor-
tunidad y específicamente de la política económica instrumental, lo que 
a su vez hace difícil articular una estrategia integral de desarrollo.

Siendo así, pareciera que estamos incurriendo en el error de no re-
conocer que algo no está marchando bien con la actividad empresa-
rial, mientras exaltamos las virtudes de la gestión macroeconómica a 
su mayor nivel de agregación. Bajo este enfoque, se ignora asimismo 
la posibilidad que las fuerzas iniciales del crecimiento podrían haber-
se ido agotando progresivamente, con lo cual se cae fácilmente en la 
tentación de echarle toda la culpa del menor crecimiento  económico a 
las medidas que al final adoptó el gobierno, como al aumento al IVA, 
a los servicios públicos y al salario mínimo. Desde este punto de vista, 
me parece que estas medidas, al afectar las expectativas, los costos y el 
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consumo, incidieron drásticamente en el desempeño de las empresas; 
pero más importante que ello, fue que se convirtieron eventualmente 
en el detonante de algo que se había venido acumulando, como es la 
presencia de problemas estructurales no resueltos, en el marco de una 
política económica llevada a cabo bajo un espejismo de que todo mar-
chaba a las mil maravillas.

Más preocupante seria, si la situación actual fuera el resultado de una 
interpretación demasiado extrema del concepto mismo de economía 
de mercado, pues ello no daría margen para el empleo discrecional de 
ciertos instrumentos de política económica, ni aun en momentos de ver-
dadera crisis. Esto nos llevaría al plano de ignorar que la mejor polí-
tica económica puede resultar inoperante, si las condiciones bajo las 
cuales se desarrolla la actividad productiva, se tornan precarias. Si no 
que lo digan los empresarios que son víctimas del contrabando desca-
rado, de la competencia desleal de otros países, de los que no cumplen 
con sus obligaciones tributarias, del robo de sus productos, del acoso 
fiscal, de las compras gubernamentales poco transparentes, del tráfico 
de influencias y de toda una suerte de problemas que no se toman en 
cuenta pensando que  la eficiencia y la productividad se garantizan ex-
clusivamente con la apertura comercial.

Por ello es que también nos parece un poco fuera de lugar, la idea que 
en este país no se necesita de un plan económico ni de políticas secto-
riales. Lo primero porque se asocia erróneamente a la planificación 
centralizada de la extinta Unión Soviética y, lo segundo, porque signifi-
ca para algunos volver al esquema de privilegios del pasado. Bajo estos 
criterios, caemos fácilmente en la trampa de darle al mercado virtudes 
que no tiene e ignorar que sus imperfecciones pueden ser contrarresta-
das con el uso de instrumentos de política que no necesariamente impli-
ca intervenciones odiosas de parte del Estado.

Me parece entonces que ya ha llegado el momento de aceptar que no 
son suficientes los  logros en el plano macroeconómico de los últimos 
años,  para garantizar el crecimiento futuro. Aún más, creo que lo que 
explica la actual coyuntura, es no haber puesto atención a la necesi-
dad de estimular actividades productivas de alto valor agregado como 
la industrial y la agropecuaria, también bajo el cuestionable criterio 
que la reducción arancelaria lo haría todo e ignorando la existencia de 
un ambiente poco propicio para la inversión en esos sectores, como el 
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alto costo del uso del dinero tomado a préstamo, el pésimo estado de 
la infraestructura y los servicios de apoyo, la inseguridad, la cultura 
burocrática de las agencias gubernamentales encargadas de facilitar el 
proceso productivo privado, las consabidas reivindicaciones laborales, 
etc.

Creo que la hora de la rectificación llegó hace tiempo. Ahora ya no sólo 
es cuestión de recuperar el tiempo perdido, sino también de administrar 
la coyuntura económica y de cambiar el enfoque reduccionista del pa-
sado.

El Manifiesto Salvadoreño, dado a conocer a mediados de 1996 por la cú-
pula empresarial, es una expresión clara de la voluntad del sector privado 
organizado de actuar más consecuentemente con la situación del momento, 
cuando la izquierda radical había mostrado su potencial de incidir en el 
futuro político del país, uniéndose incluso a sus opositores tradicionales tal 
como había ocurrido exactamente un año antes, cuando hizo causa común 
con las gremiales de empresarios y toda la oposición política, para detener 
el paquete de medidas que se quiso implementar. Esto, sin prejuzgar sus 
verdaderas intenciones detrás de ese gesto.

La razón de “El Manifiesto” y sus implicaciones fueron desde el principio 
valoradas muy positivamente por muchos sectores, comenzando por su tí-
tulo, que no era sino una forma subliminal de decir que El Salvador podía 
progresar y vivir en paz, al margen de las ideas en torno al papel que Marx y 
Engel le habían otorgado a los trabajadores, cuando en la parte final del Ma-
nifiesto Comunista, hacían el llamado: “Proletarios del mundo, uníos, por-
que vosotros no tenéis que romper excepto vuestras propias cadenas”. En 
cambio, El manifiesto de los empresarios, en su parte introductoria reza: 

“En las postrimerías del siglo XX, los salvadoreños estamos vivien-
do una época que nos motiva, más que nunca, al cambio: estamos 
siendo guiados por un ideal que surge casi de manera espontánea, 
pero también como producto de la influencia de un mundo exterior 
que se transforma vertiginosamente.

El advenimiento de la paz y la progresiva consolidación de la de-
mocracia, constituyen las fuerzas que, casi sin percatarnos, nos es-
tán induciendo a buscar nuevos derroteros hacia una sociedad más 
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próspera y más humana […] Esto nos compromete a superar lo que 
desde siempre hemos considerado como debilidades intrínsecas y 
que nos han mantenido en un subdesarrollo permanente.

Conscientes de ello, los empresarios presentamos ‘El Manifiesto 
Salvadoreño’, con el propósito de estimular el interés de todos los 
sectores, para trabajar juntos en la construcción de una nueva so-
ciedad, que tenga como referente un progreso social permanente 
para todos, en un marco de paz social y democracia real, para be-
neficio de las futuras generaciones”325.

El carácter penetrante de las ideas allí planteadas despertaron el interés de 
las diferentes fuerzas políticas que, con la mediación de la cúpula empresa-
rial, hicieron suya la necesidad  de profundizar y desarrollar las ideas pione-
ras de El Manifiesto, esfuerzo que dio como resultado la elaboración de otro 
documento, esta vez con el concurso de casi todos los partidos políticos. El 
título del mismo, no dejaba duda sobre la necesidad de trabajar con visión 
compartida: “La importancia de una agenda salvadoreña”326.

En resumen, este era un intento de sugerir un rumbo a las acciones estatales, 
el accionar de los partidos políticos y los demás sectores, así como de con-
solidar las instituciones económicas, sociales y políticas como base para la 
transformación nacional.

Infortunadamente, a pesar de contar con el respaldo de los principales acto-
res, la “Agenda” no motivó el aval del gobierno ni del partido ARENA. En 
cambio, el presidente de la república optó por la integración de la Comisión 

325 ANEP. El manifiesto salvadoreño: Una propuesta de los empresarios a la nación. Julio, 
1996.

326  N. del A. Mi participación personal como director ejecutivo de ANEP en la elaboración 
de dicho documento, pero sobre todo la receptividad que encontró en diferentes sectores 
de la sociedad, me llevó a escribir en mi columna Sendas y Surcos una serie de artículos 
que aparecieron entre julio y agosto de 1996 bajo el título “El manifiesto salvadoreño 
en capítulos”, en los cuales abordé lo que desde mi punto de vista personal constituían 
la esencia y la filosofía básicas subyacentes en el planteamiento de los empresarios. Es 
entendible que no todos compartieran mi visión y esto lo puso en evidencia Ricardo 
Ribera, un distinguido profesor de la UCA, en un trabajo titulado “Un manifiesto sub-
rrealista”, en donde sugiere (por el hecho de haberme expresado en tercera persona) que 
yo podría sufrir de esquizofrenia o de un desdoblamiento de personalidad, llevándome 
incluso al surrealismo de Brettón. En Pinceladas para un cuadro en transición. San Sal-
vador: Ediciones para el Debate, 1997. Págs.204-208.
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Nacional de Desarrollo (CND), conformada por distinguidas personalida-
des, que retomó algunas de las iniciativas en marcha y configuró su propia 
agenda para impulsar acciones, planes y proyectos que la posicionaron en la 
sociedad salvadoreña, por su apoliticidad y sobre todo por sus aportes.

Como se ha dicho, el sector privado aglutinado en ANEP, valoró positiva-
mente la decisión presidencial de crear la CND, y prefirió ya no continuar 
con sus propias iniciativas que, en esencia, podían haber sido incorporadas 
en la agenda de la nueva instancia, aunque formalmente ésta tuviera una 
vinculación orgánica con el gobierno. En el fondo, y tal como lo demostra-
ría el tiempo, era el país el que estaba de por medio

Recuadro Nº 12

SENDAS Y SURCOS
La Prensa Gráfica (24/07/06)

DIEZ AÑOS DESPUES

El día veinte de este mes, se cumplieron diez años de que la Asociación 
Nacional de la Empresa Privada, ANEP, hizo público “El Manifiesto 
Salvadoreño”. Este recogía el sentir y el pensar del sector empresarial 
organizado nacional, ante la preocupación ya existente sobre rumbo 
que podría tomar el país, si no se retomaba con fuerza y genuino interés 
nacional, el espíritu y los compromisos que sirvieron de marco a los 
Acuerdos de Paz.

En la parte introductoria del documento, y después una apretada sínte-
sis del contexto histórico del momento, se lee: “Conscientes de ello, los 
empresarios presentamos El Manifiesto Salvadoreño, con el propósito 
de estimular el interés de todos los sectores, para trabajar juntos en la 
construcción de una nueva sociedad, que tenga como referente un pro-
greso permanente para todos, en un marco de paz social y democracia 
real, para beneficio de las futuras generaciones”. 

A ese posicionamiento pionero en la  etapa post conflicto siguió la “La 
Importancia de una Agenda Nacional”, que fue consensuada con todos 
los partidos políticos y cuyo propósito central consistía en intentar la 
definición del rumbo del país, partiendo de la identificación de un con-
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junto de áreas estratégicas que se inscribían en  la transición política y 
económica que  estábamos viviendo.

En ese sentido, se abordaron temas como. El Estado Capaz, el Ahorro 
Interno, la Globalización e Integración Regional, el Medio Ambiente  
y la Sostenibilidad, la Política Social y la Productividad, la Seguridad 
Ciudadana, la Familia, el Estado Democrático de Derecho, el Régimen 
Electoral y la Cultura de la Inclusión. 

El simple listado de esas áreas clave para el desarrollo integral, ya su-
giere que la “Agenda” era sumamente ambiciosa y coherente para: a) 
enfrentar de manera concertada los primeros signos de desaceleración 
de la economía, b) robustecer las bases del crecimiento sostenido con 
equidad y c) consolidar la institucionalidad democrática. Pero faltaba 
lo más importante: la voluntad de otros actores políticos para aceptar 
el desafío y concitar el interés de los demás sectores para sumarse al 
esfuerzo nacional.

La decisión presidencial de crear la Comisión Nacional de Desarrollo, 
parece haber sido una manera inteligente de enfrentar políticamente 
aquel desafío, sin comprometer el papel del gobierno en una iniciativa 
donde le resultaba difícil ejercer un control total. 

Con esa decisión, no se esfumaban las preocupaciones del sector em-
presarial respecto a la situación imperante, su  eventual agravamiento 
y las posibles implicaciones que el deterioro de la economía podría te-
ner en el campo político Sin embargo, resultaba claro que la iniciativa 
empresarial perdía espacios –más no su razón– con el surgimiento de la 
CND. Esta, además de contar con la ventaja de que nacía de las mismas 
entrañas del poder político, tenía entre otras condiciones favorables, su 
conformación con figuras sobresalientes en la sociedad salvadoreña, 
probablemente mayor aceptación dentro de los poderes fácticos, y re-
cursos públicos para impulsar sus tareas. 

Así, “El Manifiesto Salvadoreño” y “La Agenda”, como otras iniciati-
vas surgidas de la sociedad civil, fueron perdiendo importancia  en el 
debate nacional y nunca se les dio cabida en las grandes decisiones de 
política pública. Ante esta realidad, ANEP prefirió apoyar el trabajo de 
la CND.
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Sin duda la labor de esta última ha sido encomiable, pero igualmente 
es legítimo preguntarse a estas alturas ¿Dónde estaríamos ahora  si se 
hubiera impulsado una estrategia integral de desarrollo, a partir de 
aquellas ideas de avanzada que la empresa privada  lanzó hace diez 
años?

Es probable que mucho de lo que hoy nos preocupa y nos desvela, se 
hubiera evitado, si solo hubiéramos actuado con más desprendimiento, 
visión de futuro y sobre todo, con un compromiso genuino con  El Sal-
vador.

En cualquier caso, había también –de manera general– una especie de co-
incidencia entre el gobierno y la empresa privada, al menos en apariencia, 
en lo que se podía hacer dentro de una “segunda generación de reformas”. 
Pero aún así, persiste la interrogante de si realmente se hizo un esfuerzo 
para trabajar con mayor ímpetu en esa dirección, o si el desplazamiento de 
objetivos en materia de política económica, no importara el costo, era lo que 
guiaba las principales acciones gubernamentales en este campo.

Si en el extremo, el gobierno no tenía claro lo que debía hacerse para que la 
economía siguiera dentro de un cauce normal (después del supuesto éxito 
de la primera generación de reformas), por lo menos contaba con la asesoría 
de organismos internacionales que podían ayudarlo a identificar posibles 
cursos de acción, aunque en ese momento ni ellos mismos, aparentemente, 
avizoraban adónde iban a estar las fallas de los programas de reforma en su 
concepción inicial.

Por ejemplo, el estudio ya mencionado del Banco Mundial, dado a conocer 
después de dos años de iniciada la administración Calderón Sol, establecía 
una serie de criterios que podían darle algún sentido de dirección y propó-
sito a las acciones del gobierno. En temas puntuales que tanto debate han 
causado a lo largo de estos años, dicho organismo propugnaba por un in-
cremento en el ahorro nacional –a través de una mayor eficiencia del sector 
financiero, la reforma del sistema de seguridad social y el incremento del 
ahorro del sector público–, el mantenimiento de las presiones inflacionarias 
bajo control –reduciendo el gasto de consumo del gobierno y estimulando la 
inversión privada tanto nacional como extranjera– y la implementación de 
una política cambiaria creíble, previniendo al mismo tiempo la apreciación 
del colón  en términos reales.
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Sobre este último aspecto, las sugerencias al gobierno para propiciar una 
depreciación real en el largo plazo, incluían: acelerar la liberalización co-
mercial (para incrementar la demanda de bienes transables), reducir los flu-
jos de moneda extranjera (mejorando el desempeño fiscal y disminuyendo 
las necesidades de financiamiento externo del sector público) y, nuevamen-
te, incrementando el ahorro nacional.

Con relación al fortalecimiento del sector externo, recomendaba la expan-
sión y diversificación de las exportaciones, en un marco de una menor tasa 
de cambio real, mediante el aseguramiento de un ambiente macroeconómi-
co estable, la remoción de restricciones para la inversión privada y aquellas 
que de manera específica afectan el crecimiento de las exportaciones.

Llama la atención que por ningún lado aparecen recomendaciones para an-
clar la moneda nacional al dólar y menos sustituirla por éste. En cambio, 
había  un énfasis muy marcado en acciones que caen más en el ámbito pú-
blico que el privado. 

En ese contexto, dicho organismo planteó un “mapa de ruta” que identi-
ficaba un conjunto de áreas claves cuya atención se tornaba esencial para 
mantener la economía dentro de la senda del crecimiento sostenido, par-
tiendo de los logros del quinquenio anterior. Los campos de actuación eran 
los siguientes: 1) el marco macroeconómico, 2) los recursos humanos y el 
mercado laboral, 3) la infraestructura, 4) el marco regulatorio y legal, 5) el 
comercio y la difusión tecnológica, y 6) el sector financiero.

En cada una de estas áreas se hizo una tipificación de los principales proble-
mas y se identificaron los correspondientes correctivos o el reforzamiento 
de las iniciativas en marcha, bajo una perspectiva integradora. Todas las 
medidas propuestas eran relevantes, pero algunas se referían a aspectos de 
particular significado para la consolidación del modelo y el robustecimiento 
del sistema productivo. Entre estas se pueden destacar las siguientes:

1. Gestión macro: Incrementar los ingresos por impuestos, a través de la 
ampliación de la base, el fortalecimiento de la administración y el cum-
plimiento tributario. Estimular el aumento del ahorro nacional, moderar 
las presiones inflacionarias, establecer una política cambiaria creíble y 
limitar la apreciación real del tipo de cambio.

2. Recursos humanos: Reorientar el gasto público invirtiendo más en edu-
cación primaria y los servicios de salud. Estimular y apoyar al sector 
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privado mediante el entrenamiento vocacional, especialmente dirigido a 
la industria.

3. Infraestructura: Permitir una mayor participación privada en la pro-
piedad y la administración; revisar el marco legal de la gobernanza, 
separando la formulación de políticas y las funciones reguladoras del 
gobierno de las funciones operacionales; implementar una reforma tari-
faria en todos los servicios públicos; operar sobre una base comercial en 
cualquier subsidio proporcionado de una manera directa y transparente 
y, en general, tomar acciones para la privatización en sectores como las 
telecomunicaciones, energía y aun en el sector hídrico.

4. Aspectos legales, regulatorios y administrativos: Modernizar y mejorar 
la eficiencia del Registro de la Propiedad; simplificar y armonizar las re-
glas y estructuras institucionales; fortalecer las políticas de competencia 
y la protección del consumidor mediante legislación apropiada; incluir la 
industria de la construcción, la electricidad y el consumo en el impuesto 
al valor agregado, gravar los instrumentos financieros y los ingresos por 
intereses en cuentas personales. (N. del A. Obsérvese que esta medida 
ha cobrado relevancia en la reforma fiscal del gobierno del presidente 
Funes)

5. Régimen de comercio exterior: Profundizar y mantener la liberación co-
mercial a través de la adopción de una tarifa uniforme y la eliminación de 
los instrumentos vigentes que regulan el flujo de importaciones; facilitar 
la expansión de las zonas francas y recintos fiscales y en el mediano pla-
zo eliminar el “draw back” aplicable a las exportaciones. (Igual que en el 
caso anterior).

6. Negociaciones comerciales: Continuar fortaleciendo la capacidad nego-
ciadora en materia comercial.

7. Acceso al crédito: Atender lo relacionado con las garantías colaterales 
mediante la revisión del marco legal y el mejoramiento de los registros 
públicos para asegurar la efectiva creación, protección y aplicación de 
las disposiciones que garantizan el interés público.

8. Sistema bancario: Fortalecer el sistema regulatorio y prudencial a través 
del desarrollo de la regulación para reducir el riesgo de iliquidez, el esta-
blecimiento de un fondo de seguro de depósitos y la implementación de 
un sistema de ranking. Asegurar un sistema de información más seguro 
sobre la tasa de interés, a través de publicaciones periódicas del BCR o la 
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Superintendencia del Sistema Financiero. Eliminar las restricciones a la 
propiedad accionaria incluyendo la regla del 5% y aquellas relacionadas 
con la propiedad foránea.

9. Mercado de capitales: Facilitar el desarrollo de intermediarios financie-
ros mediante el desarrollo de nueva legislación para instituciones que 
operan bajo contratos de ahorro (compañías de seguros y fondos de pen-
sión) y nuevas disposiciones para la creación de fondos mutuos y com-
pañías de leasing.

El simple enunciado de los temas es suficiente para dimensionar el cam-
po de acción que, a criterio de dicho organismo, era esencial para que El 
Salvador pudiera desarrollarse con algunas posibilidades de éxito, lo que 
presuponía un conjunto de medidas coherentes para salir de la fase de lento 
crecimiento, teniendo como marco de referencia la necesidad de insertar al 
país,  en el mercado global. De hecho, el mismo nombre del documento así 
lo plantea.

Además, la contundencia con que habían sido formuladas las recomenda-
ciones de política, no dejaba dudas sobre la ruta que debía seguir la ges-
tión económica y los arreglos legales e institucionales para retornar a los 
elevados niveles de crecimiento, donde claramente las acciones deberían 
provenir fundamentalmente del gobierno, a través de un conjunto de estí-
mulos para el sector privado, removiendo especialmente aquellos cuellos de 
botella que estaban entorpeciendo la dinámica empresarial327.

FUSADES, por su parte, abordó en profundidad el mismo fenómeno se-
ñalando las causas que, a su criterio, habían determinado el “frenazo” que 
experimentó la economía. Estas son: la apreciación real del colón, el lento 
avance de las reformas de la segunda generación, los costos de la violencia, 
“las marchas y contramarchas” en la política económica (el entrecomillado 
es nuestro), la restricción crediticia y las altas tasas de interés, el incremento 
del IVA, los precios de los servicios públicos y la caída de los precios inter-
nacionales del café.

A partir de la identificación de esos problemas, dicha institución hizo una 
serie de recomendaciones para reactivar la economía, las que en muchos 
sentidos coincidían con la visión de las gremiales de empresarios y la po-

327 Banco Mundial. Meeting the challenge of globalization. 1996. 



424

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

sición de los organismos internacionales328. La similitud entre los señala-
mientos de FUSADES y del Banco Mundial, se notaba de manera particular  
en lo concerniente al tema cambiario y las restricciones crediticias, sobre 
los cuales ya se habían pronunciado anteriormente los empresarios.

Concretamente, en cuanto al primer punto, el enfoque era bastante similar 
en el sentido que la apreciación cambiaria derivada del flujo de remesas 
estaba erosionando la competitividad del país e incidiendo negativamente 
en el desempeño de las exportaciones como factor de crecimiento. Eviden-
temente, la ausencia de una plataforma exportadora básica desarrollada en 
sincronía con la apertura comercial, había tenido en la sobrevaluación cam-
biara un incentivo para el traslado de recursos de los bienes transables a los 
no transables, provocando un circulo vicioso que se retroalimentaba con el 
producto de las remesas familiares.

Pero el problema no era nuevo ni coyuntural, ya que el mismo fenómeno 
había afectado las ventas al exterior, aun en el período anterior de rápido 
crecimiento de la economía. (Rivera Campos, 2000). El enfoque del Banco 
era especialmente interesante por su misma procedencia y su pertinencia en 
un momento en que ya se estaba cuestionando la capacidad exportadora del 
país. Traerlo a cuento en esta oportunidad, también es relevante por lo que 
ocurriría un quinquenio después con la dolarización329.

Lo importante de destacar, en todo caso, es que las principales medidas 
recomendadas por el Banco Mundial fueron adoptadas sin mayores contra-
tiempos. Otra cosa distinta, es si la eficacia de las mismas se puso en riesgo 
por la preparación del terreno para otras decisiones que probablemente es-
taban más en la cabeza de los más importantes funcionarios, que en la línea 
que quería seguir el propio presidente.

328 FUSADES. Sobre la reactivación económica. Diciembre de 1996.
329 Al respecto, el Banco hace una elaboración interesante aunque bastante sintética del 

fenómeno de la apreciación cambiaria asociándolas con el llamado “mal holandés” que 
se puede asimilar al caso salvadoreño. Sin embargo, formula una clara diferencia en-
tre ese fenómeno que normalmente se asocia con el “boom” de las exportaciones que 
provocó el descubrimiento, explotación y exportación de gas en los países bajos, y lo 
que producen las remesas familiares. Lo primero es la duración –las remesas tienden 
a ser más permanentes que un “boom” de las exportaciones– y segundo, el uso de los 
recursos –una mayor proporción de las remesas son utilizadas en el consumo– parti-
cularmente en no transables en comparación con los bienes importados o los recursos 
reinvertidos.
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Entre las primeras medidas sobresale la privatización de los sectores es-
tratégicos y la segunda oleada de modernización del sistema financiero. El 
campo fiscal había cedido espacios ante la aprobación del incremento IVA, 
pero siguieron los altos niveles de evasión, elusión y el contrabando; mien-
tras que en el caso de la apertura comercial, los pasos se iban consolidando 
a partir de las negociaciones del TLC con México. 

Sin duda, muchas otras acciones se pierden en el complicado manejo diario 
de los asuntos públicos; y otras, que no aparecían planteadas de manera es-
pecífica en el referido mapa, pueden ser razonablemente asimiladas dentro 
de una segunda generación de reformas.

Sin embargo, como lo confirmarían los hechos, no se pudo lograr el objetivo 
de volver a los niveles de expansión económica registrados durante el quin-
quenio anterior. Se estuvo lejos de alcanzarlos y más bien el país registró un 
gran retroceso en materia de crecimiento, al punto que después de ocupar 
el segundo lugar en la región fue desplazado a la octava posición, donde 
–curiosamente– todos los países centroamericanos, excepto Honduras, me-
joraron sensiblemente en el “ranking” de 20 países (cuadro Nº 37).

Si ese período de menor crecimiento se inscribe propiamente en la segunda 
administración, la tasa promedio 1994-1999 solo alcanzó 4.4%, influencia-
da por el deterioro registrado a partir de 1996 y considerando que durante 
los primeros dos años que se le imputan a esa gestión, el PIB todavía creció 
a tasas superiores al 6%. No obstante, este deterioro no fue acompañado 
con un comportamiento en la misma dirección de las principales variables 
reales y financieras claves, pudiendo anticiparse el criterio de que si bien 
fue perceptible el deterioro en la dinámica del PIB, el mismo tuvo lugar en 
un ambiente de relativa estabilidad tanto interna como externa.

En cambio, el deterioro del crecimiento global se dio en paralelo a un vir-
tual estancamiento de la formación bruta de capital con respecto al quinque-
nio anterior (alrededor del 17%), aunque en los primeros años del período 
el coeficiente se acercó al 20%. Nuevamente, en este caso, el componente 
privado fue el factor determinante; sin embargo, se observó un mayor dina-
mismo en lo concerniente a la inversión pública, que se atribuye, en alguna 
medida, a los esfuerzos realizados principalmente por el gobierno para el 
proceso de reconstrucción de la infraestructura dañada durante el conflicto.
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Cuadro Nº 37

América Latina: Tasas de crecimiento promedio del PIB 1995-1999

Fuente: Elaboración propia en base a datos de CEPAL, 2008.

En este contexto, mientras la inversión privada explica 80.5% del monto 
acumulado, la inversión pública contribuyó con 19.5%. Estos coeficien-
tes se comparan con los registrados en el quinquenio anterior que fueron 
de 79% y 21% respectivamente. Sin embargo, es destacable el incremento 
casi persistente que se registró en la acumulación de inventarios, que si 
bien nunca excedió el nivel máximo de 6.7% (1995) también fue una señal 
de que la economía estaba siendo afectada por el clima negativo entre los 
empresarios, que habían venido fincando sus decisiones con base en los 
resultados auspiciosos de los años previos. Obviamente la confianza del 
consumidor, también había caído.

Curiosamente, el consumo agregado prácticamente se había equiparado con 
el PIB a partir de 1994. Es más, en algunos años esa relación superó le-
vemente el 100%, aunque hacia 1999 había vuelto al nivel de cuatro años 
atrás. Por el contrario, la inflación siguió cediendo para quedarse en un 
dígito en todo el quinquenio, excepto en 1995, cuando experimentó un alza 
sensible (11.4%), que puede atribuirse a las expectativas y especulación 
generadas por el incremento al IVA.
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Por otro lado, las cuentas fiscales se mantuvieron relativamente sanas du-
rante todo el período y, tanto a nivel del gobierno central como del SPNF, 
fue notoria la prevalencia de ahorro en cuenta corriente. Sin embargo, la si-
tuación tendió a desmejorar a partir de 1996, al iniciarse una tendencia clara 
hacia la ampliación de la brecha entre ingresos y gastos. En este sentido, fue 
relativamente bajo el impacto positivo que tuvo el aumento de 3 puntos por-
centuales en el IVA a partir del agosto de 1995, al punto que el déficit, como 
proporción del PIB, pasó del 0.1% en 1995 a casi 3% a fines del período.

En lo que se refiere al sector externo, el déficit de la balanza comercial, aun-
que en términos absolutos aumentó en más de US$260 millones, también 
mejoró sensiblemente al descender del 17.7% del PIB en 1995 al 12.7% en 
1999 (cuadro Nº 38), por el efecto combinado de un mayor dinamismo de 
las exportaciones, que prácticamente se duplicaron, y un relativo rezago de 
las importaciones que acumularon un incremento de 59%. Así, mientras, las 
primeras aumentaron en 5 puntos respecto al PIB, las segundas sólo mos-
traron una variación de uno.

¿Sería este un indicio de que la economía, aun con un menor crecimiento, 
se estaba aprovechando ya de la apertura conforme el modelo? La respuesta 
es no, pues el incremento observado en las exportaciones se localizó en la 
maquila y las ventas destinadas a Centroamérica, cuyos nichos ya existían 
antes de la desgravación arancelaria. En conjunto, estas ventas explican el 
75% del aumento total, repartido en un 50% y 25% respectivamente.

Por su origen sectorial, la economía siguió decantándose a favor de los ser-
vicios, que explican el 54% del crecimiento acumulado de 1995 a 1999, con 
una participación hacia el final del período equivalente al 60% del PIB. El 
sector agropecuario, por su parte, siguió perdiendo importancia con un in-
cremento acumulado de 13.6% y un aporte del 13% al valor agregado total, 
o sea muy similar al del inicio del quinquenio, pero muy inferior al regis-
trado al principio de la década (17%). La actividad industrial, por su parte, 
registró un aumento acumulado de casi el 30%, si bien a tasas fluctuantes, 
para terminar aportando el 22.6% al producto total, frente a magnitudes del 
21.7% y el 21.2% en 1990 y 1995 respectivamente.

Lo anterior indica que la administración Calderón Sol terminó con una eco-
nomía trabajando a medio vapor, pero conservando relativamente sólidos 
los balances macroeconómicos básicos. Aún así, ni los empresarios, la ciu-
dadanía en general ni el propio gobierno, seguramente se imaginaban que 
lo peor estaba por venir.
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Cuadro Nº 38

Evolución de variables claves en la administración Calderón Sol

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR y Ministerio de Hacienda.

C. LA INERCIA COMO SIGNO DE  UNA TRANSICIÓN

En el cruce de la administración Calderón Sol y el gobierno del presiden-
te Flores; es decir, en 1999, la economía todavía creció en 3.4%, cifra no 
despreciable, pero tampoco elevada, considerando que Centroamérica en su 
conjunto cerró ese año con una tasa de expansión del 4.1%.

Para cualquier entendido en la materia y aun para el hombre de la calle, 
sin duda la tarea más importante del presidente Flores al asumir las riendas 
del país era imprimirle un nuevo dinamismo a la economía, aprovechando 
las condiciones favorables que ofrecía el contexto internacional. Incluso, 
el crecimiento observado en el bienio 1997-1998 (3.9% como promedio) 
sugería que podían haberse empezado a superar al menos algunas de las 
causas que en 1996 habían determinado el cambio brusco de tendencia.

Los efectos de la crisis asiática y rusa se habían disipado y la economía 
mundial, en especial la de los socios más importantes del país (Estados Uni-
dos y Centroamérica), se estaban expandiendo a un ritmo bastante notable. 
La primera, por ejemplo, creció en el período 1998-1999 a una tasa superior 
al 3% y los países centroamericanos, como ya se dijo, todavía más. En el 
plano interno había indicios de que los efectos perjudiciales de la restricción 
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crediticia habían empezado a ceder, mientras los inventarios que se habían 
acumulado con la atomización del consumo, al promediar la década, tam-
bién estaban desapareciendo.

Sin embargo, el sector empresarial en particular, seguía mostrando una pre-
ocupación especial por el futuro de la economía, y cinco años de virtual 
estancamiento –al menos en términos del ingreso por habitante–, alimenta-
ban su sensación de que el gobierno debería actuar con más eficacia en la 
conducción de la gestión económica. 

La oportunidad para que el presidente Flores fijara su posición al respecto, 
se la concedió el mismo sector privado organizado, en ocasión de la cele-
bración del Primer Encuentro Nacional de la Empresa Privada (ENADE), 
celebrado en septiembre de 2000; es decir, a quince meses de haber asu-
mido el poder. La temática del evento, sustentada en el documento de base 
“Propuesta para la reactivación de la economía nacional: un compromiso de 
todos”, recogía esa preocupación. Al efecto señalaba  lo siguiente:

“Para salir de la fase de lento crecimiento, es necesario redefinir la 
política económica y crear las condiciones para darle consistencia 
a una estrategia global basada en objetivos de crecimiento de me-
diano y largo plazo. Esto implica conciliar el objetivo de la estabili-
dad con las posibilidades que tiene la economía para entrar en una 
nueva dinámica a partir del potencial que ofrece el mismo sistema 
económico, para producir bienes y generar servicios destinados al 
mercado interno y al mercado internacional”330.

Una interpretación elemental de esos planteamientos ya señala la importan-
cia que la empresa privada le confería a la necesidad de conciliar la inser-
ción internacional con el fortalecimiento del mercado interno. Mi percep-
ción en torno a esta formulación es que los empresarios del país, sin ignorar 
la importancia estratégica de seguirle apostando a las exportaciones dentro 
de la lógica del modelo de apertura, estaban advirtiendo que esta no garan-
tizaba, por sí sola, el logro de altas tasas de crecimiento sostenibles en el 
tiempo, ni la generación de empleos en la cantidad y calidad suficientes que 
demandaba la realidad económica y social del país.

330 Asociación Nacional del la Empresa Privada. I Encuentro Nacional de la Empresa Pri-
vada. Pág.5.
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Lo importante de destacar es que el conjunto de formulaciones contenidas 
en la propuesta tomaban en consideración la Nueva Alianza que había servi-
do de bandera a la estrategia electoral de Flores, los planteamientos conteni-
dos en el Plan de Nación elaborado por la Comisión Nacional de Desarrollo 
y el estudio de FUSADES: “Crecimiento con participación: Una estrategia 
de desarrollo para el siglo XXI”.

El hecho de que en este punto hubiera una coincidencia entre planteamientos 
oficiales o semioficiales con  iniciativas del sector privado, era una muestra 
palpable de que el país necesitaba dedicar más energía para acelerar el cre-
cimiento y seguir avanzado en la reducción de la pobreza, como objetivo 
estratégico que conciliaba los postulados de la economía de mercado con 
los espacios que debería seguir ocupando el Estado, principalmente a través 
de programas ad-hoc en el campo social.

Al menos en apariencia, el gobernante estaba totalmente de acuerdo con 
ello. Y en su breve discurso en el referido evento, mencionó que los cuatro 
documentos compartían dos características fundamentales:

“La primera es que nacen de un proceso de consulta. Son documen-
tos que reflejan el sentir de las personas y no de las lucubraciones 
o sueños de técnicos […] En segundo lugar, son documentos que 
tienen visiones nacionales; es decir, que no son perspectivas de inte-
reses de grupo, sino que representan el verdadero interés del país.

Dado, pues, el alto nivel de coincidencia de la Propuesta de ANEP 
con el Plan del Gobierno y otros documentos que han circulado, se 
abre la oportunidad de formalizar alianzas con el sector privado en 
torno a temas específicos que requieren de esfuerzos compartidos”

Si no recuerdo mal, en esta ocasión el gobernante improvisó y en una re-
acción que dejó sorprendido a todo el mundo, propuso la creación de una 
comisión conjunta, entre el gobierno y la empresa privada. Incluso, en el 
mismo momento identificó a los ministros y a otros funcionarios de alto 
nivel de otras entidades que lo representarían. Lo de la dolarización ni si-
quiera lo mencionó, acaso porque era amigo de las sorpresas331.

331 ANEP. Revista Unidad.  Noviembre-diciembre 2000. 
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La comisión se conformó a los pocos días. En todo caso, ponerse de acuerdo 
requería, al menos en el caso del sector empresarial, un giro en la política 
económica para estimular la producción y el empleo y de esa manera sacar 
al país de la fase de lento crecimiento para continuar reduciendo la pobreza. 
Desafortunadamente, más bien ocurrió lo contrario.

En efecto, durante todo el quinquenio el crecimiento se tornó más lento. Si 
durante la administración anterior la economía se expandió a un ritmo pro-
medio del 3.9%, en el período 2000-2004 la tasa descendió a solo 2.1%, in-
ferior incluso a la que se registró durante el gobierno del presidente Duarte, 
cuando el país  todavía se encontraba inmerso en el conflicto (2.5%). Como 
consecuencia, El Salvador se ubicó en los últimos lugares en el ámbito lati-
noamericano por su pobre desempeño económico.

Los sectores que explican el lento crecimiento observado durante el tercer 
gobierno de ARENA fueron los mismos que en la fase previa se caracte-
rizaron por su relativo dinamismo. En este sentido, destaca el sector “Co-
mercio” con una tasa de crecimiento promedio de solo 2.3%, seguido por la 
“Construcción” (3.7%), aunque en  2002 este último tuvo una significativa 
recuperación (10%) asociada con el esfuerzo de reconstrucción pos terre-
motos.

Por su parte, el sector manufacturero tuvo un crecimiento del 4.7% que, 
aunque mucho menor que en los seis años anteriores (7.2%), compensó en 
buena medida la marcada desaceleración que mostraron otras actividades 
importantes en la generación del PIB. En términos similares, el sector fi-
nanciero únicamente creció a menos de la mitad (7.5%) de la tasa registrada 
en el período anterior. En este último caso, tal comportamiento refleja  la 
pérdida de dinamismo observada en el sector real de la economía y ayuda a 
explicar la marcada relación de interdependencia entre ambas vertientes.

Más notorio resulta el virtual estancamiento del sector agropecuario. Des-
pués del repunte que registró en 1999, cuando creció en 7.7%, en buena 
medida por el extraordinario aumento (37.5%) de la producción de café; en 
los cinco años siguientes se mantuvo deprimido y al menos en tres  reportó 
tasas negativas. Con ello, su participación en la determinación del PIB, pasó 
del 12.3% en 1999 al 11.5% en 2004.

Frente al pobre desempeño de los sectores reales, los servicios continuaron 
expandiéndose en el contexto de una economía en franco debilitamiento. 
Descontando la actividad primaria, la industrial, la construcción y minas y 
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canteras, el conjunto de servicios creció a una tasa promedio del 12%, sien-
do notorio el aumento concomitante que experimentó el crédito relacionado 
con estas actividades al elevar si participación  de 55.9% en 2000 al 65.9% 
en 2004 en el crédito total. Nuevamente en este caso, se percibe cómo la va-
riable financiera ha estado asociada con  el progresivo cambio de estructura 
en beneficio de los no transables.

Un hecho también relevante y directamente relacionado con lo anterior, es 
el comportamiento  bastante más dinámico que  empezó a mostrar el consu-
mo agregado a partir de 2000, para ubicarse en el año 2004, 2.7 puntos por 
encima del PIB. A partir de entonces, dicha variable se tornó determinante 
para jalonar el crecimiento, signo inequívoco de que la economía se vol-
vió cada vez menos productiva. Ante una demanda agregada en constante 
expansión, este fenómeno provocó el rezago de la producción de bienes y 
servicios acumulando una tasa del 10.8% en el período 2000-2004, mientras 
el  consumo total (público y privado) aumentaba en 14.3%. 

Este desplazamiento del consumo se enfrentó con una participación mayor 
del sector externo. En efecto, las importaciones de bienes y servicios, como 
proporción del PIB, pasaron del 58.6% en 2000 al 62.5% en 2004, en tanto 
la formación bruta de capital bajó de 16.9% al 16.2%. La acumulación de 
inventarios, por su parte, llegó a su máximo nivel al final del período, desde 
1998.

Con relación a este mismo fenómeno, pero visto desde la perspectiva de la 
balanza de pagos, fue bastante notoria la expansión de la brecha comercial. 
La sensible reducción de las exportaciones de café a partir de 2001, el más 
lento crecimiento de la maquila en el bienio 2000-2002 y la pérdida de 
dinamismo de las destinadas al MCCA, se combinaron para que en todo el 
período 2000-2004 las ventas totales únicamente registraran una tasa acu-
mulada del 31.6%, mientras las importaciones crecían en 54.6%.

Como consecuencia, el déficit comercial, como proporción del PIB, pasó 
en ese mismo período del l5.3% al 19.1%332. Esta brecha creciente le puso 
cada vez más presión a la industria nacional, no solo por el aumento persis-
tente de los bienes legalmente introducidos en el país, sino también por los 
elevados montos de mercaderías internadas vía contrabando. Los precios 

332 Estas cifras y las anteriores fueron tomadas de las publicaciones del BCR.
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de los bienes importados principalmente de Asia, que generalmente com-
piten conforme a la figura de “dumping social” –asociado a los bajos sala-
rios– complicaron más el panorama para el sector manufacturero local. Las 
quejas frecuentes de la gremial de industriales en contra de la competencia 
desleal, sin duda tenían una base cierta en esos fenómenos.

Frente a ello, hay que reconocer que el bajo crecimiento de la economía 
también estuvo acompañado por una estabilidad de precios pocas veces ob-
servada. La inflación promedio fue 3.2%, y en 2001 de solo 1.4%, lo cual 
resulta destacable si se tienen en cuenta las implicaciones de los terremotos 
en algunos segmentos de la actividad productiva, la red vial que entorpeció 
en cierta medida la movilización de productos por un tiempo y el impacto 
de la dolarización en cuanto al redondeo –hacia el alza– en todos los precios 
de los bienes y servicios.

Las tasas nominales de interés, por su parte, empezaron a bajar de manera 
sensible a partir del cambio del signo monetario (gráfico Nº 13). Sin em-
bargo, la tendencia hacia la baja ya se venía observando con anterioridad, 
reflejando sin duda los excesos de liquidez y la menor demanda de crédito 
resultante de la retracción de la actividad económica.

Gráfico Nº 13

Evolución de las tasas activas de interés en El Salvador 1996-2004

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR.
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Por su parte, las finanzas públicas se conservaron relativamente sanas a pe-
sar de que las circunstancias presionaban por un mayor gasto público para 
atender las consecuencias de los desastres naturales. El ahorro primario, 
si bien había caído en el 2000 a uno de sus niveles más bajos en más de 
una década, se recuperó sensiblemente a partir del siguiente año. Esto, con 
independencia de los arreglos contables que se empezaron a hacer even-
tualmente, colocando la deuda provisional “debajo de la línea” y no como 
compromiso corriente del gobierno, tal como ya se señaló.

En abono a la gestión fiscal, también hay que señalar que el gobierno del 
presidente Flores incrementó significativamente las inversiones en infraes-
tructura, en adición a los programas propiamente de reconstrucción, lo que 
en el conjunto demandó un esfuerzo fiscal de gran envergadura. Aún así, 
la inversión total registró una sensible caída con respecto a los dos quin-
quenios anteriores, manteniéndose en un rango del 12% del PIB durante 
todo el período, cuando el promedio había sido del 17% en los diez años 
anteriores.

Es más, aunque desde el mismo año del desastre y en los dos siguientes, 
se observó un aumento bastante importante en los montos asignados a ese 
rubro, cerca del 85% del valor del nuevo “stock” de capital contabilizado 
en el lapso de 2000-2004, es explicado por el componente privado y solo 
14.4% por el público.

Con relación al financiamiento, hay que decir que además de la colocación 
de títulos en el mercado (principalmente en el relacionado con los fondos 
previsionales), el grado de inversión que había distinguido a El Salvador, 
junto con Chile y México, le permitieron acceder con cierta facilidad al cré-
dito externo, aunque desde principios de la tercera administración arenera, 
la fracción más radical representada en la Asamblea Legislativa, había co-
menzado a boicotear la ratificación de préstamos e incluso a dilatar la apro-
bación del Presupuesto General de la Nación. Esta última práctica resultó 
particularmente dañina por el atraso que causó en el inicio de importantes 
proyectos y la contratación de nuevas obras, afectando sensiblemente la 
actividad privada.

Esa estrategia dilatoria se puso claramente de manifiesto en la tardanza 
en ratificar los préstamos contratados con el Banco Mundial por más de 
US$140 para la reconstrucción de la red hospitalaria, tema que casi diez 
años después sigue siendo recordado por ARENA como una medida obs-
truccionista del FMLN a la gestión del entonces partido gobernante.
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En este tema, tampoco se puede obviar lo oneroso que ha resultado para el 
país, en términos económico-financieros y especialmente sociales, el atraso 
en ejecutar las obras una vez se desentramparon los préstamos y, mucho 
menos, la irresponsabilidad con que se manejaron los recursos. El caso más 
emblemático en este sentido es la construcción del Hospital de Maternidad, 
que se quedó virtualmente sin financiamiento y no fue sino en el gobierno 
del presidente Funes que se retomó el proyecto. Es decir, casi una década 
después del desastre.

Al margen de lo anterior, el financiamiento del déficit y el gasto de inversión  
tuvieron  un gran impacto en la deuda externa, incrementándose del 28% 
a más del 40% con relación al PIB. Un aumento de esta magnitud no tenía 
precedentes en el país y paradójicamente se dio en un período en el cual las 
donaciones alcanzaron los más altos niveles después del conflicto, cuando 
en los años previos habían descendido a sus niveles más bajos desde que  el 
mismo se terminara. Evidentemente, la cooperación internacional recibida 
a raíz de los desastres naturales hizo en este caso la diferencia.

Cuadro Nº 39

Evolución de variables claves en la administración Flores

*Déficit Fiscal incluye pensiones. 
Fuente: Elaboración propia con datos del BCR y Ministerio de Hacienda.
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En los aspectos estrictamente sociales, podría decirse que uno de los prin-
cipales fracasos del gobierno del presidente Flores estuvo en la reforma del 
sistema de salud. Sin duda consciente del pésimo estado de los servicios 
correspondientes, emprendió un esfuerzo para mejorarlo Al efecto, se creó 
una comisión interinstitucional que planteó una serie de reformas que in-
volucraban la participación privada en la prestación de servicios, principal-
mente en la parte correspondiente al Seguro Social.

Dicha reforma fue abortada, en buena medida, por la férrea oposición que 
encontró en el SIMETRISSS y en el STISS, pero también en los cuestio-
namientos de la empresa privada, particularmente en lo referente al finan-
ciamiento del nuevo sistema. ANEP, para el caso, cuestionó (me consta) los 
cálculos actuariales para ampliar la cobertura e incluso la falta de claridad 
en los planteamientos oficiales para garantizar el cumplimiento de los ob-
jetivos previstos.

En el último informe constitucional que presentó el presidente Flores, el 
primero de junio del 2003, hizo ver los problemas que había tenido que 
confrontar su gobierno. Señaló así, los efectos de terremotos, las sequías, 
la desaceleración de la economía de los Estados Unidos, los bajos precios 
del café, los altos precios del petróleo, entre otros, en el desempeño de la 
economía y su incidencia en el desarrollo social.

En el balance, sin embargo, se le reconoce por su esfuerzo en seguir abrien-
do la economía a través del expediente de los tratados bilaterales, así como 
el mejoramiento de la infraestructura vial. Pero su paso por el gobierno sin 
duda será recordado más por haberse atrevido, en una decisión cuestionable, 
de cambiar el signo monetario del país y haber involucrado a El Salvador en 
el conflicto de Iraq, donde su simpatía hacia su “amigo” George W. Bush, 
fue más allá de lo que exigía un principio elemental de solidaridad con un 
pueblo reprimido, aun fuera bajo la tutela de las Naciones Unidas.

D. ALGUNAS INTERPRETACIONES DEL PRECARIO CRECI-
MIENTO

Dentro de una visión de conjunto, puede aseverarse que durante los diez 
años que median entre la primera y la cuarta administración de ARENA, la 
economía nacional tuvo un desempeño bastante pobre, con mayores efectos 
en la tercera.
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Pero el largo período de bajo crecimiento, es más que la simple concatena-
ción de hechos e indicadores negativos de corto plazo. De alguna manera, 
ese fenómeno estuvo vinculado con una estrategia de crecimiento que no 
terminaba de asentarse, con esfuerzos poco consistentes para estimular el 
rescate del tejido productivo, la ausencia de políticas que estimularan más el 
ahorro, el alto costo de los servicios de apoyo, la falta de seguridad física y 
jurídica, y algo más puntual relacionado con la esencia del mismo modelo: 
las precarias condiciones para consolidar una plataforma exportadora.

Las dificultades en este plano se potenciaron por la apreciación constante 
del tipo de cambio en términos reales y los efectos que sobre el mismo 
ejercen las remesas. Esto configuró –y lo sigue configurando– un círculo 
vicioso difícil de romper, por la forma en que a lo largo de casi veinte años 
se ha ido definiendo el perfil productivo del país y porque la política econó-
mica ya incorpora esos flujos como un dato que aligera cualquier esfuerzo 
nacional para volver rentables las actividades internas.

Las opiniones sobre el magro desempeño de la economía abundan. Lo cu-
rioso es que la mayoría no coincide con las versiones oficiales que, por lo 
general, concentraban la atención en los efectos de los fenómenos naturales, 
en los factores económicos  coyunturales y hasta en las crisis que se regis-
traron  en países con los cuales El Salvador no tiene nexos  de una magnitud 
que pudieran haber incidido de manera directa y profunda en el desempeño 
productivo del país.

Para el caso, durante el período comprendido entre 1996 y 2004 ocurrie-
ron eventos importantes como la crisis rusa, la asiática y las que afectaron 
a economías importantes de América Latina, principalmente, en los casos 
de México, Argentina y Brasil. Sin embargo, los elementos contaminantes 
de esos eventos, solo de manera indirecta y por un corto período, tuvieron 
efectos sobre la economía nacional.

Acevedo (1998) coincide con este planteamiento, al menos cuando se refie-
re directamente a la crisis asiática. Señala, al efecto, que la modesta relación 
comercial entre los países directamente afectados y El Salvador, lo libró de 
una verdadera turbulencia financiera que sí tuvo implicaciones, especial-
mente en Chile –por la significativa dependencia de sus exportaciones de 
cobre– y, en menor medida, en Brasil por la variada relación comercial que 
mantiene con dicha región.
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El Banco Mundial, por su parte, relativiza esos efectos, cuando apunta  que  
aunque El Salvador sufrió los efectos de la devaluación del “Thai bath” y 
de otras monedas asiáticas en julio de 1997, la crisis asiática no afectó las 
condiciones macroeconómicas en el país en ese tiempo. Sin embargo, sos-
tiene, con las crisis rusa y brasileña se sintieron fuertes efectos económicos 
en 1988 y 1989333.

En este sentido, también conviene rescatar de esas  formulaciones que la 
crisis asiática y otras de naturaleza  financiera que se dieron por el mismo 
período, ocurrieron en países con tipos de cambios fijos o semifijos. Aunque 
en El Salvador ya existía por esa época un virtual anclaje del colón al dólar, 
el mismo hecho de que las relaciones comerciales y financieras fueran limi-
tadas, evitó que la economía nacional también resultara contaminada.

Al referirse a las explicaciones oficiales respecto al lento crecimiento de la 
economía nacional durante el período 1996-1999 y su vinculación con los 
destrozos ocasionados por el Mitch y los bajos precios del café, Acevedo 
tampoco encuentra una relación de causalidad a partir del mejor desempeño 
que tuvo la mayoría de países vecinos que, con diferencias de grado, fueron 
afectados por los mismos fenómenos334. Cuadro Nº 40.

La comparación con el quinquenio anterior, más bien confirma las facetas 
de una economía nacional en plena recuperación durante la primera ad-
ministración arenera, donde la política económica tuvo un espacio muy 
importante en un contexto bastante favorable para superar las dificultades 
heredadas de la década anterior.

333 Banco Mundial. El Salvador, views from the mission. Octubre, 1999.
334 Acevedo, Carlos. “La economía salvadoreña en 1998. Antecedentes y perspectivas para 

el mediano plazo”. En Actores, agendas y escenarios en El Salvador . FLACSO, Pro-
grama El Salvador, 1998..
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Cuadro Nº 40

Centroamérica: Tasas de crecimiento promedio del PIB

Fuente: CEPAL. Anuario Estadístico de América Latina y El Caribe 2004.

Traer a cuento el comportamiento de la economía nacional, vis a vis el des-
empeño de la región en su conjunto, no es un asunto trivial, particularmente 
cuando se introduce en el análisis el significado de las relaciones externas. 
Poniendo en perspectiva el comportamiento dinámico de la economía de 
los Estados Unidos durante la mayor parte de la administración Clinton, 
El Salvador no estuvo en capacidad de aprovechar dicha bonanza, como sí 
lo hizo el resto de Centroamérica (especialmente en el marco del SGP y la 
Iniciativa del la Cuenca del Caribe) y, en general, toda América Latina.

En cuanto a los efectos de los desastres naturales, es obvio que no se puede 
ignorar sus efectos destructivos. Después del gran impacto del Mitch (1998) 
el país fue afectado grandemente por los seísmos de enero y febrero de 2001 
y, posteriormente, por la Tormenta Stan (2004). Aparte de la invaluable pér-
dida de vidas humanas, el número de personas damnificadas que excedió la 
cantidad de 1.6 millones en el caso de los terremotos. Los daños materiales, 
solo por esta causa, fueron calculados inicialmente por la CEPAL en un 
equivalente al 13% del PIB335.

En términos monetarios, este último coeficiente significa que con el impacto  
en la infraestructura económica y social –total y parcialmente– y los efectos 

335 CEPAL. Crónicas de desastres: terremotos en El Salvador. Junio, 2002.
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en la producción, el país habría perdido  una cifra superior a los US$1,600 
millones. Poco después, un informe conjunto del Fondo Monetario Interna-
cional y del Banco Mundial elevó la cifra a US$1,900 millones, equivalen-
te al 14% del PIB del 2000, superando el crecimiento acumulado durante 
los cinco años anteriores336. Cálculos posteriores de FUSADES ubican los 
daños en un nivel todavía más alto (16%), agregando que los terremotos 
cambiaron el perfil de la pobreza en el país. Esta habría aumentado en 2.4 
puntos porcentuales, con un retroceso mucho mayor en los departamentos 
más afectados: San Vicente (12.6), Cuscatlán (7.8) y La Paz (7.7)337. Menos 
de una década después, la naturaleza volvió a golpear severamente a estos 
departamentos, esta vez, con el huracán Ida.

Pero igualmente con los desastres vino mucha ayuda de países amigos, re-
cursos asociados con los reaseguros de los activos físicos destruidos y, de 
hecho, un impulso para la reactivación del sector de la construcción. Na-
turalmente, los conocidos encadenamientos hacia atrás y hacia delante del 
sector también tuvieron efectos positivos en otras actividades.

Lo anterior significa que a raíz de los tres desastres naturales ocurridos, el 
país tuvo que lidiar con problemas no previstos que han comprometido las 
tareas del desarrollo. Infortunadamente, no en todos los casos prevaleció el 
buen juicio, la solidaridad y un espíritu de cuerpo para enfrentar la adver-
sidad. Al menos, esto fue palpable durante la etapa de crisis generada por 
los seísmos, cuando las diferencias entre el presidente de turno y la oposi-
ción más radical, hicieron virtualmente de la desgracia, un campo de batalla 
ideológica338.

336 IMF and World Bank Staff Assessment of the Macroeconomic Effects of the Earh-
quakes. 2001. 

337  FUSADES. ¿Cómo está nuestra economía? 2000-2001. Las cifras absolutas reportadas 
por esta institución (US$2,000 millones) difieren de las reportadas por la CEPAL y 
Banco Mundial-FMI.

338 Sobrino (SJ) retoma las consecuencias de los terremotos desde otra perspectiva. En 
este sentido, señala que los mismos no solo fueron una tragedia, sino también una ra-
diografía del país por la vulnerabilidad que vinieron a descubrir. Y todavía va más allá 
cuando con un sentido más humano y hasta religioso sentencia: “Los terremotos, como 
los cementerios, revelan la inicua desigualdad y así muestran su más honda verdad […] 
Algunas tumbas son suntuosas, grandes panteones con lujosos mármoles, bien ubica-
das. Otras, casi sin nombre y sin cruces, se amontonan en lugares escondidos y quedan 
anónimas. Son la mayoría”. Jon Sobrino: Terremoto, terrorismo, barbarie y utopía. El 
Salvador, Nueva York, Afganistán. UCA Editores, 2006.
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A los problemas estructurales no resueltos, los desastres naturales y, por 
supuesto, el manejo de la política económica, hay que agregar también 
aquellos elementos del contexto internacional que han gravitado sobre el 
desempeño de la economía.

En el período que media entre los terremotos del 2001 y la tormenta Stan 
se dio la recesión mundial ocasionada por los ataques del 9/11, que aunque 
fue de relativamente corta duración (2002-2003), afectó al principal socio 
comercial del país con su consabida transmisión a través de las exportacio-
nes, que solo crecieron en ese período 9%, cuando en los dos años previos 
habían aumentado en 14%. Por su parte, las remesas, aunque no declinaron, 
disminuyeron su ritmo de expansión339.

En este contexto, resulta válido preguntarse hasta qué punto las acciones de 
política económica resultaron eficaces para aminorar los efectos perversos 
de ese cúmulo de factores exógenos y todavía más, en qué medida esas ac-
ciones fueron las más idóneas en tiempos de relativa normalidad política y 
económica, para potenciar el crecimiento y no al revés.

En el plano económico, no se debe caer tampoco  en la tentación de asociar 
los éxitos relativos de la gestión exclusivamente al comportamiento de la 
oposición. Y aunque esta no fue en su momento proclive a acompañar las 
iniciativas gubernamentales, tampoco se le puede señalar como la mayor 
responsable de que el sistema económico no hubiera  funcionado como era 
deseable.

Los márgenes de maniobra que tuvieron los distintos gobiernos de ARENA 
no podían, naturalmente, haber sido absolutos en una democracia aún in-
cipiente, ni los logros –buenos, malos o regulares– en el plano económico, 
pueden ser disociados de la política como tal, por más que en el camino 
transitado por las diferentes administraciones se haya tenido que enfrentar 

339 El impacto de todos estos fenómenos en el comportamiento de la economía  desde 
mediados de los noventa hasta los primeros de la siguiente década, aparece descrito en 
la parte del diagnóstico de la Estrategia económica y social 2004-2009, de FUSADES, 
elaborada en colaboración con la Universidad de Harvard, donde se pone énfasis en 
la espectacular caída de la exportaciones de café (de US$522millones en1997 a solo 
US$106.9 millones) lo mismo que en la disminución en el volumen de producción del 
mismo rubro de 34% de 2000 a 200l. El mismo estudio resalta además, el impacto de la 
recesión iniciada en Estados Unidos a partir del 2001.
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a situaciones fuera de su control. Pero la verdad es que no todo estuvo en 
su contra.

En ese marco, el comportamiento de la economía durante el segundo y ter-
cer gobierno de ARENA, con las naturales complejidades de cada época, 
puede ser así asociado al estilo de gestión de cada uno, pero también a 
las variables contextuales que marcaron la diferencia con los otros dos, en 
términos de crecimiento, estabilidad y consolidación del modelo. En cada 
caso, en lo personal acepto las implicaciones de los fenómenos coyuntura-
les y las acciones de política económica dentro de un enfoque más que todo 
funcionalista. Pero también, considerando el mediano plazo, es pertinente 
abordarlo con un enfoque más estructural.

Esto es lo que hizo Edwards (2003) al inquirir sobre las causas de la des-
aceleración del crecimiento. En primer lugar, pone el acento en la baja 
productividad de los factores (TFP), contrastando lo acontecido durante el 
período 1992-1995, cuando el crecimiento de la economía nacional estuvo 
entre los más altos de América Latina. Este fenómeno es asociado con la 
combinación de una serie de factores, incluyendo la pérdida de impulso en 
el ritmo de las reformas económicas –en particular las institucionales–, la 
lenta expansión de las exportaciones, la baja tasa de inversión extranjera di-
recta, así como el bajo nivel de inversión en capital fijo, cuyo coeficiente de 
16.5% –registrado en promedio durante 1990-97– debería haberse elevado 
al menos al 20%, para mantener un crecimiento similar al observado en la 
primera mitad de los noventa.

En este punto, la conclusión que podría extraerse es que ni el supuesto im-
pulso que le debería haber dado el programa posbélico de reconstrucción 
durante la segunda administración, ni las fuertes inversiones que se hicieron 
en infraestructura durante el tercero, fueron suficientes para rescatar a la 
economía del punto de inflexión registrado en 1996 y corregir las fallas de 
política que propiciaron ese declive.

Este fenómeno se asocia con el casi nulo ahorro del sector público, con la 
consiguiente presión del gobierno sobre los escasos recursos por los que 
competía el sector privado, frente a lo cual el endeudamiento con el exterior 
fue convirtiéndose en una opción importante. En este último caso, por el 
progresivo proceso de dolarización que culminó con la aprobación de la 
LIM, y en lo que concierne al sector público, por el relativo fácil acceso 
que se tuvo para colocar títulos de deuda o acceder al financiamiento de 
organismos internacionales, aprovechando el grado de inversión que había 
mostrado el país, como se señaló anteriormente.
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Sin embargo, el destino del crédito bancario hacia sectores que generan 
poco valor agregado, donde sobresalen los no transables y el crédito perso-
nal, sin duda se convirtieron en la expresión financiera más relevante de que 
el poco énfasis que se le dio a la inversión en capital productivo, tuvo una 
alta responsabilidad en el fenómeno del menor crecimiento.

Es más, casi quince años después, FUSADES ha reiterado las implicaciones 
de la contracción crediticia de 1995 (13% en términos reales) en el quiebre 
de la tendencia de crecimiento en 1996, para de ahí derivar una relación 
directa entre crédito y PIB340. A esto se agrega la renuencia de la banca a 
apostarle al capital de riesgo, particularmente en momentos en que muchas 
empresas habían caído en una situación de mora.

El débil comportamiento de las exportaciones, por otra parte, también es 
señalado por Edwards como responsable del lento crecimiento de la eco-
nomía. Al incremento de las ventas totales al exterior que se registró en el 
período 1990-1995 (12% como promedio) se contrapone un crecimiento de 
solo 4% en el lapso 1996-2001, en parte, debido al efecto adverso de los 
términos de intercambio que se deterioraron en 18% entre 1995 y 2002.

Desde una perspectiva más general, el mismo autor señala que los factores 
externos tuvieron un efecto importante en el crecimiento económico del 
país, demostrando la existencia de una alta correlación entre el compor-
tamiento del PIB y la parte externa de la economía. Para ello, utilizó un 
modelo econométrico de tres variables: cambios en el crecimiento cíclico 
de la economía estadounidense –el mayor socio comercial de El Salvador–, 
los “shocks” derivados de los términos del intercambio y los cambios en los 
flujos internacionales de capital.

Los resultados del modelo mostraron que entre el 45% y el 75% de las fluc-
tuaciones cíclicas en los Estados Unidos, son transmitidas a El Salvador. 
Además, que un empeoramiento (o mejora) de un 10% en los términos de 
intercambio, resultan aproximadamente –con un año de retraso– en un des-
censo (o aumento) cíclico  de un punto porcentual341.

340 ¿Cómo está El Salvador? Pág. 42. 2009.
341  Vidal, Juan Hector.  Caracterización y potencial del mercado de capitales de El Salva-

dor. Programa BID/Bolsa de Valores,  2006.
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Dado el grado de apertura de la economía y la marcada concentración del 
comercio exterior con Estados Unidos, los hallazgos de Edwards solo vie-
nen a confirmar el fenómeno de la vulnerabilidad que con frecuencia se ha 
esgrimido para explicar el comportamiento errático de la economía nacional 
ante fluctuaciones drásticas en las economías con las que el país mantiene 
relaciones más estrechas, fenómeno que también experimenta el resto de 
países centroamericanos.

Sin embargo, durante buena parte del período que cubre esa investigación 
–agregando el último año de la administración Flores y haciendo abstrac-
ción del impacto relativamente pasajero que tuvieron los acontecimientos 
del 9/11– El Salvador creció sensiblemente menos que el promedio regional 
en lo que respecta al tema de las exportaciones.

Desde nuestro punto de vista, el magro desempeño de las exportaciones, 
tenía en ese momento (Edward realizó el estudio en el 2003) también otras 
explicaciones de política anterior. El mismo hecho de que la estructura del 
PIB se hubiera venido decantando progresivamente a favor de los no tran-
sables ya señala dos cosas: 1) la falta de una estrategia exportadora sólida, 
más allá del significado inicial que se le otorgaba al desmantelamiento del 
proteccionismo para hacer la economía más competitiva vía reasignación de 
recursos, y 2) la influencia de factores que, como el tipo de cambio, genera-
ba –y lo sigue haciendo– un círculo vicioso, donde las remesas impulsaban 
la sobrevaluación, estimulaban las importaciones y desplazaban recursos a 
sectores distintos de los transables.

En lo que se refiere a la inversión extranjera directa, destaca el clima poco 
propicio mostró el país, más allá del “boom” que acompañó a la privati-
zación de sectores estratégicos como las telecomunicaciones y la energía 
eléctrica entre 1998 y 1999. Como se señaló antes,  en la región centroame-
ricana, salvo algunos años, El Salvador ha sido el menos favorecido con 
nuevos flujos de inversión extranjera directa, habiéndose colocado algunas 
veces solo por encima de Haití en el contexto de América Latina y el Caribe. 
La inversión extranjera directa (IED) como porcentaje del PIB muestra una 
tendencia desfavorable para El Salvador desde 1990 (cuadro Nº 41).
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Cuadro Nº 41
 Ingresos netos de inversión extranjera directa como porcentaje del 

PIB

Fuente: Elaboración propia con datos de CEPAL.

Indudablemente, el tema de la IED es relevante en cualquier país y en todo 
momento. Las tres características esenciales de este tipo de inversión –com-
plementar el ahorro nacional, transferir tecnología y potenciar la apertura de 
nuevos mercados– no pueden ser en ningún caso desvalorizadas, particular-
mente en un país que como El Salvador, se ha distinguido –al menos en el 
ámbito regional– como el menos atractivo para la inversión extranjera.

Edwards, sin embargo, sostiene que posiblemente la deficiente infraestruc-
tura institucional –incluyendo las percepciones de un bajo respeto al estado 
de derecho, la falta de rendición de cuentas, un sistema judicial ineficiente, 
limitado respecto por el derecho de propiedad y un alto nivel de corrup-
ción– ha sido el mayor impedimento para la inversión.

De alguna manera, lo anterior está totalmente en línea con lo señalado por 
el Consenso de Monterrey, cuando destaca que “un adecuado ambiente do-
méstico es vital para la movilización de los recursos internos, el incremento 
de la productividad, la reducción de la fugas de capital, el fortalecimiento 
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del sector privado y la atracción y el uso eficaz de la inversión y la asistencia 
financiera”342.

Desde otro punto de vista, es interesante hacer notar que mientras Edwards 
le atribuye a la IED la “incapacidad del país para incrementar la TPF”, no 
le asigna importancia al fenómeno de la sobrevaluación cambiaria, como 
ha sido insistentemente planteado por otros analistas independientes y or-
ganismos internacionales343. En cambio, señala que bajo la dolarización, es 
fundamental poner atención a los elementos estructurales de la economía.

En resumen, bajas tasas de inversión en infraestructura y capital fijo, un 
lento crecimiento de las exportaciones, baja productividad y débil funcio-
namiento de las instituciones, fueron la causa del pobre desempeño de la 
economía particularmente en la tercera administración de ARENA. 

Algunos han creído encontrar en un excesivo protagonismo de ciertos for-
muladores de política, el pecado original. Otros asocian el comportamiento 
de la economía a fallas de interpretación de las grandes decisiones requeri-
das en una etapa de transición política muy importante. Y unos más, en una 
perversión de la política económica, puesta más al servicio de determinados 
intereses que del país en su conjunto. Nuestra interpretación es que hubo de 
todo eso, con el ingrediente adicional de que nunca se procesó la idea de lo 
que realmente estaba en juego en el plano político.

CAPÍTULO XII

RECUPERACIÓN A MEDIAS (2005-2009)
Una aproximación a la gestión económica del cuarto gobierno de ARENA 
obliga, por así decirlo, a unas reflexiones previas, al  menos por dos razo-
nes.

Primero, porque al presidente Saca lo señalan los miembros más promi-
nentes del partido de haber sido el principal responsable de la victoria del 

342 United Nations. Monterrey consensus on financing for development.  Monterrey, Méxi-
co 2002.

343  Véase por ejemplo FUSADES-CMCA,CEPAL, Saca y Cáceres (2004) Acevedo. Gon-
zález Orellana (2008). 
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FMLN en las elecciones del 15 de marzo de 2009, terminando con una di-
nastía de 20 años. Más allá del cuestionable manejo político para asegurar 
la continuidad arenera y la importancia que su gobierno le dio a lo social, el 
mandatario tuvo en la crisis internacional una buena excusa para entregar al 
país en condiciones muy precarias en materia de crecimiento.

Segundo, por su inclinación a un cierto populismo disfrazado, que resultó 
definitorio para que el país entrara en una severa crisis fiscal, dejando a su 
sucesor virtualmente sin márgenes de maniobra para enfrentar la coyuntura. 
En ese caso se ocultó información de interés nacional y se forzó eventual-
mente a negociaciones de última hora con los organismos internacionales 
de financiamiento, cuando se estaba todavía en la fase de transición.

Los acontecimientos que llevaron a doce diputados a dejar el partido ARE-
NA en octubre de 2009, también se vinculan con el señor Saca; lo que  de ser 
cierto y tal como se planteaba el escenario político después de esa “fuga”, 
bien podía pasar a la historia como un héroe o un villano.

Siendo así, resulta un poco más fácil justipreciar su gestión a partir de even-
tos y situaciones que aparentemente no tienen relación directa con lo que 
ocurrió en el plano estrictamente económico, pero que desde mi particular 
punto de vista, forman un entramado que no solo precede, sino que además 
pudo haber distraído al gobernante de sus responsabilidades con la econo-
mía. Es más, en determinado momento circuló la versión de que el BCR fue 
presionado para alterar cifras e indicadores, acción que fue incluso objeto 
de un intercambio de posiciones públicas entre el gobernante y algunos di-
rigentes empresariales.

En este marco, hay que recordar que “Tony” como a él le gusta que le di-
gan, hizo del lema “país seguro” el tema central de su campaña. De alguna 
manera,  con esto se hacía cargo del clamor popular ante el fracaso de la 
“mano dura” que había planteado el presidente Flores para combatir los 
elevados índices delincuenciales. No obstante, algún mérito le otorgaba el 
aspirante presidencial a esa prédica, ya que el mensaje no solo lo conservó 
sino que le dio más volumen al adoptarlo y agregarle otro calificativo: “la 
súper mano dura”.

Frente a ese mensaje –que inclusive alcanzó notoriedad internacional cuan-
do Andrés Oppenheimer lo calificó como un virtual fracaso– hay que re-
conocerle al señor Saca que paralelamente anticipó durante su campaña, 
la importancia que le otorgaría a los sectores sociales, así como a la recu-
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peración del tejido productivo344. Estos temas son ineludibles en cualquier 
campaña electoral, pero en  ese momento adquirían otras dimensiones ante 
la realidad imperante.

El combate a la corrupción también fue incluido como tema importante en 
la campaña, aunque en este aspecto, al concluir su administración aparecía 
en la opinión pública como uno de sus principales déficit ante los constantes 
señalamientos de que mientras el grueso de la población pagaba una eleva-
da factura asociada a un esquema de subsidios perverso, sus más cercanos 
colabores se enriquecían dejando grandes obras inconclusas, como la Diego 
de Holguín y la reconstrucción de la red de hospitales destruida por los te-
rremotos de 2001. Los perjuicios causados a la economía y el desempeño 
empresarial en particular, no pueden ser obviados.

Asimismo, es importante recordar que Saca ganó las elecciones de marzo 
del 2004 llevando entre sus credenciales la de haber sido el candidato más 
votado en la historia democrática del país desde que empezó a caminar por 
esa senda en 1982. El cuarto presidente arenero se alzó con el 57.51% de los 
votos válidos, frente al 35.68% de su opositor más visible –Schafik Hándal 
del FMLN– y líder histórico del partido comunista. Los adversarios, ambos 
descendientes de familias árabes, no tuvieron reservas en el electorado por 
razones de origen; de hecho, los partidos que representaron más que dupli-
caron los niveles de votación alcanzados en 1999. 

Porcentualmente, los dos partidos aumentaron su caudal de votos casi en 
la misma proporción (alrededor de 6 puntos) con respecto a la última elec-
ción, pero la diferencia  de casi 22 puntos revela que la derecha no había 
sido afectada en demasía por la situación económica imperante, aunque el 
desenlace fue sin duda  influenciado por otros factores.

En torno a la tónica de la campaña de ARENA, debe recordarse que incluso 
la ciudadanía recibió mensajes de funcionarios de algún nivel del gobierno 
de los Estados Unidos, en el sentido que un triunfo de la izquierda podía 
afectar los avances logrados en la regularización del status migratorio de 
nuestros compatriotas, modificar las tradicionales relaciones de amistad en-
tre los dos países y hasta afectar el flujo de remesas.

344 Oppenheimer, Andrés. Cuentos Chinos. Plaza & Yánez , 2005.
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Aunque nunca se reconoció oficialmente, también circuló la versión de 
que en las semanas previas a las elecciones habían salido del país más de 
US$150 millones como producto de las expectativas negativas que estaba 
generando el posicionamiento del FMLN. Es más, coincidiendo con ello 
–y esto sí se puede confirmar– la Superintendencia del Sistema Financiero 
aumentó en 3 puntos porcentuales las llamadas reservas de liquidez de los 
bancos, en prevención a una corrida masiva de depósitos.

Sin embargo, frente a este mensaje de temor, el triunfo del señor Saca tam-
bién tuvo en la campaña elementos supuestamente atractivos para muchos 
potenciales adherentes a su causa. “Durante mi gobierno, las mujeres ya 
no estarán solas”, era uno de ellos; pero desde el punto de vista estratégico 
–porque de alguna manera significaba un giro en la forma de hacer políti-
ca– el mensaje era: “Lo social no es complemento de nada, es la base de 
todo”, a lo cual le puso un marcado énfasis en su discurso inaugural.

Un aspecto directamente relacionado  con la economía fiscal, fue el éxito 
logrado por el todavía presidente electo para que el  FMLN  diera sus votos 
para la aprobación del Presupuesto General, cuando el ejercicio fiscal co-
rrespondiente a 2004 había avanzado casi medio año. Como se recordará, 
esta había sido una táctica dilatoria utilizada por el partido de izquierda, con 
el pretexto de lograr una mayor transparencia en el uso de los recursos,

Si esta estrategia del FMLN con la administración Flores respondía al deseo 
de mandar una señal de fuerza o a un intento de congraciarse con el nuevo 
gobierno, dando muestras de apertura –con lo cual tanto el partido de iz-
quierda como el presidente electo salían en “caballo blanco”– es algo que a 
estas alturas no tiene mayor significado. 

No obstante, hay que reconocer en el presidente Saca la apertura que en un 
principio mostró frente a la oposición, formando una mesa de diálogo con la 
participación de todos los partidos políticos y nombrando una Comisionada 
para la Gobernabilidad Democrática, como un puente entre el Ejecutivo 
que, al menos en teoría, le debería haber ahorrado energías para dedicarse a 
la esencia de cualquier gestión, entre ellas la economía.

Ya solo con esto, al menos formalmente, el señor  Saca marcaba una enorme 
distancia con su antecesor, catalogado como muy poco proclive al diálogo y 
al compromiso con sus opositores y, por el contrario, muy dado a las lisonjas 
y hasta la pleitesía salida de tono como la prodigada al presidente Bush.
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En lo que concierne directamente al tema económico, el discurso de toma 
de posesión satisfizo de manera especial al sector empresarial, ya que por 
primera vez en quince años, un gobierno se hacía cargo de sus constantes 
llamados al retorno de las políticas sectoriales, sin duda confiado en que en 
su base podía estar el inicio de la reactivación. 

Su ofrecimiento de apuntalar determinadas actividades se vio directamente 
reflejado en las acciones dirigidas a reactivar el agro, el turismo, la vivienda 
y la industria, así como su ofrecimiento  de no incrementar los impuestos, 
aunque en esto tuvo que ceder ante una crítica situación fiscal pocas veces 
observada y las presiones que, como la de los transportistas, le acorralaron 
constantemente.

De alguna manera, esas ofertas sonaban como un canto a la esperanza en 
los oídos de los empresarios, los que a través de las distintas ediciones de 
ENADE celebradas hasta la fecha, habían hecho de esos temas un asunto 
de honor, aclarando que, en lo que corresponde al campo impositivo, la ini-
ciativa privada siempre había puesto el acento en la ampliación de la base 
tributaria y en el combate a toda expresión de defraudación fiscal. En este 
plano, siempre se insistió en el problema de la informalidad, aunque nunca 
se elaboró sobre sus causas.

El hecho de que el nuevo presidente proviniera del sector empresarial, ha-
biendo estado incluso al frente de la cúpula durante los tres años previos 
al lanzamiento de su candidatura –al margen de las críticas que este mero 
hecho había despertado porque lo asociaban como una instrumentalización 
del gremio–, el sector, en general, se sentía confortable con el nuevo man-
datario.

Ya en el ejercicio del cargo, el presidente Saca dio muestras de que su go-
bierno efectivamente se apartaría de lo que había sido la línea ortodoxa de 
los anteriores gobiernos, en varios aspectos.

En el campo estrictamente productivo, se le empezó a poner mayor atención 
a sectores claves de la economía como había prometido en su discurso de 
toma de posesión. Por los resultados obtenidos, puede afirmarse que este 
giro tuvo su mayor impacto en el sector primario y en el de la llamada “in-
dustria sin chimeneas”, a partir de la creación de un Ministerio de Turismo y 
la estrategia seguida por el responsable de la cartera, incluida la aprobación 
de la Ley del Turismo. En este sentido, se dio un paso importante frente al 
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nulo apoyo que recibió la creación de una ley especial para dicho sector 
durante la administración anterior345.

En el caso del sector industrial, la ASI estuvo trabajando directamente con 
funcionarios gubernamentales en base a un programa cuyo contenido pre-
liminar había sido incluido dentro de lo que la gremial definió como “po-
lítica industrial”, que puede considerarse como la respuesta del sector ante 
el desmantelamiento de la protección arancelaria. Desde luego, este no era 
un tema nuevo entre los empresarios ya que lo habían venido planteando 
desde el primer gobierno de ARENA, enmarcado dentro de las políticas 
sectoriales por las que había venido clamando casi todo el sector privado 
aglutinado en ANEP.

En cuanto al tema habitacional, el gobierno fue más allá y a mediados de 
2005 aprobó la Política Nacional de Vivienda, como marco básico para fo-
mentar –especialmente– la construcción de soluciones habitacionales de 
interés social. En la práctica, sin embargo, las acciones resultaron bastante 
limitadas y no se vieron los resultados que por lo menos visualizaba el sec-
tor de la construcción, que por cierto tuvo una participación importante en 
la elaboración de esa política.

Los logros más visibles se tuvieron con el programa de subsidios que se di-
señó para ayudar a las familias que resultaron damnificadas por la tormenta 
Stan, que tuvo en el Fondo Social para la Vivienda, un ejecutor y aliado es-
tratégico fundamental, y en el BID, un soporte financiero en el marco de un 
préstamo que había sido negociado expresamente para fortalecer al sector 
durante la administración anterior.

En el plano social, y tal como se señaló anteriormente, el presidente Saca 
dio un salto de calidad muy importante con la creación de FOSALUD y 

345 En cuanto al sector agropecuario hay un testimonio de Federico Colorado, quien sus-
tituyó a Antonio Saca como Presidente de ANEP, cuando en ocasión de recibir el Pre-
mio ASI correspondiente a 2007, en la parte pertinente de discurso de aceptación del 
galardón expresó lo siguiente: “No quisiera dejar pasar esta oportunidad, para hacer un 
público reconocimiento al señor presidente de la República y a su equipo de gobierno, 
porque desde un principio creyeron y le apostaron al sector agropecuario. En sentido, 
debo reconocer especialmente la labor desarrollada por el señor ministro de Agricultura 
y Ganadería, licenciado Mario Ernesto Salaverría, junto con su equipo de colabora-
dores, para rescatar al sector de la postración en que se encontraba, debido a la falsa 
premisa de que era mejor importar que producir”. 
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Red Solidaria. En el caso del primero, se modificó una serie de impuestos 
específicos para su financiamiento (licores, armas, cigarrillos) dentro de una 
concepción muy propia de los países avanzados, que penalizan este tipo de 
consumos considerando las externalidades negativas que provocan. En este 
aspecto, tuvo que hacerse un trabajo de convencimiento muy importante en 
los sectores dedicados a la fabricación, importación y/o comercialización 
de esos rubros, sobre la necesidad de contribuir a ese propósito. El decreto  
que le dio vida a ese programa contó con el voto unánime en la Asamblea 
Legislativa. 

En cuanto a la Red Solidaria, programa creado para hacer transferencias 
directas en las ciudades más pobres del país en base a un estudio específi-
co realizado por FLACSO, su financiamiento comenzó con apoyo directo 
del presupuesto nacional para favorecer a 75 municipios. A través de este 
programa, cuyos alcances se extendieron posteriormente a un universo de 
90 pueblos y ciudades, se otorgaban subsidios directos a las familias pre-
viamente identificadas, consistentes entre rangos de $20 y $30 por familia, 
a condición de que los niños asistieran  a la escuela.

Ambos programas y los que podían ser considerados como sus anteceden-
tes más inmediatos –Escuela Saludable y EDUCO, implantados durante la 
primera administración arenera–, fueron considerados por la administración 
Saca como los de más alta significación para contribuir a reducir la pobreza, 
criterio que compartían organismos internacionales como el Banco Mun-
dial. 

Estas iniciativas fueron complementadas con el lanzamiento de la Alianza 
por la Familia, el 3 de diciembre de 2007, consistente en 17 medidas entre 
las que se incluyeron la congelación de la tarifa eléctrica –supuestamente 
hasta que concluyera su mandato–, el aumento del techo para las deduccio-
nes del impuesto sobre la renta por concepto de educación y gastos médicos, 
la ampliación hasta del 100% de la cobertura del salario por maternidad, la 
eliminación del pago de matrícula para la secundaria, entre otros.

Hay que decir que dicha alianza  fue criticada en su momento por la opo-
sición, porque entre otras cosas, la consideraron como una estrategia para 
contrarrestar la drástica caída que había experimentado en las encuestas 
de opinión el partido gobernante, en gran medida, como secuela del lanza-
miento de la candidatura de Mauricio Funes de parte del FMLN346.

346 Los señalamientos subidos de todo circularon profusamente en los diferentes medios 
de comunicación social.
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Como puede colegirse, todas estas medidas –que infortunadamente se con-
sideraron como proyectos del presidente y no se enmarcaron dentro del 
concepto de “políticas de Estado”– significaban comprometer importantes 
recursos presupuestarios, y, en el caso concreto del congelamiento de la 
tarifa eléctrica, sumas cuantiosas de la CEL. Este último caso, implicó po-
ner en serios apuros financieros a la autónoma para realizar las inversiones 
que ya tenía identificadas con los proyectos de las presas hidroeléctricas ya 
mencionadas (El Cimarrón y El Chaparral), considerados estratégicos para 
hacer frente a la demanda de energía eléctrica por los próximos 15 años y 
también para cambiar un tanto la matriz energética, fuertemente dependien-
te de los derivados del petróleo.

Eventualmente, ese drenaje de recursos tuvo un gran impacto en el Fondo 
de Compensación creado para pagarle a las generadoras privadas y a las 
distribuidoras la diferencia entre la facturación y el costo real de la ener-
gía, representada por el subsidio. El suministro del fluido eléctrico se puso 
eventualmente en riesgo cuando la autónoma ya se encontraba virtualmente 
imposibilitada de poner los recursos necesarios para que se pudiera pagar 
ese diferencial.

La gravedad del problema se puso más en evidencia cuando el presidente 
de la autónoma aceptó públicamente que la entidad ya no tenía capacidad 
para continuar haciendo frente al pago mensual del subsidio de la energía 
más allá de marzo del 2009, debido a que se le habían duplicado los gastos 
inicialmente proyectados (US$239 millones) para hacer frente a este com-
promiso en el período comprendido entre octubre de 2007 y mayo del 2009 
cuando terminaba el mandato del señor Saca.

Por otra parte, y en lo que se refiere al campo institucional, se le puede 
atribuir a don Tony un gran mérito, por  creación de la Superintendencia de 
Competencia y la Defensoría del Consumidor, dos pilares fundamentales 
para el funcionamiento más correcto del mercado. Estas se vinieron a agre-
gar a la SIGET, que había sido creada precisamente a raíz de la reestructu-
ración del sector eléctrico en 1998.

Esto, más las políticas sectoriales para el fomento de la producción, y desde 
luego la bandera social, llevaron a algunos analistas a considerar al Presi-
dente Saca como alguien que se acercaba más a la corriente social demócra-
ta que al liberalismo más ortodoxo que había sido el fundamento filosófico-
doctrinario de la creación de ARENA, y donde la conducción económica 
daba algunos signos de distanciamiento con el fundamentalismo que habían 
practicado sus antecesores.
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Teniendo como marco un estilo un tanto diferente de atender principalmente 
el campo social, durante el cuarto gobierno de ARENA se empezó a regis-
trar una cierta recuperación de la economía, aunque los efectos desfasados 
de las decisiones pasadas tuvieron, al menos al principio, alguna influencia 
adversa. Y en efecto, el año 2004 –cuya gestión le correspondió legalmente 
en su mayor parte al gobierno de Saca– cerró con un crecimiento del PIB 
de solo el 1.9%, la tasa más baja durante los 15 años anteriores, después del 
nivel más crítico (1.7%) registrado durante los años 1996 y 2001.

Sin embargo, entre 2005 y 2007, la tasa de expansión alcanzó un promedio 
de 4%, sobresaliendo el crecimiento de este último año (4.7%), el más alto 
logrado desde 1995. Empero, hay que recordar que los datos oficiales sobre 
la tasa de crecimiento del 2007 fueron motivo de controversia, porque en 
opinión de algunas gremiales del sector privado, ese cambio al alza no era 
congruente con las cifras que el BCR había venido reportando hasta el ter-
cer trimestre. Las estimaciones de CEPAL y el FMI parecían darles la razón 
a los empresarios.

Otras instituciones como FUSADES tomaron como ciertas las cifras oficia-
les sobre el crecimiento del PIB y convalidaron los resultados de las revi-
siones oficiales  posteriores. En estas se destaca, principalmente, el repunte 
de sectores importantes en la determinación del PIB, con crecimientos en 
el trienio 1995-97, que van desde el 2.8% en el caso de la industria, 4.7% 
en el comercio, 5.2% en el transporte, almacenamiento y comunicaciones, 
y 4.7% en el Comercio, hasta el 7% en el caso del sector agropecuario. En 
conjunto estas actividades aportaron más del 70% al producto. En otras 
palabras, el cambio de tendencia en el crecimiento, se centró en cuatro sec-
tores que tienen una participación en el producto global que se acerca a esta 
última cifra.

En 2008, la tendencia favorable que había registrado la economía durante 
los dos años previos, comenzó a revertirse y se habría acentuado en el 2009, 
con un crecimiento  del  2.5% en el primer año y una contracción estimada 
entre el 2.0% y 2.5% en el segundo. Cifras preliminares para 2008 indican 
una reducción sensible en la tasa de crecimiento de casi todos los secto-
res con respecto al año anterior, destacándose el agropecuario con 7.2% 
((8.8%), la industria con 2.7.0%  (3.7%) y el comercio con 2.0% (4,1%). El  
más afectado habría sido la construcción con una caída del 6% y el sector 
financiero y de seguros con un crecimiento de solo 0.5%, frente a uno de 
5.4% el año anterior.
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De confirmarse esas cifras y en el escenario más optimista, la economía ha-
bría crecido en el período 2005-2009 en 2.4%, que si bien  excede la regis-
trada en el quinquenio anterior, sería la segunda más baja en dos décadas. 

Por el lado de la demanda agregada y después de la contracción registrada 
en 2004, se contabilizó en los tres años siguientes una recuperación sensi-
ble en la inversión  bruta (5.2 como promedio) pero en el 2008 se habría 
observado una importante contracción (5.3%). Igualmente se registra un 
repunte sensible aunque de manera inestable en el consumo total en el pe-
ríodo 2005-2008 (alrededor del 5.0%), aunque todo indica que en el 2009 
se podría presentar un sensible debilitamiento.

Siguiendo la tendencia general observada en el mediano plazo, el compo-
nente privado fue, a su vez, el elemento más importante en la variación del 
consumo agregado y la formación bruta de capital. El desplazamiento hacia 
arriba registrado en el primer caso, continuó gravitando en la demanda total, 
de manera que fue superando todavía más al PIB, como se había notado por 
primera vez varios años atrás. Hacia 2008, ese coeficiente se había situado 
en 107%, aunque el escenario depresivo que había comenzado a observarse 
como producto de la recesión mundial y el reacomodo de las pautas del con-
sumo de las familias, podía cambiar esa tendencia en los siguientes años. 
(PNUD, 2006)

Además, a partir de 2006 y hasta el 2008 se contabilizó una recuperación 
de las exportaciones de bienes y servicios (7.2 % promedio)  lo que habría 
elevado su participación en el PIB por sobre el 27%, o sea el nivel más alto 
en los cuatro quinquenios.

En la práctica, lo que esto significa es que el comportamiento de la economía 
seguía siendo presa de los bajos niveles de ahorro y de inversión, mientras 
las presiones sobre el sistema se volcaban hacia el exterior a través de un 
marcado crecimiento de las importaciones de bienes y servicios. De hecho, 
estas representaron en el 2008 el 49.8% de la oferta global, superando en 
más de 20 puntos porcentuales, el coeficiente de exportaciones.

En este período, la dinámica de las exportaciones tuvo como soporte  el 
TLC con Estados Unidos que entró en vigencia en marzo de 2006. A partir 
de este año las ventas a ese mercado mostraron una sensible expansión, 
influenciada por el crecimiento de más del 14% en 2008. Los productos 
no tradicionales fueron muy importantes en ese crecimiento, pero lo más 
notable, fue el gran impulso que mostraron los no tradicionales (casi 30%) 
influenciados por la recuperación de los precios del café.
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Hay que destacar, sin embargo, que las ventas al mercado de Estados Uni-
dos se vieron de alguna manera afectadas principalmente en los primeros 
años de vigencia del tratado,  al entrar en vigencia las cuotas de textiles y 
prendas de vestir procedentes  de China, una vez se cumplieron los requisi-
tos que rodearon su ingreso a la OMC en diciembre de 2001.

En ese marco, cifras oficiales del BCR señalan que las exportaciones totales 
a EUA decrecieron en 3.4% en 2006, mientras que en el 2007 experimen-
taron un aumento del 2.4%. Ese comportamiento coincidió con una decli-
nación en la maquila del 2.2% en el primer año y con un incremento del 
1.4% en el segundo. En 2008, las ventas totales a dicho mercado  habrían  
aumentado en 7.7%, a pesar de que ya eran perceptibles los signos de la 
recesión en ese país.

Las exportaciones a Centroamérica, por otra parte, registraron una expan-
sión de más del 73% en el período 2005-2008, para representar en este últi-
mo año el 35.8 % del total general, después de haber representado el 24.8% 
en 2004. El MCCA se convirtió así en el segmento geográfico más diná-
mico, lo cual se torna más significativo al considerar  que con los tratados 
bilaterales y con la apertura en general, ha ido desapareciendo la “preferen-
cia centroamericana” que fue en su momento lo que potenció el comercio 
regional.

Lo anterior significa que el MCCA se mantiene como un factor determinante 
en la expansión de las exportaciones del país, a pesar de la sobrevaluación 
del tipo de cambio y los regímenes flexibles que mantienen los otros países. 
Sin embargo, ya en los últimos meses de 2008 se empezaron a observar las 
consecuencias de la crisis internacional, lo que se agravó a partir del segun-
do semestre de 2009 por la situación política de Honduras. 

Por otro lado, las cifras de la balanza de pagos y algunos indicadores espe-
cíficos del sector externo confirman que, a pesar del crecimiento observado 
en las exportaciones de bienes en el período 2005-2008, la dependencia de 
la economía frente al resto del mundo continuó acentuándose por el dina-
mismo más vigoroso de las importaciones (29.7%). En efecto, en el mismo 
lapso, la brecha comercial se elevó del 19.4% al 23.5% como proporción 
del PIB.

Con relación al punto anterior debe señalarse que la transmisión del im-
pacto de la crisis internacional  en la economía nacional se hizo sentir con 
fuerza en 2009 a través de una caída de las exportaciones y de las remesas 
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con una reducción al mes de agosto de 17% y 12% respectivamente, según 
información vertida por el BCR hacia finales de septiembre. En el cuadro 
Nº 42 se muestran algunos indicadores del sector externo expresados en 
relación al PIB. 

Cuadro Nº 42

Indicadores del sector externo como porcentaje del PIB

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR.

Los precios al alza del petróleo fueron el principal responsable del desajuste 
en la parte real de la balanza de pagos y la creciente relación de las impor-
taciones totales respecto al PIB. Este fenómeno quedó marcado cuando los 
precios de dicho producto alcanzaron a mediados de 2008 un precio supe-
rior a los US$ 147 por barril.

En el campo fiscal, las dificultades de lograr el apoyo de la principal fuerza 
opositora en la Asamblea Legislativa comprometieron, hasta cierto punto, 
la gestión de la administración Saca. Sin embargo, el gobierno no se cru-
zó de brazos para obtener recursos y mantener funcionando sus programas 
de subsidios, para lo cual acudió a figuras financieras muy sui géneris que 
fueron objeto de controversia por la forma no muy sutil de eludir el voto 
calificado.

Sin duda, la jugada financiera más importante fue la creación del fideico-
miso para pensiones ya mencionado. Con esto, lo que en la práctica se hizo 
fue diluir en el tiempo una deuda previsional que, en otras circunstancias, 
debería haber tenido su financiamiento a través del presupuesto corriente. 
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En los hechos, de ese financiamiento se hicieron cargo las AFP invirtiendo 
por ley una proporción de los ahorros de los pensionados que hoy se rigen 
por el sistema privado, en los títulos que emite el BMI como responsable 
del fideicomiso.

Después de eso, vendría la creación de tres fideicomisos más, dos median-
te la modificación de las leyes de creación del FOVIAL y la del Registro 
Nacional de la Propiedad, para permitir a las instituciones adquirir deuda 
mediante figuras como la titularización de flujos futuros, para apuntalar pro-
gramas sociales y de seguridad.

A pesar de esos ejercicios, los pozos secos de la hacienda pública necesi-
taban más líquido proveniente de fuentes privadas para saciar la sed del 
mismo gobierno y los apetitos de tipo político, que fueron minando las cre-
denciales de mesura y prudencia que distinguieron por mucho tiempo el 
manejo de la finanzas de Estado salvadoreño.

En efecto, como ya se mencionó, en junio de 2008, se aprobó un nuevo 
impuesto de US$0.04 por minuto de cada llamada entrante del exterior, lo 
que significaría un ingreso para el fisco que bordeaba los US$90 millones 
anuales, en adición a los US$ 0.10 aplicados al galón de combustible  Unas 
semanas después, el decreto relacionado con el primer gravamen debió ser 
modificado en parte, debido, según un diputado del FMLN que tampoco 
acompañó la reforma, para llenar vacíos que no dejaban claro el destino de 
los recursos. Sin embargo, un colega de ARENA, aseguró que los US$88 
millones que recaudarían del impuesto “se sumarían al esfuerzo para con-
tinuar subsidiando el gas propano, energía eléctrica, Red Solidaria y trans-
porte”347.

Con todo, la agonía fiscal continuaba y hacia fines de julio de ese mismo el 
gobierno hizo pública su decisión de comenzar a focalizar los subsidios. En 
efecto, mediante negociaciones con la cúpula empresarial y algunas de sus 
gremiales, aquél empezó a reducir el subsidio a la industria y al comercio 
de manera gradual. La eliminación de este subsidio comenzaría con una 
reducción del 40% en agosto de 2008, seguiría con el 30% en abril de 2009 
(cuando hubieran pasado las elecciones presidenciales) y concluiría  en di-
ciembre del mismo año. Sin embargo, ante la crítica situación fiscal,  este 
último tramo quedó sin efecto a partir de marzo del mismo año.

347 La Prensa Gráfica. 25 de julio de 2008.
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Todavía en ese momento, no había salido a luz pública el gran agujero fiscal 
que dejaría la administración Saca, problema que llevó a fuertes negocia-
ciones entre los dos partidos mayoritarios para superar una situación inédita 
en el manejo de las finanzas públicas, donde el gobierno saliente dejaba 
atrasos en los pagos a proveedores, incumplimiento en la devolución de la 
renta, rezagos en las transferencias a las municipalidades a través de FO-
DES y hasta el riesgo de no tener con qué pagar los sueldos de sus propios 
empleados (La Prensa Gráfica, 23 mayo de 2009).

Algunos analistas vieron en estas decisiones una solución salomónica –aun-
que parcial– a un problema realmente crítico y que se fue configurando 
como uno de los más complejos de las cuatro administraciones areneras, 
particularmente a partir de la dolarización de la economía. 

Ya en el cuarto informe de labores (el último) rendido por el presidente 
Saca ante la Asamblea Legislativa, hizo toda una apología de los progra-
mas sociales que, sin duda, fueron la parte más emblemática de su gestión, 
pero donde el factor financiamiento resultó cada vez más comprometido. Al 
efecto dijo: 

“Desde que inicié mi gestión presidencial hace cuatro años, enfo-
qué mis esfuerzos en la gente […] Tu familia ha recibido el apoyo 
de una gestión enfocada en lo social, con un gobierno con sentido 
humano que ha llevado a todos los salvadoreños y salvadoreñas la 
esperanza, pero más importante, mejores oportunidades para salir 
adelante”.

En esa ocasión, hizo un recorrido de su gestión, en el cual se refirió al “quin-
quenio de agro”, FOSALUD y Red Solidaria, señalando los logros alcan-
zados en cada caso. En el primero, destacó que “hemos cambiado el rumbo 
del sector agropecuario con políticas inteligentes y responsables”, dejando 
la sensación de que con ello estaba haciendo una crítica velada a sus ante-
cesores.

Pero al presidente Saca todavía le quedaba un año de gestión. Y el panorama 
internacional no era precisamente el más halagüeño para un país que había 
sido considerado como de los más vulnerables ante los embates de la “tor-
menta perfecta”, debido en buena medida a su régimen monetario y su alta 
dependencia de las remesas familiares. A pesar de ello, el gobierno mantuvo 
por varios meses las expectativas de crecimiento preliminares para el 2008 
(4.5%-5.0%), bajo el argumento de que el país estaba preparado para en-
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frentar un shock como el que habían anunciado organismos internacionales, 
considerando su estabilidad macroeconómica y el record de crecimiento de 
los tres años previos.

No obstante, la contundencia de los hechos y los pronósticos revisados de 
parte de organismos internacionales (Banco Mundial, FMI y CEPAL, entre 
otros) llevó al gobierno a reducir esa meta hasta el 3.5%, casi en paralelo 
al nombramiento de una Comisión Multidisciplinaria (30 de abril de 2008) 
para que colaborara en la formulación de un conjunto de propuestas para 
enfrentar un contexto internacional sumamente adverso, que en esa ocasión 
se agregaba al escenario político más complicado para ARENA, desde su 
arribo al poder en 1989. Entre los veintiocho integrantes de la Comisión 
destacaban líderes religiosos y empresariales, los rectores de las principales 
universidades, representantes de partidos políticos y profesionales indepen-
dientes. El FMLN no participó.

Durante la segunda semana de agosto de 2008, la referida Comisión entregó 
al gobierno un documento conteniendo más de sesenta recomendaciones, 
repartidas en cuatro líneas estratégicas: 1) Protección de la población más 
vulnerable; 2) Agricultura y alimentos; 3) Protección al presupuesto fami-
liar y 4) Economía. 

Algunas de las recomendaciones planteadas apuntaban a fortalecer progra-
mas ya existentes como Red Solidaria, Escuelas Saludables, y mantener 
el subsidio para el consumo eléctrico hasta 99 Kwh por mes, así como las 
conexiones de los servicios eléctricos rurales para la población de bajos 
recursos. Otras, en cambio, se referían a acciones institucionales que ha-
bían  estado en agenda desde hacía bastante tiempo, como por ejemplo, 
mejorar la seguridad ciudadana, impulsar reformas legales para el sector de 
medicamentos, reducir trámites para la construcción, la vigilancia del com-
portamiento del sector financiero y el comercio en cuanto a la aplicación de 
intereses, la reforma del Fondo Social para la Vivienda y la Reforma a la 
Ley de Adquisiciones de la Administración Pública (LACAP).

Este tipo de medidas no requerían mucho tiempo para ser implementadas ni 
grandes compromisos políticos. Su dispersión en acciones que no necesita-
ban muchos recursos facilitaba la tarea. Sin embargo, llamó poderosamente 
la atención que el sector eléctrico concentró 14 medidas de las 61 sugeridas, 
prueba inequívoca de la preocupación de la Comisión por la disponibilidad 
y costo del servicio.
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Pero como se dijo, el curso negativo de la economía no puede ser revertido 
mientras el manejo de las finanzas públicas, que ha sido considerado como 
el talón de Aquiles desde la segunda administración de ARENA, deje como 
secuela para el 2009, un déficit que ronda el 5% del PIB, desajuste que no 
se registraba desde la década de los ochenta.

Cuadro Nº 43

Evolución de variables claves en la Administración Saca

*Déficit Fiscal incluye pensiones. a/ Estimaciones oficiales.
Fuente: Elaboración propia con datos del BCR y Ministerio de Hacienda.

En un marco de severas restricciones fiscales inéditas y en medio de una cri-
sis internacional con pocos antecedentes, la cuarta administración de ARE-
NA le entregó el poder a Mauricio Funes, bajo cuya popularidad se montó 
el FMLN, generando grandes expectativas de cambio que, difícilmente, po-
drán ser ni medianamente satisfechas en el futuro previsible.

A pesar del acercamiento que mostraron dichos partidos cuando en 2008 
negociaron sendos préstamos con el Banco Mundial y el BID  para hacer 
frente a la deuda bonificada que vence el 2011 y su posterior renegociación 
para llenar al enorme agujero fiscal, la situación financiera en general y la 
de  las finanzas públicas en particular, seguían siendo crítica. Así, a finales 
de septiembre 2009 se negoció  una operación con el FMI por US$800 mi-
llones con fines “precautorios”. 

Esta operación no necesitaba pasar por el voto calificado en el Asamblea 
Legislativa, pero en lo que concierne al endeudamiento de tipo convencio-
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nal, unas semanas antes  ARENA, como oposición, ya había empezado a 
enviar mensajes de que condicionaría fuertemente la contratación de nue-
vos créditos y la emisión de títulos de deuda. Sus principales dirigentes no 
ocultaban una especie de represalia, cuando invocaban insistentemente la 
actitud que empezó a mostrar en igual sentido el FMLN, desde la adminis-
tración Flores.

Algo de esto comenzaría a cambiar con la estampida de los doce, como 
lo dije en una de mis columnas de La Prensa Gráfica. De hecho se tuvo la 
primera prueba de ello, cuando estos sumaron sus votos con los de los otros 
partidos distintos de ARENA para la aprobación del presupuesto general 
para el 2010. Quedaba pendiente la reforma tributaria para hacerle frente 
al hueco fiscal y la ratificación de los préstamos comprometidos en el Plan 
Anticrisis, planteado por el gobierno del presidente FUNES para conjurar la 
precaria situación económica y social heredada. 

CAPÍTULO XIII 

VALORACIÓN GLOBAL
Tanto organismos internacionales como el Banco Mundial (1995) y el PNUD 
(2003), así como consultores independientes –Edwards (1995)– coincidían 
en que allá por la primera mitad de la década de los noventa, el país había 
hecho bien la tarea hasta ese momento y que estaba ya listo para avanzar ha-
cia una segunda generación de reformas, donde cobraba especial relevancia 
un esfuerzo dirigido a mejorar el funcionamiento del aparato estatal. Obvia-
mente, se daba por sentado la continuación de una gestión macroeconómica 
coherente y flexible para mejorar permanentemente el funcionamiento de 
los distintos mercados y la adaptación dinámica del sistema económico a 
las cambiantes situaciones  del contexto internacional.

Sin embargo, el rumbo que tomó la economía durante la segunda mitad 
de la misma década –asumiendo que los logros de la fase anterior habían 
tenido como base la congruencia  y eficacia  de la política económica– solo 
podría explicarse entonces por una desviación total de la ruta inicialmente 
trazada, desplazando objetivos de largo plazo para enfrentar problemas de 
coyuntura. O peor aún, que el pragmatismo que demandaba la gestión eco-
nómica, hubiera sido sustituido por un ejercicio de experimentación estimu-
lado precisamente por el éxito inicial.
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En otras palabras, si el desempeño de la economía había sido bastante po-
sitivo durante el primer gobierno de ARENA, lo menos que podía haber 
hecho su sucesor era reforzar los factores de éxito, revisar lo que no se 
había hecho bien y cubrir la agenda pendiente. La base ideológica-política 
del partido y su pregonada adhesión a los principios de la economía de mer-
cado facilitaban supuestamente la tarea, porque la misma le ponía límites a 
cualquier desenfreno que pudiera gestarse en los formuladores de la política 
económica. En pocas palabras, se requería dar un salto de calidad.

Pero la prolongación del ciclo de bajo crecimiento durante casi diez años, 
es decir, durante el segundo y tercer gobierno, levantan más interrogantes 
acerca de la pertinencia de la gestión económica durante ese período, espe-
cialmente, si se toma en cuenta que conforme pasaba el tiempo se agudizaba 
más ese problema. Esto, no necesariamente por las razones que a menudo se 
invocaron, como los grandes traumatismos en el campo internacional o los 
fenómenos naturales en el plano interno. La influencia de estos fenómenos 
no puede ser ignorada, pero estos no explican del todo el cambio de rumbo 
de la economía a partir de 1996.

Con relación a este punto, en el presente trabajo nos hemos referido varias 
veces al mejor desempeño que, en general, tuvieron durante ese mismo lap-
so los países centroamericanos, que en el peor de los casos se enfrentaron 
a los mismos problemas como desastres naturales y fluctuaciones de los 
precios en los mercados internacionales, que afectaron los términos del in-
tercambio348.

Dentro de una visión de conjunto, tampoco se puede ignorar los efectos 
desfasados que tuvo en la economía nacional la llamada década perdida y el 
conflicto armado, cuya combinación condujo a un retroceso más marcado 
que en los demás países en los principales indicadores económicos y socia-
les. La secuela de este último, objetivamente hablando, no ha desaparecido 
del todo, aunque rápidamente el país acortó la distancia en cuanto a su po-
sicionamiento dentro del MCCA. 

348  Sebastian Edward parece darnos la razón cuando al aludir a que la desaceleración ob-
servada durante el período que va de 1996 al 2003 es explicada por el descenso en el 
precio de las exportaciones, es “útil comparar el comportamiento de las exportaciones 
con países que enfrentan un entorno global similar y cuya canasta de exportaciones es 
similar a la de El Salvador”. (Véase: Desaceleración del crecimiento económico de El 
Salvador. 2004. Pág. 37).
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El costo de la reconstrucción de la infraestructura destruida durante la gue-
rra sigue gravitando sobre la deuda nacional, el éxodo inicial emulado des-
pués por miles y miles de salvadoreños y su incidencia en la desarticulación 
familiar, la cantidad de armamentos que quedó en manos de terceros (estos 
dos últimos con una clara gravitación en el auge de la delincuencia), no 
pueden pasar inadvertidos. 

Sin embargo, sigue siendo evidente que el problema más crítico que con-
frontó la economía durante la mayor parte de los cuatro gobiernos de ARE-
NA, fue la crisis del crecimiento gestada inicialmente, no los problemas 
coyunturales, sino más bien a la gravitación que seguían ejerciendo factores 
estructurales de vieja data a los que se pretendió hacer frente con fórmulas 
equivocadas.

Desafortunadamente, al final de los cuatro períodos la crisis internacional 
terminó por dar al traste con la recuperación que se empezó a observar des-
pués del segundo año de la administración Saca, aunque eso no garantizaba 
en modo alguno el regreso al crecimiento robusto observado durante el go-
bierno de administración Cristiani, que tuvo como trasfondo circunstancias 
especiales virtualmente  irrepetibles

En cuanto al grado de eficacia del modelo como tal –cuyo sustento material 
son  las exportaciones– ciertamente el fenómeno de la globalización ha ac-
tuado como un acicate para que el país intente una mayor inserción en los 
mercados internacionales. No obstante, también en este caso El Salvador 
exhibe serias falencias en el ámbito regional. 

Según datos de la Secretaría General de Integración Económica Centroame-
ricana (SIECA), las exportaciones regionales al resto del mundo alcanzaron 
en el 2007 (cuando todavía no se habían sentido los efectos de la recesión 
económica internacional), una proporción del 18.3% en la producción total 
de bienes y servicios, pero solo una del 6% en el caso particular de El Salva-
dor. Honduras, incluso, con un PIB equivalente al 60%, logró un coeficiente 
mucho más alto (18%). Y cuando se miden las exportaciones en términos 
per cápita, las diferencias son abismales, especialmente con Costa Rica, 
país que se ubicó en el segundo lugar en el contexto latinoamericano.

Diferencias como las señaladas pueden ayudar a explicar el éxito o no en la 
consecución de ciertos objetivos estratégicos. Por eso la comparación con 
países vecinos con similares estructuras productivas y que están expuestos 
a los mismos factores exógenos resulta más relevante –cuando se hacen 



465

JUAN HÉCTOR VIDAL

correctamente– sobre todo porque cada uno de ellos ha estado dirigiendo 
sus políticas instrumentales e institucionales en la misma dirección. Esto no 
significa que todas se han hecho con la misma inteligencia.

Empero, no se requiere insistir demasiado en esos hechos para extraer con-
clusiones relevantes sobre el comportamiento de la economía nacional; 
después de todo, las  comparaciones que parten de ciertas coincidencias, 
aunque relevantes, invariablemente ocultan fenómenos y hechos a nivel de 
países que dotan a la política económica de sus propias peculiaridades. 

Así entendidas las cosas, en el cuadro Nº 44 se muestra el comportamiento 
del PIB y otras variables relevantes en cada administración, donde clara-
mente se observa una expansión rápida en la primera, la pérdida de dina-
mismo a partir del segundo gobierno –tendencia que se acentúa en el terce-
ro– pero que nuevamente empieza a revertirse en la siguiente.

Cuadro Nº 44
Evolución de variables claves por períodos presidenciales

(Promedios anuales)

*Déficit Fiscal incluye pensiones. a/ Con datos de 2009 a partir de estimaciones oficiales.
Fuente: Elaboración propia con datos del BCR y Ministerio de Hacienda.

Sin duda cada administración tuvo que enfrentarse a problemas muy parti-
culares, pero en general, ninguno de ellos se apartó de los principios filosó-
ficos que sirvieron de arranque del modelo económico. El problema, en el 
balance general, es que uno de ellos quiso experimentar más allá de lo que 
recomendaba la prudencia y el buen juicio. Este fue el gobierno de Flores 
con la decisión más cuestionable en los veinte años que ARENA estuvo en 
el poder: dolarizar la economía.



466

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

Para complicar más la situación, el país fue cayendo progresivamente en 
un problema fiscal bastante complicado, precisamente cuando el nuevo ré-
gimen monetario exigía un nivel de excelencia en el manejo de las finanzas 
públicas. La parte institucional y la situación internacional en los últimos 
años, tampoco han sido generosas.

Sin embargo, el problema de fondo es más estructural. Este se complica 
por las mismas actuaciones de un Estado que no termina de amoldarse a los 
desafíos del desarrollo y que carece de lo esencial para enfrentar con más 
solvencia los obstáculos de la coyuntura. Al aludir a estos temas, el edito-
rial de La Prensa Gráfica (17/06/ 08) ponía esta situación en los siguientes 
términos: 

“En épocas críticas como la actual resultan siempre más visibles 
las insuficiencias, los vicios y las carencias institucionales; no es de 
extrañar, entonces, que en estos días se vea con creciente evidencia 
que el Estado salvadoreño adolece de la falta de una estructura y 
una práctica financieras que puedan responder a las exigencias de 
cada momento nacional.

“Nuestro esquema tarifario, para el caso, es una acumulación de 
decisiones coyunturales, no de un proyecto permanente y susten-
tado. Tanto cuando se han quitado impuestos como cuando se han 
establecido, el motor de las decisiones es estrictamente coyuntural, 
y, por consiguiente, claramente improvisado”.

En los juicios anteriores se resume una variedad de aspectos sobre decisio-
nes cuestionables relacionadas con el papel del gobierno en la promoción 
del desarrollo económico y social y, en un aspecto puntual, en las conse-
cuencias de una política fiscal que no terminaba de encajar dentro del papel 
que se le atribuye al Estado en una economía social de mercado. Todo esto, 
teniendo como marco una institucionalidad frágil y muy comprometida por 
cuestiones ideológicas.

Es de destacar que en teoría, durante las cuatro administraciones de ARENA 
se mantuvo como criterio básico el rol subsidiario del Estado, pero en los 
hechos, se cometieron excesos en nombre del mercado, principalmente en 
materia de regulación, aunque en la última administración, como ha queda-
do señalado, se hubieran creado instituciones para fortalecer la competen-
cia y tutelar los derechos de los consumidores. La concesión de privilegios 
de manera explícita o implícita a determinados sectores, no solo vulneró 
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la esencia de la competencia, sino que vino a reeditar prácticas perversas 
como el amiguismo y el clientelismo político, que directa o indirectamente 
afectaron a otros sectores y con ello a la mayor parte de la población.

En este contexto, el contenido financiero de los programas públicos siem-
pre fue un tema de debate. De hecho, hubo una tendencia muy marcada a 
manejar el sistema tributario con una visión cortoplacista e intencionalmen-
te planeada para no incurrir en costos políticos. Cargar los dados hacia la 
tributación indirecta fue el mejor expediente para diluir responsabilidades 
frente a los grupos de poder, mientras las finanzas públicas entraban en un 
estrangulamiento total debido al esquema de subsidios generalizados.

Esto dio paso a un uso elevado del crédito público, incluso acudiendo, al 
menos durante la última administración, a figuras financieras que fueron 
progresivamente desnaturalizando la función económica básica de los im-
puestos y el manejo poco racional de las finanzas del Estado en general, 
a pesar del reconocimiento que se les da a las reformas administrativas y 
legales del 2004.

En otro orden, las remesas familiares se fueron convirtiendo con el tiempo 
en el factor que irradiaba fuerzas para que la economía siguiera funcio-
nando aunque fuera a medio vapor; de hecho, ante el pobre desempeño de 
las exportaciones, sirvieron como una especie de flotador a una economía 
notoriamente improductiva.

Ya se ha mencionado cómo esos flujos han permitido financiar un consumo 
en constante expansión, principalmente de origen importado, que ha lleva-
do al país a ubicarse en dudosos lugares de privilegio a escala mundial por 
lo abultado de su déficit comercial. Esto equivale a una persona o familia 
que gasta más de lo que gana, mientras la diferencia sea cubierta por alguien 
más, en este caso, por los hermanos lejanos.

Pero en este caso, el problema no se reduce al desbalance comercial y su 
forma de financiamiento. Lo grave es que esos flujos, cumpliendo funciones 
a nivel macro que deberían enfrentarse con un esfuerzo interno más autó-
nomo –pero que se extienden al mantenimiento del consumo agregado, el 
ingreso familiar y hasta la distribución de la renta nacional– dan origen a un 
círculo vicioso en la medida en que contribuyen a la apreciación cambiaria 
en términos reales, que termina por castigar las exportaciones para seguir 
estimulando permanentemente las importaciones. 
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En este punto, y ante la inexistencia de políticas deliberadas y más eficaces 
para reactivar el tejido productivo nacional, ocurre lo inevitable: la terceri-
zación de la economía. En la parte financiera se demuestra claramente este 
fenómeno cuando se observa cómo la estructura del crédito se ha ido debili-
tando en contra de los sectores productivos (cuadro Nº 45), de lo cual ya en 
el 2005 había dado cuenta el Banco Mundial.

Y aunque en este plano se puede discutir qué determina qué, resulta obvia 
la carencia de medidas para orientar la acción crediticia de los bancos hacia 
la inversión productiva. El hecho que la economía del país haya evolucio-
nado a una de servicios, tampoco significa que El Salvador de hoy está más 
internacionalizado, desde el punto de vista productivo.

Cuadro Nº 45

 Estructura del destino del crédito de los bancos comerciales

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR.

Un vistazo general sobre la gestión económica de las cuatro administracio-
nes que accedieron al poder bajo la bandera del partido ARENA obliga a 
hacer un ejercicio de síntesis sobre los resultados más relevantes y, de paso, 
formular aunque sea unas breves consideraciones al margen.

• La estabilidad como signo distintivo: Históricamente, El Salvador se ha 
destacado en el ámbito latinoamericano por el celo que siempre ha puesto 
en la estabilidad. Los desequilibrios financieros y reales propios de cual-
quier economía grande o pequeña, desarrollada o no, se han mantenido 
siempre bajo control y solo excepcionalmente el país ha debido hacer 
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ajustes en su sistema, pero en ningún caso han tenido connotaciones trau-
máticas. 

La larga trayectoria de estabilidad cambiaria, los bajos niveles de infla-
ción y el mantenimiento relativo del poder adquisitivo de los salarios, 
han tenido a la base una prudente disciplina financiera y un manejo de las 
relaciones económicas con el exterior que se apartan bastante de la tra-
dición de muchos países, especialmente cuando los “shocks” externos y 
la irresponsabilidad fiscal han coincidido con gobiernos de corte populis-
ta349. En el gráfico Nº 14 se puede constatar que El Salvador es el país que 
ha mantenido las tasas de inflación más bajas en el área centroamericana 
durante los últimos diecisiete años.

Gráfico Nº 14
Inflación mensual en Centroamérica 

(Enero 1993-octubre 2009)

Fuente: Elaboración propia con datos del Consejo Monetario Centroamericano.

349  N. del A. En el último cuarto de siglo, la mayor inflación (32.7%) se registró en 1986, 
coincidiendo con un aumento en los precios del café y un incremento de casi el 50% 
en el presupuesto nacional donde el rubro de de seguridad y defensa explica un 40%. 
La crisis de balanza de pagos que afectó a Centroamérica sus efectos en los tipos de 
cambio, también afectó con fuerza a El Salvador y por primera vez desde que se esta-
bleció el Banco Central en 1934, el país se vio compelido a establecer tipos múltiples de 
cambio que solo se unificaron en 1990, con la restauración progresiva del nivel de reser-
vas internacionales. Previo al inicio de este proceso, el país había incurrido en atrasos 
comerciales debido a la escasez de divisas, que en su momento más alto se situaron en 
el equivalente a US$127 millones, una cifra nada despreciable para la época, pero que 
ahora es solo una fracción del nivel de RIN no tiene mayor significado si se compara 
con la deuda externa. 
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Este celo por la estabilidad se mantuvo durante las cuatro administracio-
nes de ARENA y es sintomático que este logro haya sido objeto de reco-
nocimiento internacional, especialmente por organismos como el Banco 
Mundial, el FMI, el BID y la CEPAL. La diferencia con el resto de países 
centroamericanos es, en este sentido, obvia. Sin embargo, con frecuencia 
hemos señalado que el excesivo énfasis en el objetivo de la estabilidad, 
eventualmente afectó el crecimiento y el empleo, como ocurrió a partir 
de la drástica restricción monetaria que se registró en último trimestre de 
1995, aunque de por medio estuvieran otras iniciativas como la dolariza-
ción350.

Otra cosa distinta son los desequilibrios que hoy en día exhibe el país en 
su balanza comercial y en las cuentas del sector público, dentro de un 
proceso acumulativo que parece no tener fin. 

• Tendencia hacia la tercerización: Ya se dijo que fenómeno es parte de la 
transformación estructural que se da en cualquier economía conforme se 
moderniza, pero en el contexto de la globalización –con todo lo que la 
misma significa en la apertura de los mercados, en la segmentación de los 
procesos productivos y en la nueva concepción sobre la competitividad 
de las naciones– la tercerización es sin duda el rasgo distintivo de la “nue-
va economía”, tal como se destacó arriba. De hecho, en el país empezó 
a adquirir una fuerza inusitada desde el momento mismo de la apertura, 
mientras el tejido productivo tendía a perder importancia en la determi-
nación del PIB.

Hacia 1990, la contribución combinada de la industria, el sector agrope-
cuario, la construcción y la explotación minera era del 43%, pero ya en el 
2008 fue del 39%. Por otra parte, el sector servicios aportó aproximada-
mente un 65% al crecimiento del PIB entre 1990 y 2008, mientras que la 
industria contribuyó con un 24%, la agricultura 7% y el sector construc-
ción 4%. En el gráfico Nº 15 se muestra la contribución sectorial al PIB 
desde 1990 a 2008, observándose una participación del sector servicios 
que sobrepasó el 60% a partir de 1993.

350  Véanse especialmente las formulaciones contenidas en los recuadros incluidos en esta 
misma parte.



471

JUAN HÉCTOR VIDAL

Gráfico Nº 15

Contribución sectorial al PIB de El Salvador 1990-2008

Fuente: Elaboración propia con datos del BCR.

En sí, la tercerización no es mala ni buena, pero se vuelve un problema 
cuando –por acción u omisión en la política económica– se va fortalecien-
do la economía rentista y, en el mejor de los casos, se provoca un traslado 
masivo de recursos de todo tipo a actividades que generan poco valor agre-
gado, en detrimento de los sectores productivos y en beneficio de la paupe-
rización de los salarios.

Aquel criterio muy en boga en los años noventa de que el negocio estaba 
en importar, tiene mucho que ver con el fenómeno de la pérdida de espa-
cios para los sectores primarios y secundario en la conformación del PIB y 
dice mucho de la marcada vulnerabilidad del país en materia de seguridad 
alimentaria. En este caso particular, la cuarta administración arenera hizo 
un intento por rescatar el agro, pero el esquema de incentivos resultó insu-
ficiente al haberse debilitado los instrumentos de naturaleza financiera para 
la canalización deliberada de recursos, por la fe ciega en el mercado y la 
extinción de la política monetaria como elemento idóneo para ello. 

Esto lo acepta FUSADES cuando en su informe sobre el estado de la eco-
nomía, resalta que “El Salvador se consolidó como una economía de ser-
vicios”351. Y de hecho, la estructura del PIB no solo se decantó cada vez 

351  Cómo está El Salvador. 2009. Pág. 2.
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más hacia ese sector, sino también  n favor de los no transables, desnatu-
ralizando, desde este último ángulo, el objetivo estratégico de hacer de las 
exportaciones el eje del crecimiento.

• El consumo como principal fuente de crecimiento. Con excepción de los 
primeros años de los años 1990-1993 y 1996-1997, el consumo ha sido 
la variable que desde el lado de la demanda agregada ha dinamizado el 
crecimiento de la economía. El gráfico Nº 16 refleja, para los últimos 
años, una participación del consumo agregado que ha superado en varios 
puntos porcentuales al PIB, lo que pone de manifiesto la precariedad del 
ahorro y la inversión, los cuales, en las primeras etapas del desarrollo, se 
vuelven cruciales para cualquier economía.

Gráfico Nº 16
El Salvador: Consumo agregado como porcentaje del PIB

(Precios constantes)

Fuente: Elaboración propia con cifras del BCR.

En consecuencia, la presión sobre el gasto agregado se ha traducido en 
una creciente demanda de importaciones, que a su vez ha ampliado de 
manera creciente la brecha comercial. Así, el bajo ahorro nacional ha te-
nido en las remesas familiares un elemento de compensación muy rele-
vante, ayudando consecuentemente a mantener un cierto equilibrio en las 
cuentas con el exterior, mejorando el ingreso familiar y contribuyendo, 
aunque sea marginalmente, a una mejor distribución del ingreso.
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El ahorro financiero, ahora identificado más con los fondos previsionales, 
sin duda ha marcado una diferencia. Sin embargo, la misma estructura y 
dimensión del sector financiero tradicional, no ha permitido el robusteci-
miento del mercado de capitales para que ese ahorro se oriente, al menos 
en alguna medida, a financiar capital de riesgo.

Como expresión de un problema estructural y cultural que dificulta el 
proceso de acumulación, la dimensión del fenómeno del elevado con-
sumo, estará dada por la capacidad de los emigrantes para mantener sus 
vínculos con el país, aunque conforme pasa el tiempo el desarraigo se tor-
na inevitable. El potencial de la variable consumo para seguir insuflando 
fuerzas a la economía ya está siendo afectado por la caída de la demanda 
efectiva, provocada la reducción de los ingresos familiares nominales, 
la creciente informalidad y obviamente la crisis internacional, la cual ha 
impactado sensiblemente las remesas familiares.

• Brecha comercial en aumento y dependencia creciente de las remesas: 
Las relaciones económicas, comerciales y financieras del país generan 
superávit. Sin embargo, al desagregar la balanza de pagos en sus prin-
cipales componentes, sobresale la creciente brecha comercial como una 
expresión de un desequilibrio estructural muy agudo. En este caso par-
ticular, El Salvador presenta un coeficiente déficit comercial/PIB de los 
más altos de América Latina y el más pronunciado de Centroamérica.

Los excesos de demanda ya mencionados tienen en la brecha comercial 
su más clara expresión y en los altos niveles que alcanzan las remesas 
familiares y el consumo con relación al PIB, una muestra fehaciente de 
que la economía nacional se ha venido tornando cada vez más chica con-
forme se ha abierto hacia el exterior. El comportamiento asimétrico entre 
las exportaciones y las importaciones ha hecho la diferencia. Mientras las 
primeras aumentaron su proporción en relación al PIB de 12% en 1990 
a 20.6% en 2008, las segundas pasaron de 26.3 % a 44.1% en el mismo 
período.

El rol que se les atribuía entonces a las exportaciones como factor de 
crecimiento, ha resultado así minimizado y la diferencia creciente que 
exhiben frente a las importaciones, ahora resulta más dramática. De he-
cho, las remesas ya se tornaron insuficientes para cubrirla; aún más, ya no 
alcanzan para cubrir el desajuste de la cuenta corriente de la balanza de 
pagos (gráfico 17).
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Antes, la pregunta que surgía casi de manera casi espontánea era ¿para qué 
preocuparse por la brecha comercial, si la misma se cubre con las remesas? 
Algunos seguramente se  preguntaban: ¿si el país tiene resuelto la mitad de 
su problema económico (relaciones estables con el exterior) para qué des-
velarse por el resto? Ahora la situación es más complicada, pues ni la cuenta 
corriente está financiada.

Pero el problema real no es cómo se cubre la brecha externa, sino si el país 
puede crecer en el largo plazo arrastrando un desequilibrio estructural que 
puede llegar a tornarse insostenible. De hecho, la crisis internacional ya ha 
mandado mensajes que ayudan a fortalecer la tesis de que el país no puede 
fincar totalmente su desarrollo en el fenómeno migratorio, con todos sus pro 
y sus contras.

Gráfico Nº 17
 El Salvador: Déficit comercial, déficit en cuenta corriente y remesas

(Millones US$)

Fuente: Elaboración propia con datos BCR.

• Una economía fiscalmente comprometida: Se ha dicho insistentemente 
que el talón de Aquiles de la economía salvadoreña es la sostenibilidad 
fiscal. En este plano, gran parte del problema reside en el bajo coeficiente 
de tributación que se mantuvo por mucho tiempo, siendo el segundo más 
bajo en América Latina después de Guatemala. Con la reforma admi-
nistrativa y legal del 2004 se mejoró ese indicador de manera sensible, 
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llegando en el 2007 casi al 14% frente a un 11% en 1990, pero en 2008 
retrocedió más de un punto porcentual atribuible al menor crecimiento de 
la economía.

Pragmáticamente, un país con enormes rezagos en el campo social y con 
grandes déficit en la provisión de bienes públicos como los que registra 
El Salvador, no puede crecer de manera sostenida y manteniendo como 
objetivo una mejor distribución del ingreso, con una presión tributaria de 
esos niveles. Se ha estimado que un coeficiente razonable debería ubicar-
se como mínimo en un rango de 16% al 18% para mantener una presencia 
adecuada del Estado en la provisión de bienes y servicios, sin achicar el 
espacio que necesita el sector privado para desenvolverse normalmente 
conforme lo demandan las necesidades de empleo, la misma generación 
de recursos para el fisco y, en general, el retorno al crecimiento robusto y 
sostenido.

Los desequilibrios históricos del SPNF expresados en el balance primario 
(sin incluir intereses del pago de la deuda) no reflejan en toda su magnitud 
el problema del desajuste de las cuentas públicas, debido a los arreglos 
financieros realizados, particularmente durante la cuarta administración, 
para diferir la deuda del gobierno en materia previsional (pagos presentes 
y certificados de traspaso) y los fideicomisos creados para financiar pro-
gramas fuera del presupuesto general.

Refiriéndose al déficit y al tratamiento de la deuda previsional, Larios 
(2008) señala que si ese artificio contable no se hubiera legalizado, el dé-
ficit del SPNF para 2006, en vez de haber sido de US$116.1 millones (ex-
cluyendo donaciones) habría llegado a US$374.7 millones, o sea más del 
triple, solamente tomando en cuenta los pagos anuales que el GOES tenía 
por ley que hacer a los pensionados. Obviamente el déficit se incrementa 
mucho más, al tomar en cuenta los compromisos que se adquirieron con 
la creación dichos fideicomisos352.

En este punto conviene resaltar, que la transparencia presupuestaria de 
que tanto se habla en estos tiempos, no ha sido precisamente una cre-
dencial que puedan exhibir con orgullo, principalmente los últimos tres 
gobiernos. Y esto se vio claramente graficado, con el error de cálculo en 

352  Larios, José I. Consideraciones sobre la situación fiscal del país.  preparado para la 
Secretaría Técnica de la Presidencia de la República. Enero de 2008.
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que habían incurrido especialistas en la materia cuando la transición entre 
la administración Saca y el gobierno del señor Funes, tuvieron que since-
rarse las cuenta fiscales.

En ese marco, el monto de la deuda total con relación al PIB registraba al 
final de la cuarta administración, niveles relativamente bajos con relación 
a otros países de la región. Sin embargo, el problema era de flujos, porque 
el servicio ya comprometía en ese año más del 30% de los ingresos tribu-
tarios. Los compromisos identificados de más de US$650 millones para 
el 2011 entre principal e intereses, no podían ser enfrentados antes que el 
país cayera en default. 

Para enfrentar ese problema, se hizo una negociación política entre las 
principales fuerzas, pero como se sabe fue una salida efímera porque el 
profundo agujero fiscal, obligó a reorientar parte de los préstamos que se 
habían negociado para esos propósitos. No se puede dejar pasar por alto 
que  ese arreglo inter partidario se llevó al plano de lo sublime cuando se 
empezó a hablar del compromiso de los partidos mayoritarios con los más 
elevados intereses del país. Mi opinión personal, y así lo plantee en una 
mi columna “Sendas y Surcos”, era que todo había sido producto de  la 
incertidumbre sobre quién ganaría las elecciones presidenciales; en otras 
palabras la bendita negociación se hizo teniendo como base un cálculo 
político, donde a cualquiera que resultara ganador le convenía la jugada.

Aunque este tipo de arreglos son normales, la forma de materializarlos 
pone nuevamente en evidencia la progresiva acumulación de compromi-
sos financieros de los distintos gobiernos, que no fueron razonablemente 
extrapolados, porque los objetivos de corto plazo no se conciliaron de 
manera racional con la sostenibilidad fiscal. Más cuestionable resulta la 
presunción de malos manejos y la intención aviesa de dar la imagen de 
una auténtica preocupación por los problemas sociales del país, ocultan-
do una realidad fiscal que costará mucho superar.

• Un país con infraestructura moderna, pero... La privatización de las te-
lecomunicaciones y de las distribuidoras de energía eléctrica –con una 
cierta apertura del sector para la generación privada– dio paso a una mo-
dernización impresionante que difícilmente hubiera sido posible bajo los 
anteriores esquemas de participación estatal. En estos dos casos concre-
tos, se puede afirmar con toda propiedad que el país ha dado pasos im-
portantes hacia la modernidad, aunque la forma de organización que se 
adoptó casi desde el principio con la explotación de los servicios –en 
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gran parte por el mismo tamaño del mercado– haya dado paso a prácticas 
reñidas con la competencia.

El marco regulatorio ha sido considerado extremadamente débil y en la 
mayoría de los casos en que las prácticas anticompetitivas o los abusos 
contra el consumidor han sido probados hasta la saciedad por los organis-
mos responsables de velar por las buenas prácticas (llámese Superinten-
dencia de Competencia, Defensoría del Consumidor o Superintendencia 
de Electricidad y Telecomunicaciones), la cultura del incumplimien-
to encuentra en los máximos tribunales de justicia, su mejor aliado. La 
confusión, deliberada en muchos casos, entre la seguridad jurídica y el 
libertinaje con que actúan ciertos agentes económicos, tiene su pecado 
original en la falta de una regulación apropiada desde el momento en que 
se privatizaron los servicios.

Y no es que la invocación a la seguridad jurídica haya favorecido con-
ductas impropias de los privados. Estos también han sido eventualmente 
afectados por una clara violación a los contratos, como parece ser, preci-
samente, el caso de una generadora de energía de capital extranjero. 

La decisión de concesionar los puertos de Acajutla y La Unión ha encon-
trado también en la falta de transparencia con que se privatizaron algunos 
servicios, una excusa para revisar todo lo actuado. En este caso, un par-
tido que invariablemente ha hecho gala de que su contribución ha sido 
fundamental para mantener la gobernabilidad, detuvo un proceso que, 
según la versión de la autónoma responsable, se había llevado a cabo con 
toda transparencia. En todo caso, ese “altruismo” del partido involucrado, 
según se dijo en su momento, tenía como contrapartida otros negocitos, 
entre ellos la minería verde353. 

En otros planos, se observan problemas distintos. Por ejemplo, si bien 
es cierto que la infraestructura vial ha sido remozada, principalmente a 
partir de la tercera administración arenera con la creación del FOVIAL, 

353  La referencia constante  que hace  el partido  sobre su contribución a la gobernabilidad 
tiene entre otras monedas de cambio el mantener secuestrada la  Corte de Cuentas,  
haber  dado sus votos para la dolarización, su decisión de no respetar los resultados del 
censo del 2007 porque no les favorecía la distribución de diputados en las elecciones del 
2009, sus presiones para que le sacara de la sepultura en que lo enterraron los votantes 
en las elecciones del 2004 su presencia en el TSE y hasta su intervención dañina en el 
tema de transporte colectivo de pasajeros. 
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es igualmente demostrable que la calidad y el costo de las obras no han 
estado a la altura de las circunstancias, aparte de los casos de corrupción 
detectados como también ocurrió en el sector hídrico. El caso de la re-
construcción de la red hospitalaria destruida por los terremotos del 2001, 
según se ha documentado, participa de todas esas “nimiedades”.

• Un país sin política monetaria: La decisión probablemente más absurda 
tomada durante el tiempo en que ARENA estuvo en el poder, es haber do-
larizado la economía. Con ello, el país renunció a una de las herramientas 
más poderosas con que cuenta cualquier gobierno para hacer política eco-
nómica e incidir en el curso de la economía a través de la administración 
de la masa monetaria, la dirección del crédito, la tasa de interés y, por 
supuesto, el equilibrio de las cuentas con el exterior, entre otros aspectos 
relevantes.

A casi nueve de haberse aprobado la Ley de Integración Monetaria, nin-
guno de los supuestos básicos se ha cumplido, excepto la reducción de la 
tasa de interés en los primeros años. Pero con la absoluta  discrecionali-
dad con que han actuado los intermediarios financieros para en beneficio 
propio –y ahora bajo la excusa de la crisis– dicha tasa volvió virtualmente 
a los niveles existentes cuando circulaba el colón. En el gráfico Nº 18, se 
observa cómo las tasas de interés de El Salvador y Estados Unidos, lejos 
de coincidir, muestran una tendencia contraria, particularmente desde fi-
nales de 2007, llegando incluso a alcanzar una brecha de más de nueve 
puntos porcentuales en septiembre 2009, cuando en Estados Unidos la 
tasa activa de interés rondaban el 0% y en El Salvador la misma alcanzó 
niveles superiores al 9%.
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Gráfico Nº 18
Tasas de interés activas de Estados Unidos y El Salvador

(Enero 1998-septiembre 2009)

Fuente: Elaboración propia con datos FED y BCR.

La adopción del dólar de los Estados Unidos ni siquiera ha cumplido un 
objetivo que parecía un axioma: el blindaje contra la devaluación. La de-
preciación del dólar frente a las principales monedas de reserva –particu-
larmente el euro (gráfico 19)– no ha hecho sino poner al descubierto, si no 
intenciones ocultas, al menos sí una ceguera del gobierno de turno. Los 
temas cambiarios son muy delicados, especialmente hoy en día, cuando el 
mercado global exige hacer frente a varios flancos para que los países no 
pierdan competitividad. El tipo de cambio se torna en estas circunstancias, 
un arma sumamente poderosa.

Gráfico Nº 19
 Tipo de cambio euros por dólar

(Enero 2000-octubre 2009)

Fuente: Elaboración propia con datos de FED.
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Como lo dijimos en nuestra columna de La Prensa Gráfica, el 23junio de 
2008:

“Es cierto, El Salvador no ha devaluado su moneda, pero otros lo 
han hecho en su lugar. Pero si los artífices de la iniciativa de do-
larizar la economía sabían esto, lo ocultaron, aunque bien pronto 
descubrieron que en materia de desarrollo no se pueden quemar 
etapas, ni confundir medios con fines y menos, hacer de la mone-
da un juego para bien pronto descubrir que todo fue una apuesta 
equivocada. El supuesto salto de calidad que daría al país con el 
cambio de signo monetario, se ha traducido en una retranca para el 
crecimiento. Y ni siquiera la brutal depreciación del dólar ha faci-
litado un mayor dinamismo de las exportaciones, signo inequívoco 
que el gran objetivo de hacer de las mismas el eje del crecimiento, 
está lejos de cumplirse.

Lo más deleznable, es haber roto un consenso básico o un pacto 
social no escrito, solo para dar rienda suelta al mesianismo de algu-
nos funcionarios que pretendieron pasar a la historia como  artífices 
de la ‘nueva economía’, sin siquiera reflexionar sobre el riesgo en 
que se estaba poniendo la incipiente democracia, bajo la premisa 
absurda de que con sustituir nuestro signo monetario, se resolverían 
los problemas del crecimiento, pavimentando el camino para ga-
rantizar la prosperidad de todos los salvadoreños en el largo plazo. 
Nada más absurdo. Pero tampoco El Salvador es Liberia, un país 
que eventualmente adoptó una decisión similar que fue revertida 
cuando un golpista militar tomó el poder. El daño está causado, y 
no se puede reparar revirtiendo la medida”.
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CAPÍTULO XIV

UN VISTAZO A LO SOCIAL

A. MÁS ALLÁ DE  LAS ASPIRACIONES

Una de las lecciones quizás más importantes que ha dejado la reforma eco-
nómica en muchos países, es el excesivo énfasis que se puso en la eficiencia 
como medio de alcanzar objetivos sociales. Ha quedado demostrado que 
esto no se logra bajo las directrices de un organismo central de planifica-
ción, pero el mercado, por sí solo, tampoco distribuye los beneficios del 
progreso material conforme a parámetros que se consideran socialmente 
deseables354.

Coincidir con este enfoque significa aceptar como premisa básica que en las 
tareas del desarrollo, el Estado no puede permanecer como simple especta-
dor. Más allá del rol que éste debe jugar para contrarrestar las imperfeccio-
nes propias del mercado, sus acciones deben traspasar los cimientos de la 
pobreza, la inequidad social y de todo aquello que impide mejorar la calidad 
de vida de la persona humana.

Lo dicho no es un problema exclusivamente técnico. De hecho, en el cen-
tro del debate hay una justificación ética y moral en torno del papel que 
debe jugar el Estado para llevar alivio a los más vulnerables, allí donde la 
empresa privada –por los mismos motivos en que se asienta su razón de 
ser– “no desparrama” todo su potencial para llegar a los más necesitados. 
Los constantes llamados de las Naciones Unidas para combatir la pobreza 
constituyen la expresión clara de un problema que afecta, según cálculos del 
Banco Mundial, a unas 1.400 millones de personas355.

Ante los cuadros lacerantes de pobreza que afectan a una de cada cuatro 
personas en los países en desarrollo, resulta inaceptable el “dejar hacer, de-

354 Una aproximación interesante sobre el tema se encuentra Galbraith, John Kenneth. 
Economics & the public purpose, especialmente en el capítulo XX. Boston: Houghton 
Mifflin Company, 1973.

355  Dato calculado por el Banco Mundial sobre el número de personas de países en desa-
rrollo que vivían por debajo de la línea internacional de pobreza de US$1.25 al día, en 
el año 2005.
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jar pasar”, pero también es de lógica elemental que no se puede repartir algo 
que no se tiene. Lo demás, es únicamente  reflejo de un fundamentalismo 
extremo, donde la lógica económica siempre chocará con los imperativos 
morales.

El PNUD, en su último Informe sobre Desarrollo Humano, lo pone en los 
siguientes términos: “El progreso social es una recompensa del progreso 
económico. Al haber crecimiento económico y aumentar la riqueza de un 
país, es normal que se amplíen las opciones de la población que lo habita”.

Más adelante agrega: “El impacto del crecimiento económico sobre la cali-
dad de vida de los habitantes depende de manera crítica de la forma en que 
se distribuyen sus frutos y, en particular, de cuánto se dirige a favor de los 
más pobres a través, por ejemplo, de empleo, atención primaria de salud, 
educación, abastecimiento de agua segura, saneamiento ambiental, etc.”356  

Vistas así las cosas, no es necesario recurrir a grandes debates ideológicos 
para concluir que lidiar con la pobreza implica, entre otras cosas, una capa-
cidad extraordinaria para movilizar cuantiosos recursos y aprovecharlos de 
la manera más eficaz posible, donde los gobiernos y los agentes privados 
tienen que estar de la mano, aunque, por un principio elemental de econo-
mía, tienen que competir por recursos escasos. 

Es precisamente en esto último donde subyace el permanente dilema de 
cuánto Estado y cuánto mercado, punto en el cual las posiciones se tornan 
irreconciliables para dar  paso a un debate estéril, mientras el problema cen-
tral, la pobreza, tiende a agravarse.

Discernir sobre  cómo lograr un óptimo entre alternativas mutuamente ex-
cluyentes es propio de la economía, pero ante las inequidades que surgen 
de la pésima asignación de recursos, el debate desborda la racionalidad téc-
nica para ubicarse en el campo de la racionalidad política, problema que se 
complica más cuando se introduce el tema de los valores que imperan en 
cualquier sociedad.

Lo curioso es que aun dentro del mismo sistema de Naciones Unidas, bajo 
cuyo manto nacieron los principales impulsores de la reforma económica, 
hay discrepancias en cuanto a la forma de combatir la pobreza; es más, 

356 PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano El Salvador 2007-2008. Pág. 278
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algunas de sus agencias se han pronunciado casi en forma de denuncia por 
el enfoque demasiado economicista que moldeó los primeros programas de 
ajuste.

Al respecto, el PNUD ha sostenido que:

“En algunos países hay poco margen en los programas de ‘ajuste 
para ajustar’ las medidas económicas de manera que beneficien a 
los pobres […] El nuevo Marco Amplio para la Reducción de la 
Pobreza –que deberá recibir el respaldo conjunto del gobierno, el 
Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial– podría ayudar 
a cambiar la situación. Pero, aún está por determinarse si ha de ser 
el gobierno quien lleve las riendas”357.

Y no es que con la reforma económica los gobiernos hayan renunciado to-
talmente a su papel de elemento catalizador en la movilización del esfuerzo 
nacional en la dirección deseada. En realidad, muchos lo hicieron responsa-
blemente, aunque en forma disminuida e insuficiente para elevar la calidad 
de vida de amplios sectores. Si ello es así, gran parte del pecado original de 
los formuladores de política, estuvo en haber seguido al pie de la letra las 
recomendaciones de los organismos internacionales, aunque el repliegue 
del Estado de sus tareas básicas haya implicado –en el extremo– la mercan-
tilización de los servicios.

En beneficio de esos criterios, podemos concordar en que todo ello era par-
te de las ideas en boga que vinieron a alterar una larga tradición enraizada 
en el pensamiento keynesiano; ideas que incluso rebasaron el liberalismo 
preconizado por los primeros economistas clásicos, con el agravante que 
en muchos casos la eficacia buscada se tornó en desperdicio. Aunque rela-
cionado con otro tema, aquí cabe el juicio expresado por Edwards cuando 
señala que “detrás de esta incompetencia encontramos el dogmatismo y la 
rigidez ideológica de los fundamentalistas del mercado, esa banda de polí-
ticos y economistas enamorados de un sistema puro e idealizado que nunca 
ha existido y del que ni siquiera Adam Smith se sentiría orgulloso”358. 

357 PNUD: Superar la pobreza humana. Informe sobre la pobreza 2000. Pág. 46. Nueva 
York, 2000.

358  Edwards, Sebastian. “Al Sur de la crisis” en Estrategia y Negocios No. 112 Abril-Mayo 
2009. En realidad el autor se refiere  a los errores cometidos por el gobierno de Bush 
en el manejo de la crisis financiera gestada en el sector inmobiliario de su país, pero el 
concepto subyacente aplica a la ortodoxia bajo la cual muchos países condujeron sus 
programas de ajuste.
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Hay que recordar que conforme a sus postulados originales, el objetivo 
primario de la reforma era lograr el crecimiento sostenido, quitándole al 
sistema económico todas las amarras que en teoría impiden el desempeño 
óptimo de la empresa. Bajo este argumento, el crecimiento llevaba en sí 
mismo la garantía del empleo, los salarios de calidad y consecuentemente 
la reducción de la pobreza. Este hilo conductor no siempre funcionó y entre 
sus debilidades más importante estuvo haber ignorado la equidad y la dis-
tribución misma del ingreso.

Sobre este particular, el mismo estudio ya referido del PNUD sostiene: “En 
algunos países en que persiste la pobreza a pesar del crecimiento, la expli-
cación podría estar en un sistema de gestión de los asuntos públicos que 
discrimina a los pobres”. Aún más, agrega: “Es probable que la desigualdad 
de la distribución del ingreso sea un reflejo de las desigualdades en la distri-
bución del poder político”359.

En este sentido, una de las críticas más frecuentes en torno a las deficiencias 
de los programas de ajuste, es haber tenido como referente la “teoría del re-
balse” que tanto critican los marxistas. Sin embargo, hay que decir que esta 
forma de concebir la economía liberal tampoco es patrimonio de estos; ni  
siquiera del laicismo inclinado hacia la izquierda. La misma iglesia católica 
ha criticado ese enfoque reduccionista porque deshumaniza el proceso de 
desarrollo y lo lleva solo al plano de la eficiencia, donde no tiene cabida lo 
ético ni lo moral, pero sí lo ideológico.

Juan Pablo II, en una reflexión profunda sobre la persona y la sociedad, 
señala: 

“Las relaciones entre las personas y el Estado se definen conforme 
al pensamiento de la iglesia, en términos de una doble subordina-
ción. En el plano de los fines, el Estado se subordina a la persona, 
en el sentido de que toda la razón de ser del Estado es promover el 
bien común de las personas y las comunidades que lo constituyen 
[…] Por otro lado, en el plano de la ejecución de las medidas indis-
pensables para el logro de los fines, la persona se subordina al Es-
tado, que puede hacer todo aquello, y solo aquello, que es necesario 
para la realización del bien común”360.

359 Op.cit. Pág. 45.
360 Fe cristiana y compromiso social. Pág. 86. Conferencia Episcopal de Costa Rica, 

1985.
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Frente a esa visión humanista del papel del Estado en la promoción del bien 
común, la versión mecanicista del desarrollo deja poco espacio para poner 
a la persona en el centro de toda acción de política pública. Y aunque no es 
el papel del economista zanjar la diferencia entre el enfoque que sobre el 
tema de la pobreza tiene la iglesia y el papel del Estado, no hay que perder 
de vista aquella prédica que le daban al mercado cualidades mágicas para 
mejorar la calidad de vida de las personas.

En ese sentido, Edwards  pone el tema en los siguientes términos: 

“Por muchos años, la aceleración en la tasa de crecimiento eco-
nómico fue considerada como el vehículo principal (si no el único) 
para reducir las inequidades y la pobreza. Particularmente, se afir-
maba que el tipo de crecimiento adecuado, basado en las ventajas 
comparativas, creación de empleo y crecimiento de productividad, 
generaría mejores salarios y condiciones para los pobres. Sin em-
bargo, la evidencia empírica indica que, aunque es crucialmente im-
portante, un mayor crecimiento no es suficiente […] Porque toma un 
tiempo largo que los frutos del crecimiento rápido lleguen a los sec-
tores más vulnerables y pobres de la sociedad, muchas instituciones, 
incluyendo el Banco Mundial, recalcan la necesidad de implementar 
un acercamiento bilateral hacia la reducción de la pobreza en la que 
el rápido crecimiento se complemente con programas sociales enfo-
cados en proporcionar servicios sociales a los más necesitados”361.

Por su parte, Merchand Rojas (2007) ha señalado que:

“El deterioro social que acompañó a la aplicación de estas políti-
cas, así como su puesta en marcha en sociedades con altos índices 
de concentración de ingreso, orilló cada vez más a riesgos sociales, 
expresados en paros y movilizaciones incontenibles por parte de la 
sociedad civil. Ante tales circunstancias, empleando la terminolo-
gía lanzada por UNICEF en los ochenta (el “ajuste con rostro hu-
mano”) se empezó a hablar y aplicar los principios lógicos de la 
“Teoría del Capital Humano” […] Las Instituciones Financieras 
Internacionales extendieron su ámbito de acción a las políticas so-

361  Edwards, Sebastian. Crisis and reform in Latin America. From hope to despair. (Pági-
nas  255 y 256). 
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ciales (políticas de ajuste de segunda generación), que se dirigie-
ron especialmente a familias y grupos sociales en extrema pobreza 
y a grupos afectados directamente por los efectos nocivos que, en 
términos sociales, generaron a corto plazo las políticas de ajuste 
existentes desde su primera generación”362.

Todo lo dicho, solo recuerda un enfoque economicista acerca del desarro-
llo, cuyos resultados se alejaron de la teoría. Aquella actitud de organismos 
internacionales como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional 
y, en menor medida, el Banco Interamericano de Desarrollo, que –según 
Van der Borgh– se oponían a la participación excesiva del Estado en los 
asuntos económicos– ha cambiado y hoy muestran un creciente interés en 
las políticas sociales y en la inversión en recursos humanos que debieran 
ser conducidas parcialmente por el Estado. El BID, antes que los otros dos 
organismos citados, ha sostenido después que lo “económico y social son 
una sola cosa”363.

Sin embargo, al menos, el organismo mundial no lo reconoció sino con bas-
tante desfase en relación a los primeros programas de reforma que él mismo 
patrocinó, y solo cuando se percató que la teoría no encajaba del todo con la 
realidad. Al respecto señala: 

“El Banco ha aprendido de esas experiencias y ha respondido a 
las mismas mediante la inclusión creciente de condicionalidades en 
sus operaciones de ajuste estructural, para asegurar que el gas-
to público en actividades y subsectores que benefician a los pobres 
desproporcionadamente, como la educación primaria, los servicios 
básicos de salud, la nutrición, el agua y el saneamiento, fuera man-
tenido y, en algunos casos, aumentado”364.

Con todo, el hecho objetivo es que muchos países aceptaron sus directri-
ces, donde, por ejemplo, la estabilidad y el desempeño eficiente del sector 
exportador se convirtieron en objetivos en sí mismos. Paradójicamente, al 

362  Merchand Rojas, Marco. Los conceptos de política social y sus restricciones económi-
cas que determinan su accionaren el ámbito de las políticas. 2007.

363  Van der Borgb, Chris. “Una comparación de cuatro modelos contemporáneos de de-
sarrollo en América Latina. Debate para un El Salvador viable”, en ECA, Estudios 
Centroamericanos. UCA, 1996. Pág. 786.

364  Poverty reduction and the World Bank. Progress and challenges in the 1990s. Pág. 33 
y 34.
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tiempo que se reducía la participación del Estado en la economía, otros sec-
tores ampliaban su protagonismo bajo el manto protector de aquél.

La debilidad institucional y el poder de los grupos establecidos que se escu-
daron en la misma reforma para mantener sus privilegios (o como en el caso 
de El Salvador, donde surgieron nuevos actores que, de manera explícita o 
implícita, contaron con el apoyo del Estado para beneficiarse de la apertura 
comercial, la privatización y la desregulación) contribuyeron a mermar el 
potencial que pudo haber tenido el cambio estructural de la economía para 
irradiar sus beneficios a los sectores más vulnerables.

No obstante, pensar que el repliegue del Estado dentro de un neoliberalis-
mo exacerbado estuvo confinado a los países en desarrollo, también es un 
error. Navarro (1998) después de hacer una elaboración sobre las causas del 
desempleo y la desigualdad social en los países de la OCDE en las décadas 
de los ochenta y noventa, le atribuye a las políticas neoliberales la causa de 
esos fenómenos. En este sentido, le otorga un gran peso a la reducción de 
los gastos sociales –después de un crecimiento muy notable de los mismos 
en la década de los setenta– situación que, en gran medida, asocia con una 
disminución en la progresividad fiscal y un acento bastante marcado en los 
impuestos indirectos365. 

Esto último ocurrió en El Salvador y no deja de ser una extraña coincidencia 
que en muchos países, esa misma situación también haya estado acompa-
ñada de una disminución en las inversiones productivas a favor de las in-
versiones financieras y servicios, y de una reducción de la inversión pública 
en infraestructura. La tercerización de la economía salvadoreña ilustra con 
claridad este fenómeno366.

Y aunque es un tanto inapropiado hacer comparaciones lineales entre países 
avanzados y aquellos en proceso de desarrollo como los latinoamericanos, 
no se pueden obviar los señalamientos que se hacen sobre el deterioro de las 
condiciones sociales en la mayoría de casos en que se practicaron políticas 
que implicaron un repliegue bastante notorio de la acción estatal. Ello sería 

365  Navarro, Vicenç. Neoliberalismo y estado del bienestar. Barcelona, España: Editorial 
Ariel, Sociedad Económica. Pág.82 

366 Obviamente, la destrucción de empleo en los sectores productivos, potencia el empleo 
de más baja calidad, reduce los ingresos de los trabajadores, al tiempo que incrementa  
las demandas por mayores y mejores servicios sociales al interior de toda la economía. 
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un argumento más a favor de quienes han criticado con dureza aquellas 
posiciones extremas de que el mercado, con su enorme capacidad de proce-
sar una multiplicidad de decisiones individuales tomadas de manera inde-
pendiente, garantiza un mayor bienestar, a despecho de las imperfecciones 
inherentes al mismo.

Optar por el extremo, también puede conducir a perder la perspectiva de 
lo que ha significado el sistema capitalista en el progreso de la humanidad 
–con todo el daño que han ocasionado las crisis que ha experimentado a lo 
largo de su historia, comenzando por la más reciente– para caer en el fun-
damentalismo marxista. La diferencia entre este y el sistema de libertades 
que supone aquél, no puede ser orillada cuando se trata de poner en pers-
pectiva lo que está ocurriendo con el mismo capitalismo y la emergencia de 
una versión actualizada del socialismo real en algunos países de América 
Latina.

A la prédica socialista de “cada quien de acuerdo a sus habilidades y a cada 
quien según sus necesidades”, debe anteponerse aquel credo que sirve de 
fundamento al capitalismo americano, donde no existe como máxima “yo 
quiero más igualdad como un fin moral en sí mismo”, o peor aún “me gusta 
la desigualdad como una condición inherentemente correcta”. En el país 
símbolo del capitalismo, los criterios o juicios de valor en torno a lo bueno 
o lo malo del acceso a la riqueza pasan a un segundo plano y se centran en 
la aceptación de que el sistema crea las condiciones de un mayor bienestar, 
en la medida en que la economía es capaz de hacer su trabajo367.

Esto último podría interpretarse como un axioma en un país donde el siste-
ma económico funciona –aunque por supuesto no a la perfección– vis a vis 
lo que supone el bienestar en aquellas sociedades donde el Estado desplaza 
a la iniciativa individual y trata de interpretar el bien común a costa de las 
libertades fundamentales de la persona.

Siendo así, la reelaboración del Banco Mundial tiene algo de novedoso, 
aunque todavía esté muy lejos de encasillársele dentro de lo que se ha dado 
en llamar la “tercera vía”, o en la economía social de mercado practicada 
en Alemania. 

367  Viven, W Carl. Economic and public policy. Columbus, Ohio: Charles E. Merrill Book, 
Inc. 1966. 
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A nuestro juicio, esto recuerda un poco a la “Declaración de Barcelona” 
ya mencionada en la segunda parte de este texto, de la cual se retoma el si-
guiente juicio con el único propósito de enfatizar el cambio de pensamiento 
de algunos de los pioneros del Consenso de Washington: “Tanto los prin-
cipios económicos como la experiencia internacional nos sugieren que el 
respeto por el imperio de la ley y los derechos de propiedad, una economía 
de mercado que mantengan un equilibrio entre mercado y Estado, y la aten-
ción a la distribución de la renta, son la base de las estrategias de desarrollo 
con mayor éxito”.

Esto último ya lo había reconocido el mismo Banco Mundial, al aceptar que 
el impacto en la pobreza depende de la distribución del ingreso, y que, entre 
mayor es el logro en la reducción de la desigualdad a lo largo del tiempo, 
mayor es el impacto del crecimiento en la reducción de la pobreza368.

Hablando de la distribución del ingreso como medida que recoge los ele-
mentos de equidad social –muy echados de menos en las primeras elabo-
raciones sobre los alcances de la reforma económica–, el papel del Estado 
resulta determinante. Generalmente, se acepta la forma en que este puede 
acercar la renta a su distribución ideal, a través de la tributación y el gasto. 
El gráfico Nº 20 facilita la comprensión de un tema que fue, de alguna ma-
nera, ignorado en la política pública, al menos en los primeros ejercicios de 
reforma.

La política económica instrumental, a través del mantenimiento de los pre-
cios a niveles bajos, también ayuda a resguardar el poder adquisitivo de los 
salarios y a proteger el ingreso familiar. Idealmente, esto debería traducirse 
en un mayor bienestar de la población, en tanto que ayuda a aumentar su 
capacidad de consumo. 

Sin embargo, el sector privado también puede contribuir de manera signi-
ficativa al alivio de la pobreza en varias formas. Como ya se ha dicho, esto 
ha sido reconocido por el propio Banco Mundial, de manera que, la mera 
referencia a esa contribución, ya insinúa un comportamiento distinto al en-
marcado en el concepto más puro del laissez faire. De acuerdo con dicho 
organismo, esa contribución se da a través de diferentes vías, entre las que 
destacan: 

368  Banco Mundial. Poverty solution and the World Bank”. Progress and challenges and 
the World Bank.  Washington, D.C. 1996. Pág. 56.  
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Gráfico Nº 20

Redistribución del ingreso con participación del Estado

Fuente: Elaboración propia a partir de diferentes fuentes.

a) Su misma capacidad para aumentar la competencia, la cual produce cre-
cimiento y empleo.

b) Mediante el retiro del gobierno de actividades que el sector privado pue-
de hacer mejor, se reduce el gasto y libera recursos públicos que pueden 
ser invertidos en infraestructura y los sectores sociales.

c) El sector financiero no necesita darle prioridad en sus créditos a las em-
presas públicas; consecuentemente, estará más en capacidad de proveer 
financiamiento a pequeños y medianos empresarios a un costo más ac-
cesible, mientras la reducción en déficit presupuestario y en las tasas de 
interés reales, reducirán las presiones inflacionarias369.

369  Op. Cit. Pág. 36. 
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Pero en el mundo de hoy, las cosas son más complejas. Las dimensiones y 
causas de la pobreza no pueden ser enfrentadas bajo una óptica que ignore 
el contexto internacional. Mucho se puede hacer con políticas públicas con-
secuentes y de largo aliento, pero los logros –y retrocesos– con frecuencia 
están dados por la influencia del mundo que nos rodea. La crisis actual, no 
puede ser más dramáticamente aleccionadora.

El Banco Mundial ha estimado recientemente que debido al menor creci-
miento de la economía, 46 millones de personas más engrosarán el estrato 
de aquellos que viven con menos de US$1.25 diario, y otras 53 millones 
se situarán en el segmento que sólo dispone de US$2.00 al día para vivir. 
Estas cifras se agregan a los 130-155 millones de personas que cayeron en 
pobreza en 2008 como consecuencia de la crisis alimentaria y el alza de los 
precios del petróleo (Harper, Jones, MckKay y Espey, 2009).

Este cuadro a escala planetaria no puede atribuirse a las políticas que privi-
legiaron el encogimiento del Estado bajo la oleada neoliberal. Pero tampoco 
puede ignorarse que el menor protagonismo estatal dejó vacíos que no llenó 
el mercado, de manera que aquellos países donde ese fenómeno fue más 
marcado, hoy se ubican entre los más vulnerables. En este caso, El Salvador 
también aparece insistentemente señalado en los diagnósticos de los orga-
nismos internacionales.

Pero vaya paradoja. En 2008, una enfermedad contagiosa detectada inicial-
mente en un país emergente –México– ha llevado a los países desarrollados 
a compartir un problema que está les está complicando más lidiar con la 
crisis financiera y económica global, pero donde los países en desarrollo se-
rán, sin duda, los más afectados. Noticias provenientes de España señalaban 
que el NIHI, a pocas semanas de haberse detectado, ya la estaba causando 
al país pérdidas equivalentes a US$50 millones diarios.

En todo caso, dilucidar el falso dilema sobre cuánto Estado y cuánto mer-
cado tampoco es una tarea fácil. Para un país como El Salvador, que tiene 
credenciales certificadas por organismos internacionales como el Foro Eco-
nómico Mundial y entidades como la Heritage Foundation en cuanto a sus 
grados de libertad económica, ese dilema se convierte en un verdadero de-
safío. Esto, lo coloca en un escenario donde resulta sumamente importante 
tratar de discernir sobre los efectos de los intentos de transformación en el 
plano económico y en los indicadores de desarrollo social, sin pasar por alto 
los excesos y omisiones que con frecuencia se cometen en nombre de una 
mal entendida libertad económica.
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Aunque en El Salvador el fundamentalismo económico todavía está presen-
te tanto en ciertas instancias que hicieron gobierno como en sectores priva-
dos, es evidente que hoy en día hay una mayor conciencia colectiva acerca 
de las implicaciones de la pobreza, incluso en la esfera política. De alguna 
manera, aun la derecha ha tenido que reconocer que la posibilidad de optar 
por un quinto período presidencial consecutivo por parte de ARENA, se 
esfumó ante la crisis de expectativas que generó una gestión de dos década 
y ante las cuentas pendientes que dejó la conducción económica bajo una 
influencia excesiva de las ideas neoliberales.

Pero un análisis objetivo de las acciones de cuatro administraciones arene-
ras en el campo social, tampoco pueden ignorar las limitaciones que ha de-
bido confrontar el país como secuela del conflicto y los desastres naturales, 
ni tampoco las expectativas de transformación que han venido despertando 
en la población sus más férreos adversarios.

B. MÁS QUE UN CONCEPTO

Los salvadoreños tenemos en la Constitución de la República, el referente 
más importante alrededor del cual debe girar el papel del Estado, en su do-
ble condición de actor y vigilante de las acciones de terceros para tutelar los 
derechos de la persona humana.

El Título I y su capítulo único están dedicados a la “Persona Humana y los 
Fines del Estado”. Al respecto, el Art. 1 dice textualmente: “El Salvador 
reconoce a la persona humana como el origen y el fin de la actividad del 
Estado, que está organizado para la consecución de la justicia, de la segu-
ridad jurídica y del bien común. En consecuencia, es obligación del Estado 
asegurar a los habitantes de la República, el goce de la libertad, la cultura, 
el bienestar económico y la justicia social”.

Esta conceptualización viene desde la Constitución de 1950 –que le dio un 
giro total a las anteriores constituciones de corte liberal– y fue retomada en 
la 1983 y respetada en las sucesivas reformas que se le hicieron a partir de 
entonces, legitimando lo que, para los entendidos, es el Estado Social.

El papel que le asigna la Carta Magna al Estado está por supuesto muy lejos 
de los principios que guiaban su actuación en el sistema socialista. Por mu-
cho, la Constitución de 1950 –considerada como avanzada aun para nuestra 
época– se mantiene dentro de la filosofía bajo la cual funciona el sistema 
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capitalista que abrazó el país desde que emergió a la vida independiente. Y 
es aquí, donde surgen ideas de tipo general sobre la forma y sustancia en 
que inscribimos la participación del Estado en la economía, enfoque que se 
distancia de manera nítida del pensamiento marxista.

Los límites entre lo público y lo privado adquieren, en este sentido, una di-
mensión que trasciende lo ideológico. Tampoco es posible una caracteriza-
ción objetiva del papel del Estado en la economía, cargando todo el acento 
en los aspectos éticos y morales del desarrollo. En la cultura anglosajona, 
por ejemplo, el tratamiento del tema tiene un fuerte componente individua-
lista, a pesar de que el “Estado del Bienestar” –contrario al que se da en 
nuestro medio– se erige como un bastión de la acción del Estado hacia los 
pobres. Las acciones generales de éste, tienen así que complementarse con 
otras dirigidas a las personas que viven bajo condiciones realmente preca-
rias. De acuerdo con la Enciclopedia Británica: 

“La primera codificación comprensiva de ayuda a los pobres –y del 
bienestar social– fue recogida al estilo inglés en la Elizabethan poor 
law, de 1601. Sin embargo, esta práctica británica no permaneció 
estática. El sistema “Speenhanland”, que se originó en 1795, fue un 
intento de aliviar las condiciones de los trabajadores –cuyos sala-
rios no eran suficientes para proveer mínimo estándar de vida– me-
diante el otorgamiento de un subsidio con fondos públicos.

Hacia finales del siglo XIX, tanto en Europa como en Estados Uni-
dos, había una aceptación de la responsabilidad del Estado para 
proporcionar servicios sociales a los más pobres; pero ello estuvo 
condicionado por la filosofía de la responsabilidad individual, que 
limitaba  la provisión de los mismos a nivel local, y, básicamente, a 
un servicio en especie para los verdaderamente pobres.

 Sin embargo, se reconoce que el moderno Estado de Bienestar, ha 
evolucionado para garantizar una protección básica contra la inse-
guridad económica, a través de acciones gubernamentales de diver-
sa índole. El sistema de seguridad social implantado en Alemania 
por Bismarck en 1883, es el referente más emblemático en este sen-
tido. Otros países europeos lo imitaron a Alemania, y hacia 1910 
comenzó a emerger una definida sombrilla de bienestar social. La 
Primera Guerra Mundial atrasó este desarrollo. Y aunque en Esta-
dos Unidos se hizo un mayor esfuerzo en 1935 con la Ley de Seguri-
dad Social, en general, en la depresiva década de los años treinta y 
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la belicista década de los cuarenta, se hicieron relativamente pocas 
innovaciones. “Las décadas de los 50’s y 60’s trajeron una conside-
rable legislación, principalmente en las naciones que recién emer-
gían como tales. Para el inicio de la década de los setenta había 123 
países con diversos programas de seguridad social”370.

Partiendo de lo citado anteriormente, se puede decir que el papel del Estado 
a favor de los pobres,  no es una cuestión nueva. Sin duda, está arraigado en 
el mismo pensamiento de los primeros liberales, solo que ha evolucionado 
conforme a las mismas exigencias de un sistema capitalista cuyas crisis no 
fueron incorporadas en el pensamiento clásico. Crisis como la de los años 
treinta, por ejemplo, no dejaron inmune casi a nadie y el pensamiento key-
nesiano, que fue suplantado por el neoliberalismo (algunos lo asocian con 
el monetarismo,) es una prueba contundente de que los ciclos económicos, 
con todo el impacto que conllevan en los más pobres, no pueden ser vistos 
por el Estado desde una barrera ideológica.

Y no es que en nuestro caso el tema social, en general, haya estado ausente 
en las estrategias gubernamentales; el problema no es de conceptos o de 
buenas intenciones, sino de acciones. En efecto, si se revisan los planes de 
gobierno de las cuatro administraciones de ARENA, siempre se encontrará 
un conjunto de ideas sobre lo social, aunque por ejemplo en el tema espe-
cífico del empleo, ni uno de ellos le ha prestado la atención debida (PNUD, 
2008).

El aumento del gasto en el campo social fue incluso elevado a un compro-
miso centroamericano en lo que se llamó la Cumbre Social, celebrada jus-
tamente en El Salvador cuando el doctor Armando Calderón Sol ejercía la 
presidencia de la República. Se habló, en esa ocasión, de aumentar el gasto 
en este rubro hasta en un 50% del presupuesto para el fin de su período, 
pero, en los hechos, las cifras revelan otra cosa.

Es más, en la administración Saca, donde el tema social fue la consigna del 
cambio, no se pudo ampliar de manera significativa la acción del Estado a 
los niveles que demandaban los rezagos sociales, aun cuando su campaña 
electoral estuvo acompañada por slogans que se mantuvieron como mensa-
jes emblemáticos de su preocupación por los más vulnerables: “la pobreza 

370  Este párrafo y los dos anteriores, fueron traducidos de The New Enciclopedia Británi-
ca, volumen 19.1980. Pág. 743.
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es una condición a la que ningún salvadoreño debe resignarse” decía uno; 
“lo social no es complemento de nada, es la base de todo”, decía otro.

Estos mensajes, traducidos en programas concretos como los ya mencio-
nados FOSALUD y Red Solidaria, lo mismo que el programa de subsidios 
(energía, transporte, agua y gas licuado), aunque criticados por su falta de 
focalización acudiendo incluso a expedientes poco convencionales para su 
financiamiento, ya señala alguna preocupación de un gobierno por las im-
plicaciones de los grandes déficit en el campo social, aunque en ello haya 
tenido una enorme gravitación el aspecto político y, curiosamente, haya 
sido la administración arenera que menos fondos asignó al área social con 
relación al PIB.

Precisamente, en declaraciones a los medios de comunicación, al referirse 
a estos temas y a las implicaciones que el financiamiento de los subsidios 
tenían en la sostenibilidad fiscal, el ex presidente Saca dijo expresamente 
lo siguiente: “Aquí le quitamos el subsidio al agua, a la electricidad, trans-
porte público y el país se nos incendia” (La Prensa Gráfica, 25 de agosto de 
2008). 

Con ese mensaje, el mandatario estaba reconociendo que los subsidios, aun-
que criticados severamente por diferentes actores, podían ser la tabla de 
salvación de ARENA, o, simplemente, él quería pasar a la historia como 
un presidente que se preocupó realmente por los pobres, aunque la forma 
de financiamiento del esquema de subsidios haya sido también repudiada 
porque comprometía la sostenibilidad fiscal. El candidato Ávila de alguna 
manera retomó este mensaje durante su malogrado intento de llegar  a la 
primera magistratura.

El presidente Saca nunca aceptó la crítica de la presión sobre las finanzas 
públicas y, de alguna manera, lo ratificó cuando en esa misma ocasión ase-
guró que no había necesidad (para mantener los subsidios) de recurrir a 
préstamos, y que dejaría al cierre de junio de 2009 un país “solvente”. Qué 
lejos estábamos de presenciar el cuadro fiscal que saldría a relucir a dos 
semanas del cambio de gobierno.

Este es el tipo de situaciones a las que se enfrenta un gobierno que, como el 
de Saca, intentó apartarse un poco de la ortodoxia para –queremos creer que 
genuinamente– darle un rostro más humano a la cuarta administración de 
ARENA. También dejan un sabor amargo porque como lo sugiere la eviden-
cia y lo recoge un dicho popular “no se puede hacer chocolate sin cacao”, 
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aunque los compromisos políticos y las soluciones temporales desplacen la 
responsabilidad y transparencia con que debe actuar todo gobierno.

Desde luego, los subsidios son muchas veces necesarios, pero se vuelven 
perversos cuando se generalizan, se utilizan con fines partidarios y son ob-
jeto de malos manejos que terminan por enriquecer a unos pocos a costa de 
los sectores a los cuales se ha pretendido favorecer. Pero cuando se alude 
a los subsidios, generalmente se trae al centro del debate la prédica oficial 
de un Estado social que no termina de definirse, en la medida en que sus 
acciones para favorecer a los sectores más vulnerables, corren en paralelo 
a transferencias que de manera implícita o explícita se hacen a sectores 
privilegiados. La asignación de cuotas de mercado, el manejo arbitrario de 
las tarifas y hasta la tolerancia de prácticas monopólicas, pueden resultar 
fiscalmente tan onerosos como un esquema de subsidios generalizados.

Al respecto, Duhau señala que:

 “Los recursos públicos aplicados en la esfera del bienestar social 
deben estar destinados fundamentalmente a cubrir las necesidades 
de quienes no están en condiciones de sufragar por sí mismos la 
satisfacción de las mismas, y deben ser aplicados respondiendo a 
los principios de: focalización (identificar con  la mayor precisión 
posible a los beneficiarios), subsidio a la demanda (traducir en la 
medida de lo posible el subsidio en poder de compra), evaluación 
a través de la medición del efecto y no del gasto, prioridad a los 
más necesitados, y equidad (entendida como compensación de las 
desventajas, mediante el trato desigual a quienes son socialmente 
desiguales).

Este nuevo paradigma ubica la problemática de la política social 
acotada en términos de proporcionar las respuestas más adecuadas 
a dos preguntas: ¿quiénes y cómo deben ser asistidos por el Estado 
en el terreno de la cobertura de las necesidades básicas? ¿Cuál es 
la mejor forma de organizar la competencia mercantil en la esfera 
del bienestar social?”371.

371   Citado por Merchand Rojas, 2007.
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C. LO QUE REVELAN LAS CIFRAS

En el “Informe sobre Desarrollo Humano” del PNUD publicado por prime-
ra vez en 1990, El Salvador aparece ubicado en el lugar 71 entre 130 países. 
En el correspondiente al 2008, ocupa la posición 101 en un universo de 179 
naciones. Entre esos extremos, ha habido ocasiones en que ha retrocedido, 
lo cual ha sido normalmente interpretado, al menos en las esferas guberna-
mentales, no como una expresión de que el país se haya desviado de la ruta, 
sino como reflejo de que otros han avanzado más rápidamente.

En realidad, ese enfoque tiene mucho de tautológico, pero ello no oculta el 
hecho de que El Salvador está considerado como uno de los países con más 
carencias dentro de los componentes que definen el IDH. En cambio, Costa 
Rica, un país con el cual compartimos raíces históricas en algunos aspectos, 
ha ocupado en el mismo período lugares muy alejados de El Salvador (de 67 
pasó al 50), ubicándose en el grupo de países de alto desarrollo humano.

Las razones son obvias y tienen que ver con el hecho de que los costarricen-
ses invirtieron de manera temprana en educación, salud, seguridad social y, 
sobre todo, en democracia, mientras los países del norte de la región gasta-
ban más defensa y seguridad. Aunque aquí no se trata de hacer un recuento 
histórico de lo que ha hecho la diferencia, en los últimos treinta años, El 
Salvador mejoró respecto a los restantes países centroamericanos (Cuadro 
Nº 46). Aun así, sigue alejado de Costa Rica.

El avance observado en ese período tampoco puede ser desvalorizado, aun-
que existe evidencia de que hay factores externos que, como los flujos de 
remesas, han contribuido a que dicho indicador exhiba un mejoramiento 
sostenido. Esto no ignora que Guatemala, Honduras y Nicaragua, también 
se benefician de estos recursos, pero mientras en El Salvador las remesas 
han llegado a rondar el 18% del PIB, en Costa Rica solo representan alre-
dedor del 2%.

Con todo, tampoco se puede ignorar algunas de las expresiones críticas que 
subyacen en esos índices. La experiencia con los programas de ajuste es-
tructural no puede ser más aleccionadora y, el caso de El Salvador –si bien 
no constituye un expediente extremo– ayuda a explicar cómo, habiendo sido 
en su momento catalogado como un ejemplo de buen manejo macroeconó-
mico, no solo entró en un prolongado período de bajo crecimiento, sino que 
evolucionó hacia una estructura productiva generadora de poco valor agre-
gado, muy proclive a la expansión de la informalidad y al consumismo. 
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Cuadro Nº 46

Centroamérica: Tendencias del índice de desarrollo humano

Fuente: Elaboración propia con datos del PNUD, 2008 372.

El gasto social adquiere en estas circunstancias una mayor importancia, 
siempre que se parta de la base de que el empleo precario, el difícil acceso 
a los servicios básicos y, en general, el debilitamiento del tejido productivo, 
erosionan más la calidad de vida de los sectores más vulnerables.

Cuando el tema se analiza bajo un enfoque estructural-financiero, los están-
dares internacionales que se manejan para estos efectos no nos favorecen 
del todo. De hecho, los recursos que se han dedicado a los sectores sociales, 
son proporcionalmente menores que los que se invertían en la década de los 
setenta y más bajos aun frente a países de menor desarrollo relativo.

Para el caso, en 1980 el gasto social como porcentaje del PIB fue de 6.2%; 
sin embargo, diez años después había caído a solo 3.4%, sin duda, por las 
limitaciones que el conflicto armado le imponía al crecimiento y a la ac-
ción estatal. Consecuentemente, a principios de la década de los noventa, 
El Salvador ocupaba uno de los últimos lugares en América Latina en ese 
aspecto.

De acuerdo con la CEPAL, en el bienio 1990-1991, el monto asignado a 
la educación, la salud, la seguridad social y la vivienda sólo fue de 5.4%, 

372  “Actualización estadística del Índice de Desarrollo Humano, diciembre 2008.
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mientras el promedio simple para toda la región fue de 10.1%. En Centro-
américa, únicamente superó a Guatemala (3.3%) pero estuvo muy alejado 
de Costa Rica (18.2%), que ocupó el tercer lugar en el contexto latinoame-
ricano. El país fue incluso superado sensiblemente por Honduras (7.8%) y 
Nicaragua (10.3%).

Un quinquenio después (1996-97), dicho rubro había avanzado hasta alcan-
zar un 7.7%, creciendo en la misma magnitud porcentual que la región en su 
conjunto, que alcanzó un nivel del 12.4%. No obstante, El Salvador siguió 
entre los países más rezagados, siempre muy alejado de Costa Rica (20.8%) 
y de los dos países líderes en la zona: Uruguay y Panamá373. Bajo la pers-
pectiva de que estos indicadores recogen el esfuerzo público y privado, lo 
primordial sería analizar el “esfuerzo país”, lo cual no quiere decir que debe 
pasarse a un segundo plano la acción estatal.

Sobre el particular, hay que destacar que aun pasada la etapa de rápido cre-
cimiento, el gasto gubernamental en desarrollo social continúo aumentando 
como proporción del gasto público total. Este coeficiente se elevó consis-
tentemente de un 28% en 1995, hasta un 41.5% en 2001, donde el inicio de 
la reconstrucción post terremotos, tuvo una gran incidencia. Luego, experi-
mentó una sensible caída el año siguiente (9.1%) para una vez más retomar 
la tendencia anterior, que se rompió nuevamente en los últimos años de la 
administración Saca. En este período se retrocedió, en promedio, a los nive-
les de diez años atrás (alrededor del 35%)374. En cualquier caso, y, en el con-
texto latinoamericano, el país ha permanecido a la zaga (gráfico Nº 21).

En esto, sin duda las diferencias en materia de crecimiento han pesado mu-
cho. De hecho, el país ha estado por más de una década entre los que me-
nos han crecido en toda la región, limitando la capacidad del sistema para 
generar tributos y, consecuentemente, la solvencia del gobierno para poner 
mayor énfasis en lo social.

Pero lo inverso también cierto. Considerando precisamente esas restriccio-
nes, se imponía un mayor esfuerzo, al menos en dos direcciones: el combate 
a toda expresión de defraudación fiscal y la focalización del gasto, para 
llegar con mayor eficacia a los sectores más vulnerables.

373  CEPAL. Equidad, desarrollo y ciudadanía. 2000. Pág. 174.
374  PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano El Salvador, 2007-2008.
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Gráfico Nº 21

América Latina (21 países): Gasto público social (% del PIB)

Fuente: CEPAL. Panorama social de América Latina 2007.

Hay poca evidencia empírica de que las prioridades hayan sido en estas cir-
cunstancias un tema de política pública, excepto bajo exigencias muy par-
ticulares como las derivadas de los fenómenos naturales que han afectado 
al país. Aun en estos casos, podría decirse que el esfuerzo ha sido relativo, 
pues, por lo general, una vez pasada la etapa de crisis, se ha vuelto al curso 
normal. El caso de la reconstrucción de vivienda, es evidente.

En cuanto a la focalización del gasto, los proyectos símbolos de la última 
administración arenera (FOSALUD y Red Solidaria) tuvieron un impacto a 
nivel del gasto social total muy bajo, lo cual se vio desdibujado, además, por 
los cuantiosos recursos que el Estado comprometió en los subsidios genera-
lizados. Como se sabe, estos implicaron una asignación creciente de fondos 
públicos que terminó por comprometer hasta la sanidad fiscal, precisamente 
cuando las asignaciones de carácter general a los sectores más vulnerables 
se tornaban más precarias. Sin duda, la falta de transparencia en el uso de 
los recursos también afectó el potencial de los programas sociales.

Sin embargo, hay que decir que el caso de El Salvador no es atípico cuando 
el tema del gasto social se inscribe en el contexto latinoamericano y, espe-
cialmente, cuando se considera la sostenibilidad en función del soporte. El 
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nivel de éxito que algunos organismos le atribuyen a la gestión macroeco-
nómica en el país, adquiere así connotaciones especiales.

Sobre el primer aspecto, la CEPAL (2007) señala:

“El perfil del gasto público social según el nivel del PIB denota 
restricciones presupuestarias ligadas a bajas cargas tributarias[…] 
Según la importancia que se asigna al gasto social, dado su actual 
nivel de desarrollo, se destacan en primer lugar Cuba y Brasil, se-
guidos por Argentina, Uruguay y Costa Rica. Más recientemente 
sobresale el esfuerzo que se realiza en Bolivia. Por el contrario, los 
países con mayor rezago son Trinidad y Tobago y —en menor me-
dida— Guatemala, Ecuador, El Salvador, República Dominicana, 
República Bolivariana de Venezuela y México”.

En cuanto al tema de la gestión económica, la apreciación del mismo orga-
nismo también encaja en la realidad salvadoreña: 

“En respuesta a las restricciones presupuestarias de los gobiernos, 
el gasto social sigue una tendencia altamente pro-cíclica, aumen-
tando cuando se incrementa el producto y disminuyendo cuando 
este se retrae. Este comportamiento refleja no solo la existencia 
de una política macroeconómica equivocada sino que, además, no 
permite la aplicación de una política de compensación de riesgos 
sociales frente a situaciones de contracción de la actividad econó-
mica, lo que merma la capacidad pública para mantener un sistema 
de protección social dirigido a la población más vulnerable”375.

Con relación a lo anterior, es de justicia reconocer el esfuerzo que ha hecho 
el país para mantener la estabilidad macroeconómica, pero el excesivo celo 
por la misma, sin duda ha tenido un costo no despreciable en términos de 
producción y empleo, que igualmente reducen el impacto de los elementos 
de compensación relacionados con una economía robusta y en constante 
expansión. 

En cualquier caso –y al margen de ciertas reservas expresadas anteriormen-
te con relación al comportamiento de la economía nacional en su conjun-
to– las comparaciones internacionales también permiten comprender mejor 

375  CEPAL. Panorama social de América Latina 2007.
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el esfuerzo nacional en esta materia. En ese contexto, la precariedad del 
gasto social se torna más evidente cuando se asocia con el tamaño de la 
población, que aunque es un indicador que diluye –como el del ingreso por 
habitante– el tema de la distribución, ayuda a tener una mejor noción de las 
asimetrías que se dan entre países.

En este aspecto, El Salvador sube de categoría: iguala con Honduras y su-
pera al resto de países centroamericanos –con excepción de Costa Rica–, 
ubicándose por encima de Paraguay y de Ecuador. Pero igualmente, se se-
para sensiblemente del promedio general y se aleja considerablemente del 
primer país, incluso, es superado por Bolivia, uno los países más atrasados 
del hemisferio (gráfico Nº 22).

La comparación con Costa Rica resulta relevante, pues mientras este país 
registró en el período 2004-2005 un gasto promedio de US$772, en El Sal-
vador apenas llegó a US$120; es decir, una cifra ligeramente superior al 
15% del costarricense. Aun así, el coeficiente mejoró sensiblemente con 
respecto a la situación prevaleciente en los primeros dos años (1990 y 1991) 
del período considerado.

Gráfico Nº 22
 América Latina (21 países): Gasto público social per cápita

(Dólares del  2000)

Fuente: CEPAL. Panorama Social de América Latina 2007.
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En una perspectiva de largo plazo, también hay que decir que el gasto en 
desarrollo social es muy sensible a ciertos eventos externos a la gestión 
normal del gobierno. Así por ejemplo, al año siguiente del Mitch (1998), la 
proporción de los recursos públicos dedicados al rubro, subió sensiblemente 
(2.4 puntos) Lo mismo ocurrió inmediatamente después de los terremotos 
del 2001 (5.5 puntos) lo que de alguna manera sugiere que el esfuerzo na-
cional en combatir las deficiencias en el campo social, se acentúa en mo-
mentos difíciles; aunque, invariablemente, el mismo ha sido acompañado 
de un aumento de la cooperación internacional.

En los hechos, ese “esfuerzo adicional”, en cuanto a inversión física solo ha 
significado un intento de reposición del acervo de capital destruido, lo que 
ha servido para contrarrestar un poco el deterioro en los indicadores socia-
les que normalmente acompaña la ocurrencia de esos fenómenos. Este es el 
caso de los daños causados a la infraestructura por los seísmos del 2001 que 
casi duplicaron toda la inversión realizada por el SPNF durante el periodo 
2001-2003. Probablemente, el daño causado no se compensó con el incre-
mento de las inversiones realizadas durante todo el quinquenio siguiente, 
mientras que la pobreza en que cayeron muchas familias, sigue siendo un 
tema de debate.

Más allá de esas elaboraciones, la baja cuantía que en general muestra la in-
versión en el campo social, es reveladora de que el país, en lo que al campo 
público se refiere, exhibe grandes falencias, donde de manera natural surgen 
como factores explicativos, la baja tributación y la poca eficacia con que se 
administran los recursos públicos, que son dos criterios a los que ya se hizo 
referencia. La presencia del primer factor es fácilmente demostrable en el 
ámbito latinoamericano e incluso en el ámbito regional; el otro, también es 
constatable, aunque en este caso las comparaciones internacionales pueden 
resultar irrelevantes.

Con todo, hay otras expresiones de que el país ha avanzado en algunos 
aspectos importantes del desarrollo social y, principalmente, en lo que con-
cierne a uno de los indicadores más relevantes: la pobreza en su más amplia 
acepción.

Con interrupciones menores, la pobreza total a escala nacional se redujo en 
casi 30% de 1991 a 2006 (cuadro Nº 47), con mayor énfasis en las zonas 
rurales, aunque en las urbanas el fenómeno también fue bastante sensible. 
No obstante, a partir de 2007, se observa nuevamente un retroceso en dicho 
indicador, que se agudizó en el año 2008 producto de los efectos causados 
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por la crisis internacional que, según información del Banco Mundial376, 
ya habría llevado a caer en la categoría de pobreza total a 50,000 personas 
más.

En el largo plazo, los avances más significativos se han observado en la 
reducción de la pobreza extrema, pues desciende del 28.8% en 1991 a solo 
9.6% en 2006, aunque en los años siguientes también muestra un preocu-
pante retroceso.

Cuadro Nº 47
 El Salvador: Porcentaje de hogares en situación 

de pobreza 1991-2008

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples para varios 
años.

376  Dada a conocer a la prensa local en la segunda semana de mayo de 2009.
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En la tendencia que muestra la pobreza total, se nota una correlación bastan-
te estrecha con el ciclo económico. Los avances más importantes se ubican 
en la primera mitad de los noventa, cuando la economía creció a una tasa 
promedio superior al 6% y la pobreza total a nivel nacional se redujo en 
doce puntos porcentuales; es decir, a casi a 2.5 puntos por año. En 1996, 
año del quiebre de la tendencia en el crecimiento de la economía, la pobreza 
total más bien aumentó, revirtiéndose en los años subsiguientes, aunque el 
curso de la misma se volvió a invertir en los años inmediatos a los seísmos 
del 2001 y a la tormenta Stan.

La pobreza a nivel nacional siguió disminuyendo de manera persistente una 
vez se superaron las consecuencias de esos fenómenos, pero nuevamente 
aumentó en 2007 y 2008, dentro de un ciclo que probablemente continuará 
por algún tiempo, hasta que la economía se recupere, en todo caso, bajo la 
influencia de un contexto internacional más favorable y, desde luego, de un 
ambiente de certidumbre en el plano interno en cuanto al manejo político 
de la economía.

En cualquier caso, el tema de la pobreza seguirá estrechamente vinculado 
al fenómeno migratorio. La caída que comenzaron a experimentar los flujos 
de remesas con la crisis financiera y económica global, no puede ser eludi-
da, dada la importancia de esos recursos en el mantenimiento, aunque sea a 
niveles deprimidos, de la economía nacional.

Esto es congruente con otros hallazgos de este trabajo, en cuanto a la evo-
lución de la economía durante los últimos veinte años y sus implicaciones 
en el campo social. En este contexto, se puede hablar de ciertos indicadores 
de desarrollo social y relacionarlos con lo que en el mismo plano, exhiben 
otros países; sin embargo, cualquier aproximación al tema se queda corta 
cuando se obvia el tema migratorio.

Por las razones antes expuestas, el fenómeno migratorio –fuente de divisas 
casi tan importante como las exportaciones– se asocia indirectamente con 
el tamaño de la economía y sus principales agregados. Muy poco se habla 
de que, precisamente por las escasas oportunidades del sistema para gene-
rar suficientes fuentes de ocupación, este fenómeno tiene en sí mismo sus 
propios mecanismos de reproducción que hacen más complicado el tema 
del desarrollo social.

Aun así, no puede dejar de plantearse un escenario “positivo” más allá del 
significado económico de esos flujos. La presión que la emigración le ha 
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quitado al sistema en los campos de la salud, la educación, el saneamiento 
ambiental, la vivienda y el empleo, es evidente y no se necesita de sofisti-
cadas elaboraciones econométricas para apreciar su dimensión. Es clara la 
estrecha relación entre la reducción de la pobreza, el comportamiento del 
mercado laboral y los beneficios económicos que reciben muchas familias, 
principalmente en las zonas rurales (Cuadro Nº 48).

Esta realidad hay que procesarla desde sus diferentes ángulos, pues tampo-
co resulta alentador que mientras la izquierda sobre enfatiza que el modelo 
económico lleva en sí mismo las causas de la constante expulsión de salva-
doreños, los diferentes gobiernos de ARENA asociaron  el fenómeno con 
esa actitud muy especial de los connacionales de buscar constantemente 
mejores horizontes.

Esos extremos no ayudan tampoco a explicar de manera equilibrada los 
pros y los contras del éxodo constante, ya no solo de mano de obra poco ca-
lificada, sino además de personas en las que el país ha invertido cuantiosos 
recursos, incluyendo su formación universitaria. Pero el fenómeno migra-
torio, desde cualquier ángulo que se le mire, no es neutral a las condiciones 
de vida de los salvadoreños, ni a su formación, como tampoco a la variable 
del empleo.
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Cuadro Nº 48
 Indicadores de pobreza, desempleo, subempleo 

y remesas por hogar 1991-2007

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta de Hogares y Propósitos Múltiples de varios 
años.

En un aspecto más general, es preciso señalar que el tema social y su vin-
culación con la evolución de la economía –con todo lo irregular que pudo 
haber sido el crecimiento del PIB y las condiciones precarias en que to-
davía viven muchas familias–, inobjetablemente han dado como resultado 
una mejoría en las condiciones de vida de los más pobres, aunque también 
existe la percepción de que se han deteriorado las de la clase media. Sin 
duda, bajo la influencia de este último fenómeno, también se sostiene que 
la brecha entre ricos y pobres se ha ampliado a lo largo de las últimas dos 
décadas. Esto, como una expresión de que las políticas públicas de alguna 
manera han fallado en distribuir los beneficios del progreso material, con-
fiando demasiado en el automatismo del mercado.
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El Informe sobre Desarrollo Humano del PNUD correspondiente al año 
2005, que fue precisamente dedicado a profundizar en el tema del éxodo de 
salvadoreños principalmente hacia Estados Unidos, muestra tres hechos re-
veladores que conviene resaltar por sus implicaciones en el campo social.

El primero, y más relevante, es el impacto de los flujos de remesas en la 
distribución del ingreso. El coeficiente de Gini, que normalmente se em-
plea para medir esta última, revela diferencias marcadas cuando se toman 
en cuenta los flujos de remesas y cuando se dejan de lado. En este último 
caso, el coeficiente a nivel nacional asciende a 0.61, mientras que se reduce 
a 0.44 en el primero. Es decir, se produce un mejoramiento significativo en 
la distribución del ingreso, en función de las remesas.

Por otra parte, considerando los niveles de pobreza y el ingreso familiar 
con remesas, se registra un descenso de 31.6 puntos porcentuales en el es-
trato de pobreza extrema; 1.3 puntos en lo que corresponde a la pobreza 
relativa, y 30.3 puntos en las familias integrantes del grupo “no pobres”. 
Esto indicaría que son los extremos los que se benefician más del ingreso 
complementario que reciben, lo cual alude, en el caso de los más pobres, al 
hecho de que se llenan necesidades completamente insatisfechas, mientras 
que en el otro grupo, se pasa a niveles en los que se satisfacen necesidades 
adicionales a las ya cubiertas.

Pero hablar solo de lo que ocurre al interior del país, ignorando lo que ha 
estado pasando por lo menos en los países vecinos, también puede llevar 
exagerar los logros o a minimizarlos. En el cuadro Nº 49, se muestran tres 
indicadores que de alguna manera constituyen expresiones importantes del 
desarrollo social de Centroamérica a largo plazo.

Estos indicadores constituyen una prueba parcial sobre dónde nos ubicamos 
como país en aspectos importantes como la educación –donde resalta el 
esfuerzo que se ha hecho para ampliar la cobertura en el nivel primario, tal 
como recomiendan los organismos internacionales–, el pobre avance que 
hemos realizado en el combate a la desnutrición, y la base, no despreciable, 
que hemos construido a lo largo de muchos años para mejorar la esperanza 
de vida en general.

Empero, en cuanto a la medición del progreso de los países en materia so-
cial, actualmente se pueden tomar de referencia las exigencias que los mis-
mos se han impuesto. Esto permite no solo contextualizar los problemas, 
sino también contar con una aproximación del esfuerzo realizado para sol-
ventar cada uno de ellos.



509

JUAN HÉCTOR VIDAL

Cuadro Nº 49
 Centroamérica: Indicadores de esperanza de vida,

desnutrición y educación primaria completa

*Porcentaje de la población.
**Porcentaje de los estudiantes que completan el último año de la escuela primaria. Se calcula to-
mando en cuenta el total de estudiantes en el último grado de primaria menos el número de estudian-
tes que repiten ese grado, dividido entre el total de niños que oficialmente han completado la edad.
Fuente: Elaboración propia con datos del Banco Mundial, 2008377.

De alguna manera, los parámetros para medir los avances en el terreno so-
cial, toman de base las metas que se fijaron en la Cumbre del Milenio, cele-
brada en Nueva York en septiembre de 2000, y que tiene como antecedente 
inmediato la Cumbre Social, celebrada en 1995378. A dicho cónclave asis-
tieron 147 jefes de Estado y participaron 191 países miembros de la ONU. 
Ahí, se fijaron los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) con sus res-
pectivas metas a ser alcanzadas en el año 2015. 

377  World Development Indicators, 2008.
378 En la Cumbre Social se adelantaron ciertos criterios, particularmente en cuanto a la  me-

dición de la pobreza y recomendaciones para enfrentarla. De allí se toman los siguientes 
conceptos: “pobreza extrema”, se entiende normalmente el hecho que una persona no 
puede comprar alimentos suficientes para satisfacer sus necesidades básicas nutricio-
nales; “pobreza en general”, se refiere a que una persona no puede comprar alimentos 
o artículos no alimentarios suficientes para satisfacer sus necesidades esenciales, como 
de nutrición, vestuario, energía y vivienda. PNUD. Superar la pobreza humana. Nueva 
York, 2000. Pág. 19.
N. del A. En nuestro caso, ambos conceptos se asocian con los criterios para medir el 
costo de la canasta básica y la canasta básica ampliada.
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Los ODM son los siguientes: 1) Erradicar la pobreza y el hambre; 2) Lograr 
la enseñanza primaria universal; 3) Promover la igualdad entre los géneros; 
4) Reducir la mortalidad infantil; 5) Mejorar la salud materna; 6) Combatir 
el VIH-SIDA, el paludismo y otras enfermedades; 7) Garantizar la sosteni-
bilidad de medio ambiente, y 8) Fomentar una asociación mundial para el 
desarrollo.

Una idea general de cómo se encontraba el país en 2007 en el cumplimiento 
de los ODM en el contexto latinoamericano, se tiene en el gráfico Nº 23.

Gráfico Nº 23
 América Latina (14 países): Avance hacia la consecución 

de la primera meta de los objetivos del milenio: Reducción a la mitad 
del porcentaje de personas que viven bajo la línea de indigencia entre 

1990 y 2007

Fuente: CEPAL. Cumbre de las Américas 1994-2009, Indicadores seleccionados.

Al respecto, la CEPAL dice textualmente lo siguiente:

“En la Declaración de la Cuarta Cumbre de las Américas (Mar del 
Plata, 2005), los gobiernos se comprometieron a intensificar sus 
esfuerzos para cumplir con la primera meta de los Objetivos de De-
sarrollo del Milenio, que plantea la reducción, para 2015, en un 
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50%, de la proporción de personas que viven en pobreza extrema 
[…] Brasil, Chile, Costa Rica, el Ecuador, México, Nicaragua y la 
República Bolivariana de Venezuela han avanzado en el cumpli-
miento de la meta más allá de lo previsto. En cambio, la Argentina, 
Bolivia, Colombia, El Salvador, Guatemala, Honduras y el Uruguay 
han evidenciado un ritmo de avance menor al esperado”.

Como se puede observar, en este caso cambia un poco la posición que El 
Salvador exhibe en otros planos en el contexto centroamericano. Concre-
tamente, se presenta mejor posicionado que Honduras y Guatemala, pero 
nuevamente con una brecha considerable frente a Costa Rica y con menores 
credenciales ante Nicaragua.

Una aproximación por segmentos de la población, donde un número más 
reducido de países (incluyendo a El Salvador) ha avanzado en el mismo 
campo, se tiene en el gráfico Nº 24.

Gráfico Nº 24
América Latina (10 países): Avance hacia el cumplimiento de la pri-

mera etapa de los objetivos del milenio según área geográfica
(En % de cumplimiento)

Fuente: CEPAL. Panorama social de América Latina 2008, sobre la base de tabulaciones especiales 
de las encuestas de hogares de los respectivos países.
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En este caso, El Salvador se ubica a un nivel intermedio superior, con el 
ingrediente adicional que ha avanzado casi al mismo ritmo en las áreas 
urbanas como en las rurales, donde indudablemente las remesas hacen la 
diferencia. Sorprende sí, que en algunos casos haya sido superado por otros 
países de la región, que en otros planos aparecen rezagados.

Acaso por la ubicación intermedia que ocupa El Salvador en este caso, el 
informe del cual se nutre la evaluación a nivel regional no hace alusión ex-
presa a la situación particular del país, pero sí es relevante rescatar la idea 
planteada de que a nivel regional, la tasa de progreso de las áreas rurales es 
significativamente menor que la de las áreas urbanas, situación que difiere 
del caso salvadoreño.

Al respecto el informe señala:

“Este patrón desfavorable para las áreas rurales se repite en varios 
países, particularmente en aquellos con bajas tasas de progreso a 
nivel nacional, como Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua, 
pero también en Colombia y México, que han logrado avances más 
significativos […] En cambio, varios de los países que han logrado 
los mayores avances en la reducción de la pobreza extrema al ni-
vel nacional son también los que han priorizado los avances en las 
áreas rurales”.

En este aspecto, destacan Brasil, Chile y Costa Rica –países que según la 
misma fuente ya alcanzaron la primera meta de los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio o se hallan muy cerca de lograrlo–, que tienen tasas de progreso 
en las áreas rurales similares o mayores que en las áreas urbanas.

En este segmento se podría inscribir el caso de El Salvador, donde alguna 
influencia podría atribuirse a los programas ya mencionados que se imple-
mentaron en la administración Saca. Esto, a pesar de que en lo que co-
rresponde a FOSALUD, se han planteado grandes interrogantes sobre su 
eficacia, particularmente por el raquítico presupuesto que se le asignó, en 
contraste con las expectativas que despertó su lanzamiento.

En cualquier caso, los desafíos en el campo social para los próximos años 
estarán marcados por crecientes exigencias en un contexto de grandes res-
tricciones fiscales. Cuando todavía estaba en la agenda prioritaria el Plan 
Nacional de Educación 2021, el logro de sus metas requería  elevar la carga 
tributaria al 15%, remontar sensiblemente las tasas de crecimiento de los úl-
timos años y, según las estimaciones disponibles, llevar la inversión pública 
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en el sector al 5% del PIB. Infortunadamente, este Plan aparentemente ha 
sido abandonado por la administración Funes.

Pero si la educación es la base del desarrollo de los países, algún avance po-
demos reivindicar. A nivel de país, con el esfuerzo tanto del sector público 
como privado, la población atendida de 2000 a 2007 aumentó, considerando 
todos los niveles educativos, en casi el 18%. Agregando a este periodo el 
2008, la inversión pública en el sector casi se duplicó; sin embargo, es obvio 
que en educación, así como en otros sectores sociales, los requerimientos 
son mucho mayores y habrá que redoblar los esfuerzos para restarle espa-
cios a la marginalidad, la exclusión y mejorar así la calidad de vida de toda 
la población salvadoreña.

En lo que corresponde específicamente a El Salvador, ya en el primer in-
forme realizado por el PNUD sobre los avances logrados en la consecución 
de los ODM (2004), se hacía una valoración positiva, particularmente, en el 
combate a la pobreza. Después de un período prudencial, todo indica que el 
país ha seguido avanzando, según se desprende del segundo informe prepa-
rado por la misma institución.

Igual que en el anterior, en este segundo informe se pueden constatar los 
logros, pero igualmente  las falencias y lo que significa aspirar a llegar a me-
tas ambiciosas en los próximos cinco años, en un escenario que se visualiza 
muy precario en cuanto a la capacidad de respuesta del Estado, por no decir 
del país, para superar toda expresión de atraso en el campo social379.

En aspectos importantes, el país ya ha superado algunas metas –o se acerca 
a ellas–, como en lo concerniente a la cobertura del 100% de enseñanza 
primaria, la erradicación de la pobreza, el aumento de la tasa de salud ma-
terna y la reducción de la tasa de mortalidad infantil. En otros campos, se 
requiere un mayor esfuerzo y hasta se sostiene que las metas serán difíciles 
de cumplir. Tales son los casos: 1) de la detención y reducción del VIH-
SIDA. 2) que todos los niños concluyan el nivel de educación primaria y 3) 
la reducción a la mitad del porcentaje de personas que padecen hambre. En 
estos casos se puede avanzar, pero dudosamente puede llegarse al ideal.

Infortunadamente, la secuela de la crisis internacional no permite visualizar 
un futuro muy halagüeño para los próximos años; más bien todo indica que 

379  PNUD. Sin excusas: Alcancemos los objetivos de desarrollo del milenio en el 2015. El 
Salvador, Segundo informe de país. Mayo, 2009.
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las restricciones con que se enfrentará el país para dinamizar la economía y 
dotar al gobierno de mayores recursos para atender las necesidades sociales 
prioritarias, serán muy grandes. En ese escenario, mantener los indicadores 
sociales a su nivel actual ya sería un gran logro; la gran interrogantes es 
¿se podrá en esas condiciones mantener a un grado aceptable la cohesión 
social?

Solo sacar de la pobreza a más de 800 mil salvadoreños que se encuentran 
en esa condición ya es un enorme desafío. Pero como país, no debemos 
cejar en el empeño de que la calidad de la mayoría mejore, sin excusas, 
como sugiere de manera desafiante el título del segundo informe sobre el 
cumplimiento de los ODM.

Forma parte de este desiderátum,  la vulnerabilidad ambiental. La última 
tragedia vivida por los salvadoreños con los estragos del huracán Ida, cons-
tituye una expresión más de la irresponsabilidad con que por generaciones 
hemos enfrentado los desafíos del desarrollo sostenible. Sin duda, la hora de 
la reconciliación con la naturaleza, ha llegado.

D. LA BANDERA SOCIAL Y LOS SUBSIDIOS

De las cuatro administraciones de ARENA, fue la del presidente Saca la 
que, por lo menos en el discurso, se apartó un tanto de la excesiva devoción 
que habían profesado las tres anteriores por el mercado. Como ya se ha di-
cho, la bandera social fue enarbolada desde el inicio de la misma campaña 
que lo llevó al poder.

Pero como también  quedó consignado desde la segunda parte del presente 
trabajo, uno de los objetivos que se planteó el primer gobierno de ARENA 
–en un intento de racionalizar el gasto público y concentrar el esfuerzo de 
llevar alivio a los sectores que sí lo necesitaban– fue la eliminación de los 
subsidios generalizados. Esto encajaba perfectamente dentro de la filosofía 
de los primeros programas de reforma, donde el repliegue del Estado de las 
actividades que caían de manera natural en el ámbito privado y la elimina-
ción de distorsiones en la asignación de recursos, se erigían como un dogma 
de fe en la nueva economía.

Sin embargo, si en un aspecto se alejó el país de esa consigna fue en el tema 
de los subsidios. Más bien, todo indica que en este campo, el Estado fue 
cayendo progresivamente en una especie de trampa, donde  los objetivos so-
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ciales se fueron desdibujando para dar paso a una anarquía que no se puede 
explicar por otra cosa que no sea por la politización del tema. El intento de 
quedar bien con grupos de presión, anuló en gran medida los beneficios que 
estaban supuestas a proporcionar esas transferencias y contribuyó a poner 
en serios aprietos al erario nacional.

En algunos casos, se benefició a sectores que no necesitaban de un subsidio 
(como el de la tarifa eléctrica para la industria y el comercio), en otros, fue 
imposible su focalización (como el del gas licuado); y en el extremo, el 
gobierno se vio virtualmente acorralado por las presiones de un sector que, 
como el del transporte colectivo de pasajeros, se volvió en una arma de 
chantaje permanente, en buena medida, por los intereses de algunos empre-
sarios metidos a políticos –como es el caso de varios diputados de la Asam-
blea Legislativa–, desde donde se originaban las presiones, se condonaban 
multas y hasta se llegó al extremo de poner en entre dicho la autoridad del 
Órgano Ejecutivo.

Desde las primeras aproximaciones al problema, el tema de los subsidios 
generalizados cobró un particular interés entre los organismos internacio-
nales, los centros de pensamiento locales, las gremiales empresariales y, 
en general, entre los entendidos en la materia. Pero no fue sino en la cuarta 
administración arenera que el esquema de subsidios generalizados hizo cri-
sis, y los objetivos sociales esgrimidos constantemente por los sucesivos 
gobiernos, se diluyeron, para dar paso a una presión inusitada sobre el gasto 
público, que desequilibró totalmente las finanzas del Estado.

Sin embargo, en áreas críticas como el suministro del agua, las fallas han 
sido realmente de bulto. De acuerdo con el PNUD (2006), ANDA propor-
cionaba servicios al 81 % de la población, mientras que el 19 % restante se 
abastecía de proveedores locales (comités de agua y cooperativas en la zona 
rural, sistemas urbanos que se auto-proveen de agua, pequeñas municipa-
lidades que no transfirieron sus sistemas a la entidad cuando se centralizó 
el sector, y varios proveedores descentralizados). Según el Banco Mundial 
(2005), el subsidio del Gobierno para el consumo de agua de ANDA resul-
taba ineficiente, ya que el 65% de los hogares pobres del país no recibían 
este beneficio. En el caso de la energía eléctrica, se estimó en su momento 
que solo el 20% de la población se beneficiaba del 80% del subsidio (FU-
SADES, 2008).

Igualmente, el subsidio al gas licuado ha sido fuente de inequidad, pues lo 
reciben de igual manera los pobres que apenas disponen de recursos para 
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comprar una unidad de 10 libras, que un potentado o un hotel que puede 
consumir esa cantidad multiplicada por “n” veces. Sin embargo, dentro de 
una generalización un poco jactanciosa, el gobierno se congratulaba de fa-
vorecer con ese subsidio a 800 mil familias, pero sin discriminar sobre su 
distribución. Mientras tanto, los países vecinos se beneficiaban del esfuerzo 
de los salvadoreños a través del trasiego del producto por parte de verdade-
ras mafias.

Pero sin duda, el subsidio más cuestionado, es el que desde 2008 se le otor-
gó al transporte público, que ciertamente se hizo en un momento en que los 
precios del petróleo se acercaron al máximo histórico de casi US$150 por 
barril (sin incluir la inflación) y que igualmente se mantuvo cuando descen-
dieron a la cuarta parte380.

Todo esto constituye una clara expresión del manejo irracional de un meca-
nismo idóneo de ayuda a los sectores más vulnerables, cuando las políticas 
públicas se nutren de elementos ajenos a la lógica económica, y las valora-
ciones morales en torno al papel del Estado en un país en desarrollo –con 
amplias brechas sociales– pierden significado, para dar paso a una suerte de 
populismo que termina favoreciendo aun a sectores que no necesitan apoyo 
gubernamental.

En este marco, resulta más difícil apelar a los subsidios como forma de lle-
gar a los pobres, particularmente por el empleo arbitrario que se ha estado 
haciendo de los mismos. Su empleo indiscriminado en circunstancias que 
las finanzas públicas están virtualmente en bancarrota y la corrupción se 
asienta como una práctica institucional generalizada, solo se puede asentar 
en una visión mesiánica del desarrollo social. 

Pero el presidente Saca en forma reiterada sostenía que el subsidio eléctri-
co lo mantendría –igual que en los caso del gas licuado, el transporte y el 
agua– porque con su eliminación podría generarse lo que él mismo llamó 
un “incendio social”. Indudablemente, esta posición sólo reflejaba la parti-
dización de un tema que debiera manejarse con un enfoque de política de 

380  Mediante decreto ejecutivo se aprobó un subsidio de US$800 por bus y uno de US$400 
por microbús, en condiciones en que el Vice ministerio de Transporte no tenía ningún 
control sobre la circulación de los mismos, que amparara esa transferencia de fondos 
públicos a un sector que siempre ha tenido una actitud contestataria ante las exigencias 
de rendición de cuentas.
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Estado. Comenzar a focalizar los subsidios, como lo había venido plan-
teando el mismo sector privado, tenía en todo caso menos costos políticos, 
como quedó demostrado cuando se eliminaron los subsidios a la industria 
y al comercio.

Con la eliminación del subsidio generalizado a partir de febrero de 2009, el 
sector industrial más bien mostró su beneplácito en la medida que el precio 
promedio del MW empezó a decrecer en una cuantía que superaba la ayuda 
que recibían. Esto significa que esa “ayuda” tenía un efecto perverso. En el 
cuadro Nº 50, se muestra el monto de cada uno de los subsidios otorgados 
por el Estado, a partir de 1999. Para tener una idea del significado del costo 
de éstos, basta señalar que en 2008 representaron el 66% del presupuesto 
destinado a educación.

Cuadro Nº 50

Costo de los subsidios en El Salvador

Fuente: Elaboración propia con datos de FUSADES, LPG y otros.
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E.   UN INTENTO DE BALANCE

Lo consignado anteriormente no agota, por supuesto, todo lo implicado en 
la reforma económica y en la trayectoria del crecimiento en los aspectos so-
ciales del desarrollo. Sin embargo, al menos ofrece una idea general de ha-
cia adonde apuntan los resultados, gran parte de los cuales pueden encontrar 
una explicación en la situación precaria a partir de la cual arrancó la nueva 
economía, y en el papel que ha jugado el fenómeno migratorio.

Temas como el acceso a los servicios básicos, los altos índices delincuen-
ciales, la degradación ambiental, la corrupción generalizada, entre otros, no 
pueden ser obviados en un análisis comprensivo de la situación social que 
presenta el país después de veinte años. No hay que pasar por alto que el  
modelo económico, si bien no era la panacea, prometía mucho. Menos aún, 
que todo intento de transformación demanda el concurso genuino de todos 
los sectores, lo que a su vez implica un fuerte liderazgo aglutinador alrede-
dor de una visión compartida.

Aun así, sería una aberración ignorar los cambios que ha experimentado el 
país en su estructura económica y social, aunque en ambos aspectos, que 
son como dos caras de la misma moneda, no se haya avanzado conforme a 
los supuestos del nuevo modelo y las expectativas que crearon los Acuerdos 
de Paz.

El Censo de Población y Vivienda que se levantó en el país en el año 2007, 
vino a descubrir ciertas facetas del desarrollo nacional que habían perma-
necido ocultas, o realidades que no habían sido del todo bien interpretadas 
a lo largo de casi dos décadas, coincidiendo casi de manera puntual con los 
cuatro períodos que ARENA estuvo en el poder.

Sin embargo, antes de que se tomara esa radiografía, se había oído hablar 
con frecuencia del fracaso del modelo económico para garantizar el creci-
miento sostenido y combatir la pobreza. Esta apreciación no era privativa de 
la izquierda; de hecho, era la constante en los enfoques de los organismos 
del sistema de Naciones Unidas, particularmente del PNUD, y de entendi-
dos en la materia con algún grado de solvencia profesional.

Cuando se anticiparon los primeros resultados de dicho censo, que destaca-
ron que la población era 20% menor que lo que habían venido registrando 
otros instrumentos indirectos de medición estadística –como la Encuesta de 
Hogares de Propósitos Múltiples–, dichas apreciaciones adquirieron dife-
rentes matices. Hablando de una cosa buena y otra no tan buena, los datos 
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censales automáticamente aumentaron el ingreso por habitante, pero, por 
otro lado, dispararon el indicador de homicidios por cada cien mil habitan-
tes.

Es más, en el primer caso, ese mero hecho estadístico elevó nuestra ubica-
ción a un paso de los países de renta media alta o sea en el tercer escalón, 
lo que de acuerdo con los estándares establecidos por los organismos inter-
nacionales, nos podría convertir de un país receptor de ayuda a uno donante 
(cuadro No. 51).

Cuadro Nº 51

Clasificación de los países según tipo de renta381.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco Mundial, 2009.

En el segundo caso, pasamos a ratificar el dudoso privilegio de estar entre 
los países más violentos a escala mundial, con todas las implicaciones que 
ello tiene en el clima de negocios, la atracción de inversión extranjera y, 
sobre todo, para constatar mediante otras mediciones, que el problema de-
lincuencial es más real que imaginario. Esto, por sí solo, desnuda una cruda 
realidad, donde las acciones de política pública se disipan o pierden fuerza 

381  Esta clasificación es la que presenta el Banco Mundial para el año 2009. En años ante-
riores, se tenían rangos distintos de ingreso per cápita que determinaban el tipo de renta 
de los distintos países. Estos rangos eran: renta baja, US$905 o menos; renta media 
baja, entre US $906 y US $3,595; renta media alta, entre US $3,596 y US $11,115; y 
renta alta, de US $11,116 o más. Al utilizar estos rangos, El Salvador, con un ingreso 
per cápita de US $3,574, se ubicaba a sólo US $21 per cápita de pasar al grupo de países 
de renta media alta.
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ante las causas que lo explican. Pobreza, delincuencia juvenil y crimen or-
ganizado, son realidades que solo pueden resultar mediatizadas por el sesgo 
político con que se les trata o por la infiltración de delicadas figuras delicti-
vas en nuestras instituciones.

A pesar del nuevo escenario que nos vino a crear el censo, no cambia en lo 
absoluto la esencia de lo que, como país, hemos estado haciendo para com-
batir con más decisión y eficacia la pobreza. Y aquí no estamos aludiendo 
a los parámetros convencionales para medir la precariedad de la vida de 
millones de seres humanos. Como medida para estimar la capacidad de una 
persona para sobrevivir, el valor asignado a la canasta básica, por ejemplo 
–que ya de por sí es precario– carece totalmente de significado si las fami-
lias no tienen acceso a los servicios de salud, educación y vivienda, como 
mínimo.



PARTE V
REFLEXIONES FINALES
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CAPÍTULO XV

EL GRAN DESAFÍO

“La gente se cansa rápidamente de los ideales,
 y ahora estamos repitiendo la historia”.

 Franklin D. Roosevelt

Hace casi veinte años, la creencia casi generalizada –de manera particular 
en América Latina– era que la opción frente al subdesarrollo secular debía 
buscarse en la adopción de un nuevo modelo económico, al estilo y seme-
janza del que habían seguido varios países del sudeste asiático en las dos dé-
cadas anteriores. Abrir las economías y abandonar el modelo de sustitución 
de importaciones que había impulsado la CEPAL desde finales de la década 
de los cuarenta, se consideraba casi como una panacea.

Pero esta opción ni era antojadiza ni respondía a un simple  acto de emula-
ción. Detrás de ella había una poderosa ofensiva liberalizadora que se an-
ticipó incluso al derrumbamiento del socialismo real, y que encontraría en 
el pésimo desempeño económico de los años ochenta, una justificación que 
resultaba difícil de rebatir, por lo menos en esos momentos. La historia de-
muestra que, con frecuencia, la sensatez en torno al manejo de la economía 
se pierde cuando irrumpe en el escenario la ideología y la onda expansiva 
de los experimentos. Y este era uno de esos casos.

Al respecto, Frieden ha señalado que:

“Políticos, analistas y grupos de interés atacaron la participación 
del Estado en la economía tras generaciones de aceptación general. 
Su política económica preferida era, a menudo, resumida bajo la 
rúbrica de ‘monetarismo’. También ensalzaban las virtudes de la 
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privatización o desregulación de las empresas de propiedad estatal, 
o controladas por el Estado […] La ofensiva contra la participación 
del Estado en la economía quedó asociada con los gobiernos con-
servadores de Ronald Reagan, Margaret Thatcher y, con lo que el 
primero dio en llamar, la magia del mercado”382.

La crisis de la deuda, originada en el corte abrupto del reciclaje de los pe-
trodólares hacia finales de la década de los setenta, se sumó a esa ofensiva. 
De hecho, los desequilibrios reales y financieros y el magro desempeño de 
las economías durante la llamada “década perdida” dieron la pauta para 
que el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional empezaran a 
impulsar los primeros programas de estabilización y ajuste, que tiempo des-
pués encontrarían en el Consenso de Washington, una especie de elemento 
coercitivo al vinculárseles a lo que se ha dado en llamar la condicionalidad 
cruzada.

El Salvador fue parte de ese escenario, aunque el conflicto armado introdu-
cía en su caso elementos de atipicidad. Por consiguiente, el modelo econó-
mico adoptado por el país durante el primer gobierno de ARENA, no fue 
un invento nacional. Sin duda, la “nueva economía” tenía la ventaja de que 
encajaba a la perfección en la ideología política de dicho partido, pero fue 
la onda expansiva del liberalismo la que hizo gran parte de la tarea. Coinci-
dentemente, la apertura comercial, la desregulación y la privatización –que 
eran tres piezas claves de un modelo económico supuestamente más efi-
ciente y equitativo– tenían en los formuladores de política nacional, férreos 
defensores, aunque sus acciones estuvieran impregnadas de sentimientos no 
tan sublimes.

Con todo, podía pensarse que con la administración Cristiani se iniciaba un 
verdadero proyecto nacional, que tenía en el plano internacional un respal-
do indiscutible a partir de la prédica de la nueva economía; y, en el ámbito 
interno, la certeza de que el país realmente era capaz de subirse al carro de 
la modernidad en un marco de democracia real y de mayores oportunidades 
en el plano económico y social.

Bajo esa perspectiva, hablar (con propiedad) de un “proyecto nacional” sig-
nificaba trascender lo económico para ubicarse en un escenario parecido al 

382  Frieden, Jeffry A. Capitalismo global. Barcelona: Crítica S.L, 2007. Pág. 522.
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que sirvió de base para la transformación de Chile y España, después de mu-
chos años de vivir bajo regímenes autoritarios. Guardando las diferencias, 
esa oportunidad la brindaban, justamente, la nueva economía y la solución 
del conflicto por la vía negociada, que ya se preveía, bajo el liderazgo del 
presidente Cristiani. Sin embargo, lo único que realmente podía garantizar 
la nueva administración, era la puesta en marcha de un proyecto diferente 
en el campo económico.

Lo paradójico, en todo caso, es que la nueva economía tampoco tenía nada 
de novedosa como no fuera seguir las pautas gestadas en el exterior, pero 
siempre en el marco de la economía de mercado. De hecho, fue alrededor 
de este modelo que giró la economía nacional desde que el liberalismo sus-
tituyó al mercantilismo como doctrina económica, aunque lo primero haya 
tenido, como en muchos otros países, el signo distintivo de la inequidad y 
un esquema de privilegios muy marcado.

En realidad, fueron la pobreza estructural y el crecimiento excluyente el re-
sultado lógico de un esquema donde escaseaban las oportunidades. Esto no 
ignora el salto de calidad que dio el país al pasar de una economía agro ex-
portadora, a una donde el desarrollo industrial –potenciado por la creación 
del MCCA– cambió la estructura productiva y generó mayores espacios 
para la expansión de la clase media. Si se fuera a idealizar el papel que se le 
confería a la nueva economía para alterar esta realidad, basta recordar dos 
antecedentes.

El primero se relaciona con las formulaciones iniciales de FUSADES, cuan-
do, al recomendar el modelo económico que más convenía al país, adoptó 
como referente la economía social de mercado que se practica en Alemania, 
donde el llamado Estado social está incorporado en la misma Constitución. 
Una cosa distinta es que en la práctica no se haya seguido ese modelo.

La importancia que se le daba al tema social en los planteamientos de dicha 
institución (y que de alguna manera los ha retomado en los últimos tiem-
pos) nada tiene que ver con los espacios que se le dieron durante las cuatro 
administraciones de ARENA. Es más, las mismas iniciativas con las que el 
presidente Saca intentó separarse de la línea economicista de sus anteceso-
res (FOSALUD y Red Solidaria) se quedaron muy cortas. Hay que decir 
que como expresiones de cambio, estos programas tuvieron, al principio, un 
impacto sicológico muy importante, al punto que fueron objeto de recono-
cimiento internacional; sin embargo, a la postre, resultaron poco efectivos, 
además de haber llegado muy tarde.
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En este punto, es preciso señalar que el planteamiento de FUSADES alrede-
dor del tema social, no era antojadizo, lo cual resulta más relevante porque 
provenía del sector privado. De hecho, ese planteamiento fue una especie de 
anticipo al reconocimiento que hizo el presidente Cristiani en Chapultepec, 
cuando aludió a las causas que ocasionaron el conflicto.

Aunque el entonces gobernante no elaboró sobre el tema, implícitamente 
estaba reconociendo que el desarrollo político, económico y social de El 
Salvador había sido moldeado a partir de bases y estructuras injustas, que 
encontraron en el conflicto armado, la forma más cruel que puede escoger 
una sociedad para transformarse. Lo irónico, en todo caso, es que fue en su 
propia administración que empezó a hacerse evidente que ni los Acuerdos 
de Paz ni la nueva economía, se estaban desarrollando conforme al discur-
so.

En efecto, como lo demostrarían los hechos, en algún punto en el tiempo 
comenzó a perderse la visión de construir un sistema económico más justo 
e incluyente, para derivar en uno que solo en apariencia funciona conforme 
a los postulados de una economía social de mercado, aunque el concepto 
nunca desapareció de la prédica oficial de los cuatro gobiernos de ARENA. 
Los excesos y omisiones cometidos en nombre de una mal entendida liber-
tad económica, sin duda alteraron el curso de los acontecimientos.

En todo caso, siempre es válido preguntarse si, a lo largo de los últimos 
veinte años, hubo un esfuerzo serio y sistemático para materializar un pro-
yecto o simplemente no se tuvo ni la capacidad ni la astucia para mediatizar 
los aspectos ideológicos en el marco de una transición política inédita. En 
retrospectiva, lo que puede colegirse es que, a pesar del significado de los 
Acuerdos de Paz, nunca hubo concesiones entre el partido gobernante y 
su principal adversario, hasta que, de cara a las elecciones de 2009 y en 
un contexto internacional adverso, tuvieron que aproximarse por lo menos 
en aquellos temas económicos esenciales, como el estado de las finanzas 
públicas, reconociendo implícitamente que la ideología no siempre es la 
compañera ideal de la razón.

En gran parte por ello, es que de manera insistente hemos recordado las 
experiencias exitosas de países que hacia finales del siglo pasado habían 
podido construir sistemas económicos eficientes, partiendo de etapas como 
las que definían la realidad salvadoreña y, en general, la centroamericana en 
los años cincuenta o sesenta. Si actualmente es notoria la brecha entre estas 
experiencias, no es por simple casualidad. Algo hizo la diferencia, aparte de 
los factores culturales y étnicos que nos distinguen.



526

ENTRE LA ILUSIÓN Y EL DESENCANTO

Llevado al extremo, lo anterior sugiere que quienes intentaron hacer de El 
Salvador un ejemplo de éxito ya casi en las postrimerías del siglo XX, de 
alguna manera cayeron en la trampa de la más primitiva versión del laissez 
faire de dos siglos atrás. A partir de entonces, todo el sentido de dirección y 
propósito que podría haberle dado el gobierno a la economía para humani-
zarla y blindarla contra los coqueteos de la izquierda, desapareció, aunque 
sus consecuencias se fueron diluyendo a lo largo del tiempo, incluso, ante 
los ojos de sus principales actores. No hubo en ese sentido una conciencia 
clara de lo que es un sistema económico construido con visión estratégica, 
aunque no fuera sino para restarle espacio a los detractores del sistema ca-
pitalista.

Al respecto, Rodrik, por ejemplo, ha sostenido que la formulación e imple-
mentación de una estrategia de transformación económica no ha sido una 
prioridad en El Salvador, en parte, por la idea extendida en toda América 
Latina de que las reformas orientadas al mercado obviaban la necesidad de 
dicha estrategia. La eliminación del Ministerio de Planificación durante la 
segunda administración de ARENA constituye una clara expresión de la ad-
herencia a esas ideas extremas. Tanto así, que el PNUD, en su Informe sobre 
Desarrollo Humano 2007-2008, le atribuye al debilitamiento de la planifi-
cación, parte de la responsabilidad en la pérdida de eficacia de las reformas, 
en términos de crecimiento, empleo y eficiencia laboral. Ciertamente, no se 
puede establecer una relación de causalidad entre el comportamiento de es-
tas variables y el proceso político, pero ignorar su relación, también resulta 
poco pragmático.

Más allá de cualquier alcance que se le atribuya al análisis económico, hay 
que considerar también que en los tiempos modernos, los gobiernos están 
expuestos a una crítica social –insospechada hace unas tres décadas, al me-
nos en el contexto latinoamericano– por su buena o mala gestión económica. 
La ampliación de los espacios democráticos han hecho también más vulne-
rables los estilos de gestión impenetrables que acompañaron los regímenes 
dictatoriales del pasado; aunque, por otro lado, esas nuevas condiciones han 
dado lugar al surgimiento de gobiernos considerados anti sistema. El caso 
salvadoreño resulta por ello relevante.

Dentro de una visión de conjunto, todo esto ha contribuido a desacreditar 
un modelo económico conceptualmente correcto, pero que se apartó de la 
ruta inicialmente trazada, para dar paso, en casos importantes, a prácticas 
mercantilistas que incluso ampliaron los espacios para la crítica inclemente 
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de la oposición más radical, que no ha desperdiciado oportunidad para en-
juiciarlo.

Es posible que para algunos resulte un poco desproporcionado, pero mi 
tesis es que después de veinte años, el país sigue sin encontrarse asimismo, 
aunque se reconozca que mucho ha cambiado en comparación con el pano-
rama que presentaba en 1989. Sin embargo, el debate no solo concierne a la 
transformación material per se, sino además a la calidad de la misma, que es 
lo que en definitiva garantiza la institucionalización del cambio.

Para los más pesimistas, el tiempo ha pasado sin dejar huella, excepto la 
frustración y la idea de que nuestro sistema político y económico sigue sien-
do injusto. Aquí no entran consideraciones que pongan en el centro del de-
bate problemas que nada tienen que ver con la esencia de la economía social 
de mercado, sino solo la prédica de que el modelo en sí mismo, es malo.

Pero el haber gobernado en un ambiente de paz, con amplio apoyo del sec-
tor privado y sin las restricciones que normalmente imponen a los países 
pobres las relaciones financieras internacionales –en este caso por el soporte 
que proveen las remesas familiares– tampoco han sido capitalizadas como 
hubiera sido deseable, y, de allí, la frustración que se percibe aun entre los 
no radicales.

En este punto, es de justicia reconocer la continuada labor de FUSADES al 
proponer, de manera previa a cada ejercicio presidencial, estrategias para la 
transformación económica del país. También es relevante el posicionamien-
to que ha venido asumiendo la Asociación Nacional de la Empresa Privada. 
El planteamiento contundente que hizo la cúpula empresarial en 1996 a 
través de “El  Manifiesto Salvadoreño”, cuando la economía empezó a dar 
muestras de debilitamiento, y desde el año 2000, con la institucionalización 
del Encuentro Nacional de la Empresa Privada (ENADE), pueden inscribir-
se dentro de la dinámica que se generó con el apoyo de los empresarios al 
proceso de diálogo-negociación.

A pesar de todo, ha sido inevitable la crítica social sobre el aprovechamien-
to de la libertad económica, el ejercicio patrimonialista de la función públi-
ca y la edificación de un esquema de privilegios, que tienen mucho que ver 
con lo que está ocurriendo en el país. Los procesos sociales, siempre están 
expuestos a una involución, pero también a cambios que, paradójicamente, 
no siempre encuentran del todo preparados ni a sus mismos actores.
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Lo anterior, sumado al excesivo énfasis en las soluciones técnicas a proble-
mas con un alto contenido social –o haber confundido medios con fines–, 
ha sido también responsable de los pocos avances en la construcción de un 
sistema económico sólido e incluyente. Al final, esto es lo que se pretendía 
lograr, por lo que el escenario que vive hoy en día el país, es en gran medida 
producto de la brecha entre aspiraciones y realidades.

Así, mientras la izquierda radical habla de que el “modelo neoliberal” ha 
fracasado, otros más sensatos –aunque separados ideológicamente de aqué-
lla por un enorme abismo– señalan que todo el problema se origina en que 
el sistema económico ha sido mal administrado.

De manera natural, estos extremos necesariamente convergen en un solo 
punto: el rol del Estado en la economía. Ergo, gran parte de la explicación 
subyace en la forma en que el sistema económico se fue definiendo, mien-
tras se mantenían las aspiraciones y crecían las exigencias de amplios seg-
mentos de la población. La diferencia estriba en que, para unos, el proble-
ma central se origina en la desaparición casi total del Estado –criterio que 
personalmente no compartimos– mientras que, para otros, las dificultades 
emanan desde el momento en que la gestión gubernamental –por acción u 
omisión– se convirtió en compañera de viaje de los grandes intereses.

En esto, no podemos ignorar, nuevamente, la relación indisoluble entre la 
economía y la política. Los efectos de una gestión exitosa en el ámbito eco-
nómico son, por lo general, poco apreciados en aquellas sociedades polari-
zadas como la salvadoreña, pero los errores cometidos en el ejercicio de la 
misma, se pagan siempre muy caro.

Los defensores a ultranza del libre mercado, al referirse a las transformacio-
nes que ha experimentado el país a lo largo de dos décadas, con frecuencia 
aluden al éxito de la privatización en sectores estratégicos como el finan-
ciero, las telecomunicaciones y el de energía eléctrica. En realidad, la mo-
dernidad es evidente y, hoy en día, El Salvador cuenta en estos campos con 
servicios de categoría mundial. Sin embargo, los adversarios más radicales 
del sistema de precios ven en este caso y en el de la apertura de la economía, 
el fracaso de la ofensiva neoliberal, a la cual le achacan todos los problemas 
que vive el país, así sea la mala distribución del ingreso, la pobreza estruc-
tural, el deterioro del medio ambiente o la delincuencia rampante.

No obstante, juzgar el progreso de un país por el aumento exponencial del 
parque vehicular, la proliferación de teléfonos celulares, la atomización de 
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los vuelos hacia el norte; mientras más de las dos quintas partes de la pobla-
ción viven bajo la línea de pobreza, tampoco resulta un ejercicio edificante 
y, mucho menos, ético. El solo incorporar en el análisis el deterioro de las 
condiciones de vida de la clase media, ya debería ser suficiente para dimen-
sionar el contraste entre la sociedad que idealizamos hace dos décadas y la 
realidad actual.

Pero, ¿dónde radica realmente el problema? ¿Es acaso el modelo económi-
co, la gestión del mismo, o simplemente nos equivocamos de tajo al aceptar 
acríticamente una reforma económica que prometía mucho, pero que en los 
hechos no era suficiente para enfrentar los problemas de desarrollo, porque 
en su concepción había propósitos que no eran precisamente los que preco-
nizaban los organismos internacionales?

Gran parte del error de los artífices de la nueva economía fue ignorar que, 
cuando se inició la reforma económica y se firmaron los Acuerdos de Paz, el 
mundo ya giraba alrededor de un proyecto político que se había configurado 
con la trilateral 15 años atrás y solo trataron de aprenderse los prolegómenos 
en que se sustenta el mercado y el mismo sistema capitalista. Pero parece 
que no lo lograron del todo y mucho menos lo aplicaron con solvencia. 

Saxe y Núñez traen a cuento una interpretación de Gray, autor de la recono-
cida obra El Falso Amanecer, que puede ser aplicado al caso salvadoreño. 
Dice este profesor de la London School of Economics, y en su momento 
asesor de Margaret Thatcher, lo siguiente:

“Los actuales creyentes en el ‘laissez faire global’  repiten a Schum-
peter sin entenderlo. Creen que al promover la prosperidad, los li-
bres mercados fomentan los valores liberales. No se han dado cuenta 
de que, aunque el libre mercado global cree nuevas élites, engendra 
también nuevas variedades de nacionalismo y fundamentalismo. Al 
corroer las bases de las sociedades burguesas y al provocar una 
inestabilidad en gran escala en los países en desarrollo, el capita-
lismo global está poniendo en peligro a la civilización liberal […] 
El laissez faire global puede haberse convertido en una amenaza 
para la paz entre los Estados. Se corre el riesgo de que los Estados 
soberanos sean arrastrados a una lucha por el control de los men-
guantes recursos naturales de la Tierra. En el  próximo siglo (Gray 
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escribió su obra en 1998), bien puede que las rivalidades ideológi-
cas entre las naciones, sean reemplazadas por guerras maltusianas 
motivadas por la escasez”383.

Las encuestas de opinión que se hicieron más frecuentes a partir del mo-
mento en que la economía nacional entró en un prolongado letargo, son la 
mejor evidencia de que los sucesivos gobiernos de ARENA, si no fueron 
insensibles del todo a las demandas sociales, tampoco les dieron la impor-
tancia que merecían.

En esto, hay que rescatar la idea de que las percepciones sobre el desempe-
ño de la economía gravitan bastante en las actitudes de los electores. Y si 
esto es así, podríamos decir que los esfuerzos que se hicieron en la cuarta 
administración de ARENA para diluir los desatinos cometidos, principal-
mente en los dos gobiernos que la precedieron, más respondían a un intento 
de sublimar la propia gestión y acaso a un liviano esfuerzo de contrarrestar 
la ofensiva chavista, que a un acto de contrición ante el descrédito en que, 
progresivamente, fue cayendo el modelo neoliberal como tal. Sin embargo, 
esto último se convierte en un tema espinoso cuando se trata de las grandes 
definiciones en busca del favor del electorado.

Al respecto hay que recordar que en el punto más crítico de la campaña 
electoral, tanto el candidato de ARENA como el del FMLN, coincidían en 
lo pernicioso del fundamentalismo económico y, frente a un electorado un 
poco más sensible a la situación del país en este campo, hablaban por igual 
de combatir los excesos cometidos en nombre del mercado. Es más, en una 
más extraña coincidencia, ambos reivindicaban el papel de la empresa pri-
vada en la generación de empleo, el crecimiento económico y la inserción 
internacional.

Por estrategia de campaña o por lo que fuera, el tema es que mientras la de-
recha estaba mostrando una mayor sensibilidad ante los problemas sociales, 
la izquierda postulaba por una economía privada pujante, donde el punto de 
encuentro era, al final de cuentas, el permanente dilema entre cuánto merca-
do y cuánto Estado. Esto, como forma de enfrentar los problemas sociales y 
de distribución del ingreso, en base a un sistema productivo eficiente y sin 
privilegios como, supuestamente, era la filosofía de la nueva economía que 
trató de impulsar el presidente Cristiani.

383  Saxe-Fernández, John y Núñez Rodríguez, Omar. “Globalización e imperialismo: 
transferencia  de excedentes de América Latina”, en Globalización, imperialismo y cla-
se social, varios autores. Buenos Aires: Grupo Editorial Lumen, 2001.
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Lo más curioso es que con ese discurso, que hasta cierto punto mediatizaba 
las diferencias ideológicas entre los dos partidos con opciones más claras a 
acceder al poder, los candidatos Ávila y Funes hicieron del tema de la equi-
dad un asunto central. Probablemente sin proponérselo, estaban constru-
yendo un puente que los acercaba alrededor de un concepto y una realidad, 
que ha sido objeto de mucha controversia cuando se ponen en perspectiva 
el fenómeno de la globalización y la reforma económica. Este acercamiento 
no era, al menos en teoría, un asunto menor.

En realidad, la falta de equidad en los patrones de crecimiento –observada 
cuando la reforma ya había avanzado bastante– y, en general, el relativo 
significado que ha tenido el modelo económico orientado hacia el mercado 
en la disminución de la pobreza, tuvo como corolario el surgimiento de una 
suerte de “tercerismo”, que es hacia donde, al menos en apariencia, apunta-
ban las visiones de dos partidos que surgieron bajo una línea de pensamien-
to económico, político y social, totalmente contrapuesta.

Obviamente, el mensaje estaba impregnado de un fin electorero sin prece-
dentes, pero tampoco podía pasarse por alto el hecho de que los anteriores 
gobiernos hicieron relativamente poco para conciliar la eficiencia con ac-
ciones de mayor alcance para reducir la brecha social y, en general, avanzar 
más en el combate a la pobreza extrema.

¿Qué podía pasar por la mente del ciudadano más o menos informado de 
esas ofertas de precampaña, sin pasar por alto que, unas más y otras menos, 
simple y llanamente llevaban, por lo menos de manera implícita, la impron-
ta de una crítica a su propio partido y a los gobiernos surgidos del mismo?

Del tema de la equidad, por ejemplo, se empezó a hablar en el país –si bien 
de manera muy comedida y hasta con temor– durante la segunda mitad de 
los años ochenta. Hoy todo el mundo se refiere al mismo casi con naturali-
dad, pero años antes era una “ausencia clave” del Consenso del Washington, 
como diría Kaufmann, del Instituto del propio Banco Mundial, al referirse 
al crecimiento en gobernabilidad. Y el recetario surgido de ese Consenso, 
como es sabido, fue asimilado casi acríticamente por países como El Sal-
vador.

Más allá de cualesquier perspectiva que se tenga de nuestra historia recien-
te, hay un hecho innegable: El Salvador se encontraba, a principios de la 
última década del siglo pasado, en una situación realmente dramática como 
producto del conflicto y una situación económica sumamente crítica.
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Con la reforma iniciada en el primer gobierno arenero, la situación en este 
último aspecto empezó a dar un giro de 180 grados. Dos años después, 
vendría la paz y con ello nuevas esperanzas. La reforma continuó, pero los 
beneficios económicos y sociales la languidecieron. 

Todo esto corría en paralelo a una dinámica política que, por largo tiempo, 
se había venido decantando en contra del partido gobernante. Al menos, eso 
decían las encuestas donde la situación económica y la delincuencia apare-
cían como constantes en un ambiente de creciente polarización. Con todo, 
y hasta cierto punto, estas eran expresiones de un inadecuado manejo de la 
economía y la política que, en mucho, eran responsabilidad de los mismos 
salvadoreños. Pero, ya por entonces, algo más oscureció el horizonte.

Pero el tema no se queda allí. Lo importante es tratar de discernir qué si-
gue ahora. Infortunadamente, la ideología embrutece hasta las mentes más 
brillantes, porque las cosas, tal como se presentan hoy en día, no son tan 
simples.

De hecho, el proceso evolutivo que está experimentando el país al prome-
diar el 2009, es parte de ese complejo entramado en que se mueve el capi-
talismo moderno y la nueva corriente política que está ganando espacios en 
algunos países latinoamericanos, donde la actitud contestataria de sus go-
bernantes hacia los Estados Unidos, como símbolo de democracia política 
y económica, se disfraza con el cacareado discurso en torno al socialismo 
del siglo XXI.

El caso de El Salvador, en el que un movimiento guerrillero –que desenca-
denó una guerra civil que duró doce años– se haya convertido en partido 
político producto de los Acuerdos de Paz, y, en menos de veinte años, haya 
logrado hacerse del Órgano Ejecutivo, tampoco es un asunto menor; de 
hecho, no tiene antecedentes en América Latina. De igual forma, que el 
país esté considerado como uno de los que más profundizó la reforma eco-
nómica en la región, no es algo que puede pasar desapercibido dentro de la 
dinámica política y económica que está viviendo la sociedad salvadoreña 
hoy en día.

No es casual entonces, que en este trabajo hayamos hecho alusión, con 
bastante frecuencia, al significado de los Acuerdos de Paz como referentes 
obligados en la vida política, económica y social de El Salvador en el último 
cuarto de siglo. De hecho, como lo hemos sostenido también en múltiples 
ocasiones, estos bien podían haber servido de inspiración para refundar la 
República. Y aunque no era ese el propósito de los mismos, por lo menos de 
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manera clara daban la pauta para avanzar en la consolidación de la demo-
cracia política y económica.

Estamos sugiriendo que con la “nueva economía” y una clase política más 
visionaria, los salvadoreños teníamos la oportunidad única de transitar hacia 
estadios superiores desarrollo en su más amplia expresión –bajo la garantía 
de una institucionalidad democrática consolidada y un estilo de desarrollo 
incluyente– si tan solo hubiéramos tenido una perspectiva diferente de la 
historia y hubiéramos contado con un liderazgo aglutinador. Hay en esta 
apreciación un reconocimiento implícito al carácter simbiótico de la rela-
ción entre economía y política; esa combinación que potencia el desarrollo 
integral de los países cuando se piensa en grande, con una perspectiva de 
largo plazo y, sobre todo, con visión compartida.

Con todo, mi conclusión es que la opción en el campo económico sigue 
siendo la misma después de dos décadas y que el mercado no puede ser 
desplazado por el Estado omnipotente. Sin duda la normativa para regularlo 
tiene que ser más estricta y coercitiva para evitar que los excesos de los 
agentes económicos den al traste con la misma libertad.

El punto está en saber si el cambio histórico que dio el país en el plano polí-
tico con las elecciones del 15 de marzo de 2009, será bien interpretado para 
comenzar un nuevo capítulo –haciendo acopio de la historia reciente– o, 
simplemente, haremos borrón y cuenta nueva de lo que hicimos o dejamos 
de hacer, para empezar a recorrer otra ruta.

Empero, el desafío no es menor, porque, infortunadamente, la partidización 
de la economía –que a veces es más perversa que la misma ideologización 
de la política– sigue estando ahí. Así, mientras los seguidores del pensa-
miento ultra liberal hablan de la necesidad de mantener la gestión económi-
ca dentro del molde que empezó a definirse en la administración Cristiani, 
los detractores del sistema capitalista se inclinan, sin ruborizarse, por un 
modelo de gobierno y conducción económica al estilo venezolano, ecuato-
riano y boliviano384.

En cualquier caso, los enfoques contrapuestos no dejan de ser estériles, es-
pecialmente en sociedades como la salvadoreña que ya experimentó con 
una gestión económica excesivamente ideologizada. Este criterio también 

384  Discurso del ingeniero Roberto Orellana Milla –uno de los principales conductores de 
la reforma económica durante los primeros dos gobiernos de ARENA– en respuesta a 
su nominación como  Miembro Honorario de FUSADES (18 junio de 2009)
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podría aplicarse al partido en el poder, si no fuera porque el presidente Fu-
nes se ha ubicado en el medio –que en todo caso me parece lo más sensa-
to– cuando postula por la instauración de un verdadero modelo de economía 
social de mercado, como fue planteado por FUSADES hace veinticinco 
años.

En este sentido, el gobernante se separa –pragmáticamente– de la línea ra-
dical del partido que lo llevó al poder y de los fundamentalistas del mer-
cado. Ya veremos si con el tiempo puede mantenerse dentro de esa línea, 
conciliando los enfoques ideológicamente contrapuestos, con una realidad 
internacional que no da margen para nuevos experimentos, ni para mantener 
esquemas que demostraron no ser consecuentes con los desafíos que plantea 
la democracia real y el crecimiento incluyente. Además, existe la impresión 
en algunos entendidos que la situación económica y social de nuestros días, 
es peor que la que confrontábamos en 1989. Solo este hecho, obliga a tratar 
de entender un poco la historia.

Ya lo dijo el ex presidente Lagos de Chile, en el prefacio de “La democracia 
en América Latina”:

“Reconocer lecciones de la historia mundial contemporánea, y de la 
propia historia reciente de nuestra región, es el camino para enfren-
tar el círculo vicioso del desencanto, el descontento, la marginación 
ciudadana y la democracia, por una parte, y las insuficiencias del 
ámbito público para generar políticas de progreso, no solo econó-
mico sino también social”.

Concluimos este trabajo recordando aquellos desafíos que según nuestra 
opinión debía enfrentar el primer presidente de la dinastía de ARENA y que 
planteamos en una serie de artículos aparecidos en La Prensa Gráfica, bajo 
el título “La complicada agenda del próximo gobierno”: La paz, la reactiva-
ción económica, la reducción del tamaño del Estado, el déficit fiscal, el des-
equilibrio externo, el saneamiento del sector financiero, la privatización, las 
relaciones internacionales y la moralidad y la ética en el servicio público.

En ese momento idealizábamos un proyecto político, económico, social y 
cultural de largo plazo, que sería la base para la transformación integral de 
El Salvador. Obviamente, el primer y más importante paso era la consecu-
ción de la paz. Ésta afortunadamente se logró, pero no estoy seguro de que 
la hayamos administrado bien. De hecho, hasta en lo aparentemente más 
pedestre seguimos enfrentando los mismos desafíos. ¿O no?
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